PAGE  
486

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que dicta normas para asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias dentro del Pacto por el Crecimiento Económico, el Progreso Social y la Responsabilidad Fiscal. 
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HONORABLE SENADO: 
La Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, señor Gabriel Boric Font, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe señalar que, con fecha 30 de julio de 2024, la Sala del Senado aprobó en general el proyecto de ley, fijando en la sesión del día siguiente como plazo para la presentación de indicaciones el 12 de agosto de 2024, a las 12:00 horas. En dicho término se presentaron 83 indicaciones.

Se hace presente que con fecha 27 de agosto de 2024, la Sala de la Corporación acordó fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 17:30 horas del mismo día, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda, término dentro del cual se recibieron 61 indicaciones.
- - - 

CONSTANCIAS
- Normas de quórum especial: Sí tiene.
- Consulta a la Excma. Corte Suprema: Sí hubo.
- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En el artículo 1:

- El párrafo sexto del número 1° del artículo 6° bis contenido en el numeral 7.

- El párrafo segundo del número 4 del numeral 24.

- El inciso final del artículo 85 ter incorporado por el numeral 32.

- El artículo 100 quáter incorporado por el numeral 39.

- El numeral 76.

En el artículo 2:

- El párrafo décimo del nuevo número 7 incorporado por la letra j) del numeral 3.

En el artículo undécimo transitorio:

- El numeral 13.

Tienen el carácter de normas de quórum calificado por establecer la reserva de información en mérito de lo dispuesto en el artículo 8°, inciso segundo, en relación al artículo 66 inciso segundo, ambos de la Constitución Política de la República.

Por otra parte, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional por tratarse de normas que inciden en la organización o atribuciones de los tribunales de justicia, en mérito de lo dispuesto en el artículo 77, en relación al artículo 66 inciso segundo, ambos de la Constitución Política de la República:

En el artículo 1:

- La letra c) del numeral 9.
- El inciso penúltimo del artículo 59 ter, incorporado por el numeral 21.
- El numeral 25.

- El artículo 65 bis contenido el numeral 28. 

- El número 2 del artículo 65 ter incorporado por el numeral 29.
- Los numerales 42 y 44.

- Las letras e) y f) del numeral 57.

- El número 4° sustituido por la letra d) del numeral 58.

En el artículo 4:
- El inciso tercero del artículo 8 bis, incorporado por el numeral 1.
- El numeral 5.
- La letra a) del numeral 11.
- La letra B) del numeral 21.

En el artículo 10: 

- Los numerales 1 y 2 letra b).
Asimismo, tiene rango orgánico constitucional el artículo 92 ter propuesto en el numeral 36 del artículo 1, en virtud de lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.
El numeral 1 del artículo 8 tiene rango orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.
Finalmente, los párrafos primero y tercero de la letra D del artículo 3° ter propuesto en el numeral 2 del artículo 8 y el numeral 6 del artículo 8 tienen rango orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental. En cuanto impone el deber de realizar la declaración de intereses y patrimonio establecida en la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.

Las mencionadas normas requieren para su aprobación de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.

- - - 

CONSULTA EXCMA. CORTE SUPREMA

Se hace presente que la Comisión envió Oficio H-11, de fecha 2 de septiembre de 2024, solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto de los numerales 23 y 24 del artículo 1 del texto que se propone, que efectúan diversas enmiendas en los artículos 62 y 62 bis del Código Tributario, en cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental, y por el artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dichas normas dicen relación con la organización o atribuciones de los tribunales de justicia.
- - - 

ASISTENCIA

- Senadores y Diputados no integrantes de la Comisión: 
Honorable Senador señor Galilea y Sandoval.
- Representantes del Ejecutivo e invitados: 

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Mario Marcel; la Subsecretaria y Ministra subrogante, señora Heidi Berner; los Coordinadores Tributarios, señores Diego Riquelme y Nicolás Bohme; la Coordinadora Legislativa, señora Consuelo Fernández, y el asesor, señor Andrés Smith. 

Del Servicio de Impuestos Internos, el Director (S), señor Javier Etcheberry; el Subdirector Normativo, señor Simón Ramírez; el Subdirector de Desarrollo de Personas, señor Claudio Duarte, y el asesor, señor Eric Tobar.

Del Servicio Nacional de Aduanas, la Directora Nacional, señora Alejandra Arriaza; la Subdirectora Jurídica de Aduanas, señora María Jazmín Rodríguez y el Jefe de Comunicaciones, señor José Miguel Guerrero.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, las asesoras, señoras Loreto González y Marcia González.

- Otros:
Los asesores de la Honorable Senadora Allende, señores Claudio Hurtado y Hermes Ortega.

Las asesoras del Honorable Senador Coloma, señoras Carolina Infante y Carolina Fuensalida.

Los asesores del Honorable Senador García, señora Valeria Gutiérrez y señor José Miguel Rey.

La asesora del Honorable Senador Insulza, señora Lorena Escalona.

Los asesores del Honorable Senador Kast, señora Christine Winter y, señores Oscar Morales y José Manuel Astorga.

El asesor del Honorable Senador Lagos, señor Reinaldo Monardes.

El asesor del Honorable Senador Saavedra, señor Luis Batallé.

De la Fundación Jaime Guzmán, la Directora del Área Legislativa, señora Bárbara Bayolo.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista, señor Samuel Argüello.

- - -
ARTÍCULO 124 REGLAMENTO DEL SENADO 
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos o numerales que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 

Del artículo 1: los numerales 1, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 26, 28, 29, 38, 41, 42, 44, 47, 50, 52, 53, 54, 55, 56, y 58 a 75.

Del artículo 2: los numerales 1, 2, 3 y 5.

Del artículo 3: los numerales 1, 2, 3, 4, 7, 9, 10, 11 y 12.

Del artículo 4: los numerales 8, 9, 11, 12, 14 y 21.

Del artículo 5: los numerales 1, 2, 3, 5, 6, 7, 8 y 9.

El artículo 6.

Del artículo 7: los numerales 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 13, 15, 17, 18, 19 y 20.

Del artículo 8: los numerales 7 y 8.

Los artículos 9 a 15.

Los artículos transitorios segundo, cuarto a decimoquinto, decimoséptimo, decimoctavo y vigésimo primero.

(Numeración del texto despachado por la Comisión de Hacienda)
2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 39, 40, 47, 53, 54, 55, 58, 60, 61, 62, 64, 65, 66, 73, 74, 79, 80, 81, 82, 1H, 2H, 3H, 4H, 5H, 6H, 7H, 8H, 9H, 10H, 11H, 12H, 13H, 14H, 16H, 17H, 18H, 19H, 20H, 21H, 22H, 24H, 25H, 26H, 27H, 28H, 29H, 30H, 31H, 32H, 33H, 35H, 36H, 36Ha, 37H, 38H, 39H, 41H, 42H, 43H, 44H, 47H, 48H, 50H, 51H, 53H, 54H, 55H, 59 H y 60H.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5, 12, 13, 59, 69, 78, 83, 23H, 34H, 45H, 46H y 49H.

4.- Indicaciones rechazadas: 34, 38, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 48, 49, 50, 51, 52, 56, 63, 67, 68, 70, 71, 72, 75, 76, 15H y 40H.

5.- Indicaciones retiradas: 14, 52H, 56H, 57H y 58H.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 33, 35, 36, 37, 57 y 77.

- - -
DISCUSIÓN EN particular

A.- Análisis previo: exposiciones de los invitados y debate suscitado en la Comisión con ocasión de ellas.
En sesión de 14 de agosto de 2024, el Honorable Senador señor Kast informó que la Comisión se abocaría a estudiar parte de las indicaciones presentadas dentro del plazo fijado por la Sala de la Corporación, centrándose particularmente en dos temas consensuados en una mesa técnica dedicada al efecto, los que dicen relación con el secreto bancario y la figura del denunciante anónimo, temas que se desarrollan posteriormente en este informe, al darse cuenta de las indicaciones respectivas.

En sesión de 27 de agosto de 2024, el Honorable Senador señor Kast anunció que la Comisión seguiría con el estudio de las indicaciones presentadas, particularmente aquellas respecto de las cuales existía un alto grado de acuerdo. 

De igual manera, expresó que se buscaría solicitar a la Sala del Senado su autorización para presentar nuevas indicaciones al proyecto de ley objeto de estudio, para que así el Ejecutivo pueda hacer ingreso de un nuevo paquete de indicaciones que se han venido trabajando en la mesa técnica convocada al efecto. 

El Ministro de Hacienda, señor Mario Marcel informó a los señores Senadores que las indicaciones que se han preparado corresponden básicamente a las distintas temáticas que se han discutido con los equipos de asesores.

En sesión de 28 de agosto de 2024, el Honorable Senador señor Kast hizo presente que la Comisión continuaría con la votación del paquete de indicaciones que quedó pendiente en la sesión anterior, para luego abocarse a las materas referidas a la gobernanza del Servicio de Impuestos Internos.
El señor Ministro refirió que el tema de la gobernanza surgió como parte del diálogo generado durante la tramitación de este proyecto de ley.

Aclaró que el Servicio de Impuestos Internos no es un servicio que se encuentre en crisis ni presenta cuestionamientos profundos, sino que, como cualquier otra institución pública, debiera ir actualizando su gobernanza, especialmente en circunstancias en las cuales se le agregan nuevas facultades a la institución.

Señaló que el proyecto original presentado por el Ejecutivo contenía ya algunas facultades de gobernanza, particularmente respecto de la contraloría interna y también en materia de normas de probidad, pero que, sin embargo, durante la tramitación en la Cámara de Diputados no alcanzó a avanzarse mucho en este aspecto, pese a que se planteó el punto. En razón de ello, destacó que el grueso de las indicaciones sobre gobernanza responde al trabajo que se ha realizado en el Senado junto al grupo de asesores parlamentarios.

Puntualizó que dentro de esto se recogen las buenas prácticas que se han identificado en administraciones tributarias de otros países, tratando siempre de equilibrar los aspectos de transparencia y gobernanza con la capacidad ejecutiva por parte la institución.
La señora Subsecretaria detalló que el primer grupo de indicaciones modifica disposiciones del Código Tributario. Así, la indicación número 10H consagra el Comité Ejecutivo y puntualizó que este Comité estará integrado por el Director del Servicio de Impuesto Internos y los Subdirectores Jurídico, Normativo y de Fiscalización.

Añadió que la indicación 12H señala cuáles son las funciones del Comité Ejecutivo, esto es, qué materias tendrá que revisar y aprobar por la mayoría de sus miembros, entre las cuales se encuentran aspectos de la aplicación de la norma general antielusión. Asimismo, la aprobación extrajudicial en los términos del artículo 132 ter del Código Tributario, entre otras.

Luego, precisó que la indicación número 13H contiene el artículo 6 bis, nuevo, que crea el Consejo Tributario, que es el órgano encargado de emitir un pronunciamiento jurídico sobre las circulares que deban ser objeto de consulta pública obligatoria previo a dicho trámite, para lo cual se fija un plazo a fin de resguardar la observancia de este instrumento al principio de reserva legal en materia de tributos y que algunos de sus contenidos no sean contrarios a la ley. Mencionó que el Consejo Tributario también revisará aquellas materias vinculadas al Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario o estrategia de fiscalización.

Hizo presente que respecto de las circulares existe un procedimiento acerca de la forma en que debe pronunciarse el Consejo Tributario en materia de cumplimiento de la reserva legal de las circulares.

En cuanto a la orgánica del Servicio de Impuestos Internos, la indicación 44H le confiere rango legal a las tres Subdirecciones ya mencionadas y que integrarán el Comité Ejecutivo junto al Director del Servicio, toda vez que actualmente lo que ocurre es que el Director puede crear distintas subdirecciones.

Asimismo, destacó que mediante la indicación 43H se regula orgánicamente al Consejo Tributario y se señala cómo se nombra a los consejeros, cuáles son las inhabilidades que se establecen para ellos, etc.

Mencionó que el nombramiento del Consejo Tributario se realizará por el Ministro de Hacienda a partir de una terna que propondrá el Sistema de Alta Dirección Pública, sus integrantes durarán 5 años en sus cargos y se establece, adicionalmente, una dieta para los consejeros correspondiente a 50 unidades de fomento por sesión con un tope de 150 unidades de fomento mensuales.

Hizo presente que la indicación número 45H establece un régimen post empleo tanto para el Director del Servicio como para los Subdirectores cuando hayan cesado en sus cargos en virtud del cual no podrán prestar ningún tipo de servicio, sea o no remunerado, ni adquirir participación en la propiedad, respecto de las entidades sujetas a fiscalización del Servicio por el plazo de tres meses, periodo en el cual tendrán derecho a percibir mensualmente de parte del Servicio de Impuestos Internos una compensación económica equivalente al 75% de la remuneración que les correspondía percibir por el ejercicio de sus funciones.

Informó que a los Subdirectores del Servicio de Impuestos Internos se les incluye en el Sistema de Alta Dirección Pública.

El Honorable Senador señor Coloma destacó el avance relevante que suponen las propuestas que ha hecho el Ejecutivo y que fueron parte del Protocolo suscrito por los miembros de la Comisión y el Ministerio de Hacienda.

Manifestó estar de acuerdo con el planteamiento del señor Ministro en cuanto a que el Servicio de Impuestos Internos no se encuentra en crisis sino que, como todas las otras instituciones públicas, deben buscarse escenarios de mejor gobernanza, lo que también se ha hecho en organismos como el Banco Central de Chile, la Comisión para el Mercado Financiero (CMF), etc.

Respecto del nombramiento del Director del Servicio, manifestó sus dudas acerca del Sistema de Alta Dirección Pública (SADP), teniendo en cuenta casos como el de la ex Directora del SERNAMEG de la Región de Los Ríos, señora Isabel Amor, nombrada a través del SADP, quien duró dos días en el cargo, situaciones que llevan a perder la credibilidad en el Sistema.

Consultó si para el nombramiento del Director del Servicio de Impuestos Internos se consideró alguna otra fórmula que incluyera a otras instituciones como el Senado, el Banco Central de Chile, la CMF u otros, a efectos de darle una connotación más institucional, del mismo modo en que funcionan otros organismos. 

El Honorable Senador señor Lagos recordó que en administraciones anteriores el SADP no ha sido considerado, atendida la gran cantidad de funcionarios desvinculados, como ocurrió bajo el primer Gobierno del ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera.

Resaltó que el Sistema de Alta Dirección Pública sirve para hacer un filtro de ciertas calidades técnicas de las personas considerando que, con anterioridad a la implementación de ese Sistema, algunos cargos de responsabilidad eran ocupados por personas que no cumplían con todas las competencias necesarias. 

Sobre el punto referido preguntó qué hacen países más sofisticados en esta materia, en términos de saber si cargos como el de Director del Servicio de Impuestos Internos son absolutamente técnicos, son nombrados por el Ejecutivo o son funcionarios de carrera propiamente tal.

Observó que trasladar el nombramiento al Senado significaría politizar esta materia, como ocurre en el caso del cargo de Contralor General de la República que actualmente lleva 8 meses sin poder nombrarse. Manifestó su preocupación por sacar el nombramiento del Director del SII, de la esfera presidencial.

Consideró que tal vez podría designarse al Director en el cargo por periodos determinados de tiempo, a fin de generar un traslape con las administraciones que vienen y que todas puedan nombrar a un Director a fin de que ese sistema entregue también algunas garantías, pero sin politizar el nombramiento, toda vez que el Director del Servicio debe velar por el correcto pago de los impuestos sin que dentro de sus funciones se encuentre el diseño de la política tributaria, materia que corresponde a otro organismo.

El Honorable Senador señor Kast observó que si bien en este proyecto de ley no se logró dar el paso para sustraer el nombramiento del Director del Servicio del ciclo político, sí se pudo avanzar con el Consejo Tributario, que colaborará para que ese cargo no tenga discrecionalidad absoluta en materia legislativa y de interpretación de las normas particularmente, sino que tendrá que pasar por un filtro que conferirá mayor certeza de apego a la ley por parte del Servicio de Impuestos Internos.

Expresó ser partidario de contar con directores de servicios que son quienes ejecutan políticas, que sean nombrados en su totalidad a través del Sistema de Alta Dirección Pública, sin que exista intervención del Presidente de la República de turno en ese nombramiento, pero sí que lo pueda remover cuando no tenga un buen desempeño, lo que generará un incentivo para que el Director esté en sintonía con los lineamientos políticos del gobierno de turno.

Respecto del punto mencionado por el Senador Lagos en cuanto a que durante el primer gobierno del ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera muchos funcionarios nombrados mediante el Sistema de Alta Dirección Pública fueron desvinculados, observó que también ha ocurrido en otras administraciones, luego del primero filtro, la decisión de nombramientos ha sido bajo un criterio político y agregó que atendida la alternancia en el poder de los últimos años se ha generado la sensación de desconfianza política. 

Por otra parte, señaló que, si los nombramientos se realizaran en su totalidad bajo el SADP, no habría incentivos para remover a las personas de sus cargos porque un nuevo nombramiento también se realizaría mediante ese Sistema, de tal manera que tampoco sería una persona políticamente cercana necesariamente.

Expresó que, en su opinión, el SADP debiera ser lo suficientemente robusto y de excelencia para que todos los nombramientos fueran realizados con un criterio absolutamente técnico y que el poder político pudiera removerlos, no por venir de un gobierno anterior, sino que por estar mal evaluados.

Puso énfasis en que el proyecto de ley que se discute no fue tan lejos en este punto, pero sí se observa un gran avance en materia de gobernanza, confianza y sobre todo en certeza jurídica, a efectos de que el Servicio de Impuestos Internos no sea una sede legisladora y arbitraria, sino que tenga bordes, y eso se logra de buena manera en esta iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Insulza manifestó compartir lo expresado por el Senador Kast, entendiendo que el proyecto propone un tránsito hacia el sistema anglosajón, en el cual hay ministros, subsecretarios y luego el servicio público completo y los nombramientos se generan por concurso o carrera funcionaria.

Aseveró que, si bien el sistema de nombramientos requiere muchos cambios, tal como está planteada la forma de nombramiento del Director en esta iniciativa legal resulta perfectamente factible, no obstante deberá en su oportunidad volver a discutirse sobre el SADP que finalmente siempre tendrá algo de político, considerando que las mayorías priman.

Planteó que existe un segmento, como es el de ministro y subsecretarios, que es eminentemente político, pero debajo de ese segmento debiera respetarse el régimen de carrera no obstante existir el riesgo de que las remociones se produzcan por no compartir algunos funcionarios la filosofía del gobierno de turno y frente a lo cual debiera existir un mecanismo adecuado de remoción.

El señor Ministro señaló que, en línea con lo acordado en el Protocolo, se ha buscado despersonalizar decisiones del SII que inciden sobre casos particulares, para lo cual se crea el Comité Ejecutivo, de manera tal que esas decisiones se tomarán de manera colegiada.

Por otro lado, acotó que al crearse el Consejo Tributario se genera una instancia con la cual se pueden contrastar los planes y los resultados de la función fiscalizadora como, asimismo, la juridicidad de las circulares de aplicación general que interpretan normas tributarias.

Puntualizó que esos dos elementos generan instancias que permiten someter decisiones importantes a un filtro en el cual hay más actores que intervienen.

Respecto del nombramiento del Director, mencionó que en otros países ese punto funciona en relación a la forma en que en esos países está regulado el nombramiento de los altos cargos de la Administración. En ese sentido acotó que no existe un régimen especial para el Servicio de Impuestos Internos, sino que se recurre a los regímenes que se han ido desarrollando para nombrar esos cargos, como ocurre en el caso británico y en el Caribe.

En el caso de Chile, se ha tratado de mantener dentro del régimen general, entendiendo que hay muchos aspectos que se pueden mejorar, dentro de los cuales algunos han sido planteados en la Comisión de Hacienda y señaló que la señora Subsecretaria ha estado trabajando con el Servicio Civil en algunas propuestas de reforma al Sistema de Alta Dirección Pública. 

Observó que, tal como lo ha señalado el Senador Lagos, el Sistema de Alta Dirección Pública permite filtrar y además ir de manera proactiva a buscar candidatos, punto que resaltó particularmente en materia de género dentro del sector público, donde puntualizó existía gran desequilibrio entre hombres y mujeres en cargos de dirección pública y que no tenía relación con la composición del personal del sector público, en que hay más mujeres que hombres.

Al respecto, precisó que se ha solicitado al Servicio Civil que proactivamente busque más candidatas mujeres para cargos de dirección pública.

Destacó del proyecto de ley que se discute aquellos aspectos vinculados a las incompatibilidades y las regulaciones post empleo, que actualmente existen solo para la CMF. Asimismo, resaltó la regulación que se propone para el caso de pérdida de confianza en los últimos meses de una administración, toda vez que resulta complejo cuando un gobierno va de salida y en sus últimos meses realiza concursos públicos para llenar cargos que se van a ejercer finalmente durante la administración siguiente. 

Hizo hincapié en que se proponen varias indicaciones de ese tenor que ayudan a fortalecer y complementar la iniciativa legal en materia de gobernanza, en general, más allá del nombramiento de un cargo en particular. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó si hubo alguna evaluación acerca de qué modelos han sido exitosos y cuáles no en materia de nombramientos y al respecto señaló que a su juicio el caso del Banco Central de Chile ha sido exitoso, del mismo modo que la Comisión para el Mercado Financiero y el Consejo Fiscal Autónomo.

Planteó que al observar casos como el del Banco Central, la CMF, el CFA, que resultaron bien y más sólidos que otros nombramientos que se realizan a través del SADP, cabe preguntarse por qué no continuar explorando en esa línea en lugar de insistir en otro sistema que está sujeto a revisión.

El señor Ministro replicó que las indicaciones que se han presentado fueron producto del trabajo realizado con el equipo de asesores parlamentarios, de tal manera que no se trata de una cuestión discrecional impuesta por el Ejecutivo, y observó que el parámetro fundamental que se buscó fue una gobernanza que estuviera acorde con las características, volumen y diversidad del trabajo del Servicio, que es muy diferente al del Banco Central de Chile o al de la CMF.
El Honorable Senador señor Lagos puso de relieve que en esta materia se está generando un cambio importante, considerando que se trata de una modificación sustantiva, con un director de servicio con las atribuciones ya conocidas, complementado con un Comité Ejecutivo y además un Consejo Tributario. Destacó que se crean dos instancias que antes no existían.

La señora Subsecretaria hizo presente que se revisó experiencia internacional y más allá de la forma de nombramiento que obedece a cada uno de los sistemas que operen en cada país, las autoridades del Servicio de Impuestos Internos o su equivalente en cada uno de los países de la OCDE son unipersonales, y donde existen consejos estos son asesores en materias de fiscalización, a lo que se agrega el punto relativo a las circulares y en general materias que no dicen relación con la situación de un contribuyente en particular, sino que revisan políticas y asesoran al director. Señaló que lo anterior fue analizado y discutido en la mesa de trabajo con los asesores parlamentarios.

Añadió que muchos de los países que integran la OCDE tienen, en su segundo nivel jerárquico interno, cuerpos colegiados de funcionarios públicos como el Comité Ejecutivo integrado por el Director y los Subdirectores, de tal manera que la propuesta del Ejecutivo se encuentra probada en los países de la OCDE y en ese sentido Chile se estaría acercando a ellos, pero enfatizó que en ninguno de estos países existe un cuerpo colegiado que dirija un servicio de impuestos internos que tiene 5.500 funcionarios y que, solamente en la “Operación Renta”, genera más de cuatro millones de declaraciones.

El Honorable Senador señor Coloma replicó que su inquietud se vincula a la forma de nombrar y no a las facultades del Director.
En sesión de 3 de septiembre de 2024, el señor Ministro solicitó, en primer término, retomar la discusión y votación de la indicación número 45H, alusiva al régimen post empleo del Director del SII y de los Subdirectores, anticipando que desde el Ejecutivo trabajaron en un ajuste de redacción de la indicación presentada para hacerse cargo de las inquietudes planteadas en la sesión anterior.

A continuación, sugirió abocarse al estudio y votación de todas las indicaciones relacionadas con la Defensoría del Contribuyente, resaltando que lo propuesto en las referidas indicaciones viene consensuado desde la mesa técnica de trabajo. Enseguida, planteó seguir con un paquete de indicaciones referente a la Norma General Antielusiva. Sobre esto último, recordó a los señores Senadores que el Ejecutivo retiró su propuesta inicial de su traspaso a sede administrativa, sustituyéndola por otra que contempla un conjunto de normas que busca hacer más ágil el procedimiento en sede judicial.

Observó que, de ser posible, podía continuarse con la votación de la indicación número 35H, que recae en el artículo 2 del proyecto de ley objeto de estudio, que modifica la Ley sobre Impuesto a la Renta, referente al control de rentas pasivas en el exterior. Finalmente, propuso abordar el conjunto de indicaciones que dicen relación con el artículo 3 de la iniciativa legal, que modifica la Ley sobre Impuestos a las Ventas y Servicios. 

En sesión de 4 de septiembre de 2024, la señora Subsecretaria sugirió a la Comisión continuar la votación de las indicaciones, comenzando con la indicación 45H, pendiente de votación, revisar enseguida la número 35H, recaída sobre el artículo 2 del proyecto de ley y que modifica el artículo 41G de la Ley sobre Impuesto a la Renta, para luego continuar con las indicaciones recaídas sobre el artículo 3° de la iniciativa legal, que modifica la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios. 
En sesión de 5 de septiembre de 2024, la Comisión se abocó a estudiar parte de las indicaciones referentes al artículo 1 del proyecto de ley, que modifica el Código Tributario. Específicamente debatieron a partir de la indicación número 19H en adelante. 

En sesión de 9 de septiembre de 2024, durante la jornada de la mañana, la Comisión continuó la discusión de las indicaciones referentes al artículo 1 del proyecto de ley, que modifica el Código Tributario. Específicamente debatieron a partir de las indicaciones números 7, 8 y 9 en adelante. 

En sesión de 9 de septiembre de 2024, durante la jornada de la tarde, la Comisión continuó con el estudio de las indicaciones 35H, 13 y 23H
En sesión de 10 de septiembre de 2024, durante la jornada de mañana, la Comisión se abocó, en primer término, a revisar la nueva propuesta de redacción del nuevo artículo 92 ter del Código Tributario sugerido en la indicación número 23H, para luego continuar con la discusión y debate de la indicación número 35H que modifica la Ley sobre Impuesto a la Renta, seguir con la indicación número 78 que modifica la Ley N° 21.420, continuar con el estudio de las indicaciones recaídas en la Ley Nº 16.271 de Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones, para posteriormente revisar las indicaciones formuladas a la Ordenanza de Aduanas.

En lo que concierne a la Ordenanza de Aduanas, la señora Ministra (S) explicó que las indicaciones del Ejecutivo sobre esta materia fueron trabajadas junto a los asesores parlamentarios y todas ellas obedecen a la idea de poder equiparar la Ordenanza de Aduanas con los cambios que se están efectuando en la normativa del Servicio de Impuestos Internos para el caso del derecho de los contribuyentes.

Agregó que hay otras materias que tienen que ver con las multas respecto de las cuales hay indicaciones parlamentarias. 

Consideró que aquellas materias objeto de mayores diferencias serían respecto de las indicaciones parlamentarias que podrán ser revisadas con mayor detalle y en el resto de las indicaciones hay coincidencias en el Ejecutivo y los parlamentarios autores de las indicaciones. 

Finalmente manifestó entender que existe un conjunto de normas que a juicio del Ejecutivo debieran ser declaradas inadmisibles.

El Honorable Senador señor Coloma refirió que en el artículo 176 se establecería una sanción en la letra p) que consistiría en el 50% del valor aduanero de la mercancía lo que generaría un problema importante.

La señora Ministra (S) puntualizó que el texto aprobado por la Cámara de Diputados agregaba las letras p) y q). Por su parte el Ejecutivo presentó una indicación sobre la letra p), signada con el número 69.

El señor Riquelme explicó que el artículo 176 de la Ordenanza de Aduanas establece la aplicación de multas.

Precisó que, respecto de la inquietud planteada por el Senador Coloma sobre una posible duplicidad, ello no sería correcto puesto que el artículo 202 de la Ordenanza regula las facultades disciplinarias de que tiene la Directora del Servicio Nacional de Aduanas, es decir, la sanción que aplica al Agente de Aduana por incumplir.

Aclaró que por su parte las letras p) y q) son multas que se aplican al dueño de la mercancía, al consignatario y al consignante y no al Agente de Aduana. Puntualizó que distinto es que el Agente de Aduana tiene el deber de responder por estas multas, toda vez que normalmente el obligado es un no residente en el país.

Puso de relieve que en las letras p) y q) el obligado al pago solidariamente es el Agente de Aduana, pero no es el sujeto pasivo de la obligación en forma exclusiva de modo que no habría duplicidad porque se trata de cuestiones diferentes.

Resaltó que el texto aprobado por la Cámara de Diputados inicialmente incorporaba una multa de hasta una vez el valor aduanero, tanto en la letra p) como en la letra q), nuevas, y la propuesta del Ejecutivo a través de su indicación número 69 es reducirlas al 50% al menos respecto de la letra p), que podría disminuirse también en la letra q). 

El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que efectivamente habría una duplicidad de sanción y al respecto preguntó por el contenido del artículo 202 de la Ordenanza de Aduanas.

La Directora Nacional de Aduanas, señora Alejandra Arriaza, respondió que la misma figura tienen las demás normas que se ubican en el artículo acerca de otras irregularidades que se pretende sancionar.

Precisó que el artículo 202 versa sobre la facultad disciplinaria respecto de la actuación del Agente de Aduana u otro despachante habilitado para tales efectos. Puntualizó que la citada norma dice relación específicamente con la jurisdicción en cuanto a la actuación de ministro de fe y delegado de la función pública que tienen agentes de aduana, despachadores y otros que se encuentran registrados bajo esta misma jurisdicción en el Servicio.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es la sanción que podría aplicarse.

La señora Directora Nacional de Aduanas respondió que la sanción puede consistir en una amonestación verbal o escrita, multa con máximo de 25 UTM, suspensión o cancelación.

El Honorable Senador señor Coloma replicó que existiendo en el artículo 202 una facultad de multa de hasta 25 UTM por parte del Director del Servicio Nacional de Aduanas, ante el mismo hecho se podría sancionar dos veces, porque el Servicio Nacional de Aduanas podría multar por la misma razón y que la cantidad de dichas multas resulta imposible de soportar para quienes son sancionados.

La señora Ministra (S) detalló que se ha entendido que retirar y permitir el retiro de mercaderías desde los recintos de depósitos aduaneros o entregarlas sin que se haya cumplido todas las obligaciones legales, reglamentarias y administrativas, exigidas para dicho retiro.

Precisó que una de las exigencias consiste en que cuando los camiones salen del Puerto y se van a un depósito privado debe quedar establecido cuál es el domicilio para que el Servicio Nacional de Aduanas pueda acudir a ese domicilio, buscar el camión y hacer la revisión que corresponda. 

Señaló que por distintas razones ha ocurrido que el camión desaparece del domicilio donde quedó registrado que iba a estar y por lo tanto no se puede realizar la inspección por parte del Servicio Nacional de Aduanas lo que puede dar pie para que esa mercancía forme parte del comercio ilícito u otros ámbitos.

Puso de relieve que lo único que se solicita es que se avise al Servicio del cambio de domicilio u la forma de incentivo que ello ocurra es que la multa sea consistente.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que de acuerdo a lo planteado por la señora Directora habría multa hasta por un monto de 25UTM.

La señora Ministra (S) especificó que ello aplicaría para el Agente de Aduana que cumple una función pública por tanto también está sometido a otro proceso disciplinario también.

Resumió señalando que la multa se establece por un monto máximo de hasta una vez el valor aduanero por lo tanto no necesariamente debe ser ese valor y mediante la indicación número 69 se pretende que la multa sea por el 50% del valor aduanero, tanto en la letra p) como en la letra q).

El Honorable Senador señor Coloma estimó que la multa es desproporcionada tratándose de infracciones que no son constitutivas de los delitos de fraude o contrabando.

El Honorable Senador señor Lagos observó que la letra d) del artículo 176 dispone que la colocación de mercancías en sitios sospechosos o separados del resto de la carga se sancionará con multas de hasta el 50% del valor aduanero de las mercancías, por lo tanto, se cuenta con esos niveles de sanción.

Estimó que respecto cargas o embarques que se autoriza a estar en determinados lugares como depósitos temporales sin que se notifique el cambio de lugar podría estar asociado a eventuales conflictos, no obstante, en algunos casos puede ser desprevención, dejación, pero también a movimientos ilegítimos de carga, mercado negro y terminar las mercaderías siendo comerciadas en la calle.

El Honorable Senador señor Coloma puso de relieve que en la hipótesis del Ejecutivo se agrega algo que no se encontraba considerado en ninguno de los literales del artículo 176.

La señora Directora del Servicio Nacional de Aduanas precisó que las actuaciones del Servicio buscan que no se inhiba la acción de fiscalizar. Efectivamente el que las mercancías no se presenten en los lugares habilitados en forma y fondo, en este caso es que la entrega de las mercancías, una vez terminados todos los procedimientos aduaneros para la salida desde los recintos de depósito, de los puertos, de los lugares habilitados de las zonas primarias en sí estén cumplidas todas las fiscalizaciones y obligaciones que tienen para con el Servicio.

Hizo presente que retirar las mercaderías previo a todo ello significa que el Servicio no puede ejercer adecuadamente la acción fiscalizadora de modo que eso podría dar pie para facilitar la comisión de otro tipo de ilícitos que no se puede controlar.

Recalcó que hoy en día ello es algo que ocurre, que no se encuentra sancionado y existe una responsabilidad con el cumplimiento de esas obligaciones.

El Honorable Senador señor Coloma consultó a la señora Directora si en su opinión el 50% del valor de la mercancía sería una multa proporcionada en relación a las otras figuras del artículo 176.

La señora Directora contestó que se entiende proporcionada la multa e agregó que respecto de otras materia se cuenta con sanciones del mismo tipo.

El señor Riquelme señaló que a juicio del Ejecutivo estaría despejado el tema de la duplicidad de sanciones toda vez que de la lectura del artículo 176, cada uno de los literales que contiene establecen multas y ello no inhibe a la Directora para aplicar las reglas disciplinarias porque son distintas.

El Honorable Senador señor Coloma reparó en que la palabra disciplinario y las reglas disciplinarias llevan a cierta confusión porque la Directora podría aplicar multas en uso de sus facultades disciplinarias.

El señor Riquelme especificó que la multa a la que se refiere el Senador Coloma se aplica en uso de una facultad disciplinaria de la Directora respecto de la condición del Agente de Aduana de ministro de fe y no de los incumplimientos del artículo 176.

Aseveró que, en razón de ello, puedo convivir las letras desde la a) a la o) que tienen multas, con la facultad disciplinaria del artículo 202 sin que choquen.

Respecto de lo señalado por el Senador Coloma acerca del porcentaje destacó que las distintas letras establecen distintos criterios.

Subrayó que para que la norma efectivamente cumpla su rol, esto es, evitar que se cometa este tipo de infracciones que se establece un máximo lo que no quiere decir que siempre deba aplicarse ese máximo, sino que se apunta a una cierta gradualidad.

En sesión de 10 de septiembre de 2024, durante la jornada de tarde, la Comisión se abocó al estudio y votación de las últimas indicaciones, referentes principalmente a la Ordenanza de Aduanas y a los nuevos artículos, así como a las disposiciones transitorias del proyecto de ley.
B.- Discusión particular.
A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general y de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión.
ARTÍCULO 1
Introduce modificaciones en el Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, del Ministerio de Hacienda.
Numeral 2

Modifica el artículo 4 bis en el sentido que indica.
Letra b)

Intercala en el inciso tercero, entre las palaras “dichos” y “actos”, la expresión “hechos,”.

En esta letra recayó la indicación número 1H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirla por la siguiente:

“b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“Existe elusión cuando mediante actos o negocios jurídicos o un conjunto de ellos, con abuso o simulación, se eluden los hechos imponibles establecidos en las disposiciones legales tributarias.”.”.
El señor Riquelme señaló que respecto a las modificaciones en materia de Norma General Antielusiva (NGA), las indicaciones están distribuidas en cuatro puntos distintos, donde las primeras de ellas dicen relación con las modificaciones al artículo 4° bis, 4° ter y 4° quater del Código Tributario, considerando que en la mesa técnica convocada para el presente proyecto de ley se discutió la necesidad de fijar correctamente el alcance de aplicación de la norma general antielusión, de manera tal de tener claridad cuándo opera, su interacción con las normas especiales y cómo se procede cuando hay un conjunto de actos, o bien, un solo acto. 

Observó que con los cambios propuestos se mantiene la lógica del principio de especialidad.

Agregó que respecto a estos tres artículos se considera un conjunto amplio de indicaciones, las que dicen relación con las indicaciones números 1H, 2H, 3H, 4H, 5H, 6H, 7H y 8H.

Acotó que en la indicación número 3H existe un error formal en la instrucción de la indicación, pues se sustituye la letra d) del numeral 2 del artículo 1 del proyecto de ley, no obstante, precisó que la aprobación de la letra d) que se propone en la indicación es incompatible que la letra e) que figura en el texto del proyecto de ley aprobado. 

Por lo anterior, apuntó que de votarse favorablemente la nueva letra d) debiese suprimirse la letra e) del texto del proyecto de ley ya aprobado, pues de lo contrario quedarán incisos discordantes. 

Continuó informando que en lo que concierne al artículo 4° quinquies se regula el procedimiento administrativo, es decir, cómo el Servicio resuelve que va a requerir un caso por elusión. Precisó que tuvo que modificarse el mentado artículo mediante la indicación número 9H pues, al intervenir el Comité Ejecutivo, se establece todo un procedimiento, además que se aclaran materias del todo relevantes en lo que concierne a la prescripción y a cómo el Servicio debe requerir judicialmente para luego poder liquidar, donde lo que procede es que se suspenda la prescripción, considerando que la norma actual no es lo suficientemente clara en lo que respecta a cuándo comienza a operar y hasta dónde se extiende. 

Informó que la prescripción se suspende desde el requerimiento, es decir, desde que el Servicio ingresa la correspondiente solicitud al tribunal respectivo, y estará en esa condición hasta la sentencia definitiva, pues sólo en ese momento el Servicio estará en condiciones de girar los impuestos. 

Resaltó que con este ajuste se logra una coherencia en la regulación que establece cuándo se pueden emitir las liquidaciones, cuándo se puede girar y cuándo finalmente se puede cobrar. Sostuvo que era necesario hacer este ajuste toda vez que las normas usuales no aplicaban a NGA, pues lo usual es que el Servicio liquide y el contribuyente, por su parte, reclame. 

Enseguida, se refirió a los artículos 119 y 160 bis y a las indicaciones números 25H y 33H, mencionando que a través de numerales nuevos se modifican los citados artículos, los que regulan el procedimiento judicial de aplicación de la NGA. 

Resaltó que el artículo 160 bis es el más relevante pues regula el procedimiento propiamente tal y mediante la indicación se procede a aclarar materias relevantes en sede judicial, que tienen que ver con la forma en que se notifica el requerimiento en materia de NGA. De igual manera, informó que se reconoce la posibilidad de apelar la resolución que fije los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba, cuestión que no ocurría actualmente y que en el procedimiento general sí existe. Asimismo, dio cuenta que se reconoce expresamente la posibilidad de conciliar.

Agregó que en la misma indicación también se contempla cuándo el Servicio emite las liquidaciones y los giros. Sobre el particular, señaló que a nivel académico ha sido un tema muy discutido, pues algunos planteaban que quien liquidaba era el juez y no el Servicio, arguyendo una falta de coherencia normativa. 

Finalmente, puntualizó que en los artículos 123, 124 y 132 y en las indicaciones 26H, 27H, 28H, 29H, 30H y 31H, se contemplan ajustes de párrafos e incisos que hay que eliminar, con ocasión de que la NGA pasa a calificación judicial, considerando que había ciertas partes de esas disposiciones en el texto aprobado por la Cámara de Diputados que se referían a una aplicación administrativa. Hizo presente que se trataban de cambios que respondían únicamente a una cuestión de coherencia normativa.
En lo que concierne a la indicación número 1H propiamente tal, el Honorable Senador señor Coloma resaltó que la indicación hace un esfuerzo para proponer un texto en términos positivos.

--Puesta en votación la indicación número 1H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.

Letra c)

Reemplaza en el inciso cuarto, la frase “las consecuencias jurídicas se regirán por dicha disposición y no por los artículos 4 ter y 4 quáter”, por la siguiente: “se aplicará dicha norma y no los artículos 4 ter y 4 quáter, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes”.  

En esta letra recayó la indicación número 2H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“c) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente frase “Serán aplicables los artículos 4° ter y 4° quáter cuando con abuso o simulación se evite una norma especial antielusiva, en cuyo caso, mediante el procedimiento establecido en el artículo 4° quinques, se solicitará la aplicación de la norma especial eludida. Cuando respecto de un solo acto u operación le sea aplicable una norma especial, solo podrá aplicarse dicha norma.”.

Los planteamientos generales formulados con ocasión de esta indicación se encuentran consignados previamente, en el apartado de la indicación número 1H.
--Puesta en votación la indicación número 2H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.

Letra d)

Sustituye el inciso quinto por el siguiente:

“Serán aplicables los artículos 4 ter y 4 quáter cuando, mediante el abuso o la simulación, se eluda la aplicación de una norma especial. Sin embargo, las consecuencias jurídicas de la declaración de elusión se regirán por las disposiciones de la norma especial eludida.”.

En esta letra recayó la indicación número 3H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirla por la que sigue:

“d) Agrégase a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser inciso final: 

“También serán aplicables los artículos 4° ter y 4° quáter cuando la elusión comprenda un conjunto o serie de actos o negocios jurídicos, aun cuando respecto de uno o más de ellos, individualmente considerados, pueda aplicarse una norma especial antielusiva. En estos casos las consecuencias jurídicas de la declaración de elusión se regirán por las disposiciones de los artículos 4° ter o 4° quáter, según corresponda.

Cuando respecto de un acto o negocio jurídico se hubiere aplicado una norma especial antielusiva, a dicho acto o negocio no podrá aplicársele los artículos 4° ter o 4° quáter. Tampoco a los actos o negocios jurídicos a los que se hubiere aplicado la norma general antielusión podrá aplicárseles una norma especial antielusiva.

La facultad de revisar los actos o negocios jurídicos por aplicación de los artículos 4° ter y 4° quáter y la interposición del requerimiento señalado en el artículo 4° quinquies prescribirá en el plazo de 6 años.”.”.

Los planteamientos generales formulados con ocasión de esta indicación se encuentran consignados previamente, en el apartado de la indicación número 1H.
El Honorable Senador señor Coloma acotó que, según entiende, el último inciso contenido en el texto legal vigente seguirá igualmente aplicándose tras aprobarse la modificación.
--Puesta en votación la indicación número 3H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.

Numeral 3

Modifica el artículo 4 ter en el sentido que indica.

Letra a)

Reemplaza la frase “Se entenderá que existe abuso en materia tributaria cuando se evite total o parcialmente la realización del hecho gravado, o se disminuya la base imponible o la obligación tributaria, o se postergue o difiera el nacimiento de dicha obligación, mediante actos o negocios jurídicos” por la siguiente: “Hay abuso en materia tributaria cuando se evita la realización del hecho gravado, se disminuye la base imponible o la obligación tributaria, y cuando se posterga o difiere el nacimiento de dicha obligación, mediante hechos, actos o negocios jurídicos o una serie de ellos”.

En esta letra recayó la indicación número 4H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“a) En su inciso primero: 

i) Elimínase la frase “total o parcialmente”.

ii) Intercálase entre la expresión “obligación,” y la palabra “mediante” la frase “se obtengan devoluciones, o se acceda a un beneficio tributario o régimen tributario especial,”.”.

Los planteamientos generales formulados con ocasión de esta indicación se encuentran consignados previamente, en el apartado de la indicación número 1H.
Sin perjuicio de aquello, el señor Riquelme explicó que en el ordinal i) se elimina la frase “total o parcialmente” de la letra a) del numeral 3 del artículo 1, en el entendido de que la modificación propuesta obedece a que no es posible eludir parcialmente un hecho gravado. Al respecto, resaltó que a la fecha no han podido detectar ningún caso donde una persona eluda en parte. Precisó, en todo caso, que una cuestión distinta dice relación con las diferencias de impuestos.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que la sanción puede llegar a ser diferente de acuerdo a la naturaleza de la elusión, lo que no significa que la elusión en sí pueda ser parcial. 

Enseguida, respecto al ordinal ii) de la indicación, el Honorable Senador señor Coloma preguntó qué tipo de conducta se estaría agregando a la norma.

El señor Riquelme respondió que más que ampliar la norma a otro tipo de conductas, se aclara que también con abuso se puede obtener eventualmente un beneficio tributario o ingresar a un régimen tributario especial.  

El Honorable Senador señor Coloma refirió que si el Servicio establece que una persona pudiese estar utilizando un régimen Pyme por ejemplo, distinto a aquel que en rigor le correspondería, se podría aplicar el presente artículo 4° ter, lo que no obsta a que el Servicio deba probarlo. 

--Puesta en votación la indicación número 4H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.

Letra b)
Agrega a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“También será aplicable el presente artículo cuando mediante hechos, actos o negocios jurídicos o un conjunto o serie de ellos se accede, con abuso, a un beneficio tributario o a un régimen tributario especial.”.
En esta letra recayó la indicación número 5H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimirla.

Los planteamientos generales formulados con ocasión de esta indicación se encuentran consignados previamente, en el apartado de la indicación número 1H.
De igual forma, el señor Riquelme acotó que los ajustes que se contemplaban en la letra b) que se propone suprimir ya se encuentran subsumidos en el contenido de la indicación número 4H, ya aprobada.

--Puesta en votación la indicación número 5H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.

Numeral 4
Modifica el artículo 4 quáter en el sentido que indica.

Letra a) 

Reemplaza la expresión “actos o negocios simulados” por la frase “hechos, actos o negocios jurídicos simulados, además de la multa establecida en los términos del artículo 100 bis”.

En esta letra recayó la indicación número 6H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“a) Reemplázase, la expresión “actos o negocios simulados” por la frase “actos o negocios jurídicos simulados, además de la multa establecida en los términos del artículo 100 bis”.”.
Sin perjuicio de lo ya señalado con ocasión de la explicación preliminar contenida en la indicación número 1H, el señor Riquelme señaló que tanto en la indicación número 6H, así como también en las 7H y 8H, se elimina la palabra “hechos” en las letras a), b) y c) respectivamente del numeral 4 del artículo 1. Agregó que para ser coherente con todo el articulado del proyecto de ley correspondía hacer esta supresión. 

El Honorable Senador señor Coloma precisó que, respecto del texto original, además, se estaría agregando la palabra “jurídicos” en cada uno de estos casos. 

El señor Riquelme contestó afirmativamente, señalando que se hace con el propósito de hablar de “negocios jurídicos”.

El Honorable Senador señor García preguntó a los representantes del Ejecutivo sobre la frase “actos o negocios jurídicos simulados”, de manera tal de tener claridad de si se está pensando en la organización o constitución de las empresas. 

El señor Riquelme respondió, en primer término, que en lo que concierne a actos jurídicos simulados, podría pensarse en la celebración de un contrato de compraventa, cuando en realidad se está realizando una donación. Dicho lo anterior, respecto a los negocios jurídicos simulados, explicó que podría existir una serie de operaciones que acompañen a determinados actos jurídicos, que también son parte de la simulación, como sería la realización de ciertas operaciones, las que no son necesariamente actos jurídicos.

El Honorable Senador señor Coloma cuestionó que estas otras operaciones no puedan llegar a ser calificadas como actos jurídicos. En el mismo sentido consultó qué negocio jurídico puede no ser un acto jurídico.  

El señor Riquelme hizo presente que existen tomas de decisiones a nivel de administración que no son necesariamente actos jurídicos. Resaltó que aludir a “negocios jurídicos” responde a la necesidad de mantener la coherencia normativa de todo el articulado del proyecto de ley, como ha quedado en los artículos 4° bis y 4° ter al definirse la elusión o el abuso, respectivamente. Agregó que lo mismo ocurre en aquellas partes que se habla de simulación. 

Observó que en todos estos casos se alude a “negocios jurídicos” pues se entiende que es un concepto más amplio que “actos jurídicos”, ya que podrían existir operaciones individualmente consideradas que no puedan identificarse como acto jurídico, pero que son relevantes de considerar para efectos de calificar un acto.

El Honorable Senador señor García pidió confirmar que el alcance que se le da a la expresión es más amplio que aquello que tenga que ver con la estructura societaria de alguna empresa. 

El Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Simón Ramírez, expresó que la clasificación recogida es más bien doctrinaria, pues en doctrina se distinguen tipos de hechos y si estos son de la naturaleza o del hombre. Refirió que si una persona llega a fallecer no podría señalarse que en ese caso hay una hipótesis de NGA, lo que explica la eliminación del término “hechos” en la hipótesis de elusión que considera el texto del proyecto de ley. 

En cuanto al concepto de acto jurídico, apuntó que se trata de una manifestación de voluntad que crea consecuencias jurídicas en el ordenamiento jurídico. Precisó que el concepto de negocio jurídico también es un término doctrinario y que dice relación con aquellos actos voluntarios que generan consecuencias jurídicas entre distintas partes. 
Por lo anterior, desestimó que el sentido del término “negocio” se esté recogiendo en el sentido de emprender o generar una empresa, sino más bien está pensado en la celebración de actos o contratos que causen consecuencias jurídicas, que pueden ser la creación de derechos y obligaciones o extinguen relaciones jurídicas. 

El Honorable Senador señor García preguntó si resultaba aconsejable, más que hablar de “actos y negocios jurídicos”, referirse a “actos o contratos jurídicos”.

El señor Ramírez replicó que un contrato es algo más específico que un negocio. Sostuvo que de acuerdo a la doctrina los contratos crean relaciones jurídicas, sin que pueda comprender aquellos supuestos donde se extinguen relaciones jurídicas, donde sí resulta más conveniente hablar en estos casos de negocio jurídico. 

El Honorable Senador señor Insulza opinó que la palabra negocio jurídico es lo suficientemente amplia, por lo que se mostró de acuerdo con el texto sugerido.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que, según entiende, el término propuesto opera como el género y que el contrato sería la especie. 

--Puesta en votación la indicación número 6H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos. Con la misma votación fueron aprobadas las indicaciones números 7H y 8H.
Letra b)

Reemplaza la frase “actos y negocios jurídicos de que se trate” por “hechos, actos o negocios jurídicos o un conjunto o serie de ellos”.

En esta letra recayó la indicación número 7H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“b) Reemplázase la frase “actos y negocios jurídicos de que se trate” por “actos o negocios jurídicos o un conjunto o serie de ellos”.”. 

El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 6H. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 7H fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.

Letra c)

Intercala entre la expresión “nacimiento” y el punto y seguido la frase “o se simulen hechos, actos o negocios jurídicos para acceder a un beneficio tributario o a un régimen tributario especial”.
En esta letra recayó la indicación número 8H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“c) Intercálase, entre la expresión “nacimiento” y el punto que le sigue, la expresión “o se simulen, actos o negocios jurídicos para acceder a un beneficio tributario o a un régimen tributario especial”.”.

El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 6H. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 8H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.
Numeral 5
Agrega a continuación del artículo 4 quinquies un artículo 4 sexies, nuevo, relativo al Consejo Asesor Consultivo y sus atribuciones.
En este numeral recayó la indicación número 9H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el que sigue:

“5. Sustitúyese el artículo 4º quinquies, por el siguiente:

“Artículo 4° quinquies.- La existencia de abuso o simulación será declarada a requerimiento del Director, previa recomendación del Comité Ejecutivo, por el Tribunal Tributario y Aduanero competente, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 160 bis. 

El Servicio deberá citar al contribuyente en los términos del artículo 63, pudiendo solicitar todos los antecedentes que estime necesarios respecto a los actos o negocios jurídicos objeto de revisión en los términos del inciso tercero de dicho artículo, incluidos aquellos que sirvan para el establecimiento de la multa dispuesta en el artículo 100 bis. En la citación deberá constar que el procedimiento es bajo el presente artículo y si pudieran también ser aplicables una o más normas especiales antielusivas respecto de los mismos actos o negocios jurídicos objeto de revisión. El procedimiento de fiscalización será dirigido por el Departamento de Normas Generales Antielusión en coordinación con la Dirección Regional o Dirección de Grandes Contribuyentes, según corresponda. 

Cuando el procedimiento de fiscalización se hubiere iniciado por una materia distinta a la indicada en el inciso anterior, procederá lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 59. Asimismo, si en dicho procedimiento anterior ya se hubiese citado al contribuyente, dicha citación se conciliará, debiendo emitirse una nueva citación según lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 63. 

Finalizada la etapa de fiscalización, y dentro de los plazos de prescripción, el Departamento de Normas Generales Antielusión deberá elaborar un informe que contenga, al menos, los antecedentes analizados, los argumentos del contribuyente y los fundamentos para calificar los actos o negocios jurídicos, o un conjunto o serie de ellos, como constitutivos o no de elusión. El informe deberá ser firmado por los funcionarios a cargo de la fiscalización y por el jefe del Departamento. El informe podrá: 

1. Dar cuenta de la existencia de elusión, según lo dispuesto en los artículos 4° ter o 4° quáter, y en la medida que los actos o negocios jurídicos o una serie de ellos hubieren generado una reducción de la base imponible igual o superior a 1000 unidades tributarias mensuales; o se hubiere accedido a un beneficio tributario; o se hubiere ingresado a un régimen tributario especial. En este caso, el informe será presentado al Comité Ejecutivo. 

2. Recomendar la aplicación de una norma especial antielusiva, en cuyo caso se enviarán los antecedentes a la Dirección Regional respectiva o al área especializada de la dirección nacional, según corresponda, para que se resuelva el proceso de fiscalización y se determine la procedencia de aplicar una norma especial antielusiva y en su caso emitir las liquidaciones o resoluciones que correspondan. Para la procedencia de lo antes dispuesto será necesario que se hubiese citado al contribuyente dentro de los plazos establecidos en el artículo 59, aplicables a la norma especial invocada. 

3. Establecer que no existe elusión, en cuyo caso se certificará el término del proceso de fiscalización en los términos del inciso quinto del artículo 59. 

Cuando proceda lo dispuesto en el número 1 del inciso anterior, el Comité Ejecutivo deberá, dentro del plazo de 15 días desde recibido el informe: 

a) Establecer la procedencia de la aplicación de los artículos 4° ter o 4° quáter, recomendando al Director la presentación del requerimiento ante el Tribunal Tributario y Aduanero competente. 

b) Recomendar la aplicación de una norma especial o resolver que no existe elusión, en cuyo caso se procederá según los números 2 o 3 del inciso anterior, según corresponda. 

Durante el tiempo transcurrido entre la fecha en que se presente el requerimiento de declaración de abuso o simulación ante el Tribunal Tributario y Aduanero competente, hasta la sentencia firme y ejecutoriada que la resuelva, se suspenderá el cómputo de los plazos establecidos en el inciso séptimo del artículo 4º bis. 

En caso de que se establezca la existencia de abuso o simulación para fines tributarios, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá así declararlo en la resolución que dicte al efecto, dejando en ella constancia de los actos jurídicos abusivos o simulados, de los antecedentes de hecho y de derecho en que funda dicha calificación, determinando en la misma resolución el monto del impuesto que resulte adeudado o el monto de la reducción o eliminación de una pérdida tributaria, según corresponda. 

A partir de la resolución señalada en el inciso anterior, el Servicio procederá a dictar la liquidación o resolución según corresponda, debiendo incluir el reajuste, intereses y multas que proceda a partir de las diferencias de impuesto determinadas por el tribunal. Por su parte, una vez que la existencia de abuso o simulación se encuentre firme, se procederá a emitir los giros con prescindencia de las partidas o elementos de la liquidación que hubiera sido desestimadas con ocasión de los recursos presentados por el contribuyente.”.  

El señor Riquelme resaltó que lo relevante del artículo propuesto es que siempre se debe citar al contribuyente. Resaltó que la citación es el procedimiento de fiscalización formal que tiene el SII.

Puso de relieve que el procedimiento de fiscalización es conducido por el Departamento de Normas Generales Antielusión y que, finalizada la etapa de investigación, dicho departamento emite un informe que puede recomendar tres cosas: 1) aplicar la NGA, en cuyo caso se remite el informe al Comité Ejecutivo, el cual está constituido por los Subdirectores y el Director del Servicio; 2) recomendar la aplicación de una norma especial antielusiva, por lo cual los antecedentes serán remitidos a la Dirección Regional respectiva o al área especializada en la Dirección Nacional cuando corresponda, o 3) establecer que no existe elusión, en cuyo caso se certificará el término del proceso de fiscalización.

Continuó informando que en los supuestos en que se recomienda la aplicación de la NGA, aún en esos casos el Comité Ejecutivo puede confirmar dicha posición y, por tanto, recomendarle a su vez al Director que efectúe el requerimiento ante el Tribunal Tributario y Aduanero respectivo, o proponer la aplicación de una norma especial, o bien, determinar que en realidad no había elusión, certificándose el término del procedimiento de fiscalización, y de esta forma entregarle la certeza al contribuyente de que sus operaciones no son elusivas. 

Siguió señalando que en el artículo propuesto también se recoge la regulación que dice relación con la suspensión de la prescripción, desde que se efectúa el requerimiento de declaración de abuso o simulación ante el Tribunal Tributario y Aduanero respectivo hasta la sentencia firme y ejecutoriada.  

Respecto a los dos últimos incisos del artículo 4° quinquies propuesto, expresó que se consigna que cuando el tribunal haya declarado que existe elusión, mandatará la dictación de la correspondiente liquidación, por lo que una vez que se cuenta con sentencia definitiva en primera instancia, el Servicio procede a dictar la liquidación o resolución, según corresponda, incluyendo reajustes, intereses y multas. Precisó que cuando la sentencia esté firme, sólo en ese momento se procederá a emitir los giros. 

Resaltó este último punto, en el entendido que se aclara que no es con la sentencia de primera instancia donde se emiten los giros, sino que una vez finalizado todo el procedimiento judicial. 

El señor Riquelme hizo presente que la referencia que se hace al inciso tercero en la indicación debía ser al inciso segundo del artículo 63. 

El Honorable Senador señor Lagos hizo presente que en el sistema actual se puede presentar el requerimiento, pero al momento de llegar a la liquidación podía pasar mucho tiempo y, en ese escenario, el Servicio se vería enfrentado a problemas de prescripción. 

--Puesta en votación la indicación número 9H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.

Numeral 6
Modifica el artículo 6 en el sentido que indica.

Letra a)

Agrega en su literal A, a continuación del numeral 8° los numerales 9°, y 10° y 11°, nuevos.

En esta letra recayó la indicación número 10H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“a) Agréganse, en su literal A, los siguientes numerales 9°, 10° y 11°, nuevos:

“9°. Dictar la resolución que establece los criterios generales para la proposición, negociación y aceptación de las bases de acuerdo, dentro del procedimiento de mediación a que se refiere el Párrafo IV de la ley Orgánica de la Defensoría Nacional del Contribuyente. Asimismo, deberá promover la correcta coordinación entre dicho organismo y la subdirección a cargo de la asistencia del contribuyente.

10° Fijar, oyendo previamente al Consejo Tributario, el plan de gestión de cumplimiento tributario.

11° Dar cuenta ante la Comisión de Hacienda del Senado, de forma anual, respecto del plan de gestión de cumplimiento tributario, la evolución de la recaudación en los procesos de fiscalización y la información estadística sobre las causas ante los tribunales de justicia.”.”.

La Comisión discutió en conjunto las indicaciones 10H, 11H, 12H y 13 H.

La señora Subsecretaria explicó que este punto se circunscribe a las facultades del Director del Servicio de Impuestos Internos.

Puntualizó que mediante el numeral 9°, nuevo, se propone una especie de norma “espejo” respecto de lo que actualmente ocurre en la Defensoría Nacional del Contribuyente y que mediante esta indicación se propone también como función del Director del Servicio.

Respecto del numeral 10°, nuevo que se propone, explicó que, dado que deberá existir un plan de gestión de cumplimiento tributario respecto del cual tendrá un rol que cumplir el Consejo Tributario, se debe entonces también establecer como una de las facultades del Director del SII. 
Finalmente, en el numeral 11° se agregaron algunas materias como la evolución de la recaudación en los procesos de fiscalización, respecto del plan de gestión de cumplimiento tributario de los procesos de fiscalización e información estadística sobre las causas ante los tribunales de justicia.
Luego, mediante la indicación número 11H, se propone eliminar el segundo acápite, habida cuenta de que la norma general antielusiva no se ubica en sede administrativa, por lo tanto, debe eliminarse y de esta manera armonizar con la indicación número 12H que sigue a continuación, acerca de las funciones del Comité Ejecutivo.

Continuó explicando que la indicación número 12H se refiere a las atribuciones que tendrá el Consejo Tributario y que, tal como se trabajó en el Protocolo de Acuerdo, el Consejo Tributario tendrá dos funciones principales que serán, por una parte, pronunciarse respecto de las circulares que sean objeto de consulta pública obligatoria.

Por otra parte, la segunda función del Consejo Tributario es emitir su opinión acerca del Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario o estrategia de fiscalización que presente el Director del Servicio ante el Consejo.
Añadió que en esta materia se establece el plazo que tendrá el Consejo para emitir su opinión, los hitos en los cuales el Director deberá mostrar el avance del Plan y los avances en los cumplimientos de las metas de recaudación.

Puntualizó que, previo a la publicación del informe anual de cumplimiento tributario, el Director deberá oír las recomendaciones del Consejo tributario.

Adicionalmente y de acuerdo con lo establecido en el Protocolo de Acuerdo, señaló que el Consejo deberá evaluar anualmente la gestión del Plan de Cumplimiento Tributario y entregar recomendaciones, las que deberán ser recogidas por el Director para el Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario del año siguiente. 

El Honorable Senador señor Lagos preguntó cómo se componen el Comité Ejecutivo y el Consejo Tributario. 
El Honorable Senador señor García solicitó mayor explicación acerca del numeral 9° que propone la indicación número 10H, atendido que dispone que el Director tendrá la facultad de “Dictar la resolución que establece los criterios generales para la proposición, negociación y aceptación de las bases de acuerdo, dentro del procedimiento de mediación a que se refiere el Párrafo IV de la ley Orgánica de la Defensoría Nacional del Contribuyente.”. Al respecto, consultó si la expresión “Nacional” se utiliza solamente a propósito del proyecto de ley que se discute o si forma parte del nombre de la institución de la Defensoría del Contribuyente.
Del mismo modo, observó que la Defensoría del Contribuyente debe contar con cierto nivel de autonomía, toda vez que cumple un rol completamente distinto al Servicio de Impuestos Internos que es, precisamente, orientar y defender al contribuyente, pero si el Director tendrá la facultad de proponer la negociación y aceptación de las bases de acuerdo, podría ello restarle autonomía a la Defensoría. 
El señor Director hizo presente que, en este caso, se trata de una mediación y lo que hace el Director es decir cuáles son las bases de acuerdo que el Servicio de Impuestos Internos propondrá en esa mediación.

El señor Riquelme aclaró que esta materia solamente se encontraba regulada en la ley orgánica de la Defensoría, que dispone que la Defensoría deberá establecer los criterios de mediación y nombrar a las personas que corresponda para asistir a la mediación, cuestión que no correspondía puesto que es una obligación del Servicio de Impuestos Internos, de tal modo que la indicación que se discute traslada, dentro de las facultades y deberes del Director del SII, dictar la resolución que fija los criterios de mediación respecto del Servicio, sin perjuicio de que el órgano encargado de proponer las bases del acuerdo es la Defensoría.
La señora Subsecretaria se refirió a la consulta del Senador Lagos y contestó que el Consejo Tributario tendrá 4 integrantes externos más el Director del SII. Por su parte, el Comité Ejecutivo se integrará por el Director del Servicio y los Subdirectores de Fiscalización, Jurídico y Normativo.
Hizo presente que las reglas de votación respecto del Consejo Tributario establecen que el Director del Servicio de Impuestos Internos no tendrá voto, toda vez que estará encargado de presentar materias sobre las cuales el Consejo deberá pronunciarse. Por su parte, puntualizó que las reglas de votación del Comité Ejecutivo son diferentes.
El señor Riquelme acotó que la palabra “Nacional” utilizada en las indicaciones y respecto de la cual se refirió el Senador García debiera eliminarse.

El Honorable Senador señor Coloma expresó su intención de votar a favor del primer grupo de indicaciones valorando el esfuerzo que se ha realizado, no obstante manifestar su intención de votar en contra del numeral 4° de la indicación número 12H, que se refiere a la facultad del Comité Ejecutivo para aprobar la recompensa establecida en el artículo 100 quinquies.
Explicó que el Protocolo de Acuerdo suscrito señalaba que la recompensa tendría lugar cuando existiera antecedentes respecto del crimen organizado y no en relación a cualquier delito, y reiteró su desacuerdo con la recompensa para el denunciante anónimo, puesto que, en su opinión, esta debiera circunscribirse a aquellas normas vinculadas al crimen organizado, como lo establecía el Protocolo.
El Honorable Senador señor García manifestó su intención de voto favorable respecto de las indicaciones referidas anteriormente y valoró tanto el trabajo del Ejecutivo y su equipo técnico, como asimismo el de los asesores parlamentarios que han representado a los miembros de la Comisión, puesto que el acuerdo plasmado en el Protocolo es bastante completo, toda vez que en materia de secreto bancario, materia que produjo diferencias en un comienzo, finalmente se determinó acortar los plazos pero manteniendo la solicitud por la vía judicial. Subrayó que respecto de la aplicación de la norma general antielusión también se establece la autorización judicial.

Por su parte, en materia de gobernanza, puntualizó que los dos órganos que se crean apuntan en la dirección correcta, puesto que van a colaborar con el Director del Servicio.

Acerca del planteamiento del Senador Coloma precisó que debe haber recompensa, sin perjuicio de que en algún momento habrá que revisar lo acordado en el Protocolo que, efectivamente, establece que procederá la recompensa cuando se trate de materias que digan relación con el crimen organizado, lo que deberá ser revisado cuando se discuta la disposición que regula este punto. 

A su turno, el Honorable Senador señor Kast manifestó estar conforme con el establecimiento del Consejo Tributario, atendida la certeza jurídica que conferirá, eliminado espacios de discrecionalidad y confiriendo profesionalismo.

Anunció que más adelante en la discusión se referirá a los sueldos de los consejeros, toda vez que considerando el número importante de inhabilidades que se establecen para ellos podría generarse un problema hacia el futuro, sobre todo si se piensa en contar con profesionales de primer nivel en el mundo tributario, que se quieran dedicar a estas tareas sin tener dobles roles en el mundo privado al mismo tiempo que realizan interpretaciones normativas.
--Puestas en votación las indicaciones números 10H, 11H, 12H y 13H, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos, con excepción del numeral 4° de la letra C., nueva, contenida en la indicación número 12H, que fue votado en contra por el Honorable Senador señor Coloma.

Letra b)
Modifica la letra B del artículo 6.
Ordinal i)

Modifica el párrafo segundo del numeral 5° en el siguiente sentido:
- Elimínase la frase “, salvo el caso previsto en el artículo 132 ter”.

- Agrégase, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Tampoco podrá resolver peticiones administrativas que recaigan sobre las resoluciones, liquidaciones o giros de impuestos dictados de acuerdo a lo establecido en los artículos 4 bis, 4 ter, 4 quáter y 4 quinquies de la presente ley.”.

En este ordinal recayó la indicación número 11H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir el segundo acápite:

“- Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la oración: “Tampoco podrá resolver peticiones administrativas que recaigan sobre las resoluciones, liquidaciones o giros de impuestos dictados de acuerdo a lo establecido en los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter y 4° quinquies de la presente ley.”.”.

--Como se señaló anteriormente, la indicación número 11H fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o
La indicación número 12H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar la siguiente letra c), nueva:
“c) Agrégase, a continuación del literal B., el siguiente literal C., nuevo: 

“C. Del Comité Ejecutivo: 

El Comité Ejecutivo deberá aprobar por la mayoría absoluta de sus miembros:

1° La recomendación de aplicación de los artículos 4° bis, 4° ter y/o 4° quáter, previo informe del Departamento de Normas Generales Antielusión.

2° La aprobación de un acuerdo extrajudicial en los términos del artículo 132 ter. 

3° La presentación de una denuncia o querella en los términos señalados en el artículo 162, cuando se refiera a montos que superen las 1.200 unidades tributarias anuales, sin considerar intereses, reajustes y multas. 

4° La aprobación de la recompensa establecida en el artículo 100 quinquies.

5° Transacciones u operaciones, que, independiente de su monto, puedan tener impacto o califiquen como de interés institucional, considerando las características cualitativas de las transacciones y/o de los contribuyentes involucrados o por la transversalidad de la materia a nivel nacional. Para tal efecto, el Director dictará una resolución que establecerá los criterios que permitan definir un caso como relevante o de interés institucional.

6° Aprobar la solicitud presentada por el contribuyente en virtud del artículo 100 sexies.

Las liquidaciones, resoluciones y los giros que procedan por aplicación de las materias señaladas anteriormente sólo podrán ser dictadas previo pronunciamiento favorable del Comité Ejecutivo.”.”.

--Puesta en votación la indicación número 12H fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos, con excepción del numeral 4° de la letra C., nueva, contenida en la indicación número 12H, que fue votado en contra por el Honorable Senador señor Coloma.

o o o o o
o o o o o
La indicación número 13H, de Su Excelencia el Presidente de la República, consulta a continuación del número 6 el siguiente número, nuevo:
“7. Agrégase, a continuación del artículo 6, el siguiente artículo 6° bis, nuevo: 

“Artículo 6° bis.- Le corresponderá al Consejo Tributario pronunciarse de las siguientes materias: 

1° Las circulares que deban ser objeto de consulta pública obligatoria, según el párrafo segundo del numeral 1° de la letra A del artículo 6. Tales circulares solo podrán ser sometidas a dicho trámite previa opinión del Consejo Tributario. Para tal efecto, el Director presentará al Consejo Tributario un borrador de circular, para que éste entregue por escrito su opinión jurídica, en el plazo de 10 días hábiles, a fin de resguardar la observancia de dicho instrumento al principio de reserva legal en materia de tributos y que alguno de sus contenidos no sean contrarios a la ley. 

Cuando el Consejo Tributario estime que el proyecto de circular no se ajusta al principio de reserva legal o que alguno de sus contenidos es contrario a la ley, deberá representarlo fundadamente al Director, identificando aquellas partes de la circular que no se ajustan a dicho principio o al ordenamiento jurídico. Para representar el proyecto de circular se requerirá, a lo menos, el voto de tres de los Consejeros designados por el Ministro de Hacienda o, cuando un consejero se hubiese inhabilitado, se requerirá el voto de al menos la mayoría absoluta de los Consejeros antes mencionados.  

En caso de ser representado el proyecto de circular, el Director deberá responder por escrito al Consejo Tributario, ya sea insistiendo fundadamente y proporcionando los antecedentes que dan cuenta que la circular se ajusta al principio de reserva legal; proponiendo una nueva redacción de los elementos representados por el Consejo Tributario, o acogiendo la objeción, eliminándolos de la propuesta de circular. 

Ante la respuesta del Director, el Consejo Tributario podrá manifestar su conformidad con la propuesta. Alternativamente, podrá rechazar la insistencia del Director o representar la nueva redacción, con la misma mayoría establecida en el párrafo segundo, en cuyo caso la circular solo podrá ser publicada a consulta sin los elementos representados por el Consejo. 

Dentro de los cinco días siguientes al pronunciamiento del Consejo, el Servicio procederá a publicar en consulta pública el borrador de circular, dejando constancia de haber cumplido con el procedimiento de consulta previa ante el Consejo Tributario al momento de publicación de la misma. 

Los consejeros deberán guardar reserva de sus opiniones. El incumplimiento de esta obligación implicará la pérdida de su calidad como consejero y la inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos por el plazo de cinco años.

2° El Director deberá presentar ante el Consejo Tributario el Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario. El Consejo tendrá un plazo de 20 días para remitir su opinión y podrá requerir antecedentes adicionales al Director, quien deberá responder, por escrito, a la opinión del Consejo Tributario. 

Al finalizar el primer semestre de cada año, el Director presentará un estado de avance del plan y revisará el avance del cumplimiento de las metas de recaudación respecto de las diferentes acciones contenidas en el mismo.

Previo a la publicación de los resultados anuales del plan de gestión de cumplimiento tributario, el Director presentará dichos resultados al Consejo Tributario; responderá a las consultas y recibirá las recomendaciones de los Consejeros. 

Corresponderá al Consejo Tributario evaluar anualmente el plan de gestión de cumplimiento tributario y entregar recomendaciones para la elaboración de los planes futuros. Dicha evaluación deberá ser publicada en el sitio web institucional del Servicio de Impuestos Internos.”.”.

--Como se señaló anteriormente, la indicación número 13H fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o
Numeral 7
Modifica el artículo 8 en el sentido que indica.

Letra a)

Sustituye el numeral 14º por el siguiente:

“14º Por “grupo empresarial” el conjunto de entidades que presentan vínculos de tal naturaleza en su propiedad, administración o responsabilidad crediticia, que hacen presumir que la actuación económica y financiera de sus integrantes está guiada por los intereses comunes del grupo o subordinada a éstos, o que existen riesgos financieros comunes en los créditos que se les otorgan o en la adquisición de valores que emiten.

Forman parte de un mismo grupo empresarial:

a) Una empresa o entidad y su controlador.

b) Todas las empresas o entidades que tienen un controlador común, y este último, y

c) Toda empresa o entidad que determine el Servicio, por resolución, considerando la concurrencia de una o más de las siguientes circunstancias: 

1. Que un porcentaje significativo del activo de la empresa o entidad está comprometido en el grupo empresarial, ya sea en la forma de inversión en valores, derechos en empresas, acreencias o garantías.

2. Que la empresa o entidad tiene un significativo nivel de endeudamiento y que el grupo empresarial tiene importante participación como acreedor o garante de dicha deuda.

3. Que la empresa o entidad sea miembro de un controlador de algunas de las entidades mencionadas en las letras a) o b), cuando este controlador corresponda a un grupo de personas y existan razones fundadas en lo dispuesto en el párrafo primero para incluirla en el grupo empresarial.

4. Que la empresa o entidad sea controlada por uno o más miembros del controlador de alguna de las entidades del grupo empresarial, si dicho controlador está compuesto por más de una persona, y existan razones fundadas en lo dispuesto en el párrafo primero para incluirla en el grupo empresarial.

Contra la resolución que declare a dos o más empresas o entidades como partes de un grupo empresarial, procederá el recurso establecido en el artículo 123 bis y la reclamación en los términos del artículo 124.

Si como consecuencia de la calificación de grupo empresarial en virtud del literal c) anterior, procede la determinación de diferencias de impuestos, se deberá emitir conjuntamente a la resolución señalada en el párrafo anterior, la respectiva liquidación. En caso de que el contribuyente deduzca un reclamo deberá reclamar conjuntamente la resolución que declara a dos o más empresas o entidades como partes de un grupo empresarial y las liquidaciones que procedan en virtud del presente párrafo. 

Todo grupo empresarial deberá designar un “apoderado de grupo empresarial”. Se entiende por éste a la persona natural que designe e informe un grupo empresarial para mantener las comunicaciones y coordinación con el Servicio, a efectos de llevar a cabo las medidas de colaboración a que se refiere el artículo 33. Lo anterior es sin perjuicio del procedimiento de fiscalización establecido en el artículo 59 ter que se regirá por las reglas allí contenidas, en especial respecto del procedimiento para efectuar las notificaciones.”.

En esta letra recayó la indicación número 14H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“a) Agrégase, en el numeral 14, el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Todo grupo empresarial deberá designar un apoderado de grupo empresarial, entendiéndose por este a la persona natural que designe e informe un grupo empresarial para mantener las comunicaciones y coordinación con el Servicio, a efectos de llevar a cabo las medidas de colaboración a las que se refiere el artículo 33. Lo anterior es sin perjuicio del procedimiento de fiscalización establecido en el artículo 59 ter que se regirá por las reglas allí contenidas, en especial respecto del procedimiento para efectuar las notificaciones.”.”.

La señora Ministra (S) expresó que la indicación número 19H, así como también las números 15H, 16H y 17H versan sobre las definiciones de grupo empresarial y partes relacionadas.

El señor Riquelme apuntó que la indicación número 14H reemplaza el texto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados, dejando sin efecto la definición de grupo empresarial que consideraba el proyecto de ley, quedando en consecuencia la definición actual, que es aquella contenida en el inciso segundo del artículo 96 de la ley N° 18.045 de Mercado de Valores, precisando, en definitiva, que todo grupo empresarial debe designar un apoderado del grupo para que mantenga comunicaciones con el Servicio a efectos de llevar a cabo medidas de colaboración. 

Resaltó que la indicación, en su parte final, señala que lo anterior es sin perjuicio del procedimiento de fiscalización del artículo 59 ter del Código Tributario propuesto, el que se refiere justamente a la fiscalización de grupos empresariales. Observó que lo antes informado es relevante, en el entendido de que la designación de un apoderado no rige para efecto de las notificaciones, sino que para el propósito de contar con una comunicación con la autoridad tributaria a efectos de llevar a cabo medidas de colaboración. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó a los representantes del Ejecutivo qué ocurre con las Pymes en la actual definición de grupo empresarial. 

El señor Riquelme contestó que las Pymes serán un grupo empresarial en la medida que cumplan con los requisitos del inciso segundo del artículo 96 de la ley N° 18.045 de Mercado de Valores. Al respecto, afirmó que, si una Pyme está conformada por tres empresas, respecto de las cuales una de ellas es “madre” de las otras dos, constituirán un grupo empresarial, por lo que en esos casos se deberá nombrar a un apoderado, reiterando una vez más que su designación responde sólo para medidas colaborativas y no para efectos de notificaciones. 

Señaló una vez más que puede haber Pymes que califiquen como grupo empresarial, aun cuando aquello no sea la regla general, la que dice relación con que las empresas que están bajo el régimen Pyme suelan ser una única entidad. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si tal exigencia tiene sentido tratándose de las Pymes, considerando que pueden ser empresas familiares o que estén relacionadas entre sí. 

Manifestó no estar del todo convencido de que el cambio propuesto apunte en la dirección correcta. 

El señor Riquelme reiteró que la indicación no está considerada para efectos de notificaciones, lo que queda expresamente recogido en su mismo texto. 

A continuación, el Honorable Senador señor Coloma consultó sobre qué se estaba pensando al hablar de medidas colaborativas. 

El señor Riquelme respondió que podía versar sobre cómo presentar las declaraciones juradas o cuáles son los mejores mecanismos. Resaltó que estas medidas apuntan a que exista una comunicación más fluida con los grupos empresariales, cuestión que se relaciona con el concepto de “sostenibilidad tributaria” también recogido en el proyecto de ley. 

El Honorable Senador señor García preguntó a los representantes del Ejecutivo si la palabra correcta es efectivamente “apoderado” pues, a su entender, ese rol está destinado a quienes cumplen determinadas funciones que digan relación con la administración de los bienes. Observó, sin embargo, que lo que se estaría considerando es más bien un enlace con quien entenderse. Agregó que pareciera que tal designación debía hacerse por escritura pública. 

Por todo lo anterior, pidió mayores antecedentes sobre el sentido de la indicación. 

El señor Riquelme contestó, en cuanto a la formalidad a cumplir, que no resultaba necesario hacerlo por escritura pública, salvo que el propio grupo empresarial lo hubiese establecido de ese modo. Aclaró que bastaría un poder otorgado por el grupo empresarial en cuestión respecto a quién determine como apoderado, con las facultades que cada grupo empresarial defina. 

Agregó que todo representante legal de un grupo empresarial podrá ser apoderado, no obstante, no todo apoderado será necesariamente representante legal. De igual manera precisó que para los efectos perseguidos en la indicación cada apoderado estará registrado en el Servicio.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si el apoderado será un representante idóneo para notificarlo de algo respecto al grupo empresarial. 

El señor Riquelme respondió que no, dando cuenta que aquello no impide que, si la misma persona también tiene la calidad de representante u otro tipo de facultades, sí podía llegar a ocurrir. Con todo, puntualizó que si el apoderado no ostenta otro tipo de facultades no debiese recibir ninguna notificación, relevando que esa misma aclaración se recoge en la parte final de la indicación. 

Dicho lo anterior, recogiendo la consulta del Senador García, señaló que el término “apoderado” es lo suficientemente amplio como para abarcar a aquellos que, teniendo facultades de representación, no necesariamente tengan facultades de disposición. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si la definición de “apoderado” debía reducirse para estos efectos a que alguien tiene poder para algo determinado. 

La señora Ministra (S) informó que la indicación formulada, tomando en consideración lo ya aprobado en primer trámite constitucional, donde se procedió a definir qué se entiende por “grupo empresarial”, pasa a reemplazarse por el texto propuesto, lo que genera que se siga manejando el mismo concepto de grupo empresarial que actualmente existe en la legislación vigente. 

Enseguida, citando parte del texto de la indicación número 14H, destacó que en su propio contenido se precisa qué se entiende por apoderado de los grupos empresariales, dando cuenta que es “la persona natural que designe e informe un grupo empresarial para mantener las comunicaciones y coordinación con el Servicio, a efectos de llevar a cabo las medidas de colaboración a las que se refiere el artículo 33”. Sobre el particular, afirmó que no se abarcan otros supuestos distintos a los que la propia indicación recoge. 

El señor Ramírez precisó que el artículo 33 del Código Tributario establece un mecanismo previo a la fase de fiscalización de los contribuyentes, que más bien se perfila como una instancia de colaboración, al contemplarse una serie de medidas que el Servicio puede ejecutar y que justamente apuntan a la colaboración con el contribuyente. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó si era esencial que las Pymes quedasen recogidas dentro de la indicación, toda vez que, según entiende, se pensó en un comienzo para aludir a grupos empresariales que no fuesen de esa categoría. 

La señora Ministra (S) recordó que la definición de grupo empresarial que se está considerando es la que rige actualmente y que se encuentra recogida en la ley N° 18.045 de Mercado de Valores, pues lo aprobado en la Cámara de Diputados sobre el particular está siendo sustituido mediante la presente indicación. Enfatizó, por lo tanto, que no están innovando al respecto. 

El señor Ramírez, en la misma línea de lo informado por la señora Ministra (S), destacó que no se está modificando la norma de grupo empresarial, así como tampoco se está alterando vía indicación el artículo 33 del Código Tributario sobre medidas de colaboración, cuya aplicación es transversal y no está vinculado exclusivamente a los grupos empresariales, sino que es aplicable respecto de todos los contribuyentes. 

La señora Ministra (S) agregó que este tema en particular también fue revisado en la mesa técnica de trabajo de los equipos asesores y, por lo mismo, se resolvió retrotraer la regulación al estado previo al texto aprobado en la Cámara de Diputados. Hizo presente que la única innovación que se acordó fue justamente lo de la figura de los apoderados para mantener las comunicaciones y coordinación con el Servicio. 

El Honorable Senador señor Saavedra acotó que para que pudiese operar el artículo 33 del Código Tributario se debía contar precisamente con la propuesta del apoderado que considera la indicación. 

--Puesta en votación la indicación número 14H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Letra c)
Agrega en el numeral 17°, a continuación del literal f), el siguiente literal g), nuevo:
“g) El o la cónyuge, conviviente civil o parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad. 

No se considerarán como relacionadas las personas indicadas en la presente letra para la aplicación de los regímenes contenidos en la letra D) del artículo 14 y en el artículo 34, ambos de la ley sobre impuesto a la renta.”.

En esta letra recayó la indicación número 15H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“c) Agréganse, en el numeral 17, los siguientes párrafos penúltimo y final, nuevos:  

“Para efectos de la aplicación de un beneficio tributario, o para verificar el cumplimiento de los requisitos para el acceso o permanencia en un régimen tributario especial y siempre que no sea aplicable una norma especial de relación, el Servicio podrá, mediante resolución fundada, establecer que dos o más partes se consideran relacionadas cuando concurran al menos dos de las siguientes circunstancias: 

1) Unidad de dirección o administración;

2) Dependencia económica o financiera entre las partes; 

3) Relación de parentesco entre las personas o sus administradores o directores, considerando al o la cónyuge, conviviente civil, ascendientes, descendientes y parientes, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad;

4) Comercialización de bienes o servicios idénticos o similares bajo una misma denominación o marca. 

Para dictar la resolución indicada en el párrafo anterior, el Servicio deberá haber citado al contribuyente, en los términos del artículo 63, para que este pueda aportar los antecedentes que acrediten que no concurren las circunstancias invocadas por el Servicio o que, aun concurriendo, existen otros antecedentes que dan cuenta de que no existe relación entre las partes o que existe separación patrimonial o económica entre las mismas dando cuenta de operaciones son entre partes independientes. Cuando por aplicación de lo dispuesto en el párrafo anterior el Servicio establezca que dos o más partes son relacionadas, dicha situación podrá también ser utilizada para las demás facultades de fiscalización del Servicio. La resolución a que se refiere el presente inciso será objeto del recurso de reposición administrativa voluntaria del artículo 123 bis y de la reclamación contenida en el artículo 124.”.”.

El señor Riquelme informó que la indicación 15H faculta al Servicio para que en aquellos casos en que se vaya a verificar el cumplimiento de los requisitos para el acceso o permanencia en un régimen tributario especial y siempre que no sea aplicable una norma especial de relación, el Servicio, mediante resolución fundada, establezca que dos o más partes se consideran relacionadas, cuando concurran al menos dos de las circunstancias que recoge la indicación. 

Precisó que la primera de estas circunstancias es la unidad de dirección o administración, lo que dice relación con contar con facultades de representación, como sería si dos o más entidades tuviesen al mismo representante legal. 

Expresó que la segunda circunstancia es que exista dependencia económica o financiera entre las partes, lo que ocurre, a modo de ejemplo, cuando se es proveedor de una sola compañía, lo que dentro del mercado de valores se identifica como una dependencia económica. 

Continuó señalando que la tercera circunstancia es la relación de parentesco entre las personas o sus administradores o directores, considerando al o la cónyuge, conviviente civil, ascendientes, descendientes y parientes, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.

Como última circunstancia, puntualizó que la indicación considera la comercialización de bienes o servicios idénticos o similares bajo una misma denominación o marca. 

Junto con reiterar que deben cumplir al menos dos de estas circunstancias, informó que para dictar la correspondiente resolución que así lo establezca el Servicio deberá citar al contribuyente, abriendo una fiscalización especial para que éste aporte los antecedentes que permitan acreditar que no concurren las circunstancias invocadas por el Servicio o que, concurriendo, las operaciones se realizan como partes independientes y no relacionadas. 

Posteriormente, luego de dar lectura al resto de la indicación, resaltó que el contribuyente no tiene por qué estar de acuerdo con la calificación que establezca el Servicio, teniendo el derecho de impugnarla. 

También aclaró que la medida en cuestión operaría hacia el futuro, lo que quiere decir que, si llega a mediar una calificación de parte relacionada, será en lo sucesivo que se tendrá por ese concepto a dos o más partes, por lo que la norma propuesta no permite liquidar diferencias de impuestos del pasado. 

El Honorable Senador señor Lagos preguntó si la aplicación de la norma no es retroactiva bajo ningún punto de vista y si incluso quedaría sin aplicación respecto de los procedimientos que ya se encuentren en curso. 

El señor Riquelme respondió que por regla general los procedimientos en curso deben regirse por las normas vigentes al minuto de iniciarse el referido procedimiento. 

El Honorable Senador señor Coloma, junto con hacer presente que el contenido de la indicación fue previamente discutido, expresó que, al menos a su juicio, se trata de una mala norma. Agregó que la materia objeto de estudio no fue parte del protocolo de acuerdo consensuado durante la discusión en general de la iniciativa legal, y que tampoco logró ser acordada en el debate posterior entre los equipos técnicos de trabajo. 

Apuntó que la indicación busca entregarle al Servicio algunas facultades para que sistemas como los que actualmente existen, como lo sería el sistema tributario para las Pymes, se vean afectados, en el entendido de que basta con que concurran al menos dos de las circunstancias que considera la indicación para el cumplimiento de los efectos que están considerando. 

Sobre la circunstancia del parentesco opinó que no veía como una mala decisión que existieran empresas vinculadas por lazos familiares, considerando que muchas veces estas familias se dedican a temas económicos del mismo rubro. 

Resaltó que lo antes descrito es una realidad muy extendida dentro del ámbito de las Pymes, por lo que manifestó no entender la razón para que, a través de un mecanismo completamente nuevo, se abra la posibilidad para que se pierda un régimen o sistema tributario para que las Pymes se puedan desarrollar y el poco emprendimiento del mundo agrícola que existe se pueda mantener. 

Por lo anterior, reiteró que la indicación propuesta representa una mala señal que, según observó, no tiene ningún efecto respecto del fin buscado de cumplimiento de las obligaciones tributarias tras el proyecto de ley. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke se refirió a la segunda circunstancia que considera la indicación, alusiva a la dependencia económica o financiera entre las partes. Sostuvo que, según lo explicado por el señor Riquelme, en orden a que un prestador de servicio de una empresa sea su único proveedor, podían existir muchos casos donde eventualmente se podrá negar un beneficio tributario a empresas pequeñas que, de alguna medida, están relacionadas, sin que sean parte del mismo grupo de empresas. 

El Honorable Senador señor Coloma acotó que la norma tendrá repercusiones para efectos de dejar de aplicar algún beneficio tributario. 

La señora Ministra (S) manifestó, en primer término, que la indicación le está entregando una facultad al Servicio, al utilizar la expresión “podrá”: Mencionó a su vez que si se cumplen al menos dos de los requisitos de la indicación, el Servicio procederá a dictar una resolución, pero resaltó que producto de los puntos de entendimiento a los que se llegaron para mejorar la norma, también se agregó en la indicación que, incluso concurriendo las circunstancias, pueden existir otros antecedentes que den cuenta de que no existe relación entre las partes.

Por lo anterior, expresó que se hace especial hincapié que las personas pueden probar si efectivamente están siendo bien acreditadas las circunstancias antes mencionadas. 

Reiteró que la indicación fue mejorada justamente con ocasión del debate preliminar que existía sobre esta materia. 

El Honorable Senador señor Coloma replicó que bajo la indicación propuesta se está considerando una nueva norma de partes relacionadas cuyo objetivo, a su juicio, es dejar de aplicar, al menos eventualmente, un beneficio tributario que actualmente tienen las Pymes, así como también algunas rentas presuntas para efectos de las formas de tributar. Sobre el particular, advirtió que las dos primeras circunstancias pueden ameritar más de una interpretación, mientras que la tercera, al recoger relaciones de parentesco, no se limita a reducirlas al parentesco por consanguineidad, sino que también por afinidad hasta el segundo grado. 

Continuó señalando que, según entiende, la cuarta circunstancia alusiva a la forma de comercializar bienes o servicios idénticos o similares bajo una misma denominación o marca, como así también la circunstancia número tres, se aplican a gran parte del mundo agrícola.

Por lo anterior, afirmó nuevamente no compartir el tenor de la indicación. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó por la expectativa de recaudación fiscal de aprobarse la indicación objeto de estudio. Observó que, de acuerdo a la magnitud del mayor o menor ingreso fiscal, podría tal vez trabajarse en una nueva redacción de la indicación que logre tratar de una manera más favorable a las Pymes. 

El Honorable Senador señor Lagos destacó que el presente tema, luego de su debate preliminar, volvió a ser discutido en la mesa técnica de trabajo de los equipos de asesores donde, si bien no hubo unanimidad en la nueva redacción, sí existió una mayoría sustantiva respecto al texto final de la indicación. 

Explicó que aun cuando pueden llegar a concurrir dos de las circunstancias que ahí se recogen, ello no basta, pues deberá establecerse fundadamente mediante resolución, sumado a que, una vez notificado el contribuyente, éste tendrá la posibilidad de defenderse e incluso recurrir de la decisión del Servicio.

Agregó que, por la redacción de la norma y el uso del vocablo “podrá” no ve posible que el Servicio llegue a perjudicar o sancionar a pequeños emprendedores del mundo agrícola. 

El Honorable Senador señor Coloma insistió en que la norma establece una nueva forma de fijar partes relacionadas. 

El Honorable Senador señor Saavedra acotó que, según entiende, las organizaciones Pymes estarían de acuerdo con esta medida. 

-- En votación, la indicación número 15H fue rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos y Saavedra.

Letra d)
Agrega a continuación del numeral 17°, los siguientes numerales 18° y 19°, nuevos:
“18°. Por “Sostenibilidad tributaria”, al conjunto de medidas que un contribuyente implementa con el objeto de fomentar la cooperación mutua y transparencia en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

Los contribuyentes podrán obtener una certificación anual que indique que sus operaciones y estrategias fiscales cumplen con la sostenibilidad tributaria. Esta certificación podrá ser emitida únicamente por aquellas empresas certificadoras independientes que se hayan inscrito previamente ante el Servicio en un registro creado para tales efectos, y acrediten que poseen la competencia para el desarrollo de estas funciones. El Servicio, mediante resolución, dictará las instrucciones necesarias al efecto.  

Asimismo, el Servicio podrá firmar acuerdos de cooperación destinados a promover la sostenibilidad tributaria con dos o más empresas, los cuales producirán el mismo efecto que la certificación establecida en el párrafo anterior. El Servicio, mediante resolución, establecerá el contenido mínimo que deben contener estos acuerdos para considerar que contribuyen a la sostenibilidad tributaria.  
El Servicio mantendrá un registro de transparencia tributaria que indique el nombre y rol único tributario de los contribuyentes que cuenten con la certificación o hayan celebrado acuerdos de cooperación de conformidad con este número.”.

19° Por “Catálogo de Esquemas Tributarios”, el documento que elabora y publica periódicamente el Servicio, en línea con sus planes de fiscalización y de acuerdo con su experiencia acumulada, con fines informativos.”.

En esta letra recayeron las siguientes indicaciones de Su Excelencia el Presidente de la República:
1) La indicación número 16H, para sustituir la expresión “los siguientes numerales 18° y 19°, nuevos” por la expresión “el siguiente numeral 18°, nuevo”.
2) La indicación número 17H, para eliminar el numeral 19° que agrega.
El señor Riquelme informó a los señores Senadores que las indicaciones números 16H y 17H responden más bien a una cuestión de coherencia, existiendo acuerdo en eliminar el numeral 19° propuesto en el artículo 8 del Código Tributario, de manera tal que solamente se tenga por aprobado el numeral 18° y no también el 19°, el cual definía el concepto de “Catálogo de Esquemas Tributarios” y dado que se acordó que no resultaba necesaria mantener dicha definición legal. 

A propósito del numeral 18°, que define la “Sostenibilidad tributaria”, el Honorable Senador señor Coloma preguntó al señor Riquelme si podía detenerse a explicar dicho término. 

El señor Riquelme contestó que alude a la posibilidad que tienen los contribuyentes de implementar sistemas que fomenten la cooperación mutua y transparencia en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. Resaltó que este término tiene un gran desarrollo en las distintas legislaciones comparadas, permitiendo, según considera el texto del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional, que los contribuyentes puedan obtener un certificado anual que indique que sus operaciones y estrategias fiscales cumplen con la sostenibilidad tributaria.

Continuó señalando que el efecto del referido certificado es un beneficio mutuo pues, de acuerdo a la experiencia de la legislación comparada que ha dado cuenta que aquellas empresas listadas en bolsa que acreditan que cumplen con el criterio de sostenibilidad tributaria, ha aumentado el valor de sus acciones. Así explicó que la administración tributaria obtiene una mejor información y los contribuyentes, por su parte, consiguen de manera indirecta un beneficio económico, sumado a que quedan destacados como aquellos contribuyentes colaboradores con la administración tributaria. 

--Puestas en votación las indicaciones números 16H y 17H, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra. 

Numeral 12
Agrega en el inciso primero del artículo 24, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Cuando corresponda emitir una liquidación en la cual se determinen diferencias de impuestos de casos definidos como relevantes o de interés institucional, deberá solicitarse informe previo al Comité Nacional o Regional, según corresponda.”.
En este numeral recayó la indicación número 18H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la frase “Nacional o Regional, según corresponda” por “Ejecutivo”.
La señora Subsecretaria explicó que existe un Comité Nacional o Regional en el Servicio de Impuestos Internos, que a propósito del proyecto de ley que se discute será reemplazado por el Comité Ejecutivo, de tal manera que la indicación tiene por objetivo armonizar la normativa.
--Puesta en votación la indicación número 18H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

Numeral 23

Modifica el artículo 62 en el siguiente sentido:

a) Reemplaza en el inciso segundo, la frase “personas determinadas” por “contribuyentes determinados”. 

b) En el inciso tercero:

A) En el número 1:

i. Reemplaza en los literales a) y b) el punto y coma por un punto y seguido y en el literal c) la expresión “, y” por un punto y seguido.

ii. En el literal d): 

- Intercala entre las palabras “identificando” y “la entidad” la frase “, en este último caso,”.

- Agrega el siguiente párrafo final:

“Desde la notificación señalada en este numeral y la entrega efectiva de la información bancaria requerida por el Servicio o hasta que finalice por sentencia ejecutoriada el procedimiento establecido en el artículo 62 bis, el banco deberá informar al Servicio la existencia de movimientos anormales o sospechosos en la o las cuentas bancarias que pudieran dar cuenta que el contribuyente busca ocultar sus saldos o distraer sus fondos de forma que el Servicio pueda tomar las medidas conducentes a asegurar el éxito del procedimiento de fiscalización. El Servicio, mediante resolución, fijará los criterios para establecer cuando un movimiento debe ser calificado como anormal o sospechoso. Asimismo, durante este período el banco no podrá acceder a una solicitud de cierre de la cuenta bancaria respecto de la cual se ha requerido información sin autorización judicial previa otorgada por el tribunal competente según el artículo 62 bis.”.

iii. Agrega a continuación del literal d), el siguiente literal e), nuevo: 

“e) Señalar el procedimiento de fiscalización en contra del contribuyente respecto del cual se requiere información, salvo los casos señalados en el párrafo segundo del numeral 3).”.

B) Reemplaza el número 2 por el siguiente:

“2. En la misma fecha de la notificación señalada en el número 1) el Servicio notificará al contribuyente, personalmente o por cédula, e indicará el procedimiento de fiscalización respecto al cual se ha efectuado el requerimiento, la información requerida, el banco al cual se ha solicitado y el plazo fijado para su entrega. Sin perjuicio de la notificación del Servicio, el banco deberá enviar una comunicación al titular de la cuenta, por correo electrónico, para hacerle presente que ha sido requerido para entregar su información bancaria, dentro de los cinco días siguientes a aquel en que haya sido notificado. La omisión de esta comunicación no invalidará la notificación, pero hará responsable al banco de los perjuicios que dicha omisión pueda ocasionar al titular de la información.”.

C) En el número 3: 

- Sustituye en su párrafo segundo la expresión “aplicar el procedimiento previsto” por “realizar la comunicación respectiva indicada”.

- Elimina su párrafo tercero.  

D) Reemplaza el número 4 por el siguiente: 

“4. El contribuyente podrá oponerse a la entrega de información. Para ello deberá reclamar dentro del término de quince días hábiles contados desde la notificación a que se refiere el número 2) anterior, de acuerdo con el procedimiento señalado en el artículo 62 bis. Dentro del mismo plazo, el contribuyente deberá informar la interposición del mencionado reclamo al banco a través de correo electrónico, y acompañará los antecedentes que acrediten la interposición del reclamo.  El banco deberá remitir dicha comunicación, por correo electrónico, al Servicio y le permitirá no entregar la información requerida hasta que exista sentencia firme o ejecutoriada sobre la procedencia del reclamo.

Pasados los quince días sin que el Servicio haya tomado conocimiento de la interposición de un reclamo por el contribuyente, deberá solicitar ante el tribunal tributario y aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente que certifique que no se presentó reclamo bajo el procedimiento del artículo 62 bis, o que si se presentó fue declarado inadmisible y en este último caso no existen recursos pendientes. El tribunal, por oficio, deberá enviar la certificación o indicar que se ha presentado un reclamo o que se encuentra pendiente la resolución de un recurso sobre su admisibilidad, dentro de los cinco días siguientes. Certificado lo anterior, el Servicio notificará al banco quien deberá enviar la información requerida sin más trámite dentro del plazo establecido en el número 1).”.

E) Reemplaza el número 5 por el siguiente: 

“5. Si interpuesta la oposición ella ha sido rechazada total o parcialmente por sentencia judicial firme, el Servicio solicitará que el Tribunal oficie al banco. Lo mismo ocurrirá si las partes llegan a un acuerdo total o parcial o a algún equivalente jurisdiccional que obligue al titular a entregar toda o parte de la información requerida. La entidad bancaria dispondrá de un plazo de diez días para la entrega de la información solicitada.”.

F) Reemplaza el número 6 por el siguiente: 

“6. El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte del banco será sancionado con una multa de 50 unidades tributarias anuales.”.

G) Agrega a continuación del número 6, el siguiente número 7, nuevo: 

“7. No procederá lo dispuesto en los numerales anteriores, cuando el requerimiento de información bancaria se realice con ocasión de un procedimiento de fiscalización por aplicación de los artículos 59 ter y el número 10 del artículo 161 y de los artículos 41 E, 41 F, y 41 G de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en cuyo caso el banco deberá entregar la información requerida por el Servicio, dentro del plazo de cuarenta y cinco días. Para estos efectos se aplicará el siguiente procedimiento: 

a) El Servicio deberá presentar el requerimiento, que contendrá las menciones señaladas en el numeral 1), ante el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente. El requerimiento contendrá además los fundamentos que den cuenta de la importancia de contar con la información bancaria requerida. 

b) El juez tendrá un plazo de cinco días para verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente numeral. Vencido dicho plazo, el tribunal deberá notificar la resolución al Servicio, mediante correo electrónico, dando cuenta del cumplimiento de los requisitos legales. 

c) El Servicio procederá a enviar el requerimiento señalado en la letra a) anterior y la resolución del tribunal al banco, el cual deberá a entregar la información dentro del plazo de cuarenta y cinco días desde la recepción del requerimiento. 

d) El banco, una vez entregada la información al Servicio, deberá comunicarle al titular que ha procedido a entregar su información bancaria en virtud de un requerimiento especial según lo dispuesto en el presente numeral.

El procedimiento será siempre secreto.”.

c) Intercálase en el inciso quinto, entre la frase “deberá ser eliminada,” y la expresión “no pudiendo” la frase “dentro del plazo de 30 días,”.

d) Reemplázase en el inciso sexto, la frase “reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 70 a quinientas unidades tributarias mensuales”.

En este numeral recayó la indicación número 1, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“23. Modifícase el artículo 62 en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “personas determinadas” por “contribuyentes determinados”. 

b) Sustitúyense los numerales 1) al 6) de su inciso tercero por los siguientes: 

“1) El Servicio, dentro de un proceso de fiscalización y previo a una citación o con ocasión de una, podrá requerir al contribuyente la entrega de su información bancaria, para lo cual deberá especificar las operaciones o tipo de operaciones o productos bancarios respecto de los cuales se solicita información y el período que comprende. El requerimiento se realizará en conjunto con la respectiva citación o con posterioridad a ella, según corresponda, pero siempre dentro del mismo proceso de fiscalización, y deberá ser notificado al contribuyente, de lo cual se dejará constancia en su expediente electrónico. 

El contribuyente deberá, en la respuesta a la citación o dentro de los 10 días siguientes a la notificación del requerimiento señalado en el párrafo anterior, informar si accede a la entrega de su información y el plazo en el cual será entregada, el que no podrá ser superior a veinte días. A falta de pronunciamiento expreso del contribuyente, se entenderá que no accede a la entrega voluntaria de la información requerida. 

El contribuyente podrá autorizar que la información sea enviada directamente por el banco, circunstancia que deberá constar por escrito y deberá contener expresamente la información sobre los productos, cuentas y los bancos respecto de los cuales se requirió información. De esta autorización se dejará constancia en el expediente electrónico. En estos casos, el Servicio procederá a enviar un requerimiento al o a los bancos que corresponda, el que contendrá lo siguiente:

a) La individualización del titular de la información bancaria que se solicita.

b) Las operaciones o productos bancarios, o tipos de operaciones bancarias, respecto de los cuales se solicita información. 

c) Los períodos comprendidos en la solicitud.

d) Copia de la autorización que ha conferido el contribuyente. 

e) El plazo para la entrega de la información el cual no podrá ser inferior a diez ni superior a veinte días. 

El Servicio remitirá una copia del requerimiento al contribuyente y dejará constancia en el expediente electrónico. 

Efectuado un requerimiento en los términos antes señalados el banco deberá proceder a la entrega de la información requerida sin más trámite y le comunicará al contribuyente la forma y fecha en que ha cumplido con el requerimiento. 

2) Cuando el contribuyente no entregare de forma voluntaria la información requerida o no autorizare su entrega por parte del banco, el Servicio solo podrá acceder a la información bancaria mediante el procedimiento establecido en el artículo 62 bis. A falta de pronunciamiento expreso por parte del contribuyente dentro del plazo establecido, se entenderá que no accede a la entrega voluntaria.  

3) En los casos referidos en el numeral 2), autorizada la entrega de la información requerida por sentencia judicial firme, el Servicio solicitará que el tribunal oficie al banco obligado. Lo mismo ocurrirá si las partes llegan a un acuerdo total o parcial o a algún equivalente jurisdiccional que obligue al titular a entregar toda o parte de la información requerida. En estos casos, el banco dispondrá de un plazo de diez días, desde la notificación del oficio, para la entrega de la información solicitada.

4) No procederá lo dispuesto en los numerales anteriores cuando el requerimiento de información bancaria se realice con ocasión de un procedimiento de fiscalización por aplicación del número 10 del artículo 161, se funde en información obtenida por aplicación del artículo 85 ter o respecto de procesos de fiscalización iniciados en virtud de las letras a) o b) del artículo 59 bis, cuando el contribuyente no hubiere comparecido o entregado las aclaraciones en el sentido del inciso final de dicho artículo. En los casos antes señalados el banco deberá entregar la información requerida por el Servicio según el siguiente procedimiento: 

a) El Servicio deberá presentar el requerimiento, que contendrá las menciones señaladas en las letras a), b) y c) del numeral 1), ante el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente, junto con los antecedentes que den cuenta del procedimiento de fiscalización bajo el cual se encuentra el contribuyente y sus antecedentes fundantes. El requerimiento deberá contener además los fundamentos que den cuenta de la importancia de contar con la información bancaria requerida para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos o la falta de ellas. 

b) El juez tendrá un plazo de 5 días para verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente numeral. Vencido dicho plazo, el tribunal deberá notificar al Servicio, mediante correo electrónico, la resolución dando cuenta del cumplimiento de los requisitos legales. 

c) El Servicio procederá a enviar el requerimiento señalado en la letra a) anterior y la resolución del tribunal al banco, el cual entregará la información dentro del plazo de veinte días desde la recepción del requerimiento. 

d) El banco, una vez entregada la información al Servicio, deberá comunicarle al titular que ha procedido a entregar su información bancaria en virtud de un requerimiento por aplicación del presente numeral. 

e) Cuando el juez no autorice la entrega de información requerida por el Servicio, esta sólo podrá ser obtenida por sentencia judicial firme en base al procedimiento establecido en el artículo 62 bis.

El procedimiento establecido en el presente numeral será siempre secreto. 

5) El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte del banco, en cualquiera de las circunstancias reguladas en el presente artículo, será sancionado con multa de 50 unidades tributarias anuales.

6) El Servicio deberá implementar un sistema que permita la entrega de información por parte de los bancos que garantice su seguridad, integridad y reserva.”.

c) Intercálase en el inciso quinto, entre la frase “deberá ser eliminada,” y la expresión “no pudiendo” la frase “dentro del plazo de 30 días,”.

d) Reemplázase en el inciso sexto, la frase “reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 70 a quinientas unidades tributarias mensuales”.”.
La Subsecretaria de Hacienda, señora Heidi Berner, informó que lo que se encuentra consignado en la indicación número 1 forma parte de los acuerdos trabajados con los equipos de los señores Senadores integrantes de la Comisión. Destacó que la nueva propuesta de redacción considera un procedimiento de levantamiento de secreto bancario, pero siempre en sede judicial, tomando los resguardos necesarios para que se realice de manera oportuna para no verse enfrentados a problemas de prescripción.

Expresó que la indicación tiene dos partes, donde se abordan los casos de levantamiento del secreto bancario sin el consentimiento del contribuyente, así como también se regula aquellos casos en que sí se consulta al contribuyente. Aclaró que en ambos casos media un proceso de fiscalización impulsado por el SII. 
El Coordinar Tributario del Ministerio de Hacienda, señor Diego Riquelme, se refirió al artículo 62 del Código Tributario que se propone modificar mediante la indicación, y que regula el procedimiento de levantamiento del secretario bancario.

Comentó que el cambio propuesto en la letra a) del numeral 23 que se busca sustituir es meramente formal, en el entendido de que reemplaza en el inciso segundo de la citada norma la frase “personas determinadas” por “contribuyentes determinados”.

Apuntó que en la letra b) se sustituyen los numerales 1) al 6) del inciso tercero del artículo 62 del Código Tributario, los que básicamente comprenden todo el procedimiento de levantamiento del secreto bancario. 
Explicó que las razones para hacerlo obedecen a que actualmente el procedimiento es engorroso, en el sentido de que el Servicio siempre debe consultarle al contribuyente, el cual podrá negarse, si quiere o no presentar la información requerida. Calificó como poco ágil el procedimiento en su etapa inicial, porque el Servicio, estando al tanto de que el contribuyente ya manifestó su negativa, tendrá que hacer igualmente la consulta al banco para que éste a su vez le pregunte al contribuyente si accede a entregar la información solicitada, lo que a su juicio provoca una pérdida de tiempo.
Precisó que la sustitución del numeral 1) antes señalado se refiere a la etapa inicial, relevando que, en un proceso de fiscalización, y siempre previa citación, el SII primeramente le consultará al contribuyente si aporta voluntariamente la información bancaria requerida. Señaló que, frente a dicha solicitud, el contribuyente tendrá dos opciones, donde podrá aportar él mismo la información, o bien, podrá entregar su autorización para que ésta sea enviada directamente por el banco. Acotó que en este último caso la autorización debe ser expresa y constar por escrito, dejando registro de aquello en el respectivo expediente electrónico de fiscalización. 
Continuó señalando que una vez que el SII cuenta con la autorización del contribuyente en este segundo caso, procederá a formular un requerimiento al banco, cumpliendo con los elementos mencionados en las letras a) a e) del inciso tercero del numeral 1) propuesto, que son los siguientes: a) la individualización del titular de la información bancaria que se solicita; b) las operaciones o productos bancarios o tipos de operaciones bancarias respecto de los cuales se solicita información; c) los periodos comprendidos en la solicitud; d) copia de la autorización que ha conferido el contribuyente, y e) el plazo para la entrega de la información, el cual no podrá ser inferior a diez ni superior a veinte días.
Recalcó que lo anterior dice relación con el procedimiento general de entrega voluntaria de información bancaria.

Enseguida, informó que el numeral 2) propuesto aborda el caso en que el contribuyente no entrega de forma voluntaria la información requerida o no autoriza su entrega por parte del banco. Agregó que también considera el supuesto donde el contribuyente no se pronunció a la solicitud formulada por el SII, por lo que se entiende que no accedió a entregar la información de manera voluntaria. Apuntó que en estos casos el Servicio sólo podrá acceder a la información bancaria mediante el procedimiento contemplado en el artículo 62 bis del Código Tributario, que también ha sido objeto de indicación. 

Luego, en lo concerniente al numeral 3), señaló que regula los efectos de la sentencia, al preceptuar que en los casos referidos en el numeral 2), autorizada la entrega de la información requerida por sentencia firme, el banco deberá facilitar la información. Acotó que lo mismo acontece si en el procedimiento judicial media un acuerdo entre las partes para que el titular entregue la información.
Puntualizó que en esos casos será el juez quien oficie al banco, para que éste, dentro de diez días, desde la notificación del oficio, entregue la información solicitada. Agregó que el mencionado plazo de diez días es el mismo que actualmente está vigente. 

A continuación, abordó el numeral 4) propuesto, dando cuenta de que regula el régimen excepcional, que recoge aquellos casos donde no aplica el procedimiento general de oposición del contribuyente, sino que contempla un procedimiento donde el contribuyente no se puede oponer, limitándose a tres situaciones en concreto.
Explicó que el primero de los casos se da cuando el Servicio está investigando delitos tributarios. Con todo, precisó que el texto propuesto no señala la expresión “delitos tributarios” propiamente tal, sino que se cita el número 10 del artículo 161 del Código Tributario, que recoge un procedimiento de recopilación de antecedentes cuando se están investigando estos delitos. 

Enseguida, mencionó que el segundo supuesto de excepción considera aquellos casos en que el requerimiento de información bancaria se funda en información obtenida por aplicación del artículo 85 ter del Código Tributario que se propone incorporar, cuyo contenido dice relación con el deber de informar cuando un contribuyente recibe más de 50 transferencias de contribuyentes distintos. 
Afirmó que se resolvió recoger esta hipótesis dentro del régimen excepcional, pues si el SII determinó iniciar un procedimiento de fiscalización al recibir esa información es porque se trata de un contribuyente que no está emitiendo boletas o no está declarando sus impuestos, haciendo la precisión que deben tratarse de casos de relevancia. 

Como tercer caso de excepción, informó que se están considerando aquellos procesos de fiscalización iniciados en virtud de las letras a) o b) del artículo 59 bis del Código Tributario. Apuntó que la referida norma en esas dos letras regula situaciones graves, pues la primera abarca aquellos supuestos en que se han detectado diferencias de más de 2.000 unidades tributarias mensuales entre la información declarada por el contribuyente y la información que el SII tiene, sea de parte de terceros o dentro de sus propias bases de datos, y el contribuyente siendo citado a aclarar no concurrió o, haciéndolo, no entrega una respuesta satisfactoria. 
Acotó que los casos que suelen identificarse por este concepto dicen relación con las diferencias que se producen concretamente en el formulario 29 del SII. 
En lo concerniente a la letra b), mencionó que alude a cuando reiteradamente el contribuyente no acompaña la contabilidad, no la está llevando o ha sido sancionado por la no emisión de boletas.

Relevó que las situaciones antes descritas dan cuenta de escenarios gravosos y, por tanto, sólo en los tres casos antes señalados se aplicaría un procedimiento especial ante el requerimiento de información bancaria. 

El Honorable Senador señor Kast solicitó al señor Riquelme explayarse un poco más sobre el segundo supuesto de excepción. 
El señor Riquelme respondió que el nuevo artículo 85 ter del Código Tributario propuesto dice relación con que al Servicio le llega información de que un contribuyente recibió más de 50 transferencias de 50 o más personas distintas en un mismo día, semana o mes, precisando que la información recibida debe servir de base para que el SII abra un proceso de fiscalización.
El Honorable Senador señor García advirtió que la fórmula que se está considerando respecto de más de 50 transferencias es algo relativamente nuevo, por lo que consultó sobre la experiencia previa que haya podido tener una norma como la de la especie, considerando que pueden existir casos cotidianos como lo sería la celebración de un cumpleaños o de alguna actividad similar, donde los participantes deban hacer algún abono a la cuenta de una sola persona. 
El señor Riquelme aclaró, en primer término, que la regla de la norma es nueva y se está introduciendo en el presente proyecto de ley, precisando que el supuesto regulado no es el mismo que el contenido en el artículo 85 bis del Código Tributario, referente a saldos bancarios. Manifestó que los saldos bancarios de más de 1.500 unidades de fomento no eran de igual relevancia, mientras que las transferencias que se están considerando en el artículo 85 ter propuesto pueden dar cuenta de una operación de abierta informalidad o de la comisión de delitos tributarios. 
Continuó señalando que producto del acuerdo arribado en la mesa de trabajo referente a la iniciativa legal se determinó no solamente informar la cantidad de operaciones, sino que también el monto agregado o total de la suma de cada una de esas operaciones. Por lo anterior, en respuesta a la consulta del Senador señor García, expresó que no es lo mismo recibir más de 50 transferencias por $5.000 o $20.000 cada una que transferencias por una suma considerablemente mayor. 
Observó que lo antes señalado le permite al SII decidir cuándo es necesario abrir una fiscalización. Agregó además que es con ocasión de esas precisiones que la hipótesis del artículo 85 ter queda comprendida dentro del supuesto excepcional de requerimiento de información bancaria. 
Informó que frente a estas situaciones de excepción, para la obtención de la información bancaria el Servicio deberá presentar un requerimiento que contendrá las menciones señaladas en las letras a), b) y c) del numeral 1) antes citado ante el Tribunal Tributario y Aduanero, por lo que el juez tendrá un plazo de cinco días para analizar que se citó al contribuyente, que existe un procedimiento de fiscalización y que fundadamente se encuentra dentro de los tres casos de excepción antes mencionados, sumado a que el SII deberá argumentar que cuenta con antecedentes relevantes para justificar que la información bancaria es necesaria. 
Expresó que de cumplirse con tales requisitos el juez autorizará el levantamiento de la información bancaria, por lo que en ese caso el Servicio, junto con la resolución judicial que contenga la autorización antes mencionada, enviará el requerimiento al banco para que éste entregue la información. Continuó explicando que una vez que realice aquello, el mismo banco deberá comunicar al titular que ha procedido a entregar su información bancaria con ocasión del procedimiento especial que se está regulando en el numeral 4). 

Como último elemento del numeral, mencionó que en caso de que el juez no autorice la entrega de la información requerida por el Servicio, éste sólo podrá acceder a la información bancaria iniciando el procedimiento judicial general.
Enseguida, dio cuenta de que el numeral 5) recoge la sanción al banco que incumple los plazos para entregar la información, considerándose una multa de 50 unidades tributarias anuales. 

Sobre el numeral 6), manifestó que consigna una obligación del Servicio de implementar un sistema que permita la entrega de la información, que garantice la seguridad, integridad y la reserva de la misma. 

A continuación, siguiendo con la letra c) contenida en el numeral 23 que se propone sustituir en la indicación número 1, señaló que se refiere a la obligación de eliminar la información una vez que no sea útil para el Servicio, aclarando que en concreto se establece un plazo de 30 días para hacerlo, ya que actualmente la norma se limita a consignar que el SII debe eliminar la información, sin fijar un plazo al efecto. 

Finalmente, sobre la letra d), precisó que se incrementa la sanción a aquel funcionario que vulnere el deber de reserva, considerándose como nueva sanción la de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de setenta a quinientas unidades tributarias mensuales. Asimismo, agregó que debiese iniciarse un sumario administrativo para concluir con la destitución del cargo. 
El Honorable Senador señor Coloma destacó que lo explicado por el señor Riquelme da cuenta del trabajo realizado en una materia del proyecto de ley de especial interés, pues recordó que originalmente se había planteado algo diferente.

Resaltó la importancia de que la información bancaria sea un elemento propio de la intimidad de las personas, sin perjuicio de reconocer que existan situaciones objetivas que permitirían que en determinadas circunstancias esa información pueda ser alzada para ver si se configura algún delito tributario o si se incurre en algunas de las conductas complejas descritas por el señor Riquelme, que sí dan derecho a que el SII conozca el contenido de la información reservada. 
Hizo presente que se acordó la posibilidad de acceder a esta información a través de los tribunales de justicia, lo que calificó como un resguardo del todo valioso. Al respecto, mencionó que durante la discusión en general de la iniciativa legal se escuchó a una gran cantidad de invitados, por lo que pudieron tomar conocimiento de que, de acuerdo a lo advertido por algunos expositores, el requerimiento judicial para el levantamiento del secreto bancario era una herramienta que a la fecha tenía poca aplicación, observándose que en algunos casos la autorización podía entregarse de una manera más expedita y en otros el proceso terminaba siendo considerablemente lento. 
Reflexionó que con la indicación trabajada sobre la materia se sigue defendiendo la judicialización del requerimiento, pero estableciendo un plazo para que no sea demasiado tarde para el Servicio cuando efectivamente se llegue a alzar el secreto bancario. 

Luego, relevó que, sin prejuicio de la presente discusión, simultáneamente en el Congreso Nacional se están discutiendo otros proyectos de ley que también recogen la regulación del secreto bancario en atención a otros fines perseguidos, como se observa en el proyecto de ley que crea el Subsistema de Inteligencia Económica y establece otras medidas para la prevención y alerta de actividades que digan relación con el crimen organizado (Boletín N° 15.975-25). 
Observó que sería del todo valorable que el criterio fijado en la presente indicación fuese el general en la materia, más allá de que en uno y otro caso los plazos puedan ser distintos, según se trate de delitos tributarios o bien se refieran a otro tipo de conductas, como por ejemplo las alusivas al crimen organizado.

Por lo anterior, preguntó al señor Ministro si el principio o la filosofía detrás de la presente indicación será replicado en otros ámbitos, sin perjuicio de reconocer las particularidades de cada caso. Asimismo, resaltó la importancia de poder uniformar criterios a medida que se va legislando.  

El señor Riquelme continuó señalando, recogiendo la intervención del Senador Coloma, que para que el procedimiento pueda ser eficiente es que el artículo 62 bis que se propone modificar regula el procedimiento judicial, ajustando, entre otras materias, el supuesto en que un contribuyente no tiene ningún domicilio en Chile, fijando como Tribunal Tributario y Aduanero competente el de la comuna de Santiago. Precisó que aquello se encuentra contenido en la letra a) del numeral nuevo que se busca incorporar mediante la indicación número 2 y que, como se señaló anteriormente, modifica el actual artículo 62 bis del Código Tributario. 

Sobre la regla supletoria de que ante la falta de domicilio conocido en Chile sea competente el tribunal de la comuna de Santiago, apuntó que no es un cambio novedoso, sino que constituye la regla general ante la falta de domicilio, como ocurre en materia civil. 

Hizo presente que en la indicación se mantienen los 15 días del procedimiento actual, siendo el SII el requirente y el que inicia el procedimiento, por lo que el juez dentro de los 15 días siguientes a la notificación del contribuyente, citará a una audiencia. Refirió que en esa audiencia el Juez Tributario y Aduanero puede resolver fundadamente en la misma audiencia o dentro del quinto día, o bien, abrir un término probatorio de cinco días. Agregó que vencido el término probatorio se establece que el juez dictará sentencia en un plazo de diez días. 
Observó que, con los ajustes propuestos, la primera instancia del procedimiento no debiese superar los 60 días. 

Siguió explicando que con la sentencia de primera instancia se suspende la prescripción, pues aseveró que no debía ocurrir que, por el mero transcurso del tiempo, a la espera de que el SII obtenga la autorización judicial, venzan sus plazos para girar el impuesto, como ocurre actualmente. Expresó que lo anterior atentaba contra la buena fiscalización, provocando que el Servicio resolviera con la información disponible que tenía en ese momento. 
Mencionó que lo antes descrito se encuentra recogido en la letra d) del nuevo numeral propuesto en la indicación 2.

A continuación, informó que la letra e) se refiere al sistema de notificaciones y que la modificación propuesta busca dejar claro que en esta materia la notificación al contribuyente es personalmente o por cédula, y no por correo electrónico, toda vez que se trata de una materia particularmente relevante.
De igual manera, sostuvo que sigue siendo un procedimiento apelable, manteniéndose el plazo de interposición del recurso de cinco días contados desde la notificación de la sentencia que se pronunció sobre la solicitud, agregándose en la letra f) que la apelación, además de tramitarse en cuenta, se hará de forma preferente. Resaltó que cambios como el propuesto apuntan a lograr una agilización del procedimiento. 

Al concluir, puso de relieve que con los cambios anteriores se logra arribar a un procedimiento que sea ágil, que no sea un obstáculo a la fiscalización, pero que requiera de una autorización judicial. 

El Honorable Senador señor García, consultó respecto del numeral 5) de la letra b) del numeral 23 que se propone sustituir en la indicación número 1, el cual se refiere al retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte del banco, y la sanción asociada. Preguntó específicamente sobre los alcances de la expresión “retardo u omisión total o parcial”.

El señor Riquelme explicó que el retardo supone el incumplimiento de los plazos señalados previamente en la indicación. Al respecto, mencionó que en el numeral 3), al contarse con una sentencia judicial el banco tiene un plazo de diez días desde que recibe el oficio para entregar la información solicitada, por lo que, si una vez transcurrido ese plazo el banco todavía no entregó la información, procedería la sanción. 

Agregó que si el requerimiento fue, a modo de ejemplo, la información de la cuenta corriente de un contribuyente de los años 2022 a 2024, y el banco solamente informa dos de los tres años requeridos, ahí también procedería sancionarlo. 

Recordó que sobre el cumplimiento de los plazos debía atenderse a lo fijado en cada uno de los casos del articulado propuesto, haciendo presente que algunos supuestos son de diez días y en otros de entre diez y veinte días. De igual manera, aclaró que no están innovando sobre la materia, pues se trata de una sanción que ya existe en la norma actual, por lo que se han limitado, en vez de hacer una remisión al artículo 97 del Código Tributario, a transcribir la sanción de multa en el artículo 62 que se propone modificar.
La señora Subsecretaria agregó que cuando se diseñaron los plazos de estos procedimientos la propuesta de trabajo fue compartida con la CMF, para así mantener una uniformidad con los propios procedimientos que lleva dicho servicio público cuando debe multar a los bancos en otras materias.
El Honorable Senador señor Lagos agradeció la flexibilidad que tuvo el Ejecutivo, de manera tal de mantener la lógica imperante sobre la materia, esto es, seguir requiriendo de una autorización judicial y no hacerlo en sede administrativa. Con todo, opinó que lo anterior no deja de ser cuestionable pues, según entiende, hay otras jurisdicciones que podrían calificarse como civilizadas donde las administraciones tributarias tienen la facultad de alzar el secreto bancario sin la necesidad que medie una autorización judicial.
Resaltó que ese último diseño era el que estaba contemplado en el proyecto de ley en su origen, replicando lo que acontece en otros países donde rige plenamente el Estado de Derecho, los cuales, sin perjuicio de reconocer el derecho a la intimidad, también tienen interés en proteger bienes públicos de otra naturaleza, lo que justifica que las autoridades tributarias tengan las facultades que el proyecto de ley proponía. 
Resaltó el esfuerzo del oficialismo para llegar a un punto de entendimiento y a una fórmula que permita que el SII puede ser efectivo en su labor, entregándole garantías a los contribuyentes.  
Al concluir, refirió que queda pendiente aclarar qué ocurre en estas investigaciones cuando aparecen otras irregularidades distintas a las que motivaron la fiscalización por parte del Servicio. 
El señor Ministro, en respuesta a la consulta del Senador Coloma, señaló que siempre es bueno uniformar criterios entre cuestiones comparables o equivalentes, por lo que si se está frente a temas que son distintos existirá un espacio para fijar procedimientos diferentes.

Aclaró que el proyecto de ley de inteligencia económica desde un comienzo se perfiló de una manera distinta a la presente iniciativa legal objeto de estudio. Precisó que el proyecto de ley de cumplimiento de obligaciones tributarias siempre consideró una autorización judicial de por medio, sin perjuicio de que en su origen los casos que quedaban comprendidos dentro del procedimiento simplificado eran más amplios que los que actualmente se están proponiendo. 

En cuanto a las diferencias entre las dos iniciativas legales antes señaladas, expresó, en primer término, que la naturaleza de las conductas potencialmente ilegales es muy diferente en uno y en otro caso, apuntando que es distinto evadir impuestos que formar parte de una mafia de crimen organizado. Asimismo, informó que la forma en que actúa el SII y la Unidad de Análisis Financiero (UAF) son diferentes, pues el primero no recibe información de sujetos obligados con la masividad y regularidad que tiene la UAF que, por sí, es información reservada.

Continuó señalando que en el proyecto de ley de inteligencia económica como Ejecutivo también están abiertos a escuchar los distintos puntos de vista respecto al mejoramiento del procedimiento para que la UAF pueda acceder a información protegida o reservada por el secreto bancario. 

Enfatizó en el punto de que no es posible uniformar cuestiones que son distintas, debiendo distinguirse la fiscalización tributaria de los temas de inteligencia económica, donde lo que está involucrado es el financiamiento del terrorismo, el lavado de activos y, según se propone en el referido proyecto de ley, también el crimen organizado.  
El Honorable Senador señor Coloma resaltó nuevamente tener en cuenta los principios que subyacen en estas legislaciones. Acotó que, según entiende, la UAF logra contar con una autorización judicial para acceder a cierta información en un plazo mucho menor que si el requirente fuese el SII.

Estimó que era posible fijar un criterio común, sin perjuicio de que pueden existir situaciones distintas, donde se exija una mayor inmediatez en un caso respecto de otro. 
El Honorable Senador señor Kast, recogiendo la inquietud del Senador Coloma, apeló a que la discusión y la propuesta de solución arribada en el presente proyecto de ley, que fue del todo cuidadosa, pudiese replicarse también en el proyecto de ley de inteligencia económica, para que en ambas materias puede predicarse cierta coherencia. 

Con todo, acotó que la indicación propuesta logra entregar garantías a todos los involucrados. 

--Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Coloma, García, Kast y Lagos. Con la misma votación fue aprobada la indicación número 2.
o o o o o

La indicación número 2, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del numeral 23, el siguiente numeral, nuevo: 
“…. Modifícase el artículo 62 bis de la siguiente manera: 

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Será competente para conocer de la solicitud de autorización judicial que el Servicio interponga para acceder a la información bancaria sujeta a reserva o secreto, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo, en el numeral 2) y en la letra e) del numeral 4) del inciso tercero, todos ellos del artículo 62 precedente, el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el Tribunal Tributario y Aduanero competente en la comuna de Santiago.”.

b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto final que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: 

“Los requerimientos presentados en virtud del presente artículo deberán ser tramitados de forma preferente por el Tribunal Tributario y Aduanero.”.

c) Reemplázase, en el inciso tercero, el texto a continuación del punto y seguido por el siguiente: 

“Con el mérito de los antecedentes aportados por las partes y en la misma audiencia el juez recibirá la causa a prueba o citará a las partes a oír sentencia. En este último caso, deberá resolver fundadamente en la misma audiencia o dentro del quinto día. Recibida la causa a prueba se abrirá un plazo de cinco días. Vencido el término probatorio el juez dictará la sentencia en un plazo de diez días.”.

d) Agrégase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“Durante el tiempo transcurrido entre la fecha en que se dicte la sentencia por el Tribunal Tributario y Aduanero, hasta la resolución que la resuelva, por sentencia firme, se suspenderá el cómputo de los plazos establecidos en los artículos 200 y 201.”. 

e) Sustitúyense los incisos cuarto, quinto y sexto, que han pasado a ser incisos quinto, sexto y séptimo, por los siguientes incisos quinto y sexto: 

“La notificación al titular de la información, a que se refiere el inciso tercero, se deberá efectuar personalmente o por cédula, salvo cuando se refiera a un domicilio en el extranjero, en cuyo caso se deberá realizar por avisos. Para los efectos de la notificación por avisos, el secretario del tribunal preparará un extracto en que se incluirá la información necesaria para que el titular de la información conozca del hecho de haberse requerido por el Servicio su información bancaria amparada por secreto o reserva, la identidad del tribunal en que tal solicitud se ha radicado y la fecha de la audiencia fijada.

El tribunal remitirá al correo electrónico que el contribuyente hubiera registrado ante el Servicio una copia de la notificación, sin que la falta de esta afecte la validez de la notificación.”.

f) Intercálase, en el inciso séptimo, entre la frase “en cuenta” y la coma que le sigue, lo siguiente: “y en forma preferente”.”.

El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 1. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Coloma, García, Kast y Lagos. 
o o o o o

Numeral 25
Sustituye el artículo 64 por el siguiente:

“Artículo 64.- Cuando el precio o valor asignado al objeto de un acto, convención u operación sirva de base o sea uno de los elementos para determinar un impuesto, el Servicio podrá tasar, fundadamente, dicho precio o valor en los casos en que éste difiera notoriamente de los valores normales de mercado.
Para los efectos de este artículo se entenderá por valores normales de mercado los que habrían acordado partes no relacionadas, en operaciones y circunstancias comparables,  considerando, entre otras, las características de la industria, sector o segmento, las funciones, activos o riesgos asumidos por las partes, las características específicas, componentes y elementos determinantes de los bienes, servicios, contratos, o cualquier otra operación que se analice y, en general, cualquier otra circunstancia relevante.

El Servicio deberá citar al contribuyente de acuerdo con el artículo 63 del Código Tributario, para que aporte todos los antecedentes que sirvan para comprobar si el acto, convención u operación se ha efectuado a valores normales de mercado. El contribuyente podrá acompañar estudios para acreditar los valores normales de mercado a través de un informe de valoración que dé cuenta de la determinación de los precios o valores del acto, convención u operación bajo análisis.

El Servicio podrá, por resolución, sugerir la utilización de uno o más métodos de valoración para que los contribuyentes puedan acreditar que sus operaciones se realizan a valores normales de mercado en los términos indicados en el inciso segundo.

Si el contribuyente, en respuesta a la citación efectuada, no logra acreditar que el acto, convención u operación se ha efectuado a valores normales de mercado o no concurre o no da respuesta a dicha citación, el Servicio determinará fundadamente tales valores o precios utilizando los medios probatorios aportados por el contribuyente, si los hay, y cualesquiera otros antecedentes de que disponga, y deberá aplicar para tales efectos los métodos señalados. El Servicio podrá requerir información a autoridades extranjeras respecto de los actos, convenciones u operaciones que sean objeto de fiscalización.

Determinados por el Servicio los valores o precios normales de mercado, se practicará la liquidación de impuestos o se dictará la resolución con la determinación de los ajustes respectivos, y la determinación de los intereses y multas que correspondan.

En todos aquellos casos en que proceda aplicar impuestos cuya determinación se basa en el precio o valor de bienes raíces, el Servicio de Impuestos Internos podrá tasar dicho precio o valor cuando éste difiera notoriamente de los valores de mercado, y girar de inmediato y sin otro trámite previo el impuesto correspondiente. La tasación y giro podrán ser impugnadas, en forma simultánea, a través del procedimiento a que se refiere el Título II del Libro Tercero.

La diferencia entre el precio o valor asignado o pactado por el contribuyente y el determinado por el Servicio mediante resolución, liquidación o aquél propuesto por el contribuyente en respuesta a la citación, aceptado por el Servicio o el propuesto mediante declaraciones rectificatorias, se afectará en el ejercicio que corresponda, con el impuesto único del inciso primero del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 

No se afectarán con este impuesto único las diferencias determinadas por el propio contribuyente en declaraciones rectificatorias presentadas antes de un requerimiento del Servicio sobre la materia, siempre que impliquen un aumento en su base imponible, y deberán tributar con los impuestos generales que correspondan al acto, convención u operación objeto de la rectificatoria.

No se aplicará lo dispuesto en este artículo respecto de cualquier tipo de reorganizaciones empresariales, tales como fusiones, divisiones, la conversión del empresario individual o aportes de activos de cualquier clase dentro del territorio nacional, en la medida que dichas reorganizaciones obedezcan a una legítima razón de negocios. Si se trata de fusiones, divisiones, la conversión o el aporte parcial o total de activos se deberá mantener el costo tributario de los activos en la sociedad absorbente o naciente de una fusión, en la sociedad que nace con ocasión de la división o en la que recibe el aporte de uno o más activos y no se deberán originar flujos efectivos de dinero para el aportante.

Tampoco se aplicará la facultad de tasación a las reorganizaciones empresariales internacionales que produzcan efectos en bienes, acciones o derechos situados en el país, en la medida que cumplan los siguientes requisitos copulativos: exista una legítima razón de negocios; la reorganización se haya efectuado dentro del mismo grupo empresarial; que no se originen flujos de dinero para el aportante y se mantenga el costo tributario de los activos que se transfieren, asignen o aporten con ocasión de la reorganización; que se haya cumplido con las exigencias legales de la jurisdicción extranjera que corresponda y se mantenga o no se afecte la potestad tributaria de Chile. Lo dispuesto en el presente inciso no será aplicable respecto de reorganizaciones empresariales que impliquen el traslado de la propiedad sea directa o indirecta de bienes, acciones o derechos, situados en el país, a entidades domiciliadas o residentes en países o territorios con régimen fiscal preferencial, a los que se refiere el artículo 41 H o que según la legislación extranjera estén liberados de llevar contabilidad según normas de general aplicación.

Para los efectos del presente artículo se entenderá por legitima razón de negocios, entre otras, aquella que tenga por finalidad mejorar o facilitar las condiciones del negocio, así como obtener ventajas competitivas; financiamiento; la eliminación o mitigación de costos o riesgos; aumentar la capacidad productiva o de presencia en el mercado; optimizar la administración o cualquier otra finalidad similar a las anteriormente señaladas y que, en cualquier caso, sea distinta a la meramente tributaria.

Los contribuyentes podrán presentar consultas sobre la aplicación del presente artículo frente a una operación o reorganización empresarial. Dicha consulta se tramitará según el procedimiento del artículo 26 bis.”.

En este numeral recayeron las siguientes indicaciones de Su Excelencia el Presidente de la República:
1) La indicación número 19H, para suprimir el inciso cuarto.

2) La indicación número 20H, para eliminar en el inciso quinto la frase “, debiendo aplicar para tales efectos los métodos señalados”. 

3) La indicación número 21H, para sustituir los incisos décimo y décimo primero por los siguientes incisos noveno, décimo, décimo primero, décimo segundo y décimo tercero, nuevos, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“No se aplicará la facultad de tasación respecto de fusiones y divisiones, sean nacionales o internacionales en la medida que cumplan con los requisitos establecidos en el inciso décimo primero.

Tampoco se aplicará la facultad de tasación respecto de cualquier tipo de reorganizaciones empresariales, tales como, la conversión del empresario individual o el aporte de activos de cualquier clase, realizados por personas naturales o jurídicas, asignados dentro del territorio nacional, en la medida que dichas reorganizaciones obedezcan a una legítima razón de negocios. 

Tratándose de fusiones, divisiones u otras reorganizaciones señaladas en los incisos anteriores, no procederá la facultad de tasación siempre que se mantenga el costo tributario de los activos en la sociedad absorbente o naciente de una fusión, en la o las sociedades que nacen con ocasión de la división o en la que recibe el aporte de uno o más activos y no se originen flujos efectivos de dinero para el aportante.

Cuando se trate de reorganizaciones empresariales internacionales, distintas de una fusión o división, que produzcan efectos en bienes, acciones o derechos situados en el país, no procederá la facultad de tasación siempre que cumplan los siguientes requisitos copulativos: que exista una legítima razón de negocios, que no se originen flujos de dinero para el aportante y se mantenga el costo tributario de los activos que se transfieren, asignen o aporten con ocasión de la reorganización, que se haya cumplido con las exigencias legales de la jurisdicción extranjera que corresponda y se mantenga o no se afecte la potestad tributaria de Chile, esto es, cuando un posterior aporte o transferencia de los activos que hubieran sido asignados o aportados en el proceso de reorganización sean efectivamente susceptible de ser gravado en Chile. 

No procederá la limitación de la facultad de tasación prevista en los incisos anteriores respecto de reorganizaciones empresariales, incluyendo fusiones o divisiones que impliquen el traslado de la propiedad de bienes, acciones o derechos, situados en el país, a entidades domiciliadas o residentes en países o territorios a los que se refiere el artículo 41 H de la Ley sobre Impuesto a la Renta o que según la legislación extranjera estén liberados de llevar contabilidad según normas de general aplicación.”.

La señora Ministra (S) informó que la presente indicación dice relación con la tasación y las reorganizaciones, cuyo contenido, así como también el de las indicaciones números 20H y 21H, podían ser explicados más detalladamente por el señor Riquelme.

El señor Riquelme señaló que el artículo 64 del Código Tributario, el cual se busca sustituir mediante el presente proyecto de ley, regula dos materias, siendo una de ellas la facultad de tasación del SII, mientras que la segunda dice relación con las reorganizaciones empresariales.

Afirmó que la propuesta de nuevo artículo tiene por objeto modernizar la norma y utilizar una nomenclatura más precisa. Hizo presente que en su inciso primero se cambia el concepto de “valor corriente en plazo”, destacando que por lo demás se trata de un término sin definición legal, para reemplazarlo por el de “valor normal de mercado”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si este último término tiene alguna definición legal. 

El señor Riquelme contestó que justamente en el inciso segundo del artículo 64 propuesto se entrega una definición legal, al preceptuar que “se entenderá por valores normales de mercado los que habrían acordado partes no relacionadas, en operaciones y circunstancias comparables”. Resaltó tal definición pues si se quisiera comparar la venta de un inmueble, deberá hacerse teniendo en consideración la venta de otro inmueble de similares características, en condiciones que sean a su vez análogas. Agregó que los distintos criterios que recoge la norma son los que terminan fijando el valor normal de mercado. 

Continuó señalando que la nueva redacción de la norma le permitirá al SII tasar aquellas operaciones cuando el valor difiera notoriamente de los valore normales de mercado.

Puntualizó que el concepto de “valor corriente en plaza” no contaba con una definición legal, sino que administrativa.

A continuación, se refirió a las indicaciones que recayeron sobre el mentado artículo 64, dando cuenta de que lo que se acordó en la mesa técnica de trabajo de asesores convocada con ocasión del presente proyecto de ley fue suprimir aquel inciso que establecía la posibilidad de que los contribuyentes utilizaran métodos de valoración, pues podía entenderse como una sobreexigencia para los mismos. Apuntó que, suprimiendo esta parte, cada contribuyente deberá acreditar con los medios de que disponga por qué sus operaciones se sujetaron a valores normales de mercado en aquellos casos en que el SII las llegue a cuestionar, por lo que resaltó que tendrán cabida en la medida en que exista una fiscalización de por medio. 

Informó que, de acuerdo a lo anterior, las indicaciones números 19H y 20H suprimen aquellas partes del artículo 64 propuesto en el proyecto de ley que hacían mención a métodos de valoración.
En lo que respecta a la segunda materia regulada en el artículo 64, que dice relación con las reorganizaciones empresariales, sostuvo que no procede la facultad de tasación cuando se esté en presencia de procedimientos que constituyan reorganizaciones. Precisó que en esta materia se avanza en dos sentidos, pues, por una parte, se reconoce expresamente la posibilidad de hacer reorganizaciones internacionales, considerando que a la fecha no estaba consagrado a rango legal, sumado a que también se define el concepto de legítima razón de negocio. 

Observó que hay ciertas reorganizaciones, distintas a las fusiones y divisiones, donde la norma siempre ha exigido que medie una legítima razón de negocio. Sobre este concepto apuntó que responde básicamente a que existan razones distintas a las meramente tributarias. 

Asimismo, informó que la norma propuesta consigna que “se entenderá por legitima razón de negocios, entre otras, aquella que tenga por finalidad mejorar o facilitar las condiciones del negocio, así como obtener ventajas competitivas; financiamiento; la eliminación o mitigación de costos o riesgos; aumentar la capacidad productiva o de presencia en el mercado; optimizar la administración o cualquier otra finalidad similar a las anteriormente señaladas y que, en cualquier caso, sea distinta a la meramente tributaria.”.

Resaltó que con esta modificación se consagra a nivel legal una definición que a la fecha se manejaba a nivel administrativo, entregando así una mayor certeza.

Hizo presente que la indicación número 21H en esta materia tiene por finalidad reordenar algunos incisos del proyecto de ley, con el propósito de separar dos situaciones, distinguiendo los casos de fusiones y divisiones en las cuales no se requiere el concepto de legítima razón de negocio, así como también separar entre reorganizaciones nacionales y aquellas internacionales. 

Explicó que la mencionada indicación número 21H sustituye dos incisos por otros cinco incisos nuevos, para aclarar que no se aplica la facultad de tasación respecto de fusiones y divisiones, sean nacionales o internacionales, en la medida en que cumplan determinados requisitos, los que fundamentalmente dicen relación con que se mantenga el costo de los activos. Agregó que los mismos requisitos que actualmente se le exigen a las fusiones y divisiones nacionales se hacen extensivos a aquellas de carácter internacional, lo que calificó como un avance. 

Agregó que en la indicación también se aclara que en otro tipo de reorganizaciones internacionales tampoco el SII tendrá la facultad de tasación, siempre que se cumplan una serie de exigencias: que exista una legítima razón de negocios, que no se originen flujos de dinero para el aportante y se mantenga el costo tributario de los activos que se transfieren, asignen o aporten con ocasión de la reorganización, que se haya cumplido con las exigencias legales de la jurisdicción extranjera que corresponda y se mantenga o no se afecte la potestad tributaria de Chile.

Enseguida, señaló que se incluye una excepción respecto de reorganizaciones internacionales, cuando éstas tengan por objetivo el traslado de la propiedad de activos hacia países con regímenes tributarios preferenciales, lo que coloquialmente se conoce como paraísos tributarios. Informó que, si ese es el objetivo en la reorganización, en ese escenario el Servicio sí tiene la posibilidad de revisar la operación y eventualmente, de ser procedente, tasarla. 

Finalmente, resaltó que se permite algo que actualmente no está considerado en la legislación nacional, y es que una persona natural también se pueda reorganizar, dando cuenta de que con el cambio propuesto es posible eliminar ciertos comportamientos que incluso pueden ser considerados como constitutivos de elusión. Calificó como absurdo que hubiese un tratamiento diferenciado si se trata de una persona natural o de una empresa, por lo que, si las primeras llegan a cumplir los mismos requisitos que se les exigen a las segundas, éstas podrán reorganizarse y estar cubiertas con la limitación de la facultad de tasación. 

El Honorable Senador señor Coloma acotó que estas materias se discutieron intensamente en la mesa técnica de asesores, existiendo un acuerdo transversal en la materia. 

--Puestas en votación las indicaciones números 19H, 20H y 21H, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma y García.
Numeral 28

Modifica el artículo 68 en el sentido que indica.
Letra a) 

Agrega en el inciso sexto, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido la siguiente oración: “Esta misma obligación existe cuando el cambio de socios, la fusión, división o transformación ocurre en el exterior, siempre que produzca un efecto directo en un contribuyente domiciliado o residente en Chile.”.
En esta letra recayó la indicación número 3, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminarla.
El señor Riquelme, con ocasión de la presentación de la indicación número 3, así como también de las indicaciones números 4, 22H y 5, informó a los señores Senadores que, en términos generales, el artículo 68 del Código Tributario regula la obligación de los contribuyentes de realizar inicio de actividades cuando empiezan a ejercer una actividad comercial, así como también cumplir con ciertos deberes de información.

Relató que en la mesa de trabajo de asesores se acordó eliminar algunas referencias, como acontece con la indicación número 3, que busca suprimir la letra a) del numeral 28 del artículo 1 del proyecto de ley, que aclaraba que también había una obligación de informar cuando, con ocasión de una fusión, división o transformación ocurrida en el exterior, se producía un cambio en los socios de una entidad chilena. 

Hizo presente que después de haber hablado extensamente sobre este punto en la mesa técnica, se llegó al convencimiento de que se trataba de una obligación que actualmente ya existe, por lo que para evitar el riesgo interpretativo de que se estaba generando una nueva obligación y, por tanto, que se pudiese pensar que actualmente no había que informar, se resolvió eliminar la letra a), en el entendido de que se trata de una obligación que ya está operando y que no amerita un cambio legal.

--Puesta en votación la indicación número 3, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma y García.
Letra b) 

Sustituye el inciso décimo por el siguiente: 

“El incumplimiento de la obligación de información establecida en este artículo será sancionado conforme al número 1° del artículo 97. Además, cuando dicho incumplimiento provenga de un contribuyente que forme parte de un Grupo Empresarial o sus ingresos por ventas y servicios y otras actividades del giro hayan superado las 50.000 unidades de fomento durante el año comercial del incumplimiento o en el inmediatamente anterior, los plazos de prescripción a que se refieren los artículos 200 y 201 se entenderán aumentados o renovados en doce meses, según corresponda, para la revisión de todos los efectos tributarios que se desprendan de las modificaciones y acuerdos no informados, respecto de todos los contribuyentes que intervinieren en ellos, a partir de la fecha en que sean informados al Servicio o de la fecha en que este último detecte el incumplimiento. El plazo de prescripción se aumentará en doce meses a continuación del término de los plazos originales de prescripción y la renovación ocurrirá en la medida que el contribuyente cumpla su obligación de informar o el Servicio detecte el incumplimiento fuera de los plazos originales de prescripción. Con todo el plazo máximo de prescripción, considerando la renovación, no podrá superar los diez años.”.
En esta letra recayó la indicación número 4, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminar la oración “cuando dicho incumplimiento provenga de un contribuyente que forme parte de un Grupo Empresarial o sus ingresos por ventas y servicios y otras actividades del giro hayan superado las 50.000 unidades de fomento durante el año comercial del incumplimiento o en el inmediatamente anterior,”.
El señor Riquelme hizo presente que en la mesa técnica de asesores hubo acuerdo en que en los casos de incumplimientos que existan con ocasión de los deberes de informar no se hiciesen distinciones según los tamaños de las empresas, ya que no habría una razón suficiente para sustentar dicha diferenciación. Al respecto, precisó que se propone eliminar una distinción que decía relación con los tipos de contribuyentes que se sancionaban cuando no informaban correctamente los cambios que sufría una empresa. 

El Honorable Senador señor Coloma relevó que el deber de información pase a ser aplicable para todos, no obstante, observó que sí se mantienen en el texto del proyecto de ley los plazos de prescripción a que se refieren los artículos 200 y 201 del Código Tributario.

El señor Riquelme acotó que lo comentado por el Senador Coloma se encuentra desarrollado en la indicación número 22H.

--Puesta en votación la indicación número 4, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma y García.
En el plazo especial acordado por la Sala de la Corporación para presentar indicaciones, Su Excelencia el Presidente de la República presentó, en esta letra b), la indicación número 22H, para reemplazar en el inciso décimo propuesto el guarismo “10” por “6”.
El señor Riquelme explicó que en el proyecto de ley aprobado en la Cámara de Diputados se estableció una suspensión de la prescripción cuando el contribuyente no informe algo que sí debió haber informado, como sería un cambio de socios, y ese cambio en particular pueda haber generado una obligación de pagar impuestos. Apuntó que, según el texto aprobado, el plazo máximo de prescripción no podría exceder de diez años.

Informó que el acuerdo generado en la mesa técnica de asesores sobre este punto en particular fue el de ocupar el mismo criterio que se utilizó para la Norma General Antielusiva, en el entendido de que en cualquier caso la prescripción no pueda exceder de seis años, lo que representa el límite máximo en materia tributaria.

Aclaró que, si bien se mantiene la posibilidad de extender el plazo de prescripción de la regla general, es decir, aquella de tres años, en un año adicional, cuando no se hayan informado ciertas materias que sí deben ser informadas, en ningún caso podrá ampliarse hasta superar los seis años, consolidándose justamente la regla de que la prescripción máxima en materia tributaria es de seis años. 

El Honorable Senador señor Coloma observó que, de interpretar correctamente las palabras del señor Riquelme, debía entenderse que la regla general en materia de prescripción son los tres años y cuando no se ha presentado una declaración o las declaraciones fuesen maliciosamente falsas ese plazo se amplía a 6 años. Dicho lo anterior, preguntó si manteniéndose el plazo de tres años para el presente caso se estaría considerando una ampliación de un año más.

El señor Riquelme respondió que el plazo se extiende por 12 meses, aplicándose, en primer lugar, respecto del plazo de tres años, sin que, en su totalidad, considerando la renovación, se superen los seis años.

El Honorable Senador señor Coloma pidió corroborar que el plazo adicional en ningún caso debe ser entendido como una agregación al límite de seis años en materia de prescripción, manteniéndose la regla que aún en el supuesto que recoge la norma, el plazo máximo seguirá siendo de seis años. 

El señor Riquelme ratificó aquello.

--Puesta en votación la indicación número 22H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma y García.
Letra c) 

Agrega, a continuación del inciso décimo, los incisos undécimo, duodécimo y final, nuevos.
El inciso duodécimo propuesto es del siguiente tenor:
“Las siguientes entidades se encontrarán obligadas a exigir la acreditación de haber efectuado ante el Servicio el trámite de inicio de actividades descrito en el inciso primero, respecto de las personas o contribuyentes que a continuación se señalan, a menos que éstos acrediten que existe una autorización expresa que la libere de esta obligación:

a) Todos los órganos de la administración del Estado, gobiernos regionales y municipalidades respecto de las personas que requieran una autorización para desarrollar una actividad económica o que dicha autorización sea parte de los requisitos a cumplir para ser autorizado a desarrollar una actividad económica habitual.

b) Los administradores, operadores o proveedores de medios de pago electrónico, respecto de quienes contraten sus servicios a efectos de desarrollar una actividad económica. 

c) Los operadores de plataformas digitales de intermediación que permitan operaciones entre terceros para la adquisición de bienes o servicios, respecto de las entidades que ofrezcan sus productos o servicios regularmente a través de dicha plataforma.”.
En el literal c) del inciso duodécimo propuesto en la letra c) recayó la indicación número 5, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente: 

“c) Los operadores de plataformas digitales de intermediación que permitan operaciones entre terceros para la adquisición de bienes o servicios, respecto de las entidades que ofrezcan sus productos. Se podrán eximir de esta obligación cuando la persona declare que su actividad no está sujeta a la obligación de inicio de actividades. Los operadores deberán también exigir que las personas o entidades que ofrezcan sus productos o servicios acrediten el cumplimiento de sus obligaciones tributarias en la forma y plazo que determine el Servicio por resolución. Este último certificado podrá obtenerse a través del sitio personal del contribuyente. 

Los operadores señalados en este literal deberán informar al Servicio de forma anual, en la forma y plazo que establezca el Servicio por resolución, las personas y entidades registradas en la plataforma digital y, en el caso de aquellos que hubieran declarado que no requieren inicio de actividades, la cantidad de operaciones y el monto acumulado de las mismas. También deberán informar, a solicitud del Servicio, la cantidad de operaciones y el monto acumulado de estas respecto de contribuyentes determinados.”.

El señor Riquelme señaló que la indicación objeto de estudio complementa una materia ya aprobada en la Cámara de Diputados y que dice relación con que los operadores de plataformas digitales exijan inicio de actividades respecto de quienes operen a través de ellas. Recordó que en su momento se consideró que podía llegar a ocurrir que existan personas que en realidad no sean comerciantes y se valgan de las plataformas digitales, como puede ser el caso puntual de la venta de un producto, sin que aquello suponga iniciar actividades ante el SII, ya que se trata de una actividad no habitual. 

Informó que originalmente, en las modificaciones que se introducían al artículo 68 del Código Tributario en el texto del proyecto de ley aprobado en la Cámara de Diputados, se consideró la frase “servicios regularmente a través de dicha plataforma”. Observó que, sin perjuicio de ello, se realizó un trabajo conjunto con las plataformas digitales de intermediación y se arribó a una obligación más amplia, que se traduce en que, por regla general, los operadores de plataformas deben exigir el inicio de actividades, pero como no tienen cómo saber si una persona es o no comerciante, se eximirán de la referida obligación cuando la persona informe que no necesita inicio de actividades. 

Continuó señalando que, en ese escenario, los operadores de las plataformas asumen un deber de informar al Servicio las operaciones, fundamentalmente de aquellos que hayan declarado que no requieren hacer un inicio de actividades. Sostuvo que la plataforma en cuestión no puede desarrollar una labor de fiscalización, pero sí puede remitir los antecedentes al SII, para que éste resuelva cuándo es necesario iniciar actividades.

Afirmó que la norma logra quedar más completa con ocasión de la indicación número 5, al contemplar la entrega de información por parte de los operadores de plataformas digitales a la administración tributaria.

A continuación, dio lectura a parte de la indicación alusiva a este tema, cuyo tenor es el siguiente: “Los operadores señalados en este literal deberán informar al Servicio de forma anual, en la forma y plazo que establezca el Servicio por resolución, las personas y entidades registradas en la plataforma digital y, en el caso de aquellos que hubieran declarado que no requieren inicio de actividades, la cantidad de operaciones y el monto acumulado de las mismas”.

Resaltó estos dos últimos elementos, es decir, la cantidad de las operaciones y el monto acumulado de las mismas, pues permiten identificar una actividad comercial de otra que no es habitual y, por tanto, distinguir donde es meritorio hacer una fiscalización. 

El Honorable Senador señor García resaltó que la materia en cuestión puede llegar a afectar a una gran cantidad de personas, como podrían ser aquellas que se dedican a preparar comida en sus casas o realizar ciertas confecciones para luego promocionarlas en estas plataformas. Al respecto, observó que en la letra c) que se está proponiendo en la indicación se establece que “se podrán eximir de esta obligación cuando la persona declare que su actividad no está sujeta a la obligación de inicio de actividades”. Sugirió que, más que hablar de “actividad”, se recoja el término “operación”, argumentando que la expresión “actividad” da cuenta de una dedicación más permanente.

Enseguida se detuvo en una parte de la indicación que prescribe textualmente lo siguiente: “Los operadores deberán también exigir que las personas o entidades que ofrezcan sus productos o servicios acrediten el cumplimiento de sus obligaciones tributarias en la forma y plazo que determine el Servicio por resolución. Este último certificado podrá obtenerse a través del sitio personal del contribuyente.”.

Resaltó que al regir esta disposición se estará comprendiendo a un importante número de personas, por lo que solicitó profundizar más en sus alcances. 

El Honorable Senador señor Coloma destacó que a lo que se está aspirando es a que si hay una persona que tiene un negocio relevante pague impuestos. Con todo, señaló que tampoco debe adoptarse una postura donde ciertos actos que actualmente no pagan impuestos, mediante esta norma, queden incorporados. 

En cuanto al deber de que los operadores de las plataformas virtuales deban informar al SII, preguntó a los representantes del Ejecutivo si es algo simple de hacer, o bien, derivará en una mayor burocracia y carga dentro del Servicio. 

El señor Riquelme contestó, en primer término, que no advertía ningún inconveniente en aceptar el cambio sugerido por el Senador García para sustituir el término “actividad” por “operación”.

Enseguida, en lo que concierne al certificado, explicó que el operador de la plataforma digital no puede hacer una revisión más compleja del contribuyente, por lo que se está considerando que el SII genere un certificado que dé cuenta de que el contribuyente tiene inicio de actividades, lo que le permitirá al operador de la plataforma digital cumplir con la norma. 

Apuntó que se busca generar un certificado que sea automático en caso de que la persona tenga inicio de actividades. En ese mismo orden de ideas, puntualizó que se está esperando un cumplimiento más formal de la norma por parte del operador de la plataforma digital.

El Honorable Senador señor García preguntó sobre la razón de que en el texto de la indicación se señale que el certificado “podrá” obtenerse a través del sitio personal del contribuyente. 

El señor Riquelme respondió que obedece a que es una facultad del contribuyente solicitarlo por esa vía, pues también podría estar la opción de querer obtenerlo en soporte físico. 

Luego, en lo que respecta a la carga que se le estaría imponiendo a los operadores de plataformas, expresó que en el nuevo escenario de comercialización se hace necesario que estos operadores puedan nutrir de información a las administraciones tributarias, ya que no les corresponde fiscalizar, lo que no obsta que puedan ser reportadores de información.

Precisó que existen una serie de declaraciones juradas que determinadas personas deben emitir, por lo que los operadores de plataformas digitales van a tener que presentar una declaración jurada en los términos que señala la indicación. En lo que respecta al usuario de la plataforma, manifestó que no habrá una mayor carga, limitándose a presentar su certificado de inicio de actividades o informar que su operación no está sujeta a inicio de actividades.

Acotó que este deber que se les está imponiendo a los operadores de plataformas digitales es algo que ha sido conversado con ellos, quienes han manifestado su conformidad en tener que hacerlo, pues estos operadores también se ven beneficiados, en el entendido de que las medidas propuestas ayudan a no fomentar el comercio ilícito a través de las plataformas digitales que administran.

La señora Ministra (S) acotó, con ocasión de lo explicado por el señor Riquelme, que no debía pasarse por alto que hay un conjunto de normas dentro del proyecto de ley que desde distintas formas abordan la problemática de la informalidad. 

Sobre el particular, recordó que hay otra disposición dentro de la iniciativa legal que establece el deber de informar de los bancos cuando una persona ha recibido más de cincuenta transferencias en su cuenta corriente. 

Sostuvo que si estas herramientas operan respecto a un mismo rut se pueden levantar alertas de que hay operaciones que sí requieren del inicio de actividades. Apuntó que, si se trata de un micro emprendedor, por ejemplo, podrá contar con el apoyo de la Defensoría del Contribuyente en el proceso de iniciación de actividades. 

Por lo anterior, enfatizó que las distintas indicaciones se encuentran relacionadas entre sí y no tienen que ser abordadas como temas separados.  

El Honorable Senador señor Coloma consultó respecto a cómo se puede hacer efectiva la exención que contempla la indicación de que la persona declare que su operación no está sujeta a la obligación de inicio de actividades.

El señor Riquelme respondió que se hace ante la misma plataforma digital.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si la persona que realiza una operación que no es habitual debe enviar algún correo electrónico a la plataforma digital informando que su operación no está sujeta a inicio de actividades.

La señora Ministra (S) precisó que no hace falta un correo electrónico, pues en general en las plataformas digitales las personas se deben inscribir, por lo que en un formulario tipo habrá una casilla donde se le preguntará a la persona si su operación es o no ocasional.

El señor Riquelme agregó que todas las plataformas actualmente obligan a sus usuarios a aceptar sus términos y condiciones para poder inscribirse, lo que implica hacer una serie de registros. Apuntó que en el respectivo registro la persona tendrá que declarar si su operación está sujeta o no a inicio de actividades. Continuó explicando que sí se trata de aquellas operaciones del primer supuesto la plataforma digital solicitará entonces que se adjunte el certificado de inicio de actividades.

Insistió en el punto de que lo antes descrito es un tema ya discutido con los distintos operadores de las plataformas virtuales, donde se busca que este paso adicional no interfiera con la inscripción de los usuarios en dichas plataformas.

El Honorable Senador señor Coloma, respecto a las operaciones que no estarían sujetas al inicio de actividades, preguntó si existe algún criterio sobre la habitualidad de estas operaciones. 

El señor Ramírez contestó que hay un criterio que existe en el reglamento de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, que básicamente atiende a la naturaleza, monto y frecuencia de las operaciones. Resaltó que el Servicio atiende al conjunto de las operaciones que realiza el contribuyente, por lo que la venta de una bicicleta o una venta de garaje no serían casos de actividades comerciales. 

El Honorable Senador señor Coloma insistió en saber si, por ejemplo, respecto a una persona que vende alimentos ocasionalmente, hay un criterio que llegue a operar sobre el número de operaciones o montos involucrados.

El señor Ramírez respondió que debe atenderse a cada caso en particular. 

El señor Director (S) acotó que el SII tiene muchos contribuyentes que debe fiscalizar, por lo que en general sus funcionarios atienden los temas más relevantes. Señaló, por tanto, que no se detendrán a revisar un caso de venta de una bicicleta, pero sí prestarán atención si una persona está importando regularmente bicicletas. 

Por lo anterior, afirmó que el Servicio se concentra en aquellos casos donde se registran volúmenes más interesantes de ventas. 

La señora Ministra (S) reiteró nuevamente que hay distintas medidas contenidas en el proyecto de ley y que éstas deben ser analizadas desde una mirada más global. Sobre el particular, expresó que el Servicio contará con más información de los contribuyentes, por lo que podrá procesar adecuadamente a quién le correspondía haber iniciado actividades. 

El Honorable Senador señor Coloma expresó entonces que al menos el reporte de más de 50 transferencias mensuales podría ser un indicador para captar la atención del Servicio.

El señor Director (S) observó que no basta con reportar más de 50 transacciones al mes, pues también vía indicación se está agregando al texto del proyecto de ley que el banco pueda informar el monto total agregado, porque estimó que al Servicio no le interesa detenerse en casos de más de cincuenta transacciones de montos menores, como podrían ser aquellos que se registren después de una convivencia o actividad de un colegio, sino que, si se cuenta con el monto agregado, proceda a enfocarse en aquellos casos donde se reportan montos agregados más altos.

El Honorable Senador señor Coloma llamó a reflexionar si la medida propuesta contribuirá a la formalización, cuestión que estimó que siempre es deseable, pero sin desatender el punto de que tampoco deba transformarse en un inconveniente para aquellas personas que esporádicamente realizan ciertas operaciones, como podría ser la venta de comida.

En la misma línea, hizo presente que el inicio de actividades no es un trámite sencillo, sumado a todos los permisos adicionales que deben tramitarse frente a otros organismos que no guardan relación con el SII, como podría ser, a modo de ejemplo, el Ministerio de Salud. 

Por lo anterior, apeló a no olvidar las eventuales complejidades que se pueden generar para pequeños emprendedores que, si se ven en la necesidad de iniciar actividades, terminen capturados en una burocracia estatal. 

El señor Director (S) acotó que el SII se limita en su labor a temas tributarios, por lo que si observa operaciones con volúmenes importantes exigirá que la persona se formalice. 

El Honorable Senador señor Chahuán comentó que, según ha escuchado de parte de la Cámara Nacional de Comercio, existe descontento con el hecho de que se esté incorporando una mayor regulación para quienes busquen formalizarse, porque, sin embargo, en paralelo existe un alto comercio ilegal sin fiscalización. 

Resaltó que no puede perjudicarse a aquellas personas que deciden emprender desde sus casas mediante la exigencia de una serie de requisitos, si quienes se mueven en el comercio ilegal parecieran no ser un foco de atención para el actual Gobierno. 

El Honorable Senador señor Lagos, declaró que podría llegar a comprender parte del trasfondo de la problemática expresada por el Senador Chahuán. No obstante, llamó a no olvidar que el comercio ilegal ha existido desde antes que asumiera el actual Gobierno. Agregó que si algunos de estos comerciantes ilegales o clandestinos reciben más de 50 transferencias debiesen igualmente llamar la atención del Servicio.  

La señora Ministra (S) reiteró una vez más que el proyecto de ley contiene todo un paquete de medidas contra la informalidad, que deben ser miradas de manera global. Resaltó además que, respecto a este tema, así como también en otras materias, se ha estado trabajando intensamente en la mesa técnica de asesores para perfeccionar el presente proyecto de ley. 

El Honorable Senador señor Chahuán preguntó si Banco Estado tiene la capacidad de informar al Servicio las operaciones que el proyecto de ley contempla. Hizo presente que, según entiende, existe un problema contable en dicho banco, sumado a que su sistema digital se encontraría con dificultades. Por lo anterior, consultó por cómo funcionan las comunicaciones entre Banco Estado y el SII. 

El señor Director (S) se refirió, en primer término, al comercio informal. Al respecto, observó que existen verdaderas mafias que alimentan el comercio ambulante, por lo que informó a los señores Senadores que desde el SII se está creando una unidad que se dedique especialmente a este tipo de mafias, lo que debiese formalizarse prontamente. Apuntó que habrá funcionarios dedicados a identificar a los proveedores de este comercio, para proceder a perseguirlos por la comisión de delitos tributarios. 

Respecto al Banco Estado y su relación con el SII, señaló que cada institución se aboca a sus propios fines, sin que exista una relación directa entre ambas instituciones, agregando que se trata a Banco Estado como a cualquier otro banco.

La señora Ministra (S) contestó al señor Chahuán que Banco Estado, al igual que el resto de los bancos, ya está reportando al Servicio respecto de los saldos de las cuentas corrientes, por lo que afirmó que, de aprobarse la iniciativa legal, también tendrá que reportar los casos de más de 50 transacciones, sin que desde el Ministerio de Hacienda observen alguna dificultad para que dicha obligación no llegue a cumplirse. 

--Puesta en votación la indicación número 5, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, García y Lagos.

Numeral 29

Modifica el artículo 69 en el sentido que señala.

Letra a) 

Reemplaza en el inciso primero el texto que va a continuación del segundo punto y seguido y hasta el punto y aparte, por el siguiente: “Una vez presentado el aviso de término de giro o actividades en la forma señalada precedentemente, el Servicio tendrá un plazo de seis meses para revisar y girar directamente cualquier diferencia de impuestos. Verificado el pago de los impuestos que resulten, se procederá a certificar el término de giro.”.
En esta letra a) recayó la indicación número 6, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“a) Reemplázase, en el inciso primero, el texto que va a continuación del segundo punto y seguido hasta el punto y aparte, por el siguiente: “Una vez presentado el aviso de término de giro o actividades en la forma señalada precedentemente, el Servicio tendrá un plazo de seis meses para revisar y girar directamente cualquier diferencia de impuestos. Vencido el plazo antes señalado, el Servicio deberá emitir el giro que corresponda con ocasión del término de giro en cuyo caso el termino de giro se certificará una vez verificado el pago del impuesto. A falta de la emisión del giro se entenderá aceptada la presentación del contribuyente y se procederá a certificar el término de giro a menos que procediere lo dispuesto en el inciso siguiente.”. 
El señor Riquelme señaló que la indicación versa sobre el artículo 69 del Código Tributario y viene a establecer que, sin perjuicio de que se mantiene que el SII tiene un plazo de seis meses para revisar las solicitudes de término de giro, vencido dicho plazo, éste debe emitir el giro que corresponda con ocasión del término de giro, y acto seguido certificar, una vez que se haya verificado el pago, que el término de giro está completo.

Puso de relieve el cambio propuesto, pues el proyecto de ley aprobado en general establece que “verificado el pago de los impuestos que resulten, se procederá a certificar el término de giro”. Destacó que en la mesa técnica de trabajo se hizo presente que para poder pagar primero se debe emitir el giro y qué podía ocurrir que el Servicio no lo hiciera y dejase al contribuyente en una situación incierta, por no poder pagar y, por tanto, no contar con la certificación de término de giro.  

Explicó que, para superar ese problema, en la indicación número 6 se establece la obligación de que vencido el plazo de los seis meses el Servicio deberá emitir el giro por el pago de impuestos que corresponda y, una vez que el contribuyente haya pagado el impuesto, se certifique el término de giro. 

Recalcó la relevancia del cambio pues, al presentarse el término de giro y vencido el plazo de seis meses el Servicio deberá emitir el giro de impuestos correspondientes, para que el contribuyente procede a pagar y luego el SII certifique el término de giro. Apuntó que lo que no puede ocurrir es que se produzca esta certificación sin antes haber pagado el impuesto correspondiente. 

Agregó que la indicación también contempla que, a falta de la emisión de giro, se entenderá aceptada la presentación del contribuyente y se procederá a certificar el término de giro. Afirmó que esta última mención se justifica pues puede ocurrir que, con ocasión de un término de actividades, no necesariamente exista un impuesto adeudado, por lo que en estos casos corresponderá cerrar el procedimiento y se deberá certificar el término de giro.

Puntualizó que la ley N° 21.210, que moderniza la legislación tributaria, reguló todo el procedimiento de término de giro, por lo que mediante la presente indicación se produce una adecuación para fijar correctamente las condiciones.  

El Honorable Senador señor Coloma estimó que la indicación es correcta en el sentido de que se establece un plazo en el cual el Servicio evalúa los antecedentes, para que dentro de seis meses se revisen y giren cualquier diferencia de impuestos. Agregó que los términos de giro son importantes para la economía, pues de lo contrario pareciera que formalmente siguen funcionando muchas empresas en el sistema. 

Con todo, observó que no comparte que en la letra c) del numeral 29 del artículo 1 del texto del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados se consigne una frase donde se hace una remisión a los plazos de prescripción del artículo 200 del Código Tributario, por lo que expresó tener dificultades en entender la lógica de avanzar en una norma para facilitar el término de giro, pero que al mismo tiempo se mantenga vigente la remisión a la norma de prescripción de tres años. Por lo anterior, opinó que debiese eliminarse esa mención al artículo 200 del Código Tributario. 

El Honorable Senador señor Lagos señaló que, según entiende del sentido del texto del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional, lo que está detrás es que se dé por aceptada la declaración de término de actividades y se proceda a cerrar ese proceso, cuestión que no excluye la posibilidad de que si aparecen nuevos antecedentes y ellos dieren lugar a la aplicación de los artículos 4 ter o 4 quáter, en esos casos el Servicio pueda actuar, siempre que se encuentre vigente el plazo de prescripción del artículo 200. 

Observó que, de omitirse esa parte de la norma propuesta, se estarían acortando los plazos de prescripción. 

El Honorable Senador señor Coloma expresó que, si lo buscado es generar una norma distinta a propósito del término de giro, el texto en cuestión no ayuda a entregarle una mayor eficiencia al proceso.

El Honorable Senador señor Lagos replicó que lo que se pretende es entregar facilidades para que el Servicio actúe dentro de cierto plazo pues, de lo contrario, deberá aceptarse lo informado por el contribuyente. Resaltó que, si llegan a surgir antecedentes nuevos, lo anterior no puede derivar en que el Servicio no tenga la posibilidad de investigar.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que también se debe fomentar que los contribuyentes efectivamente lleguen a hacer un término de giro.  

El señor Riquelme contestó que se está en presencia de una situación muy excepcional, pues si efectuado el término de giro el Servicio toma conocimiento de actos que sean calificados como abusos o de simulación, éste podrá, siempre que se encuentre dentro de los plazos de prescripción, iniciar un proceso de fiscalización, pero sin que aquello suponga reabrir una sociedad que ha terminado, sino que tendrá que dirigirse en contra de los socios, en caso que existieran diferencias de impuesto, con ocasión de la aplicación de la NGA, lo que supone que el Servicio deberá probar una serie de elementos. 

Detalló que el SII tendrá que probar que han existido antecedentes nuevos, que éstos son parte de una planificación tributaria que constituye abuso o simulación, y que aquello genera una diferencia de impuestos. Apuntó que, cumplido estos tres requisitos, sumado a que debe mediar un procedimiento judicial, se podrían decretar diferencias de impuestos, donde aquél que deberá pagarlas será el socio de la empresa y no esta última. 

Por lo anterior, recalcó que en ningún caso pasa a reabrirse la sociedad, sino que lo que aplica es la responsabilidad del socio cuando la operación en cuestión estuvo dentro de una planificación tributaria agresiva, siempre que se cumplan los requisitos antes señalados.  

La señora Ministra (S) puso de relieve, a propósito de la aplicación de la NGA, que se discutió largamente en la mesa de trabajo de asesores para arribar a un acuerdo respecto a la aplicación de la NGA en sede judicial, sumado a un conjunto de modificaciones en el procedimiento. Sostuvo que la parte de la norma objeto de debate es completamente consistente con lo que ya se ha aprobado en el proyecto de ley respecto a la NGA.

Apuntó que lo que no puede ocurrir es que se tengan normas que busquen hacer más expedito el término de giro, pero que aquello se utilice para que empresas declaren su término de giro con el fin de evitar la aplicación de una NGA.

El Honorable Senador señor Coloma resaltó que esta parte de la norma en específico no se vio en la mesa técnica de asesores, sino que aquella parte contenida en la letra a) del numeral 29 del artículo 1, que modifica el artículo 69 del Código Tributario. 

Reiteró que la norma propuesta no logra tener sentido si finalmente se mantienen excepciones como las de la letra c). Expresó que, según entiende, el SII no accederá al término de giro si tiene algún reparo. 

El Honorable Senador señor Lagos preguntó al Senador Coloma si estaba de acuerdo con que a partir del término de giro no operen los plazos de prescripción.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que actualmente la norma así lo contempla, por lo que terminado el giro no hay posibilidad de una acción posterior por parte del Servicio. Reiteró que con las modificaciones planteadas se está facilitando el trámite de término de giro, pero al mismo tiempo se agrega otro elemento que no va en línea con el propósito buscado. 

La señora Ministra (S) hizo presente que lo que se discutió en la mesa técnica de asesores para el trabajo posterior de indicaciones tuvo a la vista todo el texto del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados. Por lo anterior, descartó que este tema en específico comentado por el Senador Coloma no se haya querido discutir en su oportunidad, lo que no obsta a que puedan existir legítimas diferencias durante el debate legislativo. 

En cuanto a la redacción del texto vigente, sostuvo que se aprovechó la oportunidad de perfeccionar el procedimiento actual, estableciéndose la excepcionalidad y los requisitos correspondientes que considera la letra c) ya señalados en el texto del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional.

El Honorable Senador señor Coloma replicó que si habían existido puntos que no se alcanzaron a ver en la mesa de trabajo debía estar la posibilidad de formular los planteamientos correspondientes durante la discusión del proyecto de ley en el debate de la Comisión.

El Honorable Senador señor Lagos destacó que en las discusiones generadas en la mesa técnica de asesores se revisó qué podía modificarse para trabajar en las correspondientes indicaciones, de acuerdo al texto de la iniciativa legal aprobada por la Cámara de Diputados. Observó que el tema de interés del Senador Coloma no fue levantado en esa instancia, lo que tampoco obsta a que se pueda tratar en el debate de la Comisión. Por lo anterior, llamó a no establecer una especie de mala fe respecto a ninguna de las partes que ha venido participando en el proceso de revisión y perfeccionamiento del proyecto de ley. 

El Honorable Senador señor Coloma opinó que tampoco podía pasarse por alto el largo tiempo que la iniciativa legal fue discutida en la Cámara de Diputados, lo que contrasta con el breve plazo que ha existido en el Senado. 

--Puesta en votación la indicación número 6, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, García y Lagos.

-  - - 

Por otra parte, teniendo en consideración las intervenciones antes expuestas, el Honorable Senador señor Coloma solicitó votar separadamente parte del inciso propuesto en la letra c) del numeral 29 del artículo 1, que sustituye el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, del artículo 69 del Código Tributario, específicamente aquel texto que dispone lo siguiente:  
“No obstante, si se encuentran vigentes los plazos de revisión según el artículo 200, el Servicio podrá iniciar un procedimiento de fiscalización y/o citar al contribuyente conforme el artículo 63, cuando con posterioridad a la certificación de término de giro, se tome conocimiento de nuevos antecedentes y ellos dieren lugar a la aplicación de los artículos 4 ter o 4 quáter. En estos casos la notificación deberá ser efectuada a los socios del contribuyente que realizó el término de giro y en caso de determinarse alguna diferencia de impuestos ésta será de responsabilidad de las sociedades continuadoras en caso de existir o de quienes sean los beneficiarios o titulares de las entidades disueltas.”.

--En la solicitud de votación separada, se rechazó la parte del inciso propuesto en la letra c) del numeral 29 del artículo 1 antes consignada, por dos votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Chahuán y Coloma. Votó a favor el Honorable Senador señor Lagos.
- - -
Numeral 30
Agrega, a continuación del artículo 85 bis, un artículo 85 ter, nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo 85 ter.- Las entidades financieras indicadas en la letra a) del artículo 85 bis deberán proporcionar al Servicio información de la cantidad de abonos que reciban titulares que sean personas naturales o jurídicas o patrimonios de afectación, con domicilio o residencia en Chile o que se hayan constituido o establecido en el país, cuando se cumplan los requisitos señalados a continuación:

1. Que dentro de un mismo día, semana o mes se produzcan más de 50 abonos en las cuentas antes indicadas provenientes de 50 o más personas o entidades diferentes o que dentro de un semestre presenten al menos 100 abonos de 100 personas o entidades diferentes. 

2. Que se trate de titulares que no se encuentren dentro de aquellos cuya información deba ser reportada por aplicación de las disposiciones de la letra c) del artículo 85 bis. 

La información a entregar al Servicio será aquella que permita identificar al titular de la cuenta, incluyendo su rol único tributario, la identificación de la cuenta, la cantidad de abonos que se han producido por parte de personas o entidades diferentes dentro de los períodos señalados en el número 1 y si la cantidad de abonos descrita en dicho número se ha superado en más de un período. La información a entregar no contendrá el monto de los abonos ni información respecto de las personas o entidades que realizaron los abonos. 

La información que da cuenta este artículo deberá ser remitida al Servicio de manera semestral dentro de los meses de julio y enero respecto del semestre inmediatamente anterior. 

Asimismo, cuando el Servicio cuente con información que le permita presumir que un contribuyente esté sub declarando sus ingresos o realizando otro tipo de ilícito tributario podrá solicitar que las entidades financieras obligadas a informar le entreguen información sobre la cantidad de abonos recibidos dentro de alguno de los períodos señalados en el número 1 respecto de las cuentas en que dicho contribuyente sea titular, identificando dichas cuentas. En ningún caso esta información podrá incluir los montos de las operaciones informadas, ni información respecto de las personas o entidades que realizaron los abonos.

La información recabada por el Servicio mediante las disposiciones de este artículo que no dé lugar a una fiscalización deberá ser eliminada en el plazo máximo de tres años desde su recepción. Asimismo, las entidades financieras deberán eliminar los reportes que hayan presentado ante el Servicio dentro de los treinta días siguientes a su remisión al Servicio. 

La no entrega de la información al Servicio de forma oportuna y completa por parte de una entidad financiera será sancionada con el equivalente a una unidad tributaria anual por cada uno de los casos que debieron ser informados por aplicación de los números 1 y 2 del presente artículo, sin embargo, la multa total a pagar por cada entidad financiera no podrá exceder de las quinientas unidades tributarias anuales por cada período en que se debió reportar la información. La entrega de información falsa por parte del titular del producto o instrumento a reportar será sancionada con la multa establecida en el párrafo final del número 4 del artículo 97. 

La información a la que accederá el Servicio por aplicación del presente artículo tendrá el carácter de reservada conforme a las reglas establecidas en los artículos 35 y 206, no podrá ser divulgada en forma alguna, y podrá ser sólo utilizada para los objetivos de fiscalización. El incumplimiento de la reserva se sancionará con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de setenta a quinientas unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la destitución del cargo del funcionario incumplidor.”.  
o o o o o

En el número 1 del inciso primero del artículo 85 ter propuesto, recayó la indicación número 7, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar el siguiente párrafo segundo, nuevo: 

“Cuando una persona o entidad sea titular de más de una cuenta bancaria en una misma entidad financiera, la verificación de la cantidad de operaciones señalada en el párrafo anterior deberá realizarse de forma acumulada entre todas las cuentas de las que fuere titular.”.
La Comisión discutió en conjunto las indicaciones números 7, 8y 9.

El señor Riquelme explicó que el artículo 85 ter del Código Tributario obliga a las entidades bancarias a informar al Servicio de Impuestos Internos acerca de las personas que reciban 50 o más transferencias en el periodo de un mes.

Al respecto, señaló que se acordaron cuatro indicaciones en la mesa técnica de trabajo junto a los asesores parlamentarios, las que fueron signadas con los números 7, 8, 9 y 10.

Precisó que la indicación número 7 establece que cuando una persona sea titular de más de una cuenta bancaria en una misma entidad financiera, la verificación de la cantidad de 50 operaciones o más se hará respecto de todas las cuentas de las cuales es titular para evitar el fraccionamiento artificial de las cuentas y de ese modo busque evitar la aplicación de la norma.

Luego, detalló que las indicaciones números 8 y 9 disponen que además se informe el monto agregado de transferencias recibidas por el contribuyente, fundamentalmente porque esto permite al Servicio de Impuestos Internos determinar de mejor manera cuándo procede o no a iniciar una fiscalización al respecto. De modo que, si observan muchas transferencias, pero por montos menores es probable que sea menos relevante para efectos de fiscalización.
El Honorable Senador señor Coloma observó que la norma vigente fue modificada en la Cámara de Diputados.

La señora Ministra (S) puntualizó que el texto aprobado por la Cámara de Diputados fue que dentro de un mismo día, semana o mes se produzcan más de 50 abonos de distintas personas en cuentas corrientes.

El Honorable Senador señor Coloma observó que 50 abonos en un mes es bastante diferente de 50 abonos diarios. Agregó que hay muchas cuentas corrientes que presentan 50 abonos en un mes.  
La señora Ministra (S) replicó que es de difícil ocurrencia que todas esas transferencias provengan de diferentes RUT.

El Honorable Senador señor Coloma destacó que lo relevante de la disposición es que las transferencias provengan de diferentes RUT.

La señora Ministra (S) resaltó que el texto aprobado en la Cámara de Diputados establecía que se avise al Servicio cuando un contribuyente tiene más de 50 RUT distintos que le depositan en una cuenta corriente en el mes o 100 en el periodo de un semestre.
Por su parte, la indicación número 8 plantea el caso de que una persona tenga más de una cuenta corriente en la misma entidad y además incorpora el monto agregado, por cuanto alguien puede recibir más de 50 depósitos, pero todos los montos resultan un valor no significativo para el Servicio de Impuestos Internos, como ocurre cuando se pagan cuotas para alguna actividad en la que participan varias personas.

Precisó que, en razón de lo anterior es que se incorpora el monto a través de la indicación número 8.

El Honorable Senador señor Coloma consultó por qué, de la indicación número 8 se puede derivar que sería para evitar que todos quienes abonen a una misma cuenta no sean fiscalizados, considerando que la norma señala que se deberá contener la información agregada de los abonos, pero cabe preguntarse cuál es la importancia de los abonos para estos efectos.

Preguntó por qué el hecho de contener el monto agregado de los abonos serviría para impedir una suerte de fiscalización frente a situaciones que no lo ameritarían, como son las cuotas para la realización de un evento o actividad escolar, por ejemplo.
El señor Director (S) explicó que la razón de fondo de esta norma es que se da cada vez que más que personas que venden busquen salir del radar de los pagos con tarjetas donde el Servicio de Impuestos Internos tiene conocimiento de lo que ocurre. De manera que estas personas buscan saltarse ese procedimiento mediante las transferencias.

Recalcó que el objetivo de la disposición es que cuando haya una cantidad importante de transferencias a una misma cuenta o a más de una cuenta, pero del mismo RUT, se pueda detectar si se trata de un comerciante que está eludiendo la obligación de emitir boleta y pagar IVA.
Precisó que, si solamente se considerara el número de transacciones, el Servicio de Impuestos Internos recibirá mucha información y perderá mucho tiempo fiscalizando a personas que no son comerciantes ni están eludiendo el pago de impuesto, sino que solamente están recolectando las cuotas de alguna actividad que estén organizando, por ejemplo.
Acotó que conocer los montos permite al Servicio concentrarse en aquellos casos en que probablemente se trate de un comerciante que está eludiendo la legislación del IVA.

Hizo presente que el Servicio no cuenta con los recursos para fiscalizar a todas las personas y, por otra parte, si hay personas que reciben muchas transferencias, pero por montos pequeños, el Servicio no los fiscalizará.

El Honorable Senador señor Coloma observó que la indicación incorpora un número de transferencias que es inequívoca, puesto que es 50, pero respecto del monto, el señor Director (S) refiere que debe tratarse de un monto importante y ello resulta poco claro puesto que es difícil determinar qué monto es “importante” para estos efectos.
El señor Director (S) explicó que el término “importante” se vincula con lo sustantivo y señaló que el Servicio ha ido aprendiendo dónde tiene sentido fiscalizar y dónde no se quiere requerir a personas que no son comerciantes, considerando los recursos limitados con los que cuenta el Servicio de Impuestos Internos, de modo que se debe ir donde se observe que los montos de evasión son mayores.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó entender la norma que se discute, en el sentido de que el objetivo es observar a una persona que tenga una o más cuentas corrientes en la misma entidad bancaria y luego revisar el número de transferencias que es la principal alerta, y a partir de ahí, la indicación número 8 lo que hace es excluir el monto agregado toda vez que puede haber 80 transferencias de $1.500 y que al Servicio no le interese fiscalizar.

El Honorable Senador señor Coloma reiteró que al establecer un número de transferencias queda muy clara la norma, pero cuando se trata del monto no se precisa nada. Recalcó que esta norma no exime de que eventualmente se contenga toda la información.

Planteó que lo anterior genera pequeñas discrecionalidades que son interpretables y al legislar se trata de definir conductas más precisas.
El Honorable Senador señor Lagos refirió que la disposición fija un número respecto de las transacciones, pero tratándose del monto agregado, ese punto será relativo, puesto que podría ocurrir que si se atendiera solamente al número de transacciones podría ser que siempre se llegara al límite de 49 transferencias para no ser fiscalizado pero el Servicio, cuando observe que se repite un patrón va a fiscalizar, de modo que lo que se hace es fijar indicadores.

La señora Ministra (S) hizo hincapié en el hecho de que la indicación número 8 surge del trabajo de la mesa técnica junto a los asesores parlamentarios, puesto que la indicación original no tenía monto y la razón para incorporar la expresión “monto agregado” se debe a que puede ocurrir que 50 personas depositan en una cuenta corriente para un cuota de una cena de egresados de una universidad y se informan $200.000 en el monto agregado de un mes, que al ser dividido permite deducir que $4.000 por persona no suena a transacciones comerciales, que es lo que se busca fiscalizar.

Puso de relieve que la disposición que se discute se encuentra inserta entre aquellas relativas a la informalidad, donde personas que venden no están entregando boleta y por lo tanto no pagan el IVA que corresponde, que es lo que se pretende perseguir. 

Agregó que en la mesa de trabajo se consideró relevante poner el monto como una forma de entregar racionalidad adicional al trabajo que realice el Servicio de Impuestos Internos.

Aclaró que en ningún caso se trata de personalizar lo que hace cada una de las personas y es por ello que se habla de “monto agregado”. Reiteró que ese fue el objetivo de la indicación que se discute y que ello fue producto del consenso de la mesa técnica.

El Honorable Senador señor Coloma hizo hincapié en que, si bien es positivo que se fije un número para las transacciones, debiera tratarse de un monto realmente importante, teniendo en cuenta al ciudadano que tuvo la voluntad de recolectar una cuota para una actividad y luego comienza a ser fiscalizado por parte del Servicio de Impuestos internos por esa razón.

El objetivo del legislador es que se persiga a quienes están realmente evadiendo que es lo que importa en este caso.

--Puestas en votación las indicaciones números 7, 8 y 9, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra.

o o o o o

En el inciso segundo del artículo 85 ter propuesto recayó la indicación número 8, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la oración que va a continuación del punto y seguido hasta el punto y aparte, por la siguiente: “La información deberá contener el monto agregado de los abonos, pero no incluirá la información respecto de las personas o entidades que realizaron los abonos.”.
--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 8 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra.

En el inciso cuarto del artículo 85 ter propuesto recayó la indicación número 9, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la oración que va a continuación del punto y seguido hasta el punto y aparte, por la siguiente: “La información deberá contener el monto agregado de los abonos en los términos señalados en el inciso segundo.”.  
--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 9 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra.

En el inciso quinto del artículo 85 ter propuesto recayó la indicación número 10, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar, entre la palabra “artículo” y la expresión “que no dé lugar”, la frase “podrá servir de base para un proceso de fiscalización. Aquella información”.
El señor Riquelme señaló que la indicación número 10 detalla cuál es el efecto de la norma en términos de que toda la información que recabe el Servicio de Impuestos Internos podrá servir de base para una fiscalización y aquella que no sirva de base para una fiscalización, deberá ser eliminada por el Servicio dentro del plazo de 3 años contados desde su recepción.

Reiteró que la indicación precisa qué es aquello que puede hacer el Servicio con la información que recibe que puede ser abrir una fiscalización y no otra cosa.

El Honorable Senador señor Coloma observó que esto genera una serie de obligaciones en relación al texto aprobado por la Cámara de Diputados.

--Puesta en votación la indicación número 10, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra.

o o o o o

La indicación número 11, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del numeral 30, el siguiente numeral, nuevo:
“…. Agrégase, en el artículo 87, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El Servicio deberá implementar un sistema tecnológico que permita el traspaso de esta información de forma que garantice su integridad y seguridad.”.”.

El señor Riquelme explicó que el artículo 87 del Código Tributario establece la obligación para los funcionarios y en general para otros organismos de entregar la información de que dispongan al Servicio de Impuestos Internos.

Señaló que la indicación número 11 agrega un inciso que le impone una obligación al Servicio de implementar un sistema tecnológico que permita el traspaso de la información que le requiera a otros organismos de forma que garantice su integridad y seguridad. 

Puntualizó que lo anterior cobra gran importancia respecto de la relación entre el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas, por ejemplo, en cuanto al IVA que recauda dicho organismo.

El Honorable Senador señor Coloma consultó para quién es la facilitación de la información que se requiere.

El señor Riquelme contestó que la información es de otros organismos fiscales quienes están obligados a proporcionar información al Servicio de Impuestos Internos para que éste haga uso de sus facultades de fiscalización.

El Honorable Senador señor García planteó que resulta extraño que se hable de funcionarios y no de instituciones las que deberán proporcionar la información de manera más formal e institucional. 

La señora Ministra (S) expresó que la norma actual está redactada en esos términos. Expresó que durante la discusión en la mesa de trabajo se constató que muchas veces el Servicio de Impuestos Internos requiere información del Registro Civil e Identificación, que tiene a su cargo el Registro de Vehículos, por ejemplo, y para eso muchas veces el Registro no cuenta con todas las capacidades tecnológicas para transferir flujos de información. Por eso se ha dispuesto, a través de esta indicación, que sea el Servicio de Impuestos Internos el que ponga a disposición de los otros servicios la información.
Hizo presente que cuando se habla de funcionarios también se habla de instituciones que deberán entregar la información y se suma a los funcionarios fiscales pensando que a veces ocurre que más allá de que la institución tenga el deber de entregar la información, eventualmente algún funcionario señale que no puede entregarla y en razón de ello se habría redactado el artículo 87 en esos términos.

Sin perjuicio de lo anterior, destacó que lo que se buscó fue que el Servicio de Impuestos Internos provea los servicios informáticos seguros para el traspaso de la información.
El Honorable Senador señor Coloma observó que el artículo 87 del Código Tributario habla en primer lugar de los funcionarios, y luego habla de los servicios, de modo que la indicación se entiende dirigida al Servicio de Impuestos Internos.
--Puesta en votación la indicación número 11, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra.
o o o o o

o o o o o

La indicación número 12, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación, el siguiente numeral, nuevo: 

“…. Agrégase, a continuación del artículo 88, el siguiente artículo 88 bis, nuevo: 

“Artículo 88 bis.- Los vendedores habituales de bienes muebles usados, y otros casos análogos que el Director determine mediante resolución, deberán emitir un documento tributario que identifique a su proveedor, los bienes adquiridos, su cantidad y origen. Estarán eximidos de esta obligación cuando el proveedor emita la respectiva factura que dé cuenta de la venta realizada.

El incumplimiento de esta obligación será sancionado según el número 10 del artículo 97.”.”.

El señor Riquelme relevó que la indicación número 12 agrega un artículo nuevo que establece una obligación para los vendedores habituales de bienes muebles usados y otros casos análogos, quienes deberán emitir un documento tributario que identifique a su proveedor, los bienes adquiridos, su cantidad y origen. Asimismo, señala la disposición quienes estarán eximidos de esta obligación.

Al respecto destacó la relevancia de la trazabilidad en las operaciones a fin de saber que el origen de estos bienes el lícito, siendo éste el objetivo que persigue la disposición que se discute en materia de combatir la informalidad e impedir actividades ilícitas.

El Honorable Senador señor Coloma observó que la norma actual dispone para el vendedor habitual de bienes nuevos que debe emitir factura identificando al proveedor de éstos.

Puntualizó que la indicación que se discute plantea que respecto de cualquier bien usado deberá conocerse su origen. Al respecto preguntó cómo funciona esto para el caso de la ropa usada, por ejemplo; si acaso habrá que identificar al propietario anterior de las prendas en particular.

El señor Director (S) precisó que por aplicación de la Ley sobre Impuesto a las ventas y Servicios, cuando una persona vende un bien usado a otra no paga ningún impuesto, pero cuando un comercio se dedica sistemáticamente a vender bienes usados se encuentra obligado a pagar IVA; sin embargo no está obligado a identificar quién le vendió los productos que está vendiendo.
Continuó señalando que si esa persona vende productos que no son usados o que se los provee una empresa formal a través de una factura no habría problemas, porque se sabe quién le vendió esos productos, pero reparó en que hay muchos lugares donde se venden productos usados, y quienes venden esos productos usados muchas veces son reducidores de productos robados, de tal manera que el objetivo es establecer la obligación de identificar quién le vendió esos productos de modo que no le sea tan fácil a los delincuentes y a las bandas criminales reducir a dinero en efectivo los productos robados.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó qué pasa con aquellas personas que no son delincuentes, pero que necesitan vender un bien para su subsistencia.
La señora Ministra (S) aclaró que tratándose de un vendedor habitual no se estaría solicitando nada que no pudiera demostrar en cuanto a cómo adquirió esos bienes usados.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó qué ocurre en el caso de la ropa usada, considerando que llegan al país contendores de ropa usada.
El Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Simón Ramírez, refirió que la disposición en discusión no se enfoca en aquellos contribuyentes que regular y habitualmente venden, sino que respecto de aquellos proveedores que no son habituales en la venta y que proveen de artículos usados.

Mencionó, por ejemplo, para el caso de venta de un reloj de alto precio, que la norma dispone que el vendedor exija a quien le provee de ese reloj identificarse. De modo que la norma se enfoca en el comercio de bienes usados en que interesa trazar al proveedor de esos bienes usados.

El Honorable Senador señor Coloma consultó qué ocurriría en el caso de alguien que venda un bien usado que lleva 100 años en su familia, debido a algún apuro económico, si se le exigirá a esa persona la factura que muestre dónde compró el bien. 

El señor Riquelme acotó que la norma pone el foco en quien está obligado a identificar a sus proveedores, que es el vendedor habitual, es decir, quien tiene un negocio dedicado a la venta de bienes usados. La disposición no se pone en el caso de una persona que decide vender un anillo, una bicicleta u otro bien.

Destacó que, respecto de la disposición que se discute, lo relevante es que la persona se dedique habitualmente, esto es, tenga un negocio establecido de venta de bienes usados y es a ese comerciante a quien la norma le pide que identifique a su proveedor.

Aclaró que, si alguien vende un bien usado, debido a un apuro económico, la norma solicita que quien compre ese anillo señale en un documento tributario a quién le compró el anillo.

Hizo hincapié en que el sentido de la norma es exigirles a los vendedores habituales identificar a sus proveedores y no es una obligación para quien vende un bien usado debido a una necesidad económica, sino que respecto de quien ejerce la actividad comercial de bienes usados.

El Honorable Senador señor Coloma replicó que una cosa es el vendedor habitual, pero expresó que su inquietud recae sobre aquellas personas que se ven en la necesidad de vender. Ello porque una cosa es que se requiera identificar al proveedor y señalar la cantidad, pero el problema radica en la información sobre el origen del bien, si es que fue un regalo, o una herencia, un premio, etc.

Manifestó que entiende la filosofía detrás de la disposición que se discute y que se busque identificar a la persona y la cantidad, pero si además se solicita informar el origen, entonces se genera un problema.

El Honorable Senador señor Saavedra hizo un símil a propósito de la Ley que regula el Robo de Madera y señaló que en algún minuto se produce la receptación y lo que se quiere evitar mediante la disposición que se discute es la venta de bienes de origen espurio a efecto de prevenir su receptación, que además trae sanciones aparejadas.
El señor Riquelme reiteró que si una persona está vendiendo algo que es de su propiedad entonces el origen es claro, basta con aclarar que se trata de un bien de origen familiar. Lo que ocurre es que si una persona todos los meses vende muchos anillos se puede deducir que tal vez habría que preguntarle de dónde sacó tantos anillos, pero eso ya sería una situación distinta.
El Honorable Senador señor Coloma reparó en que al agregar la palabra “origen” no basta con decir que es familiar, porque el Servicio de Impuestos Internos va a preguntar luego cómo lo adquirió esa familia y en ese caso habría que recurrir tal vez a posesiones efectivas, facturas antiguas, etc.

Reiteró su acuerdo en exigir que se identifique a la persona del proveedor y la cantidad, pero si mediante esta disposición se obliga a acreditar el origen se alteraría el objetivo y se establecerá una lógica de acreditación que complicará a las personas que buscan vender un bien que les pertenece por una necesidad económica.
El señor Director (S) acotó que en Chile las personas tienen bienes en sus casas respecto de los cuales no tienen que acreditar su origen, pero si alguien vende 300 bicicletas entonces no se trata de una persona que vende un bien de su propiedad por una necesidad económica particular, de manera que es importante tener presente la diferencia de las situaciones que se plantean.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que la primera diferencia es que se trate de bienes muebles usados, y al respecto expresó estar de acuerdo en que se identifique al proveedor y la cantidad, pero sostuvo que exigir que además se identifique el origen resulta complejo, puesto que puede transformar una operación en impracticable para un grupo no menor de personas.

Observó que ve difícil que el Servicio de Impuestos Internos acepte como respuesta que el origen de un bien determinado es familiar.
El Honorable Senador señor Cruz-Coke refirió que esta materia fue resuelta en el proyecto de ley sobre segunda venta de obras de arte respecto de las cuales, en lugar de exigir una boleta o una factura de la primera venta para acreditar precisamente el origen, se recurrió a una declaración jurada, la que no obstante, en su opinión, está sujeta a vulnerabilidades.

Expresó estar de acuerdo con la exigencia para los vendedores habituales de informar la procedencia de los bienes, pero cabe preguntarse qué sucede con vendedores no habituales como los anticuarios o una sucesión hereditaria.
El Honorable Senador señor Coloma sugirió buscar una fórmula de redacción que deje claro cómo acreditar el origen, puesto que no es muy fácil acreditar históricamente. Hizo presente que tal vez una declaración jurada podría servir.
El señor Director (S) puso énfasis en que lo importante es identificar al vendedor de los productos y no el origen, de tal manera que si eliminar la palabra “origen” ayudaba a destrabar la discusión y avanzar con la votación no tendría mayores inconvenientes.
En razón de lo señalado por el señor Director (S), el Honorable Senador señor Coloma sugirió eliminar la palabra “origen” de la disposición y someter a votación la indicación número 12.
La señora Ministra (S) manifestó su acuerdo en el entendido de que es sabido en todas las discusiones respecto de la venta de bienes usados en el país que suponen un problema, por lo tanto para el Ejecutivo sí resultaba relevante incorporar el origen de los bienes usados puesto que si el día de mañana, por desconocer el origen de los bienes surge una demora en una investigación, podría eventualmente generarse un problema, pero con el fin de avanzar en la tramitación de esta iniciativa legal expresó su conformidad respecto de la eliminación de la palabra “origen” de modo que la disposición diga “…bienes adquiridos y su cantidad.” 

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que resulta necesario reflexionar acerca de las normativas que propone el Ejecutivo.
El Honorable Senador señor Saavedra expresó no estar disponible para votar a favor de la eliminación de la palabra “origen” considerando que esto fue parte de un acuerdo 

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que la disposición que se discute es un artículo nuevo que no venía del texto aprobado por la Cámara de Diputados, sino que surgió en la discusión posterior atendida una legítima inquietud del Director del Servicio de Impuestos Internos, pero no fue parte de un acuerdo de los miembros de la Comisión.

El Honorable Senador señor Saavedra señaló que el Ejecutivo ha planteado que si se elimina la palabra “origen” podría ocurrir que una eventual investigación podría tardar o no llegar a una sanción finalmente.

El Honorable Senador señor García preguntó qué deberá entenderse por “documento tributario”; una boleta, una guía de despacho o si acaso se encuentra ello definido en alguna parte. Toda vez que ese documento tributario va a identificar al proveedor, los bienes adquiridos, su cantidad y origen, y si se identifica al proveedor de los bienes ahí estará el origen de estos.

El señor Ramírez precisó que el documento tributario es distinto porque la factura se vincula a contribuyentes de IVA y la boleta tiene lugar cuando se vende al consumidor final. Añadió que el documento tributario intenta mantener trazabilidad acerca de dónde provienen estos bienes identificando al proveedor y aclaró que no es propiamente una factura si se trata de bienes usados, razón por la cual se utiliza el termino de documento tributario que es un mecanismo alternativo para identificar al proveedor.

El Honorable Senador señor García estimó que al estar claro quién fue el proveedor de ese bien ya se tiene el origen.
El Honorable Senador señor Cruz-Coke acotó que el proveedor no es quien produce o adquiere el bien originalmente, sino que puede estar en una cadena de proveedores, de modo que el origen igualmente no se satisface.
--Puesta en votación la indicación número 12, fue aprobada con la enmienda propuesta por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos, y con el voto en contra del Honorable Senador señor Saavedra.
o o o o o
o o o o o

La indicación número 13, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación, el siguiente numeral, nuevo: 

“…. Agrégase, en el artículo 89, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Respecto de las operaciones señaladas en el inciso anterior que se lleven a cabo con bancos comerciales, y en que el solicitante sea una persona jurídica u otro tipo de entidad, el banco deberá exigir el inicio de actividades de la respectiva persona jurídica o entidad, así como comprobar que tenga su situación tributaria al día. En caso de que la entidad bancaria incumpla estos deberes de diligencia, será sancionada conforme las reglas establecidas en la letra k) del artículo 85 bis, por cada uno de los créditos, préstamos u operaciones de carácter patrimonial respecto de los cuales se infrinjan los deberes de diligencia. El Servicio, mediante resolución, determinará la forma de cumplir estos deberes de diligencia por parte de los bancos y facilitará los mecanismos disponibles para dicho cumplimiento.”.”.
La señora Ministra (S) expresó que la indicación número 13 busca modificar el artículo 89 del Código Tributario, el que, desde ya en el inciso primero de la norma vigente, establece que el Banco Central, el Banco del Estado, la Corporación de Fomento de la Producción, las instituciones de previsión y, en general, todas las instituciones de crédito, ya sean fiscales, semifiscales o de administración autónoma, y los bancos comerciales, para tramitar cualquiera solicitud de crédito o préstamo o cualquiera operación de carácter patrimonial que haya de realizarse por su intermedio, deberán exigir al solicitante que compruebe estar al día en el pago del impuesto global complementario o del impuesto único establecido en el N° 1° del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

El Honorable Senador señor Coloma apuntó que de acuerdo a la normativa inicial se le exigía estar a las Pymes al día en el cumplimiento de las disposiciones tributarias, lo que fue rechazado por las mismas y ameritó que el Ejecutivo trabajase en una alternativa de solución. 

La señora Ministra (S) precisó que la razón de ser de la indicación obedece a que el artículo 89 del Código Tributario ya les exige a los bancos que, cuando otorguen un crédito, exijan al solicitante que demuestre estar al día en el pago de los impuestos antes señalados. 

Explicó que lo que se agregó como indicación fue que, respecto de las operaciones señaladas en el inciso anterior que se lleven a cabo con bancos comerciales, sumado a que el solicitante sea una persona jurídica u otro tipo de entidad, el banco deberá exigir el inicio de actividades de la respectiva persona jurídica o entidad. 

Por otra parte, acotó que la indicación también recoge la necesidad de que el banco compruebe que la situación tributaria del solicitante se encuentre al día. 

Dicho lo anterior, relevando que se trataba de la indicación original, informó que como Ejecutivo trabajaron en una nueva propuesta, agregando en su texto lo siguiente: “Los contribuyentes podrán obtener un certificado de su situación tributaria, sólo para los efectos del presente artículo, a través de su sitio personal”. Refirió que la modificación planteada pretende no generar una carga adicional a los bancos, por lo que se considera la opción de un certificado para que cada persona, a través de su sitio personal en la página del SII, pueda obtener el correspondiente documento que dé cuenta de su situación tributaria. 

A continuación, dio lectura a la segunda parte de la última propuesta respecto al texto originalmente presentado en la indicación, del siguiente tenor: “El Servicio, mediante resolución establecerá los criterios para considerar que la situación de un contribuyente se encuentra al día, considerando las declaraciones anuales y mensuales de impuestos. En cualquier caso, los criterios deberán asegurar que no se obstaculice el normal funcionamiento de las operaciones señaladas en el inciso primero y del acceso a financiamiento por parte de los contribuyentes. Los bancos comerciales deberán informar al Servicio sobre las solicitudes aprobadas, en caso de que éste lo requiera, para el cumplimiento de sus funciones”.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó si el propósito buscado es que tanto una persona natural o jurídica, como una Pyme en este último caso, tenga su situación tributaria al día. En concreto, consultó sobre los alcances de aquello para saber, por ejemplo, si incluso puede comprender el pago de las contribuciones. 

Apuntó que una Pyme que se encuentre necesitada de un crédito para salir de sus deudas, o reorganizarlas, difícilmente tendrá su situación tributaria al día. 

El Honorable Senador señor Coloma, entendiendo la postura que el SII pueda tener al respecto para poder fiscalizar de mejor manera, manifestó que tampoco debía olvidarse la situación que pueden estar atravesando las empresas que acuden al crédito por los problemas de flujo de caja que las pueden estar afectando. 

Sobre el particular, reconoció tener dudas sobre el sentido detrás de la indicación y los antecedentes solicitados por parte de los bancos. 

El señor Director (S) explicó que cuando la indicación alude a la expresión “situación tributaria al día” no se está pensando solamente en que la persona tenga inicio de actividades, sino que debiera ser un contribuyente de IVA que esté declarando el IVA y no necesariamente que lo esté pagando.

Puntualizó que el texto propuesto obedece a que hay una cantidad importante de empresas pequeñas que no están en el sistema tributario, existiendo algunos bancos que igualmente le otorgan créditos, a pesar de que no están cumpliendo con la legislación tributaria. 

Puso de relieve que para el Servicio es importante que los bancos puedan ayudar a que las empresas que se encuentran al margen de la tributación empiecen a hacerlo y, para eso, deberá partirse con el inicio de actividades para que luego entren al sistema del IVA. 

Observó que el tema de su implementación podía definirse en las disposiciones transitorias del proyecto de ley.

Recordó que en la discusión en particular de la presente iniciativa legal ya se aprobó una indicación donde el Servicio ayudará a las pequeñas empresas que quieran entrar en el IVA, por lo que la norma propuesta busca que los bancos a su vez colaboren para que las referidas empresas vayan ingresando al sistema tributario. 

La señora Ministra (S) hizo presente que la segunda parte de la nueva propuesta también abarca ajustes en el artículo primero transitorio del proyecto de ley, agregando un nuevo número 11., que dispone básicamente que las modificaciones al artículo 89 del Código Tributario comenzarán a regir a contar del 01 de julio de 2025. Observó que originalmente las modificaciones al mencionado artículo 89 iban a empezar a operar una vez publicado el presente proyecto de ley. 

El Honorable Senador señor García apuntó que, según entiende de la propuesta del Ejecutivo, las exigencias contempladas dirían relación sólo con las personas jurídicas. Considerando la redacción del texto, preguntó a los representantes del Ejecutivo qué debía entenderse respecto de la frase “o entidad” que recoge la propuesta.

Mencionó que le resultaba razonable que, si es una persona jurídica la que está solicitando un crédito en un banco, cuente con la respectiva iniciación de actividades.

Asimismo, señaló que en la nueva propuesta de indicación se establece que, junto con que los bancos contribuyan a que los solicitantes tengan su situación tributaria al día, inmediatamente después se considera que el Servicio mediante resolución establecerá los criterios para considerar que la situación de un contribuyente se encuentra al día, considerando las declaraciones anuales y mensuales de impuestos.

Observó que, de aprobarse la indicación en esos términos, no se puede saber en la presente instancia de discusión si finalmente el Servicio fijará criterios razonables o que no impidan el acceso al crédito. Agregó que, pese a la redacción inmediatamente posterior en la propuesta, que dispone que “en cualquier caso, los criterios deberán asegurar que no se obstaculice el normal funcionamiento de las operaciones señaladas en el inciso primero y del acceso a financiamiento por parte de los contribuyentes”, igualmente queda sujeto a la definición que se haga a nivel administrativo de cómo se va a entender de que se está al día en la situación tributaria de los solicitantes. 

Pidió, por tanto, hacer un esfuerzo adicional en la redacción para que se avance al respecto en la presente discusión legislativa.

Finalmente, refirió que, según entiende, cuando los contribuyentes solicitan algún crédito los bancos les piden sus últimas declaraciones de IVA, por lo que preguntó si dicha exigencia seguía vigente. 

El Honorable Senador señor Curz-Coke declaró compartir las palabras del señor Director (S), en cuanto a buscar que las empresas puedan formalizarse e iniciar actividades. Con todo, manifestó tener dudas sobre el alcance que se le pudiese dar al término “situación tributaria al día” y el riesgo de que derive en una mayor restricción al momento de otorgar créditos.

El Honorable Senador señor Coloma llamó a distinguir dos tipos de situaciones diferentes, donde en el primer supuesto se pueden encontrar aquellas empresas que no quieren pagar, mientras que en el segundo grupo estarían las que no pueden pagar. Resaltó que este segundo grupo no es pequeño.

Dicho lo anterior, expresó que correspondía detenerse en un segundo punto que dice relación con cómo ayudar a las empresas. Resaltó que en la presente iniciativa legal efectivamente se consideran herramientas para ayudar en la formalización de los contribuyentes más pequeños.

Enseguida, advirtió que el hecho de que a los bancos se les esté imponiendo el deber de que comprueben que los solicitantes de créditos tienen su situación tributaria al día terminará perjudicando a muchas empresas que están intentando resolver los problemas de flujo de caja que puedan estar experimentando.

Destacó que compartía la necesidad de que las personas jurídicas solicitantes de crédito tengan inicio de sus actividades, sin embargo, opinó que si aquello ya se encuentra operando, el hecho de que se exija que su situación tributaria se encuentra al día derivará en que las repercusiones sean mayores dentro del sistema económico del país.  

La señora Ministra (S) hizo presente que la iniciativa legal objeto de estudio versa sobre el cumplimiento de las obligaciones tributarias, donde la presente indicación debe ser analizada de manera complementaria al resto de las otras normas que se están proponiendo. Al respecto, recordó que previamente la Comisión ya aprobó una indicación que establece que todo aquel que venda de manera habitual mediante las plataformas digitales, y no de forma ocasional, debe acreditar en la misma la iniciación de actividades. Hizo presente que en esa materia también se considera un certificado para demostrar aquello. 

A continuación, llamó a no pasar por alto dos artículos transitorios del proyecto de ley importantes para la presente discusión, además de las normas que ya se aprobaron en apoyo a las Pymes, como son aquellas relacionadas a la Defensoría del Contribuyente. 

Precisó que una de estas disposiciones es el artículo décimo cuarto transitorio, el cual permite tener convenios de pago, sin intereses y multas, con el Servicio de Tesorerías, para que los contribuyentes puedan tener su situación tributaria al día respecto de deudas tributarias que hayan estado arrastrando. 

Informó que el segundo artículo relacionado es el artículo décimo quinto transitorio, que establece una regla de prescripción respecto de deudas de diez o más años.

Por lo anterior, apeló a que todas las normas antes mencionadas puedan ser analizadas de manera conjunta para dar respuesta a las inquietudes sobre los efectos de la exigencia del término “situación tributaria al día”, ya que por lo demás se está considerando una implementación transitoria. 

En respuesta a la consulta del Senador García sobre si el texto de la indicación está dirigido solamente a las personas jurídicas, contestó afirmativamente, precisando que para las personas naturales opera el actual inciso primero del artículo 89 del Código Tributario, considerando que las personas naturales deben acotarse a pagar el impuesto global complementario.

Opinó que se debe ser justos en las exigencias en atención al tipo de personas, pues si a las personas naturales ya se les pide estar al día en el pago de cierto impuesto, faltaba referirse a las personas jurídicas en aquellas cuestiones que son más bien de su ámbito de acción. Acotó que justamente se está procediendo en ese sentido mediante la indicación número 13 y los últimos ajustes dados a conocer previamente a los señores Senadores. 

El señor Riquelme, haciéndose cargo de la segunda pregunta del Senador García sobre la diferencia entre entidad y persona jurídica, respondió que el primer término es un concepto más amplio que el de persona jurídica, pues logra abarcar, a modo de ejemplo, a los fondos de inversión.

El señor Director (S) agregó que cuando se habla de “situación tributaria al día” desde el Servicio no han considerado que el solicitante del crédito tiene que haber pagado todo puntualmente, sino que lo que se está contemplando es que la persona esté realizando sus declaraciones de impuestos.

Manifestó que, tal como han advertido los señores Senadores, no siempre se puede cumplir con todas y cada una de las obligaciones, por lo que un crédito bancario puede ayudar a las empresas. 

Por lo anterior, con el fin de avanzar en la aprobación de la indicación, comunicó que se encontraba disponible para arribar a una redacción más restrictiva y que fuese en línea con el fin buscado. En ese sentido, sugirió cambiar el término “situación tributaria al día” por “declaraciones al día”.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que las exigencias que se están considerando pueden derivar en una restricción al crédito, destacando además que se busca implementar en un momento complejo para la economía nacional. 

Llamó a no olvidar que respecto del conjunto de las otras normas que ha planteado el Ejecutivo, en la Comisión de Hacienda se han aprobado su gran mayoría, pues tienden a buscar una mayor formalización y eficiencia, sin embargo, señaló que hay otras, al menos en su opinión, que no están apuntando en el sentido correcto. 

El señor Director (S) reiteró que el fin buscado es evitar que los bancos presten dinero a pequeñas empresas que no están cumpliendo con la norma tributaria. Subrayó que desde el Servicio esperan que estas obligaciones se puedan normalizar y que, con la ayuda de los bancos, empiecen a pagar los impuestos correspondientes. 

El Honorable Senador señor Coloma afirmó que su temor es que las empresas, ante la dificultad de pagar sus impuestos, terminen cerrando, considerando que pueden existir otras herramientas para ayudarlas. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke declaró nuevamente estar de acuerdo con que las empresas se deban formalizar. Asimismo, se mostró interesado en saber cuáles son las empresas que señala el señor Director (S) que estarían incumpliendo sus obligaciones tributarias y recibiendo continuo financiamiento de algunos bancos. 

Con todo, expresó preocupación con que la indicación propuesta se transforme en una excusa para que los bancos, en el proceso de otorgamiento de créditos, terminen estableciendo mayores trabas. 

El Honorable Senador señor Coloma observó que, según entendió de las palabras del señor Director (S), no basta con que en la indicación se les pida a los bancos que a su vez exijan el inicio de actividades, sino que también se compruebe la situación tributaria al día, o declaración, según sugirió. 

Sobre la posibilidad que se haga el ajuste por las declaraciones como propone el señor Director (S) opinó que aquello tampoco generaría un efecto mayor respecto al parecer de los bancos. 

El Honorable Senador señor Lagos replicó que si los bancos ya estaban otorgando créditos a empresas que no han iniciado actividades, con mayor razón no debiese haber algún inconveniente si se les pide declarar el IVA.

El Honorable Senador señor Coloma insistió que la medida tendrá efectos y que no puede ser mirada de manera neutral.  
La señora Ministra (S) apuntó que, de acuerdo al debate que se ha suscitado, al menos no debiese haber inconveniente en que el banco exija el inicio de actividades. Agregó que, en lo que concierne a la expresión “su situación tributaria al día” podía sustituirse por “sus declaraciones de impuestos presentadas”. Continuó explicando que pesará una carga sobre el Servicio, en el sentido que va a poner a disposición del contribuyente un certificado para estos efectos. 

Explicó que el último cambio señalado se hace cargo de una cuestión que no estaba originalmente en la indicación y que hacía pensar que había más bien una carga sólo para el banco. Por lo anterior, aclaró que con la mención al referido certificado, el contribuyente podrá obtenerlo para luego facilitárselo al banco. Asimismo, acotó que no es algo muy distinto a lo que actualmente ocurre, pues si una empresa concurre a un banco para solicitar un crédito igualmente le requerirán las últimas diez declaraciones de IVA. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke hizo presente que lo más conveniente para que no se restrinjan las posibilidades de acceso al crédito que tengan las empresas más pequeñas es que la indicación solamente se limite a la exigencia del inicio de actividades.
En sesión posterior la señora Ministra (S) propuso a la Comisión dos alternativas de redacción para la indicación número 13 relativa a la ampliación de la exigencia de cumplimiento tributario a las entidades bancarias:
A. “Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes, respecto de las operaciones señaladas en el inciso anterior que se lleven a cabo con bancos comerciales, y en que el solicitante sea una persona jurídica u otro tipo de entidad, el banco deberá exigir el inicio de actividades de la respectiva persona jurídica o entidad. Los bancos comerciales deberán informar al Servicio sobre las solicitudes aprobadas, en caso de que éste lo requiera, para el cumplimiento de sus funciones. En caso de que la entidad bancaria incumpla estos deberes de diligencia, será sancionada conforme las reglas establecidas en la letra k) del artículo 85 bis, por cada uno de los créditos, préstamos u operaciones de carácter patrimonial respecto de los cuales se infrinjan los deberes de diligencia. El Servicio, mediante resolución, determinará la forma de cumplir estos deberes de diligencia por parte de los bancos y facilitará los mecanismos disponibles para dicho cumplimiento.”.

B. La otra alternativa de redacción agregaría que hubieran sido presentadas las declaraciones. 

El Honorable Senador señor Lagos observó que en un caso se exigiría solamente el inicio de actividades y en el segundo caso, además de ello se exigiría haber presentado la declaración.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si al hablar de “entidad” se entiende a entidades empresariales.

El señor Ramírez aclaró que el inciso primero de la disposición se refiere a las personas naturales de modo que, el inciso segundo, cuando habla de entidades, se refiere a patrimonios, como los patrimonios de afectación que no tienen personalidad jurídica pero que desarrollan actividades que pueden generar impuestos, como son los fondos de inversión, las comunidades y un variado grupo de contribuyentes que no son sociedades, no tienen personalidad jurídica pero sí son contribuyentes.

El Honorable Senador señor García consultó si habría acuerdo para agregar la palabra empresarial a continuación de la palabra “entidad”.

La señora Subsecretaria respondió afirmativamente.

El Honorable Senador señor Coloma hizo hincapié en que no puede solicitarse, además que se encuentran presentadas las declaraciones porque eso influirá en el otorgamiento de los créditos.

--Sometida a votación la propuesta B. de redacción de la indicación número 13, que incluye en el texto que “las declaraciones hayan sido presentadas”, resultó rechazada por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García y con dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos y Saavedra.

--Enseguida se sometió a votación la propuesta A. de redacción de la indicación número 13, en términos de “exigir el inicio de actividades” solamente, resultando aprobada por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García, con el voto en contra del Honorable Senador señor Saavedra y la abstención del Honorable Senador señor Lagos.
- - -

Atendido el resultado de la votación precedente fue sometido a votación el artículo transitorio que agrega un numeral, nuevo, que dispone que las modificaciones al artículo 89 comenzarán a regir a contar el 01 de julio de 2025. 

--Puesto en votación el numeral nuevo contenido en el artículo transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

- - -

o o o o o
o o o o o

En el plazo especial abierto al efecto se presentó la indicación número 23H, de Su Excelencia el Presidente de la República, consulta a continuación del número 30 el siguiente número, nuevo:

“XX. Agrégase, a continuación del artículo 92 bis, el siguiente artículo 92 ter, nuevo: 

“Artículo 92 ter.- Las operaciones de compra y venta que superen las cincuenta unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera deberán efectuarse siempre a través de medios de pagos electrónicos o cualquier otro medio de pago que permita la individualización del pagador. Lo anterior, se aplicará respecto de la integridad o totalidad del valor de la operación realizada, sin que sea posible fraccionar el pago en cantidades inferiores al límite establecido o realizar compras sucesivas con el mismo fin. 

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, el Director del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución fundada, podrá determinar que determinados sectores o actividades económicas en o una o más regiones del país queden excluidos de la aplicación del inciso anterior. 

El Director deberá considerar, como elementos para dictar la resolución señalada en el párrafo anterior, las características de los sectores económicos, la penetración de medios de pago electrónicos o bancarización de los contribuyentes en un territorio determinado. Para estos fines deberá considerar las recomendaciones que, mediante oficio, pueda presentarle el Banco Central de Chile.

El incumplimiento de la obligación establecida en este artículo será sancionado según el número 10 del artículo 97.”.”.
El Honorable Senador señor Coloma solicitó oficiar al Banco Central respecto de la capacidad de pago en efectivo de determinadas transacciones, materia que estimó compleja y cuya regulación que se propone estimó no es la adecuada, toda vez que el poder liberatorio del dinero es muy relevante, de tal manera que solicitó se le pudiera hacer llegar las disposiciones sobre la materia que se encuentran contenidas en el proyecto de ley a efectos de contar con la opción del Banco Central de Chile.

Asimismo, solicitó oficios a Conapyme, a la Asociación de emprendedores de Chile y a la Multigremial Nacional sobre la materia mencionada precedentemente.
En sesión posterior la señora Ministra (S) propuso, respecto de esta indicación, una redacción distinta a la propuesta originalmente y que fue trabajada conjuntamente con el Banco Central de Chile:
“Artículo 92 ter.- Las operaciones de compra y venta que superen el límite determinado mediante el procedimiento señalado a continuación, el cual en ningún caso podrá ser inferior a las cincuenta unidades de fomento ni superior a ciento treinta y cinco o sus equivalentes en moneda extranjera, podrán efectuarse con cualquier medio de pago legalmente aceptable, en la medida que se encuentren respaldadas en cualquier documento que registre la identidad del pagador, según determine el Director mediante resolución, o en una factura afecta o exenta. Cuando el pago se hubiese realizado en efectivo, dicha circunstancia deberá constar en la respectiva factura o documento. 

La determinación del límite antedicho se efectuará mediante resolución fundada del Ministerio de Hacienda, previo informe del Banco Central de Chile. Dicha resolución deberá considerar, entre otros elementos, los riesgos de utilización del efectivo en actividades ilícitas, la penetración, acceso y cobertura de los medios de pago electrónicos, el nivel de inclusión financiera, así como el acceso a la infraestructura financiera y de telecomunicaciones.

De no cumplirse la condición señalada en el inciso primero, la operación respectiva deberá efectuarse exclusivamente a través de medios de pagos electrónicos o cualquier otro medio de pago que permita la individualización del pagador. Lo anterior, se aplicará respecto de la integridad o totalidad del valor de la operación realizada, sin que sea posible fraccionar el pago en cantidades inferiores al límite establecido o realizar compras sucesivas con el mismo fin. 

Sin embargo, lo dispuesto en el inciso precedente no aplicará durante situaciones de emergencia que afecten el normal funcionamiento de los sistemas de pago electrónicos, ya sea derivadas de catástrofes naturales u otras situaciones de caso fortuito o fuerza mayor. La excepción antes señalada constará en un decreto emitido por el Ministerio de Hacienda, de oficio o a requerimiento del Banco Central de Chile.

Las exigencias establecidas en este artículo no afectarán los atributos de curso legal, circulación ilimitada y poder liberatorio que el artículo 31 del Banco Central de Chile le confiere a los billetes y monedas emitidos por el mismo, para el cumplimiento de las obligaciones en general, ni las demás facultades de dicha institución en materia monetaria. 

Sin perjuicio de lo anterior, el incumplimiento de lo dispuesto en este artículo será sancionado según el número 10 del artículo 97.”.”. 

En cuanto al artículo transitorio se propone la siguiente redacción:

“6. El nuevo artículo 92 ter comenzará a regir a partir del 1° de enero de 2025. Sin perjuicio de lo anterior, durante los años 2025 y 2026, el umbral establecido en esa norma será de ciento treinta y cinco unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera, y no regirá el procedimiento establecido en su inciso segundo.”.

La señora Ministra (S) señaló que la nueva redacción que se propone da cuenta, en su primer inciso que es posible realizar compras en moneda nacional o su equivalente en moneda extranjera superiores a 150 unidades de fomento, pero para ese caso se requiere de un documento, una factura, que individualice al comprador y al vendedor y que además señale que se pagó en efectivo.

Destacó que el inciso segundo se refiere al procedimiento que contará con resolución del Ministerio de Hacienda previo informe del Banco Central de Chile para transitar desde las 135 unidades de fomento a las 50 unidades de fomento.

Por su parte, el inciso tercero tiene lugar cuando existe un medio de pago electrónico; el inciso cuarto que también fue trabajado conjuntamente con el Banco Central de Chile a propósito de las emergencias y un inciso nuevo que se agrega a petición del Banco que señala que las exigencias que se establecen no afectarán los atributos del curso legal, circulación ilimitada y poder liberatorio que el artículo 31 del Banco Central de Chile le confiere a los billetes y monedas emitidos por el mismo.

Asimismo, puntualizó que se discutió un artículo transitorio distinto en el que antes se daba una gradualidad que iba desde las 135 unidades de fomento a las 90 unidades de fomento para llegar a las 50 unidades de fomento pero que ahora se propone mantener por más tiempo a partir del 1 de enero de 2025 y durante todo el año 2026 el monto de 135 unidades de fomento en atención a que en el inciso primero de la disposición se dispone que “en ningún caso podrá ser inferior a las 50 unidades de fomento ni superior a las 135 unidades de fomento, por lo tanto luego del trabajo con el Banco Central de Chile se fija la gradualidad en el artículo permanente estableciendo un mínimo y un máximo.

El Honorable Senador señor García solicitó mayor explicación acerca del inciso final de la disposición referido a que “Las exigencias establecidas en este artículo no afectarán los atributos de curso legal, circulación ilimitada y poder liberatorio que el artículo 31 del Banco Central de Chile le confiere a los billetes y monedas emitidos por el mismo…”

Precisó que lo anterior significaría para una persona poder circular libremente con montos importantes de dinero en efectivo, no así al momento de comprar algo, de modo que preguntó el alcance de este punto.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que, a su juicio la norma estaría mal diseñada y refirió que el Banco Central de Chile se encuentra establecido en la Constitución y regulado en la una ley orgánica constitucional.

Destacó que una de las funciones clave de Banco es la preservación del normal funcionamiento de los pagos internos y externos. Agregó que la ley orgánica del Banco Central de Chile se refiere al rol del Banco en esta materia y señala que tiene la potestad exclusiva de emitir billetes y acuñar monedas que son los únicos medios de pago con poder liberatorio y de circulación ilimitada en todo el territorio de Chile, lo que significa que deben ser aceptados por su valor nominal en cualquier transacción.

Asimismo, señaló que el Banco Central de Chile tiene por objeto velar por la estabilidad de la moneda y el normal funcionamiento de los sistemas de pago dentro de lo cual se incluyen una serie de facultades que se relacionan con la regulación de la cantidad de dinero y de crédito en circulación.

Enfatizó que es el Banco Central el que puede limitar, conforme a circunstancias especiales, la cantidad de dinero y la forma de darle liberación a los pagos.

Hizo presente que la indicación que se propone contravendría la ley orgánica del Banco Central de Chile puesto que se traspasa una facultad del Banco de establecer límites, al Ministerio de Hacienda que se pronunciará a través de resolución fundada.

Expresó que, a su juicio estas materias deberían ser abordadas en la institucionalidad actual que es el Banco Central de Chile, considerando que si bien, hoy día se persiguen fines tributarios con la disposición que se propone, puede ocurrir que el día de mañana se generen otros efectos que restrinjan el uso del dinero.

Hizo hincapié en que es el Banco Central de Chile y no otro organismo el que tiene a su cargo esa disposición, pero se traspasa una facultad al Ministerio de Hacienda que no le es propia.

En materia de legislación comparada, observó que la mayoría de los países no tienen limitación en esta materia con excepción de aquellos que han establecido límites en las US$10.000 o euros para contar con un coto.

Expresó que quisiera contar con algún estudio que permita establecer por qué se debe llegar a 50 unidades de fomento si se piensa que ese monto ayuda a los propósitos tributarios que se buscan.

Agregó que la disposición genera una lógica de exclusión financiera teniendo en cuenta que no todos tienen capacidad de poder hacer transacciones por vía electrónica, hay dificultades de dependencia tecnológica, etc.

Hizo presente que distinto es que llegado a una cantidad determinada de transacción esta pueda ser trazable, cuestión respecto de la cual estaría de acuerdo, pero generar una visión que no tiene que ver con la trazabilidad, sino que con el uso y que dependa de un decreto del Ministerio de Hacienda y ya no del Banco Central no haría sentido y manifestó además desconocer los estudios que se tuvieron a la vista para estos efectos.

Señaló tener una distancia institucional respecto de traspasar esta facultad que hoy en día es del Banco Central de Chile al Ministerio de Hacienda, añadió no contar con los estudios que suponen que esa es la cantidad que podría ayudar al objetivo, estimó también que genera problemas de transacciones en el mundo rural y una compleja cadena de pagos, que además se puede complejizar en otros momentos.

Destacó estar de acuerdo con la lógica de trazabilidad respecto de una cantidad determinada de dinero.

El Honorable Senador señor Lagos solicitó al Ejecutivo explicar en qué consiste la disposición que propone.

La señora Ministra (S) aclaró que la disposición no prohíbe el uso de efectivo, sino que cuando hay una compra cuyo valor supera las 50 unidades de fomento, podrá efectuarse con cualquier medio de pago legalmente aceptado, de modo que no se restringe el uso de efectivo como estaba establecido en la indicación original, en la medida que se registre la identidad del pagador, según determine el Director del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución o una factura afecta o exenta.

Explicó que la flexibilidad de que se pueda contar con una resolución obedece a que no todas las transacciones de más de 50 unidades de fomento se hacen con factura, entendiendo que la factura permite individualizar al comprador y al vendedor. Además, señaló que se agrega que la circunstancia de que la compra se hizo en efectivo deberá constar en la respectiva factura o documento

El Honorable senador señor Lagos observó que la primera parte de la disposición establece que bajo ciertos límites se debe identificar.

La señora Ministra (S) detalló que cuando se ha establecido un límite en el monto de US$10.000 en otros países, no se trata de transacciones de compra y venta que es justamente de lo que se está hablando en la disposición que se discute, en la cual hay una boleta o hay una factura.

Precisó que lo que ocurre en el exterior es que se establece el límite de US$10.000 para todo tipo de transacciones y no de la compraventa de un bien en particular que se efectúa en efectivo.

En cuanto a que pudiese haber lugares que no cuentan con mecanismos de pago electrónico que fue hecho presente el Senador Coloma fue que se redactó el inciso primero de esta norma de una manera distinta puesto que no se está exigiendo necesariamente un mecanismo de pago electrónico como de disponía en la indicación original, sino que simplemente se señala que debe ser por cualquier medio de pago legalmente aceptado. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó por qué debe ser el Servicio de Impuestos Internos o el Ministerio de Hacienda el órgano que defina ello cuando hoy en día existe el Banco Central de Chile a requerimiento del Ministerio de Hacienda o del Servicios de Impuestos Internos.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke expresó estar de acuerdo con la idea de limitar el uso de dinero en efectivo puesto que genera trazabilidad, pero preguntó con qué se compara la medida que se toma y manifestó compartir con el Senador Coloma la inquietud en cuanto a invadir el espacio del Banco Central de Chile.

Preguntó cómo funciona esta medida en otras partes y por qué se determina que el límite entre 50 unidades de fomento y 135 unidades de fomento es el óptimo para combatir al narcotráfico.

El señor Director (S) puso de relieve que el Servicio tiene información de todas las boletas de Chile y al observar cuántas de ellas eran por un monto sobre los $2 millones, se llegó a una cifra menor a las 34.000 boletas que representan el 0,001% del total de transacciones.

Resaltó que el sentido de la disposición que se discute es una norma país puesto que realizar transacciones en efectivo con montos muy altos facilita a los grandes evasores de impuestos y a las mafias.

Agregó que el hecho de que el Director del Servicio de Impuestos Internos pueda regular las excepciones, se da porque en otros países el Director del Servicio de Impuestos Internos tiene un rol en este tema y porque, estimó que ni el Banco Central de Chile ni la CMF en un rol de management efectivo que requiere de un cierto afinamiento y para ello estimó que la institución adecuada sería el Servicio de Impuestos Internos.

El Honorable Senador señor Coloma reiteró su inquietud en cuanto a que sea el Banco Central quien ejerza ese rol, considerando que también se preocupa por las situaciones país y tiene el mandato constitucional y legal en materia de pagos.

El señor Director (S) aclaró que cuando se debe excepcionar un cierto sector, en ciertas circunstancias para que luego al año siguiente se haga lo mismo con otro sector cuesta imaginar al Banco Central de Chile haciendo un trabajo tan de detalle.

La señora Ministra (S) hizo hincapié en que la norma que se trabajó junto al Banco Central de Chile y que hacía referencia al Director del Servicio de Impuestos Internos ya no está y tenía lógica cuando se exigía que todos los medios de pago por sobre cierto monto fueran digitales y se permitía asimismo al Servicio de Impuestos Internos exceptuar a ciertos sectores económicos.

Precisó que esa disposición se modificó y lo que se propone actualmente no requiere de una norma de excepción porque se está diciendo que se puede aceptar cualquier medio de pago legalmente aceptado y que cuando se trate de un pago superior a cierto monto en el documento que puede ser una factura exenta o gravada, quede individualizado el comprador y el vendedor, así como también que el pago se hizo en efectivo.

En el caso que se trate de una boleta o de transacciones en casas de cambio el Servicio podrá indicar cuál es el instrumento para poder señalar si es que alguien lo hizo en efectivo.

Recalcó que la norma que se propone ahora es distinta y atendido que no se está restringiendo al pago electrónico, pero sí se está pidiendo la identidad de quien compra en esas cantidades con efectivo y respecto de ello lo que ha señalado el señor Director (S) acerca de la cantidad de boletas por montos sobre los $2 millones que resulta clave en este punto.

Consideró que atendiendo que no se estaría limitando el uso del dinero en efectivo, pero sí se está pidiendo que se individualice a la persona que lo hace de modo que no se estimó necesario que sea el Banco Central de Chile, el órgano que fije el límite sin perjuicio de que para cambiar el límite de 135 unidades de fomento que se mantendrá fijo por dos años, para transitar hacia las 50 unidades de fomento previo informe del Banco Central de Chile.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que ello debiera quedar regulado de otra forma toda vez que las explicaciones del Ejecutivo confirman su aprensión. Hizo presente que el objetivo de esta norma en particular es tributario en términos de cobrar IVA.

Reiteró sus observaciones acerca del Banco Central no pueda tener la tuición en esta materia cuando se está instalando una nueva modalidad de efectuar pagos.

Recalcó que una cosa es buscar trazar, pero hay formas distintas para ello y que no impliquen sacar una facultad del Banco Central traspasándola al Ministerio de Hacienda o al Servicio de Impuestos Internos.

El Honorable Senador señor García observó que la disposición que se discute presenta pros y contras. Puso de relieve que la principal preocupación radica en aquellos sectores rurales en que existe costumbre de tranzar en efectivo, pero, por otro lado, tiene la buena intención de que debiera significar algún tipo de control sobre el dinero mal habido.

Manifestó entender la aprensión del Senador Coloma en cuanto a traspasar al Ministerio de Hacienda una facultad que es del Banco Central de Chile, ente autónomo. Añadió que incluso sería positivo para el Ejecutivo no tener que determinar el límite sobre el cual se debe realizar la trazabilidad y lo haga el Banco Central de Chile.

El señor Director (S) señaló que si bien el Banco Central de Chile aparece mencionado en la disposición, las personas podrán pagar en efectivo cuando estimen y lo único que ocurrirá es que pasado un cierto límite se tendrá que identificar de modo que a su juico deja de ser un problema del Banco Central.

El Honorable Senador señor Lagos observó que la filosofía detrás de esta norma es que aquellas personas que usan efectivo sobre ciertos montos deberán identificarse.

El Honorable Senador señor Cruz Coke expresó que alguien podría incluso hacer reserva de constitucionalidad toda vez que se estaría invadiendo una atribución de un organismo autónomo del Estado de modo que podría generarse una fórmula para evitar ese problema.

La señora Ministra (S) insistió en que la redacción de la norma fue trabajada conjuntamente con el Banco Central de Chile y no limita sus facultades porque la propia disposición establece que se podrá utilizar cualquier medio de pago legalmente establecido incluyendo el efectivo, con la salvedad de que a partir de cierto monto (135 unidades de fomento) tendrá que identificar quien compra sin restringir el poder liberatorio del dinero lo que queda fijado en el inciso final de la norma que se discute.

El Honorable Senador señor Coloma insistió que hay una función clave del Banco Central de Chile que debe tener un rol principal y no secundario sobre este punto. Estimó que no puede ser el Ministro de Hacienda quien fije los límites, sino que se debe respetar la norma legal y constitucional.

La señora Ministra (S) reiteró que no se busca restringir el uso del dinero en efectivo que si ocurría en la indicación original que dio inicio a este debate, sino que solamente se está solicitando que quien compre por cierto monto. 

El Honorable Senador señor Saavedra preguntó que ocurriría para el caso de una persona que registre 20 compras en el mes justo por el límite establecido de 135 unidades de fomento.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que precisamente el problema es quién determina el límite y la forma en qué se fija este y expresó no observar inconvenientes en que esto sea tarea del Banco Central de Chile, no obstante, el Ministerio de Hacienda o el Servicio de Impuestos Internos haga las recomendaciones del caso.

El Honorable Senador señor Lagos consultó por qué algunas personas sostienen que la facultad de fijar el límite del monto es exclusivamente del Banco Central de Chile.

El Honorable Senador señor Coloma precisó que así lo señalan la constitución y la ley orgánica del Banco Central de Chile de modo que pidió al Ejecutivo revisar la redacción del texto a fin de arribar a algún acuerdo.

En sesión posterior, la señora Ministra (S) retomó la discusión sobre la indicación número 23H y el artículo 92 ter propuesto en el Código Tributario. Al respecto informó a los señores Senadores que como Ejecutivo trabajaron en dos nuevos cambios, donde el primero de ellos apunta a que la determinación del límite recogido en el inciso primero del artículo 92 ter antes citado se efectúe mediante resolución fundada del Ministerio de Hacienda, previo informe favorable del Banco Central de Chile. 

En segundo término, refirió que también buscan ajustar la redacción de las disposiciones transitarias, para incorporar un nuevo numeral al artículo primero transitorio del proyecto de ley, alusivo a la fecha en que empezará a regir el nuevo artículo 92 ter propuesto, con un umbral que será de 135 unidades de fomento o moneda extranjera equivalente, agregando que “en los años siguientes, se mantendrá este monto mientras no se dicte una resolución de conformidad al procedimiento establecido en su inciso segundo.”.

El Honorable Senador señor Lagos resaltó que con el cambio propuesto se otorga una prevalencia a la opinión que tenga el Banco Central sobre la materia, pues se requiere de un informe favorable de su parte.

El Honorable Senador señor García estimó que en la propuesta de adecuación de la disposición transitoria debiese ajustarse el texto para que en vez de hablar de “una resolución” se aluda más bien a “la resolución”. 

La señora Ministra (S) manifestó estar de acuerdo con el cambio propuesto por el Senador García. 

Enseguida, resaltó que en el inciso primero del artículo 92 ter propuesto se destaca que las operaciones de compra y venta que superen el límite mediante el procedimiento señalado en la misma norma, el cual en ningún caso podrá ser inferior a las 50 de fomento ni superior a 135 o sus equivalentes en moneda extranjera, podrán efectuarse con cualquier medio de pago legalmente aceptable, en la medida que se encuentren respaldadas en cualquier documento que registre la identidad del pagador. 

Aclaró que en la práctica no se está limitando la compra en efectivo, sino que se está precisando que a partir de cierto monto debe identificarse al pagador, el cual, de acuerdo a lo ajustado, parte en 135 unidades de fomento, manteniéndose en dicho rango mientras no medie un informe previo favorable del Banco Central que apunte en otro sentido. 

El Honorable Senador señor Coloma señaló no estar convencido del texto propuesto y recordó que en lo que respecta al uso del dinero ya hay una regulación a nivel constitucional, así como también en la ley orgánica constitucional del Banco Central.

Dicho lo anterior, hizo presente que se encuentran otras iniciativas legales actualmente en tramitación en el Congreso Nacional que buscan algo más o menos en la misma línea. Por lo anterior, estimó que debiese existir una única institución que, escuchando los legítimos planteamientos que pueda tener el Ministerio de Hacienda, la Unidad de Análisis Financiero, el Ministerio Público o el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, o cualquier otra institución interesada, pudiese ejercer un rol único de coordinación respecto al uso del dinero. 

Resaltó que la citada coordinación debe descansar en una ley orgánica que le reconozca dicha facultad, lo que ocurre justamente con el Banco Central.

Observó que una cuestión es el objetivo perseguido por la indicación, que pueda dar cuenta que en una sociedad, con ocasión de determinados bienes o de ciertos propósitos perseguidos, se acuerde una norma distinta respecto al uso del dinero, sin olvidar el poder liberatorio que por esencia tiene. Con todo, reiteró que la institución idónea para llevar a cabo esta tarea debe ser el Banco Central, por lo que no se mostró convencido que para el presente caso se esté entregando un mayor protagonismo al Ministerio de Hacienda.

Expresó que, a su entender, con el texto de la indicación se le quita una facultad excluyente al Banco Central, limitándolo a emitir informes, los que además deben ser favorables, y se le entrega un poder de decisión al Ministerio de Hacienda. 

El Honorable Senador señor Lagos preguntó al Senador Coloma si su preocupación es que de aprobarse la norma y se identifiquen a las personas que efectúen compras a partir de cierto monto, se podrían llegar a limitar las prerrogativas del Banco Central y el curso legal del dinero. Precisó que, al menos a su entender, no se busca restringir ciertas compras, sino que identificar a quienes las efectúan.

Expresó entender la necesidad de limitar para ciertas áreas el uso del efectivo, lo que tampoco debía derivar en que todas las transacciones deban realizarse mediante el uso de tarjetas. 

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que desde la óptica constitucional al Banco Central le compete regular todo el funcionamiento de los pagos internos y externos, mientras que su ley orgánica constitucional preceptúa que la referida institución tiene por objeto velar por el normal funcionamiento del sistema de pago, dentro del cual se incluyen una serie de facultades que dicen relación con la regulación de la cantidad de dinero y crédito en circulación. 

Observó que, teniendo presente que ya se le entregó una determinada facultad al Banco Central, mediante la indicación número 23H se está planteando que en situaciones determinadas el pago o el poder liberatorio del dinero puedan tener formas distintas de darse, requiriéndose de otro tipo de instrumentos como sería una factura, sumado a que se consideran multas frente a su incumplimiento. 

Expresó que sin perjuicio de que pueden detectar actividades ilícitas o evasivas, sigue siendo igualmente importante que sea una institución, que debiese ser el Banco Central, la que establezca cuáles son las condiciones bajo las cuales va a funcionar el uso del dinero en efectivo, sin estar convencido de que esta materia deba ser regulada por el Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Lagos declaró no compartir del todo la postura del Senador Coloma, toda vez que mediante la indicación se establece una condición, respecto de la cual para llevar a cabo una operación de compra y venta se impone un requisito, sin que se ponga en cuestionamiento el medio de pago.

En un ámbito relacionado citó el ejemplo de la compra de bebidas alcohólicas y la prohibición de su venta a menores de edad, por lo que podría pensarse que exigir la mayoría de edad en estos casos es equiparable a exigir la identificación del pagador según se propone en la indicación.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que una cuestión puede ser una restricción por temas de edad, pero en la presente indicación se puede estar expuesto a otra restricción, que obedezca a la mirada que tenga un Ministerio de turno, que actualmente es el de Hacienda, lo que no obsta que en el futuro pueda ser el Ministerio de Economía, Fomento o Turismo, o alguna otra Secretaría de Estado.

Reiteró que esta medida tiene un efecto que no debe pasarse por alta. Al respecto, opinó que podría sostenerse que para los intereses del SII lo mejor sería que todo se trance mediante tarjetas, considerando los fines de recaudación de impuestos de la administración tributaria. Con todo, advirtió que se le ha hecho presente que una medida como la de la especie ha sido objetada por distintos sectores y gremios.

La señora Ministra (S) informó que como Ministerio de Hacienda tienen la convicción que en ningún caso se está transgrediendo la normativa, o bien, se están vulnerando las prerrogativas del Banco Central, lo que queda reflejado en el último ajuste de redacción en la indicación número 23H. Por lo anterior, enfatizó que como Ejecutivo no están afectando la libre circulación del efectivo, ni menos incidir en los medios de pagos legalmente establecidos. 

A propósito del umbral de 135 unidades de fomento que considera la indicación, que actualmente es equivalente a cerca de $5.130.000, cuestionó que puedan existir muchos casos de personas que cuenten con esa cantidad de dinero en efectivo para hacer una compra. Agregó que respecto de ese límite para que pueda ser bajado se requerirá de un informe previo y favorable del Banco Central.   

El Honorable Senador señor Coloma insistió en su argumento de que la indicación propuesta afecta lo ya regulado a nivel orgánico constitucional respecto al Banco Central, traspasándole facultades al Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor García anunció su voto a favor. Argumentó que después de las discusiones generadas en las dos últimas sesiones, todos los intervinientes están de acuerdo en el fondo y en la necesidad de establecer una norma que evite que se paguen al contado y sin ninguna trazabilidad montos altos, como sería la compra en efectivo de vehículos, relojes de alta gama o joyas. 

Expresó que la norma en cuestión busca que las personas que usen el dinero en efectivo, el que muchas veces puede tener mal origen, no puedan hacerlo circular por sobre los montos fijados en la indicación, sin que quede algún registro.

Sobre qué organismo debe ser el competente para dictar la resolución que determina el límite, reconoció que hubiese preferido que fuese el Banco Central el encargo y no el Ministerio de Hacienda, lo que no obsta a que se haya hecho un esfuerzo en la indicación, al exigir la presentación de un informe previo, y de carácter favorable, del propio Banco Central. 

Respecto a lo señalado por el Senador Coloma, opinó que para que la referida institución emita su informe favorable resultaba aconsejable que tuviese a su vez presente las distintas miradas de otros organismos, como el SII o el Ministerio Público.

El Honorable Senador señor Coloma anunció su voto en contra, citando al efecto una serie de normas de la ley orgánica constitucional del Banco Central que lo mandatan a hacerse cargo de este tipo de materias, como ocurre con los artículos 3 y 34 de dicho cuerpo legal. 

Agregó que puede resultar razonable la necesidad de establecer límites, pero siempre que se encuentren con estudios técnicos que lo sustenten, teniendo claro para qué fines se hace. Puntualizó que para el presente caso tales fines son de índole tributarios.

Finalmente, no se mostró de acuerdo en que exista una multiplicidad de organismos que puedan intervenir al respecto, corriendo el riesgo además que se pretenda que todas las compras y ventas terminen haciéndose por transferencias electrónicas, lo que puede afectar a distintos grupos dentro de la economía. 

Con todo, valoró que el umbral de la indicación haya subido a 135 unidades de fomento, considerando que previamente se estaba pensando sólo en 50 unidades de fomento. 

--Puesta en votación la indicación número 23H, fue aprobada, con modificaciones, por dos votos a favor y uno en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores García y Lagos. Votó en contra el Honorable Senador señor Coloma. 

o o o o o

o o o o o

La indicación número 14, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación, el siguiente numeral, nuevo: 

“…. Agrégase, a continuación del artículo 92 bis, el siguiente artículo 92 ter, nuevo:

“Artículo 92 ter.- Las operaciones de compra y venta que superen las cincuenta unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera deberán efectuarse siempre a través de medios de pagos electrónicos o cualquier otro medio de pago que permita la individualización del pagador. Lo anterior, se aplicará respecto de la integridad o totalidad del valor de la operación realizada, sin que sea posible fraccionar el pago en cantidades inferiores al límite establecido o realizar compras sucesivas con el mismo fin.

El incumplimiento de esta obligación será sancionado según el número 10 del artículo 97.”.”.
--La indicación número 14 fue retirada.
o o o o o

Numeral 31

Modifica el artículo 97 en el sentido que señala.

Letra a)

Modifica su número 4.
Ordinal i
En su segundo acápite reemplaza en el párrafo primero la expresión “tributo eludido y con presidio menor en sus grados medio a máximo” por “tributo evadido y con presidio menor en su grado máximo”.
En el segundo acápite del ordinal i de la letra a) recayó la indicación número 15, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar, en la expresión que propone, la palabra “evadido” por “defraudado”.
El señor Riquelme explicó que, dentro del grupo de indicaciones asociadas a delitos tributarios, se incorporaron indicaciones alusivas al artículo 97 del Código Tributario, que es el que tipifica todos los delitos tributarios, de manera tal de poder corregir parte del texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional de la presente iniciativa legal. En concreto, refirió que mediante la indicación número 15 se reemplaza la palabra “evadido” por “defraudado” en el numeral 4) del mencionado artículo 97. 

Recordó a los señores Senadores que durante la discusión del proyecto de ley el Ministerio Público hizo presente que no existía una definición de “tributo evadido”. Asimismo, resaltó que la norma vigente alude a “tributo eludido”, lo que calificó como un término inductivo a error pues, de acuerdo al desarrollo doctrinario sobre la materia, está lo suficientemente claro que la elusión no es un delito penal.

Mencionó que con la indicación propuesta se busca que el texto final consigne la expresión “tributo defraudado”, dando cabida al actuar doloso, y relevó que este ajuste de texto aporta coherencia normativa en la legislación tributaria. 

Adelantó que las indicaciones números 16 y 17 recogieron lo comentado por el Ministerio Público, así como también del experto penalista que asistió a la comisión, por lo que buscan hacer una precisión en el tipo penal de quien confeccione o facilita documentos tributarios falsos, distinguiendo entre quien los vende o facilita de cualquier forma y quien lo hace, además, para la comisión de delitos tributarios.

Puntualizó que en estas indicaciones se ajustan las penas para que en el primer caso quienes confeccionen, vendan o faciliten documentos tributarios falsos queden sujetos a una pena de presidio menor en su grado medio, bajando en consecuencia la pena de presidio menor en su grado máximo a medio con el fin de que no quede más perjudicial que el tipo penal más grave que tiene la legislación tributaria, que dice relación con aquel que contabilice una factura falsa. 

Sobre la indicación número 17, también anticipó que comprende el supuesto de que aquel que facilita facturas falsas para la comisión de delitos tributarios queda sujeto a la pena de presidio menor en su grado máximo.

Advirtió que ambas penas que estaban aprobadas en el primer trámite constitucional de la presente iniciativa legal se reducen en un grado para efectos de coherencia y que sean penas proporcionales a las demás disposiciones que tienen una arista penal.

Finalmente, en lo que concierne a la última indicación al artículo 97 del Código Tributario, refirió que la indicación número 18 tiene que ver con lo que advirtieron algunas plataformas virtuales, pues al haberse planteado la necesidad de igualar la clausura de quien vulnere las normas tributarias, y se esté vendiendo de forma virtual, se debió precisar que al momento de suspender la emisión de los giros o a sancionar no se proceda a sancionar toda la plataforma, considerando que permite a muchas personas que comercien en ella, sino que se sancione solamente al contribuyente que a través de la plataforma vulneró la norma tributaria. 

Informó que el tenor de esta última indicación es sustituir la frase “o de la plataforma virtual” por “el sitio de internet o del sitio dentro de la plataforma virtual”, precisando de esta forma a quién se sanciona. 

El Honorable Senador señor Kast hizo presente respecto de la indicación número 18 que, con el fin de no cerrar toda la plataforma, se clausura solamente el sitio dentro de la plataforma asociado al vendedor. 

En lo que se refiere a la indicación número 15 propiamente tal, el Honorable Senador señor Lagos señaló que, según entiende, el término “evadido” no se encuentra definido en la legislación, por lo que sería más correcto hablar de tributo “defraudado”:

El señor Riquelme respondió afirmativamente. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó si en alguna otra parte del Código Tributario es utilizado el término “evadido”.

El señor Riquelme respondió que en general se habla de impuesto defraudado, considerando que el concepto de “evadido” no está recogido en la legislación, sino que es una construcción doctrinaria. 

El Honorable Senador señor Coloma manifestó mantener dudas sobre el ajuste propuesto, ya que pareciera que conceptualmente la expresión “defraudado” apunta a algo distinto.

El Honorable Senador señor Kast opinó que la palabra “evadido” es un término ambiguo, por lo que hablar de defraudar permite documentar que efectivamente hay un tributo específico que no se pagó. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si hay una relación de género-especie y cuál de los términos aludidos es el género y cuál es la especie. Advirtió que con el ajuste propuesto habrá que probar que existió fraude. 

El señor Riquelme acotó que esa conducta supone actuar de manera dolosa. 

El Honorable Senador señor García hizo presente que la norma vigente habla de “tributo eludido”, no obstante, se propuso cambiar esa parte por “tributo evadido” y que la presente indicación ahora busca sustituirlo por la expresión “tributo defraudado”. 

Opinó que en el entendido de que hay un esfuerzo de arribar a un texto más preciso, sería bueno para la historia de la ley poder hacer las diferencias conceptuales de uno y otro término. 

El Honorable Senador señor Insulza expresó que, según entiende, el término “defraudado” sería más específico. Por lo anterior, se mostró partidario de aprobar la indicación en los términos propuestos.  

El señor Riquelme reiteró que es importante en la opinión del Ejecutivo cambiar el concepto “eludido”, ya que la elusión es un ilícito civil, no penal. Apuntó que, de acuerdo a razones históricas, cuando se redactó el Código Tributario no había una diferenciación tan clara entre elusión y evasión. Asimismo, apeló a la importancia de que el Código Tributario tenga cierta coherencia normativa. 

Reiteró que la propuesta inicial del proyecto de ley fue cambiar la expresión “tributo eludido” por “tributo evadido”, no obstante, hizo presente que en su exposición el Fiscal Nacional, así como también el Jefe de su Unidad de Delitos Económicos, advirtieron que existe un nulo desarrollo jurisprudencial dentro de la lógica de la persecución penal, de la palabra “evadido”. 

Apuntó que producto del trabajo en conjunto con el Ministerio Público se buscó dónde existía un mayor desarrollo jurisprudencial, considerando la necesidad de que se encuentre presente el actuar doloso, y se arribó al término “defraudado”. Señaló que esta expresión equivale a un delito tributario y, por lo tanto, desde un punto de vista doctrinal, es asimilable a evasión. 

Insistió en que para no abrir ningún espacio de interpretación lo mejor es que se ocupe el concepto “defraudado”. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si podría llegar a ser posible que alguien sostenga en algún juicio que, al mediar el ajuste de texto propuesto, la persona no defraudó, pero sí llegó a eludir y, en ese contexto, librarse del pago de una multa. 

El señor Riquelme respondió que aquello no sería posible, toda vez que el cambio propuesto tiene implicancias para efectos de la aplicación la multa, la que podrá ascender hasta el trescientos por ciento del valor del tributo, sin que se esté alterando el tipo penal.

El Honorable Senador señor Insulza opinó que el tipo penal en cuestión, que por lo demás no está siendo objeto de indicación, es bastante abierto en todo caso, al utilizarse en este numeral 4 del artículo 97 del Código Tributario la frase “o el empleo de otros procedimientos dolosos encaminados a ocultar o desfigurar el verdadero monto de las operaciones realizadas”.

--Puesta en votación la indicación número 15, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

Ordinal iii 

Sustituye el párrafo quinto por el siguiente:

“El que confeccione, venda o facilite, a cualquier título, guías de despacho, facturas, notas de débito, notas de crédito o boletas falsas, con o sin timbre del Servicio, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de hasta 40 unidades tributarias anuales.”.
En el párrafo quinto propuesto en el ordinal iii de la letra a) recayó la indicación número 16, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la palabra “máximo” por “medio”. 
El Honorable Senador señor Kast propuso a los señores Senadores que las indicaciones números 16 y 17 pudiesen ser vistas conjuntamente, pues básicamente buscan hacer coherentes las penas. 

El Honorable Senador señor Coloma señaló que, según entiende, el ajuste propuesto pretende no hacer más gravosa la sanción respecto de unos de los participantes de la ilegalidad tributaria señalada en el artículo 97 del Código Tributario, distinguiendo entre quien confecciona una factura en relación a aquel que la comercializa. 

El señor Riquelme precisó que en el texto actualmente vigente hay un solo párrafo que sanciona la confección, venta o facilitación de documentación tributaria falsa, imponiendo como sanción una pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.

Continuó señalando que lo buscado por el proyecto de ley es dividir el tipo penal en dos, para distinguir entre el que facilite documentación tributaria falsa para la comisión de otro tipo de delitos, como podrían ser aquellos de tipo financiero, de aquel que lo hace para la comisión de delitos tributarios.

Puso de relieve que la misma pena que estaba considerada originalmente se aplica de distinta forma, pues para lo que sería una conducta menos gravosa, es decir, facilitar la documentación tributaria falsa sin que sea para la comisión de delitos tributarios, se establece como sanción la pena de presidio menor en su grado medio, mientras que aquel que incurra en este tipo de conductas para la comisión de delitos tributarios se enfrentará a una pena de presidio menor en su grado máximo. 
Apuntó que esta última sanción es la misma sanción que puede arriesgar aquel que contabiliza las facturas, considerando que la redacción actual del proyecto de ley establece que el que facilitara facturas falsas para la comisión de delitos tributarios queda sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo. Advirtió que, si se compara esa redacción con el párrafo primero del numeral 4 del artículo 97 del Código Tributario, aquel que contabiliza la factura arriesga una pena de presidio menor en sus grados medio a máximo. 

Destacó que en ese escenario aquel que facilita la factura falsa tendría una pena mayor que aquel que la contabilizaba, por lo que mediante las presentes indicaciones se busca arribar a una proporcionalidad de penas entre aquel que facilita la factura falsa y el que contabiliza. 

Precisó igualmente que en el tipo penal no se suben las penas, sino que se hace la distinción de si se facilita la documentación para la comisión de delitos tributarios, o bien, para otros fines. 

El Honorable Senador señor Coloma observó que, de cambiarse el grado máximo a medio, se bajaría un grado la pena en ambos casos. 

El señor Riquelme agregó que en el actual tipo penal sólo se contempla la hipótesis del que vende para permitir la comisión de delitos tributarios, sin considerar el supuesto de que se venda facturas para, a modo de ejemplo, abultar ingresos y con aquello obtener financiamiento. Por lo anterior, precisó que hay un tipo penal que actualmente es de alguna manera vacío, pues una persona podrá eximirse de una sanción penal si argumenta que no emitía facturas falsas para cometer delitos tributarios, sino que con otros fines.

Sustentó sus dichos en que la actual redacción de la norma preceptúa que la confección, venta o facilitamiento de documentación tributaria falsa se haga “con el objeto de cometer o posibilitar la comisión de los delitos descritos en este número”. Observó que, en consecuencia, debía probarse que se confeccionó, vendió o facilitó documentación falsa, pero además que se hizo con el objeto para que otro cometería algún delito tributario, cuestión que pasa a corregirse en el proyecto de ley. 

El Honorable Senador señor Lagos destacó que las indicaciones propuestas no solamente hacen un ajuste en la proporcionalidad de las penas, sino que también se considera ampliar el tipo penal para incorporar otras conductas que actualmente no estaban siendo sancionadas. 

--Puesta en votación la indicación número 16, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos. Con la misma votación fue aprobada la indicación número 17.
Ordinal iv
Agrega, a continuación del párrafo quinto, el siguiente párrafo sexto, nuevo: 

“El que incurra en alguna de las conductas señaladas en el párrafo anterior para cometer o posibilitar la comisión de los delitos de este número, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo y multa de hasta 100 unidades tributarias anuales.”.

En el párrafo sexto propuesto en el ordinal iv de la letra a) recayó la indicación número 17, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir la frase “presidio mayor en su grado mínimo” por “presidio menor en su grado máximo”.
El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 16. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 17 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

Letra d)
Modifica su número 10.
Ordinal ii
Sustituye el párrafo segundo por el siguiente: 

“En el caso de las infracciones señaladas en el párrafo primero, éstas además deberán ser sancionadas con clausura de hasta veinte días de la oficina, estudio, establecimiento, sucursal, medio de transporte, maquinaria o similar en que se haya cometido la infracción, o de la plataforma virtual o digital a través de la cual el contribuyente realiza el ejercicio de la actividad comercial. Asimismo, no se autorizará ni se permitirá la emisión al contribuyente de documentos tributarios. En caso de reiteración de infracciones, de acuerdo al párrafo tercero, el Director podrá solicitar la suspensión del dominio web o suspender el acceso al proveedor de pago o similar por el periodo que dure la clausura.”.
En el ordinal ii) de la letra d) recayó la indicación número 18, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir la frase “o de la plataforma virtual” por “el sitio en internet o del sitio dentro de la plataforma virtual”.
El Honorable Senador señor Kast recordó que la indicación número 18 busca corregir la redacción inicial que generaba el problema de que por cometer algún tipo de infracción se podía eventualmente cancelar la plataforma completa, lo que calificó como absurdo, pues no todos los usuarios de la misma son responsables de esa infracción, de manera tal que se pretende sancionar solamente al culpable. 

El Honorable Senador señor Coloma, apuntó que antes se estaba considerando cerrar la plataforma virtual y que mediante la presente indicación se propone que el cierre sea del sitio en internet o del sitio dentro de la plataforma virtual, de manera que se actúe de una manera más específica.

El señor Riquelme acotó que apunta al comercio dentro de la plataforma virtual. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si en la práctica podrá funcionar de manera adecuada la clausura de un sitio dentro de una plataforma virtual, como se está planteando. Comentó que, según recuerda, hacer este tipo de cierres no es fácil. 

El Honorable Senador señor Kast precisó que la clausura que contempla el texto del proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado es de hasta veinte días. 

El Honorable Senador señor Lagos refirió que la presente discusión sobre el acceso a las plataformas le recordó al debate suscitado con ocasión de los multifondos y la posibilidad de cambiarse de fondos según las recomendaciones que se hacían en un sitio web. 

Consultó sobre qué mecanismos existen si, generado un cierre de algún sitio web, puede una persona igualmente valerse de otra plataforma que está funcionando en el extranjero. 

El señor Director (S) hizo presente que estas plataformas virtuales venden productos de terceros, por lo que si tiene que ser clausurada y sigue operando, para el SII no será difícil darse cuenta de que sigue en funcionamiento, por lo que podrá sancionar igualmente. Mencionó que se trata de contribuyentes ubicados en Chile, no en el exterior. 

El Honorable Senador señor Coloma replicó que algunas de las plataformas son internacionales. 

El Honorable Senador señor Lagos preguntó sobre cómo se puede impedir que alguien llegue a utilizar su tarjeta de crédito chilena en estas plataformas.

El señor Director (S) insistió que lo relevante no es sólo la prohibición, ya que si está impedido por la clausura pero igualmente está operando, el Servicio podrá sancionar al contribuyente. 

Apuntó que se está pensando en empresas instaladas en Chile, como podría ser por ejemplo Mercado Libre y que, por tanto, venden dentro del territorio nacional. 

El señor Riquelme manifestó que la norma sanciona la no emisión de documentos tributarios, por lo que por regla general se está pensando en contribuyentes dentro de la jurisdicción nacional. Además, precisó que se están considerando aquellas plataformas que permiten a través de la misma comercializar bienes por terceros. 

Informó que se ha estado trabajando al respecto con las distintas plataformas, por lo que están al tanto que la notificación respectiva es enviada al comercio, así como también a la plataforma donde opera, siendo completamente posible que el administrador de dicha plataforma proceda a inhabilitar al comercio respectivo. 

Por lo anterior, resaltó que producto del trabajo mancomunado con las plataformas se hace posible una mejor comunicación entre el Servicio y aquellas respecto a posibles incumplidores. Agregó que dentro de las políticas de uso de estas plataformas se exige dar cumplimiento a la normativa de la legislación local. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó si existe alguna norma que se haga cargo de las plataformas internacionales. Observó que, si desde el extranjero hay recomendaciones para hacer ciertos negocios que suponen una transferencia de dinero al exterior, cabe preguntarse si hay una disposición dentro del presente proyecto de ley que aborde dicha problemática y también de la trazabilidad de las plataformas que no están en Chile, pero que reciben recursos desde Chile. 

El señor Riquelme informó que lo que sí se está regulando respecto de plataformas extranjeras en la presente iniciativa legal es la compra en esas plataformas, pues desde el punto de vista tributario existe un interés fiscal.

Adelantó que en el artículo 3 del proyecto de ley, que introduce modificaciones en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda, se busca que las compras en las plataformas internacionales estén gravadas con IVA, debiendo la respectiva plataforma inscribirse en un sistema simplificado en Chile para pagar el IVA y, en caso que aquello no ocurra, el Servicio estará facultado para decretar que el monto del impuesto sea recargado en la tarjeta de crédito de la persona. 

Acotó que con este mecanismo se puede contralar las operaciones de los no residentes.

El señor Ministro señaló que en la comparación con otras situaciones donde hay plataformas que por alguna razón se quisieran bloquear, en este caso en particular se trata de plataformas a través de las cuales se hacen pagos, por lo que para concretar esos pagos se deben usar medios de pago que operen digitalmente, que básicamente son tarjetas o transferencias. 

Puntualizó que en la medida que se puedan bloquear los respectivos medios de pago resulta más viable inutilizar una plataforma, o bien, seguir investigándola. 

El Honorable Senador señor Coloma replicó que las páginas que proporcionan recomendaciones económicas sí tienen incidencia económica.

Observó que hay un tremendo desafío asociado al uso de las plataformas extranjeras que amerita revisarse. 

El Honorable Senador señor Lagos declaró compartir el criterio del Ejecutivo en esta materia. Asimismo, opinó que las dudas que se han generado respecto a las plataformas extranjeras exceden con creces lo regulado en el presente proyecto de ley. 

--Puesta en votación la indicación número 18, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

Letra f)

Modifica el numeral 17° en el sentido que indica.

Ordinal i)

Agrega en el párrafo primero, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “En caso de que los bienes movilizados o trasladados no hayan cumplido las exigencias legales relativas a la declaración y pago de los impuestos que graven su producción o comercio sean falsos o se trate de bienes cuya comercialización se encuentra prohibida, la multa será del 20% al 300% de una unidad tributaria anual.”.

En el ordinal i) de la letra f) recayó la indicación número 24H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarlo por el siguiente:
“i. Agrégase, en el párrafo primero, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Si la movilización o traslado a que se refiere el presente párrafo se realizare a sabiendas o debiendo saber que no se han cumplido las exigencias legales relativas a la declaración y pago de impuestos que graven la producción o comercio, o que los bienes movilizados o trasladados son falsos o de comercialización prohibida, la multa será del 20% al 300% de una unidad tributaria anual.”.

El señor Riquelme señaló que la indicación número 24H recae sobre el artículo 97 del Código Tributario, respecto del cual se solicitó precisar el tipo penal por parte de los operadores logísticos, en el sentido de que ellos no tienen cómo saber, necesariamente, si una carga es falsa más allá de que en algunos casos eso sea evidente.

Explicó que la indicación número 24H agrega respecto de la sanción para quien movilice o traslade bienes a sabiendas o debiendo saber que no se han cumplido las exigencias legales relativas a la declaración y pago de impuestos que graven la producción o comercio.

Detalló que lo anterior significa que si quien traslada mercaderías no tenía cómo saber que los bienes eran falsos, resulta difícil poder sancionarlo, puesto que no se cumpliría con el tipo penal. 

Sin embargo, hizo presente que si alguien está internando bienes por un paso no habilitado no podría escudarse en que no sabía que los bienes no cumplían con las obligaciones tributarias.
Precisó que con el fin de ser capaces de cubrir ambas situaciones, esto es, cuando evidentemente sabe o cuando debiese saber, el ajuste al tipo penal permite a quienes transportan los bienes poder eximirse en aquellos casos en que acrediten que no sabían ni tenían cómo saber que los bienes son falsos, que fue el punto que se hizo presente por parte de los operadores logísticos, que muchas veces no tienen cómo detectar que un bien es falso, salvo casos muy evidentes.
El Honorable Senador señor Coloma recordó que algunas de las instituciones que asistieron a las audiencias que se efectuaron durante la tramitación en general de esta iniciativa legal enviaron oficios, como fue el caso de la Multigremial Nacional, que planteó que la multa que se establece en la disposición es muy baja e incluso menor que una multa laboral. Al respecto preguntó la opinión del Ejecutivo.

El señor Riquelme refirió que el actual tipo penal no incluye a la persona que esté haciendo el traslado, de modo que actualmente la multa se fija entre el 10% y el 200%, y se sube del 20% al 300% y se agrega que no se hayan cumplido con las exigencias legales.

Declaró que lo más sustancial no es solamente el aumento de la multa, sino que se procede a la incautación de los bienes. En definitiva, puntualizó que se está sancionando a quien está trasladando, de modo que no se busca imponer una multa tan alta si lo importante es detener los bienes que no han cumplido con las exigencias legales.

Puso énfasis en que el cambio sustancial no es la multa que se impone, sino que facultar la incautación de los bienes que algo que actualmente no existe, toda vez que lo que habitualmente ocurre es que al camión que se detecta en esta situación se le pide que se devuelva al lugar de origen, cosa que hace el Servicio de Impuestos Internos.

Recalcó que el cambio real es que, en estos casos, cuando se detecte se procederá a la incautación de los bienes, que es la sanción real, más que el aumento de la multa, punto sobre el cual no hubo indicaciones.

--Puesta en votación la indicación número 24H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Saavedra.

Numeral 33

Agrega, a continuación del artículo 100 bis, los artículos 100 ter, 100 quáter y 100 quinquies, nuevos.

Artículo 100 quáter propuesto

En su inciso tercero se señala que quien solicite que se le otorgue la calidad de denunciante anónimo aportando antecedentes a sabiendas de que éstos son falsos o fraudulentos, será sancionado con las penas de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 15 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las acciones que el denunciado pueda interponer para resarcir los perjuicios causados. En caso de que el sancionado tenga la calidad de denunciante anónimo según lo dispuesto en el inciso anterior, de forma adicional perderá dicha calidad.
En el inciso tercero del artículo 100 quáter propuesto recayó la indicación número 19, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminar la expresión “a sabiendas de que éstos son”.
El señor Riquelme aclaró que la figura del denunciante anónimo opera sólo respecto de delitos tributarios. De igual manera, precisó que las indicaciones propuestas sobre la materia buscan objetivar los casos en que opera, de manera tal de hacerse cargo de las denuncias falsas o dolosas.

El Honorable Senador señor Kast señaló, a propósito de lo comentado por el señor Riquelme, que en la indicación número 19 se elimina un elemento subjetivo de la figura, específicamente la expresión “a sabiendas de que éstos son”. 

El señor Riquelme explicó que el objetivo de esa indicación es que, de aprobarse, no existe ninguna interpretación de que se deba exigir un dolo calificado. 

Respecto a la indicación número 20, refirió que se señala expresamente que quien haga publicidad de su denuncia pierde la calidad de denunciante anónimo, lo que conlleva dos consecuencias. Apuntó que la primera de ellas es que justamente pierde el anonimato, pero también, pierde su derecho de acceder a la recompensa, aun cuando con la información aportada el Servicio hubiese logrado que se condenase al contribuyente. 
Resaltó que lo anterior busca proteger la figura del denunciante anónimo en todo sentido. 

En lo concerniente a la indicación número 21, informó que se establece un mínimo para que proceda la recompensan, acordándose que para que aplique el impuesto defraudado deberá ser superior a 100 unidades tributarias anuales, que coincide con los montos respecto a los cuales el Servicio se querella a todo evento. 

Aclaró que para que se genere la recompensa se hace del todo necesario que las multas aplicadas al contribuyente hayan sido pagadas ante la Tesorería General de la República, pues para que el Fisco pague una determinada recompensa debe haber sido capaz de recaudar previamente. 

Precisó que el monto de la recompensa corresponde al 10% de las multas que se apliquen al contribuyente. 

El Honorable Senador señor Kast señaló que, en resumen, el denunciante anónimo podrá aspirar a una recompensa del 10% de la multa, cuestión que no ocurrirá si hace pública su denuncia o si se encuentra en algún caso de conflicto de interés. Resaltó que estos resguardos evitan efectos perversos entre los actores involucrados. 
El Honorable Senador señor Coloma reconoció mantener dudas sobre la figura del denunciante anónimo, en el entendido de que el hecho de instalar la delación en el sistema jurídico, sin perjuicio que tiene cabida en otros ámbitos del ordenamiento jurídico, para el presente caso tendría la particularidad de ser remunerada.
Hizo presente que cuando se discutió la delación compensada en otra iniciativa legal se debatió sobre la posibilidad de hacerla remunerada, y en su momento se habló que existía abundante legislación comparada que así lo había resuelto, no obstante, advirtió que no son muchos los países que efectivamente lo tienen considerado, pudiendo destacarse el caso de Corea del Sur. Agregó que, según entiende, hay industrias que se dedican justamente a hacer un negocio a partir de esta figura.
Enseguida, citó parte del protocolo de acuerdo sobre el proyecto de ley objeto de estudio, que fue consensuado previo a la votación en general de la iniciativa legal, específicamente aquella parte que dice textualmente lo siguiente: “Revisión de la figura del denunciante anónimo en un contexto exclusivo de delitos tributarios y asociados a crimen organizado”. Sostuvo que en este supuesto especialmente sensible se justifica tener una herramienta adicional como podría ser la figura del denunciante anónimo. 

Advirtió que en la presente propuesta del Ejecutivo mediante las recientes indicaciones se estaría planteando algo distinto, pues se estaría aplicando para delitos tributarios sin estar asociado necesariamente al crimen organizado. 

Mostró preocupación de que la institución propuesta pueda aplicarse respecto a cualquier delito tributario, pues puede generar una cultura asociada a las denuncias. Aprovechó de preguntar qué ocurre cuando una persona formula una denuncia respecto de la empresa en la que trabaja, pero ésta no prospera, por lo que se mostró interesado en saber qué suerte correría el trabajador.
El Honorable Senador señor Kast señaló que en principio estaba de acuerdo con la figura del denunciante anónimo, pero reconoció compartir la preocupación de que se genere una industria con ocasión de la misma y se presente como una oportunidad de negocio.

Manifestó, a propósito de lo dicho por el Senador Coloma sobre la delación compensada, que no se está pensando en alguien que esté involucrado penalmente en el caso y que producto de su cooperación quede excluido de la sanción, sino que más bien se está planteando respecto de una persona indeterminada que llega a tomar conocimiento de una irregularidad y procede a denunciarla. 

El Honorable Senador señor Lagos puso de relieve que la institución del denunciante anónimo existe en varios países de la OCDE, no solamente en Corea del Sur, donde la forma de cautelar que no se genere una industria es sancionando las denuncias frívolas. Relevó que el incentivo de denunciar puede ser recibir una recompensa que, en el caso chileno, sería del 10% de la multa, mientras que en el caso de Estados Unidos el denunciante puede percibir entre el 15% y el 30%.

Precisó que para poder optar a la recompensa es fundamental que la investigación sea exitosa y se compruebe la veracidad de la información aportada.

Por lo anterior, observó que la mejor forma para que una posible industria con ocasión del denunciante anónimo no prospere es que las personas simplemente se porten de manera correcta, pues si así lo hacen, no habrá nada que denunciar.
El señor Ministro informó, con ocasión de las experiencias locales que son similares, que en el caso de la CMF existe la figura del denunciante anónimo con recompensa, donde se ha podido constatar su experiencia en dos dimensiones. Puntualizó que en primer lugar ha sido extremadamente útil como mecanismo, pues una proporción alta de los casos que ha sancionado la CMF ha provenido a través de dicha vía. En segundo término, destacó que no se ha generado una industria asociada a la denuncia, como algunos señores Senadores han hecho presente.
Afirmó que el texto propuesto sobre el particular, tanto aquel aprobado en general por la Sala del Senado, como el que estaría siendo modificado mediante indicaciones, va en la línea de estructurarse conforme a denuncias con antecedentes veraces y comprobables, de un hecho que fue constitutivo de delito tributario. 

En cuanto a la magnitud de la recompensa, destacó que el porcentaje a percibir es respecto de las multas y no respecto del monto defraudado. 

El Director (S) del Servicio de Impuestos Internos, señor Javier Etcheberry, señaló que durante su administración anterior entre los años 1990 y 2002 tuvieron algunas situaciones de denuncio, donde el denunciante era una persona que había salido de la organización o empresa en malos términos. Comentó que una de las formas en que la persona saliente expresaba su enojo era denunciando ciertas irregularidades ante el SII. Agregó que en todos los casos el Servicio fiscalizaba y destacó que varias de las actuaciones más relevantes de la institución contra algunos contribuyentes se produjeron gracias a esas denuncias.  
Con todo, reiteró que la figura de la denuncia durante los 12 años de su anterior administración fue escasa. Por lo anterior, calificó como interesante que exista una remuneración o premio para denunciar, considerando que se trataría de delitos tributarios, los cuales suponen situaciones excepcionales. Al respecto, aseveró que sería una ayuda para el Servicio.

Asimismo, opinó que no logra ver un mal uso de esta figura, sino que al aumentar el número de denuncio provocará que las empresas y personas se cuiden más, pues van a saber que está la posibilidad que los puedan denunciar. En otras palabras, refirió que puede que los denuncios no aumenten tanto, pero sí las conductas de los contribuyentes irán ordenándose, disminuyendo situaciones irregulares.
Por lo anterior, llamó a los señores Senadores a aprobar la propuesta del Ejecutivo en esta materia. 

El Honorable Senador señor García, se refirió al artículo 100 quáter propuesto en el texto aprobado en general por la Sala del Senado, que establece la figura del denunciante anónimo y que ha sido objeto de indicaciones. Expresó que, según entiende, para que entre a operar esta institución debe mediar primeramente una investigación por parte del SII, y no al revés. 

Advirtió que, de ser efectiva esa exigencia, no sería posible que alguna persona, por iniciativa propia, formule una denuncia o impute la comisión de un delito tributario a una empresa. Para sostener aquello dio lectura a la primera parte del inciso primero del artículo 100 quáter propuesto, cuyo tenor es el siguiente: “Tendrán la calidad de denunciantes anónimos las personas naturales que de manera voluntaria y en la forma que establezca el Servicio mediante resolución colaboren con investigaciones de hechos constitutivos de delitos tributarios”.
Apuntó que si quien provoca el inicio de la investigación es el Servicio, de alguna manera puede ser visto como un resguardo para el contribuyente. 

Por lo anterior, solicitó a los representantes del Ejecutivo poder corroborar su interpretación de la norma. 

El Honorable Senador señor Lagos informó que de la lectura del mismo inciso primero del artículo 100 quáter propuesto, sin perjuicio de la parte inicial citada por el Senador García, cuya lectura da a entender que la colaboración requiere de investigaciones en curso, enseguida se preceptúa que su intervención como denunciante anónimo aportando antecedentes sirva “para la detección, constatación o acreditación de éstos [delitos tributarios]”.

Apuntó que la referida redacción permite ponerse en diferentes hipótesis, por lo que se podría detectar una irregularidad tributaria producto de la colaboración o información que una persona llegue a entregar, o bien, que el testimonio del denunciante permita constatar o acreditar hechos constitutivos de delitos tributarios, en caso que ya exista una investigación en curso. 

El señor Riquelme ratificó lo señalado por el Senador Lagos, dando cuenta de que la figura del denunciante anónimo considera también la hipótesis de una persona que tiene antecedentes y que los aporta al Servicio y, en la medida que esos antecedentes sean veraces, comprobables y desconocidos por el SII podrán pasar el primer filtro sobre la idoneidad de la información presentada, desestimando que simples acusaciones puedan atribuirle a una persona la calidad de denunciante anónimo. 
El señor Ministro manifestó que la referencia a una investigación, como hizo presente el Senador García, es relevante para la discusión, pues es un requisito ineludible de la aplicación de la norma. Explicó que sin una investigación por parte del Servicio no puede haber una calidad de denunciante anónimo. Precisó que la calidad de tal viene precisada en el inciso segundo del artículo 100 quáter, al disponer que “la calidad de denunciante anónimo se adquiere a partir de la dictación de la resolución fundada que emita el Servicio en la que se indique el cumplimiento de los requisitos del inciso anterior”.

Resaltó que a su vez la recompensa depende del resultado de la investigación y si los antecedentes que se aportaron fueron o no útiles para dicha investigación.

El Honorable Senador señor Kast precisó que, de acuerdo a las explicaciones previas, un denunciante que todavía no tiene la categoría de denunciante anónimo podría llegar a serlo, proporcionando antecedentes al Servicio y que aquello gatille una investigación, lo que le podrá dar la calidad de denunciante anónimo propiamente tal. Por lo anterior, expresó que la figura no solamente tendría cabida cuando hay una investigación en curso, sino que también se podrán aportar antecedentes para que se genere la referida investigación. 

El señor Ministro hizo hincapié en que sin investigación no hay denunciante anónimo propiamente tal.

Agregó, con ocasión de los comentarios del señor Director (S), que varias de las normas que se están considerando en el proyecto de ley pueden desalentar la formulación de denuncias frívolas, pues las sanciones por la entrega de información falsa son bien significativas, lo que ayuda a balancear bien los incentivos y las sanciones en esta materia. 

El Honorable Senador señor Coloma insistió en despejar la duda sobre si la figura del denunciante anónimo está vinculada sólo a delitos tributarios asociados a crimen organizado. Por lo anterior preguntó si podrá aplicarse respecto a cualquier delito tributario. 

De igual manera, reiteró sus reparos sobre la manera de regular esta figura y los riesgos de que igualmente se genere una industria o cultura de denuncias con ocasión de ella.
El Honorable Senador señor Lagos acotó que la lógica del sistema del denunciante anónimo, de operar solamente cuando existen procedimientos iniciados, acota considerablemente las posibilidades del éxito de la figura. 

La Honorable Senadora señora Allende llamó a tener en cuenta la experiencia de la CMF con ocasión de la aplicación de esta figura, por lo que sostuvo que sería relevante para la presente discusión tener a la vista los casos previos en que ha operado. De igual manera, no se mostró partidaria de restringir su aplicación una vez que esté iniciada la investigación por parte del Servicio, ya que se estarían perdiendo muchas posibilidades para perseguir eventuales delitos tributarios.

La Honorable Senadora señora Allende y el Honorable Senador señor Lagos anunciaron que votarían favorablemente, tanto la indicación número 19, como las indicaciones números 20, 21 y 22. 

El Honorable Senador señor Coloma manifestó su abstención respecto a las indicaciones 19, 20, 21 y 22. Afirmó que, dado que la aplicación del denunciante anónimo no se limita únicamente a delitos tributarios asociados a crimen organizado, según entendió del tenor literal del protocolo de acuerdo de la presente iniciativa legal, prefería abstenerse.

El Honorable Senador señor García señaló que votaría favorablemente las indicaciones números 19, 20, 21 y 22. Con todo, compartió las inquietudes del Senador Coloma respecto al tenor de lo acordado en el referido protocolo. Agregó que, tal como advirtió el señor Senador, no habría un apego irrestricto a lo fijado en dicho documento, el cual dispone lo siguiente: “Revisión de la figura del denunciante anónimo en un contexto exclusivo de delitos tributarios y asociados a crimen organizado.”.

El Honorable Senador señor Kast también comunicó su intención de votar a favor las indicaciones números 19, 20, 21 y 22. Observó que, sin perjuicio de lo comentado por los Senadores señores Coloma y García, en su opinión resultaba positivo el diseño propuesto en las indicaciones objeto de votación.
--Puesta en votación la indicación número 19, fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Allende y señores García, Kast y Lagos. Se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma. Con la misma votación se aprobaron las indicaciones números 20, 21 y 22. 
o o o o o

La indicación número 20, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega el siguiente inciso final, nuevo: 

“Perderá la calidad de denunciante anónimo aquel que, habiéndose otorgado la resolución señalada en el inciso segundo, renuncie al anonimato o haga publicidad de la denuncia.”.
El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 19. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 20 fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Allende y señores García, Kast y Lagos. Se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.

o o o o o

Artículo 100 quinquies propuesto
En su inciso primero se señala que en aquellos casos que producto de la información proporcionada se imponga judicialmente al imputado o infractor la obligación de pagar un monto de dinero por concepto de multa no inferior al mínimo que establece el delito, ya sea en el proceso penal o en un procedimiento bajo el artículo 161, con ocasión de haberse ejercido la opción del inciso tercero del artículo 162, el denunciante anónimo tendrá derecho a recibir el 10% de la multa que se aplique como consecuencia de la investigación y procedimiento en los cuales colaboró.

En el inciso primero del artículo 100 quinquies propuesto recayó la indicación número 21, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Para la procedencia de la retribución establecida en el presente artículo el impuesto defraudado deberá ser superior a 100 unidades tributarias anuales.”.
El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 19. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 21 fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Allende y señores García, Kast y Lagos. Se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.

o o o o o

La indicación número 22, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo: 

“No tendrán derecho a la retribución establecida en el presente artículo aquellos denunciantes que hubieran renunciado al anonimato o que hubieran efectuado publicidad de la denuncia regulada en el artículo anterior.”. 
--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 22 fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Allende y señores García, Kast y Lagos. Se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.

o o o o o

o o o o o

La indicación número 23, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del numeral 33, el siguiente numeral, nuevo:
“…. Agrégase el siguiente artículo 100 sexies, nuevo:

“Artículo 100 sexies.- Los contribuyentes que tomen conocimiento de la existencia de diferencias de impuestos que podrían fundarse en hechos constitutivos de delitos tributarios, podrán efectuar una autodenuncia ante la Dirección Nacional, siempre que cumplan los siguientes requisitos: 

1. Acompañar una propuesta de las declaraciones de impuesto que corresponda rectificar, las que podrán incluir exclusivamente los tres años tributarios anteriores a aquel en que se realiza la solicitud. 

2. No encontrarse, al momento de presentar la solicitud, bajo un procedimiento de fiscalización por los mismos impuestos contenidos en su autodenuncia. 

3. No haber sido condenado por delitos tributarios, incluyendo las sentencias bajo el procedimiento del número 10 del artículo 161.  

4. No haber solicitado con anterioridad la aplicación del presente artículo. 

Aprobada por la Dirección Nacional la autodenuncia del contribuyente se determinarán las diferencias de impuestos y dictarán los giros que correspondan. En estos casos el contribuyente no será objeto de denuncia o querella en los términos del artículo 162 ni del procedimiento del número 10 del artículo 161. 

En ningún caso las diferencias de impuesto determinadas conforme a este artículo podrán ser objeto de condonación respecto de los intereses y multas que correspondan. Sí podrá accederse a un convenio de pago ante el Servicio de Tesorerías.

Los giros emitidos por aplicación del presente artículo no serán objeto de recursos administrativos ni de la reclamación contenida en el artículo 124.

Lo dispuesto en el presente artículo no obsta a la posibilidad de rectificar declaraciones en la medida que no se funden en hechos constitutivos de delitos tributarios.”.”.
El señor Riquelme informó a los señores Senadores que la figura de la autodenuncia es un instrumento que surge a partir de la mesa de asesores, que permite al contribuyente bajo determinados casos autodenunciarse, al detectar que cometió delitos tributarios por lo que, antes de que actúe la administración tributaria, reconoce la irregularidad ante SII. Precisó que la consecuencia de esto es que seguirá con la obligación de pagar los impuestos adeudados, sin que se le permita optar a una condonación de intereses o a eximirse del pago de las multas, sin perjuicio que podrá acceder a un convenio de pago ante el Servicio de Tesorerías. 

Resaltó que no hay un beneficio tributario asociado a la autodenuncia, pues de lo contrario se estaría creando un incentivo a cometer delitos. Asimismo, puntualizó que esta figura tampoco puede operar si el Servicio ya ha iniciado un proceso de fiscalización. 

Acotó que esta institución se encuentra más desarrollada dentro de Estados Unidos, pero reconociendo ciertas limitaciones para que pueda operar.
El Honorable Senador señor Lagos preguntó sobre qué es lo que se exime particularmente al contribuyente al autodenunciarse.

El señor Riquelme contestó que se exime de la querella y la sanción penal. Dicho lo anterior, relevó que el uso de esta figura puede hacerse por una sola vez por parte del contribuyente, pues de lo contrario cada cierto tiempo una persona podría estar cometiendo delitos tributarios y después buscar la posibilidad de regularizar su situación. 

A continuación, dio cuenta de los requisitos que se deben cumplir para que aplique esta herramienta, los cuales se encuentra dentro del inciso primero del artículo 100 sexies propuesto en la indicación número 23, estos son: 1) Acompañar una propuesta de las declaraciones de impuesto que corresponda rectificar; 2) No encontrarse, al momento de presentar la solicitud, bajo un procedimiento de fiscalización; 3) No haber sido condenado por delitos tributarios, y 4) No haber solicitado con anterioridad la aplicación del mismo artículo. 

Expresó que la solicitud de autodenuncia deberá ser aprobada por la Dirección Nacional y, de ser ese el caso, no se presenta denuncia o querella contra el contribuyente ante el Ministerio Público. 

Reiteró que de acuerdo al inciso tercero del artículo 100 sexies propuesto se establece que en ningún caso las diferencias de impuestos determinadas conforme a dicho artículo podrán ser objeto de condonación de intereses ni multas, pero sí podrá accederse a un convenio de pago ante el Servicio de Tesorerías. 

El Honorable Senador señor Kast preguntó sobre la razón de que el contribuyente pueda autodenunciarse sólo una vez, siendo que en la práctica no se percibe ningún beneficio tributario. Apuntó que si lo que se está buscando es maximizar la recaudación, si una persona quiere volver a autodenunciarse no podrá hacerlo, considerando que, de ser ese el caso, facilitaría el trabajo del SII. Observó que, aun cuando llegase a considerarse que puede hacer uso de la autodenuncia después de cierta cantidad de años, la posibilidad de que el contribuyente pueda ser objeto de una pena de cárcel estará siempre presente.

El Honorable Senador señor Coloma relevó que la figura en cuestión es del todo interesante y bien intencionada. 

Opinó que actualmente podría pensarse que desde la perspectiva del contribuyente, ante la presencia de la comisión de posibles delitos tributarios, el incentivo es el de guardar reserva y no hacer nada, en cambio, en caso de autodenunciarse según el esquema propuesto, sumado a que se pagan todas las sumas que corresponden, el SII no tiene que realizar un mayor desgaste de recursos en iniciar una persecución.

Enseguida, mostró extrañeza con que se puede utilizar por una sola vez esta herramienta, por lo que planteó que podía resultar razonable establecer una cierta cantidad de años para que nuevamente el contribuyente tenga la opción de autodenunciarse. 

El Honorable Senador señor Lagos señaló que, según entiende, actualmente el SII no está obligado a querellarse a todo evento. Expresó que la herramienta propuesta es sumamente interesante pues, en primer término, permite al contribuyente eximirse de las sanciones penales si todavía no está iniciado un procedimiento de fiscalización en su contra y siempre que no sea reincidente, sin perjuicio que igualmente deberá responder por las multas e intereses generados. 

Dicho lo anterior, manifestó tener una postura diferente a la formulada por el Senador Coloma, al relevar que hay un riesgo moral grande si se quisiera extender su aplicación. Sostuvo que lo correcto es que las personas paguen sus impuestos como corresponde y si se empiezan a generar ciertas prácticas más masivas orientadas, por ejemplo, a una planificación tributaria más agresiva, el hecho que el Servicio ejerza potestades sancionatorias puede incidir en que otros contribuyentes busquen regularizar su propia situación tributaria. 

Afirmó que, en su opinión, la herramienta propuesta debiese utilizarse por una sola vez, pues si con el ordenamiento jurídico actual ya existen contribuyentes dispuestos a cometer irregularidades, con mayor razón lo harán si el sistema tributario le permite autodenunciarse más de una vez. 

El Honorable Senador señor Insulza declaró ser partidario de contar con una norma como la propuesta, con todo, advirtió que en el enunciado del artículo hay casi que una presunción de buena fe, al señalar que “los contribuyentes que tomen conocimiento de la existencia de diferencias de impuestos que podrían fundarse en hechos constitutivos de delitos tributarios…”. Estimó que en atención a esa redacción propuesta, restringir la posibilidad de autodenunciarse por una sola vez, no parecía acertado.

Pidió poder fijar un plazo en que no pueda volver a invocar esta herramienta, pudiendo ser, a modo de ejemplo, de cinco años. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó sobre la aprobación de la Dirección Nacional que se considera en la redacción del artículo 100 sexies propuesto. Opinó que si los requisitos se cumplen la Dirección Nacional derechamente debiese aprobar la autodenuncia.

Advirtió que pareciera que ante una misma situación a un contribuyente le podrían aprobar su solicitud de autodenuncia y a otro no. Por lo anterior, sugirió poder evaluar una redacción diferente. 

El señor Director (S) refirió que el delito tributario es un caso muy excepcional, pensado en contribuyentes que han realizado maniobras dolosas y en forma sistemática, incluso por ciertos valores. 

Relevó que en términos porcentuales, son muy pocos los casos. Por lo anterior, manifestó que si se piensa que la herramienta en cuestión puede ser una oportunidad para recaudar más, lo cierto es que en forma directa la recaudación es reducida. 

Estimó que más bien importaban las fuerzas de las sanciones y el hecho que se contemplen penas de cárcel, lo que significa, por una parte, una mayor recaudación indirecta, pues gran parte de la recaudación en Chile es con ocasión de la autodeclaración que hacen las personas.

Hizo presente que hay un segundo elemento a destacar del delito tributario, el cual dice relación con que en general los que comenten otros delitos, como podrían ser las coimas reiteradas o el tráfico de drogas, al mediar lucro, sistemáticamente no se pagan los impuestos, y, por tanto, el SII puede querellarse por la comisión de un delito tributario.

Por lo anterior, observó que le parece correcto la redacción de la indicación, pues permite que una persona que incurra en un delito tributario tenga la opción de autodenunciarse. Con todo, llamó a ser cuidadosos pues si se encuentra una organización mafiosa que está dedicada a la comisión de estos delitos, si el Servicio empieza a fiscalizar a uno, no debiese acontecer que el resto empiece a autodenunciarse para evitar la cárcel.

El Honorable Senador señor Coloma expresó, escuchando la intervención del señor Director (S), que podían identificarse dos situaciones distintas, siendo una la hipótesis antes descrita sobre las organizaciones criminales y querer librarse de una sanción penal. Apuntó que una cuestión diferente es que la Dirección Nacional, cumplido los requisitos de la autodenuncia, proceda a aprobarla, lo que no se da a entender con la redacción propuesta.

Instó a buscar una redacción que permita tomar los resguardos necesarios ante la situación descrita por el señor Director (S), pero también se tomen las correspondientes precauciones para que no existan criterios distintos por parte de la Dirección Nacional frente a las solicitudes de autodenuncia que se le presenten. Acotó además que se abre la posibilidad que se judicialicen estos temas de mediar criterios distintos por parte de la Dirección Nacional.  

El señor Director (S) contestó que el SII en estos casos suele fijar criterios a nivel nacional, por lo que si hay alguien que se está autodenunciando porque está relacionado con otro sujeto fiscalizado que forma parte de una organización criminal por ejemplo, no se le debiese dar el beneficio, pero si se está frente a otros casos la respuesta podrá ser favorable. 

Por lo anterior, relevó que se trata de materia que en la práctica siempre han sido reguladas por parte de la Dirección Nacional, para así evitar ciertas situaciones arbitrarias.

El Honorable Senador señor García expresó que a su juicio la Dirección Nacional debiese limitarse a verificar el cumplimiento de los requisitos fijados en la ley para que opere la autodenuncia, por lo que no debiese invocar algún argumento de otra naturaleza para no acceder a dicha solicitud. 

Luego, preguntó sobre cómo se compatibiliza el presente instrumento con la figura del denunciante anónimo. Preguntó sobre qué ocurriría si una persona, en conocimiento de que alguien lo denunció, procede a autodenunciarse. Estimó que aquello no debiese ser posible pues, según los requisitos señalados en el inciso primero del artículo 100 sexies propuesto, se señala que el contribuyente no debe encontrarse, al momento de presentar la solicitud, bajo un procedimiento de fiscalización.

El señor Riquelme explicó que la justificación que la solicitud de autodenuncia esté sujeta a la aprobación de la Dirección Nacional es porque debe conversar con las otras instituciones que se están creando, donde una de ellas es la de la colaboración sustancial. Afirmó que la Dirección Nacional debiese verificar si, ante la presentación, por ejemplo, de diez solicitudes de autodenuncia, lo que más bien parece ser es la existencia de una red para la comisión de delitos tributarios, por lo que debiese primer en ese caso es la norma alusiva a la colaboración sustancial, donde se busca eximir de la interposición de una acción penal al que colabora en el esclarecimiento de los hechos y ayuda a detectar a los demás responsables de la comisión del delito.

Por lo anterior, enfatizó que la figura propuesta no puede ser la puerta de salida para que, detectado un caso, el resto de los integrantes de una red dedicada a la comisión de delitos tributarios, se autodenuncie para evitar una sanción penal.

Hizo hincapié que ante la necesidad que las distintas normas conversen es que se justifica contar con la aprobación de la Dirección Nacional, pues de lo contrario se tendría que redactar el artículo en cuestión con una serie de excepciones. 

En respuestas a los cuestionamientos de que se considere esta herramienta por una sola vez, concordó con lo dicho por el Senador Lagos de que es una única oportunidad para hacer bien las cosas. Planteó que de lo contrario sería difícil fijar un criterio de cierta cantidad de años o si se podrá hacer un mayor o menor reproche si una persona llega a autodenunciarse dos, cinco o diez veces. Relató que en la mesa de trabajo se habló de esta figura, pero se entendió que podía tener sentido en la medida que se permitiera una sola vez, sumado a que sólo está pensado para delitos tributarios.

Finalmente, destacó que el último inciso del artículo 100 sexies preceptúa que lo dispuesto en dicho artículo no obsta a la posibilidad del contribuyente de rectificar sus declaraciones en la medida que no se funden en hechos constitutivos de delitos tributarios.

El Honorable Senador señor Coloma precisó que se trata de casos que podrían fundarse en hechos constitutivos de delitos. Recordó que hace varios años atrás en Chile era delito comprar dólares y en otras oportunidades no. Advirtió, con ocasión de ese ejemplo, que hubo diversas materias que iban evolucionando y que en alguna oportunidad se suponían como bien hechas y en un momento posterior se entendían como conductas delictuales. 

Dicho lo anterior, expresó que la redacción de la indicación número 23 requiere de cierta precisión, para así distinguir que no hay espacio para que una organización criminal pueda ocupar la figura de la autodenuncia.

Destacó que también hay otra situación que considerar, que es el caso en que una persona se autodenuncie y no califique según el parecer de la Dirección Nacional, viéndose expuesto a pagar los impuestos, intereses y multas correspondientes, sumado al riesgo de que se le imponga una sanción penal.

Por lo anterior, insistió en la importancia que la Dirección Nacional debe entregar la autorización una vez cumplido los requisitos que establece la norma.

El Honorable Senador señor Kast expresó que, de acuerdo a lo descrito por el Senador Coloma, puede ocurrir que el Servicio no acepte la autodenuncia de un contribuyente y lo persiga penalmente. 

El Honorable Senador señor Lagos refirió que nadie se va a autodenunciar en un esquema si el resultado es del todo incierto. Por lo anterior, opinó que sería bueno entregar algunos bordes adicionales a la figura.

El señor Director (S) insistió que se tratan de casos muy graves al hablar de delitos tributarios, por lo que sugirió que las instrucciones sobre la materia se hagan mediante una circular, aclarando en qué casos procede y cuando no es posible entregar la aprobación. 

La señora Subsecretaria hizo presente que cuando se discutió esta herramienta en la mesa de trabajo no se pensó en una persona perteneciente a una red criminal, sino que una persona que excepcionalmente comete, por distintas razones o desconocimiento de la normativa, un acto constitutivo de delito y decide autodenunciarse, por lo que insistió que nunca se consideró en su diseño que podía ser un mecanismo a través del cual dar cuenta de una red criminal. 

De igual manera, adelantó que de concretarse una nueva presentación de indicaciones, se está evaluando que sea el Comité Ejecutivo el que apruebe la solicitud formulada por el contribuyente en virtud del artículo 100 sexies.  

El Honorable Senador señor Insulza, mostró interés en saber qué ocurre si una persona presentó una solicitud de autodenuncia y le informan que no hay irregularidad alguna de acuerdo a los antecedentes tenidos a la vista. Advirtió que el cuarto requisito que establece el artículo 100 sexies propuesto es el de no haber solicitado con anterioridad la aplicación de dicho artículo, lo que llevaría a concluir que, sin que haya sido aceptada su solicitud, no podrá autodenunciarse nunca más. 

El Honorable Senador señor Kast instó a que se pueda considerar un posible ajuste de redacción de la indicación, sin perjuicio que pareciera que todos los señores Senadores están de acuerdo con el espíritu perseguido en la misma.
En sesión posterior, el señor Ministro recordó que, respecto de la indicación que se discute se plantearon inquietudes en cuanto a los requisitos para hacer la autodenuncia, teniendo en cuenta que el texto propuesto utiliza la expresión “No haber solicitado con anterioridad”, para poder hacer la autodenuncia por una parte y, por otra, se plantearon dudas acerca de los criterios para acoger la autodenuncia. En ese sentido señaló que el Ejecutivo ha trabajado en propuestas para incorporar en dicha disposición.
La señora Subsecretaria explicó que en el punto 4. donde se establece “No haber solicitado con anterioridad la aplicación del presente artículo.”, se sugiere modificar la redacción y disponer en su lugar “No haber sido solicitado y aceptado con anterioridad a la aplicación del presente artículo”, a propósito de las intervenciones de los Senadores acerca de la indicación que se discute.

Agregó que, en el siguiente, sobre la aprobación de la autodenuncia por parte de la Dirección Nacional, el Ejecutivo, a través de la indicación número 12H referida al Comité Ejecutivo propone incluir, dentro de las materias que deberá resolver dicho Comité, aprobar la solicitud presentada por el contribuyente en virtud del artículo 100 sexies.
Hizo presente que, como se verá más adelante, el Comité Ejecutivo estará conformado por el Director del Servicio de Impuestos Internos, el Subdirector Normativo, el Subdirector Jurídico y el Subdirector de Fiscalización.

El Honorable Senador señor Coloma observó que, efectivamente, exigir no haber hecho la solicitud con anterioridad generaba un impedimento de poder volver a hacerla, más allá de que se hubiera aceptado o no, queda resuelto de buena manera en su opinión, sin perjuicio de que se mantiene el criterio respecto de que puede hacerse una sola vez.
Puntualizó que se le entrega a la resolución que autoriza una institucionalidad más acorde al proyecto

El Honorable Senador señor García acotó que debiera simplemente señalarse “no haberse aceptado con anterioridad la aplicación de este artículo.”.
Asimismo, consultó si frente a un denunciante anónimo procedería coetáneamente la autodenuncia. 

El señor Riquelme respondió que el espacio de tiempo que podría darse para realizar una autodenuncia entre que se efectúa una denuncia anónima y se inicia la fiscalización es muy breve.

El Honorable Senador señor Kast acotó que si hay una denuncia anónima se iniciará una fiscalización en un muy breve plazo, de tal manera que la autodenuncia no tendría lugar para efectuarse.
La señora Subsecretaria hizo presente, además, que el Comité Ejecutivo deberá revisar las autodenuncias. 
--Puesta en votación la indicación número 23, fue aprobada con la enmienda propuesta por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o

o o o o o

La indicación número 25H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega a continuación del numeral 35, que ha pasado a ser numeral 37, el siguiente numeral 38, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“38. Agrégase, en el artículo 119, el siguiente inciso segundo, nuevo:  

“No procederá lo dispuesto en el inciso anterior cuando sea aplicable el inciso segundo del artículo 65 bis, en cuyo caso se estará a lo señalado en dicha disposición.”.”.
El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado en el apartado de la indicación número 33H. 

--Puesta en votación la indicación número 25H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos.

Numeral 37
Modifica el artículo 123 bis en el sentido que indica.

Letra c)

Agrega, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo:

“No será procedente el presente recurso de reposición administrativa referido contra las liquidaciones, giros y resoluciones emitidas de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 4 quinquies.”.

En esta letra recayó la indicación número 26H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimirla.

Los planteamientos generales formulados con ocasión de esta indicación se encuentran consignados en el debate preliminar de la indicación número 1H. 
--Puesta en votación la indicación número 26H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos. Con la misma votación se aprobaron las indicaciones números 27H, 28H, 29H, 30H y 31H.
Numeral 38
Sustituye el artículo 124 por el siguiente:

“Artículo 124.- Toda persona podrá reclamar de la totalidad o de algunas de las partidas o elementos de una liquidación, giro, pago o resolución que incida en el pago de un impuesto o en los elementos que sirvan de base para determinarlo. También podrá reclamarse de la resolución que declara la elusión junto a las liquidaciones a que dé lugar. En los casos en que haya liquidación y giro, no podrá reclamarse de éste, salvo que dicho giro no se conforme con la liquidación que le haya servido de antecedente.

Asimismo, podrá reclamar del avalúo asignado a un bien raíz en una tasación general, y de los giros de impuesto territorial que se emitan en virtud de dicha tasación cuando éstos no se conformen al avalúo vigente para la propiedad respectiva a la fecha de la emisión del giro, siempre que se fundamente en alguna de las siguientes causales:

1. Determinación errónea de la superficie de los terrenos o de algún otro factor que influya en su avalúo fiscal o sus construcciones, salvo en lo que diga relación con la asignación del valor a un área homogénea en específico.

2. Aplicación errónea de las tablas de clasificación respecto del bien gravado, o de una parte de él, así como la superficie de las diferentes calidades de terreno.

3. Errores de transcripción, de copia o de cálculo.

4. Inclusión errónea del mayor valor adquirido por los terrenos con ocasión de mejoras costeadas por los particulares, en los casos en que dicho mayor valor deba ser excluido de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 8° de la ley N° 11.575.

También serán reclamables las modificaciones individuales de avalúo de un inmueble y de los giros que se emitan en virtud de dichas modificaciones siempre que éstos no se conformen al avalúo vigente para la propiedad respectiva a la fecha de la emisión del giro, cuando los contribuyentes se consideren perjudicados por dichas modificaciones de sus predios o cuando ellas fueran efectuadas de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2º del Título V de la Ley sobre Impuesto Territorial y en los artículos 25 y 26 de la ley N° 15.163.

En todos los casos, si hay giro y pago, no podrá reclamarse de este último, sino en cuanto no se conforme al giro.

Podrá reclamarse, asimismo, de la resolución administrativa que deniegue cualquiera de las peticiones a que se refiere el artículo 126.

Si hay resolución que declare la elusión y liquidación, giro o resolución que determine diferencias que incidan en el pago de un impuesto o en los elementos que sirvan de base para determinarlo, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso quinto de la misma norma, deberán interponerse, dentro del mismo reclamo tanto las acciones relacionadas a la revisión de la declaración de elusión así como aquellas destinadas a modificar las liquidaciones, resoluciones o giros que determinen diferencias de impuestos o elementos que sirvan de base para determinarlo.

Para la interposición del reclamo por cualquiera de las causales señaladas anteriormente, el reclamante siempre deberá invocar un interés actual comprometido.

El reclamo deberá interponerse en el término fatal de noventa días, contado desde la notificación correspondiente o, en el caso al que se refiere el inciso tercero, desde el envío del aviso respectivo. Con todo, dicho plazo fatal se ampliará a un año cuando el contribuyente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 24, pague la suma determinada por el Servicio dentro del plazo de noventa días, contado desde la notificación correspondiente.

El plazo para la interposición del reclamo, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo, será dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha de término de exhibición de los roles de avalúo.

Si no pudieran aplicarse las reglas precedentes sobre computación de plazos, éstos se contarán desde la fecha de la resolución, acto o hecho en que la reclamación se funde.

La resolución que califica las declaraciones, documentos, libros o antecedentes como no fidedignos conforme al inciso segundo del artículo 21 será reclamable conjuntamente con la resolución, liquidación o giro en que incida.

Sin perjuicio de la acumulación de autos que fuere procedente en conformidad a las normas del Código de Procedimiento Civil, tendrá siempre lugar la acumulación de autos en los casos de reclamos interpuestos por distintos contribuyentes respecto de las liquidaciones, giros y resoluciones emitidas por aplicación de  los artículos 4 bis, 4 ter, 4 quáter y 4 quinquies, cuando éstos emanen directa e inmediatamente de los mismos hechos, y deberá acumularse en el Tribunal Tributario y Aduanero que primero confiera traslado al Servicio.”.

En el artículo 124 propuesto recayeron las siguientes indicaciones de Su Excelencia el Presidente de la República:
1) La indicación número 27H, sobre su inciso primero, para eliminar la oración “También podrá reclamarse de la resolución que declara la elusión junto a las liquidaciones a que dé lugar.”.

2) La indicación número 28H, sobre el numeral 1 del inciso segundo, para eliminar la frase “, salvo en lo que diga relación con la asignación del valor a un área homogénea en específico”.

3) La indicación número 29H, sobre su inciso sexto, para suprimirlo.

4) La indicación número 30H, sobre su inciso final, para eliminarlo.
Los planteamientos generales formulados con ocasión de estas indicaciones se encuentran consignados en el debate preliminar de la indicación número 1H.

Sobre la indicación número 27H el Honorable Senador señor García hizo presente que se está eliminando como materia reclamable la resolución que declara la elusión junto a las liquidaciones a que dé lugar. Observó que la norma vigente establece que toda persona podrá reclamar de la totalidad o de algunas de las partidas o elementos de una liquidación, giro, pago o resolución que incida en el pago de un impuesto o en los elementos que sirvan de base para determinarlo, por lo que se mostró interesado en saber el fundamento de la eliminación propuesta en la indicación. 

El señor Riquelme contestó que obedece a la consecuencia de que la calificación sea judicial, en el entendido que no hay una liquidación.
El Honorable Senador señor García se mostró conforme con la explicación entregada. 

--Como se señaló con anterioridad, las indicaciones números 27H, 28H, 29H y 30H fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos.

Numeral 40

Modifica el artículo 131 bis en el sentido que indica.

En el numeral 40 recayó la indicación número 24, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“… Agrégase, en el artículo 131 bis, el siguiente inciso final, nuevo: 

“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, cualquiera de las partes y los terceros ajenos al juicio podrán solicitar que todas las notificaciones sean efectuadas por correo electrónico, para lo cual deberán designar una o más direcciones de correo electrónico. Esta designación se considerará subsistente mientras no se designe otra.”.”. 

El señor Riquelme explicó que el artículo 131 bis se refiere a las notificaciones en el procedimiento judicial ante los Tribunales Tributarios y Aduaneros y la indicación número 24 propone que cualquiera de las partes y los terceros ajenos al juicio podrán solicitar que todas las notificaciones sean efectuadas por correo electrónico, para lo cual deberán designar una o más direcciones de correo electrónico.

Explicó que con ello la notificación por correo electrónico será voluntaria para quienes así lo soliciten, no obstante, en la práctica, el sistema de notificación funciona mediante correo electrónico, de modo que se estima que en el mediano plazo se transformará en la regla general.
Hizo presente que, si se solicita la notificación mediante correo electrónico, dejará de efectuarse la notificación de acuerdo al procedimiento general, esto es, por carta certificada, que no siempre resulta muy precisa por lo que finalmente se estima que las partes optarán por solicitar que se les notifique por correo electrónico atendida la mayor certeza de la notificación.

El Honorable Senador señor Coloma puso de relieve que junto con lo anterior se plantea otro cambio, que es la posibilidad de notificar a terceros ajenos al juicio.

El señor Riquelme precisó que la indicación número 24 sustituye por completo el numeral 40 del artículo 1 del texto aprobado en la Cámara de Diputados, en que se establecía que la forma general de notificación iba a ser el correo electrónico, puesto que el acuerdo al que se llegó en la mesa de trabajo junto con los asesores fue sustituir ello por un sistema voluntario de notificación por correo electrónico.

--Puesta en votación la indicación número 24, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Numeral 41

Modifica el artículo 132 en el sentido que indica.
Letra b)
Agrega a continuación del inciso undécimo, el siguiente inciso duodécimo, nuevo: 

“Cuando el objeto del reclamo sea por aplicación de los artículos 4 bis, 4 ter, 4 quáter y 4 quinquies el juez deberá además fundar su decisión considerando la naturaleza económica de los hechos imponibles conforme lo establecido en el artículo 4 bis.”.

En esta letra recayó la indicación número 31H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimirla.

Los planteamientos generales formulados con ocasión de esta indicación se encuentran consignados en el debate preliminar de la indicación número 1H.

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 31H fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos.

Numeral 43

Modifica el artículo 132 ter en el sentido que indica.
En este numeral recayó la indicación número 32H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para para reemplazar las frases “Comité Nacional de casos relevantes o de interés institucional” por “Comité Ejecutivo”.
La señora Subsecretaria explicó que, al igual que en el caso de la indicación 18H, esta indicación pretende adecuar la normativa, armonizándola atendida la creación del Comité Ejecutivo.

--Puesta en votación la indicación número 32H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o
La indicación número 33H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega a continuación del numeral 48, el siguiente numeral nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“52. Modifícase el artículo 160 bis en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “solicitar” por la palabra “requerir”. 

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido: 

i) Reemplázase la frase “De la solicitud” por la frase “Del requerimiento”. 

ii) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la frase “El Tribunal notificará al contribuyente por cédula, la resolución que confiere el traslado y de la solicitud del Servicio al contribuyente a través de un ministro de fe del mismo tribunal.”.

c) Agrégase, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“En caso de existir dos o más contribuyentes requeridos por los mismos actos negocios o conjunto o serie de ellos, será procedente la acumulación de autos a petición de parte. El procedimiento más nuevo se acumulará al más antiguo.”.

d) Agrégase, en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido la frase “El Tribunal procederá a levantar acta de la audiencia y dejar constancia en el expediente.”. 

e) Agrégase, a continuación del inciso tercero, que pasa a ser cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“En la misma audiencia señalada en el inciso anterior el Tribunal, a petición de parte o de oficio, deberá llamar a las partes a conciliación de conformidad al artículo 132 bis. El Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente de funcionamiento ordinario del Tribunal. Será también procedente en este procedimiento lo dispuesto en el artículo 132 ter.”.

f) Modifícase el inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, en el siguiente sentido: 

i) Reemplázase la frase “último plazo a que se refiere el inciso anterior” por “plazo señalado en el inciso cuarto, cuando la conciliación o parte de esta fuere rechazada”.

ii) Intercálase entre la frase “veinte días” y el punto seguido que le sigue, la frase “en los términos del inciso cuarto del artículo 132”. 

iii) Elimínase la palabra “sólo”. 

iv) Intercálese entre la palabra “reposición” y “dentro” la frase “y el de apelación en subsidio”. 

v) Reemplázase la palabra “resolverá” por la frase “deberá dictar sentencia”.

g) Reemplázase en el inciso sexto que pasó a ser octavo la frase “La liquidación, giro, resolución o multa, que se emitan” por “La liquidación, resolución o multa, según corresponda, que el Servicio dicte con ocasión de la resolución del Tribunal Tributario y Aduanero, así como los giros dictados”.
Sin perjuicio de lo ya señalado en la discusión preliminar de la indicación número 1H, el señor Riquelme refirió que, respecto a las indicaciones número 25H y 33H lo sustancial se encontraba en la segunda indicación, puesto que en lo que concierne a la primera de ellas se realizan ajustes con ocasión del procedimiento judicial aplicable.

Explicó que en la citada indicación número 33H, que modifica el artículo 160 bis del Código Tributario, en su letra a) se hace un ajuste que busca reemplazar la palabra “solicitar” por “requerir”. Apuntó que a continuación se aclara cómo se notifica el requerimiento que realiza el Servicio, preceptuando que lo hace el mismo tribunal mediante un ministro de fe. Agregó que también se establece la posibilidad de la acumulación de autos, lo que evita arribar a sentencias contradictorias. 
Continuó señalando que en la misma indicación se establece que respecto de la primera audiencia el tribunal debe levantar un acta. Añadió que igualmente se regula el procedimiento de la prueba, consignando específicamente que el juez puede proponer bases de arreglo, sumado a que se contempla un llamado a conciliación y se establece la posibilidad que pueda haber un avenimiento extrajudicial. 

Puntualizó que también se regula que se pueda apelar la resolución que fija los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba, pues a la reposición ya existente, se agrega la apelación en subsidio. Mencionó que de igual manera se agrega que en esta materia es aplicable en términos generales el inciso cuarto del artículo 132, que regula el término probatorio en los procedimientos judiciales. 

Finalmente, informó que se cambia la palabra “resolverá” por la frase “deberá dictar sentencia”, para así agilizar el procedimiento regulado en el artículo 160 bis del Código Tributario. 

El Honorable Senador señor Cruz-Cuke preguntó si los ajustes propuestos, específicamente el reemplazo del término “solicitar” por “requerir” y de la frase “De la solicitud” por “Del requerimiento”, apuntan a que el juez no pueda negarse una vez que éstos han sido formulados. 

El señor Riquelme precisó que el ajuste propuesto responde más bien a una coherencia normativa, ya que en otras disposiciones se ocupa el término “requerir”. 

--Puesta en votación la indicación número 33H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos. 
o o o o o
o o o o o
La indicación número 34H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar a continuación del numeral 66, que ha pasado a ser numeral 70, el siguiente numeral 71, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“71. Agrégase, en el artículo 206 el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“La obligación de reserva establecida en el inciso anterior se extiende también a los funcionarios o personas de los servicios u organismos públicos que, por cualquier medio y en virtud de sus funciones, hayan tomado conocimiento de información entregada por el Servicio de Impuestos Internos que se encuentre sujeta a reserva de acuerdo con el artículo 35 u otras leyes. El Servicio, mediante resolución, establecerá los mecanismos para asegurar el debido cumplimiento de esta obligación. La infracción a la reserva dispuesta en el presente inciso será sancionada con las mismas sanciones aplicables a los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos.”.

El señor Riquelme acotó que el artículo 206 del Código Tributario hace extensiva la obligación de reserva en materia de secreto tributario cuando funcionarios distintos de aquellos funcionarios del Servicio de Impuestos Internos tomen conocimiento de esta información.

Puntualizó que lo anterior significa que cuando el Servicio transmita información sujeta a reserva atendido que otro organismo necesita revisarla, quien revise esa información quedará también sujeto al deber de reserva, haciéndolo extensivo a funcionarios distintos de aquellos funcionarios del Servicio de Impuestos Internos.
El Honorable Senador señor Coloma preguntó si eso se aplica a todos los funcionarios.
El Honorable Senador señor Lagos consultó hasta dónde se extiende el deber de reserva.

La señora Ministra (S) aclaró que hoy en día ocurre que el Servicio de Impuestos Internos se encuentra sujeto al secreto tributario al igual que la Tesorería General de la República. Añadió que al respecto existen normas que establecen sanciones fuertes para los funcionarios que infrinjan este deber.

Hizo presente que ocurre que otros servicios pueden acceder a información de secreto tributario porque les es útil para clasificar socioeconómicamente a los hogares en el Registro Social de Hogares, por ejemplo. Así, si ese funcionario del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, que tomó conocimiento de esa información luego la filtra, se le aplicarán sanciones similares a lo que ocurre en el Servicio de Impuestos Internos.

Recalcó que se establece una igualdad para todos quienes tengan acceso a la misma información.
El Honorable Senador señor García estimó que debiera buscarse un sinónimo de la palabra “sanción” o de la palabra “sancionada”, puesto que en la disposición que se propone redunda la palabra sanción en su redacción.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó cuál es la extensión del concepto “personas de los servicios u organismos públicos”.
El señor Ramírez refirió que el propósito de la norma es ser lo más extensiva posible en cuanto al ámbito de funcionarios o personas que puedan verse alcanzados por la disposición.

Aclaró que la idea de hablar de personas de los servicios y no solamente de funcionarios permite que, independientemente de calidad jurídica o de la relación contractual que tenga la persona con ese servicio público, también es pasible de este deber de reserva.
El Honorable Senador señor Coloma observó que bajo esta disposición cualquier persona que en virtud de sus funciones tenga acceso a información sujeta a secreto tributario tendrá el deber de reserva con independencia si es un trabajador a honorarios o un funcionario en calidad de contrata, etc.

El Honorable Senador señor Saavedra observó que resulta importante el medio por el cual el funcionario accede a esa información.

La señora Ministra (S) señaló que la indicación número 34H se establece para el caso de que las personas o funcionarios de planta, a contrata o a honorarios en el cumplimiento de sus funciones accedan a información del secreto tributario y la filtren.

Respecto del caso de personas que no son funcionarios públicos, dicha situación se regula en el artículo 206, en su inciso primero, que se refiere a ex funcionarios del Servicio de Impuestos Internos y en su parte final dispone que en los mismos términos señalados y conforme a los mismos procedimientos serán sancionados personas o entidades que directamente participen en actos destinados a transgredir la obligación establecida en este artículo, actualmente vigente.
El Honorable Senador señor Coloma manifestó que la indicación número 34H resulta más precisa que el primer inciso del artículo 206 en cuanto amplía la base.
El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó qué pasa con otros órganos públicos como el Ministerio Público, los órganos jurisdiccionales, etc. 
El Honorable Senador señor Coloma observó que respecto del secreto tributario esta ley aplica a todos los órganos públicos con independencia de lo que diga su ley respectiva.

La señora Ministra (S) puntualizó que en ciertos servicios públicos se faculta en sus propias leyes el poder acceder a información de secreto tributario y respecto de esos servicios públicos se extienden las sanaciones que resultarían aplicables para los funcionarios a cargo de la administración tributaria como son el Servicio de Impuestos Internos y la Tesorería General de la República.

--Puesta en votación la indicación número 34H, fue aprobada con una enmienda formal de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra”.

Numeral 67

Agrega en el artículo 207, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “El reglamento dictado en el ejercicio de esta facultad debe considerar siempre que la sanción final a aplicar al contribuyente, una vez descontado el monto condonado, esté acorde con el tipo de incumplimiento tributario de que se trate y sea siempre superior al costo de financiamiento que el contribuyente podría haber obtenido en el sector financiero o privado.”.

En el numeral 67 recayó la indicación número 25, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminar, en la oración que agrega, la siguiente frase: “y sea siempre superior al costo de financiamiento que el contribuyente podría haber obtenido en el sector financiero o privado”.

El señor Riquelme explicó que la indicación número 25 confiere mayor flexibilidad al reglamento que tiene que emitir el Ministerio de Hacienda, al fijar la política de condonaciones, considerando que habría momentos en los cuales pueda ser necesario que la política de condonaciones supere el costo.

Agregó que, del trabajo realizado en la mesa técnica junto a los asesores se consideró que al dejar la norma en su redacción original podría estimarse que nunca se podría hacer una condonación distinta salvo ley en contrario.

Debido a lo anterior se dio más flexibilidad al Ministerio de Hacienda, que debe aprobar por decreto la política de condonación para la Tesorería General de la República y para el Servicio de Impuestos Internos con el objeto de que sea uniforme. 
El Honorable Senador señor Coloma resaltó la importancia de lo señalado por el señor Riquelme toda vez que uno de los planteamientos que se formularon durante la discusión en general de esta iniciativa legal fue que, en el caso de las contribuciones, si el pago se efectuaba atrasado en la Tesorería General de la República, el cobro era distinto respecto del Servicio de Impuestos Internos, situación que mediante la indicación número 25 se corrige para tener una visión conjunta en ambos organismos.
--Puesta en votación la indicación número 25, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

ARTÍCULO 2
Introduce modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, del Ministerio de Hacienda.
Numeral 4
Modifica el artículo 41 G en el sentido que indica.

Letra a)
Reemplaza en el primer párrafo del numeral 2) del literal A, la oración “las letras a), b), y d) del artículo 100 de la ley N° 18.045” por la frase “el número 17 del artículo 8 del Código Tributario”.
Letra b)

Reemplaza en el párrafo tercero del número 2 la frase “de baja o nula tributación” por “con un régimen fiscal preferencial”.
En las letras a) y b) del numeral 4 recayó la indicación número 35H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazarlas por la siguiente:

“a) Modifícase el numeral 2) en el siguiente sentido: 

i) Elimínase en el encabezado de su párrafo primero la frase “en los términos establecidos en las letras a), b) y d) del artículo 100 de la ley N° 18.045”.
ii) Reemplázase, en su párrafo tercero, la frase “de baja o nula tributación” por la frase “con un régimen fiscal preferencial”.

iii) Agrégase a continuación de su párrafo cuarto, los siguientes párrafos quinto y sexto, nuevos: 

“Para efectos del presente artículo se entenderá como personas o entidades relacionadas a las señaladas en el número 17 del artículo 8 del Código Tributario. Asimismo, salvo prueba en contrario, se presumirá como relacionados al cónyuge, conviviente civil o parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad. También se presumirá como relacionados, salvo prueba en contrario, a los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad cuando participen en la misma entidad o patrimonio constituido en Chile a través de la cual se controla una entidad sin domicilio ni residencia en Chile. 

Las presunciones establecidas en el párrafo anterior deberán fundarse además en la existencia de alguno de los supuestos contenidos en el párrafo segundo del número 2 del presente artículo.”.”.  

El señor Riquelme explicó que la indicación número 35H tiene 3 numerales, todos ellos relacionados al concepto de “parte relacionada” para la aplicación de la norma.

Puntualizó que el ordinal i) elimina la referencia al artículo 100 de la Ley de Mercado de Valores. El ordinal ii) por su parte, hace un ajuste para coherencia normativa en cuanto a reemplazar la frase “baja o nula tributación” por “régimen fiscal preferencial”, que es el nombre correcto.

Relevó que el cambio más importante que se propone mediante esta indicación se encuentra en el del ordinal iii), respecto del cual se acordó en la mesa de trabajo junto a los asesores parlamentarios establecer dos presunciones en caso de relación que admiten expresamente prueba en contrario en términos de que se presume como relacionado al cónyuge, conviviente civil o parientes, ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad.

Asimismo, se establece una segunda presunción en el caso de parientes hasta el segundo grado de consanguinidad en la línea colateral, siempre y cuando participen en la misma entidad o patrimonio, es decir, cuando la inversión se realiza a través del mismo vehículo de inversión.

Puntualizó que estas presunciones deberán estar fundadas en alguno de los supuestos contenidos en el párrafo segundo del numeral 2 de esta letra A., que señala que “También se considerarán entidades controladas, cuando los contribuyentes, entidades o patrimonios constituidos, domiciliados, establecidos o residentes en Chile, … puedan elegir o hacer elegir a la mayoría de los directores o administradores de las entidades en el exterior o posean facultades unilaterales para modificar los estatutos,…”.
En síntesis, explicó que se considera como parte relacionada a las personas mencionadas en esta indicación, siempre y cuando además haya un vínculo en la administración, esto es, cuando conjuntamente padre e hijos, por ejemplo, pueden elegir o hacer que se elija a la mayoría de los directores o modificar unilateralmente los estatutos, es decir, cuando conjuntamente con miembros de la familia se controla la entidad pasiva. Añadió que bajo ese supuesto se consideran relacionados y por lo tanto resulta aplicable la norma.

Hizo presente que durante el trabajo realizado en la mesa de trabajo junto a los asesores parlamentarios se acordó no poner una norma de relación a rajatabla, sino que establecer una presunción que le permita a los contribuyentes que, aun cuando están invirtiendo a través de un mismo vehículo, consideren tener razones y fundamentos para señalar que como miembros de una familia manejan sus operaciones de forma independiente y por lo tanto no les sería aplicable la norma.

El Honorable Senador señor Coloma observó que si bien esta materia fue discutida en la mesa técnica él tiene dudas respecto de que se plantee una presunción.

Además, señaló que este punto sigue el mismo principio de las normas de relación contenidas en otras partes de esta iniciativa legal y respecto de las cuales ha manifestado tener objeciones.

El señor Riquelme precisó que en la mesa de trabajo se discutió la eliminación del numeral 17 del artículo 8 del Código Tributario de la referencia vinculada a que las relaciones familiares se consideren como partes relacionadas, materia respecto de la cual el Ejecutivo presentó indicaciones que serán votadas más adelante durante la discusión de esta iniciativa, entre las cuales se propone eliminar la referencia a que se consideren partes relacionadas, por regla general, a los miembros de la familia.

Lo anterior, habida cuenta de que hay casos en que sí son partes relacionadas y otros en que no lo son, de modo que hubo un acuerdo para eliminarlo como regla general. Agregó que cuando se discutió esta disposición, si bien se acordó la eliminación de la regla general, sí se convino en establecer una presunción bajo determinados supuestos.

Acotó que la presunción permite, específicamente, que el contribuyente que considere que está invirtiendo junto con sus familiares pero que no está controlando una entidad en el exterior junto con sus familiares quede eximido de la norma, pero si efectivamente hay un control a través de un vehículo familiar, la lógica es que la norma sí se le aplique.

Destacó que esta redacción cambia, justamente atendido el acuerdo al que se llegó en cuanto a que en la norma de relación los familiares, por regla general, no son relacionados para efectos tributarios. De tal manera que, al acordar eliminar esa regla general, hubo que modificar el artículo 8 N° 17 del Código Tributario para no dejar a los familiares como partes relacionadas per se, sino que establecer una presunción que admita prueba en contrario.

El Honorable Senador señor Coloma expresó tener dudas sobre este punto y señaló que esta materia fue objeto de posiciones diferentes en la mesa de trabajo, razón por la cual sugirió discutirla junto con la otra indicación referida a la norma de relación.

La señora Subsecretaria manifestó que, sin perjuicio de poder discutir este punto más adelante y de manera conjunta con la norma de relación, sobre esta materia hubo completo acuerdo con los asesores parlamentarios, precisamente por las razones explicadas por el señor Riquelme, esto es, que la norma general se eliminó y se estableció una disposición particular para rentas pasivas en el exterior. 

Hizo presente que, efectivamente, existen diferencias respecto de la norma de relación sobre la cual recae la indicación 15H, pero respecto de la indicación que se está discutiendo se llevó a cabo un trabajo pensando en las rentas pasivas en el exterior y considerando además que hay una presunción, por lo tanto, el contribuyente puede recurrir ante el Servicio de Impuestos Internos para dar cuenta de que esa norma de relación no se le aplica.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad comprende a padres, abuelos y nietos.

El señor Riquelme respondió que hay dos supuestos; el primero de ellos se refiere al cónyuge o conviviente civil y a los parientes, ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad (abuelo, padre y nieto).

Añadió que el segundo de los supuestos señala que también se consideran como partes relacionadas a los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad (los hermanos) y se establece un requisito adicional que es que éstos estén invirtiendo a través del mismo vehículo, es decir, que sean socios en una misma sociedad, de tal manera que se establece un requisito cuando se trata de la consanguinidad en línea vertical y otro requisito cuando el grado de parentesco va en línea horizontal. 

Además de lo anterior, destacó que el Servicio funda esta presunción en el hecho de que los miembros de la familia ejercen de manera conjunta el control en la sociedad.

Para estos efectos puntualizó que la hipótesis de control se encuentra detallada en el párrafo segundo del numeral 2 de la letra A., del artículo 41G., del Código Tributario, donde se señala “… puedan elegir o hacer elegir a la mayoría de los directores o administradores de las entidades en el exterior o posean facultades unilaterales para modificar los estatutos, o para cambiar o remover a la mayoría de los directores o administradores, y aquellas entidades que estén bajo el control de una entidad controlada directa o indirectamente por los contribuyentes, entidades o patrimonio constituidos, domiciliados, establecidos o residentes en Chile.”. 

Destacó que en definitiva se refiere al caso de que un contribuyente, junto a sus partes relacionadas, ejercen la administración de la compañía o modifican sus estatutos, que es lo que usualmente se entiende como hipótesis de control, de modo que se recoge una hipótesis de relación familiar la que sumada a una hipótesis de control patrimonial construye una presunción que de todas formas el contribuyente puede desvirtuar con los antecedentes que considere pertinentes.

En sesión posterior, la señora Ministra (S) explicó que respecto del artículo 41 G de la Ley de Impuesto a la Renta, la Cámara de Diputados aprobó una norma de carácter general en materia de relaciones de parentesco que exceptúa para estos efectos a quienes se encuentran afectos a un régimen especial que son las pymes y quienes tributan a través de renta presunta.

Añadió que la indicación 15H, rechazada precedentemente, se fundaba en que la norma de carácter general debía considerar a la relación de parentesco como una de las causales lo que se entendía en concordancia con el artículo 41G de la Ley sobre Impuesto a la Renta sobre control de rentas pasivas que al haberse modificado el texto aprobado por la Cámara de Diputado y al haberse rechazado la indicación número 15H, hace importante aprobar la indicación 35H, puesto que de lo contrario podría generarse un vacío legal.

El señor Riquelme detalló que la mesa de trabajo con los asesores parlamentarios acordó sustituir el cambio aprobado por la Cámara de Diputados por la indicación 15H y la indicación 35H, de tal manera que efectivamente existe una vinculación entre ambas.

Añadió que la lógica bajo la cual se trabajó en la mesa de asesores y en la cual hubo unanimidad respecto del artículo 41G era que la propuesta de redacción de esta norma propuesta en la indicación consideraba que no se aprobaba esta letra G del texto aprobado en la Cámara de Diputados

En sesión posterior, la señora Ministra (S) precisó que para el correcto entendimiento de la indicación número 35H y las modificaciones propuestas al artículo 41° G de la Ley sobre Impuesto a la Renta, resultaba necesario detenerse en su vinculación con la norma de relación general del artículo 8 del Código Tributario.

El señor Riquelme hizo presente que lo que se acordó en la mesa de asesores fue reemplazar la norma de relación que existía en el Código Tributario por una presunción de relación en materia de relaciones familiares.

Dicho lo anterior, dio cuenta que lo que señala el artículo 41° G antes individualizado, aplicable a las rentas pasivas, es que para efectos de dicho artículo, resaltando por tanto el carácter excepcional de la norma de relación ahí fijado, se entenderá como personas o entidades relacionadas a las señaladas en el número 17 del artículo 8 del Código Tributario. Precisó que tal referencia alude a la redacción vigente, sin considerar ningún tipo de indicación de parte del Ejecutivo. 

Detalló que lo anterior presupone que la norma de relación del Código Tributario no considera como relacionadas aquellas de carácter familiar.

Afirmó que aprobar la indicación número 35H exige rechazar la letra g) del numeral 7 del artículo 1 del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional que modifica a su vez el numeral 17 del artículo 8 del Código Tributario. Expresó que lo anterior obedece al rechazo de la indicación número 15H por parte de la Comisión de Hacienda en una sesión pasada. 

Advirtió que es necesaria la referida eliminación ya que, de no hacerse, las normas en cuestión serían incoherentes entre sí.

Continuó señalando que el acuerdo fue que en materia del artículo 41° G se establecieran presunciones, lo que queda recogido en la indicación número 35H, al establecerse, en primer término, que, salvo prueba en contrario, se presumirá como relacionados al cónyuge, conviviente civil o parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad.

Agregó que también se presumirá como relacionados, salvo prueba en contrario, a los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad cuando participen en la misma entidad o patrimonio constituido en Chile a través de la cual se controla una entidad sin domicilio ni residencia en Chile.

Mencionó que de esta forma el artículo 41° G pasa a establecer una norma de relación que toma como base la norma de relación del Código Tributario e incluye dos presunciones, las que además tienen que estar fundadas en la existencia de alguno de los supuestos contenidos en el párrafo segundo del número 2 del artículo, y que dicen relación con que una persona, con miembros de su familia, tengan la capacidad de nombrar o remover a la mayoría de los directores, o bien, para modificar los estatutos. 

Por lo anterior, resaltó que para que exista relación no basta exclusivamente una relación familiar, sino que además se debe ser capaz de controlar la entidad. 

El Honorable Senador señor Coloma pidió al señor Riquelme que pudiese describir la situación actual y qué es lo que el Ejecutivo espera lograr con la correspondiente aprobación de la indicación y rechazo del texto aprobado en la Cámara de Diputados.  

El señor Riquelme contestó que actualmente la norma de relación hace una remisión a la ley de Mercado de Valores, sin que se consideren las relaciones familiares como partes relacionadas. Opinó que lo anterior constituye un error ya que puede haber casos donde los negocios se manejen en conjunto y se identifiquen hipótesis de control de una entidad en el exterior. 

Asimismo, informó que la normativa actual se ha prestado para ciertos abusos.

 Recordó que la norma de control de rentas pasivas altera la forma en cómo se reconocen las utilidades que se mantienen en el exterior, al establecer que determinadas rentas se consideran sobre base devengada, que son en concreto las pasivas.

Continuó explicando que la norma altera la forma en que se reconocen los ingresos. Señaló que en su momento no se consideraron las relaciones familiares como partes relacionadas, permitiendo la conformación de estructuras abusivas.

Explicó que en un inicio como Ejecutivo consideraron que siempre eran relacionados los miembros de una misma familia, lo que explica que en el texto del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional, se haya consignado en la letra g) del numeral 7 del artículo 1 del proyecto de ley, que modifica a su vez el numeral 17 del artículo 8 del Código Tributario, que las relaciones de parentesco eran partes relacionadas.

Relató que posteriormente hubo un acuerdo en la mesa técnica de trabajo de los equipos de asesores para eliminar aquello y fijar una presunción, permitiéndole al contribuyente que acredite que maneja sus negocios de forma independiente y, por tanto, no le aplican las disposiciones del artículo 41° G, cuestión que ha quedado reflejado en la presente indicación número 35H. 

La señora Ministra (S) reforzó el hecho que en la norma general que se consignó en el texto del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados se establece en el párrafo primero de la letra g) propuesto que el o la cónyuge, conviviente civil o parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad se entenderán como relacionados. 

Observó que se trataba de una norma de relación bastante estricta, sin perjuicio de la excepción que se recogía en su párrafo segundo respecto de los regímenes especiales. Apuntó que producto del trabajo técnico sobre la materia, se elaboró la indicación número 15H que consideró una regla de relación más general, donde, además de la relación de parentesco, debía concurrir otra circunstancia adicional. 

Hizo presente que, por su parte, la norma específica sobre la materia es la que se encuentra en la indicación número 35H y en el artículo 41° G de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Solicitó a los señores Senadores que si tenían a bien aprobar la indicación número 35H, por coherencia debía rechazarse la letra g) del numeral 7 del artículo 1 del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional, que modifica a su vez el numeral 17 del artículo 8 del Código Tributario, dado que no se aprobó la indicación número 15H. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó sobre los alcances de la expresión “asimismo” en el ordinal iii) de la letra a) de la indicación número 35H.

La señora Ministra (S) respondió que la palabra y la oración en la que se encuentra dentro de la indicación representa la norma de relación de parentesco, destacando que siempre el contribuyente podrá probar de que, aun siendo familiar de otra persona, no son partes relacionadas. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó si acaso un contribuyente tendría que probar que no es pariente respecto de otra persona. 

El Honorable Senador señor García preguntó a los representantes del Ejecutivo, considerando que votó en contra de la indicación número 15H en una sesión pasada, sobre la razón que el párrafo segundo de la letra g) debe también votarse en contra, toda vez que se hace cargo del régimen especial Pyme y de renta presunta, siendo de gran tranquilidad para este tipo de empresas. 

Preguntó la razón que esa segunda parte de la letra g) no hubiese quedado comprendida dentro de la indicación número 15H, antes rechazada. De la misma forma, solicitó poder avanzar en una mayor certeza jurídica para este grupo de empresas.

El señor Riquelme aclaró que la primera parte de la indicación sobre el artículo 41° G dispone que “para efectos del presente artículo se entenderá como personas o entidades relacionadas a las señaladas en el número 17 del artículo 8 del Código Tributario.”.

Observó que si se aprobase solamente esta parte de la indicación y acto seguido también se tuviese por aprobado lo señalado en el texto del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados sobre la letra g) antes singularizada, se entendería que las relaciones familiares están incluidas, sin ninguna excepción. 

Enseguida explicó que si se aprobasen las presunciones que establece la referida indicación y no se hace nada respecto a lo sancionado en primer trámite constitucional sobre la letra g) la normativa quedaría discordante, pues el Código Tributaria señalaría que las relaciones familiares son partes relacionadas, mientras que en el artículo 41° G se estaría estableciendo que hay una presunción respecto a las partes relacionadas, lo que generaría un choque normativo. 

Por lo anterior, dio cuenta que si no estuviese la letra g) dentro del Código Tributario, para el mundo de la pequeña y mediana empresa no habría problemas, pues el hecho de eliminar tal norma deja lo suficientemente claro que no hay relación familiar para efectos del régimen Pyme y de renta presunta. Por el contrario, aclaró que si se establecía que la regla general en materia de relación consideraba la relación familiar sí era necesario eximir a estas empresas. 

Por lo anterior, afirmó que no es necesario aclarar nada en la medida que la referida letra g) no exista. 

Enseguida, en respuesta a la consulta del Senador Coloma respecto a cómo se desvirtúan las presunciones, contestó que efectivamente no se puede desvirtuar que una persona no es pariente de otra, pero procedió a destacar lo consignado en el inciso segundo de la indicación, que dispone que “las presunciones establecidas en el párrafo anterior deberán fundarse además en la existencia de alguno de los supuestos contenidos en el párrafo segundo del número 2 del presente artículo”.

Por lo anterior, refirió que para desvirtuar la presunción el contribuyente tendrá que demostrar que no tiene conjuntamente con otro pariente el control efectivo, ya que no cuenta con la mayoría para nombrar a los directores o cambiar los estatutos. Precisó que para acreditar que no se ejerce control deberá atenderse, por regla general, a los estatutos de la sociedad o a otro documento societario que disponga cómo se administra la sociedad.

El Honorable Senador señor Lagos acotó que si entre los parientes se logra sumar un determinado porcentaje dentro de la sociedad podrá efectivamente presumirse que ejercen control. 

El señor Riquelme contestó afirmativamente, salvo que la persona pueda demostrar que efectivamente no ejerce un control patrimonial. Agregó que para acreditar aquello el contribuyente debe hacerlo ante el propio SII, sin que medie algún juicio, con el objetivo de desvirtuar la correspondiente presunción.

El Honorable Senador señor Coloma comentó que esta exigencia supone un cambio no menor en cuanto a la carga de la prueba en manos del contribuyente, que antes no tenía. 

El señor Riquelme precisó que ha existido un espacio abierto que ha dado lugar a operaciones abusivas, por lo que en un comienzo se pensó que estas personas siempre fueran relacionadas, para luego derivar en establecer una presunción, permitiéndole a los contribuyentes poder probar en contrario. 

Sobre la materia, acotó que el SII no tiene acceso a los estatutos de una sociedad extranjera, sino que obran en poder del contribuyente, permitiéndole a este último, con ocasión de los antecedentes que disponga, desvirtuar las presunciones legales. 

Resaltó que en opinión del Ejecutivo la indicación logra conciliar las dos posiciones, de manera tal de cerrar un espacio de potencial abuso, sin restringir el legítimo derecho de invertir con miembros de la familia en la medida que esas operaciones sean independientes, lo que así quedó reflejado en el trabajo de la mesa de asesores. 

El Honorable Senador señor García insistió nuevamente en la posibilidad de mantener el párrafo segundo de la letra g) antes individualizada con el fin de proteger ciertos regímenes especiales. Manifestó que existe el temor que con su eliminación el régimen especial de las Pymes o de rentas presuntas queden desprotegidos. 

La señora Ministra (S) aclaró que la razón de ser de la existencia del segundo párrafo de la letra g) es porque había un párrafo primero que establecía la regla general en materia de parentesco, por lo que, dado que se busca eliminar la letra g), particularmente la regla de su primer párrafo, no se justifica la mención del segundo párrafo. En otros términos, dio cuenta que, si no existe la regla de parentesco, no corresponde hacer una excepción, quedando solamente la regulación de las rentas pasivas.

El Honorable Senador señor Lagos opinó que el Senador García está interesado en poder resguardar el espíritu de la excepción del párrafo segundo de la letra g). 

El señor Riquelme reiteró que si no existe la letra g) no se justifica en lo absoluto su segundo párrafo. Estimó que el único lugar donde tendría sentido señalar algo al respecto sería en el mismo artículo 14 de la ley sobre impuesto a la renta, que no está siendo modificado por el presente proyecto de ley. Explicó que aún en este caso sería innecesario hacer la mención, pues el artículo 14, letra d), que es el que establece el régimen Pyme, establece que para efectos de dicha letra se entienden como relacionados los indicados en el número 17 del artículo 8 del Código Tributario. Expresó que en el referido número 17 no hay ninguna mención a las relaciones de parentesco.

Destacó que las relaciones familiares tendrán efectivamente normas de relación, pero en la medida que así se preceptúe expresamente. 

El Honorable Senador señor Coloma, con ocasión de las presunciones consideradas, preguntó sobre qué ocurriría si acaso dos hermanos votan en un mismo sentido y si por eso podría pensarse que son relacionados.

El señor Riquelme contestó que la situación de los hermanos tiene un requisito adicional, debiendo invertir en el mismo vehículo, es decir, que una persona controle una entidad pasiva en el exterior y sea socio de la misma sociedad con su hermano. En segundo término, puntualizó no se exige que la persona vote igual que su hermano, sino que la suma de la participación de ambos sirva para controlar una entidad. 

Con todo, llamó a no detenerse en distintos supuestos casuísticos, ya que se encontrarán casos de todo tipo, donde en algunos podrán existir supuestos de unidad de conducción y en otros no. Resaltó, por tanto, la importancia que se considere la posibilidad de aportar prueba en contrario. 

-- Puesta en votación, la indicación número 35H, fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra. Se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.

-- Enseguida, en la solicitud de votación separada de la letra g) del numeral 7 del artículo 1 del proyecto de ley, que modifica a su vez el numeral 17 del artículo 8 del Código Tributario, ésta fue rechazada por cuatros votos en contra y una abstención. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, Lagos y Saavedra. Se abstuvo el Honorable Senador señor García. 

ARTÍCULO 3

Introduce modificaciones en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda.
Numeral 5

Modifica el artículo 8 en el sentido que señala.

Letra b)

Elimina su letra n).
En la letra b) del numeral 5 recayó la indicación número 26, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminarla.

El señor Riquelme explicó que la indicación número 26 elimina la letra b) del artículo 8 de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios cuyo objetivo era, a su vez, eliminar la letra n) que establecía los servicios digitales.

Precisó que la lógica de haberla eliminado fue que, con ocasión de la Ley que crea la Pensión Garantizada Universal, todos los servicios pasaron a estar gravados con IVA, por lo tanto, en opinión del Ejecutivo no era necesaria esta letra. Sin embargo, los asesores parlamentarios que trabajaron en la mesa técnica plantearon que para evitar cualquier doble interpretación preferían mantener la letra n) en su actual redacción, considerando que no afectaba mantenerla o eliminarla, punto sobre el cual el Ejecutivo accedió, razón por la cual mediante la indicación número 26 se propone, en definitiva, suprimir la eliminación de la letra n) del artículo 8 manteniéndola vigente.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó qué hacía redundante la letra n) del artículo 8 que se pensó eliminar inicialmente.

El señor Riquelme aclaró que la ley que crea la Pensión Garantizada Universal gravó todos los servicios con IVA y como consecuencia de ello la letra n) del artículo 8 resultó innecesaria, teniendo en cuenta que esta letra grava un tipo de servicio especial que son los servicios digitales, de tal manera que si bien puede pensarse que la letra n) es innecesaria atendido que los servicios digitales ya están gravados con IVA, la mayoría de los asesores parlamentarios planteó que este punto podría estar sujeto a interpretaciones de manera que solicitaron mantenerlo.

--Puesta en votación la indicación número 26, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Saavedra.

- - -

Respecto de la letra m) del artículo 8 propuesto, el señor Riquelme explicó que en la práctica el proyecto de ley crea una norma especial anti elusión en materia de IVA cuando se realizan operación con el único objetivo de evitar el pago de IVA en la enajenación de inmuebles.

Los supuestos de la norma son dos; el primero de ellos es cuando una sociedad propietaria de un inmueble que al momento de adquirirlo tuvo acceso al crédito fiscal. Luego, se busca vender ese inmueble, pero si se vende a través de la sociedad estaría gravada con IVA.

En la práctica lo que ha sucedido al respecto es que si se divide la sociedad y se le asigna a la sociedad naciente de la división el inmueble y acto seguido esta vende el inmueble, esa venta pasa a estar exenta de IVA porque atendido el solo efecto de la división se entiende que cuando adquirió el inmueble lo adquirió sin IVA.

Lo que hace el inciso al primero de la disposición es que la operación pase a estar gravada con IVA aun cuando en un inicio haya estado exenta y para ello se debe considerar la temporalidad de las operaciones, el hecho de que la empresa resultante de la división realiza operaciones gravadas con IVA y si el inmueble está destinado o no al giro.

Señaló que el segundo supuesto es un poco más específico, cuando se venden las acciones de una empresa siempre, siempre y cuando el valor de mercado de las acciones esté reflejado en un inmueble.

El sentido es que si lo único que hay dentro de la sociedad es un inmueble que está gravado con IVA y se venden las acciones donde se está aplicando IVA cando se supone que lo que se vende no son las acciones de una empresa, sino que el inmueble ,por las particularidades de la operación y quien las recibió sigue ejerciendo la actividad y por lo tanto no hay nada que cuestionar.

Se venden las acciones de la sociedad y el vendedor hace término de giro y se asigna el inmueble por lo tanto la operación se hace para evitar el IVA.

Señaló que la carga de la prueba la tiene el Servicio, de modo que es quien tiene que acreditar. 

El Honorable Senador señor Coloma señalo que es distinto colocar en la mira una operación de venta de acciones, porque una venta de acciones en función de que podría estar dentro de las acciones un inmueble lo que complejiza. 

Resaltó que por un lado se debe cumplir con los impuestos y otro es facilitar la vida de los contribuyentes, pero con todo este segundo supuesto le generaría dudas.

En sesión posterior, el Honorable Senador señor Coloma solicitó poder revisar el contenido del literal m).

El señor Riquelme señaló que se buscaba eliminar el segundo inciso y al respecto lo que correspondería sería rechazar el segundo, tercero y cuarto inciso atendido que versan sobre lo mismo.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó estar en desacuerdo con el texto aprobado por la Cámara de Diputados, toda vez que se crea una norma especial antielusión.

El señor Riquelme explicó que cuando una conducta comienza a volverse reiterada se recomienda generar una norma especial, porque de lo contrario se sobre utiliza la norma general antielusiva logre capturar a aquellas situaciones que no están cubiertas por una norma especial porque son más bien anómalas o poco usuales.

Añadió que la letra m) del artículo 8 aprobada por la Cámara de Diputados regulaba dos situaciones distintas, respecto de las cuales el Ejecutivo entendió que aquella respecto de la cual existían mayores dudas era acerca de la venta indirecta regulada en los incisos segundo, tercero y cuarto. 

En atención a ello el Ejecutivo propuso que se rechazaran los tres incisos y se mantuviera solamente el nuevo inciso tercero.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó su intención de abstenerse de la votación del inciso primero para poder discutirlo en la Sala y los siguientes párrafos rechazarlos.

--Sometido a votación el párrafo tercero del literal m) del artículo 8 propuesto, se registró un voto a favor y dos abstenciones. Votó a favor el Honorable Senador señor Saavedra. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Coloma y García. Repetida la votación se registró el mismo resultado, por lo que de conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, se aprobó el párrafo tercero del literal m) del artículo 8 propuesto. 

- - -

Numeral 6

Modifica el literal B del artículo 12.

Letra a)

Intercala, en el número 11, entre la palabra “Aduanero” y el punto y aparte, la frase “, y que no correspondan a aquellas gravadas por aplicación de la letra a) del inciso cuarto del artículo 4”.

En la letra a) del numeral 6 recayó la indicación número 27, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar, en la frase que intercala, la locución “de la letra a) del inciso cuarto”, por la siguiente: “del inciso final”.

El señor Riquelme señaló que la indicación número 27 propone un cambio formal debido a un error por el cual se señala “aquellas gravadas por aplicación de la letra a) del inciso cuarto del artículo 4”., en circunstancias de que esa letra a) no existe, de modo tal que se elimina y en su lugar se agrega la frase “del inciso final”.

--Puesta en votación la indicación número 27, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Saavedra.

Letra b)

Agrega el siguiente número 18, nuevo:

“18. Las personas que no tengan el carácter de vendedor o de prestador de servicios, o quienes realicen la compra por cuenta de éstas, en el caso del inciso final del artículo 4, siempre que se acredite que el impuesto que corresponde a dicha operación fue efectivamente cobrado por el vendedor o plataforma digital, lo cual se efectuará de la forma que disponga el Director del Servicio de Impuestos Internos y el Director del Servicio Nacional de Aduanas mediante resolución conjunta.”.

En el número 18 propuesto en la letra b) recayó la indicación número 28, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Los bienes importados conforme a esta disposición estarán igualmente exentos de aranceles o derechos aduaneros.”.

El señor Riquelme explicó que la disposición constituye un nuevo hecho gravado de IVA, al comprar bienes en el exterior a través de una plataforma o directamente de la página de internet de una empresa, siempre y cuando el vendedor no esté domiciliado en Chile.

Añadió que quien compra no es un sujeto de IVA, es decir, no es un comerciante, toda vez que si lo fuera la norma regula esta hipótesis y en ese caso corresponde que el comerciante emita factura de compra y por esa vía capture el IVA de la operación. De tal manera que la disposición que se discute se pone en el caso de compras que normalmente realizan las personas en plataformas internacionales a no domiciliados, operaciones que pasan a estar gravadas con IVA (actualmente las compras por un monto inferior a los US$41 se encuentran exentas).

Continuó explicando que este sistema especial se establece para compras por un monto de hasta US$500 y, por lo tanto, el ajuste que propone la indicación número 28 es equiparar que los bienes por un monto de hasta US$500 que ingresen también estén liberados de aranceles aduaneros.

Puntualizó que la razón para lo anterior es no crear distintas calidades de bienes, dentro de las cuales se encontrarían aquellos bienes entre los US$0 y los US$41 por un lado, que estarían gravados con IVA y exentos de aranceles aduaneros y, por otro lado, los bienes a partir de los US$41 y hasta los US$500 que estarían gravados con IVA y con aranceles aduaneros, lo que implicaría una traba para el ingreso rápido de estos paquetes.

Explicó que con el fin de lograr que las normas conversen entre sí, se propone subir el monto de US$41 de exención de aranceles a US$500, situación que no generaría un mayor gasto fiscal porque la mayoría de los bienes quedarían gravados con IVA, pero exentos de aranceles y de esa forma todo lo que ingresa bajo este nuevo hecho gravado entrará por una vía más rápida, agilizando el ingreso de los bienes adquiridos a través de estas plataformas.

El Honorable Senador señor Coloma observó que la disposición que se discute no es menor y fue bastante discutida en su oportunidad. 

Destacó que el Ejecutivo ha hecho un planteamiento en orden a igualar las lógicas de competencia respecto de los productores nacionales versus los extranjeros. Ello implica un cambio importante y que fue reflexionado por los distintos técnicos quienes coincidieron en la relevancia de esta modificación.

La señora Subsecretaria señaló que en la discusión que se dio en las audiencias que hubo durante la tramitación en general de esta iniciativa, el punto referido a igualar en US$500 fue levantado por agentes de aduanas y en general por todos quienes trabajan en el sector de manera que fue un tema recogido por el Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Cruz Coke observó que este punto resulta polémico, sobre todo para aquellas personas que compran estos productos a través de plataformas y que probablemente en su mayoría son personas naturales, en razón de que todos tendrán que pagar IVA y la exención de aranceles aduaneros operará hasta los US$500.

Al respecto consultó de qué manera se recaudará ese IVA.

El señor Riquelme respondió que el IVA se recauda de dos formas distintas; la primera de ellas es que las plataformas que comercializan estas ventas pueden inscribirse en un sistema especial de pago simplificado de IVA, que es el sistema a través del cual las plataformas de servicios actualmente pagan el IVA (Netflix, Amazon, etc.).

Acotó que, si alguna plataforma no quisiese inscribirse y con el objeto de no contar con una norma de fácil elusión, se faculta al Servicio de Impuestos Internos para, respecto de las compras en esas plataformas, notificar a los operadores de tarjetas de crédito para que recarguen el IVA respecto de las compras realizadas en esas plataformas. Añadió que de esa forma se garantiza la igualdad puesto que, de lo contrario, todos se irán hacia las plataformas no inscritas de modo que lo que se hace es fomentar la inscripción.

La señora Subsecretaria añadió que más allá de aquellas personas que ocasionalmente compran a través de plataformas, hoy en día los datos muestran que previo a la situación de pandemia que afectó al país, entraban por courier paquetes del orden de los 500.000 al año, lo que al año 2020 subió a 1.500.000 y que al año 2023 alcanzó los 20.000.000 de paquetes, de los cuales el 90% es de un monto menor a los US$41.

Puso de relieve que lo anterior es competencia desleal respecto de los comerciantes quienes tienen su oficina, pagan IVA, etc., de manera tal que la disposición que se discute pone el foco en ese aspecto y se suma a las normas sobre combate a la informalidad y agregó que actualmente se cuenta con los medios tecnológicos para un adecuado control de pago de ese IVA cuya recaudación se estima en un monto de US$40 millones.

El Honorable Senador señor Coloma observó que si bien no pareciera un monto muy importante los US$41 millones y que en su opinión podría ser una cifra mayor, supone un reordenamiento del sector toda vez que se espera poder contar con un comercio justo, particularmente para los productores nacionales que, si bien deben estar dispuestos a competir con el comerciante extranjero, ello debe hacerse en igualdad de condiciones.

--Puesta en votación la indicación número 28, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Saavedra.

Numeral 8

Modifica el artículo 20 en el sentido que indica.
Letra b) 

Sustituye los incisos cuarto a sexto por los siguientes: 

“Cuando no se pueda determinar de forma clara o fehaciente el impuesto que un contribuyente deba pagar, el Servicio, mediante resolución fundada y previa citación según el artículo 63 del Código Tributario, podrá tasar las ventas o servicios realizados, considerando los antecedentes que tenga en su poder, o tomando como base las ventas realizadas o los servicios prestados por contribuyentes de similar actividad, negocio, segmento o localidad u otros que permitan hacer una estimación razonable del impuesto a pagar. Sin perjuicio de lo anterior, el contribuyente podrá acreditar el crédito soportado en la adquisición de bienes o servicios destinados a sus operaciones, en los términos del artículo 23.

Asimismo, un contribuyente podrá solicitar al Servicio que ejerza la facultad señalada en el inciso anterior cuando entregue antecedentes que den cuenta que no está en condiciones de determinar su impuesto a pagar.  En este caso y sólo por una vez, el Servicio deberá estimar un monto de crédito fiscal que será imputable al débito fiscal, determinado de acuerdo con lo observado para contribuyentes de similar actividad, negocio, segmento o localidad. El contribuyente podrá solicitar que el impuesto determinado y la fórmula de su cálculo sean enviadas a la Defensoría del Contribuyente para su asesoría en el proceso.

Respecto del impuesto determinado según lo dispuesto en el inciso anterior, procederá la condonación de la totalidad de los intereses y multas, siempre que su pago se verifique dentro de los tres meses siguientes a la fecha del giro respectivo y que el contribuyente haya iniciado actividades al momento del pago.”.
En el inciso quinto propuesto en la letra b) recayó la indicación número 29, de Su Excelencia el Presidente de la República, para incorporar, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Este procedimiento será sólo aplicable cuando las ventas determinadas por el Servicio no superen las dos mil cuatrocientas unidades de fomento dentro de un año calendario.”.

El señor Riquelme explicó que la indicación número 29 recae sobre el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, para permitir a personas que hayan iniciado sus actividades en el comercio informal y que tengan dificultades para determinar su base imponible le soliciten al Servicio de Impuestos Internos que les ayude a determinar cuál es su crédito y su débito fiscal. 

Hizo presente que quienes pueden acceder a esta solicitud son aquellas personas que en el último año no hayan vendido más de 2.400 unidades de fomento y puntualizó que dicha cifra no es arbitraria, sino que corresponde a quienes califican como microempresarios y el límite se fijó en atención a que podría llegarse al absurdo de que alguien con ventas por 1.000 unidades de fomento solicitara al Servicio de Impuestos Internos ayuda para determinar su IVA, situación que resulta poco plausible de ocurrir.

Detalló que la indicación focaliza una norma que tiene un fin de acercar a los contribuyentes y formalizarlos, apuntando específicamente a los pequeños contribuyentes. 

El Honorable Senador señor Coloma observó que con esta norma se genera una facultad para que el contribuyente solicite al Servicio que entregue antecedentes acerca de cuánto es el monto del crédito fiscal, lo que se puede solicitar por una sola vez. Ese sería el cambio de fondo que propone la disposición con miras a incentivar la formalidad y la indicación dispone que la solicitud pueda hacerse por una sola vez y respecto de aquellas empresas que tengan ventas por un monto menor a las 2.400 unidades de fomento a efecto de focalizar.

En cuanto a la focalización, preguntó por qué se focaliza si el objetivo es incentivar la formalidad, cuál sería el problema de incorporar a empresas con ventas superiores a las 2.400 unidades de fomento.

El señor Director (S) respondió que siempre que se hace este tipo de normativas para los pequeños empresarios no faltan aquellos más grandes que aprovechan la ley cuando tienen todos los elementos para declarar en buena forma y calcular bien sus impuestos.

Resaltó que lo anterior justifica este tipo de normas de control puesto que no es lo que se tiene en consideración cuando se aprueba una ley, pero después aparecen otros empresarios que son capaces de determinar sus créditos y por lo tanto no hay razones para que se acojan a esta solicitud para que el Servicio les ayude a determinar cuáles son sus créditos.

El Honorable Senador señor Coloma replicó que este punto no es un beneficio, sino que es un cálculo, de modo que no sería relevante el tamaño de la empresa entre micro y pequeña, teniendo en cuenta que además se trata de una solicitud que solo puede hacerse por una sola vez.

Recalcó que una empresa que se formaliza puede solicitar un cálculo al Servicio de Impuestos Internos, razón por la que no observa que debiera focalizarse solamente en las microempresas dejando fuera los pequeños empresarios, considerando que no es un beneficio, sino que se trata de un cálculo.

El señor Riquelme aclaró que esta materia sí es un beneficio y al respecto señaló que, en primer lugar, presupone que el contribuyente no está declarando IVA porque tiene dificultades para hacerlo, de ahí es donde puede considerarse plausible limitarlo.

Agregó que se determinó el monto de 2.400 unidades de fomento porque es un criterio que fija cuáles son las microempresas, de modo de no fijar un número de manera arbitraria.

Hizo hincapié en que esta disposición se entiende como un beneficio porque presupone que el contribuyente no está pagando IVA y, por lo tanto, se acerca al Servicio de Impuestos Internos para señalar que no está pagando porque no entiende cómo está funcionando la dinámica y por ello pide ayuda. En ese caso el Servicio le determina el débito fiscal en base a lo observado respecto de contribuyentes de similar actividad, negocio, segmento o localidad.

En definitiva, planteó que el Servicio lo que hace es señalar que si una empresa comercializa zapatos buscará otros comercializadores de zapatos que tengan similar o igual nivel de ventas y se revisará el monto de su débito fiscal. Añadió que a eso se restará todo el crédito que el comerciante tenga (facturas que el comerciante haya pedido) y eso determinará un impuesto a pagar.

Puntualizó que, adicionalmente, se incluye que el contribuyente puede solicitar que esta fórmula de cálculo sea enviada a la Defensoría del Contribuyente para que esta valide que los criterios que ocupó el Servicio de Impuestos Internos se encuentran dentro de los rangos que parezcan plausibles.

Hizo hincapié en que esta disposición representa un beneficio para el contribuyente porque presupone que éste está en una situación de no pago de IVA y el Servicio, en lugar de liquidar y calcularle el IVA, sancionándolo y obligándolo a pagar todos los meses anteriores, lo que hace es determinar la fórmula para que el contribuyente, a partir de ese momento hacia adelante, pague de buena forma el impuesto.

Puso énfasis en la importancia del establecimiento de un límite para este beneficio, puesto que de lo contrario podría aparecer un contribuyente enorme y ocupar esta fórmula y de esa forma darle un espacio que no se le quiere dar.

El Honorable Senador señor Coloma expresó no entender dónde está el beneficio que se plantea, por cuanto a su entender se trata de un cálculo que hace el Servicio de Impuestos Internos para determinar el débito fiscal de modo que no lo estaría eximiendo ni rebajando del pago del impuesto, sino que le está fijando el monto a pagar.

El señor Director (S) explicó que alrededor de la mitad de la recaudación Chile corresponde a IVA que es de beneficio fiscal y el Servicio de Impuestos Internos se encuentra entrenado para que alguien que vende sin IVA pueda ser sancionado aplicándosele todas las sanciones que contempla la ley; misma situación cuando alguien que vende con IVA no lo paga.
Observó que en este caso particular se ha incorporado una regla especial cuando se trata de contribuyentes pequeños, en la que el Servicio de Impuestos Internos, en lugar de sancionarlos, les ayudará a hacer un cálculo estimativo por una sola vez para que se incorpores al sistema.

Reiteró que no se quiere que empresas grandes que no han pagado IVA se disfracen de contribuyentes pequeños y acudan ante el Servicio a pedir ayuda. 

El señor Riquelme aclaró que el beneficio es la no sanción.

El Honorable Senador señor Coloma afirmó que si la norma modificada supone una no sanción entonces es una situación diferente.

El señor Riquelme acotó que esta situación presupone que el contribuyente no está pagando IVA por los meses anteriores, entonces lo que hace el Servicio es, efectivamente un cálculo, para que el contribuyente se ciña a esa fórmula en adelante pero además implica una no sanción por lo que ocurrió hacia atrás.

El Honorable Senador señor García consultó qué debe entenderse por la expresión “sólo por una vez”.

La señora Subsecretaria contestó que hay medidas para combatir la informalidad y otras medidas para apoyar la formalización de los comercios más pequeños; añadió que lo anterior puede apreciarse dese un lado positivo más que del lado punitivo, puesto que se está considerando a un comercio pequeño que nunca ha pagado IVA por desconocimiento.

Mencionó que lo anterior ha sido planteado por las pymes, de tal manera que se fijó el límite de 2.400 unidades de fomento y se establece por una única vez, porque se entiende que una vez apoyados se elimina la situación de desconocimiento acerca de cómo declarar el IVA.

Recalcó que todas las indicaciones presentadas por el Ejecutivo son perfecciones a la norma aprobada en la Cámara de Diputados, trabajadas con los asesores parlamentarios pensando en un incentivo a la formalización, a la no aplicación de multa, a que se aprenderá cómo pagar el impuesto y de ahí en adelante hacer una mejor declaración futura de ese IVA.

El Honorable Senador señor Coloma destacó que lo anterior supone que se condonan los intereses y multas que pudo haber generado el no pago de IVA.

--Puesta en votación la indicación número 29, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.
Numeral 9
Modifica el artículo 27 bis en el sentido que indica.

En este numeral recayeron la indicación número 36H, de Su Excelencia el Presidente de la República, y la indicación número 36Ha, del Honorable Senador señor Coloma, para eliminarlo.
El señor Riquelme explicó que las indicaciones número 36H y 36Ha, del Ejecutivo y del Senador Coloma respectivamente, son coincidentes con lo acordado en la mesa técnica de trabajo en orden a suprimir las modificaciones al artículo 27 bis de la Ley Sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

--Puestas en votación las indicaciones números 36H y 36Ha, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Numeral 14

Agrega en el artículo 36 los incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser octavo y así sucesivamente. 

En este numeral recayó la indicación número 37H de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“13) Agréganse, en el artículo 36, a continuación de su inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes:  

“Los exportadores que den aviso de término de giro deberán acreditar que, en el periodo de los 36 meses anteriores al último embarque o aceptación a trámite de la declaración de exportación en el caso de servicios, realizaron exportaciones equivalentes, a lo menos, al monto total del impuesto reembolsado en dicho período. Para estos efectos, se deberá considerar el valor FOB de los bienes o servicios exportados al término del periodo de 36 meses. En caso de no cumplir con exportaciones por el valor mínimo antes señalado, los contribuyentes deberán reintegrar las sumas reembolsadas en proporción al monto de las exportaciones no realizadas. Las sumas reintegradas se considerarán crédito fiscal del período en que se verifique el reintegro. Con todo, no se aplicará la obligación de reintegrar las sumas reembolsadas cuando se acredite que la empresa se encuentra en un proceso de liquidación concursal.

En aquellos casos en que los exportadores cuenten con autorización para obtener el reembolso de forma previa a la materialización de una exportación y que, con posterioridad a la fecha en que se efectúe el reembolso y se encuentre pendiente la exportación, se lleve a cabo un proceso de reorganización empresarial en virtud del cual el titular del beneficio sea absorbido por otro contribuyente, la empresa que tenga la calidad de continuadora legal mantendrá la autorización otorgada, con todos los derechos y obligaciones que se hubiesen establecido. Lo anterior, siempre y cuando la empresa que se cree o subsista manifieste su voluntad de continuar con el referido proyecto, en la forma que establezca el Ministro de Hacienda mediante el decreto supremo a que hace referencia el inciso tercero. En tal caso, no procederá cobro alguno respecto de las sumas devueltas con anterioridad al titular del beneficio.”.”.

La Comisión discutió en conjunto las indicaciones 37H y 38H.

El señor Riquelme mencionó que las indicaciones 37H y 38H recaen sobre el artículo 36 de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, que se refiere al IVA exportador, es decir, al derecho que tienen los exportadores a solicitar el IVA asociado a su actividad de exportación.

Informó que de la revisión que hizo el Ejecutivo junto al Servicio de Impuestos Internos, además de los comentarios formulados en la mesa de asesores parlamentarios, se concluyó que los cambios que estaban como norma permanente en el texto aprobado por la Cámara de Diputados fueran trasladados a normas que gatillaran la posibilidad de que el Servicio realizara una fiscalización especial, esto es, cuando hay situaciones en que pareciera ser que el contribuyente no tiene una razonabilidad entre lo que está pidiendo de devolución versus lo que está exportando.

En lugar de limitar per se la devolución, se le gatilla la posibilidad al Servicio de hacer una fiscalización especial previa para determinar cuánto es el monto de devolución al cual tiene derecho el contribuyente.

Resaltó que lo anterior representa un cambio sustancial, porque no pone una limitación a las devoluciones, sino que fija criterios respecto de los cuales se genera una fiscalización.

Por su parte, puntualizó que la indicación sustituye la mayoría de los incisos que habían sido aprobados en la Cámara de Diputados y deja en el artículo 36 solo dos incisos, uno es que los exportadores que den aviso de término de giro deben acreditar que en el periodo de los 36 meses anteriores al último embarque o aceptación de trámite de declaración de exportación hubiesen realizado exportaciones equivalentes al monto total del impuesto reembolsado.

Explicó que lo anterior significa que si se está haciendo término de giro se solicita acreditar que la devolución de IVA exportador esté respaldada en las exportaciones hechas.

Continuó señalando que el segundo inciso es una norma que aclara una situación con miras a favorecer al contribuyente, esto es, en situaciones en las que los exportadores pueden solicitar una autorización de devolución anticipada, esto es, antes de hacer la exportación. 

Precisó que el inciso segundo se pone en la hipótesis de que producto de una reorganización empresarial, quien solicitó la autorización podría haber desaparecido en términos de haberse fusionado con otra empresa y haber resultado absorbido por otra compañía y el inciso segundo señala que se traspasa el beneficio en la medida que la sociedad continuadora legal siga manteniendo el proyecto para el cual solicitó la devolución anticipada.

Puso de relieve que lo anterior resulta relevante considerando que, en general, estos beneficios no se traspasan, de tal manera que una interpretación podría entender que producto de una fusión el contribuyente se vea obligado a devolver el IVA, en circunstancias que el contribuyente se encuentra aun desarrollando el proyecto que va a exportar, de modo que esta disposición aclara un beneficio hacia el contribuyente.

Luego señaló que la indicación 38H se pone en los supuestos de fiscalización especial previa, que anteriormente limitaba la restricción de las devoluciones, de modo tal que establece dos causales de fiscalización especial previa que es cuando el exportador haya solicitado una devolución y no haya coherencia entre el promedio de sus exportaciones y sus ventas nacionales al mirar los últimos 12 periodos. Aclaró que lo anterior no implica que se le deniegue la devolución, porque el contribuyente puede explicar por qué lo está haciendo.

Agregó que solamente en el caso de que el contribuyente no acredite por qué se produce esta desproporción la norma aclara que de todas formas siempre tendrá derecho a obtener una devolución correspondiente a la proporción que corresponda entre sus ventas nacionales y sus ventas de exportación por los últimos doce meses.

Ello constituía la regla general en términos de que antes se encontraba regulado en el artículo 36 de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios del texto aprobado por la Cámara de Diputados entendiéndose esta como la formula en que se calculaba la devolución.

Ahora es una razón de fiscalización especial previa y solamente cuando el contribuyente no haya dado una explicación acerca del por qué se produce este cambio.

Refirió que el segundo caso se refiere a que el monto de la devolución solicitada sea mayor al equivalente al valor FOB (free on board) de los bienes exportados, esto es, cuando se está exportando bienes por un valor de 100, por ejemplo, y la devolución no es 19, no es el IVA de los 100, sino que la devolución que se solicita es de 60.
El Honorable Senador señor Coloma consultó por qué podría darse está última situación mencionada por el señor Riquelme.

El señor Riquelme respondió que podría ocurrir que el contribuyente tuviera remanentes de IVA asociados a operaciones anteriores, o podrían darse situaciones que ocurren en el mundo exportador agrícola, en que se va acumulando mucho crédito fiscal pero no se exporta todo de una sola vez, sino que podría hacer tres exportaciones en el año, por ejemplo, pero debido a la primera exportación se acumula todo el IVA anterior.

Puntualizó que ello puede gatillar una fiscalización especial previa para el caso que ocurra y en que no se tenga una explicación, de tal manera que una vez efectuada la fiscalización el Servicio determinará cuál es el monto de devolución al cual tiene derecho el contribuyente.

Puso de relieve que lo anterior es un cambio radical en relación a lo aprobado en la Cámara de Diputados, por cuanto no existe un condicionamiento al monto que se devuelve, sino que exclusivamente casos en que se le permite al Servicio iniciar una fiscalización.

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó cómo se obtiene el beneficio de reembolso considerando que, con estas eventuales reestructuraciones o fusiones, alguien podría generar artificialmente fusiones para obtener beneficios de empresas que tengan beneficios anteriormente otorgados. Asimismo, señaló que hubo en algún momento adquisiciones de empresas que tenían pasivos para obtener créditos.

Manifestó no tener claridad acerca de si el beneficio se otorga a la prestación en particular o a la empresa y si eventualmente existe la responsabilidad de que suceda alguna fusión irregular.

El Honorable Senador señor Lagos consultó por qué se debe establecer la posibilidad de entregarle la facultad al Servicio para hacer una fiscalización previa y especial. 

El Honorable Senador señor Coloma replicó que lo anterior es para efectos de la devolución.

En cuanto a la pregunta del Senador Cruz-Coke, el señor Riquelme respondió que no debiese darse una situación de abuso, puesto que la hipótesis se pone en el caso de que el contribuyente solicite una devolución anticipada de IVA exportador en atención al desarrollo de un proyecto de gran envergadura, y en ese caso el Fisco entiende que, al tratarse de la exportación de un gran proyecto a futuro, devolverá anticipadamente ese IVA condicionándolo a la exportación.

Aclaró que con ocasión de una reorganización empresarial podría tener lugar una fusión, pero ello está condicionado a que la exportación se produzca, toda vez que si esta no tiene lugar la empresa absorbente estará obligada a devolverle el IVA a la empresa absorbida, de modo tal que no hay una situación de posible abuso.

En cuanto a las preguntas del Senador Lagos acerca del procedimiento, el señor Riquelme planteó que se debe entender que las devoluciones ocurren en un periodo muy corto, toda vez que la norma actual dispone que en un plazo de 48 horas se gatilla la devolución, es decir, que el Servicio tiene dos días para determinar si hace o no una fiscalización especial previa.

Puso de relieve que la importancia en la incorporación de estas normas radica en que previamente no se encontraba regulado cuál sería la consecuencia de la fiscalización en estos casos, de tal manera que si no existía proporción entre lo que solicitaba el contribuyente y lo que estaba exportando, la norma no era lo suficientemente clara para decirle al Servicio lo que tiene que hacer en ese caso.

Por lo tanto, señaló que la consecuencia lógica es denegar toda la devolución. Detalló que para el caso en que durante un mes solamente se estuviera exportando, pero al mirar los últimos doce meses se observara solamente ventas nacionales, la consecuencia de ello era negar toda la devolución.

Hizo hincapié en que la regulación de la fiscalización especial previa en los dos casos mencionados ayuda en cuanto aclara la consecuencia de la aplicación de la norma, puesto que, en definitiva, establece que si se cuestiona al contribuyente no se le dejará sin nada de devolución, sino que se le calculará una proporción o se va a estimar el porcentaje, de modo que fija más claramente cuáles son las condiciones y cuáles son las consecuencias de las fiscalizaciones.

El Honorable Senador señor Coloma observó que esta disposición se propone para facilitar el comercio y no agregar una nueva facultad, atendido que existe un problema práctico y vinculado también a la capacidad de recuperar impuesto.

El Honorable Senador señor Lagos refirió que al no ser todo o nada de devolución permite que la norma se aplique como corresponde y se devuelva la proporción de IVA que efectivamente le corresponde al contribuyente, teniendo presente que tal como se establecía la norma hasta ahora podía ser todo o nada.

El Honorable Senador señor Coloma se refirió a la proporción, y preguntó si existe algún criterio del Servicio de Impuestos Intentos en cuanto a lo que se entiende por “promedio anterior”.

El Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor Simón Ramírez, respondió que debiese ser contra el monto del crédito asociado respecto del cual se está solicitando devolución.

El Honorable Senador señor Coloma replicó que la indicación 38H utiliza la expresión “notoriamente” y esa expresión resulta difícil de determinar. Consultó si existe un criterio del Servicio de Impuestos Internos al respecto.

El señor Riquelme resaltó que hay amplia experiencia administrativa respecto del término “notorio”, de modo que se entiende como una diferencia sustantiva.

Aclaró que, en definitiva, si en los últimos 12 meses el promedio entre las ventas nacionales y las ventas de exportación de un contribuyente, genera una fiscalización especial previa, esto es, que, en un mes, por ejemplo, resultó que el 100% de las operaciones son de exportación cuando el promedio era del 20%, en ese caso cabe preguntarse por qué se da esta situación.
Reiteró que la fiscalización permite que el contribuyente explique por qué se le generó la distorsión en un mes, que son, efectivamente las situaciones de borde que al Servicio de Impuestos Internos le interesa poder detectar antes de efectuar una devolución, por cuanto hay construcciones en las que nunca se exporta y se pretende por una sola vez recuperar mucho IVA.

Por lo tanto, sintetizó que, en la medida en que haya una explicación acerca del por qué se produjo una diferencia entre el comportamiento de los últimos doce meses en relación al comportamiento del contribuyente hacia adelante, el contribuyente recibirá el 100% de la devolución que está solicitando, de tal manera que la expresión “notoriamente” implica que la diferencia es sustancial y evidente.

El Honorable Senador señor Coloma reiteró su inquietud respecto de la expresión “notoriamente” y del criterio que se ha establecido para determinarlo. 

El señor Ramírez explicó que se trata de un criterio cualitativo y no cuantitativo.

--Puestas en votación las indicaciones números 37H y 38H, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

o o o o o
La indicación número 38H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del numeral 14, que ha pasado a ser numeral 13, el siguiente numeral 14, nuevo: 

“14. Agréganse, en el artículo 83, a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto y final, nuevos:

“El procedimiento señalado en este artículo será especialmente aplicable en las siguientes situaciones:

a) En aquellos casos en que la proporción que representan las exportaciones en el total de ventas y servicios del período en que se solicita la devolución o el monto solicitado en dicho mes sea notoriamente superior al del promedio de los últimos 12 períodos, o al promedio del o los períodos desde que inició actividades, cuando este fuera inferior a 12 meses.  

En caso de que el contribuyente no acredite las circunstancias que explican el monto de la devolución solicitada, el monto del reembolso se determinará aplicando al total del crédito fiscal del período correspondiente, el porcentaje que represente el valor de las exportaciones con derecho a recuperación del impuesto en relación con las ventas totales de bienes y servicios, considerando en ambos casos los últimos doce períodos tributarios consecutivos. Para estos efectos no se deberán considerar los períodos en que el contribuyente no registre ventas ni servicios.

b) En aquellos casos en que el monto de la devolución solicitada sea mayor al equivalente al valor FOB de los bienes o servicios exportados en el período.

En caso de que el contribuyente no acredite las circunstancias que explican el monto de la devolución solicitada, el Servicio determinará, si procediere, el monto a que tiene derecho el contribuyente, para lo cual considerará el promedio de sus últimas devoluciones y el valor de la exportación que da origen a la devolución.  

En los casos previstos en las letras a) y b) precedentes las sumas no autorizadas se considerarán crédito fiscal del período en el cual se solicitó la devolución, en cuanto cumplan los requisitos legales.”.”.

--Como se señaló previamente, la indicación número 38H fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

o o o o o
ARTÍCULO 4

Introduce modificaciones en la ley Nº 16.271 de Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2000, del Ministerio de Justicia.

En este artículo recayó la indicación número 39H, del Honorable Senador señor Coloma, para suprimirlo.

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que artículo 4 que modifica la Ley sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones no fue incorporado en el Protocolo suscrito con el Ejecutivo y tampoco fue objeto de revisión en la mesa técnica, por cuanto se planteó que las materias que impliquen cambios a normas sustantivas o nuevos hechos gravados, cambios de base y modificaciones se discutirán por separado en una mesa técnica, cosa que no se ha hecho.

Subrayó que estas materias ameritaban una discusión previa y no en esta instancia de la tramitación del proyecto de ley cuyo objetivo es el cumplimiento tributario y las indicaciones que ahora se pretende discutir no lo son, sino que se trata de nuevos impuestos pero que no ha sido parte de la discusión hasta ahora.

La señora Ministra (S) manifestó que efectivamente esta materia no fue un punto que haya quedado en acuerdo en la mesa de trabajo sostenida con los asesores parlamentarios, pero que dentro del Protocolo el Ejecutivo expresó que habría disposiciones que se eliminarían de la discusión, otras que se modificarían y otras que serían llevadas a votación.

Precisó que para el Ejecutivo estas disposiciones forman parte de aquella parte del proyecto que se llevará a votación, en el entendido de que, efectivamente, no hubo acuerdo en la mesa de trabajo junto a los asesores parlamentarios. No obstante, el Ejecutivo entiende que estas materias se encontraban comprendidas dentro de aquellas que podían ser sometidas a votación.

El Honorable Senador señor Coloma replicó que, a su juicio, estas disposiciones correspondían a aquello que implicaba cambios de normas sustantivas que deberían ser discutidas en la mesa técnica correspondiente.

Hizo presente que no se trata de un tema de mérito, sino que estimó que un cambio legal de esta envergadura no puede instalarse en esta instancia habiendo sostenido expresamente en el Protocolo que estas materias se estudiarían en su mérito en una mesa técnica. 

La señora Ministra (S) solicitó poder explicar los cambios que el Ejecutivo propone y el texto que fue aprobado en la Cámara de Diputados previo a la votación de las mismas.

El señor Riquelme señaló que se trata de 8 numerales de los cuales el 1 y el 3 se encuentran relacionados con el cumplimiento de obligaciones tributarias en opinión del Ejecutivo y su objetivo es reponer que las donaciones revocables pasen a estar gravadas con impuesto porque técnicamente no hay ningún argumento que permita señalar que, si se dona, revocar esa donación implicaría quedar eximido del Impuesto a las Donaciones.

Resaltó que eso ha dado un espacio para operaciones abusivas realizando donaciones revocables para evitar el pago del Impuesto a las Donaciones y el pago de Impuesto a la Herencia.

Respecto del numeral 2 del artículo 4 señaló que, si se busca favorecer la filantropía, esta no se ejerce traspasando el patrimonio dentro de la misma familia de modo que la propuesta del Ejecutivo limita la exención de donaciones que puede hacer una persona hasta el 20% de su renta neta global y de esta manera no vulnera el Impuesto a la Herencia. 

El Honorable Senador señor Cruz Coke hizo presente que el numeral 8 se encuentra establecido justamente respecto de las donaciones culturales y su objetivo es no diluir los patrimonios de colecciones en particular, sino que para proteger e incentivar aquello.

El señor Riquelme aclaró que lo que planteó el Senador Cruz-Coke acerca de las donaciones culturales se encuentra regulado en el numeral 7.

Continuó detallando que el numeral 4 es un error que contiene la ley puesto que habla de “empleados” cuando debiera decir “empleadores”.

Señaló que los numerales 5 y 6 cambian las normas de valoración que es donde el Ejecutivo entiende que podría existir un mayor cuestionamiento.

Acotó que el numeral 7 se establece a favor del contribuyente porque le permite pagar el impuesto a la herencia en tres cuotas anuales sin intereses ni multas, cosa que hoy no puede hacer.

Finalmente, acotó que el numeral 8 modifica la norma de control especial antielusiva del artículo 63.

Observó que no cabe duda que los numerales 1, 3 y 8 están íntimamente vinculados al cumplimiento tributario, que el numeral 4 propone un ajuste, que el numeral 7 se establece en beneficio del contribuyente y que aquellos numerales que podrían ser objeto de algún cuestionamiento serían los números 5 y 6.

El Honorable Senador señor Coloma que estas materias debieran discutirse en su mérito por cuanto considera nuevas formas de gravar las donaciones y herencias, pero no en instancias como esta en que tampoco fue discutido en la mesa técnica por lo asesores parlamentarios y que a su juicio debiera verse en un proyecto separado. Hizo presente que en razón de las consideraciones expuestas presentó la indicación número 39H para suprimir el artículo 4 del proyecto de ley que modifica la Ley de Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.

--Puesta en votación la indicación número 39H, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García, y con dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Lagos y Saavedra.

Numeral 2
Reemplaza en el párrafo primero del numeral 8º del artículo 18 la oración “En caso que estas donaciones se efectúen a los legitimarios en uno o varios ejercicios comerciales, todas las donaciones se acumularán en los términos del artículo 23 hasta por un lapso de 10 años comerciales, para cuyo efecto el legitimario deberá informar las donaciones conforme al siguiente inciso.” por la siguiente: “No gozarán de esta exención las donaciones efectuadas a personas que tengan la calidad de legitimarios o sean beneficiarias de la cuarta de mejoras del donante según lo dispuesto en el artículo 1.184 del Código Civil. Tampoco gozarán de esta exención las donaciones efectuadas a partes relacionadas con el donante en los términos del número 17 del artículo 8 del Código Tributario.”.
En este numeral recayó la indicación número 40H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“2. Modifícase el artículo 18 en el siguiente sentido: 

a)  Reemplázase, en el párrafo primero del numeral 8º, la oración “En caso que estas donaciones se efectúen a los legitimarios en uno o varios ejercicios comerciales, todas las donaciones se acumularán en los términos del artículo 23 hasta por un lapso de 10 años comerciales, para cuyo efecto el legitimario deberá informar las donaciones conforme al siguiente inciso” por la siguiente: “No gozarán de esta exención las donaciones efectuadas a personas que tengan la calidad de legitimarios o sean beneficiarias de la cuarta de mejoras del donante según lo dispuesto en el artículo 1.184 del Código Civil. Tampoco gozarán de esta exención las donaciones efectuadas a partes relacionadas con el donante en los términos del número 17 del artículo 8 del Código Tributario.”. 

--Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 39H, se tuvo por rechazada la indicación número 40H.

ARTÍCULO 5

Introduce modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que Aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.
Numeral 1

Agrega, a continuación del artículo 8 el siguiente artículo 8 bis nuevo: 

“Artículo 8 bis.- Sin perjuicio de los derechos garantizados por la Constitución Política de la República y las leyes, constituyen derechos de quienes interactúen con el Servicio Nacional de Aduanas, los siguientes:

1. El ser informado sobre el ejercicio de sus derechos, el que se facilite el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y aduaneras, y a obtener información clara del sentido y alcance de todas las actuaciones en que tenga la calidad de interesado.

2. El ser atendido en forma cortés, diligente y oportuna, con el debido respeto y consideración.

3. Obtener en forma completa y oportuna las devoluciones a que tenga derecho conforme a las leyes tributarias y aduaneras, debidamente actualizadas.

4. Obtener copias en formato electrónico, o certificaciones de las actuaciones realizadas o de los documentos presentados en los procedimientos, en los términos previstos en la ley.

5. Que en las actuaciones realizadas por el Servicio se respete la vida privada y se protejan los datos personales en conformidad con la ley; y que las declaraciones de destinación aduanera, salvo los casos de excepción legal, tengan carácter reservado.

6. Ejercer los recursos e iniciar los procedimientos que correspondan, personalmente o representados; formular alegaciones y presentar antecedentes dentro de los plazos previstos en la ley y que tales antecedentes sean incorporados al procedimiento de que se trate y debidamente considerados por el funcionario competente.

7. Plantear, en forma respetuosa y conveniente, sugerencias y quejas sobre las actuaciones del Servicio en que tenga interés o que le afecten.

8. Conocer los criterios administrativos del Servicio. Para estos efectos el Servicio deberá publicar en su sitio web las normas de régimen interno y los manuales de funciones o de procedimiento, órdenes e instrucciones, salvo aquellos que sean reservados en conformidad con la ley. Asimismo, el Servicio deberá mantener un registro actualizado de los criterios interpretativos emitidos por el Director Nacional de Aduanas en ejercicio de sus facultades interpretativas y de la jurisprudencia judicial en materia tributaria y aduanera.

9. Que las actuaciones del Servicio no afecten el normal desarrollo de las operaciones o actividades económicas, salvo en los casos previstos por la ley. 

10. Que, para todos los efectos legales y cualquiera sea el caso, se respeten los plazos de prescripción o caducidad tributaria y aduanera establecidos en la ley.

Quienes actúen ante el Servicio podrán presentar un recurso de resguardo al considerar vulnerados sus derechos producto de una acción u omisión del Servicio, ante el competente Director Regional o ante el Director Nacional de Aduanas, en su caso, si la actuación es realizada por el Director Regional, dentro de décimo día contado desde su ocurrencia. Deberán recibirse todos los antecedentes que el solicitante acompañe a la presentación para fundar el acto u omisión que origina dicho recurso. Recibido el recurso de resguardo éste deberá resolverse fundadamente dentro de quinto día, ordenando se adopten las medidas que corresponda. Toda prueba que sea rendida deberá valorarse según las normas de la sana critica.

De lo resuelto por el Director Regional se podrá reclamar ante el Juez Tributario y Aduanero, conforme al procedimiento del Número 4º del Título VI del Libro II.

Sin perjuicio de lo anterior, alternativamente los solicitantes podrán reclamar en forma directa en contra de actos u omisiones del Servicio que vulneren cualquiera de los derechos establecidos en este artículo ante el Juez Tributario y Aduanero, conforme al procedimiento del Número 4º del Título VI del Libro II.

El Servicio deberá tomar las medidas necesarias para que los funcionarios actúen en conocimiento y cabal respeto de los derechos de quienes interactúen con el Servicio Nacional de Aduanas.

En toda dependencia del Servicio deberá exhibirse, en un lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se consignen los derechos de quienes actúen ante el Servicio Nacional de Aduanas, expresados en la enumeración contenida en el inciso primero. Asimismo, deberán exhibirse en un lugar visible en el sitio web del Servicio.”.
En el encabezamiento del artículo 8 bis propuesto en el numeral 1 recayó la indicación número 30, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la frase “quienes interactúen con el Servicio Nacional de Aduanas”, por la que sigue: “las personas señaladas en el artículo 71 de esta Ordenanza”.
--Puesta en votación la indicación número 30, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

En el número 5 del artículo 8° bis recayó la indicación número 31, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la palabra “actuaciones”, por la siguiente expresión: “labores de fiscalización”.

--Puesta en votación la indicación número 31, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

En el número 8 del artículo 8° bis recayó la indicación número 32, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la palabra “administrativos”, por la frase que sigue: “técnicos y jurídicos que funden las decisiones o resoluciones”.

--Puesta en votación la indicación número 32, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Numeral 2

Reemplaza en el artículo 15 la frase “a los reglamentos que dicte el Director Nacional de Aduanas con aprobación del Presidente de la República” por la siguiente: “a la regulación que dicte el Director Nacional de Aduanas”.  

En este numeral recayó la indicación número 33, del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituirlo por el siguiente:

“2. Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:

“Artículo 15.- Para el cumplimiento de las disposiciones de esta Ordenanza, toda persona que entre al país o salga de él podrá ser registrada por las autoridades aduaneras, preferentemente mediante el uso de medios no invasivos, en lugares adecuados para el ejercicio de ésta, por funcionarios debidamente facultados y capacitados para esa clase de revisiones.

El Director Nacional de Aduanas dictará el reglamento para el ejercicio de esta facultad, cuyo texto deberá publicarse en forma íntegra y estar a disposición de todos los usuarios.”.”.

-- La indicación número 33 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión. 

Numeral 3

Agrega, a continuación del artículo 25 el siguiente artículo 25 bis, nuevo: 

“Artículo 25 bis.- Toda notificación que deba realizar el Servicio Nacional de Aduanas se practicará por correo electrónico, salvo las excepciones legales que procedan. 

Toda persona natural o jurídica que actúe ante el Servicio Nacional de Aduanas, personal o debidamente representada, debe declarar en su primera presentación la dirección de correo electrónico para efectos de que se practiquen las notificaciones que correspondan. La notificación que deba efectuarse a un agente de aduanas o a otro operador que deba registrarse ante el Servicio Nacional de Aduanas, se realizará válidamente en la casilla de correo electrónico que haya declarado en su inscripción. En el caso de la tramitación de una destinación aduanera, la notificación de todos los actos relacionados con el despacho se efectuará válidamente con su envío a la dirección de correo electrónico incorporado en la declaración respectiva.  

En caso de que cualquiera de los interesados a que se refiere el inciso anterior no declare una dirección de correo electrónico las actuaciones del Servicio serán notificadas de acuerdo con las normas de los artículos 69, 92 ter, 93, 94 y 185 de esta Ordenanza, según el tipo de acto de que se trate. 

Quienes carezcan de medios tecnológicos, no tengan acceso a medios electrónicos o sólo actúen excepcionalmente a través de ellos, podrán solicitar al Servicio Nacional de Aduanas que las notificaciones les sean practicadas mediante carta certificada dirigida a su domicilio particular, el cual deberán señalar al momento de efectuar la respectiva solicitud. En este caso, la notificación se entenderá practicada a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de correos para su despacho. Esta solicitud será resuelta por el Servicio, de conformidad con el procedimiento que se establezca. 

La notificación por correo electrónico se entenderá practicada en la fecha de su envío. El correo electrónico de notificación deberá contener copia de la actuación del Servicio, incluyendo los datos necesarios para su acertada inteligencia. 

Es obligación del interesado mantener actualizada la dirección de correo electrónico declarada. Cualquier circunstancia ajena al Servicio por la que el interesado no reciba el correo electrónico, no anulará la notificación, salvo que el interesado acredite que no recibió la información por caso fortuito o fuerza mayor. 

Corresponderá al Director Nacional de Aduanas establecer el procedimiento para practicar las notificaciones por correo electrónico del Servicio. 

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, por decreto del Ministerio de Hacienda se podrá establecer otros medios de notificación electrónica respecto de los despachadores que cuenten con autorización para funcionar en sistemas de transmisión electrónica de datos. El Director Nacional deberá mediante resolución identificar los sistemas electrónicos de transmisión de datos incluidos en el presente inciso.”.

En el inciso segundo del artículo 25 bis propuesto en el numeral 3 recayeron las siguientes indicaciones del Honorable Senador señor Chahuán:

1) La indicación número 34, para suprimir la frase “agente de aduanas o a otro”.

2) La indicación número 35, para agregar, a continuación de la expresión “en su inscripción.”, la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, toda notificación efectuada al agente de aduanas referente a su gestión deberá practicarse en la plataforma del Servicio Nacional de Aduanas.”.

3) La indicación número 36, para agregar la siguiente oración final: “Se exceptúan de esta clase de notificación, aquéllas comprendidas en el Libro III de esta Ordenanza.”.

La señora Ministra (S) explicó que la indicación número 34 se encuentra ligada a la indicación número 35 de modo que resulta inadmisible porque la indicación número 34 suprime la frase “Agente de Aduana o a otro” y la indicación 35 señala que sin perjuicio de lo señalado anteriormente, toda notificación efectuada al Agente de Aduana referente a su gestión deberá practicarse en la plataforma del Servicio Nacional de Aduanas

Explicó que la indicación 34 se suprime porque está incorporándolo en la indicación 35 y por ello ambas serian inadmisibles en opinión del ejecutivo 

--Puesta en votación la indicación número 34, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, Lagos y Saavedra.

-- Las indicaciones números 35 y 36 fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión. 

En el inciso cuarto del artículo 25 bis propuesto en el numeral 3 recayó la indicación número 37, del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir el texto “para su despacho. Esta solicitud será resuelta por el Servicio, de conformidad con el procedimiento que se establezca.”, por el siguiente: “del domicilio del notificado. Esta solicitud será resuelta por el Servicio, debiendo hacerlo de manera fundada en caso de negar la solicitud.”.
-- La indicación número 37 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión. 

En el inciso quinto del artículo 25 bis propuesto en el numeral 3 recayó la indicación número 38, del Honorable Senador señor Chahuán, para agregar, a continuación de la voz “inteligencia”, la expresión “e identificación”.
La señora Ministra (S) explicó que la palabra inteligencia se utiliza en la norma general de notificación y significa tomar conocimiento adecuado de lo notificado y esa es la palabra que se usa en toda la normativa razón por la cual el Ejecutivo estimó que sería inadmisible.

El Honorable Senador señor Saavedra observó que el concepto de acertada inteligencia entregado por la señora Ministra (S) sería suficiente para rechazar la indicación del Senador Chahuán.

La señora Ministra (S) señaló que la palabra inteligencia en general se encuentra contenida en toda la Ordenanza de Aduanas sobre estas materias.

El señor Riquelme subrayó que la expresión acertada inteligencia es el concepto de todo el sistema de notificaciones del ordenamiento jurídico chileno de modo que existe suficiente desarrollo doctrinario y práctico acerca de lo que se entiende por acertada inteligencia, por lo tanto, agregarle un concepto es establecer una excepción a todo el sistema jurídico que estimó no sería apropiado.

El Honorable Senador señor Coloma observó que efectivamente podría entenderse que la notificación es distinta atendido el concepto que se agrega y que no se encuentra contenida en las otras. 

--Puesta en votación la indicación número 38, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

En el inciso final del artículo 25 bis propuesto en el numeral 3 recayó la indicación número 39, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el vocablo “despachadores”, por la siguiente frase: “operadores de comercio exterior”.

La señora Ministra (S) explicó que el concepto que se propone es más amplio puesto que hoy en día no solamente existen despachadores.

--Puesta en votación la indicación número 39, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Numeral 4

Modifica el artículo 92 bis en el siguiente sentido: 
a) En el inciso primero:

i. Reemplaza la frase “plazo de dos años, contado desde la fecha de la legalización de la declaración” por lo siguiente: “plazo de tres años, contado desde la fecha de la legalización de la declaración o bien desde la última modificación que haya sido solicitada por el interesado”. 

ii. Intercala entre las frases “o tratados internacionales” y “, en cuyo caso”, lo siguiente: “o en la legislación nacional”. 

b) Reemplaza, en el inciso segundo la palabra “dos” por “tres”. 

c) Sustituye el inciso tercero por el siguiente:  

“Los cargos que se formulen en conformidad a este artículo se notificarán al consignatario o importador mediante correo electrónico enviado a la dirección registrada en el documento de destinación. Deberá remitirse además una copia de dicho correo al despachador. La omisión de envío de esta copia no anulará la notificación.”. 

d) Agrega a continuación del inciso tercero el siguiente inciso cuarto, nuevo: 

“Los cargos señalados en el presente artículo podrán ser reclamados según lo dispuesto en el artículo 117 y no será preciso para interponer la reclamación el pago previo de los derechos, impuestos, tasas o gravámenes.”.
En este numeral 4 recayó la indicación número 40, del Honorable Senador señor Pugh, para suprimirlo.

La señora Ministra (S) explicó que se busca armonizar con los plazos de prescripción que se establece en el Servicio de Impuestos Internos y por ello se armoniza respecto de la administración tributaria hablar de un plazo de tres años de acuerdo a lo que señala el texto aprobado por la Cámara de Diputados respecto del artículo 92 bis.

El Honorable Senador señor Coloma observó que se plantea un cambio, toda vez que el plazo actual es de dos años. 

La señora Ministra (S) recalcó que el texto aprobado en la Cámara de Diputados establece un plazo de tres años que es la norma de prescripción y que corresponde a aquello que se ha trabajado en la normativa del Servicio de Impuestos Internos.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó estar de acuerdo con la indicación del Senador Pugh.

El Honorable Senador señor García recordó que la Cámara Aduanera, planteó en su oportunidad que hace poco tiempo se aumentó el plazo de un año a dos y si ahora se aumentará el plazo a tres años cuando todo parece indicar que es razonable ver la forma en que están operando los dos años.

La señora Directora del Servicio Nacional de Aduanas mencionó que en el caso del mega fraude en que las operaciones fueron denunciadas por el Servicio Nacional de Aduanas, lo referente a la recuperación del derecho a impuesto del Fisco no pudieron efectuarse porque dichas acciones se encontraban prescritas para el Servicio.

Subrayó que al actuar conjuntamente con la administración tributaria la diferencia en los plazos de prescripción no permite ahondar en las investigaciones de la misma manera que el Servicio de Impuestos Internos.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó cuándo fue que cambió el plazo de uno a dos años.

La señora Directora contestó que en el año 2017 comenzó a regir la última reforma con la ley N° 20.997.

La señora Ministra (S) resaltó que desde el año 2017 al año 2024 se enfrentan tipos de evasión, elusión, incumplimiento tributario y además crimen organizado muy distintos y debido a ello las normas de prescripción han ido cambiando.

Relevó que se busca que la norma de prescripción sea armónica respecto de toda la administración tributaria por lo tanto no puede ocurrir que un hecho que se detecta en el Servicio Nacional de Aduanas siga siendo investigado por el Servicio de Impuestos Internos y al transcurrir cierto tiempo la acción prescribe para el Servicio Nacional de Aduanas y no así para e Servicio de Impuestos Internos, de modo que se busca armonizar las normas de prescripción.

El Honorable Senador señor García señaló que el artículo 92 bis establece para el caso que se constatare la existencia de dolo o uso de documentación maliciosamente falsa en las declaraciones presentadas al Servicio, el plazo de dos años se ampliará a cinco.

El Honorable Senador señor Coloma reparó en que en atención a los argumentos expuestos por la señora Directora se encuentran amparados por la prescripción de cinco años y no por la de dos y en este supuesto se estaría cambiando el plazo de prescripción de dos a tres.

Expresó estar de acuerdo con la indicación del Senador Pugh puesto que este punto no dice relación con el dolo, sino que con todo el material que se debe tener durante un cierto plazo para efectos de la internación de una mercadería, lo que es bastante distinto.

--Puesta en votación la indicación número 40, fue aprobada con tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Coloma, García y Cruz-Coke, y con dos votos en contra, de los Honorables Senadores Lagos y Saavedra. Con la misma votación se rechazaron las indicaciones números 41, 42, 43, 44 y 45.
En el ordinal i de la letra a) del numeral 4 recayeron las siguientes indicaciones del Honorable Senador señor Chahuán: 

1) La indicación número 41, para reemplazar, en la frase propuesta, la expresión “plazo de tres años” por “plazo de un año”.
2) La indicación número 42, para suprimir el texto “, contado desde la fecha de la legalización de la declaración o bien desde la última modificación que haya sido solicitada por el interesado”.
-- Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40, se tuvo por rechazadas las indicaciones números 41 y 42.
En el ordinal ii de la letra a) del numeral 4 recayó la indicación número 43, del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirlo. 

-- Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40, se tuvo por rechazada la indicación números 43.

En la letra b) del numeral 4 recayó la indicación número 44, del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir el guarismo “tres” por “uno”.

-- Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40, se tuvo por rechazada la indicación números 44.

En la letra c) del numeral 4 recayó la indicación número 45, del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirla.

-- Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40, se tuvo por rechazada la indicación números 45.

Numeral 5

Agrega, a continuación del artículo 92 bis los siguientes artículos 92 ter y 92 quáter, nuevos: 

“Artículo 92 ter.- El valor declarado en una destinación de importación podrá ser modificado a solicitud del importador, conforme lo dispuesto en el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VII del GATT de 1994, y en la ley Nº 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 31, de 2004, del Ministerio de Hacienda, cuando se trate de variaciones al valor, cuyas condiciones sean conocidas al momento de la legalización de la declaración respectiva y sean susceptibles de ser acreditadas. 

Para la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior, al momento de la legalización de la importación se deberá declarar que el valor se encuentra sujeto a revisión y cumplir con los plazos y demás requisitos que determine la regulación emitida al efecto por el Director Nacional de Aduanas, y deberán determinarse los ajustes que sean necesarios a los derechos, impuestos, tasas y demás gravámenes aplicables. El plazo que se establezca en cada caso para que el interesado solicite la modificación del valor aduanero no podrá exceder los dieciocho meses desde la fecha de legalización de la declaración. 

No se formulará denuncia al despachador por las modificaciones a las destinaciones aduaneras que se efectúen conforme este artículo. No obstante, en caso de constatarse la existencia de dolo o documentación maliciosamente falsa, el Servicio podrá formular denuncia por el delito de contrabando establecido en el artículo 168 inciso tercero.
Artículo 92 quáter.- Los ajustes o autoajustes en materia de precios de transferencia, regulados en el artículo 41 E de la Ley sobre Impuesto a la Renta, inclusive aquellos cuyo origen sea la celebración de un acuerdo anticipado de precios, no producirán efectos en los valores declarados en una destinación de importación o exportación, ni será necesaria su modificación.

Cuando se celebre un Acuerdo Anticipado de Precios que incluya la importación de mercancías, el acuerdo deberá ser suscrito por el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas. El Ministerio de Hacienda, mediante resolución establecerá el procedimiento a través del cual ambas instituciones resolverán sobre la materia. 

En caso que, con ocasión de la firma de un Acuerdo Anticipado de Precios, se realice un ajuste por los ejercicios anteriores, éstos producirán efecto sólo respecto del impuesto a la renta.”.  
En este numeral 5 recayó la indicación número 46, del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirlo.
El señor Riquelme destacó que esta es una norma en pro del contribuyente, que le permite al importador modificar los valores declarados en la destinación de importación cuando lo haya informado con anterioridad el Servicio Nacional de Aduanas, es decir, se importa un bien y se sabe que hay situaciones que podrían hacer variar los montos señalados en la declaración, se le informa al Servicio y eso evita la aplicación de una multa.

Hizo presente que suprimir dicha disposición significaría que cada modificación, aun cuando se informe al Servicio Nacional de Aduanas, este último no tendrá más alternativa que multar.

--Puesta en votación la indicación número 46, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

En el inciso primero del artículo 92 ter propuesto en el numeral 5 recayó la indicación número 47, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar, entre la palabra “respectiva” y la conjunción “y”, la siguiente frase: “, pero no permitan determinar el monto específico del ajuste al valor en dicho momento,”.

El señor Riquelme explicó que precisa la facultad que tiene el contribuyente, que informa que los valores podrían verse modificados, no sabe en qué forma ni cuánto podrían cambiar, puesto que de haber sabido debería haberlo hecho desde un inicio.

--Puesta en votación la indicación número 47, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

En el inciso final del artículo 92 quáter propuesto en el numeral 5 recayó la indicación número 48, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar, entre la palabra “renta” y el punto y aparte, la frase que sigue: “y de todo gravamen aduanero”.  
El señor Riquelme solicitó rechazar esta indicación por cuanto es un error y va en el sentido contrario de lo que busca el Ejecutivo. 

--Puesta en votación la indicación número 48, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Numeral 6

Modifica el literal b) del inciso primero del artículo 117 de la siguiente manera:  

a) Intercala entre las expresiones “de exportación” y “, practicada por”, lo siguiente: “e importación". 

b) Agrega el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Si como consecuencia de la aplicación de la referida clasificación y/o valoración el Servicio formula una denuncia, la reclamación sólo procederá en contra de la multa, de conformidad con el procedimiento dispuesto en los artículos 186 y siguientes.”.
En este numeral 6 recayó la indicación número 49, del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirlo.
El señor Riquelme explicó que suprime las modificaciones efectuadas al texto en la Cámara de Diputados, que aprobó evitar que se discuta dos veces respecto del fondo de una misma materia, esto es, cuando en los tribunales tributarios y aduaneros se discute la clasificación y o valoración, se aprueba la pretensión del Servicio Nacional de Aduanas y le corresponde aplicar una multa que una vez aplicada se genera un vacío legal que le permite a contribuyente que luego de reclamar la multa por un juicio que ya terminó reabra todo el juicio de modo que el cambio que se propone busca que no se generen dos juicios en que se vuelve a discutir el fondo del asunto. 

El Honorable Senador Señor García consultó por qué en la letra a) del numeral 6 no se habían considerado las importaciones originalmente. 

La señora Ministra (S) respondió que la hacer el análisis del proyecto de ley, se observó que por distintas razones la Ordenanza de Aduanas no se volvió a mirar respecto de cambios en distintos proyectos de ley de modo que muchos elementos se encontraban desactualizados. 

El Honorable Senador Señor García reparó en que la redacción del literal b) del numeral 6 también resulta extraño porque si una persona quisiera reclamar de la valoración no se entiende que no pueda hacerlo.

El señor Riquelme puntualizó que se puede reclamar de la clasificación y/o la valoración a través de un juicio ante los tribunales tributarios y aduaneros y si al terminar ese juicio corresponde la aplicación de una multa, para la aplicación de ésta el Servicio Nacional de Aduanas formula una denuncia y si el contribuyente reclama de la aplicación de la multa solo podrá reclamar la aplicación o el monto de la multa, pero no el fondo que se entiende ya resuelto.

--Puesta en votación la indicación número 49, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Numeral 7

Modifica el inciso primero del artículo 121 en el sentido que señala. 

Letra a) 

Intercala entre el guarismo “117” y la coma que le sigue, la frase “, excepto en los casos a que se refiere el párrafo segundo de la letra b)”.  

En la letra a) del numeral 7 recayó la indicación número 50, del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirla.

La Comisión trató conjuntamente las indicaciones números 50, 51 y 52.

El señor Riquelme señaló que el artículo 121 de la Ordenanza de Aduanas regula el recurso de reposición administrativo, por lo que correspondía hacer algunos ajustes con ocasión de las últimas modificaciones introducidas en el Código Tributario. 

Considerando que las indicaciones números 50, 51 y 52 buscan suprimir parte del texto ya aprobado en primer trámite constitucional, relevó que los cambios propuestos que se recogen en el proyecto de ley son en favor del contribuyente, como ocurre por ejemplo con el plazo para presentar el recurso de reposición, subiendo dicho término de 15 a 30 días.

En cuanto al plazo que tiene el Servicio Nacional de Aduanas para pronunciarse se informó que se aumenta de 50 a 90 días, precisando que de esta forma se iguala al mismo plazo que tiene el SII para resolver.

El Honorable Senador señor Coloma observó que ese último cambio no podría ser visto como un ajuste particularmente en beneficio del contribuyente. 

El señor Riquelme continuó explicando que, de acuerdo a la redacción vigente de la norma, la presentación de la reposición no interrumpirá el plazo para la interposición de la reclamación judicial, lo que claramente perjudica al contribuyente. Destacó que en este punto se busca reemplazar el término “no interrumpirá” por “suspenderá”.

Adicionalmente, informó que en la indicación número 53 de autoría del Ejecutivo se agregan dos literales nuevos, para dejar completamente uniformado el presente recurso de reposición con el contemplado en el Código Tributario, permitiéndole al Servicio Nacional de Aduanas no dar audiencia en aquellos casos cuando el recurso sea declarado inadmisible o cuando sea acogido completamente por el Servicio de Aduanas. Precisó que también se añade en una de estas nuevas letras que la prueba rendida deberá apreciarse fundadamente.

Reiteró que las modificaciones que se proponen van justamente en la línea de igualar la regulación del artículo 121 de la Ordenanza de Aduanas con el artículo 123 bis del Código Tributario. Por lo anterior, destacó que, teniendo en consideración los ajustes propuestos, se favorece que más temas puedan ser resueltos en nivel administrativo, reduciendo la judicialización de ciertas materias.

Dicho lo anterior, afirmó que, al menos en opinión del Ejecutivo, las indicaciones presentadas por el Senador Chahuán debían ser rechazadas.

El Honorable Senador señor Coloma consultó sobre el sentido de la letra a) del numeral 7 del artículo 5 del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional, que intercala entre el guarismo “117” y la coma que le sigue, la frase “, excepto en los casos a que se refiere el párrafo segundo de la letra b)”.  

El señor Riquelme respondió que dice relación con que no se pueda litigar dos veces respecto de lo mismo, en el entendido que no se puede reponer cuando ya existió una sentencia definitiva que se pronunció al respecto. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó si está la posibilidad de interponer este tipo de recursos de manera digital. 

El señor Riquelme contestó que tanto en el SII como en el Servicio Nacional de Aduanas se permite la presentación digital, sin que aquello sea un requisito obligatorio. 

El Honorable Senador señor Coloma inquirió si el cambio de plazo de 50 a 90 días para la resolución por parte del Servicio Nacional de Aduanas es realmente un cambio necesario de hacer. 

El señor Riquelme contestó que si se recoge la experiencia previa del SII, donde el plazo era de 50 días, la totalidad de los recursos de reposición se terminaban rechazando por falta de tiempo para pronunciarse. Agregó que, por lo anterior, se consideró en la ley N° 21.210, que moderniza la legislación tributaria, subir el plazo de 50 a 90 días para el SII, limitándose en el presente proyecto de ley a armonizar las mismas reglas entre los servicios antes aludidos. 

--Puesta en votación la indicación número 50, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra. Con la misma votación se rechazaron las indicaciones números 51 y 52.

Letra b) 

Reemplaza en su literal a) la palabra “quince” por “treinta”.
En la letra b) del numeral 7 recayó la indicación número 51, del Honorable Senador señor Chahuán, para eliminarla.

El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 50. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 51 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Letra c) 

Reemplaza en su literal b) la palabra “cincuenta” por “noventa”.

En la letra c) del numeral 7 recayó la indicación número 52, del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirla.
El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 50. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 52 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

o o o o o

La indicación número 53, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación de la letra d), la siguiente letra, nueva: 

“…) Agréganse, a continuación del literal c), los siguientes literales d) y e), nuevos: 

“d) Durante la tramitación de la reposición administrativa deberá darse audiencia al contribuyente para que diga lo propio a sus derechos y acompañe a dicha audiencia los antecedentes requeridos que sean estrictamente necesarios para resolver la petición. No deberá darse esta audiencia cuando el recurso sea declarado inadmisible o cuando sea acogido completamente por el Servicio de Aduanas.

e) La prueba rendida deberá apreciarse fundadamente.”.”.
Los planteamientos formulados con ocasión de esta indicación se encuentran recogidos en el debate contenido en la indicación número 50.
--Puesta en votación la indicación número 53, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.
o o o o o

Numeral 8

Reemplaza el artículo 125 por el siguiente: 

“Artículo 125.-Se formará el proceso en soporte electrónico con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio.

Para ello el Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como Expediente o Carpeta Electrónica. La conservación y respaldo periódico de los registros estará a cargo de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.  

Se formará la carpeta electrónica con los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio. Estos antecedentes serán registrados y conservados íntegramente en orden sucesivo conforme a su fecha de presentación. El Sistema numerará automáticamente cada pieza del expediente en cifras y letras. Se exceptúan las piezas que por su naturaleza no puedan agregarse o que por motivos fundados se manden reservar fuera del expediente. 

Durante la tramitación sólo las partes podrán imponerse de los autos del proceso. Esta limitación no comprende las sentencias definitivas de primera instancia, las cuales deberán ser publicadas por la Unidad Administradora del Tribunal y mantenerse a disposición permanente del público en el sitio electrónico de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.  

En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o pieza del proceso, el trámite se cumplirá enviando la correspondiente comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder a través del Sistema. Lo mismo se aplicará cada vez que la ley ordene la remisión, devolución o envío del proceso o de cualquiera de sus piezas a otro tribunal.”.
o o o o o

La indicación número 54, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega el siguiente inciso final, nuevo:

“Ninguna pieza del expediente electrónico podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el Tribunal que conoce de la causa. Las partes efectuarán sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, y cargarán sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente. No obstante lo anterior, y atendido el volumen de los antecedentes, el Tribunal siempre podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen al proceso sean presentados en forma física, ya sea en formato físico propiamente tal, o bien a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónico. Lo anterior podrá ser solicitado por las partes en el mismo caso. Si los documentos se presentan materialmente en el Tribunal, quedarán bajo la custodia del Secretario abogado, y deberá dejarse constancia de ello en el expediente electrónico.”.

La señora Ministra (S) informó a los señores Senadores que la indicación objeto de estudio es una norma de armonización con el Código Tributario, considerando que en dicho cuerpo normativo se permiten expedientes electrónicos a propósito de causas judiciales. Por lo anterior, resaltó que se busca aprobar una disposición del mismo tenor para el Servicio Nacional de Aduanas. 

--Puesta en votación la indicación número 54, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.
o o o o o

Numeral 11

Modifica el artículo 128 bis en el sentido que señala.
Letra c)

En su ordinal i agrega en el inciso quinto, después de la palabra “Director” la expresión “Nacional de Aduanas”, las dos primeras veces que aparece.

En el ordinal i de la letra c) recayó la indicación número 55, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“i. Reemplázase la palabra “Director”, las dos veces que aparece, por la frase “abogado que represente al Servicio de Aduanas”.
La señora Ministra (S) expresó que además de homologar una redacción respecto de algo que ya existe para el SII, también ocurre que en momentos de conciliación el hecho que sea sólo el Director o Directora Aduanas el autorizado a conciliar, entorpece la toma de decisiones, por lo que apuntó que mediante la presente indicación se modifica el texto para que sea un abogado que represente al Servicio de Aduanas el que pueda participar. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó si podría ser visto el cambio propuesto como una especie de retroceso, ya que es distinto a que una decisión sea tomada por el Director del Servicio Nacional de Aduanas que por un abogado representante. 

El señor Riquelme pidió tener presente que respecto del texto del proyecto de ley ya aprobado en la Cámara de Diputados se establece que el Director Nacional, mediante resolución fundada, establecerá los criterios generales para aceptar las bases de arreglo para una conciliación. 

Refirió que el cambio propuesto apunta a que esté facultado para conciliar el abogado que representa al Servicio Nacional de Aduanas que asiste a la respectiva audiencia y así evitar que estas conciliaciones fracasen al carecer de facultades. 

--Puesta en votación la indicación número 55, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.
Numeral 14

Modifica el artículo 140 de la siguiente manera: 

a) Intercala en la letra a), entre la palabra “desaduanamiento” y el punto y coma que le sigue, la frase “, aun cuando se encuentren pagados los derechos, impuestos y gravámenes”. 

b) Reemplaza en la letra b) la frase “cancelado los derechos de Aduana” por “pagado los derechos, impuestos y gravámenes”.
En este numeral recayó la indicación número 56, del Honorable Senador señor Pugh, para suprimirlo. 

La señora Ministra (S) resaltó que el artículo 140 de la Ordenanza de Aduanas, cuyos cambios en el proyecto de ley se buscan suprimir mediante la presente indicación, establece cuando se presumen abandonos de mercancías y especies.

La señora Directora expresó que la norma tiene como finalidad darles algún destino a las mercancías que, habiéndose pagado los derechos, no son retiradas, por lo que se busca que se les aplique el mismo plazo de abandono que aquel se carácter expreso.

Hizo presente que actualmente la normativa contempla que las mercancías que ingresan al país, no habiendo sido importadas, tienen un plazo de 90 días para que se les pueda dar un destino definitivo. Relató que hay un caso particular en que las mercancías, luego de haberse pagado los derechos correspondientes, nadie se presenta a retirarlas, obligando al Servicio Nacional de Aduanas, sin plazo alguno, a retenerlas sin poder darles un destino. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si acaso existen muchos casos donde, una vez pagados los derechos, impuestos y gravámenes correspondientes, igualmente estas mercancías no se retiren. De igual manera consultó, en caso que aquello fuese efectivo, cómo podría explicarse.

La señora Directora respondió que en muchos de estos supuestos los impuestos pueden estar pagados antes de que las mercancías ingresen al país. Acotó que sobre el 70% de los casos se provisiona anticipadamente el pago de los derechos para que, una vez cumplido todos los procedimientos aduaneros, sean liberados lo más rápido posible de las zonas primarias. 

Mencionó que frente a determinados problemas que puedan surgir en el proceso, para el dueño de la mercancía será más caro devolver la mercancía a su país de origen que retirarla, por lo que informó que estas personas suelen no presentarse más ante el Servicio Nacional de Aduanas para subsanar las correspondientes observaciones o reparos.

--Puesta en votación la indicación número 56, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.
Numeral 16

Agrega, a continuación del artículo 152, el siguiente artículo 152 bis, nuevo:

“Artículo 152 bis.- Las mercancías que sean objeto de una investigación penal por más de un año, podrán ser declaradas susceptibles de destrucción. Antes de ello, se dejará una muestra representativa y se informará al Ministerio Público o al tribunal respectivo. El Ministerio Público tendrá un plazo de 5 días hábiles para oponerse, contado desde la recepción de dicha información.”.
En el artículo 152 bis propuesto en el numeral 16 recayó la indicación número 57, del Honorable Senador señor Chahuán, para reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 152 bis.- Las mercancías que sean objeto de una investigación penal por más de un año, serán declaradas desiertas para todos los efectos legales a que haya lugar y, consiguientemente, susceptibles de ser destruidas, dando cuenta de su resultado al Ministerio Público y al Tribunal respectivo.”.
-- La indicación número 57 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.

o o o o o

La indicación número 58, de Su Excelencia el Presidente de la República, intercala, a continuación del numeral 16, el siguiente numeral, nuevo:

“…) Agrégase, en el artículo 153, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el operador de comercio exterior podrá destruir, a su costa, las mercancías que se encuentren almacenadas en sus recintos, previa autorización del Director Nacional y en presencia de Aduanas, debiendo levantarse acta del procedimiento, dejando constancia de las mercancías destruidas.”.”.
El señor Riquelme apuntó que el nuevo numeral propuesto en la indicación número 58 le permite al almacenista, previa autorización del Director Nacional y en presencia de un funcionario de Aduanas, destruir, a su costa, las mercancías que se encuentren almacenadas en sus recintos.

Expresó que esta posibilidad les permitirá a los almacenistas desocupar sus propios recintos, respecto de los cuales tienen que esperar que se pueda realizar una subasta que financie la destrucción de los productos. Sobre el particular, resaltó que el contenido de la indicación nace con ocasión de una solicitud de los propios almacenistas. 

La señora Ministra (S) precisó que el sentido de la presente indicación debe ser analizada en complemento con lo discutido previamente sobre mercancías declaradas en abandono. Señaló que pueden encontrarse estas mercancías en sus almacenes, aun habiéndose pagado los derechos correspondientes por parte de los contribuyentes, sin que hayan sido retiradas, por lo que los almacenistas también se verán en la necesidad de despejar sus almacenes, encontrándose interesados en la destrucción de estas mercancías, cumpliendo con los requisitos que exige la propia indicación. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó si es posible darles algún uso a estas mercancías, antes de proceder a su destrucción. 

La señora Ministra (S) contestó que en lo que respecta al uso, debe estarse al proceso de subasta de Aduanas, sin perjuicio que pueden existir otras posibilidades, como podría ser que estás mercancías pudiesen ser donadas. 

}
--Puesta en votación la indicación número 58, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García.
o o o o o

Numeral 17

Modifica el artículo 174 de la manera que señala.

Letra b)

Agrega, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero y así sucesivamente:

“Salvo lo dispuesto en el artículo 169, los errores en la destinación aduanera de exportación en relación con el origen, peso, cantidad, contenido, valor o clasificación arancelaria, serán sancionados con una multa de hasta el 2% del valor aduanero de la mercancía, con un mínimo de 10 y un máximo de 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reiteración el máximo de la multa se elevará hasta 200 unidades tributarias mensuales. Se entenderá que existe reiteración cuando se incurra en cualquiera de las conductas señaladas en este inciso en más de un ejercicio comercial anual.”.
En la letra b) del numeral 17 recayó la indicación número 59, del Honorable Senador señor Chahuán, para suprimirla. 

El señor Riquelme manifestó que el Ejecutivo estaría de acuerdo con que la referida indicación fuese aprobada, siempre y cuando se rechace la letra a) del numeral 17 del artículo 5 del proyecto de ley. Observó que lo que se estaba eliminado en la letra a) pasaba a estar regulado en el inciso segundo pues, de lo contrario, la norma de quedaría sin sanción. 

Por lo anterior, apuntó que para que todo quede tal cual, debe rechazarse también la letra a).

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente respecto de la actual letra c) del texto del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional que, de votarse favorablemente las dos materias, pasaría a quedar sin número.
--Puesta en votación la indicación número 59, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García. 
Numeral 18
Modifica el artículo 176 de la manera que indica.

Letra a)

Reemplaza en la letra a) el número “5” por “10”. 
En la letra a) del numeral 18 recayeron las indicaciones números 60, 61 y 62, de Su Excelencia el Presidente de la República, del Honorable Senador señor Chahuán, y del Honorable Senador señor Pugh, para suprimirla.
La Comisión trató conjuntamente las indicaciones números 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73 y 74. 
La señora Ministra (S) dio cuenta que en el trabajo con los grupos de asesores se determinó que podían existir multas cuyo aumento podía ser considerado muy elevado, mientras que en otros casos podían no estar justificadas. 

Observó que producto del proceso de revisión, el Ejecutivo formuló las indicaciones número 60 y 64 para que se supriman ciertos cambios alusivos a las multas. Con todo, aclaró que lo que no están proponiendo suprimir es lo consignado en el texto del proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional y que está siendo objeto de supresión por las indicaciones números 70, 71 y 72, pues en estos últimos casos, de aprobarse la supresión, no se estaría considerando ningún tipo de multa.

Adelantó que respecto a las indicaciones números 67 y 68, que buscan suprimir la agregación de las nuevas letra p) y q) al artículo 176 de la Ordenanza de Aduanas, desde la óptica del Ejecutivo y con ocasión de la presentación de la indicación número 69, se consideró adecuado fijar una multa de hasta el 50% del valor aduanero de las mercancías en la letra p), cuestión que también podía resultar adecuado extenderlo a la letra q).

No obstante lo anterior, manifestó que aún si se considera que ese porcentaje es muy alto se podía fijar un porcentaje mejor, de un 25%, tanto en las letras p) y q), contribuyendo a que las multas sean más acordes al tipo de falta asociada.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó a los representantes del Ejecutivo explicar aquellos supuestos de allanamiento que se recogen en el texto y que pueden reducir todavía más la aplicación de la multa.

El señor Riquelme respondió que cuando el contribuyente se allana no se puede aplicar más allá del 10% de la multa, y que lo que se está haciendo en el presente proyecto de ley es subir ese porcentaje hasta un 20%, sin que aquello pueda entenderse como un aumento desproporcionado. 

Dio cuenta que, de aprobarse los últimos cambios de las letras p) y q), de mediar el allanamiento, el porcentaje de la multa terminaría siendo el 20% del 25% del valor aduanero de la mercancía, lo que calificó como una reducción sustantiva de las multas en caso de allanamiento de los contribuyentes.

La señora Ministra (S) agregó que, en lo que respecta a la indicación número 63, sin perjuicio que podría discutirse su admisibilidad, al pretender que se elimine la letra b) del numeral 18 del artículo 5 del proyecto de ley que, a su vez, suprime el doble circuito (luz roja luz verde), pasa por alto que actualmente en los aeropuertos las maletas son revisadas a través de rayos X, dejando sin aplicación el doble circuito antes señalado y la lógica aleatoria de la luz verde y la luz roja.

El Honorable Senador señor Coloma se mostró de acuerdo con la última alternativa de solución del Ejecutivo respecto de la indicación número 69.

-- En votación, las indicaciones números 60, 61 y 62, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Letra b)

Elimina en la letra m) la frase “de doble circuito (luz roja luz verde)”.
En la letra b) del numeral 18 recayó la indicación número 63, del Honorable Senador señor Chahuán, para eliminarla

-- En votación, la indicación números 63 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Letra c)

Reemplaza en la letra ñ) el número “5” por “10”.
En la letra c) del numeral 18 recayeron las indicaciones números 64, 65 y 66, de Su Excelencia el Presidente de la República, del Honorable Senador señor Chahuán, y del Honorable Senador señor Pugh, para suprimirla.

-- En votación, las indicaciones números 64, 65 y 66 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Letra d) 

Agrega, a continuación del literal o), los siguientes literales p) y q), nuevos:

“p) Retirar o permitir el retiro de mercancías desde los recintos de depósito aduanero, o entregarlas, sin que se hayan cumplido todas las obligaciones legales, reglamentarias y administrativas, exigidas para dicho retiro, con multa de hasta una vez el valor aduanero de dichas mercancías.

q) En los regímenes suspensivos de derechos de admisión temporal, almacén particular y depósito, se sancionará con multa de hasta una vez el valor aduanero de las mercancías, el almacenar o depositar las mercancías en un lugar distinto al declarado, la no cancelación o cancelación extemporánea de los citados regímenes.”.
En la letra d) del numeral 18 recayeron las siguientes indicaciones:

1) Las indicaciones números 67 y 68, del Honorable Senador señor Chahuán, y del Honorable Senador señor Pugh, , para suprimirla.

2) La indicación número 69, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar en el literal p) propuesto la expresión “una vez el”, por la siguiente frase: “el cincuenta por ciento del”.
-- En votación, las indicaciones números 67 y 68 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

-- En votación, la indicación número 69 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Numeral 19

Reemplaza en el inciso cuarto del artículo 185 la expresión “10%” por “20%”.
En este numeral recayeron las indicaciones números 70 y 71, del Honorable Senador señor Chahuán, y del Honorable Senador señor Pugh, para suprimirlo.
-- En votación, las indicaciones números 70 y 71, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra. Con la misma votación se rechazó la indicación número 72.

Numeral 20

Modifica el artículo 186 de la manera que señala.

Letra a) 

Reemplaza en el inciso primero el guarismo “10%” por “20%”.
En la letra a) del numeral 20 recayó la indicación número 72, del Honorable Senador señor Chahuán, para eliminarla

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 72 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

Numeral 21

Agrega, en el artículo 187, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El monto señalado en el inciso anterior será de 11 unidades tributarias mensuales, respecto de las multas impuestas en virtud de lo dispuesto en las letras a) y ñ) del artículo 176.”.
En este numeral recayeron las indicaciones números 73 y 74, del Honorable Senador señor Chahuán, y del Honorable Senador señor Pugh, para suprimirlo.

-- En votación, las indicaciones números 73 y 74 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

o o o o o

La indicación número 75, del Honorable Senador señor Chahuán, para incorporar, a continuación del numeral 21, el siguiente numeral, nuevo:

“…. Reemplázase el inciso segundo del artículo 199, por el siguiente:

“El consignatario en las importaciones y el consignante de las exportaciones responderán por el valor total de las multas que se deriven de las contravenciones que se producen en sus despachos aduaneros. Con todo, si el error es atribuible a otro actor, tendrán derecho a repetir en contra del autor de la falta.”.”.
La señora Ministra (S) explicó que en opinión del Ejecutivo esta indicación sería inadmisible, puesto que se relaciona con el Agente de Aduana quien tiene delegada una función pública.

Además de lo anterior, estimó que esta indicación plantea un problema porque va contra el contribuyente que a su vez paga el servicio de un Agente de Aduanas, sin embargo, la indicación propone que el consignatario en las importaciones y el consignante responderá del valor total de las multas.

El Honorable Senador señor Lagos observó que sobre ciertos umbrales del comercio exterior el contribuyente está contar con los servicios de un Agente de Aduana y lo que establece el inciso segundo del artículo 199 es que será el Agende de Aduana el responsable por los errores que se puedan cometer, y si por alguna razón el error no es atribuible al Agente de Aduana sino a quien solicitó el servicio de exportación o de importación podrá repetir y lo que hace la indicación del Senador Chahuán es lo inversa.

--Puesta en votación la indicación número 75, fue rechazada por cuatro votos en contra, de los Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, Lagos y Saavedra, y la abstención del Honorable Senador señor García.

o o o o o

Numeral 23

Agrega, a continuación del artículo 202, el siguiente artículo 202 bis, nuevo:  

“Artículo 202 bis.- La responsabilidad disciplinaria prescribe en el plazo de 3 años contados desde el incumplimiento de la obligación y se interrumpe con la notificación del inicio del procedimiento al afectado. La comisión de un nuevo incumplimiento, dentro del mismo ejercicio comercial, hará perder el tiempo de prescripción transcurrido.”.
En el artículo 202 bis propuesto en el numeral 23 recayó la indicación número 76, del Honorable Senador señor Chahuán, para sustituir la expresión “3 años” por “2 años”.
La señora Ministra (S) expresó que en este caso se trata de la responsabilidad disciplinaria respecto de alguien a quien se delega una función pública y equivale al procedimiento administrativo en que se establecen distintos tipos de sanción de tal manera que no hace referencia a las multas ni a los procesos propios de fiscalización del Servicio Nacional de Aduanas respecto de cualquier contribuyente.

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que para el caso de las multas se estableció el plazo de prescripción de dos años y no observó inconvenientes de mantener ese criterio respecto de esta materia.

Observó que se pretende establecer un nuevo plazo de prescripción de tres años que de acuerdo a la indicación del Senador Chahuán se acortaría a dos respecto de la responsabilidad disciplinaria.

La señora Directora añadió que se busca armonizar esta disposición con la responsabilidad por los actos u omisiones penados por la Ordenanza de Aduanas, cuya prescripción ocurre en el plazo de tres años de acuerdo al artículo 170 de dicha normativa.

El Honorable Senador señor Coloma recalcó que esta es una norma nueva y por lo tanto crea una nueva responsabilidad y establece un plazo de prescripción.

La señora Directora expresó que la norma armoniza con las otras responsabilidades y el plazo de tres años se fija de ese modo atendido que el artículo 170 lo contempla de esa forma también.

El Honorable Senador señor Saavedra reparó en que si existe un estatuto que establece el plazo de tres años para la prescripción, ello luego puede tener algún efecto en el Servicio Nacional de Aduanas con funcionarios que se vean afectados por estas situaciones disciplinarias de modo que expresó estar de acuerdo con armonizar las normas.

-- En votación, la indicación número 76 fue rechazada con tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores García, Lagos y Saavedra, y con dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Coloma y Cruz-Coke. 

o o o o o

La indicación número 77, del Honorable Senador señor Chahuán, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 202 bis propuesto:

“Cuando la sanción aplicable sea de multa el afectado podrá autodenunciarse o allanarse, en tal caso la sanción a aplicar no podrá ser superior a un 10% de la máxima legal.”.
-- La indicación número 77 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión. 

o o o o o
ARTÍCULO 6
Introduce modificaciones en el artículo 9 de la ley N° 21.420, que reduce o elimina exenciones tributarias que indica.
Numeral 4

Agrega, a continuación del inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser inciso séptimo y así sucesivamente:

“Tampoco se afectarán con este impuesto los yates que, además de cumplir con las características mencionadas en el número 3 anterior, cumplan con los siguientes requisitos copulativos: (i) que su principal medio de propulsión sea la vela. Se entiende por tales por tales aquellos que se encuentren diseñados para propulsarse a vela y que conservan el uso de este elemento, en los que el empleo de un motor solo cumple un rol secundario o de apoyo; (ii) que correspondan a modelos aceptados dentro del ciclo olímpico; y (iii) que hayan sido efectivamente empleados por deportistas de alto rendimiento en una o más regatas oficiales realizadas durante el año anterior al devengo del impuesto. Para estos efectos, la Subsecretaría del Deporte deberá informar anualmente al Servicio de Impuestos Internos qué modelos de yates son aceptados en el ciclo olímpico. Asimismo, otorgará a los deportistas que así lo requieran un certificado que dé cuenta de la embarcación utilizada y remitirá anualmente al Servicio de Impuestos Internos los certificados emitidos. 

Para efectos de este artículo, la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante deberá establecer los mecanismos que le permitan mantener la información actualizada de todos los yates independiente de su valor o características.”.
En el inciso quinto propuesto en el numeral 4 recayó la indicación número 78, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar, entre la expresión “(iii)” y la frase “que hayan sido efectivamente empleados”, la siguiente frase: “que tengan un peso igual o inferior a mil quinientos kilos o que, teniendo un peso mayor, pero nunca superior a tres mil kilos,”.
La señora Ministra (S) explicó a los señores Senadores que la ley N° 21.420, que reduce o elimina exenciones tributarias que indica, estable un impuesto anual a beneficio fiscal de tasa 2%, más conocido como “impuesto al lujo”, el que ha tenido una serie de problemas en su aplicación, dando cuenta que el reglamento de la mentada ley no ha podido ser dictado, ya que algunos ámbitos de la ley no se encuentran lo suficientemente precisos, los que impidieron que la Contraloría General de la República tomara razón de la propuesta de reglamento que elaboró el Ejecutivo, al informar que se requerían de cambios y precisiones a nivel legal. 

Continuó informando que lo anterior quedó recogido en la presente iniciativa legal, ya aprobada en primer trámite constitucional, al cambiar la frase “precio corriente en plaza” por “valor normal de mercado”, o bien, consignando que la Dirección General de Aeronáutica Civil, la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y el Servicio de Registro Civil e identificación deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste determine mediante resolución, los aviones y helicópteros; yates; y, automóviles, station wagons y vehículos similares, dentro de su competencia.

Dio cuenta que no se precisa en la actual ley que estos organismos debían informar, lo que ha derivado que no todos informen en tiempo y forma. 

Enseguida, destacó como un tema importante en la misma materia el numeral 4 del artículo 6 del proyecto de ley, que está siendo objeto de indicación. Expresó que esta parte del texto hacía una remisión al número 3 del artículo 9 de la ley N° 21.420, alusiva a los yates. Precisó que en ese número 3, quedaban exceptuados de la aplicación de la norma, aquellos yates cuyo principal medio de propulsión sea la vela y sean utilizados por deportistas en sus actividades deportivas, de acuerdo con las normas que determine el reglamento de dicho artículo, destacando que el referido reglamento es el que a la fecha ha presentado mayores problemas, ante las dificultades de definir qué se entiende por deportistas o actividad deportiva. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó sobre aquella parte del texto, aprobado por la Cámara de Diputados, y que no fue objeto de indicación, específicamente en lo que dice relación con la solidaridad del pago del impuesto respecto de copropietarios de bienes muebles, como ocurriría con un avión. 

Dicho lo anterior, procedió a dar lectura al número 6 del artículo 6 del proyecto de ley, que recoge la materia objeto de consulta. Observó que tal exigencia no estaba recogida en la legislación vigente.

El señor Riquelme respondió que a través de la iniciativa legal objeto de estudio se busca corregir las deficiencias que tiene la norma, pues ésta dejó la mayoría de las definiciones al reglamento, considerando que hay varios temas, como el presente, que no deben ser resueltos mediante un reglamento, sino que en la ley. Enseguida, informó que la regla general es la solidaridad cuando se es copropietario y existe una obligación tributaria, sin perjuicio que quien pague tenga el derecho de repetir respecto a los demás copropietarios. 

Recalcó que producto de las dificultades se estaba generando una situación no regulada al momento de buscar cobrar impuestos a los copropietarios, sumado a que dicha problemática no podía ser resuelta mediante reglamento. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si la regla general es que, ante supuestos de casos con copropietarios, éstos sean solidariamente responsables respecto al pago de impuestos.

El señor Ramírez contestó que efectivamente aquella es la regla general, lo que queda reflejado, a modo de ejemplo, en el artículo 26 de la Ley sobre Impuesto Territorial, que dispone exactamente lo mismo. Procedió a dar lectura a su inciso primero, el cual es del siguiente tenor: “Cuando una propiedad raíz pertenezca a dos o más dueños en común, cada uno de ellos responderá solidariamente del pago de los impuestos, sin perjuicio de que éstos sean divididos entre los propietarios, a prorrata de sus derechos en la comunidad.”.

Hizo presente que como el denominado impuesto al lujo no forma parte de la Ley sobre Impuesto Territorial, se hace necesario incorporar una norma expresa en ese otro cuerpo legal. Por lo anterior, reiteró que el principio de que los copropietarios son solidariamente responsables, con derecho a repetir, ya es algo que expresamente se recoge en la legislación vigente en otros ámbitos. 

El Honorable Senador señor Coloma dio cuenta que, de las palabras del señor Ramírez, debía concluirse que se trataría de una regla general, por lo que para el caso en específico era necesario explicitarlo.

El Honorable Senador señor Lagos observó que se está aplicando el mismo criterio respecto de bienes muebles que se tiene con ocasión de los bienes inmuebles, en la medida que su propiedad sea compartida. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si sobre los bienes muebles también rige la solidaridad al momento de tener que pagar impuestos. 

El señor Ramírez respondió que de momento no cuentan con otro impuesto de carácter patrimonial, como sería el denominado impuesto al lujo, que grava específicamente a helicópteros, yates, aviones y vehículos. 

El Honorable Senador señor Lagos planteó que pueden existir casos de bienes muebles donde se genera una solidaridad, como ocurre con una herencia.

El Honorable Senador señor Coloma aclaró que formuló la referida consulta pensando en los clubes aéreos. 

El señor Ramírez precisó que la situación de los clubes aéreos ya ha sido tratada por el Servicio el año 2023, estableciéndose que si cumplen ciertas condiciones opera una exención de la ley N° 10.502, del año 1952, todavía vigente, al eximirse de impuestos a los que se encuentren afiliados a la Federación Aérea de Chile, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 4 del referido cuerpo legal. 

Por lo anterior, sostuvo que en lo que respecta a la situación de los aviones pertenecientes a clubes aéreos, aquello ya se encuentra resuelto.   

El Honorable Senador señor Cruz-Coke preguntó la razón que se cambie el tonelaje de los yates respecto del peso recogido en el texto aprobado en general, así como también que se estén considerando a aquellos yates que efectivamente hayan sido empleados de manera regular o sistemática en un calendario anual de campeonato de una clase federada, realizada durante el año anterior al devengado del impuesto.

Asimismo, consultó si este impuesto al lujo supone una recaudación significativa para el Fisco. 

La señora Ministra (S) respondió que en el número 3 del artículo 9 del Código Tributario se establece que aquellos yates que tengan un precio mayor a 122 unidades tributarias anuales pagan el impuesto de la ley N° 21.240, pudiendo exceptuarse los que fueren utilizados por deportistas en sus actividades deportivas, cuyo principal medio de propulsión sea la vela. 

Resaltó que cuando se trabajó en el reglamento asociado no se contaba con una definición de deportista y que el concepto que podía manejarse al efecto del Ministerio del Deporte estaba dirigido más bien a aquellos deportistas de alto rendimiento, pero que navegan en veleros donde todos ellos cuestan menos de 122 unidades tributarias anuales, ya que el deporte olímpico es en un tipo de embarcación que en la realidad no se le aplica el impuesto al lujo.

Observó que cuando se diseñó la ley no se pensó realmente en un deportista de alto rendimiento, sino que más bien en un deportista amateur. 

Enseguida aclaró que lo que está siendo gravado es el bien mueble, en este caso el velero, y no la persona. 

Por lo anterior, informó a los señores Senadores que como Ejecutivo trabajaron en un nuevo texto ajustado de la indicación número 78, procediendo a dar lectura a su contenido. Resaltó que la indicación está dirigida a exceptuar la aplicación del impuesto al lujo a ciertos veleros. Asimismo, destacó que se trabajó para proporcionar una definición legal de yate.

El Honorable Senador señor Curz-Coke observó que, de cambiarse la ley, rápidamente debiese aprobarse el nuevo reglamento.

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que la ley N° 21.240 surgió con ocasión del financiamiento de la Pensión Garantizada Universal a comienzos del año 2022, sin que todavía haya sido posible dictar el reglamento que mandataba la ley.

Dicho lo anterior, expresó que, según entiende, hasta la fecha igualmente se ha cobrado el referido impuesto al lujo, pese a que aún no se cuenta con un reglamento aprobado. 

La señora Ministra (S) respondió que, al contemplarse una definición legal más certera de yate, sumado a que se está estableciendo que la Dirección General del Territorio Marítimo debe contar con un registro, lo que ya se encuentra aprobado en primer trámite constitucional, permitirá la aplicación del correspondiente impuesto, sin la necesidad de dictar un reglamento. 

Resaltó que con el cambio propuesto se entrega precisión y certeza jurídica respecto a qué se entiende por actividad deportiva, para que la excepcionalidad que planteó el legislador en su momento se mantenga como tal y no derive en una regla general.

El señor Director (S) acotó que el impuesto al lujo actualmente se está cumpliendo, ya que están pagando los aviones, helicópteros y vehículos. Respecto a los yates precisó que algunos pagan y otros no, por lo que expresó que con el cambio propuesto se regularizará la situación para que todos los que correspondan tengan que pagar. 

El Honorable Senador señor Coloma observó que en la norma general se sujetaba el pago del impuesto a la dictación del reglamento, mientras que en lo que se está perfeccionando no habría ninguna mención a la dictación del reglamento.

La señora Ministra (S) respondió afirmativamente, aclarando que en el texto que se aprobó en la Cámara de Diputados ya se había eliminado la remisión al reglamento. 

-- En votación, la indicación número 78 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.
ARTÍCULO 8
Modifica el artículo vigésimo tercero de la ley N° 21.210, que Moderniza la legislación tributaria en el sentido que señala. 
o o o o o

La indicación número 79, de Su Excelencia el Presidente de la República, intercala, a continuación del numeral 2, el siguiente numeral, nuevo:

“…) Agrégase, en el artículo 7, el siguiente literal o), nuevo, readecuándose el orden correlativo de los literales siguientes: 

“o) Dar cuenta de su gestión ante la Comisión de Hacienda del Senado, de forma anual.”.”.  
La Comisión discutió en forma conjunta las indicaciones 79, 80, 81, 41H y 82.

El señor Riquelme explicó a los señores Senadores que pueden identificarse tres indicaciones que versan sobre cambios sustantivos, mientras que las dos indicaciones restantes representan más bien ajustes de forma. 

Mencionó que dentro del primero grupo la indicación número 79 busca que el Defensor dé cuenta de su gestión ante la Comisión de Hacienda del Senado de forma anual, lo que, en consecuencia, representa una facultad nueva. 

Puntualizó que la segunda de estas indicaciones es la indicación número 41H, que faculta a la Defensoría del Contribuyente para informar a la Comisión de Hacienda del Senado el resultado de las gestiones que hubiere efectuado al Servicio de Impuestos Internos, Servicio Nacional de Aduanas y Servicio de Tesorerías.

Agregó que la tercera indicación de este grupo, específicamente la indicación número 82, tiene por objetivo fundamentalmente que la Defensoría del Contribuyente acuerde medidas de coordinación y cooperación con la Subdirección de Asistencia del Contribuyente del Servicio de Impuestos Internos, en el entendido de que tienen facultades similares. 

A continuación, dio cuenta de que hay otras dos indicaciones que son meros ajustes de texto, por errores que tenía el texto aprobado por la Cámara de Diputados, que dicen relación con referencias del procedimiento judicial. Apuntó que en la indicación número 80, así como también en la indicación número 81, se corrige una referencia pues, donde dice Libro IV del Código Tributario, debe decir Libro III. Agregó que en la misma indicación número 81, además de realizar la mentada corrección, se agrega una remisión a la Ordenanza de Aduanas. 

El Honorable Senador señor Coloma preguntó al señor Ministro sobre el rol actual de la Defensoría del Contribuyente, ya que varios invitados durante la discusión en general de la iniciativa legal aconsejaron fortalecerla para que de esta manera pudiese favorecerse a los contribuyentes.

Observó que las indicaciones comentadas por el señor Riquelme son básicamente de información, por lo que consultó por los esfuerzos para robustecer efectivamente a la Defensoría del Contribuyente, pues llamó a no olvidar que suele existir una gran asimetría entre el SII y los contribuyentes. 

El señor Ministro respondió que lo descrito por el señor Riquelme son las indicaciones que se están haciendo al texto que ya viene aprobado por la Cámara de Diputados. Aclaró que en ese texto del proyecto de ley ya existen una serie de medidas para fortalecer la Defensoría del Contribuyente y que actualmente no están siendo objeto de indicaciones, las que tienen que ver con su rol en la información y la educación tributaria, así como también con incrementar sus recursos. 

El Honorable Senador señor Coloma refirió que en el nuevo escenario de cumplimiento de obligaciones tributarias resultaba aconsejable entender cómo se va a perfil la Defensoría del Contribuyente. 

La señora Subsecretaria precisó que gran parte del fortalecimiento de la Defensoría del Contribuyente está contenido en normas que ya fueron aprobadas en la Cámara de Diputados y que no fueron objeto de indicaciones, pues pudieron ser validadas en las instancias de mesas técnicas con los distintos equipos de asesores. 

Relevó que dentro de las atribuciones que se están incorporando está la de representar no solamente a los contribuyentes ante el SII, como actualmente acontece, sino que también ante el Servicio Nacional de Aduanas o la Tesorería General de la República. Acotó que está extensión fue una modificación altamente solicitada por parte de las Pymes. 

De igual manera, señaló que se contemplan normas de educación y aquellas que dicen relación con la entrega de información respecto de un contribuyente en particular. Al respecto, explicó que actualmente la Defensoría del Contribuyente no tiene acceso a información que está amparada en el secreto tributario respecto de un contribuyente que va a representar, por lo que se está contemplando otorgarle el acceso a esa información, si así ha sido solicitado por un contribuyente y ha requerido la asistencia de este organismo. 

Agregó que se contempla un acompañamiento a los contribuyentes cuando se inicia actividades, destacando que se trata de un proceso que no es siempre conocido por todas las personas. Acotó también que se está incluyendo la representación judicial de estos contribuyentes dentro de las nuevas herramientas que apuntan a fortalecer al citado servicio público. 

Finalmente, destacó que en el informe financiero N° 43, de fecha 29 de enero de 2024, se contemplan mayores recursos para la Defensoría del Contribuyente, cercanos a $1.500 millones, donde se consideran aumentos en la dotación de personal, además de gastos por concepto de bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros y respecto de otras iniciativas de inversión.

Refirió que el aumento de dotación que contempla el proyecto de ley es de 30 funcionarios, debiendo tener presente que actualmente la Defensoría del Contribuyente cuenta con 50 funcionarios, por lo que resaltó que representa un aumento de dotación importante. 

El Honorable Senador señor Coloma precisó que de todas formas sigue siendo una materia que amerita monitorear en lo sucesivo, para así poder contar con un adecuado fortalecimiento de la institución. 

El Honorable Senador señor García hizo presente que cuando se creó el referido organismo se estableció que los contribuyentes podían concurrir a las dependencias de las Intendencias Regionales, para que uno de sus funcionarios registrara la consulta o caso de la persona y procediera a transmitirla al Defensor del Contribuyente. Apuntó que aquello debe haber sido reemplazado por la actual Delegación Presidencial Regional respectiva.

Dicho lo anterior, consultó si estas instancias para canalizar las consultas de los contribuyentes han sido efectivas, considerando que cuando fue creada la Defensoría del Contribuyente hubo una gran expectativa sobre el rol que podía llegar a desempeñar. 

El señor Ministro precisó en primer término que la Defensoría del Contribuyente se ha hecho funcionar bajo la administración del actual Gobierno e informó que cuando asumió la presente administración se contaba con un Defensor nombrado, sin que hubiese mucho más que eso. 

Respecto a la inquietud del Senador García, contestó que la importancia de la presencia física se ha ido trasladando a las plataformas en línea, sin perjuicio de que sigue existiendo el canal presencial mencionado por el señor Senador.

La señora Subsecretaria, complementando las palabras del señor Ministro, contestó que el Consejo de la Defensoría del Contribuyente se eligió a través de Alta Dirección Pública y fue nombrado a fines del año 2023, al igual que su Subdirector. Por lo anterior, apuntó que desde el año 2024 es que el referido organismo tiene una dotación casi completa respecto de la dotación que se autorizó en el proyecto de ley que lo creó.

Sin perjuicio de lo anterior, se mostró disponible para hacer llegar en un futuro una presentación a los señores Senadores dando cuenta de cómo ha aumentado el accionar de la Defensoría del Contribuyente durante la presente administración. 

El Honorable Senador señor Coloma acotó que sería importante poder revisar cómo ha ido funcionando de manera presencial en las distintas regiones del país. 

--Puesta en votación la indicación número 79, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos. Con la misma votación se aprobaron las indicaciones números 80, 81, 41H y 82.
o o o o o

Numeral 11

Agrega, a continuación del artículo 57, los artículos 57 bis, 57 ter y 57 quáter, nuevos.

Artículo 57 bis propuesto
Señala textualmente lo siguiente:

“Artículo 57 bis.- La Defensoría podrá representar a los contribuyentes señalados en el artículo 44 en la interposición y tramitación ante los tribunales de justicia del reclamo por vulneración de derechos establecido en el párrafo 2º del Título III del Libro IV del Código Tributario y en el artículo 129 K  del decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que Aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda N° 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.”.
En el artículo 57 bis propuesto en el numeral 11, recayó la indicación número 80, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la expresión “IV” por “III”.
El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 79. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 80 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.
Artículo 57 quáter propuesto

Es del siguiente tenor: 
“Artículo 57 quáter.- En los juicios que represente a un contribuyente, la Defensoría deberá  efectuar todas las gestiones necesarias para la interposición, tramitación y ejecución del reclamo por vulneración de derechos establecido en el párrafo 2º del Título III del Libro IV del Código Tributario, hasta su total conclusión. En este sentido, podrá interponer todos los recursos ordinarios y extraordinarios que contempla dicho procedimiento, conciliar en los términos del artículo 132 bis del Código Tributario y proponer bases de un avenimiento extrajudicial ante el Director del Servicio de Impuestos Internos, según lo dispone el artículo 132 ter del Código Tributario.”.
En el artículo 57 quáter propuesto en el numeral 11, recayó la indicación número 81, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la frase “IV del Código Tributario”, por la siguiente: “III del Libro III del Código Tributario y en el artículo 129 k del decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda N° 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas”.
El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 79. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 81 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.
o o o o o
La indicación número 41H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega a continuación del numeral 12, el siguiente numeral nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes:

“13.  Agregase, en su artículo 65, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso final, nuevo: 

“La Defensoría podrá, asimismo, informar a la Comisión de Hacienda del Senado de la República el resultado de los oficios o comunicaciones que hubiere efectuado al Servicio de Impuestos Internos, Servicio Nacional de Aduanas y Servicio de Tesorerías en virtud del presente párrafo.”.”.

El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 79. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 41H fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.
o o o o o
Numeral 14

Intercala, en el artículo 70, entre las expresiones “Internos” y “para promover”, la frase “, el Servicio de Tesorerías y el Servicio Nacional de Aduanas”.
En este numeral recayó la indicación número 82, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente: 

“…. Modifícase el artículo 70 en el siguiente sentido: 

a) Intercálase, entre la palabra “Internos” y la frase “para promover”, la frase “, el Servicio de Tesorerías y el Servicio Nacional de Aduanas”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“En especial se deberán realizar reuniones donde se acuerden las medidas de coordinación y cooperación entre la Defensoría y la Subdirección de Asistencia del Contribuyente del Servicio de Impuestos Internos para fomentar la educación de los contribuyentes. Las medidas de coordinación y cooperación deberán ser publicadas en la página de internet de ambos organismos.”.”.
El debate suscitado con ocasión de esta indicación se encuentra consignado previamente, al haber sido discutida en conjunto con la indicación número 79. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 82 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos.
ARTÍCULO 9

Introduce modificaciones en el artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, que fija texto de la Ley orgánica del Servicio De Impuestos Internos y adecúa disposiciones legales.

o o o o o
La indicación número 42H, de Su Excelencia el Presidente de la República, antepone el siguiente numeral 1, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“1. Sustitúyese, el artículo 3°, por el siguiente: 

“Artículo 3°.- La Dirección Nacional estará constituida por las Subdirecciones Fiscalización, Jurídica y Normativa y por las Subdirecciones y Departamentos que establezca el Director con sujeción a la planta de personal del Servicio. 

Una de las Subdirecciones tendrá como objeto principal desarrollar políticas y programas especiales destinados a otorgar apoyo, información y asistencia a las empresas de menor tamaño a que se refiere la ley N° 20.416, y a otros contribuyentes de escaso movimiento económico, tales como los señalados en el artículo 22 de la ley sobre impuesto a la renta, con el objeto de facilitar su cumplimiento tributario. Además, una de las Subdirecciones tendrá como objeto principal la contraloría interna.”.”.
La Comisión discutió en forma conjunta las indicaciones 42H, 43H, 44H, 45H, 46H, 47H y 48H.
La señora Subsecretaria explicó que la indicación que se discute pretende dejar establecidas en la ley las Subdirecciones de Fiscalización, Jurídica y Normativa y que no vayan creándose o eliminándose con el nombramiento de nuevos directores, toda vez que estos serán los integrantes del Comité Ejecutivo.
Refirió que la indicación número 46H es muy importante, atendida la regulación legal que tendrá el nombramiento de los Subdirectores precedentemente mencionados a través del Sistema de Alta Dirección Pública, situación que no ocurre en la actualidad, sino que son de exclusiva confianza del Director y por lo tanto la forma de nombramiento no responde a un proceso de selección y a su vez, pueden ser removidos al perder la confianza del Director.

En razón de lo anterior, resaltó que todos los Subdirectores serán nombrados mediante el SADP, cuestión que hoy en día no ocurre ya que son cargos de exclusiva confianza del Director del SII, de modo que a través de la indicación número 46H, se establece que cuando el Director solicite la renuncia a cualquiera de los Subdirectores deberá entregar una comunicación por escrito al Consejo de Alta Dirección Pública, la que deberá ser fundada.
Asimismo, se dispone que el Consejo estará facultado para citar al Director a efectos de que informe sobre el grado de cumplimiento del convenio de desempeño y los motivos de la desvinculación. Todas ellas materias que actualmente no se encuentran reguladas, sino que solamente existe regulación respecto de cargos nombrados a través del SADP, ocho meses previos al término de un gobierno, casos en los cuales se debe informar al citado Consejo

Resaltó que en esta materia se eleva el estándar, por cuanto al momento de desvincular deberá contarse con un acto fundado y el Consejo de Alta Dirección Pública podrá citar al Director para que explique sus razones.
De acuerdo a lo explicado por la señora Subsecretaria, el Honorable Senador señor Coloma observó que la regla general es que para solicitar la renuncia de alguno de los Subdirectores debe hacerse de manera fundada y por escrito al Servicio Civil, pero cuando ocurra 8 meses antes del término de un gobierno deberá ser autorizado por el Consejo de Alta Dirección Pública el concurso. Al respecto consultó qué ocurrirá para el caso en que el Consejo no autorice el concurso.
La señora Subsecretaria hizo presente que actualmente existe una norma en la Ley sobre Alta Dirección Pública que establece la regla de los 8 meses para cualquier cargo sometido al SADP, pero se refiere a los 8 meses previo al término de un gobierno y puntualizó que en este caso se trata de una autoridad del Servicio de Impuestos Internos que dura 3 años en el cargo, pero que pueden ser prorrogados por tres años y luego por tres años más sumando 9 años en total. Por lo tanto, en la iniciativa legal que se está discutiendo, el periodo de 8 meses previos al término se refiere al periodo del Director.

El Honorable Senador señor Lagos solicitó al Ejecutivo un organigrama para comprender la estructura del Servicio, producto de los cambios sustantivos que se generan con la creación del Comité Ejecutivo y el Consejo Tributario.

Asimismo, refirió que la indicación número 42H habla de una Dirección Nacional que estará constituida por las Subdirecciones Fiscalización, Jurídica y Normativa y por las Subdirecciones y Departamentos que establezca el Director, con lo que el número de subdirecciones podría cambiar atendida la atribución del Director del SII de crear otras subdirecciones además de aquellas que quedarán establecidas por ley.

Entendiendo que la creación de nuevas subdirecciones será atribución exclusiva del Director, consultó si los cargos que generen las Subdirecciones Fiscalización, Jurídica y Normativa y las Subdirecciones y Departamentos que establezca el Director serán nombrados por el Sistema de Alta Dirección Pública.
De igual manera, respecto de estos cargos nombrados mediante el SADP, preguntó si para solicitar las renuncias de estos cargos se requiere la comunicación por escrito y fundada ante el Consejo de Alta Dirección Pública y, en ese caso, consultó además si el Consejo podría rechazar la decisión del Director.

El Honorable Senador señor Insulza señaló que en todo sistema jerárquico pueden presentarse discrepancias que normalmente culminan en que el superior jerárquico solicita la renuncia de su subordinado a menos que se solicite la renuncia del superior jerárquico o de ambos.

Observó que cuando se plantea que el Director del Servicio podrá solicitar la renuncia de un Subdirector previa comunicación por escrito dirigida al Consejo de Alta Dirección Pública, la que deberá ser fundada, crea un problema y si además el Director puede ser citado por el Consejo para informar sobre el grado de cumplimiento del convenio de desempeño y los motivos de la desvinculación, eso lleva a tener un Director de servicio en ruta de salida.

Al respecto estimó la disposición poco razonable, toda vez que si bien resulta positiva la existencia de un Comité Ejecutivo y de un Consejo Tributario, las jerarquías deberán seguir existiendo en los Servicios, de lo contrario podrían generarse problemas de manera permanente.
Manifestó estar de acuerdo con el hecho de que solicite la renuncia de un subdirector previa comunicación al Consejo de Alta Dirección Pública, pero tener que dar explicaciones a otros organismos significa un cuestionamiento en la autoridad del Director y a la larga ello afectará a cualquier Director del Servicio de Impuestos Internos. 
El Honorable Senador señor Coloma precisó que el SADP propone a los candidatos pero quien nombra a las personas en los cargos es el Director del Servicio.

Por otra parte, manifestó estar de acuerdo con que el Director mantenga sus facultades pero es importante que deba fundar su decisión atendido que ello robustece el sistema.

Observó que para el caso de los últimos 8 meses previo al término de sus funciones, si no se convoca a concurso, quedará una vacante que ocupará en el intertanto el subrogante de aquel funcionario que fue desvinculado fundadamente.

El Honorable Senador señor Kast hizo presente su desacuerdo con la idea de que el Consejo de Alta Dirección Pública tenga que citar al Director del Servicio de Impuestos Internos a dar explicaciones, siendo suficiente con el hecho de que deba documentar por qué desvinculó al funcionario en cuestión, puesto que obligar al Director del Servicio de Impuestos Internos a que dé cuenta de las razones por las que solicitó la renuncia de un Subdirector, por ejemplo, es correcto, pero tener que acudir a reuniones con el Consejo de Alta Dirección Pública es ir más allá.
La señora Subsecretaria explicó que, efectivamente, la indicación 42H habla de Dirección Nacional, considerando que hay direcciones regionales, y puntualizó que la Dirección Nacional la componen el Director del Servicio y todos los Subdirectores nacionales, dentro de los cuales se ubican los tres mencionados precedentemente (Fiscalización, Jurídico y Normativo) además de la Dirección de Grandes Contribuyentes, de Asistencia al Contribuyente, entre otras, completando un total de 12 cuyas solicitudes de renuncia deberán comunicarse al Consejo de Alta Dirección Pública.

Aclaró que lo anterior significa comunicar la desvinculación al Consejo de Alta Dirección Pública y las razones fundadas y no pedir permiso previo a aquello, de manera tal que nunca habrá tampoco autorización, sino que lo que ocurre durante los 8 meses previos al término del periodo del Director es que no se convoque a un nuevo concurso, para que no haya incentivo de último momento de generar un nuevo concurso. 
Puso de relieve que lo anterior se encuentra regulado en la Ley sobre Alta Dirección Pública respecto de los periodos presidenciales.

Acotó que la última parte del inciso tercero, nuevo, contenido en la indicación número 46H, que dispone que el Consejo de Alta Dirección Pública podrá citar al Director, fue un punto que surgió a partir de la mesa de trabajo junto a los asesores parlamentarios y que el Ejecutivo no tendría problemas en eliminar si los miembros de la Comisión así lo estiman.
El Honorable Senador señor Insulza preguntó por la estructura del Servicio en el mismo sentido que lo solicitó el Senador Lagos, considerando que se creará un Consejo Asesor que estará integrado por un coordinador más siete miembros, además de un Consejo Tributario integrado por cuatro miembros (Director del SII, más cuatro consejeros) y luego de un Comité Ejecutivo, además de una Dirección Nacional, de modo que solicitó explicar el organigrama del Servicio.
La señora Subsecretaria explicó que el Consejo Asesor al que hizo mención el Senador Insulza se había creado para la norma general antielusiva, el cual ha sido eliminado a través de indicaciones, de manera que en la práctica solo se cuenta con el Consejo Tributario y el Comité Ejecutivo, puntualizando que el resto serían las subdirecciones propiamente tales del Servicio.
Continuó refiriéndose a la indicación 43H, que crea el Consejo Tributario, establece sus funciones, la forma en que se integra el Consejo, las funciones de los consejeros, las cuales no serán delegables. Asimismo, se considera un cargo de secretario para que colabore con el Consejo y será un cargo de exclusiva confianza del Director.
Se dispone también que el Ministro de Hacienda designará a los consejeros a partir de una terna que propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública, los cuales se renovarán por parcialidades.

Al respecto precisó que el primer consejo estará compuesto por sus cuatro consejeros, que no completarán todos el periodo de cuatro años, sino que se renovarán por parcialidades, por lo tanto, dos consejeros durarán tres años y los otros dos durarán cinco para que puedan renovarse por parcialidades.

El Honorable Senador señor Kast observó que establecer demasiadas inhabilidades para los consejeros podría generar un problema para ellos, de tal manera que tal vez sería procedente que los cuatro consejeros que inicien por un periodo de dos años puedan luego renovarse por una sola vez si es que cuentan con un buen desempeño, considerando que será un gobierno distinto el que los va a nombrar.

La señora Subsecretaria aclaró que esta materia se encuentra regulada en una disposición transitoria del mismo modo en que lo ha señalado el Senador Kast.

Continuó explicando la indicación número 43H, refiriéndose a las inhabilidades e incompatibilidades para los consejeros. Al respecto, precisó que no se considerará como incompatibilidad la realización de asesorías a organismos internacionales. Acotó que las inhabilidades que se establecen en la disposición son en general las típicas de cualquier consejo.
Hizo presente que en caso de sobrevenir alguna inhabilidad o incompatibilidad para algún consejero se deberá proceder a una nueva elección de la misma forma en que fueron elegidos los consejeros anteriores.
La letra C. de la indicación se refiere a la dieta y establece que los consejeros podrán percibir una dieta correspondiente a 50 unidades de fomento por sesión, con un tope de 150 unidades de fomento mensuales. Agregó que el cargo de consejero es compatible con el desempeño de cargos docentes.

Estimó que la dieta que se establece para los consejeros resulta competitiva considerando que podrá mantenerse además una jornada en la academia o realizar consultorías internacionales.

Refirió que la letra D., establece normas sobre probidad y transparencia que son las usuales en cualquier tipo de consejo. Luego, en la letra E., se regulan las causales de cesación de los consejeros y en la letra F. se regula el funcionamiento del Consejo y la forma en que se tomarán las decisiones por mayoría absoluta de sus miembros.
Asimismo, se establece el quorum mínimo para sesionar, que es de tres consejeros, la frecuencia de las sesiones, que debe ser de a lo menos dos veces, al menos, además de tener la sesión para recoger el plan de cumplimiento que tiene cierta periodicidad.
Explicó que la indicación número 44H se refiere a la creación del Comité Ejecutivo, a su integración y a la forma en que se adoptarán las decisiones por parte del Comité.

En cuanto a la indicación número 47H, el señor Riquelme explicó que se trata de una norma de probidad en virtud de la cual se amplía el ámbito de declaración por parte de los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, haciéndolo extensivo a los convivientes civiles e hijos sujetos a patria potestad.

La señora Subsecretaria se refirió a la indicación 48H y precisó que se trata de una modificación a la Ley sobre Alta Dirección Pública en la que se incorpora a las subdirecciones del Servicio de Impuestos Internos dentro de los cargos que son elegidos mediante el SADP.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si los cargos a los que se refirió la señora Subsecretaria son aquellos que actualmente no se encuentran bajo el Sistema de Alta Dirección Pública.
La señora Subsecretaria respondió que actualmente cualquier cargo de Subdirector (aquellos regulados por ley o aquellos que decida crear el Director) no son nombrados a través del SADP, de manera que lo que plantea la indicación es que cualquier Subdirector sea nombrado a través del Sistema mencionado.
El señor Director observó que el Director del Servicio no debiera integrar el Comité Ejecutivo sino que deben estar los tres subdirectores (Normativo, Jurídico y de Fiscalización) toda vez que el Comité Ejecutivo aprueba o recomienda algo y luego el Director solamente puede recoger ello si el Comité Ejecutivo lo aprobó previamente.

En materia de incompatibilidades, hizo presente que resulta complicado que alguien que se dedique a las asesorías tributarias al día siguiente sea parte del Consejo Tributario, por lo que debiera existir una incompatibilidad más extensiva antes y después de integrar el Consejo y no solamente en tanto se integra el Consejo, puesto que se genera una incompatibilidad muy grande toda vez que la misma persona que tiene una serie de clientes, al día siguiente integra el Consejo Tributario, decidiendo sobre ciertas circulares que afectarán a los mismos clientes que tenía el día anterior y lo mismo para el día después.
La señora Subsecretaria acotó que la indicación número 48H se refiere, precisamente, a las normas post empleo, dadas para el Director del Servicio como para los subdirectores en virtud de las cuales, una vez que cesen en el cargo, no podrán prestar ningún tipo de servicio sea o no remunerado, ni adquirir participación en una propiedad respecto de las entidades sujetas a fiscalización de Servicio de Impuestos Internos por un periodo de tres meses.

Agregó que, como contrapartida a esa exigencia, se establece que durante los tres meses que dure la prohibición podrán percibir mensualmente, por parte del Servicio de Impuestos Internos, una compensación económica del 75% de su remuneración.

El Honorable Senador señor Kast planteó su preocupación acerca del texto que señala que, tanto el Director como los subdirectores no podrán, una vez cesados en el cargo y por un plazo de tres meses contado desde que la cesación se ha hecho efectiva, prestar ningún tipo de servicio, sea o no remunerado, ni adquirir participación en la propiedad, respecto de las entidades sujetas a fiscalización del Servicio.

Al respecto observó que todas las sociedades en el país se encuentran sujetas a la fiscalización del Servicio, por lo tanto, esta persona estará “congelada” por tres meses y frente a eso señaló no comprender el sentido de la norma.

La señora Subsecretaria explicó que en la actualidad existe en el estatuto Administrativo respecto de quienes tienen funciones directivas en instituciones fiscalizadoras una norma de post empleo de 6 meses, en los cuales no pueden tener trabajo en las instituciones sobre las cuales actuaron como fiscalizadores, sin ningún tipo de remuneración.

Precisó que, en este caso, se establece expresamente que lo que ocurre con el Director y los Subdirectores es que se les permite tener una compensación durante esos tres meses en que no pueden prestar ningún tipo de servicio, sea o no remunerado, ni adquirir participación en la propiedad, respecto de las entidades sujetas a fiscalización del Servicio.

El Honorable Senador señor Kast replicó que el Director del Servicio de Impuestos Internos o cualquier funcionario sí puede tener participación en sociedades mientras ejercen su cargo.

Consideró que la disposición estaría mal redactada puesto que, si bien es positivo que exista un periodo en el cual no puedan ser asesores tributarios, por ejemplo, y que se deje un periodo de vacancia, el hecho de que no pueda vender una propiedad o comprar una participación en acciones de una empresa local en la bolsa prácticamente implicaría que no podría hacer nada, cuando sí pudo hacerlo en el periodo en que fue Director del Servicio de Impuestos Internos.
Consideró absurdo imponer una restricción como esa al Director del Servicio por tres meses cuando deja el cargo, de tal manera que estimó habría tal vez un problema de redacción que debiera corregirse.

El Honorable Senador señor Coloma resaltó la importancia de no llenar a los funcionarios de inhabilidades porque eso conllevará a no poder contar con personas capaces para ejercer esas funciones, puesto que no habrá muchos interesados.

Si bien expresó estar de acuerdo con establecer incompatibilidades para realizar asesorías tributarias o participar activamente en las empresas que el Servicio fiscaliza, no pueden tener una categoría menor que la de ciudadano.

Manifestó su inquietud respecto de lo que se establece en la última parte de la disposición en lo referido a que de la compensación se deducirán los montos que correspondan a los ingresos que mensualmente perciban por la prestación de servicios que se encuentren habilitados a realizar, esto es, respecto de labores académicas o la prestación de servicios a organismos internacionales, en cuanto excedan el 25% del precitado promedio de la remuneración bruta mensual.
Al respecto señaló que lo anterior no tiene sentido y acotó que el incentivo está mal planteado.

El Honorable Senador señor Lagos acotó que si bien se entiende el sentido de la indicación 45H esta señala textualmente que no podrán, “una vez cesados en el cargo y por un plazo de tres meses contado desde que la cesación se ha hecho efectiva, prestar ningún tipo de servicio, sea o no remunerado”, sin hacer la excepción respecto de los servicios académicos.

El Honorable Senador señor Kast sugirió dejar pendiente la votación de la indicación número 45H a la espera de una mejora en la redacción de la disposición por parte del Ejecutivo, toda vez que, si bien no hay un problema de fondo, la redacción requiere de mejoras.

El Honorable Senador señor Insulza expresó que debiera quedar claro que determinadas actividades como las académicas se pagan aparte de la compensación percibida por el funcionario que cesó en el cargo.

El Honorable Senador señor Coloma Hizo presente que, si bien se debe mejorar la redacción de la indicación 45H, también debieran recogerse las observaciones hechas por el señor Director respecto de la integración del Director del Servicio de Impuestos Internos en el Comité Ejecutivo.
También solicitó poder eliminar de la indicación número 46H la facultad del Consejo de Alta Dirección Pública para citar al Director del SII, hecho presente por el Senador Insulza, y por último, recoger el planteamiento del señor Director respecto de la integración del Comité Ejecutivo por parte del Director planteado acerca de la indicación 43H.

En sesión de 3 de septiembre de 2024, retomando la discusión de la indicación número 45H, el señor Ministro informó a los señores Senadores que con ocasión del debate suscitado en la sesión anterior sobre el régimen post empleo de las autoridades del SII, teniendo presente que el Ejecutivo consideró un régimen de incompatibilidades igual al que tienen los consejeros y la Presidenta de la CMF, se había levantado la preocupación de los señores Senadores respecto de que la redacción propuesta en la indicación parecía muy restrictiva en relación a la administración del propio patrimonio de los afectados, sin que hubiese quedado lo suficientemente claro si también se prohibían rentas por actividades de docencia.

Informó que, producto de un trabajo previo para ajustar la redacción de la mentada indicación, como Ejecutivo proponían modificar su inciso primero, además de agregar un nuevo inciso final. 

El señor Riquelme señaló que en el inciso primero de la indicación se eliminaría la frase “ni adquirir participación en la propiedad, respecto de las entidades sujetas a fiscalización del Servicio”, y se agregaría la expresión “distintas de labores académicas”, de manera tal que se resguarde el caso donde las autoridades salientes sí puedan prestar labores de docencia. 

Asimismo, precisó que igualmente se incluiría un inciso final del siguiente tenor: “No procederá la compensación a que se refiere el inciso segundo en los casos en que los sujetos afectos por la prohibición de que trata este artículo cesen en sus cargos por destitución o por cualquier otra causal imputable a su conducta.”. 

Destacó que si hay una situación impropia por la cual la autoridad está dejando su cargo no corresponde que reciba una remuneración por los tres meses siguientes. 

El Honorable Senador señor Coloma reconoció mantener algunas dudas sobre la regla de compensación que se está considerando en la indicación y la deducción que afectaría a la autoridad saliente por la prestación de servicios que se encontraría habilitado a realizar. Mostró cierta extrañeza respecto de la aplicación de la norma y que el Director o Subdirector que cesa en su cargo, si llegase a realizar alguna labor académica, sufra un descuento respecto de la compensación. 

El señor Riquelme aclaró, en primer término, que la norma propuesta es exactamente igual a la que afecta a los consejeros de la CMF. Enseguida, precisó que lo que se descuenta no es todo lo que reciba por labores académicas, sino que se descontará lo que exceda del 25% de su remuneración promedio.

Explicó que el Director o el Subdirector tienen derecho a percibir, una vez cesados en el cargo y por un plazo de tres meses, una compensación del 75% de la remuneración que les correspondía recibir por el ejercicio de sus funciones. Acotó que lo que se deducirá será sólo aquello que exceda del 25%. 

A modo de ejemplo, señaló que, si una persona reportaba como ingresos 100, por concepto de post empleo tendrá un ingreso de 75 por tres meses. Agregó que si la misma persona en ese periodo recibe otros 25 por labores académicas no habrá ningún descuento, pero si por esa labor académica percibiera 30, lo que se descuenta de los 75 por concepto de autoridad saliente serían sólo 5, para que la suma de las labores académicas más el post empleo totalicen el 100% de las remuneraciones que la persona tenía como autoridad del SII. 

Por lo anterior, volvió a insistir en que lo se deduce es sólo el exceso del 25% y no la totalidad de las labores académicas.  

El Honorable Senador señor Lagos observó que, siguiendo el mismo ejemplo del señor Riquelme, podría pensarse en el caso de una persona, que en su calidad de Director saliente del SII perciba 100, no obstante, cuando todavía se encontraba en funciones, ya se desempeñaba ejerciendo labores de docencia y por dicho concepto recibía otros 20 adicionales. 

Apuntó que, para una persona ya en calidad de autoridad saliente y por los tres meses que contempla la norma, que por lo demás no podrá ejercer ningún tipo de servicio, sea o no remunerado, con excepción de las labores académicas, todo aquello que llegue a superar en su labor académica del 25% de su salario irá descontándose de la remuneración que recibe por concepto de compensación.

Dicho lo anterior, solicitó poder entender de mejor manera la lógica detrás de la indicación si la misma persona, siendo Director del SII podía llegar a tener una remuneración adicional por concepto de labores académicas, y la razón de por qué en el caso de su calidad de autoridad saliente se encontraría con este tipo de restricciones. 

El Honorable Senador señor García manifestó que, bajo el mismo ejemplo, si el Director del SII percibía 100 por el ejercicio de su cargo, más 30 por labores académicos, de aplicarse la norma, sus ingresos se verían reducidos a 100 producto de los descuentos una vez que cese en el cargo. 

Por lo anterior, expresó tener dudas sobre la regla que contempla la indicación. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke solicitó mayores antecedentes para entender el estatuto especial que se está proponiendo para las autoridades salientes del SII. 

El Honorable Senador señor Coloma explicó que se busca prevenir que, respecto de estas autoridades, atendido el tipo de cargo que ejercen, tan pronto renuncien, inmediatamente después estén trabajando en el sector privado que fiscalizaban. Acotó que esta regla se ha ocupado también en distintas legislaciones a nivel comparado. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke no se mostró convencido con la regla propuesta en la indicación y la posibilidad que exista una especie de subsidio durante tres meses, considerando las remuneraciones que puede percibir un Director del SII mientras se encuentre en funciones. 

El Honorable Senador señor Coloma insistió en que deben tomarse los resguardos necesarios para que ejercer un cargo como el de Director del SII no se transforme en una carga. Agregó que esta misma lógica se ha aplicado en otros cargos públicos. Con todo, reconoció que mantiene algunos reparos sobre el descuento que está considerando la indicación en lo que exceda del 25% del promedio de las remuneraciones. 

El Honorable Senador señor Lagos acotó que podría entender el esquema propuesto por el Ejecutivo si se aumentaran las horas académicas que ejercía la autoridad respecto a las que tenía mientras se mantenía en funciones en el cargo, pero si aquello no cambia, manifestó no compartir del todo la regla propuesta.

El señor Ministro informó que la norma busca establecer una regla de incompatibilidades post empleo, de manera tal de evitar que un funcionario que se desempeña fiscalizando pase inmediatamente a desarrollar una actividad en el sector fiscalizado una vez que cesa en su cargo. Resaltó que estos resguardos se han ido incorporando en la legislación nacional, por lo que para el caso objeto de estudio se tuvo en consideración la experiencia más cercana, que es la de los consejeros de la CMF, donde se ha replicado, literalmente, la misma regla.  

Agregó que en otros países también se establecen reglas e incompatibilidades post empleos, recogiendo además una especie de compensación durante el tiempo en que dura la respectiva incompatibilidad. Mencionó que este esquema se encuentra considerado dentro de los reguladores financieros, tributarios, así como también en los Bancos Centrales, entre otros.  

Puntualizó que si ya existe un precedente que se está aplicando en la CMF, como Ejecutivo les pareció preferible reproducir la misma norma, más que estar innovando solamente para las autoridades del SII. Con todo, reconoció que están corrigiendo ciertos puntos, con ocasión del debate suscitado en la sesión anterior, distinguiendo en el campo de regulación entre la CMF y el SII, en el entendido que en un caso se consideran por ejemplo una restricción en la adquisición de acciones, pues la CMF regula sociedades anónimas, mientras que en el caso del SII, donde la labor de fiscalización es aplicable, al menos en principio, a cualquier contribuyente, las restricciones se extenderían a todas las empresas del país. 

El Honorable Senador señor Coloma reiteró que mantiene dudas sobre la regla de deducción sobre la compensación que considera el inciso tercero del artículo 3° quinquies propuesto en la indicación. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke consultó sobre la regla de incompatibilidades que actualmente está rigiendo para el Director del SII. 

La señora Subsecretaria informó que actualmente lo que rige es que para todos los organismos fiscalizadores, dentro de los cuales está considerado el SII, existe una norma post empleo de seis meses, sin remuneración. Sobre el Servicio en concreto resaltó que el impedimento se predica respecto a cualquier entidad fiscalizada que, en la práctica, se extiende a todos los contribuyentes. Agregó que no existe una supervigilancia efectiva para corroborar si efectivamente se cumple con la prohibición. 

Por lo anterior, apuntó que con la indicación propuesta se está pasando de un periodo de seis meses sin remuneración a uno de tres meses, con el derecho a percibir una compensación económica equivalente al 75% de la remuneración, haciendo un símil con lo que actualmente ocurre con la CMF. 

El Honorable Senador señor Cruz-Coke sostuvo que, de acuerdo a lo señalado por la señora Subsecretaria, el Director del SII, por ser fiscalizador de todos los contribuyentes, no puede ejercer ningún tipo de actividad económica por seis meses.

Preguntó si sobre la materia existen legislaciones comparadas eficientes, ya que no se mostró del todo convencido que una persona se mantenga con un determinado ingreso por tres meses, el que calificó como un tiempo menor, pues observó que no impide que eventualmente se generen vínculos entre la autoridad saliente del SII y quién podría llegar a ser su futuro empleador. 

De igual manera mostró sorpresa con que se consigne que una persona que se desempeñó como fiscalizador no pueda ejercer ningún tipo de actividad económica, por lo que sugirió evaluar que se pueda detallar qué actividades en concreto no pueden desarrollarse y cuáles sí. 

El Honorable Senador señor Coloma señaló que el tema planteado por el Senador Cruz-Coke fue largamente discutido cuando se reguló respecto de la CMF, donde se acordó un periodo de carencia del funcionario que deja el cargo. Recalcó que sobre esta materia existe abundante legislación comparada que va en la misma línea.

Resaltó que la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado establece una incompatibilidad de seis meses y que en la presente indicación se está considerando una incompatibilidad de tres meses. Observó que la regla propuesta puede ser entendida como excepción a la mencionada ley, o bien, que la compensación de las remuneraciones es de sólo tres de los seis meses que dura la incompatibilidad.

El señor Director (S) recordó que en el mismo proyecto de ley objeto de estudio se obliga a que la designación del Director del SII sea por Alta Dirección Pública, lo que quiere decir que el Director puede desempeñarse en su cargo por tres años, renovable por tres años más e incluso por otros tres años adicionales. Por lo anterior, opinó que enfrascarse en la discusión de un descuento por lo que la autoridad recibió o no por actividades docentes no es algo tan relevante. 

El señor Ministro precisó que la incompatibilidad de la ley N° 18.575 es respecto de las instituciones a las cuales se fiscaliza. Sobre el particular, explicó que es distinto si se está hablando del Superintendente de Electricidad y Combustibles, el que tendrá restricciones para trabajar en empresas eléctricas, de lo que sería el Director del SII, que, para todos los efectos prácticos, las entidades del sector privado sujetas a su fiscalización serían cualquier contribuyente.

Sobre lo último, comentó que justamente por dicha razón es que el último ex Director del SII se está desempeñando actualmente en un organismo internacional. 

El Honorable Senador señor García manifestó que si todos los señores Senadores están de acuerdo con que exista una compensación del 75% de la remuneración, sería aconsejable que se pudiese arribar a una redacción de la indicación donde se respeten los ingresos que la persona llegue a percibir por concepto de labores académicos. Apuntó que se están afectando ingresos de las autoridades salientes que no guardan relación con el ejercicio del cargo que desempeñaba. 

El Honorable Senador señor Lagos apuntó que si hay una lógica para aceptar que con una remuneración determinada una persona que se encuentra en funciones puede a su vez ejercer una labor académica, sin perjuicio de las limitaciones que puedan existir sobre la cantidad de horas que puede destinar a la academia, no se entiende que tenga incidencia y pueda llegar a afectar la compensación a la que se refiere el artículo 3° quinquies propuesto. 

El Honorable Senador señor Coloma pidió hacer una distinción también sobre lo que ocurriría si el funcionario saliente se va a un organismo internacional, como podría ser el Fondo Monetaria Internacional.

El señor Ministro informó que, en atención a que la inquietud de distintos señores Senadores dice relación con que se pueda modificar el inciso tercero del artículo propuesto en la indicación, de tal manera que la deducción no proceda respecto a otros ingresos que están permitidos mientras la autoridad ejerce el cargo y, por tanto, se resguarde cierta continuidad de esos ingresos, desde el Ministerio de Hacienda trabajarían en una redacción que pudiese recoger esas precisiones. 

Se deja constancia de que en sesión de 4 de septiembre de 2024 el Ejecutivo presentó una nueva propuesta de ajuste de texto del inciso tercero, según lo comprometido, la que fue aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 
--Puesta en votación la indicación número 42H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o
o o o o o
La indicación número 43H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del nuevo numeral 1, el siguiente numeral 2 nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“2. Agrégase, a continuación del artículo 3° bis, el siguiente artículo 3° ter, nuevo: 

“Artículo 3° ter.- Créase el Consejo Tributario, en adelante “el Consejo”, cuya función es emitir opinión sobre las circulares del Servicio de Impuestos Internos que deban ser sometidas al procedimiento de consulta pública obligatoria, según el párrafo segundo del numeral 1° de la letra A del artículo 6 del Código Tributario, y sobre las estrategias de fiscalización del Servicio, así como evaluar la implementación de estas últimas. Mediante acuerdo, el Consejo podrá requerir al Servicio de Impuestos Internos la información pertinente y necesaria para el ejercicio de sus funciones.

A. Integración y duración en el cargo. El Consejo estará integrado por:

a) El Director del Servicio de Impuestos Internos, quien lo presidirá, y

b) Cuatro Consejeros, designados de conformidad a lo establecido en este literal, los cuales durarán cinco años en sus cargos, no pudiendo renovarse. 

Las funciones de los consejeros y del Director no serán delegables. 

El Consejo Tributario contará con un secretario que será responsable de las actas de sesiones, las que serán reservadas. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos contará con un cargo de exclusiva confianza, el que será provisto por el Director a proposición del Consejo.  

El Ministro de Hacienda designará como Consejeros a personas con destacada experiencia y conocimiento en materia tributaria a nivel profesional o académico, en administración de servicios públicos o en el ejercicio de funciones públicas o privadas atingentes al cargo.

Los Consejeros serán elegidos por el Ministro de Hacienda, entre una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública. El perfil del cargo de Consejero deberá ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública, previa propuesta del Ministro de Hacienda. El Consejo se renovará por parcialidades. 

B) Inhabilidades e incompatibilidades. No podrán ser designados ni desempeñarse como miembros del Consejo de conformidad al literal b) de la letra A de este artículo: 

1. Quienes individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, realicen funciones de asesoría tributaria o jurídica y/o tengan la representación administrativa o judicial de contribuyentes en procedimientos ante el Servicio de Impuestos Internos o ante tribunales por juicios tributarios, mientras ejerzan su labor de Consejero. No se considerará como inhabilidad o incompatibilidad la realización de asesorías a organismos internacionales.

2. Las personas que hubieren sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva o inhabilitación perpetua para desempeñar cargos y oficios públicos, quienes hubieren sido condenados por violencia intrafamiliar constitutiva de delito conforme a la ley N° 20.066 y, en general, quienes se encuentren inhabilitados para el ejercicio de la función pública de conformidad con el literal f) del artículo 12 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

3. Las personas que hubieren cesado en un cargo público como consecuencia de haber obtenido una calificación deficiente o por medida disciplinaria, salvo que hayan transcurrido más de cinco años desde la fecha de expiración de funciones, y

4. Las personas que tuvieren dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas cuya venta no se encuentre autorizada por la ley, a menos que se justifique su consumo por un tratamiento médico.

Si alguno de los miembros de la Comisión hubiere sido acusado de alguno de los delitos señalados en el numeral 2, quedará suspendido de su cargo hasta que concluya el proceso por sentencia firme.

A su vez, los cargos de Consejeros indicados en el literal b) de la letra A de este artículo serán incompatibles con: 

1. El cargo de diputado o diputada; senador o senadora; ministro o ministra del Tribunal Constitucional; ministro o ministra de la Corte Suprema; consejero o consejera del Banco Central; Fiscal Nacional del Ministerio Público; Contralor o Contralora General de la República, Subcontralor o Subcontralora General de la República y los cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

2. El cargo de ministro o ministra de Estado; subsecretario o subsecretaria; jefe o jefa superior de un servicio público; secretario o secretaria regional ministerial; delegado o delegada presidencial regional o provincial;  gobernador o gobernadora regional; alcalde o alcaldesa y concejal o concejala; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario o secretaria y relator o relatora del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator o secretaria-relatora; miembro de los demás tribunales creados por ley; defensor o defensora de la Defensoría Penal Pública; consejero o consejera directivo del Servicio Electoral;  consejero o consejera del Consejo de Defensa del Estado; miembro de los órganos ejecutivos de algún partido político a nivel nacional o regional; candidato o candidata a elección popular y dirigente de asociación gremial o sindical.

3. Los cargos de exclusiva confianza comprendidos dentro del número 10 del artículo 32 de la Constitución Política de la República.

4. Los cargos que se desempeñaren sobre la base de honorarios y que asesoren directamente a las autoridades comprendidas en el artículo 38 bis de la Constitución Política de la República.   

La incompatibilidad de los cargos o candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas hasta la fecha de la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales, la incompatibilidad regirá hasta el cese en el ejercicio del cargo gremial.

Si una vez designado en el cargo sobreviniere a un consejero alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas precedentemente, el afectado deberá informarlo inmediatamente al Presidente del Consejo y cesará de pleno derecho en el ejercicio de sus funciones.

Sin perjuicio de lo dispuesto en esta letra, el cargo de Consejero es compatible con el desempeño de cargos docentes. 

Aquellas personas designadas como integrantes del Consejo deberán presentar, al momento de asumir en sus funciones, una declaración jurada para acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente ley y la circunstancia de no encontrarse afectas a las inhabilidades e incompatibilidades a las que se refieren esta letra.

C. Dieta. Los consejeros indicados en el literal b) de la letra A del presente artículo tendrán derecho a percibir una dieta correspondiente a 50 unidades de fomento por sesión con un tope mensual de 150 unidades de fomento mensuales.

D) Probidad y Transparencia. Los Consejeros indicados en el literal b) de la letra A) del presente artículo deberán presentar la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere la ley N° 20.880.

En caso de que los consejeros incluyan datos inexactos u omitan inexcusablemente información relevante en las declaraciones a que se refiere el inciso anterior, se configurará la causal de cesación prevista en la letra E siguiente.

Asimismo, les serán aplicables, en el ejercicio de sus funciones, las normas de probidad contenidas en las disposiciones del título III, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y estarán afectos al principio de abstención contenido en el artículo 12 de la ley N° 19.880.

Respecto de sanciones penales, los consejeros serán considerados empleados públicos de conformidad a lo establecido en el artículo 260 del Código Penal, siéndoles aplicables las normas respecto de delitos cometidos por funcionarios públicos en el desempeño de sus cargos.  

E. Causales de cesación. Serán causales de cesación de los Consejeros de la letra b) de la letra A del presente artículo, las siguientes:

i. Expiración del período para el que fue nombrado.

ii. Renuncia voluntaria.

iii. Condena por pena aflictiva.

iv. Incapacidad psíquica o física sobreviniente.

v. Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad señaladas en la ley.

vi. Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa, de conformidad con lo señalado en el DFL N° 1/19 .653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

vii. Incumplimiento grave y manifiesto del deber de abstención, de conformidad con lo señalado en la letra D anterior.

viii. Incumplimiento grave y manifiesto a las obligaciones como consejero. Serán faltas graves, la inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a tres sesiones durante un año calendario, así como no guardar la debida reserva de las materias sobre las que conozca el consejo, entre otras, así calificadas por el Consejo.

En caso de cesar uno de los Consejeros en su cargo, por cualquier causa, se procederá a la designación de un nuevo Consejero de acuerdo al procedimiento dispuesto en el inciso final de la letra A del presente artículo.

F. Funcionamiento. El Consejo tomará sus decisiones por la mayoría absoluta de sus miembros de aquellos señalados en la letra b) de la letra A. Deberá dejarse constancia en acta de lo discutido y de las opiniones disidentes, si las hubiere.

El quorum mínimo para sesionar será de tres Consejeros de los señalados en el inciso anterior, más el Director del Servicio de Impuestos Internos. 

El Consejo deberá sesionar a lo menos dos veces al mes. Al menos una de las sesiones de cada semestre se deberá destinar a  conocer y evaluar el Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario. Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo sesionará cada vez que su Presidente lo requiera a fin de recoger su opinión respecto de una circular, de conformidad a lo establecido en el artículo 6 bis del Código tributario.  

Mediante un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, se fijarán las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que les son encomendadas. 

Los consejeros no podrán solicitar la intervención, en las sesiones del Consejo, de asesores externos.”.”.

--Puesta en votación la indicación número 43H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o
o o o o o
La indicación número 44H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar, a continuación del nuevo numeral 2, el siguiente numeral 3 nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“3. Agrégase, a continuación del artículo 3° ter, el siguiente artículo 3° quáter, nuevo: 

“Artículo 3° quáter.- Créase el Comité Ejecutivo del Servicio de Impuestos Internos, que tendrá como función adoptar las decisiones sobre las materias indicadas en el artículo siguiente que tengan efecto en un contribuyente determinado. Estas decisiones se adoptarán sobre la base de los antecedentes técnicos preparados por la dirección regional o el departamento de la dirección nacional que corresponda.  

El Comité estará integrado por el Director, quien lo presidirá, y los Subdirectores de Normativa, de Fiscalización y Jurídica.

Sus decisiones se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros. 

Mediante resolución del Director, se establecerá la forma y periodicidad con que sesionará el Comité.”.”.

--Puesta en votación la indicación número 44H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o

o o o o o
La indicación número 45H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar, a continuación del nuevo numeral 3, el siguiente numeral 4 nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“4. Agrégase, a continuación del artículo 3 quáter, el siguiente artículo 3 quinquies, nuevo: 

“Artículo 3° quinquies.- El Director del Servicio de Impuestos Internos y los Subdirectores, no podrán, una vez cesados en el cargo y por un plazo de tres meses contado desde que la cesación se ha hecho efectiva, prestar ningún tipo de servicio, sea o no remunerado, ni adquirir participación en la propiedad, respecto de las entidades sujetas a fiscalización del Servicio.

Durante los tres meses que dure la prohibición a que se refiere este artículo, el personal señalado en el inciso anterior tendrá derecho a percibir mensualmente de parte del Servicio de Impuestos Internos una compensación económica equivalente al 75% de la remuneración que les correspondía percibir por el ejercicio de sus funciones. La remuneración que servirá de base para el cálculo de esta compensación será el promedio de la remuneración bruta mensual de los últimos doce meses anteriores al cese de funciones, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya. Esta compensación se considerará remuneración para todos los efectos legales y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

De la compensación a que se refiere el inciso anterior se deducirán los montos que correspondan a los ingresos que mensualmente perciba el personal señalado en el inciso primero, por la prestación de servicios que se encuentre habilitado a realizar, esto es, respecto de labores académicas o la prestación de servicios a organismos internacionales, en cuanto excedan el 25% del precitado promedio de la remuneración bruta mensual. La Tesorería General de la República estará autorizada para retener los montos que por este concepto corresponda de la devolución anual de impuestos a la renta respectiva, e imputar dichos montos a la deducción mencionada, en la forma que señale el reglamento.”.”.

En sesión posterior, el Ejecutivo hizo llegar a la Comisión una propuesta de redacción alternativa para el inciso tercero del artículo 3° quinquies propuesto, relativo a la compensación para el Director del Servicio de Impuestos Internos y los Subdirectores una vez cesados en el cargo. 

La mencionada propuesta del Ejecutivo establece que “De la compensación a que se refiere el inciso anterior se deducirán los montos que correspondan a los ingresos que mensualmente perciba el personal señalado en el inciso primero, por la prestación de servicios que se encuentre habilitado a realizar, esto es, respecto de labores académicas o la prestación de servicios a organismos internacionales, en cuanto excedan el 25% del precitado promedio de la remuneración bruta mensual, salvo en la parte correspondiente a servicios iniciados con anterioridad al cese en el cargo, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 40 de la presente ley.”.
El Honorable Senador señor Coloma observó que aquellas personas que se han desempeñado en cargos de fiscalización en distintos ámbitos en que se les impone una suerte de carencia por un periodo determinado pueden recibir una parte de su remuneración, manteniendo lo que se percibe por actividades académicas, que sí son compatibles con la labor del Director y de los Subdirectores del Servicio, durante tres meses, en este caso.

El Honorable Senador señor García consultó si la compensación operaría solamente respecto del Director y los Subdirectores que cesan en sus cargos.

El Honorable Senador señor Coloma respondió que, efectivamente, ello está planteado así porque la disposición así lo especifica.

--Puesta en votación la indicación número 45H, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza, y Lagos. En lo que respecta al inciso tercero del artículo 3° quinquies propuesto, éste fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García y Lagos. 
o o o o o
o o o o o
La indicación número 46H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar, a continuación del nuevo numeral 4, el siguiente numeral 5 nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“5. Agréganse en el artículo 9, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos: 

“El Director podrá solicitar la renuncia del Subdirector de Departamento de Subdirección, previa comunicación dirigida por escrito al Consejo de Alta Dirección Pública, la que deberá ser fundada. Dicho Consejo estará facultado para citar al Director a informar sobre el grado de cumplimiento del convenio de desempeño y los motivos de la desvinculación del Subdirector.

Durante los ocho meses anteriores al término del período del nombramiento del Director del Servicio de Impuestos Internos, se requerirá la autorización del Consejo de Alta Dirección Pública para convocar a los procesos de selección de cargos de Subdirectores de dicho servicio. Esta autorización será requerida por el Director y para aprobarse requerirá, al menos, cuatro votos favorables. Tanto el requerimiento como la autorización referidos deberán fundarse exclusivamente en razones de buen servicio, cuyos fundamentos se deberán señalar expresamente.”.”.

--Puesta en votación la indicación número 46H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o
Numeral 1

o o o o o
La indicación número 47H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar el actual numeral 1, que ha pasado a ser numeral 6, por el siguiente:

“6. Modifícase el artículo 41 del siguiente modo:

a) Intercálase, en su inciso primero, entre la expresión “bienes” y el punto que le sigue, la frase “, conviviente civil y de sus hijos sujetos a patria potestad, y de las personas que se encuentren bajo su tutela o curatela.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para corroborar la integridad y veracidad de la información declarada, el Servicio podrá utilizar la información tributaria de la que dispone, sujeta a reserva, así como también, podrá solicitar información a otros organismos públicos.”.”.
--Puesta en votación la indicación número 47H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o
o o o o o
La indicación número 48H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del artículo 16, el siguiente artículo 17, nuevo:
“Artículo 17.- Incorpórase en el inciso primero del artículo trigésimo sexto del Título VI de la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica, a continuación de la frase: “; y, en el Servicio de Impuestos Internos, al cargo de Director Nacional” la expresión “y a los cargos de Subdirectores de Departamento de Subdirecciones, estos últimos quedarán afectos al segundo nivel jerárquico.”.

--Puesta en votación la indicación número 48H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos.

o o o o o
o o o o o
La indicación número 49H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del del artículo 17, nuevo, el siguiente artículo 18, nuevo: 

“Artículo 18.- Reemplázase en la partida 00.23, de la Sección 0, sobre Tratamientos Arancelarios Especiales, del Arancel Aduanero, contenido en el decreto N°473 de 2021, del Ministerio de Hacienda el guarismo “41” por “500”.”.

El señor Riquelme recordó que al haberse aprobado subir de US$41 a US$500 la exención de aranceles en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, la indicación efectúa el ajuste en la partida 00.23, de la Sección 0, sobre Tratamientos Arancelarios Especiales. 

El Honorable Senador señor García preguntó si los aranceles se van a aplicar conforme a los convenios internacionales.

La señora Ministra (S) precisó que solo aplica respecto de los países con los cuales hay aranceles puesto que si existe un acuerdo de libre comercio no aplicaría esta norma en particular.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si la fecha del decreto al que se hace referencia en la indicación 49H es correcta.

El señor Riquelme precisó que el decreto es del año 2022 y no 2021.

--Puesta en votación la indicación número 49H, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra.

o o o o o
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo primero

Prescribe, textualmente, lo siguiente:

“Artículo primero.- Las modificaciones efectuadas en el Código Tributario, contenidas en el artículo 1 entrarán en vigencia según las siguientes reglas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo final transitorio: 

1. Las modificaciones incorporadas en el nuevo numeral 9° de la letra A) del artículo 6 y en el artículo 100 bis comenzarán a regir a partir del 1 de enero de 2025.  

2. El nuevo artículo 4 sexies comenzará a regir a partir del mes siguiente de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, pero para el sólo efecto de regular su conformación. Asimismo, dentro de los seis meses siguientes a la publicación de la ley deberá ser publicado el reglamento a que hace referencia este artículo.

El Consejo Asesor Consultivo deberá estar constituido al 1 de enero de 2025. De los 7 miembros que lo integran por primera vez, dos consejeros durarán dos años en sus cargos, tres consejeros durarán tres años y un consejero cinco años. A partir de las renovaciones los miembros durarán cinco años en sus cargos.  

3. Las modificaciones incorporadas en los artículos 3, 53 y 55 entrarán en vigencia a partir del 1 de enero de 2025.  

Cuando por aplicación de las nuevas disposiciones corresponda determinar intereses por periodos anteriores al segundo semestre de 2002 será aplicable, respecto a dichos periodos la tasa de interés que corresponda al segundo semestre de 2002. 

4. Las modificaciones incorporadas en los artículos 9 y 11 entrarán en vigencia a partir del 1 de mayo de 2025. A partir del mes siguiente a la publicación de la ley los contribuyentes podrán modificar la cuenta de correos registrada en su sitio personal o presentar la solicitud contenida en el inciso primero del artículo 11 incorporado por el numeral 10 del artículo 1.

5. Los procedimientos iniciados de conformidad con el párrafo primero del Título III del Libro III, antes de la entrada en vigencia de la presente ley continuarán su tramitación judicial según las normas vigentes a la fecha de inicio del procedimiento. 

6. El primer reporte semestral a que hace referencia el artículo 85 ter deberá realizarse respecto del segundo semestre de 2024.  

7. Las modificaciones incorporadas en los incisos duodécimo y final del artículo 68 y los nuevos artículos 100 ter, 100 quáter y 100 quinquies, entrarán en vigencia seis meses después de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.  

8. Las modificaciones incorporadas en los artículos 130, 131 bis y 161 comenzará a regir a partir del 1° de enero de 2025. 

9. Las modificaciones incorporadas en los artículos 171, 174, 178, 179 y 185 regirán desde el tercer mes contado desde la publicación de la presente ley.

10. Las modificaciones incorporadas en los artículos 169, 170 inciso primero, 175, 176, 180 y el nuevo artículo 197 bis, comenzarán a regir a partir del 1° de enero de 2025.”.
En el numeral 1 del artículo primero transitorio recayó la indicación número 50H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“1. El nuevo artículo 6° bis, que incorpora el numeral de la presente ley comenzará a regir una vez constituido el Consejo Tributario, según lo establecido en el artículo vigesimocuarto transitorio.”.
La Comisión trató conjuntamente las indicaciones números 50H y 60H

El señor Riquelme detalló que la indicación 50H establece que el artículo 6 bis que crea el Consejo Tributario entrará en vigencia una vez constituido el Consejo.

Por su parte, añadió que el artículo vigésimo cuarto transitorio dispone un plazo de 6 meses para efectuar los nombramientos de los consejeros que deben ser nombrados mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó explicar con más detalle la indicación número 60H.

La señora Ministra (S) señaló que la indicación 60H establece cuándo entrará en vigencia el Consejo Tributario y se otorga para ello 6 meses a fin de que se realice el concurso público. Luego, el segundo inciso, dispone la forma en que se efectuará la renovación de los consejeros, quienes durarán 5 años en sus cargos y sin renovación, pero se establece que en el intertanto habrá renovación parcial de ellos, de modo que no será el mismo Ministro de Hacienda el que irá nombrando al Consejo.

--Puesta en votación la indicación número 50H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y Saavedra. Con la misma votación se aprobó la indicación 60H.

En el numeral 2 del artículo primero transitorio recayó la indicación número 51H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminarlo.

--Puesta en votación la indicación número 51H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y Saavedra.

o o o o o
La indicación número 52H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega a continuación del numeral 6, que ha pasado a ser numeral 5, el siguiente numeral 6, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los numerales siguientes: 

“6. El nuevo artículo 92 ter comenzará a regir a partir del 1° de enero de 2025. Sin perjuicio de lo anterior, durante los años 2025 y 2026, el umbral establecido en esa norma será de ciento treinta y cinco unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera y durante los años 2027 y 2028 el umbral será noventa unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera.”.  
--Esta indicación fue retirada.

o o o o o
o o o o o

La indicación número 83, de Su Excelencia el Presidente de la República, intercala, a continuación del número 10, el siguiente número, nuevo:

“…. Para la implementación de las disposiciones de las modificaciones a la letra b) del artículo 6 y 65 ter, el Director, mediante resolución, establecerá el proceso gradual de implementación, comenzando por las Regiones Metropolitana de Santiago, la V región de Valparaíso y la VIII región de Concepción, a contar del primero de enero de 2025.”.   
El señor Riquelme explicó que la indicación que se discute fue producto de un acuerdo de la mesa de asesores para que la multijurisdicción, que fue ya aprobada, comience de forma gradual a partir del 1 de enero de 2025 en la Región Metropolitana, luego la Región de Valparaíso y posteriormente la Región del Biobío.

La señora Ministra (S) acotó que a partir del año 2026 regirá en todo el territorio nacional.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó explicitar en la indicación que a partir del año 2026 se implementará el sistema de multijurisdicción en todo el territorio nacional.

--Puesta en votación la indicación número 83, fue aprobada con la enmienda propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Saavedra.

o o o o o

Artículo tercero

Dispone textualmente lo que sigue:

“Artículo tercero.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 3 de esta ley a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios contenida en el Decreto Ley N° 825, de 1974, entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final, sin perjuicio de lo que a continuación se señala:. 

1. Las modificaciones incorporadas en el nuevo artículo 3 bis, el artículo 4 y en letra B del artículo 12, comenzarán a regir el 01 de enero de 2025.  

2. Las modificaciones incorporadas en el artículo 36 comenzarán a regir seis meses con posterioridad a la dictación del decreto supremo que reemplace al Decreto Supremo Nº 348 de 1975, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción cuyo texto refundido se encuentra en el Decreto Supremo Nº79 de 1991 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que deberá dictarse dentro de los tres meses siguientes al de publicación en el Diario Oficial.  

3. Aquellos contribuyentes que hubieran accedido o solicitado el beneficio contenido en el artículo 27 bis se regirán según las normas vigentes a la fecha de aprobación o solicitud según corresponda, con las siguientes modificaciones:

En la declaración correspondiente al mes de enero de cada año comercial, deberán incrementar el monto a restituir en una cantidad tal que, sumada a las restituciones efectuadas en los meses correspondientes al mismo año calendario sean equivalentes al menos a 1/10 del saldo por restituir determinado al 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación en el Diario Oficial de la presente ley. Lo dispuesto anteriormente deberá realizarse a contar de la declaración correspondiente al mes de diciembre del ejercicio en el cual se determine el saldo a restituir según lo dispuesto en el presente inciso.”.
En el numeral 1 del artículo tercero transitorio recayó la indicación número 53H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la frase “el 01 de enero de 2025” por “doce meses después de la publicación de la presente ley”. 

La Comisión trató en conjunto las indicaciones números 53H y 54H.
El señor Riquelme explicó que respecto del nuevo hecho gravado con IVA, se solicitó por parte del Servicio Nacional de Aduanas, el Servicio de Impuestos Internos y por los operadores de plataformas que se ampliara el plazo fijado inicialmente para enero de 2025 y se trasladara a 12 meses desde la aprobación de la presente ley. 

Por su parte, la indicación 54H elimina el numeral que regulaba el artículo 27 bis que fue suprimido del proyecto de ley y por lo tanto ya no tiene sentido dicha disposición.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si acaso no sería mejor establecer una fecha cierta para que no ocurra que dentro de un año existan dos regímenes distintos.

El señor Riquelme el pago de IVA es mensual de modo que no resulta necesario; cosa distinta sería si se trata del Impuesto a la Renta.

--Puestas en votación la indicación número 53H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Saavedra. Con la misma votación se aprobó la indicación número 54.

En el numeral 3 del artículo tercero transitorio recayó la indicación número 54H, de Su Excelencia el Presidente de la República, para eliminarlo.
--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 54H fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Saavedra.

Artículo cuarto

Su tenor literal es el siguiente:
“Artículo cuarto.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 4 de esta ley en la ley 16.271, sobre Impuestos a las Herencias, Asignaciones y Donaciones cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2000, del Ministerio de Justicia, entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final, independiente de la fecha en que se hubiese deferido la herencia o realizado la donación.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los procedimientos de insinuación que se hubieran iniciado con anterioridad a la publicación en el Diario Oficial se regirán por las disposiciones vigentes a la fecha de inicio del procedimiento judicial.”.
En el artículo cuarto transitorio recayó la indicación número 55H, del Honorable Senador señor Coloma, para suprimirlo.
--Puesta en votación la indicación número 55H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Saavedra.

Artículo décimo séptimo

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo decimoséptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de 180 días contado de la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, modifique las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. También podrá establecer la gradualidad en que se realizarán dichas modificaciones y oportunidad en que podrán comenzar a proveerse. Además, podrá establecer la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones a las plantas antes indicadas. Los cargos antes señalados se proveerán de acuerdo con los incisos siguientes. También, en el ejercicio de esta facultad, determinará los cargos vacantes de la planta vigente que se podrán proveer de acuerdo a los incisos siguientes y fijar la gradualidad para su provisión.

La provisión de los cargos a que se refiere el inciso anterior en las plantas de profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares se realizará mediante concurso interno de antecedentes. El decreto con fuerza de ley señalado en el inciso anterior podrá establecer las normas complementarias para los referidos concursos. Con todo, por aplicación de este artículo, los funcionarios podrán subir el máximo de grados que determine dicho decreto con fuerza de ley para cada estamento.

En los respectivos concursos internos de antecedentes podrán participar los funcionarios que cumplan con las siguientes condiciones: 

a) Los funcionarios titulares de un cargo de la misma planta de la vacante a proveer, siempre que se encuentren nombrados en el grado inmediatamente inferior al de la vacante convocada y reúnan los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. 

b) Los funcionarios a contrata asimilado a la misma planta del cargo de la vacante a proveer, que tengan dicha calidad al 31 de diciembre de 2023 y siempre que: se encuentren calificados en lista Nº1, de Distinción, o lista Nº2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso y reúnan los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. Los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares, solo podrán postular a los cargos vacantes del último grado de la planta a la cual se encuentren asimilados. Los funcionarios a contrata asimilados a la planta de profesionales solo podrán postular, como máximo, al mismo grado de la planta al que se encuentren asimilados al 31 de diciembre de 2023. 

En la convocatoria de los concursos, deberán considerarse, a lo menos, los factores de experiencia calificada y evaluación de desempeño. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.

La provisión de los cargos vacantes en las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se efectuará, en cada grado, en orden decreciente conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional. 

La provisión de los cargos vacantes de la planta de fiscalizadores se efectuará de conformidad a lo dispuesto en la letra e) del artículo 15 de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.
En lo no previsto en el presente artículo estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.  

Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos a que se refiere el inciso primero, se sujetarán igualmente a las normas de este artículo, y las demás normas que establezca el decreto con fuerza de ley a que se refiere el inciso primero.

El nombramiento en los cargos provistos por los concursos internos a que se refiere este artículo regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone.”.
En el artículo cuarto transitorio recayó la indicación número 56H, del Honorable Senador señor Coloma, para suprimirlo.
La Comisión debatió en conjunto las indicaciones números 56H, 57H y 58H.
La señora Ministra (S) señaló que las indicaciones 56H, 57H y 58H tienen por objeto suprimir, no obstante que la idea que subyace a estas indicaciones es que el Ejecutivo pueda presentar los cambios que propone a propósito del fortalecimiento del Servicio de Impuestos Internos y del Servicio Nacional de Aduanas.

Puntualizó que, en el caso del Servicio de Impuestos Internos se busca un aumento de su dotación de funcionarios (88 funcionarios) y además se incorpora un conjunto de medidas que apuntan al fortalecimiento institucional considerando las nuevas tareas asignadas al Servicio en razón de este proyecto de ley.

Además, señaló que se contempla una normativa referida a la forma en que se llevan a cabo los concursos, promoción y el encasillamiento, por cuanto permiten movilidad.

Resaltó que uno de los temas levantados por el Servicio de Impuestos Internos y también por el Servicio Nacional de Aduanas más importante es la fuga de talento y parte de ello se debe a que existe un porcentaje importante que no ha podido tener movilidad de modo que se deben general los concursos de promoción o el encasillamiento para el caso de las plantas administrativas técnicas y auxiliares.

Explicó que cuando se habla de movilidad se hace referencia principalmente al encasillamiento y los concursos de promoción. Destacó que en cuanto al aumento de funcionarios se ha considerado a 88 funcionarios nuevos.

Hizo presente que el decreto con fuerza de ley es la norma estándar cuando se generan normas de fortalecimiento institucional

El Honorable Senador señor Coloma expresó compartir plenamente la necesidad de retener a los talentos puesto que se observa. 

La señora Ministra (S) precisó que no se trata de un decreto con fuerza de ley que no establezca criterios sino que se establecen con detalle los requisitos que deberán cumplir los concursos de promoción.

Agregó que lo anterior rige, tanto para los auxiliares, administrativos y técnicos mediante el encasillamiento y los concursos de promoción para los profesionales y la planta fiscalizadora.

Detalló que se realizó un análisis acabo sobre las brechas junto con otras materias que no habían sido resueltas y que habían generado problemas de fuga de talentos y de falta de movilidad.

En cuanto al Servicio Nacional de Aduanas hizo presente que la brecha que existe en materia de dotación es mayor, razón por la que el número de funcionarios nuevos aumenta en 372 personas nuevas. Al igual que en el caso del Servicio de Impuestos Internos se modifica la planta y se aumentan los procesos de concurso público 

Asimismo, puso de relieve que mediante este proyecto de ley se crean tres Direcciones Regionales del Servicio Nacional de Aduanas (San Antonio, Los Andes y la Araucanía).

El Honorable Senador señor Coloma solicitó al Ejecutivo hacer llegar el estudio de brechas que mencionó la señora Ministra (S) e hizo hincapié que respecto del Servicio Nacional de Aduanas existe un problema severo en materia de seguridad y para tener mejor seguridad fronteriza resulta clave tener inversión en tecnología.

La señora Ministra (S) hizo presente que si bien los decretos con fuerza de ley los trabaja y los firma el servicio, siempre van a toma de razón de la Contraloría General de la República que revisa que se cumpla con todos los requisitos previo a los concursos.

El Honorable Senador señor Saavedra acotó que en las instituciones públicas las organizaciones gremiales quisieran ser parte del proceso de movilidad dentro de los puestos de trabajo de modo que resaltó la importancia de que se les considere, particularmente en el caso del Servicio Nacional de Aduanas.

--La indicación número 56H fue retirada por su autor, de la misma forma que las indicaciones números 57H y 58H.

Artículo vigésimo

Del siguiente tenor literal:

“Artículo vigésimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal del Servicio Nacional de Aduanas y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de ellas. En especial, podrá determinar el número de cargos para cada grado de la Escala de Fiscalizadores que se asignen a dichas plantas y podrá establecer la gradualidad en que los cargos serán creados; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; los cargos de exclusiva confianza y de carrera; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos del artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, determinará los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, establecerá las normas de encasillamiento de las plantas de personal y el número de cargos que se proveerán de conformidad a ellas. 

2. El número de cargos totales para la planta de personal que se fije en virtud de este artículo será de 1.616.  

3. Determinar la o las fechas de entrada en vigencia de las plantas de personal y del encasillamiento que se practique.

4. En cualquier caso, el encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. 

b) Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. 

c) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos provisionales. 

d) Respecto del personal que en el momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado. 

e) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan no serán exigibles respecto de las y los funcionarios titulares para efectos del encasillamiento a que se refiere el numeral 1 del artículo segundo de la presente ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes. 

f) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y, asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.”. 

En el artículo vigésimo transitorio recayó la indicación número 57H del Honorable Senador señor Coloma, para suprimirlo.
--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 57H fue retirada por su autor.

Artículo vigésimo primero

Prescribe textualmente lo siguiente:

“Artículo vigesimoprimero.- El encasillamiento de las plantas de directivos de carrera, profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Nacional de Aduanas quedará sujeto a las condiciones que establezcan el o los decretos con fuerza de ley que fijen sus plantas conforme al artículo anterior, considerando a lo menos lo siguiente:

1. Los funcionarios de las plantas antes señaladas se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, y mantendrán el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existen los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 

2. Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno, en los cuales podrán participar los funcionarios de planta y a contrata siempre que cumplan los requisitos para el cargo respectivo, se hayan desempeñado en calidad de titular de planta o a contrata, a lo menos, dos años continuos inmediatamente anteriores al 20 de mayo de 2018, y cumplan las demás condiciones para participar en dichos concursos que fije el o los decretos con fuerza de ley antes indicado, el cual podrá exigir contar con la certificación de aprobación de horas de capacitación impartidas por el Servicio. En el caso del personal a contrata, además podrá exigir haberse desempeñado en dicha calidad sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior

3. Asimismo, dicho decreto con fuerza de ley señalará el número de grados superiores a los cuales podrá postular en el o los respectivos concursos. Con todo, solo podrá ser encasillado como máximo en tres grados superiores en todo el proceso concursal. A el o los concursos no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley N° 19.479.

4. El o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo anterior definirán los factores que, a lo menos, considerará el concurso, la integración del comité de selección y también podrán establecer las demás normas para su realización. Además, el o los referidos decretos con fuerza de ley fijarán el grado en que podrán ser encasillados aquellos funcionarios a contrata que hayan experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en la época que determinen dicho decreto o decretos con fuerza de ley.

5. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes en el respectivo concurso interno. En caso de que resulte ser encasillado en dos o tres grados superiores, éste se implementará gradualmente, se asignará un grado en cada anualidad según lo defina el decreto con fuerza de ley, y podrá para ello crear cargos transitorios en la planta de personal respectiva, los cuales se suprimirán de pleno derecho cuando queden vacantes por cualquier causal. Dichos cargos transitorios quedarán afectos a la regulación que establezca el decreto con fuerza de ley.

6. En lo no previsto en el presente artículo estos concursos se regularán por las normas del Párrafo 1° del Título II del Estatuto Administrativo.

7. El decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior podrá disponer que las vacantes que se generen producto del encasillamiento, se provean de acuerdo a las normas de este artículo. Además, dicho decreto con fuerza de ley podrá establecer normas complementarias para su provisión. Con todo en estos concursos, solo podrán participar aquellos funcionarios que hayan sido encasillados en el mismo grado o en uno o dos grados superiores a los que poseían a la época del encasillamiento, y solo podrán acceder hasta tres, dos o un grado superior al del encasillamiento, respectivamente, y de acuerdo a la forma y gradualidad a que se refieren los numerales anteriores y determine el decreto con fuerza de ley antes indicado.”.
En el artículo vigésimo primero transitorio recayó la indicación número 58H, del Honorable Senador señor Coloma, para eliminarlo. 

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 58H fue retirada por su autor. 
- - - 

La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Saavedra, acordó incorporar en el artículo transitorio final dos incisos, del siguiente tenor:

“Transcurridos tres años desde la entrada en vigencia de la presente ley, de acuerdo al inciso primero, el Ministerio de Hacienda deberá contratar una evaluación externa que se pronuncie sobre la implementación y aplicación de las medidas contenidas en la presente ley, refiriéndose, a lo menos, a su efecto sobre la recaudación fiscal, su impacto en la actividad económica, sus efectos distributivos, y el cumplimiento de los compromisos en materia de gastos adquiridos durante la tramitación de la misma. 

El resultado de esa evaluación será remitido a las Comisiones de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados y del Honorable Senado y deberá será publicado en el sitio web del Ministerio de Hacienda.”.

El Honorable Senador señor Saavedra sugirió agregar que el informe incorpore evaluaciones sobre la irrupción de delitos como narcotráfico a efecto de evaluar qué medidas tomar hacia el futuro.

- - -

o o o o o
La indicación número 59H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del artículo vigesimosegundo transitorio, el siguiente artículo vigesimotercero transitorio, nuevo: 

“Artículo vigesimotercero.- Los funcionarios o funcionarias que a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando cargos de Subdirectores de Departamento de Subdirecciones del Servicio de Impuestos Internos, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme al título VI de la ley Nº19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa.”.”.
La señora Ministra (S) explicó que la indicación se vincula con la entrada en vigencia respecto de la forma de nombramiento de los Subdirectores del Servicio de Impuestos Internos a propósito de su incorporación al Sistema de Alta Dirección Pública.

--Puesta en votación la indicación número 59H, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Saavedra.

o o o o o
o o o o o
La indicación número 60H, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, a continuación del artículo vigésimotercero transitorio, el siguiente artículo vigesimocuarto transitorio, nuevo:

“Artículo vigesimocuarto.- El Consejo Tributario incorporado en el artículo 6° bis del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, del Ministerio de Hacienda,  y en el artículo 3° ter del artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, que fija texto de la Ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos y adecúa disposiciones legales, se constituirá el primer día del séptimo mes siguiente al de la aprobación de la presente ley, fecha en que entrarán en vigencia ambas disposiciones. 

Para efectos de su renovación, dos de los Consejeros del primer nombramiento durarán 3 años en sus funciones y 2 durarán 5 años, y en ambos casos podrán ser reelegidos por un periodo adicional de 5 años.”.

--Como se señaló con anterioridad, la indicación número 60H fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y Saavedra.

o o o o o
- - - 

INFORME FINANCIERO
- El informe financiero complementario N° 217 elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de agosto de 2024, señala lo siguiente:
“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones (N°169-372) modifican el proyecto de ley principalmente en los siguientes aspectos:

- Modificaciones al Código Tributario:

• Se realizan ajustes al procedimiento y plazos mediante el cual el Servicio de Impuestos Internos, en el marco de un proceso de fiscalización, puede solicitar al contribuyente la entrega de información bancaria. Este procedimiento también incluye aquellos casos en que el contribuyente se niegue a la entrega voluntaria de información, la que podrá ser autorizada por el Tribunal Tributario Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente.

• Se realizan modificaciones al deber de información en el contexto de inicio de actividades, así como los plazos de prescripción de modificaciones y acuerdos no informados. Se incorpora a los operadores de plataformas digitales de intermediación como obligados a exigir la acreditación de haber efectuado el inicio de actividades ante el Servicio.

• Se realizan precisiones al procedimiento asociado al término de giro.

• Se realizan ajustes a los requisitos que deben tener los abonos que se realicen en las cuentas de los titulares, para que deban ser informados al Servicio por parte de las entidades financieras. En particular, se precisa que deben considerarse todas las cuentas del titular para la contabilización de los abonos, y que esta información podrá servir de base para un proceso de fiscalización.

• Se establece que el Servicio implementará un sistema que permita a los servicios y organismos públicos de naturaleza fiscal y semifiscal, el traspaso de datos y antecedentes que este solicite para la fiscalización de impuestos.

• Se incorpora el deber a los bancos comerciales de verificar el inicio de actividades y situación tributaria al día, de solicitantes de operaciones de crédito, préstamo o cualquiera de naturaleza patrimonial, así como las sanciones asociadas al incumplimiento.

• Se determina que las operaciones de compra y venta que superen las 50 unidades de fomento (UTM) o su equivalente en moneda extranjera deberán efectuarse siempre a través de medios de pago electrónicos o cualquier otro medio de pago que permita la individualización del pagador.

• Se establece la facultad de los contribuyentes a autodenunciarse por diferencias de impuestos que puedan constituir delitos tributarios, así como los requisitos para presentarla. En estos casos el contribuyente no será objeto de denuncia ni querella, tales diferencias no serán objeto de condonación respecto de los intereses y multas que correspondan, aunque podrá acceder a un convenio de pago ante el Servicio de Tesorerías.

- Modificaciones a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:

• Se restringe la aplicación del procedimiento especial donde el SU determina el impuesto a pagar en operaciones de venta de bienes inmuebles, quedando como opción sólo para empresas con ventas de hasta 2.400 UF anuales.

- Modificaciones a la Ordenanza de Aduanas:

• Se realizan modificaciones al proceso de reposición administrativa asociadas a las reclamaciones efectuadas al Tribunal Tributario Aduanero (Tribunal de ahora en adelante) en los siguientes aspectos:

• Se establece que durante la tramitación de la reposición administrativa deberá darse audiencia al contribuyente para ser escuchado y presentar los antecedentes requeridos para resolver la petición, salvo si el recurso es inadmisible o totalmente aceptado por el Servicio de Aduanas.

• Las pruebas rendidas deberán apreciarse fundadamente.

• En lo que respecta al Sistema de Administración de Causas Tributarias Aduaneras, el cual mantiene registro electrónico de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales, se establece que no se podrá eliminar ningún registro sin que previamente lo decrete el Tribunal. Este organismo también podrá exigir, en caso de ser necesario, que los documentos y pruebas presentados en un proceso sean entregados en formato físico, ya sea en papel o mediante un dispositivo de almacenamiento electrónico.

II. Efecto de las indicaciones sobre el Presupuesto Fiscal

La implementación de las presentes indicaciones se realizará con cargo al presupuesto vigente u otorgado en Informes Financieros previos de las instituciones involucradas, por lo que no irrogarán gasto fiscal.

Respecto del efecto en ingresos, estas indicaciones vienen a reforzar y perfeccionar las medidas que permitirán incrementar la recaudación fiscal ya estimada en Informes Financieros antecedentes.

III. Fuentes de información

• Oficio de S. E. el Presidente de la República mediante el cual formula indicaciones al proyecto de ley de cumplimiento de obligaciones tributarias dentro del Pacto por el Crecimiento Económico, el Progreso Social y la Responsabilidad Fiscal.”.

- Luego, se presentó el informe financiero complementario N° 227, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 27 de agosto de 2024, que señala textualmente:

“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones (N° 179-372) modifican el proyecto de ley incorporando nuevas modificaciones e insistiendo con cuestiones no aprobadas en el trámite previo. Los principales contenidos son los siguientes:

Gobernanza SII (DFL N°7 de 1980 que fija texto de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos):

• Se incorpora como función del Director del Servicio de Impuestos Internos, la de dictar los criterios para las bases de acuerdo del proceso de mediación que presta la Defensoría del Contribuyente, de fijar el plan de gestión de cumplimiento tributario y de dar cuenta de este ante la Comisión de Hacienda del Senado. Asimismo, se incorpora como función de los directores regionales llevar procedimientos de fiscalización, revisión u otro tipo, cuando sean instruidos por el Director o Subdirector respectivo.

• Se faculta al Director a solicitar la renuncia del Subdirector de Departamento de Subdirección, previa comunicación dirigida por escrito al Consejo de Alta Dirección Pública, la que deberá ser fundada.

• Se incorpora como segundo nivel jerárquico del Sistema de Alta Dirección Pública, los cargos de Subdirectores de Departamentos de Subdirección. A su vez, se formaliza en el Servicio la existencia legal de las Subdirecciones de Fiscalización, Jurídica y Normativa.

• Se establece un régimen post empleo de tres meses para Director y Subdirectores, que prohíbe prestar servicio, hacer lobby o adquirir participación en la propiedad de entidades sujetas a fiscalización del Servicio. Como medida de compensación, se establece una remuneración por dicho periodo equivalente al 75% de la remuneración promedio de los 12 meses anteriores.

• Se incorpora una norma que inhibe al Director a realizar concurso de reemplazo para Subdirectores dentro de los 8 últimos meses de su periodo sin autorización del Consejo de ADP.

• Se crea el Comité Ejecutivo, que aprobará las decisiones de mayor relevancia del Servicio, que tengan efecto en un contribuyente particular. Esto corresponde a la aplicación de la norma 'antielusiva', presentación de denuncia o querella cuando el monto defraudado supere las 1.200 UTA, aprobación de acuerdos extrajudiciales y otras transacciones u operaciones que puedan tener impacto institucional.

• Se crea el Consejo Tributario, que se pronunciará sobre las circulares e instrucciones de aplicación de la norma tributaria que deban ser sometidas a consulta pública obligatoria. También evaluará y emitirá recomendaciones sobre el Plan de gestión de cumplimiento tributario.

• El Consejo Tributario estará integrado por el Director, quien lo presidirá, y cuatro consejeros que durarán cinco años en su cargo. Los consejeros serán designados por el Ministro de Hacienda, de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública. El Consejo contará con un secretario que será responsable de las actas. A su vez, se establece un régimen de inhabilidades e incompatibilidades para los consejeros.

• Respecto de la dieta de los consejeros, esta se establece en 50 unidades de fomento (UF) por sesión, con un tope mensual de 150 UF mensuales.

• Se faculta al Servicio de emplear la información tributaria que dispone para corroborar la declaración jurada de patrimonio de sus funcionarios.

Modificaciones al Código Tributario:

• Se crea la figura de apoderado de grupo empresarial, persona natural designada por el grupo para mantener las comunicaciones con el Servicio para instancias de colaboración con fines de evitar errores en materia tributaria.

• Se establecen las circunstancias y el procedimiento en que el Servicio podrá considerar dos o más partes relacionadas para aplicación de beneficio o régimen tributario especial.

• Se precisan los requisitos y excepciones para aplicar la facultad de tasación de bienes del Servicio, en distintos casos de reorganizaciones empresariales.

• Se realizan precisiones al deber de información de inicio de actividades y modificaciones, así como el deber de exigir la acreditación de inicio de actividades para operadores de plataformas digitales.

• Se establecen multas para traslado de bienes para los que no se hayan cumplido las obligaciones de declaración y pago de impuestos, y bienes falsos.

• Se extiende la obligación de reserva para funcionarios o personas de servicios públicos, distintos al mismo Servicio, que hayan tomado conocimiento de información sujeta a reserva.

Modificaciones a la Ley sobre Impuesto a la Renta:

• Se realizan precisiones al artículo que regula la tributación en Chile de las rentas pasivas percibidas o devengadas por entidades sin domicilio ni residencia en el país, controladas directa o indirectamente por contribuyentes, entidades o patrimonios de afectación con domicilio, residencia, constituidos o establecidos en Chile.

Modificaciones a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios

• Se precisan los mecanismos para recuperar IVA para los exportadores que den término de giro. A su vez, se establece que el procedimiento de fiscalización de solicitudes de devolución será especialmente aplicable a situaciones especificadas de exportadores.

II. Efecto de las indicaciones sobre el Presupuesto Fiscal

En materia institucional se estima que la asignación ADP correspondiente a los cargos de Subdirectores que pasarán a ser provistos a través de dicho sistema se definirá de forma tal que no se altere la remuneración de cada cargo. Sin perjuicio de ello, se debe considerar un costo del proceso de selección de segundo nivel jerárquico ADP, de aproximadamente $8.096 miles por cargo provisto.

Por otra parte, las Subdirecciones formalizadas se encuentran actualmente en funcionamiento, y la presente indicación les otorga rango legal, por lo que no tiene efecto presupuestario.

Respecto a los Consejos, se suprime el Consejo Asesor Consultivo establecido en el oficio N° 036-372 y se introduce el Consejo Asesor Tributario, que contempla un gasto en dietas mensuales equivalente al tope máximo, de 150 UF mensuales, para los 4 consejeros. Esto es equivalente a $271.526 miles anuales, de los cuáles $124.886 miles corresponden a mayor gasto por sobre lo asignado en el IF N°86 de 2024 al Consejo ahora suprimido.

Por lo tanto, la implementación de las presentes indicaciones irrogará un mayor gasto fiscal en régimen de $124.886 miles respecto de lo indicados en Informes Financieros anteriores. En el primer año, se agregan $32.386 miles, asociado al costo del proceso de selección de los consejeros del Consejo Asesor Consultivo.

En cuanto al régimen post empleo, los Directivos tendrán derecho a una remuneración del 75% de la remuneración bruta promedio que recibió en los últimos 12 meses. Tomando como referencia junio de 2024, esto equivaldría a un gasto mensual por directivo como mínimo de $6.523 miles y como máximo de $7.156 miles. El gasto anual por directivo, consistente en el pago de tres meses, como mínimo es de $19.571 miles y como máximo de $21.469 miles.

Los gastos asociados a régimen remunerado de post empleo y la provisión de cargos ADP del segundo nivel jerárquico, implicará un mayor gasto de acuerdo a lo antes expuesto, y se gatillará cada vez que los cargos respectivos queden vacantes desde la entrada en vigencia de dichas disposiciones.

III. Fuentes de información

• Oficio de S.E. el Presidente de la República, mediante el cual formula Indicaciones al Proyecto de Ley de cumplimiento de obligaciones tributarias dentro del pacto por el crecimiento económico, el progreso social y la responsabilidad fiscal.

• Ley de Presupuestos del Sector Público, año 2024.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 17, inciso segundo, de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.
 - - - 
MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en particular de la iniciativa legal en trámite, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1

NUMERAL 2

Letra b)

La ha reemplazado por la siguiente:

“b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“Existe elusión cuando mediante actos o negocios jurídicos o un conjunto de ellos, con abuso o simulación, se eluden los hechos imponibles establecidos en las disposiciones legales tributarias.”.”.

(Indicación número 1H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

Letra c)

La ha sustituido por la que sigue:

“c) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, el siguiente texto: “Serán aplicables los artículos 4° ter y 4° quáter cuando con abuso o simulación se evite una norma especial antielusiva, en cuyo caso, mediante el procedimiento establecido en el artículo 4° quinques, se solicitará la aplicación de la norma especial eludida. Cuando respecto de un solo acto u operación le sea aplicable una norma especial, solo podrá aplicarse dicha norma.”.”.

(Indicación número 2H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

Letras d) y e)

Las ha reemplazado por la siguiente letra d):

“d) Agrégase a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser inciso final: 

“También serán aplicables los artículos 4° ter y 4° quáter cuando la elusión comprenda un conjunto o serie de actos o negocios jurídicos, aun cuando respecto de uno o más de ellos, individualmente considerados, pueda aplicarse una norma especial antielusiva. En estos casos las consecuencias jurídicas de la declaración de elusión se regirán por las disposiciones de los artículos 4° ter o 4° quáter, según corresponda.

Cuando respecto de un acto o negocio jurídico se hubiere aplicado una norma especial antielusiva, a dicho acto o negocio no podrá aplicársele los artículos 4° ter o 4° quáter. Tampoco a los actos o negocios jurídicos a los que se hubiere aplicado la norma general antielusión podrá aplicárseles una norma especial antielusiva.  

La facultad de revisar los actos o negocios jurídicos por aplicación de los artículos 4° ter y 4° quáter y la interposición del requerimiento señalado en el artículo 4° quinquies prescribirá en el plazo de 6 años.”.”.

(Indicación número 3H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

NUMERAL 3

Letra a)

La ha sustituido por la que sigue:

“a) En su inciso primero: 

i) Elimínase la frase “total o parcialmente”.

ii) Intercálase entre la expresión “obligación,” y la palabra “mediante” la frase “se obtengan devoluciones, o se acceda a un beneficio tributario o régimen tributario especial,”.”.

(Indicación número 4H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

Letra b)

La ha suprimido.

(Indicación número 5H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

Letra c)

Ha pasado a ser letra b), sin enmiendas.

NUMERAL 4

Letra a)

La ha reemplazado por la siguiente:

“a) Reemplázase, la expresión “actos o negocios simulados” por la frase “actos o negocios jurídicos simulados, además de la multa establecida en los términos del artículo 100 bis”.”.

(Indicación número 6H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

Letra b)

La ha sustituido por la que sigue:

“b) Reemplázase la frase “actos y negocios jurídicos de que se trate” por “actos o negocios jurídicos o un conjunto o serie de ellos”.”.
(Indicación número 7H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

Letra c)

La ha reemplazado por la siguiente:

“c) Intercálase, entre la expresión “nacimiento” y el punto que le sigue, la expresión “o se simulen, actos o negocios jurídicos para acceder a un beneficio tributario o a un régimen tributario especial”.”.

(Indicación número 8H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

NUMERAL 5

Lo ha sustituido por el que sigue:

“5. Sustitúyese el artículo 4º quinquies, por el siguiente:

“Artículo 4° quinquies.- La existencia de abuso o simulación será declarada a requerimiento del Director, previa recomendación del Comité Ejecutivo, por el Tribunal Tributario y Aduanero competente, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 160 bis. 

El Servicio deberá citar al contribuyente en los términos del artículo 63, pudiendo solicitar todos los antecedentes que estime necesarios respecto a los actos o negocios jurídicos objeto de revisión en los términos del inciso segundo de dicho artículo, incluidos aquellos que sirvan para el establecimiento de la multa dispuesta en el artículo 100 bis. En la citación deberá constar que el procedimiento es bajo el presente artículo y si pudieran también ser aplicables una o más normas especiales antielusivas respecto de los mismos actos o negocios jurídicos objeto de revisión. El procedimiento de fiscalización será dirigido por el Departamento de Normas Generales Antielusión en coordinación con la Dirección Regional o Dirección de Grandes Contribuyentes, según corresponda. 

Cuando el procedimiento de fiscalización se hubiere iniciado por una materia distinta a la indicada en el inciso anterior, procederá lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 59. Asimismo, si en dicho procedimiento anterior ya se hubiese citado al contribuyente, dicha citación se conciliará, debiendo emitirse una nueva citación según lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 63.

Finalizada la etapa de fiscalización, y dentro de los plazos de prescripción, el Departamento de Normas Generales Antielusión deberá elaborar un informe que contenga, al menos, los antecedentes analizados, los argumentos del contribuyente y los fundamentos para calificar los actos o negocios jurídicos, o un conjunto o serie de ellos, como constitutivos o no de elusión. El informe deberá ser firmado por los funcionarios a cargo de la fiscalización y por el jefe del Departamento.  El informe podrá: 

1. Dar cuenta de la existencia de elusión, según lo dispuesto en los artículos 4° ter o 4° quáter, y en la medida que los actos o negocios jurídicos o una serie de ellos hubieren generado una reducción de la base imponible igual o superior a 1000 unidades tributarias mensuales; o se hubiere accedido a un beneficio tributario; o se hubiere ingresado a un régimen tributario especial. En este caso, el informe será presentado al Comité Ejecutivo. 

2. Recomendar la aplicación de una norma especial antielusiva, en cuyo caso se enviarán los antecedentes a la Dirección Regional respectiva o al área especializada de la Dirección Nacional, según corresponda, para que se resuelva el proceso de fiscalización y se determine la procedencia de aplicar una norma especial antielusiva y en su caso emitir las liquidaciones o resoluciones que correspondan. Para la procedencia de lo antes dispuesto será necesario que se hubiese citado al contribuyente dentro de los plazos establecidos en el artículo 59, aplicables a la norma especial invocada. 

3. Establecer que no existe elusión, en cuyo caso se certificará el término del proceso de fiscalización en los términos del inciso quinto del artículo 59.

Cuando proceda lo dispuesto en el número 1 del inciso anterior, el Comité Ejecutivo deberá, dentro del plazo de 15 días desde recibido el informe: 

a) Establecer la procedencia de la aplicación de los artículos 4° ter o 4° quáter, recomendando al Director la presentación del requerimiento ante el Tribunal Tributario y Aduanero competente. 

b) Recomendar la aplicación de una norma especial o resolver que no existe elusión, en cuyo caso se procederá según los números 2 o 3 del inciso anterior, según corresponda. 

Durante el tiempo transcurrido entre la fecha en que se presente el requerimiento de declaración de abuso o simulación ante el Tribunal Tributario y Aduanero competente, hasta la sentencia firme y ejecutoriada que la resuelva, se suspenderá el cómputo de los plazos establecidos en el inciso séptimo del artículo 4º bis. 

En caso de que se establezca la existencia de abuso o simulación para fines tributarios, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá así declararlo en la resolución que dicte al efecto, dejando en ella constancia de los actos jurídicos abusivos o simulados, de los antecedentes de hecho y de derecho en que funda dicha calificación, determinando en la misma resolución el monto del impuesto que resulte adeudado o el monto de la reducción o eliminación de una pérdida tributaria, según corresponda. 

A partir de la resolución señalada en el inciso anterior, el Servicio procederá a dictar la liquidación o resolución según corresponda, debiendo incluir el reajuste, intereses y multas que proceda a partir de las diferencias de impuesto determinadas por el tribunal. Por su parte, una vez que la existencia de abuso o simulación se encuentre firme, se procederá a emitir los giros con prescindencia de las partidas o elementos de la liquidación que hubiera sido desestimadas con ocasión de los recursos presentados por el contribuyente.”.
(Indicación número 9H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

NUMERAL 6

Letra a)

La ha reemplazado por la siguiente:

“a) Agréganse, en su literal A, los siguientes numerales 9°, 10° y 11°, nuevos:

“9°. Dictar la resolución que establece los criterios generales para la proposición, negociación y aceptación de las bases de acuerdo, dentro del procedimiento de mediación a que se refiere el Párrafo IV de la ley Orgánica de la Defensoría del Contribuyente. Asimismo, deberá promover la correcta coordinación entre dicho organismo y la subdirección a cargo de la asistencia del contribuyente.

10. Fijar, oyendo previamente al Consejo Tributario, el plan de gestión de cumplimiento tributario.

11. Dar cuenta ante la Comisión de Hacienda del Senado, de forma anual, respecto del plan de gestión de cumplimiento tributario, la evolución de la recaudación en los procesos de fiscalización y la información estadística sobre las causas ante los tribunales de justicia.”.”.

(Indicación número 10H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

Letra b)

Ordinal i)

Ha suprimido el segundo acápite, que señala:

“- Agrégase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la oración: “Tampoco podrá resolver peticiones administrativas que recaigan sobre las resoluciones, liquidaciones o giros de impuestos dictados de acuerdo a lo establecido en los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter y 4° quinquies de la presente ley.”.

(Indicación número 11H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

Ha agregado la siguiente letra c), nueva:

“c) Agrégase, a continuación del literal B., el siguiente literal C., nuevo: 

“C. Del Comité Ejecutivo: 

El Comité Ejecutivo deberá aprobar por la mayoría absoluta de sus miembros:

1° La recomendación de aplicación de los artículos 4° bis, 4° ter y/o 4° quáter, previo informe del Departamento de Normas Generales Antielusión.

2° La aprobación de un acuerdo extrajudicial en los términos del artículo 132 ter. 

3° La presentación de una denuncia o querella en los términos señalados en el artículo 162, cuando se refiera a montos que superen las 1.200 unidades tributarias anuales, sin considerar intereses, reajustes y multas. 

4° La aprobación de la recompensa establecida en el artículo 100 quinquies.  

5° Transacciones u operaciones, que, independiente de su monto, puedan tener impacto o califiquen como de interés institucional, considerando las características cualitativas de las transacciones y/o de los contribuyentes involucrados o por la transversalidad de la materia a nivel nacional. Para tal efecto, el Director dictará una resolución que establecerá los criterios que permitan definir un caso como relevante o de interés institucional.

6° La aprobación de la solicitud presentada por el contribuyente en virtud del artículo 100 sexies.

Las liquidaciones, resoluciones y los giros que procedan por aplicación de las materias señaladas anteriormente sólo podrán ser dictadas previo pronunciamiento favorable del Comité Ejecutivo.”.”.

(Indicación número 12H. Unanimidad 5x0 Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos, excepto en lo relativo al número 4°, aprobación de la recompensa, que fue aprobado por mayoría 4x1, con el voto en contra del Senador señor Coloma)

o o o o o

o o o o o

Ha incorporado, a continuación del numeral 6, el siguiente numeral 7, nuevo:

“7. Agrégase, a continuación del artículo 6, el siguiente artículo 6° bis, nuevo: 

“Artículo 6° bis.- Le corresponderá al Consejo Tributario pronunciarse respecto de las siguientes materias: 

1° Las circulares que deban ser objeto de consulta pública obligatoria, según el párrafo segundo del numeral 1° de la letra A del artículo 6. Tales circulares solo podrán ser sometidas a dicho trámite previa opinión del Consejo Tributario. Para tal efecto, el Director presentará al Consejo Tributario un borrador de circular, para que éste entregue por escrito su opinión jurídica, en el plazo de 10 días hábiles, a fin de resguardar la observancia de dicho instrumento al principio de reserva legal en materia de tributos y que alguno de sus contenidos no sean contrarios a la ley. 

Cuando el Consejo Tributario estime que el proyecto de circular no se ajusta al principio de reserva legal o que alguno de sus contenidos es contrario a la ley, deberá representarlo fundadamente al Director, identificando aquellas partes de la circular que no se ajustan a dicho principio o al ordenamiento jurídico. Para representar el proyecto de circular se requerirá, a lo menos, el voto de tres de los Consejeros designados por el Ministro de Hacienda o, cuando un consejero se hubiese inhabilitado, se requerirá el voto de al menos la mayoría absoluta de los Consejeros antes mencionados.

En caso de ser representado el proyecto de circular, el Director deberá responder por escrito al Consejo Tributario, ya sea insistiendo fundadamente y proporcionando los antecedentes que dan cuenta que la circular se ajusta al principio de reserva legal; proponiendo una nueva redacción de los elementos representados por el Consejo Tributario, o acogiendo la objeción, eliminándolos de la propuesta de circular.

Ante la respuesta del Director, el Consejo Tributario podrá manifestar su conformidad con la propuesta. Alternativamente, podrá rechazar la insistencia del Director o representar la nueva redacción, con la misma mayoría establecida en el párrafo segundo, en cuyo caso la circular solo podrá ser publicada a consulta sin los elementos representados por el Consejo. 

Dentro de los cinco días siguientes al pronunciamiento del Consejo, el Servicio procederá a publicar en consulta pública el borrador de circular, dejando constancia de haber cumplido con el procedimiento de consulta previa ante el Consejo Tributario al momento de publicación de la misma. 

Los consejeros deberán guardar reserva de sus opiniones. El incumplimiento de esta obligación implicará la pérdida de su calidad como consejero y la inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos por el plazo de cinco años.

2° El Director deberá presentar ante el Consejo Tributario el Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario. El Consejo tendrá un plazo de 20 días para remitir su opinión y podrá requerir antecedentes adicionales al Director, quien deberá responder, por escrito, a la opinión del Consejo Tributario.

Al finalizar el primer semestre de cada año, el Director presentará un estado de avance del plan y revisará el avance del cumplimiento de las metas de recaudación respecto de las diferentes acciones contenidas en el mismo.

Previo a la publicación de los resultados anuales del plan de gestión de cumplimiento tributario, el Director presentará dichos resultados al Consejo Tributario; responderá a las consultas y recibirá las recomendaciones de los Consejeros.

Corresponderá al Consejo Tributario evaluar anualmente el plan de gestión de cumplimiento tributario y entregar recomendaciones para la elaboración de los planes futuros. Dicha evaluación deberá ser publicada en el sitio web institucional del Servicio de Impuestos Internos.”.”.

(Indicación número 13H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

NUMERAL 7

Ha pasado a ser numeral 8, con las siguientes enmiendas:

Letra a)

La ha reemplazado por la siguiente:

“a) Agrégase, en el numeral 14, el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Todo grupo empresarial deberá designar un apoderado de grupo empresarial, entendiéndose por este a la persona natural que designe e informe un grupo empresarial para mantener las comunicaciones y coordinación con el Servicio, a efectos de llevar a cabo las medidas de colaboración a las que se refiere el artículo 33. Lo anterior es sin perjuicio del procedimiento de fiscalización establecido en el artículo 59 ter que se regirá por las reglas allí contenidas, en especial respecto del procedimiento para efectuar las notificaciones.”.”.

(Indicación número 14H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

Letra c)

La ha suprimido.

(Mayoría 4 en contra x 1 abstención. En contra Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, Lagos y Saavedra. Abstención del Senador señor García)

Letra d)

Ha pasado a ser letra c), con las siguientes enmiendas:

- Ha sustituido la expresión “los siguientes numerales 18° y 19°, nuevos” por “el siguiente numeral 18°, nuevo”.

- Ha eliminado el numeral 19° que agrega.

(Indicaciones números 16H y 17H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERALES 8, 9, 10 y 11 
Han pasado a ser numerales 9, 10, 11 y 12, respectivamente, sin enmiendas.

NUMERAL 12

Ha pasado a ser numeral 13, con la siguiente enmienda:

Ha sustituido la frase “Nacional o Regional, según corresponda”, por “Ejecutivo”.

(Indicación número 18H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

NUMERALES 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22
Han pasado a ser numerales 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23, respectivamente, sin enmiendas.

NUMERAL 23

Ha pasado a ser numeral 24, reemplazado por el siguiente:

“24. Modifícase el artículo 62 de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “personas determinadas” por “contribuyentes determinados”. 

b) Sustitúyense los numerales 1) al 6) de su inciso tercero por los siguientes: 

“1) El Servicio, dentro de un proceso de fiscalización y previo a una citación o con ocasión de una, podrá requerir al contribuyente la entrega de su información bancaria, para lo cual deberá especificar las operaciones o tipo de operaciones o productos bancarios respecto de los cuales se solicita información y el período que comprende. El requerimiento se realizará en conjunto con la respectiva citación o con posterioridad a ella, según corresponda, pero siempre dentro del mismo proceso de fiscalización, y deberá ser notificado al contribuyente, de lo cual se dejará constancia en su expediente electrónico. 

El contribuyente deberá, en la respuesta a la citación o dentro de los 10 días siguientes a la notificación del requerimiento señalado en el párrafo anterior, informar si accede a la entrega de su información y el plazo en el cual será entregada, el que no podrá ser superior a veinte días. A falta de pronunciamiento expreso del contribuyente, se entenderá que no accede a la entrega voluntaria de la información requerida. 

El contribuyente podrá autorizar que la información sea enviada directamente por el banco, circunstancia que deberá constar por escrito y deberá contener expresamente la información sobre los productos, cuentas y los bancos respecto de los cuales se requirió información. De esta autorización se dejará constancia en el expediente electrónico. En estos casos, el Servicio procederá a enviar un requerimiento al o a los bancos que corresponda, el que contendrá lo siguiente:

a) La individualización del titular de la información bancaria que se solicita.

b) Las operaciones o productos bancarios o tipos de operaciones bancarias respecto de los cuales se solicita información. 

c) Los períodos comprendidos en la solicitud.

d) Copia de la autorización que ha conferido el contribuyente. 

e) El plazo para la entrega de la información, el cual no podrá ser inferior a diez ni superior a veinte días. 

El Servicio remitirá una copia del requerimiento al contribuyente y dejará constancia en el expediente electrónico. 

Efectuado un requerimiento en los términos antes señalados el banco deberá proceder a la entrega de la información requerida sin más trámite y le comunicará al contribuyente la forma y fecha en que ha cumplido con el requerimiento. 

2) Cuando el contribuyente no entregare de forma voluntaria la información requerida o no autorizare su entrega por parte del banco, el Servicio solo podrá acceder a la información bancaria mediante el procedimiento establecido en el artículo 62 bis. A falta de pronunciamiento expreso por parte del contribuyente dentro del plazo establecido, se entenderá que no accede a la entrega voluntaria.  

3) En los casos referidos en el numeral 2), autorizada la entrega de la información requerida por sentencia judicial firme, el Servicio solicitará que el tribunal oficie al banco obligado. Lo mismo ocurrirá si las partes llegan a un acuerdo total o parcial o a algún equivalente jurisdiccional que obligue al titular a entregar toda o parte de la información requerida. En estos casos, el banco dispondrá de un plazo de diez días, desde la notificación del oficio, para la entrega de la información solicitada.

4) No procederá lo dispuesto en los numerales anteriores cuando el requerimiento de información bancaria se realice con ocasión de un procedimiento de fiscalización por aplicación del número 10 del artículo 161, se funde en información obtenida por aplicación del artículo 85 ter o respecto de procesos de fiscalización iniciados en virtud de las letras a) o b) del artículo 59 bis, cuando el contribuyente no hubiere comparecido o entregado las aclaraciones en el sentido del inciso final de dicho artículo. En los casos antes señalados el banco deberá entregar la información requerida por el Servicio según el siguiente procedimiento: 

a) El Servicio deberá presentar el requerimiento, que contendrá las menciones señaladas en las letras a), b) y c) del numeral 1), ante el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente, junto con los antecedentes que den cuenta del procedimiento de fiscalización bajo el cual se encuentra el contribuyente y sus antecedentes fundantes. El requerimiento deberá contener, además, los fundamentos que den cuenta de la importancia de contar con la información bancaria requerida para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos o la falta de ellas. 

b) El juez tendrá un plazo de 5 días para verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente numeral. Vencido dicho plazo, el tribunal deberá notificar al Servicio, mediante correo electrónico, la resolución dando cuenta del cumplimiento de los requisitos legales. 

c) El Servicio procederá a enviar el requerimiento señalado en la letra a) anterior y la resolución del tribunal al banco, el cual entregará la información dentro del plazo de veinte días desde la recepción del requerimiento. 

d) El banco, una vez entregada la información al Servicio, deberá comunicarle al titular que ha procedido a entregar su información bancaria en virtud de un requerimiento por aplicación del presente numeral. 

e) Cuando el juez no autorice la entrega de información requerida por el Servicio, esta sólo podrá ser obtenida por sentencia judicial firme en base al procedimiento establecido en el artículo 62 bis.

El procedimiento establecido en el presente numeral será siempre secreto. 

5) El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte del banco, en cualquiera de las circunstancias reguladas en el presente artículo, será sancionado con multa de 50 unidades tributarias anuales.

6) El Servicio deberá implementar un sistema que permita la entrega de información por parte de los bancos que garantice su seguridad, integridad y reserva.”.

c) Intercálase en el inciso quinto, entre la frase “deberá ser eliminada,” y la expresión “no pudiendo” la frase “dentro del plazo de 30 días,”.

d) Reemplázase en el inciso sexto, la frase “reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 70 a quinientas unidades tributarias mensuales”.”.

(Indicación número 1. Unanimidad 5x0. Senadores señora Allende y señores Coloma, García, Kast y Lagos)

o o o o o

Ha incorporado un numeral 25 del tenor que se señala a continuación:

“25. Modifícase el artículo 62 bis de la siguiente manera: 

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 62 bis.- Será competente para conocer de la solicitud de autorización judicial que el Servicio interponga para acceder a la información bancaria sujeta a reserva o secreto, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo, en el numeral 2) y en la letra e) del numeral 4) del inciso tercero, todos ellos del artículo 62 precedente, el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el Tribunal Tributario y Aduanero competente en la comuna de Santiago.”.

b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto final que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: 

“Los requerimientos presentados en virtud del presente artículo deberán ser tramitados de forma preferente por el Tribunal Tributario y Aduanero.”.

c) Reemplázase, en el inciso tercero, el texto a continuación del punto y seguido por el siguiente: 

“Con el mérito de los antecedentes aportados por las partes y en la misma audiencia el juez recibirá la causa a prueba o citará a las partes a oír sentencia. En este último caso, deberá resolver fundadamente en la misma audiencia o dentro del quinto día. Recibida la causa a prueba se abrirá un plazo de cinco días. Vencido el término probatorio el juez dictará la sentencia en un plazo de diez días.”.

d) Agrégase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“Durante el tiempo transcurrido entre la fecha en que se dicte la sentencia por el Tribunal Tributario y Aduanero, hasta la resolución que la resuelva, por sentencia firme, se suspenderá el cómputo de los plazos establecidos en los artículos 200 y 201.”. 

e) Sustitúyense los incisos cuarto, quinto y sexto, que han pasado a ser incisos quinto, sexto y séptimo, por los siguientes incisos quinto y sexto: 

“La notificación al titular de la información, a que se refiere el inciso tercero, se deberá efectuar personalmente o por cédula, salvo cuando se refiera a un domicilio en el extranjero, en cuyo caso se deberá realizar por avisos. Para los efectos de la notificación por avisos, el secretario del tribunal preparará un extracto en que se incluirá la información necesaria para que el titular de la información conozca del hecho de haberse requerido por el Servicio su información bancaria amparada por secreto o reserva, la identidad del tribunal en que tal solicitud se ha radicado y la fecha de la audiencia fijada.

El tribunal remitirá al correo electrónico que el contribuyente hubiera registrado ante el Servicio una copia de la notificación, sin que la falta de esta afecte la validez de la notificación.”.

f) Intercálase, en el inciso séptimo, entre la frase “en cuenta” y la coma que le sigue, lo siguiente: “y en forma preferente”.”.

(Indicación número 2. Unanimidad 5x0. Senadores señora Allende y señores Coloma, García, Kast y Lagos)

o o o o o

NUMERAL 24

Ha pasado a ser numeral 26, sin enmiendas.

NUMERAL 25

Ha pasado a ser numeral 27.

Artículo 64 propuesto

Ha efectuado las siguientes enmiendas:

Inciso cuarto

Lo ha suprimido.

(Indicación número 19H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Chahuán y García)

Inciso quinto

Ha eliminado la frase “, y deberá aplicar para tales efectos los métodos señalados”.

(Indicación número 20H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Chahuán y García)

Incisos décimo y undécimo

Los ha reemplazado por los siguientes incisos noveno, décimo, undécimo, duodécimo y décimo tercero, nuevos, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes:

“No se aplicará la facultad de tasación respecto de fusiones y divisiones, sean nacionales o internacionales en la medida que cumplan con los requisitos establecidos en el inciso décimo primero.

Tampoco se aplicará la facultad de tasación respecto de cualquier tipo de reorganizaciones empresariales, tales como, la conversión del empresario individual o el aporte de activos de cualquier clase, realizados por personas naturales o jurídicas, asignados dentro del territorio nacional, en la medida que dichas reorganizaciones obedezcan a una legítima razón de negocios. 

Tratándose de fusiones, divisiones u otras reorganizaciones señaladas en los incisos anteriores, no procederá la facultad de tasación siempre que se mantenga el costo tributario de los activos en la sociedad absorbente o naciente de una fusión, en la o las sociedades que nacen con ocasión de la división o en la que recibe el aporte de uno o más activos y no se originen flujos efectivos de dinero para el aportante.

Cuando se trate de reorganizaciones empresariales internacionales, distintas de una fusión o división, que produzcan efectos en bienes, acciones o derechos situados en el país, no procederá la facultad de tasación siempre que cumplan los siguientes requisitos copulativos: que exista una legítima razón de negocios, que no se originen flujos de dinero para el aportante y se mantenga el costo tributario de los activos que se transfieren, asignen o aporten con ocasión de la reorganización, que se haya cumplido con las exigencias legales de la jurisdicción extranjera que corresponda y se mantenga o no se afecte la potestad tributaria de Chile, esto es, cuando un posterior aporte o transferencia de los activos que hubieran sido asignados o aportados en el proceso de reorganización sean efectivamente susceptibles de ser gravados en Chile. 

No procederá la limitación de la facultad de tasación prevista en los incisos anteriores respecto de reorganizaciones empresariales, incluyendo fusiones o divisiones que impliquen el traslado de la propiedad de bienes, acciones o derechos, situados en el país, a entidades domiciliadas o residentes en países o territorios a los que se refiere el artículo 41 H de la Ley sobre Impuesto a la Renta o que según la legislación extranjera estén liberados de llevar contabilidad según normas de general aplicación.”.

(Indicación número 21H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Chahuán y García)

NUMERALES  26 y 27

Han pasado a ser numerales 28 y 29, respectivamente, sin enmiendas.

NUMERAL 28

Ha pasado a ser numeral 30.

Letra a)

La ha suprimido.

(Indicación número 3. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Chahuán y García)

Letra b)

Ha pasado a ser letra a), con las siguientes enmiendas:

Inciso décimo propuesto

Ha eliminado el siguiente texto: “cuando dicho incumplimiento provenga de un contribuyente que forme parte de un Grupo Empresarial o sus ingresos por ventas y servicios y otras actividades del giro hayan superado las 50.000 unidades de fomento durante el año comercial del incumplimiento o en el inmediatamente anterior,”.
(Indicación número 4. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Chahuán y García)

Ha sustituido el vocablo “diez” por “seis”.

(Indicación número 22H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Chahuán y García)

Letra c)

Ha pasado a ser letra b), con las siguientes enmiendas:

Inciso duodécimo propuesto

Literal c)

Lo ha sustituido por el que sigue:

“c) Los operadores de plataformas digitales de intermediación que permitan operaciones entre terceros para la adquisición de bienes o servicios, respecto de las entidades que ofrezcan sus productos. Se podrán eximir de esta obligación cuando la persona declare que su operación no está sujeta a la obligación de inicio de actividades. Los operadores deberán también exigir que las personas o entidades que ofrezcan sus productos o servicios acrediten el cumplimiento de sus obligaciones tributarias en la forma y plazo que determine el Servicio por resolución. Este último certificado podrá obtenerse a través del sitio personal del contribuyente. 

Los operadores señalados en este literal deberán informar al Servicio de forma anual, en la forma y plazo que establezca el Servicio por resolución, las personas y entidades registradas en la plataforma digital y, en el caso de aquellos que hubieran declarado que no requieren inicio de actividades, la cantidad de operaciones y el monto acumulado de las mismas. También deberán informar, a solicitud del Servicio, la cantidad de operaciones y el monto acumulado de estas respecto de contribuyentes determinados.”.

(Indicación número 5. Aprobada con enmiendas unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Chahuán, García y Lagos)

NUMERAL 29

Ha pasado a ser numeral 31, con las siguientes enmiendas:

Letra a)

La ha reemplazado por la siguiente:

“a) Reemplázase, en el inciso primero, el texto que va a continuación del segundo punto y seguido hasta el punto y aparte, por el siguiente: “Una vez presentado el aviso de término de giro o actividades en la forma señalada precedentemente, el Servicio tendrá un plazo de seis meses para revisar y girar directamente cualquier diferencia de impuestos. Vencido el plazo antes señalado, el Servicio deberá emitir el giro que corresponda con ocasión del término de giro en cuyo caso el termino de giro se certificará una vez verificado el pago del impuesto. A falta de la emisión del giro se entenderá aceptada la presentación del contribuyente y se procederá a certificar el término de giro a menos que procediere lo dispuesto en el inciso siguiente.”.

(Indicación número 6. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Chahuán, García y Lagos)

Letra c)

Ha eliminado el siguiente texto:

“No obstante, si se encuentran vigentes los plazos de revisión según el artículo 200, el Servicio podrá iniciar un procedimiento de fiscalización y/o citar al contribuyente conforme el artículo 63, cuando con posterioridad a la certificación de término de giro, se tome conocimiento de nuevos antecedentes y ellos dieren lugar a la aplicación de los artículos 4 ter o 4 quáter. En estos casos la notificación deberá ser efectuada a los socios del contribuyente que realizó el término de giro y en caso de determinarse alguna diferencia de impuestos ésta será de responsabilidad de las sociedades continuadoras en caso de existir o de quienes sean los beneficiarios o titulares de las entidades disueltas.”.
(Votación separada. Mayoría 2x1. A favor del texto el Senador señor Lagos. En contra los Senadores señores Coloma y Chahuán)

NUMERAL 30

Ha pasado a ser numeral 32, con las siguientes enmiendas:

Artículo 85 ter propuesto

Inciso primero

Número 1

o o o o o

Ha agregado el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Cuando una persona o entidad sea titular de más de una cuenta bancaria en una misma entidad financiera, la verificación de la cantidad de operaciones señalada en el párrafo anterior deberá realizarse de forma acumulada entre todas las cuentas de las que fuere titular.”.

(Indicación número 7. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

Inciso segundo

Ha reemplazado la oración final por la siguiente: “La información deberá contener el monto agregado de los abonos, pero no incluirá la información respecto de las personas o entidades que realizaron los abonos.”.

(Indicación número 8. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra)

Inciso cuarto

Ha sustituido la oración final por la que sigue: “La información deberá contener el monto agregado de los abonos en los términos señalados en el inciso segundo.”. 

(Indicación número 9. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra)

Inciso quinto

Ha agregado, a continuación de la palabra “artículo”, el siguiente texto: “podrá servir de base para un proceso de fiscalización. Aquella información”. 

(Indicación número 10. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

Ha incorporado un numeral, nuevo, del siguiente tenor:

“33. Agrégase, en el artículo 87, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El Servicio deberá implementar un sistema tecnológico que permita el traspaso de esta información de forma que garantice su integridad y seguridad.”.”.

(Indicación número 11 Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

o o o o o

Ha agregado el siguiente numeral, nuevo:

“34. Agrégase, a continuación del artículo 88, el siguiente artículo 88 bis, nuevo: 

“Artículo 88 bis.- Los vendedores habituales de bienes muebles usados, y otros casos análogos que el Director determine mediante resolución, deberán emitir un documento tributario que identifique a su proveedor, los bienes adquiridos y su cantidad. Estarán eximidos de esta obligación cuando el proveedor emita la respectiva factura que dé cuenta de la venta realizada.

El incumplimiento de esta obligación será sancionado según el número 10 del artículo 97.”.”.

(Indicación número 12. Aprobada con enmiendas. Mayoría 4 x 1 en contra. A favor Senadores señores Coloma, Cruz Coke, García y Lagos. Senador señor Saavedra en contra de la supresión de la obligación de identificar el origen)

o o o o o

o o o o o

Ha consultado el siguiente numeral 35, nuevo:

“35. Agrégase, en el artículo 89 del Código Tributario, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes, respecto de las operaciones señaladas en el inciso anterior que se lleven a cabo con bancos comerciales, y en que el solicitante sea una persona jurídica u otro tipo de entidad empresarial, el banco deberá exigir el inicio de actividades de la respectiva persona jurídica o entidad empresarial. Los bancos comerciales deberán informar al Servicio sobre las solicitudes aprobadas, en caso de que éste lo requiera, para el cumplimiento de sus funciones. En caso de que la entidad bancaria incumpla estos deberes de diligencia, será sancionada conforme las reglas establecidas en la letra k) del artículo 85 bis, por cada uno de los créditos, préstamos u operaciones de carácter patrimonial respecto de los cuales se infrinjan los deberes de diligencia.”.

(Indicación número 13. Aprobada con enmiendas. Mayoría 3 x1 en contra x1 abstención. A favor Senadores señores Coloma, Cruz Coke y García. En contra Senador señor Saavedra. Abstención del Senador señor Lagos)

o o o o o

o o o o o

Ha contemplado un numeral, nuevo, del tenor que se señala:

“36. Agrégase, a continuación del del artículo 92 bis, el siguiente artículo 92 ter, nuevo:

“Artículo 92 ter.- Las operaciones de compra y venta que superen el límite determinado mediante el procedimiento señalado a continuación, el cual en ningún caso podrá ser inferior a las cincuenta unidades de fomento ni superior a ciento treinta y cinco o sus equivalentes en moneda extranjera, podrán efectuarse con cualquier medio de pago legalmente aceptable, en la medida que se encuentren respaldadas en cualquier documento que registre la identidad del pagador, según determine el Director mediante resolución, o en una factura afecta o exenta. Cuando el pago se hubiese realizado en efectivo, dicha circunstancia deberá constar en la respectiva factura o documento.

La determinación del límite antedicho se efectuará mediante resolución fundada del Ministerio de Hacienda, previo informe favorable del Banco Central de Chile. Dicha resolución deberá considerar, entre otros elementos, los riesgos de utilización del efectivo en actividades ilícitas, la penetración, acceso y cobertura de los medios de pago electrónicos, el nivel de inclusión financiera, así como el acceso a la infraestructura financiera y de telecomunicaciones.

De no cumplirse la condición señalada en el inciso primero, la operación respectiva deberá efectuarse exclusivamente a través de medios de pagos electrónicos o cualquier otro medio de pago que permita la individualización del pagador. Lo anterior, se aplicará respecto de la integridad o totalidad del valor de la operación realizada, sin que sea posible fraccionar el pago en cantidades inferiores al límite establecido o realizar compras sucesivas con el mismo fin. 

Sin embargo, lo dispuesto en el inciso precedente no aplicará durante situaciones de emergencia que afecten el normal funcionamiento de los sistemas de pago electrónicos, ya sea derivadas de catástrofes naturales u otras situaciones de caso fortuito o fuerza mayor. La excepción antes señalada constará en un decreto emitido por el Ministerio de Hacienda, de oficio o a requerimiento del Banco Central de Chile.

Las exigencias establecidas en este artículo no afectarán los atributos de curso legal, circulación ilimitada y poder liberatorio que el artículo 31 de la ley orgánica del Banco Central de Chile le confiere a los billetes y monedas emitidos por el mismo, para el cumplimiento de las obligaciones en general, ni las demás facultades de dicha institución en materia monetaria. 

Sin perjuicio de lo anterior, el incumplimiento de lo dispuesto en este artículo será sancionado según el número 10 del artículo 97.”.”.

(Indicación número 23H. Aprobada con enmiendas mayoría 2x1 en contra. A favor Senadores señores García y Lagos. En contra Senador señor Coloma))

o o o o o

NUMERAL 31

Ha pasado a ser numeral 37, con las siguientes enmiendas:

Letra a)

Ordinal i

Segundo acápite

Ha reemplazado, en la expresión que propone, la palabra “evadido” por “defraudado”.

(Indicación número 15. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

Ordinal iii

Párrafo quinto propuesto

Ha sustituido la palabra “máximo” por “medio”. 

(Indicación número 16. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

Ordinal iv

Párrafo sexto propuesto

Ha reemplazado la frase “presidio mayor en su grado mínimo” por “presidio menor en su grado máximo”.

(Indicación número 17. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

Letra d)

Ordinal ii

Ha sustituido la frase “o de la plataforma virtual” por “el sitio en internet o del sitio dentro de la plataforma virtual”.

(Indicación número 18. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

Letra f)

Ordinal i

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“i. Agrégase, en el párrafo primero, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Si la movilización o traslado a que se refiere el presente párrafo se realizare a sabiendas o debiendo saber que no se han cumplido las exigencias legales relativas a la declaración y pago de impuestos que graven la producción o comercio, o que los bienes movilizados o trasladados son falsos o de comercialización prohibida, la multa será del 20% al 300% de una unidad tributaria anual.”.

(Indicación número 24H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Saavedra)

NUMERAL 32

Ha pasado a ser numeral 38, sin enmiendas.

NUMERAL 33

Ha pasado a ser numeral 39, con las siguientes enmiendas:

Artículo 100 quáter propuesto

Inciso tercero

Ha eliminado la expresión “a sabiendas de que éstos son”.

(Indicación número 19. Aprobada por mayoría 4x1 abstención. A favor, Senadores señora Allende y señores García, Kast y Lagos. Abstención Senador señor Coloma)

o o o o o

Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:

“Perderá la calidad de denunciante anónimo aquel que, habiéndose otorgado la resolución señalada en el inciso segundo, renuncie al anonimato o haga publicidad de la denuncia.”.

(Indicación número 20. Aprobada por mayoría 4x1 abstención. A favor, Senadores señora Allende y señores García, Kast y Lagos. Abstención Senador señor Coloma)

o o o o o

Artículo 100 quinquies propuesto

Inciso primero

Ha agregado la siguiente oración final: “Para la procedencia de la retribución establecida en el presente artículo el impuesto defraudado deberá ser superior a 100 unidades tributarias anuales.”.

(Indicación número 21. Aprobada por mayoría 4x1 abstención. A favor, Senadores señora Allende y señores García, Kast y Lagos. Abstención Senador señor Coloma)

o o o o o

Ha intercalado a continuación del inciso segundo, como inciso tercero, nuevo, el siguiente:

“No tendrán derecho a la retribución establecida en el presente artículo aquellos denunciantes que hubieran renunciado al anonimato o que hubieran efectuado publicidad de la denuncia regulada en el artículo anterior.”.

(Indicación número 22. Aprobada por mayoría 4x1 abstención. A favor, Senadores señora Allende y señores García, Kast y Lagos. Abstención Senador señor Coloma)

o o o o o

o o o o o

Ha consultado a continuación el siguiente numeral, nuevo:

“40. Agrégase el siguiente artículo 100 sexies:

“Artículo 100 sexies.- Los contribuyentes que tomen conocimiento de la existencia de diferencias de impuestos que podrían fundarse en hechos constitutivos de delitos tributarios, podrán efectuar una autodenuncia ante la Dirección Nacional, siempre que cumplan los siguientes requisitos: 

1. Acompañar una propuesta de las declaraciones de impuesto que corresponda rectificar, las que podrán incluir exclusivamente los tres años tributarios anteriores a aquel en que se realiza la solicitud. 

2. No encontrarse, al momento de presentar la solicitud, bajo un procedimiento de fiscalización por los mismos impuestos contenidos en su autodenuncia. 

3. No haber sido condenado por delitos tributarios, incluyendo las sentencias bajo el procedimiento del número 10 del artículo 161.  

4. No haberse aceptado con anterioridad la aplicación del presente artículo. 

Aprobada por el Comité Ejecutivo la autodenuncia del contribuyente se determinarán las diferencias de impuestos y dictarán los giros que correspondan. En estos casos el contribuyente no será objeto de denuncia o querella en los términos del artículo 162 ni del procedimiento del número 10 del artículo 161. 

En ningún caso las diferencias de impuesto determinadas conforme a este artículo podrán ser objeto de condonación respecto de los intereses y multas que correspondan. Sí podrá accederse a un convenio de pago ante el Servicio de Tesorerías.

Los giros emitidos por aplicación del presente artículo no serán objeto de recursos administrativos ni de la reclamación contenida en el artículo 124.

Lo dispuesto en el presente artículo no obsta a la posibilidad de rectificar declaraciones en la medida que no se funden en hechos constitutivos de delitos tributarios.”.”.

(Indicación número 23. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

NUMERALES 34 y 35

Han pasado a ser numerales 41 y 42, respectivamente, sin enmiendas.

o o o o o

Ha contemplado a continuación un numeral, nuevo, del siguiente tenor:

“43. Agrégase, en el artículo 119, el siguiente inciso segundo, nuevo:  

“No procederá lo dispuesto en el inciso anterior cuando sea aplicable el inciso segundo del artículo 65 bis, en cuyo caso se estará a lo señalado en dicha disposición.”.”.
(Indicación número 25H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos)

o o o o o

NUMERAL 36

Ha pasado a ser numeral 44, sin enmiendas.

NUMERAL 37

Ha pasado a ser numeral 45, con la siguiente enmienda:

Letra c)

La ha suprimido.

(Indicación número 26H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos)

NUMERAL 38

Ha pasado a ser numeral 46.
Artículo 124

Inciso primero

Ha eliminado la oración “También podrá reclamarse de la resolución que declara la elusión junto a las liquidaciones a que dé lugar.”.
(Indicación número 27H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos)

Inciso segundo

Número 1

Ha eliminado la frase “, salvo en lo que diga relación con la asignación del valor a un área homogénea en específico”.
(Indicación número 28H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos)

Inciso sexto

Lo ha suprimido.

(Indicación número 29H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos)

Inciso final

Lo ha eliminado.

(Indicación número 30H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos)

NUMERAL 39

Ha pasado a ser numeral 47, sin enmiendas.

NUMERAL 40

Ha pasado a ser numeral 48, reemplazado por el siguiente:

“… Agrégase, en el artículo 131 bis, el siguiente inciso final, nuevo: 

“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, cualquiera de las partes y los terceros ajenos al juicio podrán solicitar que todas las notificaciones sean efectuadas por correo electrónico, para lo cual deberán designar una o más direcciones de correo electrónico. Esta designación se considerará subsistente mientras no se designe otra.”.”.

(Indicación número 24. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERAL 41

Ha pasado a ser numeral 49.

Letra b)

La ha suprimido.

(Indicación número 31H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos)

Letra c)

Ha pasado a ser letra b), sin enmiendas.

NUMERAL 42

Ha pasado a ser numeral 50, sin enmiendas.

NUMERAL 43

Ha pasado a ser numeral 51, con la siguiente enmienda:

Letras a) y b)

Ha reemplazado la frase “Comité Nacional de casos relevantes o de interés institucional” por “Comité Ejecutivo”.

(Indicación número 32H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

NUMERALES 44, 45, 46, 47 y 48

Han pasado a ser numerales 52, 53, 54, 55 y 56, respectivamente, sin enmiendas.

o o o o o

Ha introducido a continuación el siguiente numeral 57, nuevo:

“57. Modifícase el artículo 160 bis en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “solicitar” por la palabra “requerir”. 

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido: 

i) Reemplázase la frase “De la solicitud” por la frase “Del requerimiento”. 

ii) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la frase “El Tribunal notificará al contribuyente por cédula, la resolución que confiere el traslado y de la solicitud del Servicio al contribuyente a través de un ministro de fe del mismo tribunal.”.

c) Agrégase, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“En caso de existir dos o más contribuyentes requeridos por los mismos actos negocios o conjunto o serie de ellos, será procedente la acumulación de autos a petición de parte. El procedimiento más nuevo se acumulará al más antiguo.”.

d) Agrégase, en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido la frase “El Tribunal procederá a levantar acta de la audiencia y dejar constancia en el expediente.”. 

e) Agrégase, a continuación del inciso tercero, que pasa a ser cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“En la misma audiencia señalada en el inciso anterior el Tribunal, a petición de parte o de oficio, deberá llamar a las partes a conciliación de conformidad al artículo 132 bis. El Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente de funcionamiento ordinario del Tribunal. Será también procedente en este procedimiento lo dispuesto en el artículo 132 ter.”.

f) Modifícase el inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, en el siguiente sentido: 

i) Reemplázase la frase “último plazo a que se refiere el inciso anterior” por “plazo señalado en el inciso cuarto, cuando la conciliación o parte de esta fuere rechazada”.

ii) Intercálase entre la frase “veinte días” y el punto seguido que le sigue, la frase “en los términos del inciso cuarto del artículo 132”. 

iii) Elimínase la palabra “sólo”. 

iv) Intercálese entre la palabra “reposición” y “dentro” la frase “y el de apelación en subsidio”. 

v) Reemplázase la palabra “resolverá” por la frase “deberá dictar sentencia”.

g) Reemplázase en el inciso sexto que pasó a ser octavo la frase “La liquidación, giro, resolución o multa, que se emitan” por “La liquidación, resolución o multa, según corresponda, que el Servicio dicte con ocasión de la resolución del Tribunal Tributario y Aduanero, así como los giros dictados”.”.
(Indicación número 33H. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Lagos)

o o o o o

NUMERALES 49 a 66

Han pasado a ser numerales 58 a 75, respectivamente, sin enmiendas.

o o o o o

Ha incorporado a continuación el siguiente numeral 76, nuevo:

“76. Agrégase, en el artículo 206 el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“La obligación de reserva establecida en el inciso anterior se extiende también a los funcionarios o personas de los servicios u organismos públicos que, por cualquier medio y en virtud de sus funciones, hayan tomado conocimiento de información entregada por el Servicio de Impuestos Internos que se encuentre sujeta a reserva de acuerdo con el artículo 35 u otras leyes. El Servicio, mediante resolución, establecerá los mecanismos para asegurar el debido cumplimiento de esta obligación. La infracción a la reserva dispuesta en el presente inciso tendrá las mismas sanciones aplicables a los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos.”.”.

(Indicación número 34H. Aprobada con enmiendas Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

NUMERAL 67

Ha pasado a ser numeral 77, con la siguiente enmienda:

Ha eliminado, en la oración que agrega, la siguiente frase: “y sea siempre superior al costo de financiamiento que el contribuyente podría haber obtenido en el sector financiero o privado”.

(Indicación número 25. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

ARTÍCULO 2

NUMERAL 4

Letras a) y b)

Las ha reemplazado por la siguiente letra a):

“a) Modifícase el numeral 2) de la siguiente manera: 

i) Elimínase en el encabezado de su párrafo primero la frase “en los términos establecidos en las letras a), b) y d) del artículo 100 de la ley N° 18.045”.

ii) Reemplázase, en su párrafo tercero, la frase “de baja o nula tributación” por la frase “con un régimen fiscal preferencial”.

iii) Agrégase a continuación de su párrafo cuarto, los siguientes párrafos quinto y sexto, nuevos: 

“Para efectos del presente artículo se entenderá como personas o entidades relacionadas a las señaladas en el número 17 del artículo 8 del Código Tributario. Asimismo, salvo prueba en contrario, se presumirá como relacionados al cónyuge, conviviente civil o parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad. También se presumirá como relacionados, salvo prueba en contrario, a los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad cuando participen en la misma entidad o patrimonio constituido en Chile a través de la cual se controla una entidad sin domicilio ni residencia en Chile. 

Las presunciones establecidas en el párrafo anterior deberán fundarse además en la existencia de alguno de los supuestos contenidos en el párrafo segundo del número 2 de la letra A del presente artículo.”.”.

((Indicación número 35H. Aprobada 4x1 abstención. A favor Senadores señores Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra. Abstención del Senador señor Coloma)

Letra c)

Ha pasado a ser letra b), sin enmiendas.

ARTÍCULO 3

NUMERAL 5

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“5. Agrégase en el literal m) del artículo 8 el siguiente párrafo tercero, nuevo:

“Previa citación al contribuyente, según lo dispuesto en el artículo 63 del Código Tributario, el Servicio podrá liquidar y girar el impuesto sobre la venta de bienes corporales muebles e inmuebles que formen parte del activo inmovilizado a que se refiere el párrafo primero de esta letra, que realice la empresa que se crea o subsista con ocasión de una reorganización empresarial, cuando dicha reorganización haya tenido por objeto principal evitar el pago del impuesto. Para tales efectos, se deberán considerar las circunstancias particulares de la operación y sus efectos tributarios, tales como la temporalidad entre las operaciones, el hecho de que la empresa que se crea o subsista se encuentre sujeta a las normas de este título, si los bienes están o no destinados al giro o actividades afectas al impuesto de este Título, entre otras.”.”.

(Indicación número 26. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Saavedra. Votación separada párrafos cuarto, quinto y sexto de la letra m) rechazados unanimidad 3x0 Senadores señores Coloma, García y Saavedra. Párrafo tercero aprobado en aplicación del artículo 178 del Reglamento del Senado, después de dos votaciones en que hubo dos abstenciones, de los Senadores señores Coloma y García y un voto a favor del Senador señor Saavedra)

NUMERAL 6

Letra a)

Ha reemplazado, en la frase que intercala, la locución “de la letra a) del inciso cuarto”, por la siguiente: “del inciso final”.

(Indicación número 27. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Saavedra)

Letra b)

Numeral 18 propuesto

Ha agregado la siguiente oración final: “Los bienes importados conforme a esta disposición estarán igualmente exentos de aranceles o derechos aduaneros.”.

(Indicación número 28. Unanimidad 4x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García y Saavedra)

NUMERAL 8

Letra b)

Inciso quinto propuesto

Ha agregado la siguiente oración final: “Este procedimiento será sólo aplicable cuando las ventas determinadas por el Servicio no superen las dos mil cuatrocientas unidades de fomento dentro de un año calendario.”.

(Indicación número 29. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERAL 9

Lo ha eliminado.

(Indicaciones número 36H y 36Ha. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERALES 10, 11, 12 y 13
Han pasado a ser numerales 9, 10, 11 y 12, respectivamente, sin enmiendas.

NUMERAL 14

Ha pasado a ser numeral 13, sustituido por el siguiente:

“13. Agréganse, en el artículo 36, a continuación de su inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes:

“Los exportadores que den aviso de término de giro deberán acreditar que, en el periodo de los 36 meses anteriores al último embarque o aceptación a trámite de la declaración de exportación en el caso de servicios, realizaron exportaciones equivalentes, a lo menos, al monto total del impuesto reembolsado en dicho período. Para estos efectos, se deberá considerar el valor FOB de los bienes o servicios exportados al término del periodo de 36 meses. En caso de no cumplir con exportaciones por el valor mínimo antes señalado, los contribuyentes deberán reintegrar las sumas reembolsadas en proporción al monto de las exportaciones no realizadas. Las sumas reintegradas se considerarán crédito fiscal del período en que se verifique el reintegro. Con todo, no se aplicará la obligación de reintegrar las sumas reembolsadas cuando se acredite que la empresa se encuentra en un proceso de liquidación concursal.

En aquellos casos en que los exportadores cuenten con autorización para obtener el reembolso de forma previa a la materialización de una exportación y que, con posterioridad a la fecha en que se efectúe el reembolso y se encuentre pendiente la exportación, se lleve a cabo un proceso de reorganización empresarial en virtud del cual el titular del beneficio sea absorbido por otro contribuyente, la empresa que tenga la calidad de continuadora legal mantendrá la autorización otorgada, con todos los derechos y obligaciones que se hubiesen establecido. Lo anterior, siempre y cuando la empresa que se cree o subsista manifieste su voluntad de continuar con el referido proyecto, en la forma que establezca el Ministro de Hacienda mediante el decreto supremo a que hace referencia el inciso tercero. En tal caso, no procederá cobro alguno respecto de las sumas devueltas con anterioridad al titular del beneficio.”.”.
(Indicación número 37H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

Ha incorporado el siguiente numeral 14, nuevo: 

“14. Agréganse, en el artículo 83, a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto y final, nuevos:

“El procedimiento señalado en este artículo será especialmente aplicable en las siguientes situaciones:

a) En aquellos casos en que la proporción que representan las exportaciones en el total de ventas y servicios del período en que se solicita la devolución o el monto solicitado en dicho mes sea notoriamente superior al del promedio de los últimos 12 períodos, o al promedio del o los períodos desde que inició actividades, cuando este fuera inferior a 12 meses.

En caso de que el contribuyente no acredite las circunstancias que explican el monto de la devolución solicitada, el monto del reembolso se determinará aplicando al total del crédito fiscal del período correspondiente el porcentaje que represente el valor de las exportaciones con derecho a recuperación del impuesto en relación con las ventas totales de bienes y servicios, considerando en ambos casos los últimos doce períodos tributarios consecutivos. Para estos efectos no se deberán considerar los períodos en que el contribuyente no registre ventas ni servicios.

b) En aquellos casos en que el monto de la devolución solicitada sea mayor al equivalente al valor FOB de los bienes o servicios exportados en el período.

En caso de que el contribuyente no acredite las circunstancias que explican el monto de la devolución solicitada, el Servicio determinará, si procediere, el monto a que tiene derecho el contribuyente, para lo cual considerará el promedio de sus últimas devoluciones y el valor de la exportación que da origen a la devolución.

En los casos previstos en las letras a) y b) precedentes las sumas no autorizadas se considerarán crédito fiscal del período en el cual se solicitó la devolución, en cuanto cumplan los requisitos legales.”.”.
(Indicación número 38H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

ARTÍCULO 4

Lo ha suprimido.

(Indicación número 39H. Mayoría 3x2. A favor Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García. En contra Senadores señores Lagos y Saavedra)

ARTÍCULO 5

Ha pasado a ser artículo 4.

NUMERAL 1

Artículo 8 bis propuesto

Encabezamiento

Ha reemplazado la frase “quienes interactúen con el Servicio Nacional de Aduanas”, por la que sigue: “las personas señaladas en el artículo 71 de esta Ordenanza”.

(Indicación número 30. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

Número 5

Ha reemplazado la palabra “actuaciones” por la expresión “labores de fiscalización”.

(Indicación número 31. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

Número 8

Ha remplazado la palabra “administrativos”, por la frase que sigue: “técnicos y jurídicos que funden las decisiones o resoluciones”.

(Indicación número 32. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERAL 3

Artículo 25 bis propuesto

Inciso final

Ha sustituido el vocablo “despachadores” por la siguiente expresión: “operadores de comercio exterior”.

(Indicación número 39. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERAL 4

Lo ha suprimido.

(Indicación número 40. Mayoría 3x2. A favor Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García. En contra Senadores señores Lagos y Saavedra)

NUMERAL 5

Ha pasado a ser numeral 4.

Artículo 92 ter propuesto

Inciso primero

Ha agregado después de la palabra “respectiva” la siguiente frase: “, pero no permitan determinar el monto específico del ajuste al valor en dicho momento,”.

(Indicación número 47. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERAL 6

Ha pasado a ser numeral 5, sin enmiendas.

NUMERAL 7

Ha pasado a ser numeral 6.

o o o o o

Ha agregado la siguiente letra e), nueva:

“e) Agréganse, a continuación del literal c), los siguientes literales d) y e), nuevos: 

“d) Durante la tramitación de la reposición administrativa deberá darse audiencia al contribuyente para que diga lo propio a sus derechos y acompañe a dicha audiencia los antecedentes requeridos que sean estrictamente necesarios para resolver la petición. No deberá darse esta audiencia cuando el recurso sea declarado inadmisible o cuando sea acogido completamente por el Servicio de Aduanas.

e) La prueba rendida deberá apreciarse fundadamente.”.”.

(Indicación número 53. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

NUMERAL 8

Ha pasado a ser numeral 7.

Artículo 125 propuesto

o o o o o

Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:

“Ninguna pieza del expediente electrónico podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el Tribunal que conoce de la causa. Las partes efectuarán sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, y cargarán sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente. No obstante lo anterior, y atendido el volumen de los antecedentes, el Tribunal siempre podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen al proceso sean presentados en forma física, ya sea en formato físico propiamente tal, o bien a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónico. Lo anterior podrá ser solicitado por las partes en el mismo caso. Si los documentos se presentan materialmente en el Tribunal, quedarán bajo la custodia del Secretario abogado, y deberá dejarse constancia de ello en el expediente electrónico.”.

(Indicación número 54. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

NUMERALES 9 y 10

Han pasado a ser numerales 8 y 9, respectivamente, sin enmiendas.

NUMERAL 11

Ha pasado a ser numeral 10.

Letra c)

Ordinal i

Lo ha sustituido por el que sigue:

“i. Reemplázase la palabra “Director”, las dos veces que aparece, por la frase “abogado que represente al Servicio de Aduanas”.”.

(Indicación número 55. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERALES 12, 13, 14, 15 y 16

Han pasado a ser numerales 11, 12, 13, 14 y 15, respectivamente, sin enmiendas.

o o o o o

Ha introducido el siguiente numeral 16, nuevo: 

“16. Agrégase, en el artículo 153, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el operador de comercio exterior podrá destruir, a su costa, las mercancías que se encuentren almacenadas en sus recintos, previa autorización del Director Nacional y en presencia de Aduanas, debiendo levantarse acta del procedimiento, dejando constancia de las mercancías destruidas.”.”.

(Indicación número 58. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García)

o o o o o

NUMERAL 17

Lo ha sustituido por el siguiente:

“17.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 174 la frase “fijen los reglamentos” por “fije el Director Nacional”.

(Indicación número 59. Aprobada con enmiendas. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García)

NUMERAL 18

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“18.- En el artículo 176:

a) Elimínase en la letra m) la frase “de doble circuito (luz roja-luz verde),”.

b) Agrégase a continuación del literal o), los siguientes literales p) y q), nuevos:

“p) Retirar o permitir el retiro de mercancías desde los recintos de depósito aduanero, o entregarlas, sin que se hayan cumplido todas las obligaciones legales, reglamentarias y administrativas, exigidas para dicho retiro, con multa de hasta el veinticinco por ciento del valor aduanero de dichas mercancías.

q) En los regímenes suspensivos de derechos de admisión temporal, almacén particular y depósito, se sancionará con multa de hasta el veinticinco por ciento del valor aduanero de las mercancías, el almacenar o depositar las mercancías en un lugar distinto al declarado, la no cancelación o cancelación extemporánea de los citados regímenes.”.”.

(Indicaciones números 60, 61, 62, 64, 65, 66 y 69. Aprobadas con enmiendas por unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERAL 21

Lo ha suprimido.

(Indicaciones números 73 y 74. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERALES 22 y 23

Han pasado a ser numerales 21 y 22, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO 6

Ha pasado a ser artículo 5.

NUMERAL 4

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“4. Agrégase a continuación del inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser inciso octavo, y así sucesivamente:

“Tampoco se afectarán con este impuesto los yates que, cumpliendo con las características mencionadas en el número 3 anterior, tengan como principal medio de propulsión la vela -entendiendo por tales aquellos que se encuentren diseñados para propulsarse a vela y que conserven el uso de este elemento, en los que el empleo de un motor solo cumple el rol secundario o de apoyo- que cumplan, además, uno de los siguientes requisitos: (i) que tengan un tonelaje registro grueso inferior a 20; o (ii) que hayan sido efectivamente empleados de manera regular o sistemática en un calendario anual de campeonato de una clase federada, realizada durante el año anterior al devengo del impuesto. 

Para lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por yate aquella embarcación mayor o menor, destinada a fines deportivos o recreativos, propulsada ya sea a motor o vela y que posee una cubierta estructural fija, que permite la existencia de departamentos interiores destinados al uso de los pasajeros o tripulantes.

Para efectos de este artículo, la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante deberá establecer los mecanismos que le permitan mantener la información actualizada de todos los yates independiente de su valor o características.”.”.

(Indicación número 78. Aprobada con enmiendas por unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

NUMERAL 5

Ha reemplazado la palabra “séptimo” por “octavo”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 6

Ha reemplazado la palabra “décimo” por “undécimo”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 7

Ha reemplazado las palabras “décimo” por “undécimo”; “undécimo” y “duodécimo” por “duodécimo” y decimotercero”, respectivamente, y “decimotercero” por “decimocuarto”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 8

Ha reemplazado la palabra “decimotercero” por “decimocuarto”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 9

Ha reemplazado las palabras “decimotercero” por “decimocuarto” y “decimocuarto” por “decimoquinto”, respectivamente.

(Adecuación formal)

ARTÍCULO 7

Ha pasado a ser artículo 6, sin enmiendas.

ARTÍCULO 8

Ha pasado a ser artículo 7, con las siguientes enmiendas:

o o o o o

Ha introducido el siguiente numeral 3, nuevo: 

“3. Agrégase, en el artículo 7, el siguiente literal o), nuevo, pasando el actual literal o) a ser literal p):

“o) Dar cuenta de su gestión ante la Comisión de Hacienda del Senado, de forma anual.”.”.

(Indicación número 79. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

o o o o o

NUMERALES 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10

Han pasado a ser numerales 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10 y 11, respectivamente, sin enmiendas.

NUMERAL 11

Ha pasado a ser numeral 12, con las siguientes enmiendas:

Artículo 57 bis

Ha reemplazado la expresión “IV” por “III”.

(Indicación número 80. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

Artículo 57 quáter

Ha sustituido la frase “IV del Código Tributario” por el siguiente texto: “III del Código Tributario y en el artículo 129 k del decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda N° 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas”.

(Indicación número 81. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

NUMERAL 12

Ha pasado a ser numeral 13, sin enmiendas.

o o o o o

Ha introducido el siguiente numeral 14, nuevo: 

“14. Agrégase en su artículo 65, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso final, nuevo: 

“La Defensoría podrá, asimismo, informar a la Comisión de Hacienda del Senado de la República el resultado de los oficios o comunicaciones que hubiere efectuado al Servicio de Impuestos Internos, Servicio Nacional de Aduanas y Servicio de Tesorerías en virtud del presente párrafo.”.”.

(Indicación número 41H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

o o o o o

NUMERAL 13

Ha pasado a ser numeral 15, sin enmiendas.

NUMERAL 14

Ha pasado a ser numeral 16, reemplazado por el siguiente:

“16. Modifícase el artículo 70 de la siguiente manera: 

a) Intercálase, entre la palabra “Internos” y la frase “para promover”, la frase “, el Servicio de Tesorerías y el Servicio Nacional de Aduanas”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“En especial se deberán realizar reuniones donde se acuerden las medidas de coordinación y cooperación entre la Defensoría y la Subdirección de Asistencia del Contribuyente del Servicio de Impuestos Internos para fomentar la educación de los contribuyentes. Las medidas de coordinación y cooperación deberán ser publicadas en la página de internet de ambos organismos.”.”.

(Indicación número 82. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos)

NUMERALES 15, 16, 17 y 18

Han pasado a ser numerales 17, 18, 19 y 20, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO 9

Ha pasado a ser artículo 8.

o o o o o

Ha introducido el siguiente numeral 1, nuevo: 

“1. Sustitúyese, el artículo 3°, por el siguiente: 

“Artículo 3°.- La Dirección Nacional estará constituida por las Subdirecciones Fiscalización, Jurídica y Normativa y por las Subdirecciones y Departamentos que establezca el Director con sujeción a la planta de personal del Servicio. 

Una de las Subdirecciones tendrá como objeto principal desarrollar políticas y programas especiales destinados a otorgar apoyo, información y asistencia a las empresas de menor tamaño a que se refiere la ley N° 20.416, y a otros contribuyentes de escaso movimiento económico, tales como los señalados en el artículo 22 de la ley sobre impuesto a la renta, con el objeto de facilitar su cumplimiento tributario. Además, una de las Subdirecciones tendrá como objeto principal la contraloría interna.”.”.

(Indicación número 42H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

o o o o o

Ha consultado un numeral 2, nuevo, del siguiente tenor: 

“2. Agrégase, a continuación del artículo 3° bis, el siguiente artículo 3° ter, nuevo: 

“Artículo 3° ter.- Créase el Consejo Tributario, en adelante “el Consejo”, cuya función es emitir opinión sobre las circulares del Servicio de Impuestos Internos que deban ser sometidas al procedimiento de consulta pública obligatoria, según el párrafo segundo del numeral 1° de la letra A del artículo 6 del Código Tributario, y sobre las estrategias de fiscalización del Servicio, así como evaluar la implementación de estas últimas. Mediante acuerdo, el Consejo podrá requerir al Servicio de Impuestos Internos la información pertinente y necesaria para el ejercicio de sus funciones.

A. Integración y duración en el cargo. El Consejo estará integrado por:

a) El Director del Servicio de Impuestos Internos, quien lo presidirá, y

b) Cuatro Consejeros, designados de conformidad a lo establecido en este literal, los cuales durarán cinco años en sus cargos, no pudiendo renovarse. 

Las funciones de los consejeros y del Director no serán delegables. 

El Consejo Tributario contará con un secretario que será responsable de las actas de sesiones, las que serán reservadas. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos contará con un cargo de exclusiva confianza, el que será provisto por el Director a proposición del Consejo.  

El Ministro de Hacienda designará como Consejeros a personas con destacada experiencia y conocimiento en materia tributaria a nivel profesional o académico, en administración de servicios públicos o en el ejercicio de funciones públicas o privadas atingentes al cargo.

Los Consejeros serán elegidos por el Ministro de Hacienda, entre una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública. El perfil del cargo de Consejero deberá ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública, previa propuesta del Ministro de Hacienda. El Consejo se renovará por parcialidades. 

B) Inhabilidades e incompatibilidades. No podrán ser designados ni desempeñarse como miembros del Consejo de conformidad al literal b) de la letra A de este artículo:

1. Quienes individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, realicen funciones de asesoría tributaria o jurídica y/o tengan la representación administrativa o judicial de contribuyentes en procedimientos ante el Servicio de Impuestos Internos o ante tribunales por juicios tributarios, mientras ejerzan su labor de Consejero. No se considerará como inhabilidad o incompatibilidad la realización de asesorías a organismos internacionales.

2. Las personas que hubieren sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva o inhabilitación perpetua para desempeñar cargos y oficios públicos, quienes hubieren sido condenados por violencia intrafamiliar constitutiva de delito conforme a la ley N° 20.066 y, en general, quienes se encuentren inhabilitados para el ejercicio de la función pública de conformidad con el literal f) del artículo 12 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

3. Las personas que hubieren cesado en un cargo público como consecuencia de haber obtenido una calificación deficiente o por medida disciplinaria, salvo que hayan transcurrido más de cinco años desde la fecha de expiración de funciones, y

4. Las personas que tuvieren dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas cuya venta no se encuentre autorizada por la ley, a menos que se justifique su consumo por un tratamiento médico.

Si alguno de los miembros de la Comisión hubiere sido acusado de alguno de los delitos señalados en el numeral 2, quedará suspendido de su cargo hasta que concluya el proceso por sentencia firme.

A su vez, los cargos de Consejeros indicados en el literal b) de la letra A de este artículo serán incompatibles con: 

1. El cargo de diputado o diputada; senador o senadora; ministro o ministra del Tribunal Constitucional; ministro o ministra de la Corte Suprema; consejero o consejera del Banco Central; Fiscal Nacional del Ministerio Público; Contralor o Contralora General de la República, Subcontralor o Subcontralora General de la República y los cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

2. El cargo de ministro o ministra de Estado; subsecretario o subsecretaria; jefe o jefa superior de un servicio público; secretario o secretaria regional ministerial; delegado o delegada presidencial regional o provincial;  gobernador o gobernadora regional; alcalde o alcaldesa y concejal o concejala; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario o secretaria y relator o relatora del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator o secretaria-relatora; miembro de los demás tribunales creados por ley; defensor o defensora de la Defensoría Penal Pública; consejero o consejera directivo del Servicio Electoral;  consejero o consejera del Consejo de Defensa del Estado; miembro de los órganos ejecutivos de algún partido político a nivel nacional o regional; candidato o candidata a elección popular y dirigente de asociación gremial o sindical.

3. Los cargos de exclusiva confianza comprendidos dentro del número 10 del artículo 32 de la Constitución Política de la República.

4. Los cargos que se desempeñaren sobre la base de honorarios y que asesoren directamente a las autoridades comprendidas en el artículo 38 bis de la Constitución Política de la República.

La incompatibilidad de los cargos o candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas hasta la fecha de la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales, la incompatibilidad regirá hasta el cese en el ejercicio del cargo gremial.

Si una vez designado en el cargo sobreviniere a un consejero alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas precedentemente, el afectado deberá informarlo inmediatamente al Presidente del Consejo y cesará de pleno derecho en el ejercicio de sus funciones.

Sin perjuicio de lo dispuesto en esta letra, el cargo de Consejero es compatible con el desempeño de cargos docentes. 

Aquellas personas designadas como integrantes del Consejo deberán presentar, al momento de asumir en sus funciones, una declaración jurada para acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente ley y la circunstancia de no encontrarse afectas a las inhabilidades e incompatibilidades a las que se refieren esta letra.

C. Dieta. Los consejeros indicados en el literal b) de la letra A del presente artículo tendrán derecho a percibir una dieta correspondiente a 50 unidades de fomento por sesión con un tope mensual de 150 unidades de fomento mensuales.

D) Probidad y Transparencia. Los Consejeros indicados en el literal b) de la letra A) del presente artículo deberán presentar la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere la ley N° 20.880.

En caso de que los consejeros incluyan datos inexactos u omitan inexcusablemente información relevante en las declaraciones a que se refiere el inciso anterior, se configurará la causal de cesación prevista en la letra E siguiente.

Asimismo, les serán aplicables, en el ejercicio de sus funciones, las normas de probidad contenidas en las disposiciones del título III, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y estarán afectos al principio de abstención contenido en el artículo 12 de la ley N° 19.880.

Respecto de sanciones penales, los consejeros serán considerados empleados públicos de conformidad a lo establecido en el artículo 260 del Código Penal, siéndoles aplicables las normas respecto de delitos cometidos por funcionarios públicos en el desempeño de sus cargos.

E. Causales de cesación. Serán causales de cesación de los Consejeros de la letra b) de la letra A del presente artículo, las siguientes:

i. Expiración del período para el que fue nombrado.

ii. Renuncia voluntaria.

iii. Condena por pena aflictiva.

iv. Incapacidad psíquica o física sobreviniente.

v. Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad señaladas en la ley.

vi. Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa, de conformidad con lo señalado en el DFL N° 1/19 .653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

vii. Incumplimiento grave y manifiesto del deber de abstención, de conformidad con lo señalado en la letra D anterior.

viii. Incumplimiento grave y manifiesto a las obligaciones como consejero. Serán faltas graves, la inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a tres sesiones durante un año calendario, así como no guardar la debida reserva de las materias sobre las que conozca el consejo, entre otras, así calificadas por el Consejo.

En caso de cesar uno de los Consejeros en su cargo, por cualquier causa, se procederá a la designación de un nuevo Consejero de acuerdo al procedimiento dispuesto en el inciso final de la letra A del presente artículo.

F. Funcionamiento. El Consejo tomará sus decisiones por la mayoría absoluta de sus miembros de aquellos señalados en la letra b) de la letra A. Deberá dejarse constancia en acta de lo discutido y de las opiniones disidentes, si las hubiere.

El quorum mínimo para sesionar será de tres Consejeros de los señalados en el inciso anterior, más el Director del Servicio de Impuestos Internos. 

El Consejo deberá sesionar a lo menos dos veces al mes. Al menos una de las sesiones de cada semestre se deberá destinar a conocer y evaluar el Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario. Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo sesionará cada vez que su Presidente lo requiera a fin de recoger su opinión respecto de una circular, de conformidad a lo establecido en el artículo 6 bis del Código tributario.

Mediante un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, se fijarán las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que les son encomendadas. 

Los consejeros no podrán solicitar la intervención, en las sesiones del Consejo, de asesores externos.”.”.

(Indicación número 43H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

o o o o o

Ha contemplado como numeral 3, nuevo, el siguiente:

“3. Agrégase, a continuación del artículo 3° ter, el siguiente artículo 3° quáter, nuevo: 

“Artículo 3° quáter.- Créase el Comité Ejecutivo del Servicio de Impuestos Internos, que tendrá como función adoptar las decisiones sobre las materias indicadas en el artículo siguiente que tengan efecto en un contribuyente determinado. Estas decisiones se adoptarán sobre la base de los antecedentes técnicos preparados por la Dirección Regional o el departamento de la Dirección Nacional que corresponda.  

El Comité estará integrado por el Director, quien lo presidirá, y los Subdirectores de Normativa, de Fiscalización y Jurídica.

Sus decisiones se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros. 

Mediante resolución del Director, se establecerá la forma y periodicidad con que sesionará el Comité.”.”.

(Indicación número 44H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

o o o o o

Ha incorporado un numeral 4, nuevo, del siguiente tenor:

“4. Agrégase, a continuación del artículo 3 quáter, el siguiente artículo 3 quinquies, nuevo: 

“Artículo 3° quinquies.- El Director del Servicio de Impuestos Internos y los Subdirectores, no podrán, una vez cesados en el cargo y por un plazo de tres meses contado desde que la cesación se ha hecho efectiva, prestar ningún tipo de servicio, sea o no remunerado, distinto de labores académicas.

Durante los tres meses que dure la prohibición a que se refiere este artículo, el personal señalado en el inciso anterior tendrá derecho a percibir mensualmente de parte del Servicio de Impuestos Internos una compensación económica equivalente al 75% de la remuneración que les correspondía percibir por el ejercicio de sus funciones. La remuneración que servirá de base para el cálculo de esta compensación será el promedio de la remuneración bruta mensual de los últimos doce meses anteriores al cese de funciones, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya. Esta compensación se considerará remuneración para todos los efectos legales y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

De la compensación a que se refiere el inciso anterior se deducirán los montos que correspondan a los ingresos que mensualmente perciba el personal señalado en el inciso primero, por la prestación de servicios que se encuentre habilitado a realizar, esto es, respecto de labores académicas o la prestación de servicios a organismos internacionales, en cuanto excedan el 25% del precitado promedio de la remuneración bruta mensual, salvo en la parte correspondiente a servicios iniciados con anterioridad al cese en el cargo, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 40 de la presente ley. La Tesorería General de la República estará autorizada para retener los montos que por este concepto corresponda de la devolución anual de impuestos a la renta respectiva, e imputar dichos montos a la deducción mencionada, en la forma que señale el reglamento.

No procederá la compensación a que se refiere el inciso segundo en los casos en que los sujetos afectos por la prohibición de que trata este artículo cesen en sus cargos por destitución o por cualquier otra causal imputable a su conducta.”.”.

(Indicación número 45H. Aprobada con enmiendas unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Insulza y Lagos. Inciso tercero aprobado unanimidad 3x0 Senadores señores Coloma, García y Lagos)

o o o o o

o o o o o

Ha incorporado el siguiente numeral 5, nuevo:

“5. Agréganse en el artículo 9°, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos: 

“El Director podrá solicitar la renuncia del Subdirector de Departamento de Subdirección, previa comunicación dirigida por escrito al Consejo de Alta Dirección Pública, la que deberá ser fundada.

Durante los ocho meses anteriores al término del período del nombramiento del Director del Servicio de Impuestos Internos, se requerirá la autorización del Consejo de Alta Dirección Pública para convocar a los procesos de selección de cargos de Subdirectores de dicho servicio. Esta autorización será requerida por el Director y para aprobarse requerirá, al menos, cuatro votos favorables. Tanto el requerimiento como la autorización referidos deberán fundarse exclusivamente en razones de buen servicio, cuyos fundamentos se deberán señalar expresamente.”.”.

(Indicación número 46H. Aprobada con enmiendas. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

NUMERAL 1

Ha pasado a ser numeral 6, reemplazado por el siguiente:

“6. Modifícase el artículo 41 del siguiente modo:

a) Intercálase, en su inciso primero, entre la expresión “bienes” y el punto que le sigue, la frase “, conviviente civil y de sus hijos sujetos a patria potestad, y de las personas que se encuentren bajo su tutela o curatela”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para corroborar la integridad y veracidad de la información declarada, el Servicio podrá utilizar la información tributaria de la que dispone, sujeta a reserva, así como también, podrá solicitar información a otros organismos públicos.”.”.

(Indicación número 47H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

NUMERALES 2 y 3

Han pasado a ser numerales 7 y 8, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULOS 10 a 16

Han pasado a ser artículos 9 a 15, respectivamente, sin enmiendas.

o o o o o

Ha agregado un artículo 16, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 16.- Incorpórase en el inciso primero del artículo trigésimo sexto del Título VI de la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica, a continuación de la frase: “; y, en el Servicio de Impuestos Internos, al cargo de Director Nacional” la expresión “y a los cargos de Subdirectores de Departamento de Subdirecciones, estos últimos quedarán afectos al segundo nivel jerárquico”.”.

(Indicación número 48H. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

o o o o o

Ha incorporado el siguiente artículo 17, nuevo:

“Artículo 17.- Reemplázase en la partida 00.23, de la Sección 0, sobre Tratamientos Arancelarios Especiales, del Arancel Aduanero, contenido en el decreto N°473 de 2022, del Ministerio de Hacienda, el guarismo “41” por “500”.”.

(Indicación número 49H. Aprobada con enmiendas. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, García, Insulza, Kast y Lagos)

o o o o o

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

Numeral 1

Lo ha sustituido por el siguiente:

“1. El nuevo artículo 6° bis, que incorpora el numeral 7 del artículo 1 de la presente ley comenzará a regir una vez constituido el Consejo Tributario, según lo establecido en el artículo vigesimotercero transitorio.”.

(Indicación número 50H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García)

Numeral 2

Lo ha eliminado.

(Indicación número 51H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke y García)

Numerales 3, 4, 5 y 6

Han pasado a ser numerales 2, 3, 4 y 5, respectivamente, sin enmiendas.

o o o o o

Ha introducido el siguiente numeral 6, nuevo: 

“6. Las modificaciones al artículo 89 comenzarán a regir a contar del 1 de julio de 2025.”.

(Indicación número 13. Aprobada con enmiendas. Unanimidad 5x0. Senadores señores Coloma, Cruz-Coke, García, Lagos y Saavedra)

o o o o o

o o o o o

Ha incorporado como numeral 7 el siguiente, nuevo: 

“7. El nuevo artículo 92 ter comenzará a regir a partir del 1° de enero de 2025. Sin perjuicio de lo anterior, durante los años 2025 y 2026, el umbral establecido en esa norma será de ciento treinta y cinco unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera. En los años siguientes, se mantendrá este monto mientras no se dicte la resolución de conformidad al procedimiento establecido en su inciso segundo.”.

(Indicación 23H. Aprobada con enmiendas mayoría 2x1 en contra. A favor Senadores García y Lagos. En contra Senador Coloma))

o o o o o

Numerales 7, 8, 9 y 10

Han pasado a ser numerales 8, 9, 10 y 11, respectivamente, sin enmiendas.

o o o o o

Ha consultado el siguiente numeral 12, nuevo: 

“12. Para la implementación de las disposiciones de las modificaciones a la letra b) del artículo 6 y 65 ter, el Director, mediante resolución, establecerá el proceso gradual de implementación, comenzando por la Región Metropolitana, la Región de Valparaíso y la Región del Biobío, a contar del primero de enero de 2025. A partir del año 2026 regirá en todo el territorio nacional.”.

(Indicación número 83. Aprobada con enmiendas. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, García y Saavedra)

o o o o o

Artículo tercero

Numeral 1

Ha reemplazado la frase “el 01 de enero de 2025” por “doce meses después de la publicación de la presente ley”.

(Indicación número 53H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, García y Saavedra)

Numeral 3

Lo ha suprimido.

(Indicación número 54H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, García y Saavedra)

Artículo cuarto

Lo ha eliminado.

(Indicación número 55H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, García y Saavedra)

Artículos quinto a vigesimoprimero

Han pasado a ser artículos cuarto a vigésimo, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo vigesimosegundo

Ha pasado a ser artículo vigésimo primero, reemplazándose la expresión “vigesimoprimero transitorio y vigesimosegundo transitorio” por “decimonoveno y vigésimo transitorios”.

(Adecuación formal)

o o o o o

Ha introducido un artículo vigesimosegundo transitorio, del siguiente tenor: 

“Artículo vigesimosegundo.- Los funcionarios o funcionarias que a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando cargos de Subdirectores de Departamento de Subdirecciones del Servicio de Impuestos Internos, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme al título VI de la ley Nº19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa.”.

(Indicación número 59H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, García y Saavedra)

o o o o o

Ha agregado un artículo vigesimotercero transitorio, del siguiente tenor: 

“Artículo vigesimotercero.- El Consejo Tributario incorporado en el artículo 6° bis del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, del Ministerio de Hacienda,  y en el artículo 3° ter del artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, que fija texto de la Ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos y adecúa disposiciones legales, se constituirá el primer día del séptimo mes siguiente al de la aprobación de la presente ley, fecha en que entrarán en vigencia ambas disposiciones. 

Para efectos de su renovación, dos de los Consejeros del primer nombramiento durarán 3 años en sus funciones y 2 durarán 5 años, y en ambos casos podrán ser reelegidos por un periodo adicional de 5 años.”.

(Indicación número 60H. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, García y Saavedra)

o o o o o

Artículo transitorio final

o o o o o

Ha agregado los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 

“Transcurridos tres años desde la entrada en vigencia de la presente ley, de acuerdo al inciso primero, el Ministerio de Hacienda deberá contratar una evaluación externa que se pronuncie sobre la implementación y aplicación de las medidas contenidas en la presente ley, refiriéndose, a lo menos, a su efecto sobre la recaudación fiscal, su impacto en la actividad económica, sus efectos distributivos, y el cumplimiento de los compromisos en materia de gastos adquiridos durante la tramitación de la misma. 

El resultado de esa evaluación será remitido a las Comisiones de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados y del Honorable Senado y deberá será publicado en el sitio web del Ministerio de Hacienda.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 3x0. Senadores señores Coloma, García y Saavedra)

o o o o o

- - - 
TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación, en particular, del siguiente proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.– Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, del Ministerio de Hacienda:

1. Reemplázase en el inciso final del artículo 3 la palabra “rija” por la frase “se determine según la regla vigente”.

2. En el artículo 4 bis: 

a) Intercálase en el inciso primero entre las palabras “negocios” y “realizados” la palabra “jurídicos”.  

b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“Existe elusión cuando mediante actos o negocios jurídicos o un conjunto de ellos, con abuso o simulación, se eluden los hechos imponibles establecidos en las disposiciones legales tributarias.”.

c) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, el siguiente texto: “Serán aplicables los artículos 4° ter y 4° quáter cuando con abuso o simulación se evite una norma especial antielusiva, en cuyo caso, mediante el procedimiento establecido en el artículo 4° quinques, se solicitará la aplicación de la norma especial eludida. Cuando respecto de un solo acto u operación le sea aplicable una norma especial, solo podrá aplicarse dicha norma.”.
d) Agrégase a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser inciso final: 

“También serán aplicables los artículos 4° ter y 4° quáter cuando la elusión comprenda un conjunto o serie de actos o negocios jurídicos, aun cuando respecto de uno o más de ellos, individualmente considerados, pueda aplicarse una norma especial antielusiva. En estos casos las consecuencias jurídicas de la declaración de elusión se regirán por las disposiciones de los artículos 4° ter o 4° quáter, según corresponda.

Cuando respecto de un acto o negocio jurídico se hubiere aplicado una norma especial antielusiva, a dicho acto o negocio no podrá aplicársele los artículos 4° ter o 4° quáter. Tampoco a los actos o negocios jurídicos a los que se hubiere aplicado la norma general antielusión podrá aplicárseles una norma especial antielusiva.  

La facultad de revisar los actos o negocios jurídicos por aplicación de los artículos 4° ter y 4° quáter y la interposición del requerimiento señalado en el artículo 4° quinquies prescribirá en el plazo de 6 años.”.

3. En el artículo 4 ter: 

a) En su inciso primero: 

i) Elimínase la frase “total o parcialmente”.

ii) Intercálase entre la expresión “obligación,” y la palabra “mediante” la frase “se obtengan devoluciones, o se acceda a un beneficio tributario o régimen tributario especial,”.

b) Intercálase en el inciso final, entre la expresión “en la ley” y el punto y aparte la frase “además de la multa establecida en el artículo 100 bis”.

4. En el artículo 4 quáter:

a) Reemplázase, la expresión “actos o negocios simulados” por la frase “actos o negocios jurídicos simulados, además de la multa establecida en los términos del artículo 100 bis”.
b) Reemplázase la frase “actos y negocios jurídicos de que se trate” por “actos o negocios jurídicos o un conjunto o serie de ellos”.
c) Intercálase, entre la expresión “nacimiento” y el punto que le sigue, la expresión “o se simulen, actos o negocios jurídicos para acceder a un beneficio tributario o a un régimen tributario especial”.
5. Sustitúyese el artículo 4º quinquies, por el siguiente:

“Artículo 4° quinquies.- La existencia de abuso o simulación será declarada a requerimiento del Director, previa recomendación del Comité Ejecutivo, por el Tribunal Tributario y Aduanero competente, de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 160 bis. 

El Servicio deberá citar al contribuyente en los términos del artículo 63, pudiendo solicitar todos los antecedentes que estime necesarios respecto a los actos o negocios jurídicos objeto de revisión en los términos del inciso segundo de dicho artículo, incluidos aquellos que sirvan para el establecimiento de la multa dispuesta en el artículo 100 bis. En la citación deberá constar que el procedimiento es bajo el presente artículo y si pudieran también ser aplicables una o más normas especiales antielusivas respecto de los mismos actos o negocios jurídicos objeto de revisión. El procedimiento de fiscalización será dirigido por el Departamento de Normas Generales Antielusión en coordinación con la Dirección Regional o Dirección de Grandes Contribuyentes, según corresponda. 

Cuando el procedimiento de fiscalización se hubiere iniciado por una materia distinta a la indicada en el inciso anterior, procederá lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 59. Asimismo, si en dicho procedimiento anterior ya se hubiese citado al contribuyente, dicha citación se conciliará, debiendo emitirse una nueva citación según lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 63.

Finalizada la etapa de fiscalización, y dentro de los plazos de prescripción, el Departamento de Normas Generales Antielusión deberá elaborar un informe que contenga, al menos, los antecedentes analizados, los argumentos del contribuyente y los fundamentos para calificar los actos o negocios jurídicos, o un conjunto o serie de ellos, como constitutivos o no de elusión. El informe deberá ser firmado por los funcionarios a cargo de la fiscalización y por el jefe del Departamento.  El informe podrá: 

1. Dar cuenta de la existencia de elusión, según lo dispuesto en los artículos 4° ter o 4° quáter, y en la medida que los actos o negocios jurídicos o una serie de ellos hubieren generado una reducción de la base imponible igual o superior a 1000 unidades tributarias mensuales; o se hubiere accedido a un beneficio tributario; o se hubiere ingresado a un régimen tributario especial. En este caso, el informe será presentado al Comité Ejecutivo. 

2. Recomendar la aplicación de una norma especial antielusiva, en cuyo caso se enviarán los antecedentes a la Dirección Regional respectiva o al área especializada de la Dirección Nacional, según corresponda, para que se resuelva el proceso de fiscalización y se determine la procedencia de aplicar una norma especial antielusiva y en su caso emitir las liquidaciones o resoluciones que correspondan. Para la procedencia de lo antes dispuesto será necesario que se hubiese citado al contribuyente dentro de los plazos establecidos en el artículo 59, aplicables a la norma especial invocada. 

3. Establecer que no existe elusión, en cuyo caso se certificará el término del proceso de fiscalización en los términos del inciso quinto del artículo 59.

Cuando proceda lo dispuesto en el número 1 del inciso anterior, el Comité Ejecutivo deberá, dentro del plazo de 15 días desde recibido el informe: 

a) Establecer la procedencia de la aplicación de los artículos 4° ter o 4° quáter, recomendando al Director la presentación del requerimiento ante el Tribunal Tributario y Aduanero competente. 

b) Recomendar la aplicación de una norma especial o resolver que no existe elusión, en cuyo caso se procederá según los números 2 o 3 del inciso anterior, según corresponda. 

Durante el tiempo transcurrido entre la fecha en que se presente el requerimiento de declaración de abuso o simulación ante el Tribunal Tributario y Aduanero competente, hasta la sentencia firme y ejecutoriada que la resuelva, se suspenderá el cómputo de los plazos establecidos en el inciso séptimo del artículo 4º bis. 

En caso de que se establezca la existencia de abuso o simulación para fines tributarios, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá así declararlo en la resolución que dicte al efecto, dejando en ella constancia de los actos jurídicos abusivos o simulados, de los antecedentes de hecho y de derecho en que funda dicha calificación, determinando en la misma resolución el monto del impuesto que resulte adeudado o el monto de la reducción o eliminación de una pérdida tributaria, según corresponda. 

A partir de la resolución señalada en el inciso anterior, el Servicio procederá a dictar la liquidación o resolución según corresponda, debiendo incluir el reajuste, intereses y multas que proceda a partir de las diferencias de impuesto determinadas por el tribunal. Por su parte, una vez que la existencia de abuso o simulación se encuentre firme, se procederá a emitir los giros con prescindencia de las partidas o elementos de la liquidación que hubiera sido desestimadas con ocasión de los recursos presentados por el contribuyente.”.
6. En el artículo 6: 

a) Agréganse, en su literal A, los siguientes numerales 9°, 10° y 11°, nuevos:

“9°. Dictar la resolución que establece los criterios generales para la proposición, negociación y aceptación de las bases de acuerdo, dentro del procedimiento de mediación a que se refiere el Párrafo IV de la ley Orgánica de la Defensoría del Contribuyente. Asimismo, deberá promover la correcta coordinación entre dicho organismo y la subdirección a cargo de la asistencia del contribuyente.

10. Fijar, oyendo previamente al Consejo Tributario, el plan de gestión de cumplimiento tributario.

11. Dar cuenta ante la Comisión de Hacienda del Senado, de forma anual, respecto del plan de gestión de cumplimiento tributario, la evolución de la recaudación en los procesos de fiscalización y la información estadística sobre las causas ante los tribunales de justicia.”.

b) En la letra B:

i. En el párrafo segundo del numeral 5°: 

Elimínase la frase “, salvo el caso previsto en el artículo 132 ter”.

ii. Agrégase a continuación del numeral 10° el siguiente numeral 11º, nuevo: 

“11º. Llevar adelante procedimientos de fiscalización, revisión o de otro tipo, respecto de contribuyentes con domicilio en cualquier territorio jurisdiccional del país, los que podrán efectuarse a través de medios electrónicos o remotos, cuando sea instruido por el Director o Subdirector respectivo.”.

c) Agrégase, a continuación del literal B., el siguiente literal C., nuevo: 

“C. Del Comité Ejecutivo: 

El Comité Ejecutivo deberá aprobar por la mayoría absoluta de sus miembros:

1° La recomendación de aplicación de los artículos 4° bis, 4° ter y/o 4° quáter, previo informe del Departamento de Normas Generales Antielusión.

2° La aprobación de un acuerdo extrajudicial en los términos del artículo 132 ter. 

3° La presentación de una denuncia o querella en los términos señalados en el artículo 162, cuando se refiera a montos que superen las 1.200 unidades tributarias anuales, sin considerar intereses, reajustes y multas. 

4° La aprobación de la recompensa establecida en el artículo 100 quinquies.  

5° Transacciones u operaciones, que, independiente de su monto, puedan tener impacto o califiquen como de interés institucional, considerando las características cualitativas de las transacciones y/o de los contribuyentes involucrados o por la transversalidad de la materia a nivel nacional. Para tal efecto, el Director dictará una resolución que establecerá los criterios que permitan definir un caso como relevante o de interés institucional.

6° La aprobación de la solicitud presentada por el contribuyente en virtud del artículo 100 sexies.

Las liquidaciones, resoluciones y los giros que procedan por aplicación de las materias señaladas anteriormente sólo podrán ser dictadas previo pronunciamiento favorable del Comité Ejecutivo.”.

7. Agrégase, a continuación del artículo 6, el siguiente artículo 6° bis, nuevo: 

“Artículo 6° bis.- Le corresponderá al Consejo Tributario pronunciarse respecto de las siguientes materias: 

1° Las circulares que deban ser objeto de consulta pública obligatoria, según el párrafo segundo del numeral 1° de la letra A del artículo 6. Tales circulares solo podrán ser sometidas a dicho trámite previa opinión del Consejo Tributario. Para tal efecto, el Director presentará al Consejo Tributario un borrador de circular, para que éste entregue por escrito su opinión jurídica, en el plazo de 10 días hábiles, a fin de resguardar la observancia de dicho instrumento al principio de reserva legal en materia de tributos y que alguno de sus contenidos no sean contrarios a la ley. 

Cuando el Consejo Tributario estime que el proyecto de circular no se ajusta al principio de reserva legal o que alguno de sus contenidos es contrario a la ley, deberá representarlo fundadamente al Director, identificando aquellas partes de la circular que no se ajustan a dicho principio o al ordenamiento jurídico. Para representar el proyecto de circular se requerirá, a lo menos, el voto de tres de los Consejeros designados por el Ministro de Hacienda o, cuando un consejero se hubiese inhabilitado, se requerirá el voto de al menos la mayoría absoluta de los Consejeros antes mencionados.

En caso de ser representado el proyecto de circular, el Director deberá responder por escrito al Consejo Tributario, ya sea insistiendo fundadamente y proporcionando los antecedentes que dan cuenta que la circular se ajusta al principio de reserva legal; proponiendo una nueva redacción de los elementos representados por el Consejo Tributario, o acogiendo la objeción, eliminándolos de la propuesta de circular.

Ante la respuesta del Director, el Consejo Tributario podrá manifestar su conformidad con la propuesta. Alternativamente, podrá rechazar la insistencia del Director o representar la nueva redacción, con la misma mayoría establecida en el párrafo segundo, en cuyo caso la circular solo podrá ser publicada a consulta sin los elementos representados por el Consejo. 

Dentro de los cinco días siguientes al pronunciamiento del Consejo, el Servicio procederá a publicar en consulta pública el borrador de circular, dejando constancia de haber cumplido con el procedimiento de consulta previa ante el Consejo Tributario al momento de publicación de la misma. 

Los consejeros deberán guardar reserva de sus opiniones. El incumplimiento de esta obligación implicará la pérdida de su calidad como consejero y la inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos por el plazo de cinco años.

2° El Director deberá presentar ante el Consejo Tributario el Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario. El Consejo tendrá un plazo de 20 días para remitir su opinión y podrá requerir antecedentes adicionales al Director, quien deberá responder, por escrito, a la opinión del Consejo Tributario.

Al finalizar el primer semestre de cada año, el Director presentará un estado de avance del plan y revisará el avance del cumplimiento de las metas de recaudación respecto de las diferentes acciones contenidas en el mismo.

Previo a la publicación de los resultados anuales del plan de gestión de cumplimiento tributario, el Director presentará dichos resultados al Consejo Tributario; responderá a las consultas y recibirá las recomendaciones de los Consejeros.

Corresponderá al Consejo Tributario evaluar anualmente el plan de gestión de cumplimiento tributario y entregar recomendaciones para la elaboración de los planes futuros. Dicha evaluación deberá ser publicada en el sitio web institucional del Servicio de Impuestos Internos.”.

8. En el artículo 8: 

a) Agrégase, en el numeral 14, el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Todo grupo empresarial deberá designar un apoderado de grupo empresarial, entendiéndose por este a la persona natural que designe e informe un grupo empresarial para mantener las comunicaciones y coordinación con el Servicio, a efectos de llevar a cabo las medidas de colaboración a las que se refiere el artículo 33. Lo anterior es sin perjuicio del procedimiento de fiscalización establecido en el artículo 59 ter que se regirá por las reglas allí contenidas, en especial respecto del procedimiento para efectuar las notificaciones.”.

b) Intercálase en el párrafo sexto del numeral 16º, entre las expresiones “35 de” y “la ley N°19.628”, la expresión “este Código y en”.

c) Agrégase a continuación del numeral 17°, el siguiente numeral 18°, nuevo: 

“18°. Por “Sostenibilidad tributaria”, al conjunto de medidas que un contribuyente implementa con el objeto de fomentar la cooperación mutua y transparencia en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

Los contribuyentes podrán obtener una certificación anual que indique que sus operaciones y estrategias fiscales cumplen con la sostenibilidad tributaria. Esta certificación podrá ser emitida únicamente por aquellas empresas certificadoras independientes que se hayan inscrito previamente ante el Servicio en un registro creado para tales efectos, y acrediten que poseen la competencia para el desarrollo de estas funciones. El Servicio, mediante resolución, dictará las instrucciones necesarias al efecto.  

Asimismo, el Servicio podrá firmar acuerdos de cooperación destinados a promover la sostenibilidad tributaria con dos o más empresas, los cuales producirán el mismo efecto que la certificación establecida en el párrafo anterior. El Servicio, mediante resolución, establecerá el contenido mínimo que deben contener estos acuerdos para considerar que contribuyen a la sostenibilidad tributaria.  

El Servicio mantendrá un registro de transparencia tributaria que indique el nombre y rol único tributario de los contribuyentes que cuenten con la certificación o hayan celebrado acuerdos de cooperación de conformidad con este número.”.

9. En el artículo 8 bis: 

a) En el inciso primero: 

i. Sustitúyese el numeral 5 por el siguiente:

“5°. Que el Servicio no vuelva a iniciar un nuevo procedimiento de fiscalización, respecto de los mismos hechos o impuestos, en los términos del artículo 59.”.

ii. En el numeral 6: 

- Elimínase la frase “, ni de los procedimientos del artículo 4 quinquies”.

- Intercálase entre la palabra “tributarias” y el punto y aparte, la frase “, pudiendo en todo caso acceder a ella”.

iii. Agrégase en su numeral 16º, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, el Servicio deberá informar en el sitio personal del contribuyente todas las actuaciones, requerimientos o interacciones que éste registre con el Servicio de manera actualizada, para efectos de su conocimiento y seguimiento.”. 

iv. Agrégase, a continuación del numeral 19°, el siguiente numeral 20º, nuevo:

“20°. Que el Servicio mantenga dentro de sus dependencias instalaciones que permitan comparecer a las actuaciones de forma remota y el aporte de documentos o antecedentes de forma digital o física. Asimismo, deberá facilitar el cumplimiento de las obligaciones de forma electrónica para aquellos contribuyentes que carezcan de los medios tecnológicos necesarios para tales fines, no tengan acceso a medios electrónicos o sólo actuaren excepcionalmente a través de ellos.”. 

b) Elimínase en el inciso segundo la palabra "Nacional”. 

c) Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “Regional” y la expresión “se podrá”, la frase “o el Director, en su caso,”.

10. En el artículo 9: 

a) Intercálase a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes:

“Asimismo, los contribuyentes podrán conferir mandato a una o más personas naturales para realizar trámites de carácter tributario en su nombre en el sitio web del Servicio. Éstas deberán autenticarse con su propio rol único tributario y clave tributaria. Los mandatarios establecidos bajo esta modalidad y los representantes legales informados ante el Servicio, de conformidad al artículo 68 del Código Tributario, se entenderán facultados para actuar en todo procedimiento administrativo electrónico ante el Servicio y el Servicio de Tesorerías, y se entenderá que éstos tienen todas las facultades necesarias para la consecución del acto administrativo.”.

b) En el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto: 

i. Intercálase entre la palabra “representación” y la coma que le sigue, la frase: “, sea por revocación o renuncia”.

ii. Reemplázase la frase “el artículo 13 o 14, según corresponda” por “las reglas generales”.

c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, si con ocasión de la revocación o renuncia un contribuyente queda sin representante o mandatario para realizar notificaciones, éstas se realizarán en virtud del artículo 11 ter hasta que el contribuyente nombre a un nuevo representante o mandatario.”. 

11. En el artículo 11: 

a) Sustitúyense los incisos primero, segundo y tercero por los siguientes incisos primero, segundo, tercero y cuarto, nuevos, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes:

“Artículo 11.- Las notificaciones que el Servicio deba practicar se realizarán por correo electrónico, a la dirección que el contribuyente haya señalado y que conste en el sitio personal del contribuyente. No procederá esta forma de notificación cuando el contribuyente no haya informado un correo electrónico o cuando una disposición legal ordene una forma distinta de notificación. Tampoco será aplicable la notificación por correo electrónico respecto de contribuyentes que carezcan de los medios tecnológicos, no tengan acceso a medios electrónicos o sólo actuan excepcionalmente a través de ellos, cuando presenten una solicitud ante el Servicio con los antecedentes que acrediten que se encuentran en alguna de estas situaciones, la que deberá ser resuelta dentro del plazo de treinta días desde su presentación. 

Quienes no hayan registrado un correo electrónico ante el Servicio, se encuentren en alguna de las situaciones señaladas en el inciso primero o estén domiciliados en zonas o comunas donde existe baja o nula conectividad, deberán ser notificados personalmente, por cédula o por carta certificada dirigida al domicilio del interesado, salvo que una disposición legal expresa ordene una forma específica de notificación.

Cuando, por disposición legal, no proceda la notificación mediante correo electrónico conforme al inciso primero, el Servicio igualmente deberá remitir copia de aquélla al correo electrónico del contribuyente que conste en sus registros o comunicársela mediante otros medios electrónicos. En dichos casos, el envío de esta copia sólo constituirá un aviso y no una notificación, por lo que la omisión o cualquier defecto contenido en el aviso por correo electrónico no viciará la notificación, sin que pueda el Servicio, salvo disposición legal en contrario, estimarla como una forma de notificación válida.

En los casos que la notificación deba ser realizada por carta certificada, ésta podrá ser entregada por el funcionario o trabajador de las empresas de correos que realice la gestión, en el domicilio del notificado, a cualquier persona adulta que se encuentre en él, la que deberá firmar el recibo respectivo.”.

b) Elimínase en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la frase “, bajo la firma del funcionario y la del Jefe de la Oficina de Correos que corresponda”.

c) Reemplázase en el inciso final la frase “podrán ser notificadas” por “serán notificadas por correo electrónico o a falta de éste”.

12. En el artículo 11 bis: 

a) En el inciso segundo:

i. Intercálase entre la palabra “contribuyente”, la primera vez que aparece, y la expresión “, quien”, lo siguiente: “en su sitio personal”.

ii. Intercálase entre la expresión “68.” y la palabra “Cualquier”, la siguiente oración: “La referida modificación producirá sus efectos al día hábil siguiente a aquél en que sea informada al Servicio.”.

b) Elimínase el inciso tercero, pasando el actual inciso cuarto a ser tercero.

13. Agrégase en el inciso primero del artículo 24, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Cuando corresponda emitir una liquidación en la cual se determinen diferencias de impuestos de casos definidos como relevantes o de interés institucional, deberá solicitarse informe previo al Comité Ejecutivo.”.

14. En el artículo 26 bis: 

a) Incorpórase en el inciso primero, a continuación del primer punto y seguido, la siguiente oración: “Tratándose de consultas relativas a normas especiales antielusivas, el consultante deberá señalar específicamente sobre cuáles de ellas solicita el pronunciamiento, y se restringirá la consulta y la respuesta otorgada únicamente a la norma especial antielusiva sobre la cual se haya consultado.”.

b) Intercálase en el inciso cuarto, entre la expresión “antielusivas” y el punto y aparte, la frase “sobre las cuales se haya consultado”.

15. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 33 por los siguientes:

“Para la realización de las actuaciones descritas en el numeral iii anterior el Servicio deberá previamente enviar un aviso al contribuyente mediante correo electrónico, el que también deberá ser publicado en el sitio personal del contribuyente, sin que el incumplimiento de esta última obligación afecte la validez del acto. El aviso deberá contener las siguientes menciones: 

a) La individualización del funcionario a cargo de la actuación. 

b) La indicación de que se trata de medidas preventivas y de colaboración ejecutadas en el marco de este artículo y que por tanto no constituyen un procedimiento de fiscalización. 

c) La indicación de que la actuación es voluntaria y que su incumplimiento no genera consecuencias tributarias ni sanciones para el contribuyente. 

d) El plazo en que el Servicio realizará las actuaciones que correspondan. 

El Servicio, mediante resolución, establecerá el plazo para efectuar los avisos establecidos en el inciso anterior y los medios expeditos para realizarlos.”.

16. En el numeral 2 del artículo 33 bis: 

a) En la letra A:

- En su literal a):

i. Elimínase la frase “inversiones en el extranjero”, la primera vez que aparece.

ii. Elimínase la oración “Respecto de las inversiones en el extranjero, se deberá informar el destino de los fondos invertidos.”.

- En su literal b): 

i. Elimínase la expresión “inversiones en Chile:”.

- Reemplázase la expresión “presente ley” por “ley sobre Impuesto a la Renta”. 

b) Reemplázase en el encabezado de la letra B) la frase “deberán informar anualmente al Servicio, mediante la presentación de una declaración, los siguientes antecedentes:” por la siguiente: “o la persona natural o entidad, constituida, domiciliada o residente en Chile que tenga calidad de controladora, en los términos indicados en el número 17 del artículo 8° del Código Tributario, respecto a un constituyente o “settlor”, beneficiario, “trustee” o administrador de un “trust”, cuando éstos se encuentren constituidos, sean residentes o estén domiciliados en el extranjero. Para estos efectos, se deberá informar, en la forma que determine el Servicio por resolución, lo siguiente, según sea aplicable conforme a la legislación extranjera:”.

17. En el artículo 53:

a) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“El contribuyente estará afecto además a un interés penal diario, en caso de mora en el pago del todo o de la parte que adeude de cualquier clase de impuestos o contribuciones. El interés penal será determinado a partir de la tasa de interés corriente aplicable a operaciones a un año o más, reajustables en moneda nacional, inferiores o iguales al equivalente de 2.000 unidades de fomento, publicada por la Comisión para el Mercado Financiero, incrementada en 3,5%. Este interés se calculará sobre valores reajustados en la forma señalada en el inciso primero y se determinará por cada día de retraso.”. 

b) Agréganse a continuación del inciso tercero los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes:

“Para determinar el interés penal indicado en el inciso anterior se deberá considerar la tasa de interés semestral que resulte aplicable según el período trascurrido entre el vencimiento del impuesto o contribución respectivo y la fecha de su pago efectivo. La tasa de interés así determinada se dividirá por trescientos sesenta y se multiplicará por la cantidad de días de retraso que transcurran en cada semestre a partir de la fecha de vencimiento del impuesto o contribución hasta la fecha del pago efectivo de éstos, o parte de ellos. Para estos efectos el Servicio mediante resolución fijará la tasa de interés vigente para cada semestre. La resolución será publicada en el sitio web del Servicio los meses de junio y diciembre de cada año y regirá por el semestre que inicia el mes siguiente al de su publicación.

Cuando la mora en el pago de un impuesto o contribución, o de una parte de ellos, sea por un plazo mayor a un semestre, el interés penal total a aplicar corresponderá a la sumatoria de las tasas individuales determinadas en la forma descrita en el inciso cuarto.

La tasa de interés determinada según los incisos anteriores el contribuyente podrá solicitar la emisión del giro correspondiente el cual estará vigente por un plazo de cinco días. Vencido el plazo será necesario actualizar los intereses en conformidad al presente artículo.”.

18. Intercálase en el artículo 55, entre las palabras “tasa” y “vigente”, la frase “que se determine según la regla”.

19. Agrégase en el artículo 56 el siguiente inciso final, nuevo: 

“No procederá la condonación establecida en el presente artículo respecto de contribuyentes que hayan sido condenado por el delito de cohecho a funcionarios del Servicio.”.

20. Sustitúyase el artículo 59 por el siguiente:

“Artículo 59.- Dentro de los plazos de prescripción, el Servicio podrá llevar a cabo procedimientos de fiscalización. Sin embargo, no podrá efectuar nuevos procedimientos de fiscalización, ni por el mismo período ni en los períodos siguientes, respecto de operaciones, transacciones o sobre hechos que ya han sido objeto de un proceso de fiscalización, salvo las excepciones siguientes:

a) Que se trate de un nuevo requerimiento, efectuado por el mismo período tributario o en los períodos siguientes, que tenga por objeto la fiscalización de hechos nuevos o de la correcta determinación de impuestos distintos de los que fueron objeto del procedimiento primitivo.

b) Cuando aparezcan nuevos antecedentes que puedan dar lugar a:  

i. Un procedimiento de recopilación de antecedentes a que se refiere el número 10 del artículo 161.

ii. Un procedimiento de fiscalización ajustado a lo establecido en los artículos 4 bis, 4 ter, 4 quáter, 4 quinquies.

iii. Un procedimiento de fiscalización por aplicación del artículo 41 G o 41 H de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

iv. Que los nuevos antecedentes tengan como origen una respuesta a una solicitud de información efectuada a alguna autoridad extranjera. 

Para fines de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá por procedimiento de fiscalización aquel iniciado por un requerimiento de conformidad a este artículo en el que, en base a la revisión de los antecedentes presentados por el contribuyente en respuesta a dicho requerimiento o de aquellos disponibles en las bases de información del Servicio, se haya citado al contribuyente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63. No se considerarán procedimientos de fiscalización aquellas revisiones iniciadas por medios distintos de la citación del artículo 63, salvo que hayan concluido formalmente con un giro, liquidación o resolución; o con una rectificación o certificación, cuando en virtud de estas últimas se hayan aceptado los hechos o partidas objeto de la revisión.

Iniciado un procedimiento de fiscalización mediante requerimiento de antecedentes que deban ser presentados al Servicio por el contribuyente, se dispondrá del plazo máximo de nueve meses, contado desde que el funcionario a cargo de la fiscalización certifique que todos los antecedentes solicitados han sido puestos a su disposición, para llevar a cabo actuaciones de fiscalización. El funcionario a cargo deberá emitir dicha certificación dentro de los diez días siguientes contados desde que recibió los antecedentes. Transcurrido el plazo sin que el funcionario a cargo efectúe la certificación respectiva, se entenderán por acompañados sin más trámite, y se iniciará el cómputo del plazo de nueve meses.

Dentro de los plazos de fiscalización establecidos en el presente artículo el Servicio podrá, alternativamente, llevar a cabo las siguientes actuaciones: citar de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63, liquidar, emitir una resolución o formular giros, cuando corresponda, o bien certificar, si el contribuyente así lo solicita, que no existen diferencias derivadas del proceso de fiscalización. 

El plazo de fiscalización para citar, liquidar, emitir una resolución o formular giros será de doce meses en los siguientes casos:

1. Cuando se efectúe una fiscalización en materia de precios de transferencia.

2. Cuando se deba determinar la renta líquida imponible de contribuyentes con ventas o ingresos superiores a 5.000 unidades tributarias mensuales al 31 de diciembre del año comercial anterior. 

3. Cuando se revisen los efectos tributarios de procesos de reorganización empresarial, y

4. Cuando se revise la contabilización de operaciones entre empresas relacionadas.

Sin perjuicio de lo anterior, el plazo será de 18 meses, en los siguientes casos:

a) Cuando se apliquen los artículos 10, 41 F 41 G y 41 H de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

b) En los casos a que se refieren los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter y 4 quinquies.

c) Cuando se aplique el artículo 63 de la ley de Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.

d) En aquellos casos relacionados con un proceso de recopilación de antecedentes a que se refiere el número 10 del artículo 161.

e) Cuando se requiera información de una autoridad extranjera.

Los plazos de doce y dieciocho meses indicados en los dos incisos anteriores podrán ser ampliados por una sola vez, por un plazo de seis meses, por resolución fundada. Las referidas resoluciones deberán ser emitidas en cumplimiento del derecho establecido en el artículo 8 bis Nº 4 y deberán ser notificadas al contribuyente a más tardar el último día del plazo original que tenía el Servicio para citar, liquidar, emitir la resolución o formular giros, según corresponda. Respecto de dichas resoluciones no procederá el recurso de reposición administrativa voluntaria del artículo 123 bis ni el reclamo judicial establecido en el artículo 124. 

Si dentro de los plazos señalados en los incisos cuarto y quinto, más su ampliación cuando corresponda, y del análisis de los antecedentes presentados en respuesta al requerimiento de antecedentes efectuado en virtud del presente artículo se estima procedente la aplicación del procedimiento establecido en el artículo 4 quinquies, por tratarse de alguno de los casos señalados en los artículos 4 ter o 4 quáter, deberá notificarse la resolución, al contribuyente, a más tardar el último día del plazo que tenía el Servicio para citar, liquidar, emitir la resolución o formular giros, según corresponda, que informa que el procedimiento iniciado continuará bajo dicha normativa, en cuyo caso será aplicable el plazo establecido en el inciso sexto más su ampliación si corresponde, y deberá en todo caso considerarse el plazo ya transcurrido. 

Si dentro de los plazos señalados la unidad del Servicio que lleva a cabo un procedimiento de fiscalización respecto de un determinado impuesto detecta diferencias impositivas por otros conceptos, deberá iniciarse un nuevo requerimiento de fiscalización por la unidad del Servicio competente. En tal caso, deberá notificarse conforme a las reglas generales al contribuyente e indicar con claridad y precisión sobre el contenido y alcance de la nueva revisión, de modo de resguardar su derecho contenido en el número 4 del artículo 8 bis.”.

21. Agrégase, a continuación del artículo 59 bis, el siguiente artículo 59 ter, nuevo:

“Artículo 59 ter.- En caso de operaciones o transacciones realizadas en Chile por contribuyentes que conformen un mismo grupo empresarial y que serán o estén siendo fiscalizados conforme a lo indicado en los artículos 59 y siguientes, el Servicio podrá realizar un procedimiento de fiscalización unificado que involucre a todos los contribuyentes del grupo empresarial que hayan concurrido en dichas operaciones y transacciones, y deberá considerar los efectos de la fiscalización de manera integral y consistente. 

El inicio de un proceso de fiscalización unificado constará en una resolución que deberá ser notificada, conforme a las reglas generales a las entidades del grupo empresarial que serán sometidas a este procedimiento. En aquellos casos que la notificación se realice cuando una o más de las entidades del grupo empresarial ya estuvieran siendo fiscalizadas conforme al artículo 59, el inicio del procedimiento de fiscalización unificada no interrumpirá los plazos establecidos en dicho artículo. El Servicio podrá disponer que la competencia para conocer la fiscalización se radique en la unidad que tenga jurisdicción sobre el domicilio de la sociedad o entidad controladora, o en la Dirección de Grandes Contribuyentes, cuando corresponda, situación que deberá constar de forma expresa en la resolución que sea notificada a los contribuyentes. La resolución aludida en este inciso no será objeto del recurso establecido en el artículo 123 bis ni del reclamo contenido en el artículo 124.

Recibida la o las notificaciones señaladas en el inciso anterior y cuando el Servicio no haya radicado la competencia en la unidad correspondiente a la sociedad o entidad controladora, ésta podrá solicitar que se efectúe dicha radicación, dentro del plazo de cinco días. La solicitud deberá ser presentada ante el Director Regional correspondiente al domicilio del controlador o ante el Director de Grandes Contribuyentes cuando corresponda. La solicitud deberá ser resuelta dentro del plazo de cinco días. 

Determinada la unidad que conocerá la fiscalización se radicará en ella la competencia para iniciar o proseguir con todas las actuaciones relacionadas con la fiscalización respectiva, y de resolver todos los recursos y procedimientos pertinentes.

Será competente para conocer de los reclamos que interpongan las entidades del mismo grupo empresarial que sean fiscalizadas conforme este artículo el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al territorio jurisdiccional del domicilio de la unidad en que se encuentre radicada la fiscalización. Procederá en estos casos la acumulación de autos.

El Servicio emitirá una resolución en que establecerá el procedimiento para el ejercicio de la facultad de fiscalización establecida en el presente artículo.”.

22. En el artículo 60 bis: 

a) Elimínase el inciso tercero, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes. 

b) Reemplázase en el inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto, la expresión “el jefe de oficina ordenará” por “se deberá”.

23. Elimínase en el inciso primero del artículo 60 quinquies la frase “de bienes afectos a impuestos específicos”.

24. Modifícase el artículo 62 de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “personas determinadas” por “contribuyentes determinados”. 

b) Sustitúyense los numerales 1) al 6) de su inciso tercero por los siguientes: 

“1) El Servicio, dentro de un proceso de fiscalización y previo a una citación o con ocasión de una, podrá requerir al contribuyente la entrega de su información bancaria, para lo cual deberá especificar las operaciones o tipo de operaciones o productos bancarios respecto de los cuales se solicita información y el período que comprende. El requerimiento se realizará en conjunto con la respectiva citación o con posterioridad a ella, según corresponda, pero siempre dentro del mismo proceso de fiscalización, y deberá ser notificado al contribuyente, de lo cual se dejará constancia en su expediente electrónico. 

El contribuyente deberá, en la respuesta a la citación o dentro de los 10 días siguientes a la notificación del requerimiento señalado en el párrafo anterior, informar si accede a la entrega de su información y el plazo en el cual será entregada, el que no podrá ser superior a veinte días. A falta de pronunciamiento expreso del contribuyente, se entenderá que no accede a la entrega voluntaria de la información requerida. 

El contribuyente podrá autorizar que la información sea enviada directamente por el banco, circunstancia que deberá constar por escrito y deberá contener expresamente la información sobre los productos, cuentas y los bancos respecto de los cuales se requirió información. De esta autorización se dejará constancia en el expediente electrónico. En estos casos, el Servicio procederá a enviar un requerimiento al o a los bancos que corresponda, el que contendrá lo siguiente:

a) La individualización del titular de la información bancaria que se solicita.

b) Las operaciones o productos bancarios o tipos de operaciones bancarias respecto de los cuales se solicita información. 

c) Los períodos comprendidos en la solicitud.

d) Copia de la autorización que ha conferido el contribuyente. 

e) El plazo para la entrega de la información, el cual no podrá ser inferior a diez ni superior a veinte días. 

El Servicio remitirá una copia del requerimiento al contribuyente y dejará constancia en el expediente electrónico. 

Efectuado un requerimiento en los términos antes señalados el banco deberá proceder a la entrega de la información requerida sin más trámite y le comunicará al contribuyente la forma y fecha en que ha cumplido con el requerimiento. 

2) Cuando el contribuyente no entregare de forma voluntaria la información requerida o no autorizare su entrega por parte del banco, el Servicio solo podrá acceder a la información bancaria mediante el procedimiento establecido en el artículo 62 bis. A falta de pronunciamiento expreso por parte del contribuyente dentro del plazo establecido, se entenderá que no accede a la entrega voluntaria.  

3) En los casos referidos en el numeral 2), autorizada la entrega de la información requerida por sentencia judicial firme, el Servicio solicitará que el tribunal oficie al banco obligado. Lo mismo ocurrirá si las partes llegan a un acuerdo total o parcial o a algún equivalente jurisdiccional que obligue al titular a entregar toda o parte de la información requerida. En estos casos, el banco dispondrá de un plazo de diez días, desde la notificación del oficio, para la entrega de la información solicitada.

4) No procederá lo dispuesto en los numerales anteriores cuando el requerimiento de información bancaria se realice con ocasión de un procedimiento de fiscalización por aplicación del número 10 del artículo 161, se funde en información obtenida por aplicación del artículo 85 ter o respecto de procesos de fiscalización iniciados en virtud de las letras a) o b) del artículo 59 bis, cuando el contribuyente no hubiere comparecido o entregado las aclaraciones en el sentido del inciso final de dicho artículo. En los casos antes señalados el banco deberá entregar la información requerida por el Servicio según el siguiente procedimiento: 

a) El Servicio deberá presentar el requerimiento, que contendrá las menciones señaladas en las letras a), b) y c) del numeral 1), ante el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente, junto con los antecedentes que den cuenta del procedimiento de fiscalización bajo el cual se encuentra el contribuyente y sus antecedentes fundantes. El requerimiento deberá contener, además, los fundamentos que den cuenta de la importancia de contar con la información bancaria requerida para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos o la falta de ellas. 

b) El juez tendrá un plazo de 5 días para verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente numeral. Vencido dicho plazo, el tribunal deberá notificar al Servicio, mediante correo electrónico, la resolución dando cuenta del cumplimiento de los requisitos legales. 

c) El Servicio procederá a enviar el requerimiento señalado en la letra a) anterior y la resolución del tribunal al banco, el cual entregará la información dentro del plazo de veinte días desde la recepción del requerimiento. 

d) El banco, una vez entregada la información al Servicio, deberá comunicarle al titular que ha procedido a entregar su información bancaria en virtud de un requerimiento por aplicación del presente numeral. 

e) Cuando el juez no autorice la entrega de información requerida por el Servicio, esta sólo podrá ser obtenida por sentencia judicial firme en base al procedimiento establecido en el artículo 62 bis.

El procedimiento establecido en el presente numeral será siempre secreto. 

5) El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte del banco, en cualquiera de las circunstancias reguladas en el presente artículo, será sancionado con multa de 50 unidades tributarias anuales.

6) El Servicio deberá implementar un sistema que permita la entrega de información por parte de los bancos que garantice su seguridad, integridad y reserva.”.

c) Intercálase en el inciso quinto, entre la frase “deberá ser eliminada,” y la expresión “no pudiendo” la frase “dentro del plazo de 30 días,”.

d) Reemplázase en el inciso sexto, la frase “reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 70 a quinientas unidades tributarias mensuales”.
25. Modifícase el artículo 62 bis de la siguiente manera: 

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 62 bis.- Será competente para conocer de la solicitud de autorización judicial que el Servicio interponga para acceder a la información bancaria sujeta a reserva o secreto, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo, en el numeral 2) y en la letra e) del numeral 4) del inciso tercero, todos ellos del artículo 62 precedente, el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el Tribunal Tributario y Aduanero competente en la comuna de Santiago.”.

b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto final que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: 

“Los requerimientos presentados en virtud del presente artículo deberán ser tramitados de forma preferente por el Tribunal Tributario y Aduanero.”.

c) Reemplázase, en el inciso tercero, el texto a continuación del punto y seguido por el siguiente: 

“Con el mérito de los antecedentes aportados por las partes y en la misma audiencia el juez recibirá la causa a prueba o citará a las partes a oír sentencia. En este último caso, deberá resolver fundadamente en la misma audiencia o dentro del quinto día. Recibida la causa a prueba se abrirá un plazo de cinco días. Vencido el término probatorio el juez dictará la sentencia en un plazo de diez días.”.

d) Agrégase, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“Durante el tiempo transcurrido entre la fecha en que se dicte la sentencia por el Tribunal Tributario y Aduanero, hasta la resolución que la resuelva, por sentencia firme, se suspenderá el cómputo de los plazos establecidos en los artículos 200 y 201.”. 

e) Sustitúyense los incisos cuarto, quinto y sexto, que han pasado a ser incisos quinto, sexto y séptimo, por los siguientes incisos quinto y sexto: 

“La notificación al titular de la información, a que se refiere el inciso tercero, se deberá efectuar personalmente o por cédula, salvo cuando se refiera a un domicilio en el extranjero, en cuyo caso se deberá realizar por avisos. Para los efectos de la notificación por avisos, el secretario del tribunal preparará un extracto en que se incluirá la información necesaria para que el titular de la información conozca del hecho de haberse requerido por el Servicio su información bancaria amparada por secreto o reserva, la identidad del tribunal en que tal solicitud se ha radicado y la fecha de la audiencia fijada.

El tribunal remitirá al correo electrónico que el contribuyente hubiera registrado ante el Servicio una copia de la notificación, sin que la falta de esta afecte la validez de la notificación.”.

f) Intercálase, en el inciso séptimo, entre la frase “en cuenta” y la coma que le sigue, lo siguiente: “y en forma preferente”.
26. En el artículo 63:

a) Elimínase en el inciso segundo la frase “Jefe de la Oficina respectiva del”.

b) Elimínase en el inciso tercero la oración a continuación del punto y seguido, que pasa a ser punto y aparte.

c) Agrégase a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser inciso final:

“Si en respuesta a la citación practicada el contribuyente presenta nuevos antecedentes que no fueron aportados previamente o que de su análisis se toma conocimiento de la existencia de hechos, actos o negocios jurídicos o de un conjunto o serie de ellos, posiblemente constitutivos de abuso o simulación de acuerdo a lo establecido en los artículos 4 ter y 4 quáter, podrá darse inicio a un nuevo procedimiento de fiscalización, para lo cual el Servicio citará al contribuyente en los términos dispuestos en el artículo 4 quinquies.”.

27. Sustitúyese el artículo 64 por el siguiente: 

“Artículo 64.- Cuando el precio o valor asignado al objeto de un acto, convención u operación sirva de base o sea uno de los elementos para determinar un impuesto, el Servicio podrá tasar, fundadamente, dicho precio o valor en los casos en que éste difiera notoriamente de los valores normales de mercado.

Para los efectos de este artículo se entenderá por valores normales de mercado los que habrían acordado partes no relacionadas, en operaciones y circunstancias comparables,  considerando, entre otras, las características de la industria, sector o segmento, las funciones, activos o riesgos asumidos por las partes, las características específicas, componentes y elementos determinantes de los bienes, servicios, contratos, o cualquier otra operación que se analice y, en general, cualquier otra circunstancia relevante.

El Servicio deberá citar al contribuyente de acuerdo con el artículo 63 del Código Tributario, para que aporte todos los antecedentes que sirvan para comprobar si el acto, convención u operación se ha efectuado a valores normales de mercado. El contribuyente podrá acompañar estudios para acreditar los valores normales de mercado a través de un informe de valoración que dé cuenta de la determinación de los precios o valores del acto, convención u operación bajo análisis.

Si el contribuyente, en respuesta a la citación efectuada, no logra acreditar que el acto, convención u operación se ha efectuado a valores normales de mercado o no concurre o no da respuesta a dicha citación, el Servicio determinará fundadamente tales valores o precios utilizando los medios probatorios aportados por el contribuyente, si los hay, y cualesquiera otros antecedentes de que disponga. El Servicio podrá requerir información a autoridades extranjeras respecto de los actos, convenciones u operaciones que sean objeto de fiscalización.

Determinados por el Servicio los valores o precios normales de mercado, se practicará la liquidación de impuestos o se dictará la resolución con la determinación de los ajustes respectivos, y la determinación de los intereses y multas que correspondan.

En todos aquellos casos en que proceda aplicar impuestos cuya determinación se basa en el precio o valor de bienes raíces, el Servicio de Impuestos Internos podrá tasar dicho precio o valor cuando éste difiera notoriamente de los valores de mercado, y girar de inmediato y sin otro trámite previo el impuesto correspondiente. La tasación y giro podrán ser impugnadas, en forma simultánea, a través del procedimiento a que se refiere el Título II del Libro Tercero.

La diferencia entre el precio o valor asignado o pactado por el contribuyente y el determinado por el Servicio mediante resolución, liquidación o aquél propuesto por el contribuyente en respuesta a la citación, aceptado por el Servicio o el propuesto mediante declaraciones rectificatorias, se afectará en el ejercicio que corresponda, con el impuesto único del inciso primero del artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 

No se afectarán con este impuesto único las diferencias determinadas por el propio contribuyente en declaraciones rectificatorias presentadas antes de un requerimiento del Servicio sobre la materia, siempre que impliquen un aumento en su base imponible, y deberán tributar con los impuestos generales que correspondan al acto, convención u operación objeto de la rectificatoria.

No se aplicará la facultad de tasación respecto de fusiones y divisiones, sean nacionales o internacionales en la medida que cumplan con los requisitos establecidos en el inciso décimo primero.

Tampoco se aplicará la facultad de tasación respecto de cualquier tipo de reorganizaciones empresariales, tales como, la conversión del empresario individual o el aporte de activos de cualquier clase, realizados por personas naturales o jurídicas, asignados dentro del territorio nacional, en la medida que dichas reorganizaciones obedezcan a una legítima razón de negocios. 

Tratándose de fusiones, divisiones u otras reorganizaciones señaladas en los incisos anteriores, no procederá la facultad de tasación siempre que se mantenga el costo tributario de los activos en la sociedad absorbente o naciente de una fusión, en la o las sociedades que nacen con ocasión de la división o en la que recibe el aporte de uno o más activos y no se originen flujos efectivos de dinero para el aportante.

Cuando se trate de reorganizaciones empresariales internacionales, distintas de una fusión o división, que produzcan efectos en bienes, acciones o derechos situados en el país, no procederá la facultad de tasación siempre que cumplan los siguientes requisitos copulativos: que exista una legítima razón de negocios, que no se originen flujos de dinero para el aportante y se mantenga el costo tributario de los activos que se transfieren, asignen o aporten con ocasión de la reorganización, que se haya cumplido con las exigencias legales de la jurisdicción extranjera que corresponda y se mantenga o no se afecte la potestad tributaria de Chile, esto es, cuando un posterior aporte o transferencia de los activos que hubieran sido asignados o aportados en el proceso de reorganización sean efectivamente susceptibles de ser gravados en Chile. 

No procederá la limitación de la facultad de tasación prevista en los incisos anteriores respecto de reorganizaciones empresariales, incluyendo fusiones o divisiones que impliquen el traslado de la propiedad de bienes, acciones o derechos, situados en el país, a entidades domiciliadas o residentes en países o territorios a los que se refiere el artículo 41 H de la Ley sobre Impuesto a la Renta o que según la legislación extranjera estén liberados de llevar contabilidad según normas de general aplicación.
Para los efectos del presente artículo se entenderá por legitima razón de negocios, entre otras, aquella que tenga por finalidad mejorar o facilitar las condiciones del negocio, así como obtener ventajas competitivas; financiamiento; la eliminación o mitigación de costos o riesgos; aumentar la capacidad productiva o de presencia en el mercado; optimizar la administración o cualquier otra finalidad similar a las anteriormente señaladas y que, en cualquier caso, sea distinta a la meramente tributaria.

Los contribuyentes podrán presentar consultas sobre la aplicación del presente artículo frente a una operación o reorganización empresarial. Dicha consulta se tramitará según el procedimiento del artículo 26 bis.”.

28. Sustitúyase el artículo 65 bis por el siguiente: 

“Artículo 65 bis.- La unidad del Servicio que realice un requerimiento de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 59, o una citación según lo dispuesto en el artículo 63, considerando igualmente aquellos casos en que se radique la competencia en una Dirección Regional distinta a la naturalmente competente conforme a lo establecido en el artículo 59 ter, será competente para conocer de todas las actuaciones de fiscalización posteriores relacionadas con dicho requerimiento o citación, incluyendo los recursos de reposición administrativa establecidos en el artículo 123 bis y las solicitudes de revisión de la actuación fiscalizadora que se conozcan en virtud del N°5 de la letra B del artículo 6. 

El Servicio podrá ordenar la fiscalización de contribuyentes o entidades domiciliadas, residentes o establecidas en Chile, cualquiera que sea el territorio jurisdiccional a que corresponda el domicilio del contribuyente, en los casos a que se refieren los artículos 4 bis, 4 ter y 4 quáter, cuando los hechos, actos o negocios de que se trate involucren a contribuyentes o entidades con domicilio en distintos territorios jurisdiccionales. En tal caso, la Dirección Regional que inició la fiscalización comunicará la referida orden a la Dirección Regional del territorio jurisdiccional del otro contribuyente o entidad. Dicha comunicación radicará la fiscalización del otro contribuyente o entidad ante el Director Regional que emitió la orden, para todo efecto legal, incluyendo los recursos administrativos que pueda interponer el o los contribuyentes y las solicitudes de condonación. Tanto el reclamo que interponga el contribuyente inicialmente fiscalizado como el que interponga el contribuyente o entidad del otro territorio jurisdiccional, deberá siempre presentarse y tramitarse ante el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al territorio jurisdiccional de la Dirección Regional que emitió la orden de fiscalización referida en este inciso.”.

29. Agrégase, a continuación del artículo 65 bis, el siguiente artículo 65 ter, nuevo: 

“Artículo 65 ter.- Las actuaciones realizadas por funcionarios dependientes de otro territorio jurisdiccional, que no sean de aquellas reguladas en el artículo 59 ter y en el inciso segundo del artículo 65 bis, se deberán ejecutar conforme las disposiciones de este Código, sin perjuicio de las siguientes reglas especiales: 

1. Será obligatorio el uso del expediente electrónico a que se refiere el N° 16 del artículo 8. 

2. Para efectos de lo señalado en el inciso segundo del artículo 115, la reclamación deberá presentarse ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuyo territorio haya tenido informado su domicilio el contribuyente al momento de ser notificado de una fiscalización, citación, liquidación o giro. 

3. El recurso de reposición administrativa voluntaria contenido en el artículo 123 bis y la revisión de la actuación fiscalizadora conforme al número 5º de la letra B) del artículo 6, deberán presentarse en la Dirección Regional en cuyo territorio haya tenido informado su domicilio el contribuyente al momento de ser notificado de la resolución, liquidación o giro, sin perjuicio que su tramitación y resolución será realizada por la Dirección Regional o la Dirección de Grandes Contribuyentes, cuando corresponda, que haya emitido el acto.”.

30. En el artículo 68: 

a) Sustitúyese el inciso décimo por el siguiente: 

“El incumplimiento de la obligación de información establecida en este artículo será sancionado conforme al número 1° del artículo 97. Además, los plazos de prescripción a que se refieren los artículos 200 y 201 se entenderán aumentados o renovados en doce meses, según corresponda, para la revisión de todos los efectos tributarios que se desprendan de las modificaciones y acuerdos no informados, respecto de todos los contribuyentes que intervinieren en ellos, a partir de la fecha en que sean informados al Servicio o de la fecha en que este último detecte el incumplimiento. El plazo de prescripción se aumentará en doce meses a continuación del término de los plazos originales de prescripción y la renovación ocurrirá en la medida que el contribuyente cumpla su obligación de informar o el Servicio detecte el incumplimiento fuera de los plazos originales de prescripción. Con todo el plazo máximo de prescripción, considerando la renovación, no podrá superar los seis años.”.

b) Agrégase a continuación del inciso décimo, los siguientes incisos undécimo, duodécimo y final, nuevos: 

“El aumento o ampliación de la prescripción señalado en el inciso anterior procederá exclusivamente cuando el incumplimiento busca evitar el pago de un impuesto, ocultar al sujeto pasivo o evitar la aplicación de una norma especial o general antielusiva. Se encuentran en esta situación los contribuyentes que no declaren un impuesto o declaren un impuesto menor cuyo origen sea la modificación no informada, no presenten una declaración jurada que contenga o de cuenta de la modificación o cuando la información omitida sea esencial para la calificación de una operación como elusiva o para la aplicación de una norma especial para evitar la elusión. Con todo, el Servicio podrá, de oficio, actualizar la información que el contribuyente deba proporcionar conforme al inciso sexto, cuando obtenga dicha información de fuentes públicas o pueda desprenderse de los antecedentes proporcionados por el contribuyente respecto de otro tipo de actuaciones frente al Servicio, la que se incorporará en la carpeta tributaria y se notificará al contribuyente, y no será aplicable en tal caso la multa del inciso anterior.

Las siguientes entidades se encontrarán obligadas a exigir la acreditación de haber efectuado ante el Servicio el trámite de inicio de actividades descrito en el inciso primero, respecto de las personas o contribuyentes que a continuación se señalan, a menos que éstos acrediten que existe una autorización expresa que la libere de esta obligación:

a) Todos los órganos de la administración del Estado, gobiernos regionales y municipalidades rspecto de las personas que requieran una autorización para desarrollar una actividad económica o que dicha autorización sea parte de los requisitos a cumplir para ser autorizado a desarrollar una actividad económica habitual.

b) Los administradores, operadores o proveedores de medios de pago electrónico, respecto de quienes contraten sus servicios a efectos de desarrollar una actividad económica. 

c) Los operadores de plataformas digitales de intermediación que permitan operaciones entre terceros para la adquisición de bienes o servicios, respecto de las entidades que ofrezcan sus productos. Se podrán eximir de esta obligación cuando la persona declare que su operación no está sujeta a la obligación de inicio de actividades. Los operadores deberán también exigir que las personas o entidades que ofrezcan sus productos o servicios acrediten el cumplimiento de sus obligaciones tributarias en la forma y plazo que determine el Servicio por resolución. Este último certificado podrá obtenerse a través del sitio personal del contribuyente. 

Los operadores señalados en este literal deberán informar al Servicio de forma anual, en la forma y plazo que establezca el Servicio por resolución, las personas y entidades registradas en la plataforma digital y, en el caso de aquellos que hubieran declarado que no requieren inicio de actividades, la cantidad de operaciones y el monto acumulado de las mismas. También deberán informar, a solicitud del Servicio, la cantidad de operaciones y el monto acumulado de estas respecto de contribuyentes determinados.

La forma de cumplir con la obligación del inciso precedente será regulada por el Servicio mediante resolución.”.

31. En el artículo 69: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, el texto que va a continuación del segundo punto y seguido hasta el punto y aparte, por el siguiente: “Una vez presentado el aviso de término de giro o actividades en la forma señalada precedentemente, el Servicio tendrá un plazo de seis meses para revisar y girar directamente cualquier diferencia de impuestos. Vencido el plazo antes señalado, el Servicio deberá emitir el giro que corresponda con ocasión del término de giro en cuyo caso el termino de giro se certificará una vez verificado el pago del impuesto. A falta de la emisión del giro se entenderá aceptada la presentación del contribuyente y se procederá a certificar el término de giro a menos que procediere lo dispuesto en el inciso siguiente.”.
b) Intercálase a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, pasando el actual inciso segundo a ser quinto y así sucesivamente:

“Si durante el periodo de revisión de la declaración de término de giro el Servicio toma conocimiento de nuevos antecedentes que modifiquen la determinación de impuestos del contribuyente, o que el contribuyente presente antecedentes adicionales que no haya tenido a disposición al momento de realizar la declaración, o en caso que se establezca mediante resolución fundada que sus declaraciones son maliciosamente falsas; se ampliará el plazo en tres meses para efectuar la revisión de los nuevos antecedentes, y deberá comunicar al contribuyente la ampliación respectiva.

El Servicio podrá poner término al procedimiento iniciado por la solicitud del contribuyente cuando no se hayan aportado los antecedentes señalados en el inciso primero. Para estos efectos se deberá notificar al contribuyente e informarle que tiene un plazo de cinco días para aportar los antecedentes faltantes. Si el contribuyente aporta los antecedentes, el plazo indicado en el inciso primero comenzará a correr desde la fecha en que todos los antecedentes fueron debidamente aportados. Cuando el contribuyente no aporte los antecedentes requeridos se procederá a dejar sin efecto la solicitud de término de giro, mediante una resolución que deberá señalar los antecedentes que no fueron aportados por el contribuyente. 

Transcurridos los plazos de revisión mencionados en los incisos precedentes, según corresponda, el funcionario a cargo certificará el término de la revisión. En caso de que el Servicio no se pronuncie en los plazos mencionados, se entenderá aceptada la declaración del contribuyente, circunstancia que lo habilitará para solicitar el giro inmediato de los impuestos, conforme al contenido de su declaración.” 

c) Sustitúyese el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente: 

“Aceptada o teniéndose por aceptada la declaración de término de actividades formulada por el contribuyente, el Servicio quedará inhibido para ejercer ulteriores fiscalizaciones, y deberá notificar al contribuyente el cierre definitivo del procedimiento dentro del plazo de quince días.”.

d) Sustitúyese el inciso quinto, que ha pasado a ser inciso octavo, por el siguiente. 

“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, los contribuyentes sujetos al artículo 14 letra D) de la Ley sobre impuesto a la renta podrán solicitar un término de giro simplificado siempre que además de la declaración y los antecedentes señalados en el inciso primero acompañen una declaración en la respectiva escritura pública donde el propietario, los accionistas, socios o comuneros se hagan responsables solidariamente de todos los impuestos que se adeuden por la empresa cuyo término de giro se solicita. En estos casos el Servicio procederá dentro del plazo de un mes a girar los impuestos conforme a la declaración del contribuyente y a certificar el término de giro una vez verificado el pago. No obstante, el Servicio podrá girar y determinar cualquier diferencia de impuestos o proceder a iniciar un proceso de fiscalización dentro del plazo de seis meses de efectuada la solicitud de término de giro, ampliable por tres meses cuando proceda lo dispuesto en el inciso segundo. En este caso deberá notificar a él o los socios, accionistas o comuneros, según corresponda.”. 

e) Reemplázase en el inciso octavo, que ha pasado a ser inciso undécimo, la oración “refiere el inciso quinto” por “refieren los dos incisos anteriores”. 

f) Sustitúyese inciso final por el siguiente:

“Cuando un contribuyente presente 6 o más períodos tributarios continuos sin presentar declaraciones mensuales de impuestos el Servicio podrá disponer acciones que permitan establecer si el contribuyente ha cesado o cesará el giro de sus actividades y así resguardar debidamente el interés fiscal. Transcurridos seis meses desde la materialización de las acciones impulsadas por el Servicio sin que el contribuyente haya manifestado su decisión de continuar con sus operaciones o haya reiniciado su actividad presentando regularmente sus declaraciones mensuales y siempre que no tenga utilidades ni activos pendientes de tributación o no se determinen diferencias netas de impuestos, y no posea deudas tributarias, se presumirá legalmente que ha terminado su giro, lo que deberá ser declarado por el Servicio mediante resolución y sin necesidad de citación previa. Dicha resolución podrá ser revisada conforme a lo dispuesto en el número 5°. de la letra B. del inciso segundo del artículo 6 o conforme lo dispuesto en el artículo 123 bis, sin perjuicio de poder reclamar conforme a lo dispuesto en el artículo 124 de la resolución que se dicte en dicho procedimiento. El Servicio agregará en la carpeta tributaria electrónica del contribuyente los antecedentes del caso, incluyendo la constancia que el contribuyente no tiene deuda tributaria vigente, en la forma señalada en el número 16 del artículo 8. Misma presunción será aplicable cuando, sin mediar acción del Servicio, hayan transcurrido 36 o más periodos tributarios sin operaciones, siempre que concurran los demás requisitos establecidos en el presente inciso”,

32. Agrégase a continuación del artículo 85 bis, el siguiente artículo 85 ter, nuevo: 

“Artículo 85 ter.- Las entidades financieras indicadas en la letra a) del artículo 85 bis deberán proporcionar al Servicio información de la cantidad de abonos que reciban titulares que sean personas naturales o jurídicas o patrimonios de afectación, con domicilio o residencia en Chile o que se hayan constituido o establecido en el país, cuando se cumplan los requisitos señalados a continuación:

1. Que dentro de un mismo día, semana o mes se produzcan más de 50 abonos en las cuentas antes indicadas provenientes de 50 o más personas o entidades diferentes o que dentro de un semestre presenten al menos 100 abonos de 100 personas o entidades diferentes. 

Cuando una persona o entidad sea titular de más de una cuenta bancaria en una misma entidad financiera, la verificación de la cantidad de operaciones señalada en el párrafo anterior deberá realizarse de forma acumulada entre todas las cuentas de las que fuere titular.

2. Que se trate de titulares que no se encuentren dentro de aquellos cuya información deba ser reportada por aplicación de las disposiciones de la letra c) del artículo 85 bis. 

La información a entregar al Servicio será aquella que permita identificar al titular de la cuenta, incluyendo su rol único tributario, la identificación de la cuenta, la cantidad de abonos que se han producido por parte de personas o entidades diferentes dentro de los períodos señalados en el número 1 y si la cantidad de abonos descrita en dicho número se ha superado en más de un período. La información deberá contener el monto agregado de los abonos, pero no incluirá la información respecto de las personas o entidades que realizaron los abonos. 

La información que da cuenta este artículo deberá ser remitida al Servicio de manera semestral dentro de los meses de julio y enero respecto del semestre inmediatamente anterior. 

Asimismo, cuando el Servicio cuente con información que le permita presumir que un contribuyente esté sub declarando sus ingresos o realizando otro tipo de ilícito tributario podrá solicitar que las entidades financieras obligadas a informar le entreguen información sobre la cantidad de abonos recibidos dentro de alguno de los períodos señalados en el número 1 respecto de las cuentas en que dicho contribuyente sea titular, identificando dichas cuentas. La información deberá contener el monto agregado de los abonos en los términos señalados en el inciso segundo.
La información recabada por el Servicio mediante las disposiciones de este artículo podrá servir de base para un proceso de fiscalización. Aquella información que no dé lugar a una fiscalización deberá ser eliminada en el plazo máximo de tres años desde su recepción. Asimismo, las entidades financieras deberán eliminar los reportes que hayan presentado ante el Servicio dentro de los treinta días siguientes a su remisión al Servicio. 

La no entrega de la información al Servicio de forma oportuna y completa por parte de una entidad financiera será sancionada con el equivalente a una unidad tributaria anual por cada uno de los casos que debieron ser informados por aplicación de los números 1 y 2 del presente artículo, sin embargo, la multa total a pagar por cada entidad financiera no podrá exceder de las quinientas unidades tributarias anuales por cada período en que se debió reportar la información. La entrega de información falsa por parte del titular del producto o instrumento a reportar será sancionada con la multa establecida en el párrafo final del número 4 del artículo 97. 

La información a la que accederá el Servicio por aplicación del presente artículo tendrá el carácter de reservada conforme a las reglas establecidas en los artículos 35 y 206, no podrá ser divulgada en forma alguna, y podrá ser sólo utilizada para los objetivos de fiscalización. El incumplimiento de la reserva se sancionará con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de setenta a quinientas unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la destitución del cargo del funcionario incumplidor.”.  

33. Agrégase, en el artículo 87, el siguiente inciso final, nuevo: 

“El Servicio deberá implementar un sistema tecnológico que permita el traspaso de esta información de forma que garantice su integridad y seguridad.”.

34. Agrégase, a continuación del artículo 88, el siguiente artículo 88 bis, nuevo: 

“Artículo 88 bis.- Los vendedores habituales de bienes muebles usados, y otros casos análogos que el Director determine mediante resolución, deberán emitir un documento tributario que identifique a su proveedor, los bienes adquiridos y su cantidad. Estarán eximidos de esta obligación cuando el proveedor emita la respectiva factura que dé cuenta de la venta realizada.

El incumplimiento de esta obligación será sancionado según el número 10 del artículo 97.”.

35. Agrégase, en el artículo 89 del Código Tributario, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos siguientes, respecto de las operaciones señaladas en el inciso anterior que se lleven a cabo con bancos comerciales, y en que el solicitante sea una persona jurídica u otro tipo de entidad empresarial, el banco deberá exigir el inicio de actividades de la respectiva persona jurídica o entidad empresarial. Los bancos comerciales deberán informar al Servicio sobre las solicitudes aprobadas, en caso de que éste lo requiera, para el cumplimiento de sus funciones. En caso de que la entidad bancaria incumpla estos deberes de diligencia, será sancionada conforme las reglas establecidas en la letra k) del artículo 85 bis, por cada uno de los créditos, préstamos u operaciones de carácter patrimonial respecto de los cuales se infrinjan los deberes de diligencia.”.
36. Agrégase, a continuación del del artículo 92 bis, el siguiente artículo 92 ter, nuevo:

“Artículo 92 ter.- Las operaciones de compra y venta que superen el límite determinado mediante el procedimiento señalado a continuación, el cual en ningún caso podrá ser inferior a las cincuenta unidades de fomento ni superior a ciento treinta y cinco o sus equivalentes en moneda extranjera, podrán efectuarse con cualquier medio de pago legalmente aceptable, en la medida que se encuentren respaldadas en cualquier documento que registre la identidad del pagador, según determine el Director mediante resolución, o en una factura afecta o exenta. Cuando el pago se hubiese realizado en efectivo, dicha circunstancia deberá constar en la respectiva factura o documento.

La determinación del límite antedicho se efectuará mediante resolución fundada del Ministerio de Hacienda, previo informe favorable del Banco Central de Chile. Dicha resolución deberá considerar, entre otros elementos, los riesgos de utilización del efectivo en actividades ilícitas, la penetración, acceso y cobertura de los medios de pago electrónicos, el nivel de inclusión financiera, así como el acceso a la infraestructura financiera y de telecomunicaciones.

De no cumplirse la condición señalada en el inciso primero, la operación respectiva deberá efectuarse exclusivamente a través de medios de pagos electrónicos o cualquier otro medio de pago que permita la individualización del pagador. Lo anterior, se aplicará respecto de la integridad o totalidad del valor de la operación realizada, sin que sea posible fraccionar el pago en cantidades inferiores al límite establecido o realizar compras sucesivas con el mismo fin. 

Sin embargo, lo dispuesto en el inciso precedente no aplicará durante situaciones de emergencia que afecten el normal funcionamiento de los sistemas de pago electrónicos, ya sea derivadas de catástrofes naturales u otras situaciones de caso fortuito o fuerza mayor. La excepción antes señalada constará en un decreto emitido por el Ministerio de Hacienda, de oficio o a requerimiento del Banco Central de Chile.

Las exigencias establecidas en este artículo no afectarán los atributos de curso legal, circulación ilimitada y poder liberatorio que el artículo 31 de la ley orgánica del Banco Central de Chile le confiere a los billetes y monedas emitidos por el mismo, para el cumplimiento de las obligaciones en general, ni las demás facultades de dicha institución en materia monetaria. 

Sin perjuicio de lo anterior, el incumplimiento de lo dispuesto en este artículo será sancionado según el número 10 del artículo 97.”.
37. En el artículo 97: 

a) En su numeral 4:

i. En el párrafo primero:

- Reemplázase la palabra “cincuenta” por “cien”.

- Reemplázase la expresión “tributo eludido y con presidio menor en sus grados medio a máximo” por “tributo defraudado y con presidio menor en su grado máximo”.

ii. Reemplázase en el párrafo tercero la expresión “simulando una operación tributaria o mediante cualquiera otra” por la frase “mediante cualquier”.

iii. Sustitúyese el párrafo quinto por el siguiente:

“El que confeccione, venda o facilite, a cualquier título, guías de despacho, facturas, notas de débito, notas de crédito o boletas falsas, con o sin timbre del Servicio, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio y multa de hasta 40 unidades tributarias anuales.”.

iv. Agrégase a continuación del párrafo quinto, el siguiente párrafo sexto, nuevo: 

“El que incurra en alguna de las conductas señaladas en el párrafo anterior para cometer o posibilitar la comisión de los delitos de este número, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de hasta 100 unidades tributarias anuales.”. 

b) Agrégase en el párrafo primero del numeral 6º, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Sin embargo, respecto de contribuyentes cuyos ingresos por ventas y servicios y otras actividades del giro hayan superado las 50.000 unidades de fomento durante el año comercial inmediatamente anterior, que no exhiban o aporten antecedentes específicamente requeridos en un procedimiento de fiscalización iniciado conforme el artículo 59, les será aplicable la multa establecida en el párrafo siguiente con las mismas limitaciones.”.

c) En el primer párrafo de su numeral 9º: 

i. Elimínase la palabra “efectivamente”.

ii. Intercálase entre la palabra “clandestino” y la expresión “del comercio” la frase “en cualquier de sus formas”.

d) En el numeral 10º:

i. Intercálase en el párrafo primero, entre la voz “otorgamiento” y la conjunción “de”, la frase “o el no envío de la información electrónica al Servicio”.

ii. Sustitúyese el párrafo segundo por el siguiente: 

“En el caso de las infracciones señaladas en el párrafo primero, éstas además deberán ser sancionadas con clausura de hasta veinte días de la oficina, estudio, establecimiento, sucursal, medio de transporte, maquinaria o similar en que se haya cometido la infracción, el sitio en internet o del sitio dentro de la plataforma virtual o digital a través de la cual el contribuyente realiza el ejercicio de la actividad comercial. Asimismo, no se autorizará ni se permitirá la emisión al contribuyente de documentos tributarios. En caso de reiteración de infracciones, de acuerdo al párrafo tercero, el Director podrá solicitar la suspensión del dominio web o suspender el acceso al proveedor de pago o similar por el periodo que dure la clausura.”.

iii. Reemplázase en el párrafo tercero la frase “el inciso primero” por la expresión “este número”. 

e) Intercálase en el numeral 12º, entre la expresión “corresponda,” y la conjunción “con” la frase “el uso de medios de transporte, maquinarias o similares, el uso de la plataforma virtual o digital mediante la cual realiza su actividad, o la emisión de documentos tributarios en papel o electrónicos,”.

f) En el numeral 17°:

i. Agrégase, en el párrafo primero, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Si la movilización o traslado a que se refiere el presente párrafo se realizare a sabiendas o debiendo saber que no se han cumplido las exigencias legales relativas a la declaración y pago de impuestos que graven la producción o comercio, o que los bienes movilizados o trasladados son falsos o de comercialización prohibida, la multa será del 20% al 300% de una unidad tributaria anual.”.
ii. Agrégase en el párrafo segundo, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “En caso de que la infracción se cometa a propósito de la movilización o traslado de los bienes indicados en la oración final del párrafo anterior, se procederá a la incautación de los bienes.”.

iii. Intercálase en el párrafo tercero, entre las expresiones “más inmediato” y “sin más trámite”, la expresión “, y en el menor plazo posible,”.

g) Sustitúyese su numeral 22 por el siguiente: 

“22. El que autorice folios de facturas, boletas, guías de despacho, notas de crédito, notas de débito u otros documentos tributarios electrónicos a sabiendas que serán utilizados para defraudar al Fisco, será sancionado con pena de presidio menor en su grado máximo y multa de hasta 10 unidades tributarias anuales.”.

h) Agrégase a continuación del numeral 26, el siguiente numeral 27, nuevo: 

“27. El que habiendo tomado conocimiento del inicio de un procedimiento administrativo o judicial tendiente a la determinación o liquidación del impuesto o el cobro judicial de obligaciones tributarias, ejecute actos o contratos que disminuyan su activo o aumenten su pasivo sin otra justificación económica o jurídica que la de perjudicar a la administración tributaria o frustrar total o parcialmente el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, será castigado con la pena de presidio menor en su grado máximo.”.

38. Sustitúyese el artículo 100 bis por el siguiente:

“Artículo 100 bis.- La persona natural o jurídica, respecto de quien se acredite haber diseñado o planificado los actos, contratos o negocios respecto de los que se hubiera declarado la existencia de abuso o simulación, según lo dispuesto en los artículos 4 ter, 4 quáter, y 4 quinquies, será sancionada con las multas que se indican a continuación.

La persona que haya diseñado o planificado los actos, contratos o negocios distinta del contribuyente, será sancionada con multa de 100 unidades tributarias anuales, salvo que: (a) exista reiteración respecto del mismo diseño o planificación, en cuyo caso la multa será de 250 unidades tributarias anuales; o (b) se acredite que los honorarios pactados sean superiores a 100 unidades tributarias anuales, caso en el cual la multa podrá extenderse hasta el total de los honorarios pactados con un tope de 250 unidades tributarias anuales. En caso de que el tercero fuese una persona jurídica, serán solidariamente responsables las personas naturales o jurídicas que hayan ejercido el cargo de directores, representantes o administradores del asesor, si han infringido sus deberes de dirección y supervisión respecto de éste, en consideración a los estándares establecidos en la Ley N° 20.393 que Establece la Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas.

En aquellos casos en que no exista un tercero que haya diseñado o planificado los actos, negocios o contratos respecto de los cuales se hubiere declarado la existencia de abuso o simulación, según lo dispuesto en los artículos 4 ter, 4 quáter, y 4 quinquies, o cuando existiendo el tercero el contribuyente no lo haya identificado dentro del proceso de fiscalización, será el contribuyente el sancionado con una multa equivalente al 100% de las diferencias de impuesto determinadas con un tope de 250 unidades tributarias anuales. En caso de existir, serán solidariamente responsables de la multa la o las personas naturales o jurídicas que hayan ejercido el cargo de directores, representantes y/o administradores de los mencionados contribuyentes al momento de cometerse el conjunto o series de hechos, actos o negocios jurídicos, si hubieren infringido sus deberes de dirección y supervisión respecto del contribuyente sancionado, en consideración a los estándares establecidos en la Ley N° 20.393 que Establece la Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas. 

No aplicará la multa dispuesta en el inciso anterior respecto de contribuyentes que determinen sus rentas conforme a lo dispuesto en la letra D del artículo 14 de la Ley de la Renta.

En caso que el contribuyente haya deducido reclamo respecto de la resolución que declara el abuso o simulación en los términos que señala el artículo 4 quinquies, el Servicio sólo podrá solicitar la multa a que se refiere el presente artículo dentro del mismo procedimiento. Si no existe reclamo por parte del contribuyente, las multas deberán ser solicitadas por el Servicio de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 161.

La prescripción de la acción para perseguir las sanciones pecuniarias al contribuyente o a sus directores, representantes y/o administradores, cuando corresponda, será de seis años contados desde la notificación de la resolución que declare la elusión. En aquellos casos en que el contribuyente haya deducido reclamo, precluirá la acción del Servicio si no se interpone al momento de presentar la contestación al reclamo dentro del plazo del artículo 132. En el caso de la acción contra el asesor, la prescripción será de seis años contados desde la notificación de la resolución que declare la elusión o, en caso de existir reclamo, desde que la sentencia que rechace el reclamo se encuentre ejecutoriada.”.

39. Agrégase a continuación del artículo 100 bis, los siguientes artículos 100 ter, 100 quáter y 100 quinquies, nuevos:

“Artículo 100 ter.- Constituye una circunstancia calificada para que el Director decida perseguir únicamente la aplicación de una sanción pecuniaria según señala el inciso tercero del artículo 162 del Código Tributario, la cooperación eficaz que un contribuyente realice dentro del procedimiento de recopilación de antecedentes a que se refiere el N° 10 del artículo 161 y siempre que conduzca al esclarecimiento de delitos tributarios y permita la identificación de los demás responsables. Se entenderá por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones sustanciales, precisos, verídicos y comprobables, desconocidos por el Servicio, sin los cuales no se hubiese podido alcanzar los fines señalados.

El Servicio, mediante resolución, establecerá los parámetros objetivos para determinar el carácter sustancial, preciso, veraz, comprobable y desconocido de los antecedentes aportados.

En el evento que la mencionada cooperación eficaz se verifique durante la investigación a cargo del Ministerio Público una vez presentada la denuncia o querella en los términos del inciso primero del artículo 162, se podrá reducir la pena hasta en dos grados, siempre que la colaboración también se efectúe con el Ministerio Público. La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo con las reglas generales. 

Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable cuando la colaboración se refiera a delitos cometidos únicamente por el contribuyente.

Artículo 100 quáter.- Tendrán la calidad de denunciantes anónimos las personas naturales que de manera voluntaria y en la forma que establezca el Servicio mediante resolución colaboren con investigaciones de hechos constitutivos de delitos tributarios aportando antecedentes sustanciales, precisos, veraces, comprobables y desconocidos para el Servicio, para la detección, constatación o acreditación de éstos, o de la participación del presunto infractor o imputado de dichos delitos. No tendrán la calidad de denunciantes anónimos quienes hayan incurrido en la conducta sancionada o ejerzan un cargo de administración o dirección respecto de la entidad denunciada cuando corresponda o los abogados que hubiesen prestado asesoría, durante los tres años anteriores a efectuar la denuncia. Del mismo modo, no podrán acogerse al procedimiento señalado en este artículo las personas naturales querelladas, con una investigación formalizada en su contra, acusadas o que se encuentren cumpliendo condena, por delitos tributarios. Lo mismo regirá cuando respecto de cualquiera de los sujetos mencionados se haya ejercido la facultad de perseguir la multa de acuerdo al procedimiento previsto en el artículo 100 bis o en el artículo 161, ni quienes hayan recibido la información de las personas inhabilitadas en los términos de este inciso.

La calidad de denunciante anónimo se adquiere a partir de la dictación de la resolución fundada que emita el Servicio en la que se indique el cumplimiento de los requisitos del inciso anterior, la que deberá ser notificada al denunciante mediante correo electrónico. La resolución del Servicio a que se refiere este inciso, así como la identidad del denunciante anónimo, tendrán el carácter de secreto, salvo que el mismo denunciante renuncie a dicho anonimato. Las Policías, a requerimiento del Servicio, deberán adoptar todas las medidas de protección para el denunciante que sean pertinentes según las necesidades de cada caso.  

Quien solicite que se le otorgue la calidad de denunciante anónimo aportando antecedentes falsos o fraudulentos, será sancionado con las penas de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 15 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las acciones que el denunciado pueda interponer para resarcir los perjuicios causados. En caso de que el sancionado tenga la calidad de denunciante anónimo según lo dispuesto en el inciso anterior, de forma adicional perderá dicha calidad.

La resolución señalada en el inciso segundo y la identidad del denunciante anónimo, así como aquellos antecedentes que puedan servir para su identificación, tendrán el carácter de reservados conforme las reglas establecidas en los artículos 35 y 206, y no podrán ser divulgados en forma alguna. Únicamente podrán ser utilizados para cumplir con los objetivos de investigación que le son propios, salvo que el mismo denunciante renuncie a dicho anonimato. Toda persona que haya tomado conocimiento de la identidad de un denunciante anónimo o de quien haya solicitado tal calidad de conformidad al inciso anterior tendrá el deber de guardar secreto respecto de cualquier antecedente que permita identificar a dicho denunciante, y le será aplicable la facultad de abstenerse de declarar únicamente sobre dichos antecedentes, en los términos previstos en el artículo 303 del Código Procesal Penal y en el artículo 360 del Código de Procedimiento Civil. La infracción de la reserva de la información obtenida mediante las disposiciones de este artículo se sancionará con multa de 10 a 30 unidades tributarias mensuales. En caso de que el infractor desempeñe funciones en el Servicio o en otro organismo público, dicha infracción será sancionada, además, con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados. Asimismo, dará lugar a responsabilidad administrativa y se sancionará con destitución del cargo.

De igual forma, la identidad de aquellas personas que soliciten la calidad de denunciante anónimo y entreguen antecedentes relativos a hechos constitutivos de delitos tributarios y aduaneros tendrá el carácter de secreta, aun cuando tales antecedentes no sean suficientes para dictar la resolución referida en el inciso segundo, a menos que proceda lo dispuesto en el inciso tercero. 

El denunciante anónimo que colabore con el Servicio de conformidad a lo dispuesto en este artículo no será penal ni administrativamente responsable por efectuar dicha colaboración. Asimismo, tampoco será civilmente responsable por los perjuicios que se produzcan por el solo hecho de realizar la referida colaboración, salvo que proceda la excepción establecida en el inciso tercero.

Perderá la calidad de denunciante anónimo aquel que, habiéndose otorgado la resolución señalada en el inciso segundo, renuncie al anonimato o haga publicidad de la denuncia.
Artículo 100 quinquies.- En aquellos casos que producto de la información proporcionada se imponga judicialmente al imputado o infractor la obligación de pagar un monto de dinero por concepto de multa no inferior al mínimo que establece el delito, ya sea en el proceso penal o en un procedimiento bajo el artículo 161, con ocasión de haberse ejercido la opción del inciso tercero del artículo 162, el denunciante anónimo tendrá derecho a recibir el 10% de la multa que se aplique como consecuencia de la investigación y procedimiento en los cuales colaboró. Para la procedencia de la retribución establecida en el presente artículo el impuesto defraudado deberá ser superior a 100 unidades tributarias anuales.
Cuando distintos denunciantes anónimos hayan colaborado en las mismas conductas sancionadas, el premio señalado en el inciso anterior se distribuirá en la forma que determine el Servicio mediante resolución.  

No tendrán derecho a la retribución establecida en el presente artículo aquellos denunciantes que hubieran renunciado al anonimato o que hubieran efectuado publicidad de la denuncia regulada en el artículo anterior.
Una vez enterada la multa por el infractor en la Tesorería General de la República corresponderá a esta institución entregar a cada denunciante anónimo el monto correspondiente, según indique el Servicio mediante resolución fundada. La Tesorería General de la República deberá comunicar el pago tan pronto ello haya ocurrido, y deberá tomar las medidas necesarias para cumplir con las obligaciones establecidas en el inciso cuarto del artículo anterior. 

El monto percibido por el denunciante anónimo en virtud del presente artículo no constituirá renta y las operaciones necesarias para efectuar el pago correspondiente gozarán de secreto bancario.”.

40. Agrégase el siguiente artículo 100 sexies:

“Artículo 100 sexies.- Los contribuyentes que tomen conocimiento de la existencia de diferencias de impuestos que podrían fundarse en hechos constitutivos de delitos tributarios, podrán efectuar una autodenuncia ante la Dirección Nacional, siempre que cumplan los siguientes requisitos: 

1. Acompañar una propuesta de las declaraciones de impuesto que corresponda rectificar, las que podrán incluir exclusivamente los tres años tributarios anteriores a aquel en que se realiza la solicitud. 

2. No encontrarse, al momento de presentar la solicitud, bajo un procedimiento de fiscalización por los mismos impuestos contenidos en su autodenuncia. 

3. No haber sido condenado por delitos tributarios, incluyendo las sentencias bajo el procedimiento del número 10 del artículo 161.  

4. No haberse aceptado con anterioridad la aplicación del presente artículo. 

Aprobada por el Comité Ejecutivo la autodenuncia del contribuyente se determinarán las diferencias de impuestos y dictarán los giros que correspondan. En estos casos el contribuyente no será objeto de denuncia o querella en los términos del artículo 162 ni del procedimiento del número 10 del artículo 161. 

En ningún caso las diferencias de impuesto determinadas conforme a este artículo podrán ser objeto de condonación respecto de los intereses y multas que correspondan. Sí podrá accederse a un convenio de pago ante el Servicio de Tesorerías.

Los giros emitidos por aplicación del presente artículo no serán objeto de recursos administrativos ni de la reclamación contenida en el artículo 124.

Lo dispuesto en el presente artículo no obsta a la posibilidad de rectificar declaraciones en la medida que no se funden en hechos constitutivos de delitos tributarios.”.
41. En el artículo 101: 

a) Reemplázase en el encabezado de su inciso primero la frase “dos meses” por “cinco meses y el 50% de su remuneración”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la frase “será sancionado con la destitución de su cargo, sin perjuicio de las penas contenidas en el Código Penal” por la oración “será sancionado con la destitución de su cargo y multa del cien por ciento del beneficio solicitado o aceptado como remuneración o recompensa, sin perjuicio de las penas contenidas en el Código Penal. En este caso, el plazo señalado en la letra e) del artículo 12 del Estatuto Administrativo será de diez años”.

42. En el artículo 115:

a) En su inciso segundo:

- Reemplázase el punto y seguido por una coma.

- Sustitúyese el texto que se encuentra a continuación del punto y seguido sustituido por una coma, por la siguiente frase: “, salvo los casos regulados en el artículo 65 ter donde será competente el Tribunal Tributario y Aduanero indicado en dicha disposición.”. 

b) Agrégase a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser inciso cuarto y quinto respectivamente:

“Cuando las liquidaciones, giros o resoluciones fueren emitidos por unidades de la Dirección Nacional, o el pago corresponda a giros efectuados por estas mismas unidades, la reclamación deberá presentarse ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuyo territorio tenía su domicilio el contribuyente al momento de ser notificado de revisión, citación, liquidación o giro. Esta misma regla será aplicada para efectos de la reclamación en contra de la resolución que declara la existencia de abuso o simulación. Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 65 bis, en cuyo caso será competente para conocer el reclamo el tribunal señalado en dicha disposición.”. 

c) Intercálase en el inciso final, entre la expresión “dicha sucursal” y el punto final la siguiente frase: “, a menos que proceda lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 59 ter”.

43. Agrégase, en el artículo 119, el siguiente inciso segundo, nuevo:  

“No procederá lo dispuesto en el inciso anterior cuando sea aplicable el inciso segundo del artículo 65 bis, en cuyo caso se estará a lo señalado en dicha disposición.”.
44. Suprímese el artículo 121.

45. En el artículo 123 bis:

a) Reemplázase el encabezado del inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 123 bis.- Será procedente el recurso de reposición administrativa, en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley Nº 19.880, respecto de los actos a que se refiere el artículo 124, con las siguientes modificaciones:”.

b) Agrégase en el literal e) del inciso primero, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la oración “No deberá darse esta audiencia cuando el recurso sea declarado inadmisible por resolución fundada o cuando sea acogido completamente por el Servicio.”.

46. Sustitúyese el artículo 124 por el siguiente:

“Artículo 124.- Toda persona podrá reclamar de la totalidad o de algunas de las partidas o elementos de una liquidación, giro, pago o resolución que incida en el pago de un impuesto o en los elementos que sirvan de base para determinarlo. En los casos en que haya liquidación y giro, no podrá reclamarse de éste, salvo que dicho giro no se conforme con la liquidación que le haya servido de antecedente.

Asimismo, podrá reclamar del avalúo asignado a un bien raíz en una tasación general, y de los giros de impuesto territorial que se emitan en virtud de dicha tasación cuando éstos no se conformen al avalúo vigente para la propiedad respectiva a la fecha de la emisión del giro, siempre que se fundamente en alguna de las siguientes causales:

1. Determinación errónea de la superficie de los terrenos o de algún otro factor que influya en su avalúo fiscal o sus construcciones.

2. Aplicación errónea de las tablas de clasificación respecto del bien gravado, o de una parte de él, así como la superficie de las diferentes calidades de terreno.

3. Errores de transcripción, de copia o de cálculo.

4. Inclusión errónea del mayor valor adquirido por los terrenos con ocasión de mejoras costeadas por los particulares, en los casos en que dicho mayor valor deba ser excluido de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 8° de la ley N° 11.575.

También serán reclamables las modificaciones individuales de avalúo de un inmueble y de los giros que se emitan en virtud de dichas modificaciones siempre que éstos no se conformen al avalúo vigente para la propiedad respectiva a la fecha de la emisión del giro, cuando los contribuyentes se consideren perjudicados por dichas modificaciones de sus predios o cuando ellas fueran efectuadas de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2º del Título V de la Ley sobre Impuesto Territorial y en los artículos 25 y 26 de la ley N° 15.163.

En todos los casos, si hay giro y pago, no podrá reclamarse de este último, sino en cuanto no se conforme al giro.

Podrá reclamarse, asimismo, de la resolución administrativa que deniegue cualquiera de las peticiones a que se refiere el artículo 126.

Para la interposición del reclamo por cualquiera de las causales señaladas anteriormente, el reclamante siempre deberá invocar un interés actual comprometido.

El reclamo deberá interponerse en el término fatal de noventa días, contado desde la notificación correspondiente o, en el caso al que se refiere el inciso tercero, desde el envío del aviso respectivo. Con todo, dicho plazo fatal se ampliará a un año cuando el contribuyente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 24, pague la suma determinada por el Servicio dentro del plazo de noventa días, contado desde la notificación correspondiente.

El plazo para la interposición del reclamo, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo, será dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha de término de exhibición de los roles de avalúo.

Si no pudieran aplicarse las reglas precedentes sobre computación de plazos, éstos se contarán desde la fecha de la resolución, acto o hecho en que la reclamación se funde.

La resolución que califica las declaraciones, documentos, libros o antecedentes como no fidedignos conforme al inciso segundo del artículo 21 será reclamable conjuntamente con la resolución, liquidación o giro en que incida.”.

47. Sustitúyese el artículo 130 por el siguiente: 

“Artículo 130.- Se formará el proceso en soporte electrónico, con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio.

Para ello, el Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como “expediente” o “carpeta electrónica”. La conservación y respaldo periódico de los registros estará a cargo de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. 

Se formará la carpeta electrónica con los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio. Estos antecedentes serán registrados y conservados íntegramente en orden sucesivo conforme a su fecha de presentación. El Sistema numerará automáticamente cada pieza del expediente en cifras y letras. Se exceptúan las piezas que por su naturaleza no puedan agregarse o que por motivos fundados se manden reservar fuera del expediente.

Durante la tramitación sólo las partes podrán imponerse de los autos del proceso. Esta limitación no comprende las sentencias definitivas de primera instancia, las cuales deberán ser publicadas por la Unidad Administradora del Tribunal y mantenerse a disposición permanente del público en el sitio electrónico de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o pieza del proceso, el trámite se cumplirá mediante el envío de la correspondiente comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder a través del Sistema. Lo mismo se aplicará cada vez que la ley ordene la remisión, devolución o envío del proceso o de cualquiera de sus piezas a otro tribunal.

Ninguna pieza del expediente electrónico podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el Tribunal que conoce de la causa. Las partes, efectuarán sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, y cargarán sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos. No obstante lo anterior, y atendido el volumen de los antecedentes, el Tribunal siempre podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen al proceso sea presentados en forma física, ya sea en formato físico propiamente tal, o bien a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónicos. Igual derecho tendrán las partes en caso que por el tamaño y volumen de los antecedentes no puedan presentarlos digitalmente. Si los documentos se presentan materialmente en el Tribunal, quedarán bajo la custodia del Secretario abogado, y deberá dejarse constancia de ello en el expediente electrónico.”.

48. Agrégase, en el artículo 131 bis, el siguiente inciso final, nuevo: 

“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, cualquiera de las partes y los terceros ajenos al juicio podrán solicitar que todas las notificaciones sean efectuadas por correo electrónico, para lo cual deberán designar una o más direcciones de correo electrónico. Esta designación se considerará subsistente mientras no se designe otra.”.

49. En el artículo 132: 

a) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “En los mismos términos, a menos que las partes pidan que se falle el pleito sin más trámite, podrá recurrirse contra la resolución en que explícita o implícitamente se niegue el trámite de recepción de la causa a prueba, y deberá considerarse para efectos del cómputo del plazo para interponer los recursos la fecha en que el Tribunal realice una actuación que implique la negación de dicho trámite.”.

b) Sustitúyese en el inciso decimocuarto, que ha pasado a ser decimoquinto, la frase "No obstante lo anterior, los actos” por “Los actos”. 

50. En el artículo 132 bis:

a) Elimínase en el inciso primero la frase “, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente por el contribuyente en el reclamo o se trate de casos en que el tribunal pueda pronunciarse de oficio”.

b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:

“El llamado a conciliación no procederá en los reclamos producto de la aplicación del artículo 161, con excepción de la liquidación, giro o diferencias que incidan en el pago de un impuesto o en los elementos que sirvan de base para determinarlo en caso que se reclamen en conjunto, conforme al artículo 124 inciso segundo; en aquellos que digan relación con hechos respecto de los cuales el Servicio haya ejercido la acción penal, y en los reclamos de liquidaciones, resoluciones o giros de impuesto que se relacionen con los hechos conocidos en los procedimientos a que se refiere este inciso.”.

51. En el artículo 132 ter: 

a) En su inciso segundo: 

i. Reemplázase la frase “el Director resolverá los términos en que, a su juicio exclusivo,” por “el Comité Ejecutivo resolverá los términos en los que”.

ii. Eliminase el texto a continuación del punto y seguido que pasa a ser punto y aparte.

b) Reemplázase en su inciso tercero la palabra “Director” por “Comité Ejecutivo”.

52. En el inciso primero del artículo 137:

a) Intercálase entre la palabra “Título” y la expresión “, la medida cautelar”, la frase “y en todos aquellos procedimientos donde una ley o artículo especial lo autorice”.

b) Intercálase entre la palabra “específicos” y la expresión “del contribuyente” la frase “o la retención de bienes determinados”.

53. Agrégase a continuación del artículo 137 el siguiente artículo 137 bis, nuevo: 

“Artículo 137 bis.- Previo a la notificación de una liquidación cuyo origen sea una procedimiento por aplicación del artículo 4 quinquies o de aquellos regulados en el artículo 161, el Servicio podrá solicitar las medidas cautelares reguladas en el artículo anterior en carácter de prejudicial, ante el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del contribuyente en aquellos casos que, atendido el monto que deba liquidarse en comparación con el patrimonio del contribuyente, su comportamiento tributario previo u otras circunstancias de las cuales se deriven presunciones fundadas de que no se encontrará en condiciones de satisfacer la acreencia fiscal, en su oportunidad.

La solicitud deberá contener los fundamentos que dan cuenta que se trata de alguno de los procedimientos señalados en el inciso primero, los hechos en los cuales se funda y el monto de las diferencias de impuesto determinadas. La solicitud será tramitada como incidente y serán procedentes los recursos establecidos en el inciso tercero del artículo 137. 

Decretada la medida, el Servicio deberá notificar la liquidación correspondiente dentro del plazo de treinta días desde la notificación de la resolución que dé cuenta de la medida decretada. En caso contrario, la medida quedará sin efecto por el sólo ministerio de la ley. El contribuyente podrá en cualquier momento solicitar la sustitución de la medida decretada o que ésta se practique sobre otros bienes siempre que la medida o el bien en reemplazo sea de una entidad similar. 

La medida se encontrará vigente durante el plazo establecido en el artículo 124 para deducir el reclamo tributario. Deducido el reclamo el Servicio deberá señalar los fundamentos por los cuales se justifica la permanencia de la medida decretada al momento de evacuar el traslado al que se refiere el artículo 132. En cualquier etapa del juicio el contribuyente podrá solicitar el cese de la medida si acredita que ha desaparecido el peligro sobre el cual se fundó la solicitud del Servicio. 

En aquellos casos que transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior el contribuyente no hubiera deducido reclamación la medida decretada se mantendrá vigente hasta que el Servicio de Tesorerías haya iniciado el procedimiento establecido en el Título V del libro III.

En ningún caso el Servicio podrá solicitar estas medidas si se trata de deudas inferiores a 250 unidades tributarias mensuales o cuando se refiera a contribuyentes que declaren sus rentas según el artículo 34 o según las disposiciones del párrafo segundo del Título II, ambos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.

54. Intercálase en el artículo 148, entre las palabras “Primero” y “del” la expresión “y Segundo”.

55. Elimínase el Párrafo 1° del Título III del Libro Tercero.

56. En el artículo 156: 

a) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser cuarto y así sucesivamente:

“Si fuere necesario allegar nuevos antecedentes al proceso para una mejor resolución del asunto, el Juez Tributario y Aduanero podrá, de oficio, decretar las diligencias probatorias que estime pertinentes, para lo cual dispondrá del plazo de diez días a contar del vencimiento del término probatorio.”.

b) Intercálase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, entre la palabra “probatorio” y la expresión “, el Juez” la oración “o, en su caso, expirado el plazo especial referido en el inciso anterior”.

57. Modifícase el artículo 160 bis en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “solicitar” por la palabra “requerir”. 

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido: 

i) Reemplázase la frase “De la solicitud” por la frase “Del requerimiento”. 

ii) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la frase “El Tribunal notificará al contribuyente por cédula, la resolución que confiere el traslado y de la solicitud del Servicio al contribuyente a través de un ministro de fe del mismo tribunal.”.

c) Agrégase, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“En caso de existir dos o más contribuyentes requeridos por los mismos actos negocios o conjunto o serie de ellos, será procedente la acumulación de autos a petición de parte. El procedimiento más nuevo se acumulará al más antiguo.”.

d) Agrégase, en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido la frase “El Tribunal procederá a levantar acta de la audiencia y dejar constancia en el expediente.”. 

e) Agrégase, a continuación del inciso tercero, que pasa a ser cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes: 

“En la misma audiencia señalada en el inciso anterior el Tribunal, a petición de parte o de oficio, deberá llamar a las partes a conciliación de conformidad al artículo 132 bis. El Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente de funcionamiento ordinario del Tribunal. Será también procedente en este procedimiento lo dispuesto en el artículo 132 ter.”.

f) Modifícase el inciso cuarto, que ha pasado a ser sexto, en el siguiente sentido: 

i) Reemplázase la frase “último plazo a que se refiere el inciso anterior” por “plazo señalado en el inciso cuarto, cuando la conciliación o parte de esta fuere rechazada”.

ii) Intercálase entre la frase “veinte días” y el punto seguido que le sigue, la frase “en los términos del inciso cuarto del artículo 132”. 

iii) Elimínase la palabra “sólo”. 

iv) Intercálese entre la palabra “reposición” y “dentro” la frase “y el de apelación en subsidio”. 

v) Reemplázase la palabra “resolverá” por la frase “deberá dictar sentencia”.

g) Reemplázase en el inciso sexto que pasó a ser octavo la frase “La liquidación, giro, resolución o multa, que se emitan” por “La liquidación, resolución o multa, según corresponda, que el Servicio dicte con ocasión de la resolución del Tribunal Tributario y Aduanero, así como los giros dictados”.
58. En el artículo 161:

a) En el numeral 1° de su inciso primero: 

i. Reemplázase en el párrafo primero la palabra “imputado” por “denunciado”. 

ii. Agrégase el siguiente párrafo segundo, nuevo: 

“El acta señalada en el inciso anterior deberá ser presentada ante el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del denunciado, junto con la documentación y antecedentes que le sirven de sustento y un correo electrónico del denunciado. El Tribunal la tendrá por recibida mediante una resolución que será notificada al denunciado por correo electrónico y, en subsidio, a través de su publicación en el sitio web del respectivo tribunal. Para efectos de la notificación por correo electrónico al denunciado el tribunal deberá considerar la dirección electrónica que haya informado el Servicio, sin perjuicio que de existir otra dirección informada por el propio denunciado al tribunal deberá estarse a esta última.”.

b) Sustitúyese el primer párrafo del numeral 2º por el siguiente: 

“2° El denunciado podrá formular sus descargos dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de la resolución referida en el numeral precedente. Dicha presentación deberá cumplir con los requisitos que establece el artículo 125.”.

c) Intercálase en el párrafo primero del numeral 3°, entre las expresiones “constituyen,” y “en forma”, la frase “así como aquellas señaladas en el artículo 137,”.

d) Sustitúyese el numeral 4° por el siguiente:

“4° Presentados los descargos se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido el plazo que dispone el denunciado para formular descargos o, en su caso, vencido el plazo de que dispone el Servicio para evacuar su traslado respecto de los descargos formulados, haya contestado o no, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba si hubiere controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el solo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente. El término probatorio será de veinte días y dentro de él se deberá rendir toda la prueba. El Servicio y el contribuyente deberán acreditar sus respectivas pretensiones dentro del procedimiento.

Vencido el término probatorio y dentro de los diez días siguientes las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Si no fuera necesario cumplir nuevas diligencias, o cumplidas las que se hubieren ordenado, el Juez Tributario y Aduanero que esté conociendo del asunto citará a las partes a oír sentencia.

El Tribunal Tributario y Aduanero tendrá el plazo de sesenta días para dictar sentencia, contado desde que el tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior.”.

59. Agrégase en el artículo 168 el siguiente inciso final, nuevo:

“Para practicar las notificaciones por correo electrónico establecidas en el presente título, así como cualquier otra comunicación con el contribuyente, el Servicio de Tesorerías podrá utilizar el correo electrónico que el contribuyente haya registrado para estos efectos ante el Servicio de Impuestos Internos según el artículo 11. Dicho correo electrónico quedará registrado en el sitio personal del contribuyente quien estará facultado para modificarlo. Para ello deberá ingresar una nueva dirección de correo electrónico que será la válida para las actuaciones dispuestas en el presente inciso a partir del día siguiente de efectuada la modificación.”. 

60. En el inciso segundo del artículo 169: 

a) Intercálase entre la palabra “internas” y la expresión “la forma” la siguiente: “el soporte y”. 

b) Agrégase después del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Las piezas que componen los expedientes administrativos de cobro tendrán el carácter de documentos electrónicos o digitalizados, según corresponda. Para estos efectos existirá un sistema de tramitación electrónica en el sitio web del Servicio de Tesorerías, apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido, a fin de que los contribuyentes realicen sus requerimientos en los procesos de cobro seguidos en su contra.”. 

61. En el artículo 170: 

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “que estampará en” por “a continuación de”.

b) Elimínase el inciso tercero, pasando el inciso cuarto actual a ser el inciso tercero nuevo.

c) En el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero:

i. Reemplázase la frase “Los recaudadores fiscales, cuando traben el embargo en las remuneraciones de los contribuyentes morosos, procederán a notificarle por cédula” por la siguiente: “La ejecución podrá recaer sobre dineros, créditos u otras prestaciones en dinero que los contribuyentes morosos tengan derecho a percibir en razón de un contrato u obligación personal, una vez que se haya practicado el requerimiento de pago conforme a lo establecido en el artículo 171. El juez sustanciador ordenará la retención mediante resolución, que será notificada por correo electrónico o según lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 171, cuando corresponda, al deudor y”.  

ii. Reemplázase la frase “moroso su sueldo, salario, remuneración o cualquiera otra prestación en dinero” por la frase “aquella prestación en dinero o que la mantenga en depósito o bajo cualquier otro título”.

d) Agrégase a continuación del inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo: 

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior el Servicio de Tesorerías podrá implementar sistemas de comunicación y notificación por otros medios electrónicos distintos al correo electrónico respecto de las personas que deban practicar las retenciones enunciadas en el inciso anterior.”.

e) En el inciso quinto: 

i. Reemplázase la frase “sueldos o remuneraciones” por “sueldos, remuneraciones, créditos u otras prestaciones de dinero”. 

ii. Elimínanse las expresiones “del embargo” y “el pago de”.

iii. Reemplázase la expresión “la cancelación” por “el pago”. 

f) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente: 

“La persona natural o jurídica que deba efectuar la retención deberá dar cuenta del resultado de la gestión en el plazo de diez días hábiles contados desde la fecha en que se le notifique la resolución que ordena la retención y remitir los fondos mediante depósito, transferencia electrónica o el medio electrónico que haya dispuesto para estos efectos el Servicio de Tesorerías. En caso de que no de cumplimiento a la retención ordenada, quedará solidariamente responsable del pago de las sumas que haya dejado de retener o de remitir al Servicio de Tesorerías.”.

62. En el artículo 171:  

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 171.- La notificación del hecho de encontrarse en mora y el requerimiento de pago al deudor se efectuará personalmente por el recaudador fiscal, quien actuará como ministro de fe, o bien, en las áreas urbanas, por correo electrónico o carta certificada conforme a las normas de los incisos quinto, sexto, séptimo y octavo del artículo 11 y del artículo 13, cuando así lo determine el juez sustanciador atendida las circunstancias del caso. Si se trata de la notificación personal, si el ejecutado no es habido, circunstancia que se acreditará con la certificación del funcionario recaudador, se le notificará por cédula en los términos previstos en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. En este caso no será necesario cumplir con los requisitos señalados en el inciso primero de dicho artículo, ni se necesitará nueva providencia del Tesorero respectivo para la entrega de las copias que en él se dispone. La notificación hecha por carta certificada o por cédula, según el caso, se entenderá válida para todos los efectos legales y deberá contener copia íntegra del requerimiento. No obstante, el plazo para oponerse a la ejecución se contará desde la fecha en que se haya practicado el primer embargo. Si se trata del impuesto territorial, el Servicio de Tesorerías determinará la empresa de correos más apropiada para el despacho de la citada carta.”.  

b) Agregánse a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto y así sucesivamente:

“Cualquier resolución que no tenga asignada otra forma de notificación será practicada por correo electrónico dirigido a la dirección registrada en el sitio personal del contribuyente. El correo deberá incluir copia íntegra de la resolución y los demás datos necesarios para su acertada inteligencia. Cuando por disposición legal no proceda la notificación mediante correo electrónico, el Servicio de Tesorerías igualmente deberá remitir copia de ésta al correo electrónico del contribuyente que conste en su sitio personal o comunicársela mediante otros medios electrónicos. En dichos casos, el envío de esta copia sólo constituirá un aviso y no una notificación, por lo que la omisión o cualquier defecto contenido en el aviso por correo electrónico no viciará la notificación. 

Quienes carezcan de los medios tecnológicos, no tengan acceso a medios electrónicos o sólo actúen excepcionalmente a través de ellos, podrán solicitar fundadamente al Servicio de Tesorerías que todas las notificaciones les sean practicadas por cédula o por carta certificada dirigida al domicilio del interesado. El Servicio de Tesorerías, mediante resolución, establecerá la forma en que se realice dicha solicitud para efectos de determinar el cumplimiento de los requisitos antes señalados. Asimismo, el Servicio de Tesorerías podrá establecer mediante resolución que las notificaciones que se realicen a contribuyentes domiciliados en determinadas zonas o comunas sean practicadas por cédula o carta certificada debido a la baja o nula conectividad, sin que en este caso se requiere presentar la solicitud indicada en el presente inciso.”.

c) Reemplázase en el inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, la frase “el inciso precedente” por “los incisos precedentes”. 

d) En el inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso sexto: 

i. Intercálase entre la expresión “la notificación” y la palabra “podrá” la frase “de la demanda ejecutiva”. 

ii. Intercálase, entre las expresiones “otros tributos ,” y “podrá” la frase “multas u otros créditos fiscales, la notificación de la demanda o de otras resoluciones”. 

iii. Agrégase, a continuación de la expresión “Servicio de Impuestos Internos” la frase “o ante los órganos y servicios públicos que hayan determinado la multa o crédito fiscal demandado”. 

63. En el artículo 174: 

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “carta certificada dirigida el ejecutado” por la frase “mensaje dirigido al correo electrónico o carta certificada en los casos del inciso tercero del artículo 171”. 

b) Agrégase a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso final: 

“El embargo de vehículos sujetos a inscripción podrá ser realizado de forma electrónica, lo que deberá ser notificado al deudor por correo electrónico o según lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 171, cuando corresponda y comunicado a través del medio electrónico que el Registro Nacional de Vehículos Motorizados del Servicio de Registro Civil e Identificación señale para estos efectos. Para efectos de valoración se estará a la tasación fiscal para el año correspondiente al embargo que haya practicado el Servicio de Impuestos Internos o la del año inmediatamente anterior cuando aún no se haya publicado la tasación para el año respectivo.  

La inscripción del embargo de bienes raíces ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo y de otros bienes en registros especiales, según corresponda, podrá ser efectuada por medios electrónicos.”.

64. En el artículo 175: 

a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “estampar” por “consignar”. 

b) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “mantener los expedientes clasificados de modo de facilitar su examen o consulta por los contribuyentes morosos o sus representantes legales” por la frase “mantener dentro de sus dependencias instalaciones que permitan a los contribuyentes o a sus representantes legales examinar o consultar los expedientes de cobro y realizar las presentaciones que procedan de forma electrónica”. 

65. En el artículo 176: 

a) En su inciso primero: 

i. Intercálase entre las expresiones “respectiva,” y “dentro del plazo”, la frase “mediante los soportes electrónicos habilitados por el Servicio de Tesorerías”. 

ii. Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la oración “En la misma oposición, el contribuyente deberá señalar una o más direcciones de correo electrónico para efectos de las notificaciones indicadas en el inciso segundo del mismo artículo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 171.”. 

b) Agrégase a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“Cuando el volumen de los documentos impida o dificulte su presentación a través de los soportes electrónicos del Servicio de Tesorerías el ejecutado podrá aportar sus antecedentes en otros soportes electrónicos de lo cual deberá dejarse constancia en el expediente.”.

c) En el inciso segundo que ha pasado a ser tercero:

i. Intercálase entre las expresiones “Provincial,” y “se tendrá”, la frase “o en caso de contribuyentes que se encuentren en las situaciones descritas en el inciso tercero del artículo 171,”. 

ii. Reemplázase la expresión “efectúe por carta certificada, siempre que la recepción por el Servicio de Correos se hubiere verificado dentro del plazo a que se refiere el inciso anterior” por “efectúe, por escrito, en las dependencias de la Tesorería Regional o Provincial respectiva, dentro del plazo señalado en el inciso anterior, o a través de carta certificada, en este último caso siempre que la recepción por el Servicio de Correos se haya verificado dentro del mismo plazo”.

66. En el artículo 178: 

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “por cédula” por la frase “por correo electrónico, sin perjuicio de lo indicado en el inciso tercero del artículo 171, cuando corresponda”. 

b) Intercálase en el inciso tercero, entre las expresiones “resueltas” y “por el Abogado” la frase “, por cuerda separada,”.

67. En el artículo 179: 

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.  

b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “por cédula lo resuelto” por la frase “por correo electrónico lo resuelto, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 171”. 

c) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión “presentar” por “remitir”.

68. Reemplázase en el inciso primero del artículo 180 la expresión “presentarán” por “remitirán”.

69. Elimínase el inciso tercero del artículo 182.

70. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 185 por el siguiente:  

“Los avisos a que se refiere el artículo 489 del Código de Procedimiento Civil, se reducirán en estos juicios a un aviso electrónico que se publicará en el sitio web del Servicio de Tesorerías o en el sitio web que señale el Tesorero General de la República, mediante resolución, el que se mantendrá publicado desde a lo menos quince días corridos antes de la fecha fijada para el remate por el tribunal respectivo, hasta la fecha de la subasta propiamente tal. Dichos avisos serán autorizados por el Secretario del Tribunal respectivo, e indicarán, a lo menos, los siguientes antecedentes: nombre del dueño del inmueble, su ubicación, tipo de impuesto y período, número de rol, si lo hay, y el tribunal que conoce del juicio. La certificación del hecho de haberse efectuado la publicación de la subasta, será realizada por el mismo Secretario. El Servicio de Tesorerías deberá emplear todos los medios a su alcance para dar la mayor publicidad posible a la subasta.”.

71. En el artículo 192:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“El plazo indicado en el inciso anterior podrá ser ampliado hasta tres años en casos calificados según normas y criterios objetivos de general aplicación establecidos por el Tesorero General. Asimismo, y bajo criterios objetivos y de general aplicación el Servicio de Tesorerías podrá excepcionalmente solicitar al contribuyente que otorgue garantías para los efectos de asegurar el cumplimiento del pago del convenio. Estas garantías podrán ser otorgadas por el deudor o un tercero indicado por el contribuyente. Siempre se requerirá una garantía cuando el plazo del convenio exceda de los dos años.”.

b) Agregáse un inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso tercero, a ser inciso quinto y así sucesivamente: 

“No se aplicarán intereses sobre las cuotas de aquellos convenios que sean suscritos por contribuyentes sujetos al régimen contenido en el artículo 14 letra D) de la Ley sobre Impuesto a la Renta con un plazo de hasta dieciocho meses. Asimismo, en estos convenios no se podrá exigir un pago inicial que supere el 5% de la deuda.”. 

c) Agrégase el siguiente inciso final: 

“No procederá en caso alguno la condonación de intereses respecto de contribuyentes que hayan sido condenados por el delito de cohecho a funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, Servicio de Aduanas o Servicio de Tesorerías.”.

72. Agrégase en el artículo 194 el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“También estarán obligados a entregar información la Dirección de Aeronáutica Civil y la Dirección General del Territorio Marítimo y Mercante respecto de los bienes que se encuentren inscritos en sus registros.”.

73. En el artículo 196: 

a) Sustitúyense los numerales 1º y 2º por los siguientes: 

“1°. Las deudas que tengan las siguientes características: 

a) Las deudas de monto no superior a media unidad tributaria mensual, siempre que haya transcurrido más de un semestre desde la fecha en que se hubieren hecho exigibles. 

b) Las deudas cuyo monto, sin considerar multas e intereses, sea superior a media unidad tributaria mensual, pero inferior a 70 unidades tributarias mensuales, de contribuyentes que determinen sus rentas de conformidad con lo dispuesto en la letra D del artículo 14 de la Ley de Impuesto a la Renta o de personas naturales, sin giro de primera categoría y cuyos ingresos anuales en los últimos 3 ejercicios no superen en promedio las 70 unidades tributarias anuales, siempre que, en cualquier caso, cumplan con los siguientes requisitos:  

i. Que hayan transcurrido dos años desde la fecha en que se hayan hecho exigibles.

ii. Que los fondos embargados en cuentas corrientes bancarias, depósitos a plazo, depósitos a la vista o vales vista, cuentas a la vista, cuentas de ahorro a plazo, cuentas de ahorro a la vista y cuentas de ahorro a plazo con giros diferidos hubieren sido imputados en su totalidad a la deuda.  

iii. Que, de acuerdo con los antecedentes que mantenga el Servicio de Tesorerías, el contribuyente no tenga bienes muebles o inmuebles embargables, o bien que, teniendo bienes muebles embargados sujetos a avalúo fiscal, dicho avalúo no supere el 20% de la deuda. 

iv. Que, habiendo sólo bienes muebles embargados, no sujetos a avalúo fiscal, o que éstos más los bienes muebles señalados en el numeral anterior, no constituyan garantía suficiente.

v. Que se hubiere iniciado la cobranza administrativa o judicial.

Para la verificación de los requisitos establecidos en los numerales ii. y iii. el Servicio de Tesorerías deberá indagar en todas las bases de datos que tenga disponibles la información respecto de los bienes del contribuyente informados en virtud de las facultades contenidas en los artículos 194 y 195. 

Respecto de las deudas cuyo origen sean diferencias de impuestos, multas e intereses provenientes de la comisión de delitos tributarios, respecto de los cuales el Director haya ejercido la opción de perseguir la aplicación de la multa a través del procedimiento administrativo, según lo indicado en el inciso tercero del artículo 162; o de la aplicación de los artículos 4 bis, 4 ter, 4 quáter y 4 quinquies, se requerirá que la cobranza administrativa o judicial haya sido iniciada en un plazo no menor a cuatro años, además del cumplimiento de  los demás requisitos.

c) Las deudas de un monto superior al 50% de una unidad tributaria mensual, a las que no le sean aplicables los supuestos de la letra b) anterior, deberán cumplir los mismos requisitos allí señalados con las siguientes modificaciones:  

i. Que el contribuyente no tenga bienes muebles sujetos a registro o que teniendo bienes muebles sujetos a avalúo fiscal, éste no sea superior al 20% de la deuda.  

ii. La cobranza administrativa o judicial se deberá haber iniciado hace más de 2 años, a menos que el origen de la deuda sea el indicado en el párrafo final de la letra b) anterior en cuyo caso se estará al plazo allí indicado.  

d) Sin perjuicio de lo señalado en las letras anteriores, el Tesorero General de la República podrá siempre declarar la incobrabilidad de las deudas cuando se cumplan los siguientes requisitos:  

i. Que durante los últimos tres años el contribuyente no registre movimientos tributarios, o bien, haya terminado su giro comercial o industrial.

ii. Que se cumplan los requisitos señalados en los numerales ii. y iii. de la letra b).

iii. Que se hubiere iniciado la cobranza administrativa o judicial hace más de cuatro años. 

2°. Las de aquellos contribuyentes cuya insolvencia haya sido debidamente comprobada, siempre que adicionalmente cumplan los requisitos señalados en la letra b) del número 1 anterior.”.  

b) Reemplázase en el número 7°. los guarismos “50” y “120” por “150” y “360”. 

c) Agrégase a continuación del número 7°, el siguiente número 8°, nuevo:

“8.- Las deudas por concepto de impuesto territorial o de otros créditos que afecten a la propiedad raíz sean a beneficio fiscal o municipal correspondientes a predios que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Que hayan sido eliminados del catastro de roles de avalúo fiscal del Servicio de Impuestos Internos.

b) Que no sean ubicados en terreno por el recaudador fiscal o que no se logre determinar un obligado al pago en de aquel impuesto.

c) Que, a la fecha de la declaración de incobrabilidad, los predios se encuentren actualmente exentos totalmente del pago de contribuciones o que a la fecha de declaración de incobrabilidad correspondan a propiedades fiscales, municipales y bienes nacionales de uso público, que no se encuentren concesionados, o a propiedades indígenas.”.

d) Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos séptimo y final: 

“Sin perjuicio de lo señalado en los números anteriores no procederá la declaración de incobrables sobre deudas de contribuyentes que se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias:  

i. Contribuyentes que se encuentren querellados, denunciados, imputados o, en su caso, acusados por delitos tributarios, o hayan sido sancionados por ellos. Esta prohibición se mantendrá mientras dure el proceso o hasta el cumplimiento de la pena, según corresponda; y 

ii. Contribuyentes que se encuentren sometidos al proceso de Recopilación de Antecedentes previsto en el numeral 10 del artículo 161, mientras éste dure.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio de Impuestos Internos y los otros organismos correspondientes, deberán informar periódicamente a la Tesorería la nómina de contribuyentes que se encuentren en la situación señalada en los numerales i. ii y iii. anteriores.”.

74. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 197 por los siguientes incisos tercero y final, nuevos: 

“La revalidación indicada en el inciso anterior podrá ser realizada dentro del plazo máximo de tres años desde la declaración de incobrabilidad. Transcurrido el plazo indicado prescribirá, en todo caso, la acción del Fisco.

No obstante, para el caso de los contribuyentes señalados en la letra b) del artículo 196, el plazo indicado en el inciso anterior será de un año.”. 

75. Agrégase a continuación del artículo 197, el siguiente artículo 197 bis, nuevo: 

“Artículo 197 bis.- Si no se ha iniciado la cobranza administrativa o judicial, los deudores morosos cuyas deudas se encuentren prescritas según lo dispuesto en el artículo 201 podrán solicitar a la Tesorería la declaración administrativa de prescripción de la deuda, a través del procedimiento que determine dicho organismo para estos efectos, mediante instrucción.

La prescripción será declarada a través de resolución fundada, por los Tesoreros Regionales o Provinciales, según corresponda, competentes dentro del territorio jurisdiccional en donde se encuentre domiciliado el deudor moroso. Sin perjuicio de ello, el Tesorero Regional o Provincial podrá delegar la facultad de conocer y resolver las solicitudes a que se refiere este artículo en el Abogado del Servicio de Tesorerías. 

Durante la tramitación de la solicitud deberá darse audiencia al deudor moroso para que diga lo propio y acompañe los antecedentes requeridos que sean estrictamente necesarios para resolver la petición. 

La solicitud se entenderá rechazada en caso de no encontrarse notificada la resolución que se pronuncia sobre ella, dentro del plazo de ciento veinte días contado desde su presentación. 

A este procedimiento se aplicarán de forma supletoria las reglas de la ley N°19.880. A este respecto no serán procedentes los recursos jerárquico y extraordinario de revisión.

Asimismo, El juez sustanciador podrá inhibirse de iniciar las acciones de cobro cuando, al momento en que la deuda sea informada por el organismo girador a la Cuenta Única Tributaria del Servicio de Tesorerías, se encuentren cumplidos los plazos establecidos en los artículos 200 y 201. En estos casos procederá a declarar de oficio la prescripción de la acción de cobro ejecutivo y ordenará la eliminación de la deuda del registro en la Cuenta Única Tributaria.”.  

76. Agrégase, en el artículo 206 el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“La obligación de reserva establecida en el inciso anterior se extiende también a los funcionarios o personas de los servicios u organismos públicos que, por cualquier medio y en virtud de sus funciones, hayan tomado conocimiento de información entregada por el Servicio de Impuestos Internos que se encuentre sujeta a reserva de acuerdo con el artículo 35 u otras leyes. El Servicio, mediante resolución, establecerá los mecanismos para asegurar el debido cumplimiento de esta obligación. La infracción a la reserva dispuesta en el presente inciso tendrá las mismas sanciones aplicables a los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos.”.

77. Agrégase en el artículo 207, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “El reglamento dictado en el ejercicio de esta facultad debe considerar siempre que la sanción final a aplicar al contribuyente, una vez descontado el monto condonado, esté acorde con el tipo de incumplimiento tributario de que se trate.”.

Artículo 2.– Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, del Ministerio de Hacienda:

1. Reemplázase en la letra c) del inciso tercero del artículo 10 la frase “(A) en la sociedad o entidad extranjera cuyas acciones, cuotas, títulos o derechos se enajenan, no existe un socio, accionista, titular o beneficiario con residencia o domicilio en Chile con un 5% o más de participación o beneficio en el capital o en las utilidades de dicha sociedad o entidad extranjera” por la frase “(A) no existan personas con domicilio o residencia en Chile, que directa o indirectamente, y a cualquier título, sean titulares, accionistas o beneficiario de un 5% o más de las acciones, cuotas, títulos o derechos que se enajenan de la sociedad o entidad extranjera,”.

2. Agrégase en el numeral 2 del artículo 32, el siguiente literal c), nuevo:

“c) El monto de los ajustes de precio de transferencia realizados por el contribuyente, regulados en el numeral 9 del artículo 41 E.”.

3. En el artículo 41 E: 

a) En su inciso primero: 

i. Intercálase entre la expresión “en Chile,” y la frase “se lleven” la conjunción “que”.

ii. Reemplázase la frase “y no se hayan efectuado a precios, valores o rentabilidades normales de mercado” por la frase “y no cumplan con el principio de plena competencia, esto es, cuando sus operaciones no se hayan efectuado a precios, valores o rentabilidades normales de mercado”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “de bienes o actividades susceptibles de generar rentas gravadas en el país y se estime que de haberse transferido los bienes, cedido los derechos, celebrados los contratos o desarrollado las actividades entre partes independientes, se habría pactado un precio, valor o rentabilidad normal de mercado, o los fijados serían distintos a los que establecieron las partes” por la frase “o viceversa, de funciones, activos, riesgos, bienes y/o actividades susceptibles de generar rentas gravadas en el país, o se ponga término a convenciones, acuerdos o contratos vigentes o se lleven a cabo modificaciones sustanciales de ellos, y se estime que en la respectiva reorganización o restructuración no se cumple el principio de plena competencia”. 

c) Reemplázase en su inciso tercero la frase “las funciones asumidas por las partes, las características específicas de los bienes o servicios contratados y cualquier otra circunstancia razonablemente relevante” por la siguiente: “las funciones, activos y riesgos asumidos por las partes, las características específicas, componentes y elementos determinantes de los bienes, servicios, contratos, o cualquier otra operación o circunstancias razonablemente relevantes según el caso que se analice”.

d) Modifícase el párrafo tercero de su número 1:

i. Elimínase la frase “se considerará que”.

ii. Reemplázase la frase “salvo que dicho país o territorio suscriba con Chile un acuerdo que permita el intercambio de información relevante para los efectos de aplicar las disposiciones tributarias, que se encuentre vigente” por la siguiente: “, independientemente de si forman parte o no de un mismo grupo empresarial”.

e) Elimínase el párrafo cuarto del número 1.

f) Reemplazáse en el párrafo final del numeral 2 la frase “y de rangos y ajustes de comparabilidad” por la frase “; selección de la parte analizada; número de años de información financiera utilizada; de rangos y ajustes de comparabilidad y cualquier otro antecedente que se estime pertinente”.

g) Intercálase en el párrafo segundo del numeral 3, entre la expresión “dichos estudios” y la coma que le sigue, la frase “, ya sean antecedentes propios o de la o las partes relacionadas ubicadas en el extranjero, que tengan vinculación con la operación que se analiza”.

h) En el numeral 4:

i. Agréganse los siguientes párrafos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual párrafo tercero a ser sexto y así sucesivamente: 

“El ajuste de precios de transferencia podrá llevarse a cabo mediante la determinación de una cifra única, ya sea un precio o un margen de utilidad comparable, que constituirá la referencia para establecer si una operación cumple las condiciones de plena competencia. Sin embargo, en caso de que haya dos o más precios, valores o rentabilidades consideradas comparables, se deberá utilizar un rango intercuartil. 

Si el precio, valor o margen de la transacción analizada se encuentra fuera del rango intercuartil, contenido entre el primer y el tercer cuartil, se considerará que el valor, precio o margen no es de plena competencia.

Cuando el contribuyente acepte el análisis de precios de transferencia del Servicio y rectifique su declaración de impuestos anuales a la renta, el ajuste de precios de transferencia se realizará mediante la determinación de una cifra única, o bien a un punto o valor dentro del rango intercuartil, según se establezca con el Servicio. Si el Servicio emite una liquidación de impuestos conforme al artículo 24 del Código Tributario o una resolución, según corresponda, el ajuste por precios de transferencia se realizará siempre a la cifra única o a la mediana del rango intercuartil, según el caso.”. 

ii. Intercálase en su párrafo tercero, que ha pasado a ser sexto, entre el guarismo “21” y el punto y aparte, la frase “, ya sea que el contribuyente rectifique su declaración de impuestos anuales a la renta o se emita una liquidación de impuestos o resolución según corresponda”. 

iii. Agrégase a continuación del cuarto, que ha pasado a ser séptimo, el siguiente párrafo final nuevo: 

“Los ajustes de precios, valores o rentabilidades de mercado determinados conforme al presente artículo no producirán efectos en otros impuestos distintos de los establecidos en la presente ley.”. 

i) En el numeral 6: 

i. Reemplázase la oración “así como información general del grupo empresarial al que pertenece, entendiéndose por tal aquel definido en el artículo 96 de la ley N°18.045, sobre Mercado de Valores” por la oración “entendiéndose por tales aquellas señaladas en el numeral 1 de este artículo”.

ii. Reemplázase la frase “artículo 41” por la frase “numeral 10.- del artículo 2”.

j) Sustitúyese el numeral 7 por el siguiente: 

“7.- Acuerdos anticipados.

Los contribuyentes que pretendan presentar una solicitud de acuerdo anticipado que determine los precios, valores o rentabilidades normales de mercado de las operaciones vinculadas que llevarán a cabo con sus partes relacionadas ubicadas en el exterior, podrán presentar una consulta previa al Servicio, cuyo contenido será el siguiente:

a) Identificación de las personas o entidades que vayan a realizar las operaciones.

b) Descripción de las operaciones objeto del acuerdo anticipado.

c) Elementos básicos de la propuesta de valoración que pretenda formular.

d) Indicación de un correo electrónico para las comunicaciones entre el contribuyente y el Servicio. 

El Servicio analizará la consulta previa, podrá requerir a los contribuyentes las aclaraciones y antecedentes que estime pertinentes, y comunicará a los interesados la viabilidad del acuerdo previo de valoración dentro de los dos meses siguientes a la fecha de presentación de dicha solicitud. Esta comunicación se realizará al correo electrónico que indique el contribuyente y se referirá exclusivamente a la posibilidad de presentación del acuerdo anticipado y no a su resultado, por tanto, no impide el derecho del contribuyente a presentar la solicitud. El Servicio determinará mediante resolución la forma y oportunidad en que podrá presentarse la consulta previa. 

Se haya o no presentado una consulta previa, los contribuyentes que realicen operaciones con partes relacionadas podrán proponer al Servicio un acuerdo anticipado en cuanto a la determinación del precio, valor o rentabilidad normal de mercado de tales operaciones para estos efectos, en la forma y oportunidad que establezca el Servicio mediante resolución. El contribuyente interesado deberá presentar una solicitud con una descripción de las operaciones respectivas, sus precios, valores o rentabilidades normales de mercado y el período que debiera comprender el acuerdo, acompañada de la documentación o antecedentes en que se funda y de un informe o estudio de precios de transferencia en que se hayan aplicado a tales operaciones los métodos a que se refiere este artículo. El Servicio, mediante resolución, podrá rechazar a su juicio exclusivo, la solicitud de acuerdo anticipado, la que no será reclamable, ni admitirá recurso alguno. En caso de que el Servicio acepte total o parcialmente la solicitud del contribuyente, se dejará constancia del acuerdo anticipado en un acta, la que será suscrita por el Servicio y un representante del contribuyente autorizado expresamente al efecto, y deberá constar en ella los antecedentes en que se funda. El Servicio podrá suscribir acuerdos anticipados en los cuales intervengan además otras administraciones tributarias a los efectos de determinar anticipadamente el precio, valor o rentabilidad normal de mercado de las respectivas operaciones llevando a cabo las coordinaciones necesarias para su correcta implementación de acuerdo con la normativa vigente de cada jurisdicción. Si se trata de la importación de mercancías, el acuerdo deberá ser suscrito en conjunto con el Servicio Nacional de Aduanas. El Ministerio de Hacienda establecerá mediante resolución el procedimiento a través del cual ambas instituciones resolverán sobre la materia.

El acuerdo anticipado, una vez suscrita el acta, se aplicará respecto de las operaciones llevadas a cabo por el solicitante a partir del mismo año comercial en que se suscriba el acta de acuerdo anticipado y por los cuatro años comerciales siguientes, y podrá ser prorrogado o renovado, previo acuerdo suscrito por el contribuyente, el Servicio de Impuestos Internos, el Servicio Nacional de Aduanas, cuando se trate de importaciones de mercancías, y, cuando corresponda, por la otra u otras administraciones tributarias. Asimismo, podrá determinarse que sus efectos alcancen a las operaciones realizadas hasta en los tres años comerciales anteriores a la suscripción del acuerdo, no se aplicará respecto de dichos periodos el impuesto único del inciso primero del artículo 21, sin intereses penales ni multas, y será además aplicable lo dispuesto en el párrafo final del número 4 del presente artículo.  

El Servicio de Impuestos Internos, y el Servicio Nacional de Aduanas cuando corresponda, efectuarán un seguimiento del cumplimiento del acuerdo por parte del contribuyente, para lo cual en la respectiva acta se fijará la forma y plazo en que el contribuyente entregará un informe anual en el que se demuestre la conformidad de sus precios de transferencia con las condiciones pactadas. De no cumplirse con dicha obligación se requerirá al contribuyente para que presente dicho informe bajo apercibimiento que, en caso de no hacerlo dentro del plazo de treinta días, el Servicio podrá poner término al acuerdo anticipado por incumplimiento de las obligaciones del contribuyente. El término del acuerdo anticipado regirá desde el mismo ejercicio en que se notifique la resolución que así lo establece.   

El Servicio deberá pronunciarse respecto de la solicitud del contribuyente ya sea concurriendo a la suscripción del acta respectiva o rechazándola mediante resolución, dentro del plazo de doce meses contado desde que el contribuyente haya entregado o puesto a disposición de dicho Servicio la totalidad de los antecedentes que estime necesarios para resolverla. En caso de que el Servicio no se pronuncie dentro del plazo señalado, o bien el contribuyente no aporte los antecedentes solicitados por el Servicio dentro de este procedimiento, se entenderá rechazada la solicitud del contribuyente. Éste podrá volver a proponer la suscripción del acuerdo.  Para los efectos del cómputo del plazo, se dejará constancia de la entrega o puesta a disposición referida en una certificación del jefe de la oficina del Servicio que conozca de la solicitud.

El Servicio podrá, en cualquier tiempo, dejar sin efecto el acuerdo anticipado cuando la solicitud del contribuyente se haya basado en antecedentes erróneos, maliciosamente falsos, hayan variado sustancialmente los antecedentes o circunstancias esenciales que se tuvieron a la vista al momento de su suscripción, prórroga o renovación, o cuando el contribuyente incumpla total o parcialmente el acuerdo. La resolución que deje sin efecto el acuerdo anticipado deberá fundarse en el carácter erróneo de los antecedentes, en su falsedad maliciosa, en la variación sustancial de los antecedentes o circunstancias esenciales en virtud de las cuales el Servicio aceptó la solicitud de acuerdo anticipado o en el incumplimiento del acuerdo; señalará de qué forma éstos son erróneos,  maliciosamente falsos, han variado sustancialmente o en qué forma se incumplió el acuerdo, según corresponda, y detallará los antecedentes que se han tenido a la vista para tales efectos. La resolución que deje sin efecto el acuerdo anticipado regirá a partir de su notificación al contribuyente, salvo cuando se funde en el carácter maliciosamente falso de los antecedentes de la solicitud, caso en el cual se dejará sin efecto a partir de la fecha de suscripción del acta original o de sus renovaciones o prórrogas, considerando la oportunidad en que tales antecedentes hayan sido invocados por el contribuyente. Asimismo, la resolución será comunicada, cuando corresponda, a la o las demás administraciones tributarias respectivas. Esta resolución no será reclamable ni procederá a su respecto recurso alguno, ello sin perjuicio de la reclamación o recursos que procedan respecto de las resoluciones, liquidaciones o giros de impuestos, intereses y multas dictadas o aplicadas por el Servicio que sean consecuencia de haberse dejado sin efecto el acuerdo anticipado. Por su parte, el contribuyente podrá dejar sin efecto el acuerdo anticipado que haya suscrito cuando hayan variado sustancialmente los antecedentes o circunstancias esenciales que se tuvieron a la vista al momento de su suscripción, prórroga o renovación. Para estos efectos, deberá manifestar su voluntad en tal sentido a través de aviso por escrito al Servicio, en la forma que éste establezca mediante resolución, de modo que el referido acuerdo quedará sin efecto desde la fecha del aviso, y podrá el Servicio ejercer respecto de las operaciones del contribuyente la totalidad de las facultades que le confiere la ley.

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la presentación de antecedentes maliciosamente falsos en una solicitud de acuerdo anticipado que haya sido aceptada total o parcialmente por el Servicio será sancionada en la forma establecida por el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.

Una vez suscrita el acta de acuerdo anticipado, o sus prórrogas o renovaciones, y mientras se encuentren vigentes de acuerdo a lo señalado precedentemente, el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas cuando corresponda, no podrán determinar diferencias de impuestos por precios de transferencias o valoración aduanera en las operaciones comprendidas en él, siempre que el valor de las importaciones, los precios, valores o rentabilidades hayan sido establecidos o declarados por el contribuyente conforme a los términos previstos en el acuerdo. 

Las actas de acuerdos anticipados y los antecedentes en virtud de los cuales han sido suscritas quedarán amparados por el deber de secreto que establece el artículo 35 del Código Tributario. Aquellos contribuyentes que autoricen al Servicio la publicación de los criterios, razones económicas, financieras, comerciales, entre otras, y métodos en virtud de los cuales se suscribieron los acuerdos anticipados conforme a este número, deberán dejar constancia de la autorización en el acta respectiva. Si así lo autorizan, serán incluidos en una nómina pública de contribuyentes socialmente responsables que mantendrá dicho Servicio, mientras se encuentre vigente el acuerdo. Aun cuando no hayan autorizado ser incluidos en la nómina precedente, no se aplicará respecto de ellos interés penal y multa algunos con motivo de las infracciones y diferencias de impuestos que se determinen durante dicha vigencia, salvo que se trate de infracciones susceptibles de ser sancionadas con penas corporales, caso en el cual serán excluidos de inmediato de la nómina señalada. Lo anterior es sin perjuicio del deber del contribuyente de subsanar las infracciones cometidas dentro del plazo que señale el Servicio, el que no podrá ser inferior a treinta días hábiles contados desde la notificación de la infracción; y/o declarar y pagar las diferencias de impuestos determinadas, y sin perjuicio de su derecho a reclamar de tales actuaciones, según sea el caso. Cuando el contribuyente no haya subsanado la infracción y/o declarado y pagado los impuestos respectivos dentro de los plazos que correspondan, salvo que haya deducido reclamación respecto de tales infracciones, liquidaciones o giros, el Servicio girará sin más trámite los intereses penales y multas que originalmente no se habían aplicado. En caso de haberse deducido reclamación, procederá el giro señalado cuando no haya sido acogida por sentencia ejecutoriada o el contribuyente se haya desistido de ella.”.

k) Reemplázase en el numeral 8 la frase “y dentro del plazo de 5 años contado desde la expiración del plazo legal en que se debió declarar en el país los resultados provenientes de las operaciones cuyos precios, valores o rentabilidades se pretenda rectificar” por la siguiente: “dentro del plazo de un año contado desde que el ajuste de precios de transferencia se considere definitivo en la otra jurisdicción”.

l) Agrégase a continuación del numeral 8, el siguiente numeral 9, nuevo:

“9.- Autoajuste de precios de transferencia realizado por el contribuyente. 

Los contribuyentes podrán ajustar sus precios, valores o rentabilidades en las operaciones llevadas a cabo con partes relacionadas ubicadas en el extranjero, considerando aquellos que habrían acordado u obtenido partes independientes en operaciones y circunstancias comparables, cuando en su análisis determinen que sus operaciones vinculadas no cumplen el principio de plena competencia, para cuyos efectos deberá aplicar los métodos referidos en este artículo.

En consecuencia, se entenderá por autoajuste de precios de transferencia aquel que realice un contribuyente en forma previa a un requerimiento del Servicio y en el que determine, en su opinión, un precio, valor o rentabilidad de plena competencia en el marco de una operación vinculada, aunque dicho precio difiera del importe realmente cargado entre las empresas relacionadas. 

Este autoajuste podrá llevarse a cabo mediante la determinación de una cifra única, ya sea un precio o un margen de utilidad comparable, que constituirá la referencia para establecer si una operación cumple las condiciones de plena competencia. En caso de que haya dos o más precios, valores o rentabilidades consideradas comparables, deberá utilizar un rango intercuartil, pudiendo ajustarse a cualquier punto o valor dentro del indicado rango. 

El ajuste determinado deberá ser agregado a la base imponible del impuesto de primera categoría y sólo procederá cuando ello implique un aumento de la base imponible indicada. No se podrán realizar ajustes para disminuir la renta líquida imponible de primera categoría y determinar un menor impuesto o una mayor pérdida tributaria. El ajuste tendrá solo efectos sobre los impuestos establecidos en la presente ley, en los términos establecidos en el párrafo final del número cuatro del presente artículo.  

Los contribuyentes deberán conservar la totalidad de los antecedentes que permitan acreditar que el autoajuste aplicado a la o las operaciones con sus partes relacionadas, se ha efectuado considerando los precios, valores o rentabilidades normales de mercado. En caso de que el Servicio determine un ajuste respecto de estas operaciones, este se afectará con el impuesto único del inciso primero del artículo 21 de esta ley, conforme a lo establecido en el número cuatro de este artículo.”.

4. En el artículo 41 G: 

a) Modifícase el numeral 2) de la siguiente manera: 

i) Elimínase en el encabezado de su párrafo primero la frase “en los términos establecidos en las letras a), b) y d) del artículo 100 de la ley N° 18.045”.

ii) Reemplázase, en su párrafo tercero, la frase “de baja o nula tributación” por la frase “con un régimen fiscal preferencial”.

iii) Agrégase a continuación de su párrafo cuarto, los siguientes párrafos quinto y sexto, nuevos: 

“Para efectos del presente artículo se entenderá como personas o entidades relacionadas a las señaladas en el número 17 del artículo 8 del Código Tributario. Asimismo, salvo prueba en contrario, se presumirá como relacionados al cónyuge, conviviente civil o parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad. También se presumirá como relacionados, salvo prueba en contrario, a los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad cuando participen en la misma entidad o patrimonio constituido en Chile a través de la cual se controla una entidad sin domicilio ni residencia en Chile. 

Las presunciones establecidas en el párrafo anterior deberán fundarse además en la existencia de alguno de los supuestos contenidos en el párrafo segundo del número 2 de la letra A del presente artículo.”.
b) Sustitúyese el literal B.- por el siguiente: 

“B.- País o territorio con un régimen fiscal preferencial.

Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá como un país o territorio con un régimen fiscal preferencial aquéllos a que se refiere el artículo 41 H.”.

d) Reemplázase en el párrafo tercero del numeral 8 del literal C la frase “de baja o nula imposición” por “con un régimen fiscal preferencial”.

e) Sustitúyese el numeral 6 del literal D.- por el siguiente: 

“6. Los contribuyentes constituidos, domiciliados, establecidos o residentes en Chile a que se refiere este artículo no deberán considerar como devengadas las rentas pasivas percibidas o devengadas en el ejercicio por entidades controladas en el exterior, cuando no excedan de 2.400 unidades de fomento en total al término del ejercicio respectivo.

Para determinar si un contribuyente cumple con el límite señalado en el párrafo anterior deberá considerar también aquellas rentas pasivas obtenidas, dentro del mismo ejercicio, por personas o entidades con las que esté relacionado. Si al efectuar la agregación anterior el resultado obtenido excede dicho límite, tanto el contribuyente como todos sus relacionados deberán considerar como devengadas la totalidad de sus rentas pasivas, según las disposiciones del presente artículo. Para estos efectos se entenderán como relacionados con un contribuyente las personas y entidades en los términos del número 2) de la letra A) de este artículo.

Lo dispuesto en el presente numeral no procederá cuando las rentas pasivas percibidas o devengadas procedan de una entidad controlada domiciliada o residente en un país o territorio con un régimen fiscal preferencial.”.

f) Reemplázase en el párrafo segundo del literal F.- la frase “artículo 41” por la frase “número 10 del artículo 2”.

5. Sustitúyese el artículo 41 H por el siguiente:

“Artículo 41 H.- Para los efectos de esta ley se considerará que un territorio o jurisdicción tiene un régimen fiscal preferencial cuando cumpla copulativamente las condiciones indicadas a continuación: 

a) No haya celebrado con Chile un convenio que permita el intercambio de información para fines tributarios o el celebrado no se encuentre vigente o, si se encuentra vigente, contiene limitaciones que impide un intercambio efectivo de información. 

b) No reúna las condiciones para ser considerado cumplidor o sustancialmente cumplidor en materia de transparencia e intercambio de información con fines fiscales. Para estos efectos se estará a las calificaciones realizadas por el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información para Fines Fiscales u otro organismo internacional que lo reemplace siempre que Chile sea un miembro permanente. 

El Servicio se pronunciará mediante resolución de los territorios o jurisdicciones que se encuentran en la situación que establece este artículo.”.

Artículo 3.– Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda: 

1. En el artículo 3: 

a) En el inciso séptimo: 

i. Reemplázase la palabra “retengan” por la frase “recarguen, retengan, declaren y/o paguen”. 

ii. Reemplázase la frase “prestadores domiciliados” por “personas naturales o jurídicas u otro tipo de entidades sin personalidad jurídica domiciliadas”.  

b) Elimínase el inciso final. 

2. Agrégase a continuación del artículo 3 el siguiente artículo 3° bis, nuevo: 

“Artículo 3° bis. También será contribuyente del impuesto establecido en esta ley y en la forma establecida en el presente artículo, el operador de una plataforma digital de intermediación, como si fuera un vendedor habitual del bien o prestador del servicio que se concluye a través de la plataforma digital que opere y siempre que se trate de una operación gravada con el impuesto establecido en la presente ley. 

Las disposiciones de este artículo no serán aplicables cuando el servicio subyacente sea prestado o el bien sea vendido por o a un contribuyente de esta ley.

Se entenderá por “plataforma digital de intermediación” la interfaz que a través de internet, permita o facilite a terceros la conclusión de ventas o servicios; y por “operador”, las personas naturales o jurídicas u otras entidades, nacionales o extranjeras, con o sin domicilio o residencia en Chile, que explotan económicamente una plataforma digital. No se considerará como plataforma digital a los servicios que sólo consistan en publicidad o procesamiento de pagos. 

Cuando más de una plataforma digital de intermediación facilite de forma conjunta o simultáneamente una misma operación, se considerará contribuyente, bajo el presente artículo, sólo aquella que autorice o procese el pago de la operación gravada. 

Los contribuyentes señalados en el presente artículo que no tengan domicilio o residencia en Chile se sujetarán a las disposiciones del párrafo 7 bis del Título II.”. 

3. Agrégase en el artículo 4 el siguiente inciso final, nuevo: 

“También se entenderán ubicados en territorio nacional los bienes corporales muebles situados en el extranjero, adquiridos de forma remota, a un no domiciliado ni residente en Chile, por una persona que no tenga el carácter de vendedor o de prestador de servicios, cuando los bienes tengan por destino el territorio nacional, aún antes de su embarque o envío desde el extranjero, siempre que su precio, incluyendo todo cargo accesorio que sea cobrado en la misma operación, no exceda de USD 500 o su equivalente en moneda nacional.”.

4. En el inciso tercero del artículo 5:

a) Elimínase la expresión “del artículo 8 letra n)”.

b) Reemplázase la palabra “digital” por el vocablo “remota”.

5. Agrégase en el literal m) del artículo 8 el siguiente párrafo tercero, nuevo:

“Previa citación al contribuyente, según lo dispuesto en el artículo 63 del Código Tributario, el Servicio podrá liquidar y girar el impuesto sobre la venta de bienes corporales muebles e inmuebles que formen parte del activo inmovilizado a que se refiere el párrafo primero de esta letra, que realice la empresa que se crea o subsista con ocasión de una reorganización empresarial, cuando dicha reorganización haya tenido por objeto principal evitar el pago del impuesto. Para tales efectos, se deberán considerar las circunstancias particulares de la operación y sus efectos tributarios, tales como la temporalidad entre las operaciones, el hecho de que la empresa que se crea o subsista se encuentre sujeta a las normas de este título, si los bienes están o no destinados al giro o actividades afectas al impuesto de este Título, entre otras.”.

6. En el literal B del artículo 12:

a) Intercálase en el numeral 11, entre la palabra “Aduanero” y el punto y aparte, la frase “, y que no correspondan a aquellas gravadas por aplicación del inciso final del artículo 4”.

b) Agréguese el siguiente numeral 18, nuevo:

“18. Las personas que no tengan el carácter de vendedor o de prestador de servicios, o quienes realicen la compra por cuenta de éstas, en el caso del inciso final del artículo 4, siempre que se acredite que el impuesto que corresponde a dicha operación fue efectivamente cobrado por el vendedor o plataforma digital, lo cual se efectuará de la forma que disponga el Director del Servicio de Impuestos Internos y el Director del Servicio Nacional de Aduanas mediante resolución conjunta. Los bienes importados conforme a esta disposición estarán igualmente exentos de aranceles o derechos aduaneros.”.

7. Agrégase en el artículo 16, a continuación del literal i), el siguiente literal j), nuevo:

“j) En los casos señalados en el párrafo cuarto de la letra m) del artículo 8, el valor normal de mercado de los activos inmovilizados enajenados indirectamente o los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación. El Servicio podrá ejercer su facultad de tasación conforme a lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario , con los ajustes que correspondan en la determinación de la base imponible según las reglas de esta ley.”.

8. En el artículo 20:

a) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “pagarse” por “pagar”. 

b) Sustitúyense los incisos cuarto a sexto por los siguientes: 

“Cuando no se pueda determinar de forma clara o fehaciente el impuesto que un contribuyente deba pagar, el Servicio, mediante resolución fundada y previa citación según el artículo 63 del Código Tributario, podrá tasar las ventas o servicios realizados, considerando los antecedentes que tenga en su poder, o tomando como base las ventas realizadas o los servicios prestados por contribuyentes de similar actividad, negocio, segmento o localidad u otros que permitan hacer una estimación razonable del impuesto a pagar. Sin perjuicio de lo anterior, el contribuyente podrá acreditar el crédito soportado en la adquisición de bienes o servicios destinados a sus operaciones, en los términos del artículo 23.

Asimismo, un contribuyente podrá solicitar al Servicio que ejerza la facultad señalada en el inciso anterior cuando entregue antecedentes que den cuenta que no está en condiciones de determinar su impuesto a pagar.  En este caso y sólo por una vez, el Servicio deberá estimar un monto de crédito fiscal que será imputable al débito fiscal, determinado de acuerdo con lo observado para contribuyentes de similar actividad, negocio, segmento o localidad. El contribuyente podrá solicitar que el impuesto determinado y la fórmula de su cálculo sean enviadas a la Defensoría del Contribuyente para su asesoría en el proceso. Este procedimiento será sólo aplicable cuando las ventas determinadas por el Servicio no superen las dos mil cuatrocientas unidades de fomento dentro de un año calendario.
Respecto del impuesto determinado según lo dispuesto en el inciso anterior, procederá la condonación de la totalidad de los intereses y multas, siempre que su pago se verifique dentro de los tres meses siguientes a la fecha del giro respectivo y que el contribuyente haya iniciado actividades al momento del pago.”.

9. Reemplázase el artículo 35 A por el siguiente:

“Artículo 35 A.- Los contribuyentes no domiciliados ni residentes en Chile que presten servicios o realicen ventas a personas domiciliadas o residentes en el país y que no sean contribuyentes de los impuestos establecidos en esta ley, quedarán sujetos al régimen de tributación simplificada que tratan los artículos siguientes.”.

10. En el artículo 35 D:

a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “afectos” por la frase “o ventas afectas”.

b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “prestados” y la conjunción “en”, la frase “o ventas realizadas”.

11. En el artículo 35 G: 

a) Intercálase entre la palabra “servicios” y la coma que le sigue, la expresión “o ventas”.

b) Intercálase entre las palabras “servicio” y “el impuesto”, la expresión “o venta”.

12. Reemplázase en el inciso primero del artículo 35 I, las expresiones “el artículo 8 letra n) u otros en que se autorice el régimen simplificado establecido en el artículo 35 A, y que sean prestados digitalmente”, por la frase “esta ley”.

13. Agréganse, en el artículo 36, a continuación de su inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, readecuándose el orden correlativo de los incisos siguientes:

“Los exportadores que den aviso de término de giro deberán acreditar que, en el periodo de los 36 meses anteriores al último embarque o aceptación a trámite de la declaración de exportación en el caso de servicios, realizaron exportaciones equivalentes, a lo menos, al monto total del impuesto reembolsado en dicho período. Para estos efectos, se deberá considerar el valor FOB de los bienes o servicios exportados al término del periodo de 36 meses. En caso de no cumplir con exportaciones por el valor mínimo antes señalado, los contribuyentes deberán reintegrar las sumas reembolsadas en proporción al monto de las exportaciones no realizadas. Las sumas reintegradas se considerarán crédito fiscal del período en que se verifique el reintegro. Con todo, no se aplicará la obligación de reintegrar las sumas reembolsadas cuando se acredite que la empresa se encuentra en un proceso de liquidación concursal.

En aquellos casos en que los exportadores cuenten con autorización para obtener el reembolso de forma previa a la materialización de una exportación y que, con posterioridad a la fecha en que se efectúe el reembolso y se encuentre pendiente la exportación, se lleve a cabo un proceso de reorganización empresarial en virtud del cual el titular del beneficio sea absorbido por otro contribuyente, la empresa que tenga la calidad de continuadora legal mantendrá la autorización otorgada, con todos los derechos y obligaciones que se hubiesen establecido. Lo anterior, siempre y cuando la empresa que se cree o subsista manifieste su voluntad de continuar con el referido proyecto, en la forma que establezca el Ministro de Hacienda mediante el decreto supremo a que hace referencia el inciso tercero. En tal caso, no procederá cobro alguno respecto de las sumas devueltas con anterioridad al titular del beneficio.”.

14. Agréganse, en el artículo 83, a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto y final, nuevos:

“El procedimiento señalado en este artículo será especialmente aplicable en las siguientes situaciones:

a) En aquellos casos en que la proporción que representan las exportaciones en el total de ventas y servicios del período en que se solicita la devolución o el monto solicitado en dicho mes sea notoriamente superior al del promedio de los últimos 12 períodos, o al promedio del o los períodos desde que inició actividades, cuando este fuera inferior a 12 meses.

En caso de que el contribuyente no acredite las circunstancias que explican el monto de la devolución solicitada, el monto del reembolso se determinará aplicando al total del crédito fiscal del período correspondiente el porcentaje que represente el valor de las exportaciones con derecho a recuperación del impuesto en relación con las ventas totales de bienes y servicios, considerando en ambos casos los últimos doce períodos tributarios consecutivos. Para estos efectos no se deberán considerar los períodos en que el contribuyente no registre ventas ni servicios.

b) En aquellos casos en que el monto de la devolución solicitada sea mayor al equivalente al valor FOB de los bienes o servicios exportados en el período.

En caso de que el contribuyente no acredite las circunstancias que explican el monto de la devolución solicitada, el Servicio determinará, si procediere, el monto a que tiene derecho el contribuyente, para lo cual considerará el promedio de sus últimas devoluciones y el valor de la exportación que da origen a la devolución.

En los casos previstos en las letras a) y b) precedentes las sumas no autorizadas se considerarán crédito fiscal del período en el cual se solicitó la devolución, en cuanto cumplan los requisitos legales.”.

Artículo 4.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que Aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas:

1. Agrégase a continuación del artículo 8 el siguiente artículo 8 bis nuevo: 

“Artículo 8 bis.- Sin perjuicio de los derechos garantizados por la Constitución Política de la República y las leyes, constituyen derechos de las personas señaladas en el articulo 71 de esta Ordenanza, los siguientes:

1. El ser informado sobre el ejercicio de sus derechos, el que se facilite el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y aduaneras, y a obtener información clara del sentido y alcance de todas las actuaciones en que tenga la calidad de interesado.

2. El ser atendido en forma cortés, diligente y oportuna, con el debido respeto y consideración.

3. Obtener en forma completa y oportuna las devoluciones a que tenga derecho conforme a las leyes tributarias y aduaneras, debidamente actualizadas.

4. Obtener copias en formato electrónico, o certificaciones de las actuaciones realizadas o de los documentos presentados en los procedimientos, en los términos previstos en la ley.

5. Que en las labores de fiscalización realizadas por el Servicio se respete la vida privada y se protejan los datos personales en conformidad con la ley; y que las declaraciones de destinación aduanera, salvo los casos de excepción legal, tengan carácter reservado.

6. Ejercer los recursos e iniciar los procedimientos que correspondan, personalmente o representados; formular alegaciones y presentar antecedentes dentro de los plazos previstos en la ley y que tales antecedentes sean incorporados al procedimiento de que se trate y debidamente considerados por el funcionario competente.

7. Plantear, en forma respetuosa y conveniente, sugerencias y quejas sobre las actuaciones del Servicio en que tenga interés o que le afecten.

8. Conocer los criterios técnicos y jurídicos que funden las decisiones o resoluciones del Servicio. Para estos efectos el Servicio deberá publicar en su sitio web las normas de régimen interno y los manuales de funciones o de procedimiento, órdenes e instrucciones, salvo aquellos que sean reservados en conformidad con la ley. Asimismo, el Servicio deberá mantener un registro actualizado de los criterios interpretativos emitidos por el Director Nacional de Aduanas en ejercicio de sus facultades interpretativas y de la jurisprudencia judicial en materia tributaria y aduanera.

9. Que las actuaciones del Servicio no afecten el normal desarrollo de las operaciones o actividades económicas, salvo en los casos previstos por la ley. 

10. Que, para todos los efectos legales y cualquiera sea el caso, se respeten los plazos de prescripción o caducidad tributaria y aduanera establecidos en la ley.

Quienes actúen ante el Servicio podrán presentar un recurso de resguardo al considerar vulnerados sus derechos producto de una acción u omisión del Servicio, ante el competente Director Regional o ante el Director Nacional de Aduanas, en su caso, si la actuación es realizada por el Director Regional, dentro de décimo día contado desde su ocurrencia. Deberán recibirse todos los antecedentes que el solicitante acompañe a la presentación para fundar el acto u omisión que origina dicho recurso. Recibido el recurso de resguardo éste deberá resolverse fundadamente dentro de quinto día, ordenando se adopten las medidas que corresponda. Toda prueba que sea rendida deberá valorarse según las normas de la sana critica.

De lo resuelto por el Director Regional se podrá reclamar ante el Juez Tributario y Aduanero, conforme al procedimiento del Número 4º del Título VI del Libro II.

Sin perjuicio de lo anterior, alternativamente los solicitantes podrán reclamar en forma directa en contra de actos u omisiones del Servicio que vulneren cualquiera de los derechos establecidos en este artículo ante el Juez Tributario y Aduanero, conforme al procedimiento del Número 4º del Título VI del Libro II.

El Servicio deberá tomar las medidas necesarias para que los funcionarios actúen en conocimiento y cabal respeto de los derechos de quienes interactúen con el Servicio Nacional de Aduanas.

En toda dependencia del Servicio deberá exhibirse, en un lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se consignen los derechos de quienes actúen ante el Servicio Nacional de Aduanas, expresados en la enumeración contenida en el inciso primero. Asimismo, deberán exhibirse en un lugar visible en el sitio web del Servicio.”.

2. Reemplázase en el Artículo 15 la frase “a los reglamentos que dicte el Director Nacional de Aduanas con aprobación del Presidente de la República” por la siguiente: “a la regulación que dicte el Director Nacional de Aduanas”.  

3. Agrégase a continuación del artículo 25 el siguiente artículo 25 bis, nuevo: 

“Artículo 25 bis.- Toda notificación que deba realizar el Servicio Nacional de Aduanas se practicará por correo electrónico, salvo las excepciones legales que procedan. 

Toda persona natural o jurídica que actúe ante el Servicio Nacional de Aduanas, personal o debidamente representada, debe declarar en su primera presentación la dirección de correo electrónico para efectos de que se practiquen las notificaciones que correspondan. La notificación que deba efectuarse a un agente de aduanas o a otro operador que deba registrarse ante el Servicio Nacional de Aduanas, se realizará válidamente en la casilla de correo electrónico que haya declarado en su inscripción. En el caso de la tramitación de una destinación aduanera, la notificación de todos los actos relacionados con el despacho se efectuará válidamente con su envío a la dirección de correo electrónico incorporado en la declaración respectiva.  

En caso de que cualquiera de los interesados a que se refiere el inciso anterior no declare una dirección de correo electrónico las actuaciones del Servicio serán notificadas de acuerdo con las normas de los artículos 69, 92 ter , 93 , 94 y 185 de esta Ordenanza, según el tipo de acto de que se trate. 

Quienes carezcan de medios tecnológicos, no tengan acceso a medios electrónicos o sólo actúen excepcionalmente a través de ellos, podrán solicitar al Servicio Nacional de Aduanas que las notificaciones les sean practicadas mediante carta certificada dirigida a su domicilio particular, el cual deberán señalar al momento de efectuar la respectiva solicitud. En este caso, la notificación se entenderá practicada a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de correos para su despacho. Esta solicitud será resuelta por el Servicio, de conformidad con el procedimiento que se establezca. 

La notificación por correo electrónico se entenderá practicada en la fecha de su envío. El correo electrónico de notificación deberá contener copia de la actuación del Servicio, incluyendo los datos necesarios para su acertada inteligencia. 

Es obligación del interesado mantener actualizada la dirección de correo electrónico declarada. Cualquier circunstancia ajena al Servicio por la que el interesado no reciba el correo electrónico, no anulará la notificación, salvo que el interesado acredite que no recibió la información por caso fortuito o fuerza mayor. 

Corresponderá al Director Nacional de Aduanas establecer el procedimiento para practicar las notificaciones por correo electrónico del Servicio. 

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, por decreto del Ministerio de Hacienda se podrá establecer otros medios de notificación electrónica respecto de los operadores de comercio exterior que cuenten con autorización para funcionar en sistemas de transmisión electrónica de datos. El Director Nacional deberá mediante resolución identificar los sistemas electrónicos de transmisión de datos incluidos en el presente inciso.”.

4. Agréganse a continuación del artículo 92 bis los siguientes artículos 92 ter y 92 quáter, nuevos: 

“Artículo 92 ter.- El valor declarado en una destinación de importación podrá ser modificado a solicitud del importador, conforme lo dispuesto en el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VII del GATT de 1994, y en la ley Nº 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 31, de 2004, del Ministerio de Hacienda, cuando se trate de variaciones al valor, cuyas condiciones sean conocidas al momento de la legalización de la declaración respectiva, pero no permitan determinar el monto específico del ajuste al valor en dicho momento, y sean susceptibles de ser acreditadas. 

Para la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior, al momento de la legalización de la importación se deberá declarar que el valor se encuentra sujeto a revisión y cumplir con los plazos y demás requisitos que determine la regulación emitida al efecto por el Director Nacional de Aduanas, y deberán determinarse los ajustes que sean necesarios a los derechos, impuestos, tasas y demás gravámenes aplicables. El plazo que se establezca en cada caso para que el interesado solicite la modificación del valor aduanero no podrá exceder los dieciocho meses desde la fecha de legalización de la declaración. 

No se formulará denuncia al despachador por las modificaciones a las destinaciones aduaneras que se efectúen conforme este artículo. No obstante, en caso de constatarse la existencia de dolo o documentación maliciosamente falsa, el Servicio podrá formular denuncia por el delito de contrabando establecido en el artículo 168 inciso tercero.

Artículo 92 quáter.- Los ajustes o autoajustes en materia de precios de transferencia, regulados en el artículo 41 E de la Ley sobre Impuesto a la Renta, inclusive aquellos cuyo origen sea la celebración de un acuerdo anticipado de precios, no producirán efectos en los valores declarados en una destinación de importación o exportación, ni será necesaria su modificación.

Cuando se celebre un Acuerdo Anticipado de Precios que incluya la importación de mercancías, el acuerdo deberá ser suscrito por el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas. El Ministerio de Hacienda, mediante resolución establecerá el procedimiento a través del cual ambas instituciones resolverán sobre la materia. 

En caso que, con ocasión de la firma de un Acuerdo Anticipado de Precios, se realice un ajuste por los ejercicios anteriores, éstos producirán efecto sólo respecto del impuesto a la renta.”.  

5. En el literal b) del inciso primero del artículo 117:  

a) Intercálase entre las expresiones “de exportación” y “, practicada por”, lo siguiente: “e importación". 

b) Agrégase el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Si como consecuencia de la aplicación de la referida clasificación y/o valoración el Servicio formula una denuncia, la reclamación sólo procederá en contra de la multa, de conformidad con el procedimiento dispuesto en los artículos 186 y siguientes.”.

6. En el inciso primero del artículo 121:  

a) Intercálase, entre el guarismo “117” y la coma que le sigue, la frase “, excepto en los casos a que se refiere el párrafo segundo de la letra b)”.  

b) Reemplázase en su literal a) la palabra “quince” por “treinta”. 

c) Reemplázase en su literal b) la palabra “cincuenta” por “noventa”. 

d) Reemplázase en su literal c) la expresión “no interrumpirá” por “suspenderá”.

e) Agréganse, a continuación del literal c), los siguientes literales d) y e), nuevos: 

“d) Durante la tramitación de la reposición administrativa deberá darse audiencia al contribuyente para que diga lo propio a sus derechos y acompañe a dicha audiencia los antecedentes requeridos que sean estrictamente necesarios para resolver la petición. No deberá darse esta audiencia cuando el recurso sea declarado inadmisible o cuando sea acogido completamente por el Servicio de Aduanas.

e) La prueba rendida deberá apreciarse fundadamente.”.

7. Reemplázase el artículo 125 por el siguiente: 

“Artículo 125.-Se formará el proceso en soporte electrónico con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio.

Para ello el Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como Expediente o Carpeta Electrónica. La conservación y respaldo periódico de los registros estará a cargo de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.  

Se formará la carpeta electrónica con los escritos, documentos, resoluciones, actas de audiencias y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio. Estos antecedentes serán registrados y conservados íntegramente en orden sucesivo conforme a su fecha de presentación. El Sistema numerará automáticamente cada pieza del expediente en cifras y letras. Se exceptúan las piezas que por su naturaleza no puedan agregarse o que por motivos fundados se manden reservar fuera del expediente. 

Durante la tramitación sólo las partes podrán imponerse de los autos del proceso. Esta limitación no comprende las sentencias definitivas de primera instancia, las cuales deberán ser publicadas por la Unidad Administradora del Tribunal y mantenerse a disposición permanente del público en el sitio electrónico de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.  

En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o pieza del proceso, el trámite se cumplirá enviando la correspondiente comunicación de la carpeta electrónica a la que deben acceder a través del Sistema. Lo mismo se aplicará cada vez que la ley ordene la remisión, devolución o envío del proceso o de cualquiera de sus piezas a otro tribunal

Ninguna pieza del expediente electrónico podrá eliminarse sin que previamente lo decrete el Tribunal que conoce de la causa. Las partes efectuarán sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, y cargarán sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente. No obstante lo anterior, y atendido el volumen de los antecedentes, el Tribunal siempre podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen al proceso sean presentados en forma física, ya sea en formato físico propiamente tal, o bien a través de la entrega de algún dispositivo de almacenamiento de datos electrónico. Lo anterior podrá ser solicitado por las partes en el mismo caso. Si los documentos se presentan materialmente en el Tribunal, quedarán bajo la custodia del Secretario abogado, y deberá dejarse constancia de ello en el expediente electrónico.”.
8. En el artículo 127: 

a) En el inciso tercero: 

i. Reemplázase la expresión "carta certificada” por la frase “correo electrónico". 

ii. Reemplázase la frase "al tercer día contado desde aquél en que la carta fue expedida por el tribunal” por lo siguiente: “el mismo día del envío por parte del tribunal del correo electrónico”. 

b) Reemplázase en el inciso cuarto la frase “un domicilio dentro del radio urbano de una localidad ubicada en alguna de las comunas de la Región sobre cuyo territorio aquél ejerce competencia, y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra, aun cuando de hecho cambie su morada” por la frase “una dirección de correo electrónico, y esta designación se considerará subsistente mientras no designe otra”. 

c) Sustitúyese el inciso quinto por los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos: 

“Respecto de la notificación a terceros ajenos al juicio, la parte interesada, en su comparecencia o en la actuación correspondiente, deberá designar el correo electrónico del tercero ajeno al juicio, para estos efectos. Si alguna de las partes indica fundadamente no conocer un correo electrónico del tercero ajeno al juicio cuya comparecencia requiere, deberá señalar su domicilio. En estos casos la notificación se entenderá practicada al tercer día contado desde aquél en que la carta certificada fue expedida por el tribunal. Sin perjuicio de lo anterior, dichas resoluciones serán igualmente publicadas del modo que se establece en el inciso primero. En todo caso, la falta de esa publicación no anulará la notificación. 

Para el evento que la notificación por correo electrónico no pueda realizarse porque el contribuyente manifiesta expresamente no tener una dirección de correo electrónico o por otra causal que no sea la omisión en la designación de dicha dirección, las resoluciones a que alude el inciso tercero se le notificarán por carta certificada. En este caso la notificación por carta certificada podrá realizarse a través de cualquiera de las empresas de servicios de correos legalmente constituidas en el país y se entenderá practicada al tercer día contada desde aquel en que la carta fue expedida por el tribunal. Lo anterior, será igualmente aplicable a los terceros respecto de los cuales no se cuente con la información de correo electrónico.”.

9. En el artículo 128: 

a) Agrégase en el inciso primero a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto: “Si con los argumentos y antecedentes presentados en el reclamo, el Servicio Nacional de Aduanas concluye que las alegaciones del reclamante desvirtúan el acto impugnado, en su contestación podrá aceptar llanamente la pretensión contraria en todo o parte, según corresponda. Si el allanamiento es total, el Tribunal Tributario y Aduanero citará a las partes a oír sentencia sin más trámite. En virtud de esta aceptación, el Servicio Nacional de Aduanas no podrá ser condenado en costas.”. 

b) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto:  

“En los mismos términos, a menos que las partes pidan que se falle el pleito sin más trámite, podrá recurrirse en contra de la resolución en que explícita o implícitamente se niegue el trámite de recepción de la causa a prueba. Para efectos del cómputo del plazo para interponer los recursos, se considerará la fecha en que el Tribunal realice una actuación que implique la negación de dicho trámite.” 

c) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto: “El Servicio Nacional de Aduanas y el reclamante deberán acreditar sus respectivas pretensiones dentro del procedimiento.”. 

d) Elimínanse los incisos décimo tercero y décimo cuarto. 

e) En el inciso décimo sexto, que ha pasado a ser décimo cuarto, incorpórase entre la palabra “desestima” y el punto y seguido la frase “y, asimismo, el razonamiento lógico y jurídico para llegar a su convicción”. 

f) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:  

 “En los casos en que el reclamante sea condenado en costas y la resolución que las establezca se encuentre ejecutoriada, lo que deberá ser certificado por el tribunal, el Servicio Nacional de Aduanas emitirá un giro para su cobro por el Servicio de Tesorerías.”.

10. En el artículo 128 bis: 

a) En el inciso primero elimínase la frase “, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente en el reclamo o se trate de casos en que el Tribunal pueda pronunciarse de oficio”. 

b) En el inciso tercero: 

i. Intercálase entre la expresión “artículo 186 bis” y la coma que le sigue la expresión “y 129 K”.  

ii. Sustitúyese la oración “Sin embargo, no procederá el llamado a conciliación en el procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos.” por la siguiente: “No obstante lo señalado en el artículo 128, el Tribunal Tributario y Aduanero que esté actualmente conociendo del asunto, de oficio o a petición de parte, podrá llamarlas a conciliación en cualquier estado del juicio tramitado ante ellos.”. 

c) En el inciso quinto: 

i. Reemplázase la palabra “Director”, las dos veces que aparece, por la frase “abogado que represente al Servicio de Aduanas”.
ii. Elimínase el siguiente texto: “El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los treinta días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente. En caso de no pronunciarse en dicho plazo, se entenderá que rechaza las bases de arreglo y la conciliación.”. 

d) Intercálase, a continuación del inciso quinto, el siguiente inciso sexto nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser inciso séptimo:

“El Director Nacional, mediante resolución fundada, establecerá los criterios generales para aceptar las bases de arreglo para una conciliación.”.

11. En el artículo 129 D: 

a) En el inciso primero: 

i. Reemplázase la frase “sólo podrá interponerse el recurso de apelación” por la frase “podrán interponerse los recursos de apelación y casación en la forma”. 

ii. Agrégase luego del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “En caso de que se deduzcan ambos recursos, éstos se interpondrán conjuntamente y en un mismo escrito.”.  

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“El término para interponer el recurso de apelación y casación en la forma no se suspende por la solicitud de aclaración, agregación o rectificación que se deduzca de acuerdo con el artículo 129 C.” 

c) Elimínase el inciso tercero.

12. Suprímese el artículo 129 E.  

13. En artículo 140: 

a) Intercálase en la letra a), entre la palabra “desaduanamiento” y el punto y coma que le sigue, la frase “, aun cuando se encuentren pagados los derechos, impuestos y gravámenes”. 

b) Reemplázase en la letra b) la frase “cancelado los derechos de Aduana” por “pagado los derechos, impuestos y gravámenes”. 

14. En el artículo 152:  

a) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “intendentes” por “Delegados Presidenciales”.

b) Elimínase en el inciso tercero la siguiente oración: “Esta donación estará exenta del trámite de insinuación y de toda clase de impuestos y tendrá el carácter de pública.”.  

c) Agrégase a continuación del inciso tercero los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Director Nacional de Aduanas podrá autorizar la donación de las mercancías señaladas en el inciso anterior en casos excepcionales, por resolución fundada, a otras entidades públicas o privadas sin fines de lucro, siempre que su objeto sea la beneficencia o realización de obras sociales.

Las mercancías donadas por aplicación de los dos incisos anteriores están liberadas del trámite de insinuación y exentas del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.”.

15. Agrégase a continuación del artículo 152, el siguiente artículo 152 bis, nuevo:

“Artículo 152 bis.- Las mercancías que sean objeto de una investigación penal por más de un año, podrán ser declaradas susceptibles de destrucción. Antes de ello, se dejará una muestra representativa y se informará al Ministerio Público o al tribunal respectivo. El Ministerio Público tendrá un plazo de 5 días hábiles para oponerse, contado desde la recepción de dicha información.”.

16. Agrégase, en el artículo 153, el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el operador de comercio exterior podrá destruir, a su costa, las mercancías que se encuentren almacenadas en sus recintos, previa autorización del Director Nacional y en presencia de Aduanas, debiendo levantarse acta del procedimiento, dejando constancia de las mercancías destruidas.”.

17.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 174 la frase “fijen los reglamentos” por “fije el Director Nacional”.

18.- En el artículo 176:

a) Elimínase en la letra m) la frase “de doble circuito (luz roja-luz verde),”.

b) Agrégase a continuación del literal o), los siguientes literales p) y q), nuevos:

“p) Retirar o permitir el retiro de mercancías desde los recintos de depósito aduanero, o entregarlas, sin que se hayan cumplido todas las obligaciones legales, reglamentarias y administrativas, exigidas para dicho retiro, con multa de hasta el veinticinco por ciento del valor aduanero de dichas mercancías.

q) En los regímenes suspensivos de derechos de admisión temporal, almacén particular y depósito, se sancionará con multa de hasta el veinticinco por ciento del valor aduanero de las mercancías, el almacenar o depositar las mercancías en un lugar distinto al declarado, la no cancelación o cancelación extemporánea de los citados regímenes.”.

19. Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 185 la expresión “10%” por “20%”.

20. En el artículo 186:

a) Reemplázase en el inciso primero el guarismo “10%” por “20%”.

b) Incorpórase a continuación del punto y aparte del inciso tercero, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Si se hubiere reclamado de la clasificación u origen de conformidad con el procedimiento de reclamación general no podrá discutirse nuevamente acerca de lo resuelto.”. 

21. En el artículo 202: 

a) En el inciso primero:

i. Reemplázase la conjunción “y” la primera vez que aparece por una coma.

ii. Intercálase en el inciso primero entre la expresión “ante la Aduana” y “estarán sujetos” la frase “y los demás que estén considerados por esta Ordenanza,”. 

b) Agrégase el siguiente inciso noveno, nuevo, pasando los actuales incisos noveno y décimo a ser décimo y undécimo:  

“Si las resoluciones fueren emitidas por la Dirección Nacional la reclamación deberá presentarse ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuyo territorio tenía su domicilio el usuario al momento de ser notificado de la fiscalización u acta de fiscalización que dé inicio al procedimiento disciplinario.”.

22. Agrégase a continuación del artículo 202, el siguiente artículo 202 bis, nuevo:

“Artículo 202 bis.- La responsabilidad disciplinaria prescribe en el plazo de 3 años contados desde el incumplimiento de la obligación y se interrumpe con la notificación del inicio del procedimiento al afectado. La comisión de un nuevo incumplimiento, dentro del mismo ejercicio comercial, hará perder el tiempo de prescripción transcurrido.”.

Artículo 5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9 de la ley N° 21.420, que reduce o elimina exenciones tributarias que indica:

1. Sustitúyese las veces que aparece la frase “precio corriente en plaza” por “valor normal de mercado”.

2. Elimínase en el numeral 3 de su inciso primero el texto a continuación de la palabra “respectivo” hasta el punto y aparte.

3. Agrégase a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el inciso segundo actual a ser cuarto y así sucesivamente:

“La Dirección General de Aeronáutica Civil, la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y el Servicio de Registro Civil e identificación deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste determine mediante resolución, los aviones y helicópteros; yates; y, automóviles, station wagons y vehículos similares, referidos respectivamente en los números anteriores y que, de acuerdo con las bases de datos de cada organismo, cumplan las condiciones que en cada caso establezca el Servicio en la misma resolución.

Cuando los bienes señalados en los números anteriores queden sujetos al presente impuesto, la base imponible será la totalidad del valor normal de mercado del bien.”.

4. Agrégase a continuación del inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser inciso octavo, y así sucesivamente:

“Tampoco se afectarán con este impuesto los yates que, cumpliendo con las características mencionadas en el número 3 anterior, tengan como principal medio de propulsión la vela -entendiendo por tales aquellos que se encuentren diseñados para propulsarse a vela y que conserven el uso de este elemento, en los que el empleo de un motor solo cumple el rol secundario o de apoyo- que cumplan, además, uno de los siguientes requisitos: (i) que tengan un tonelaje registro grueso inferior a 20; o (ii) que hayan sido efectivamente empleados de manera regular o sistemática en un calendario anual de campeonato de una clase federada, realizada durante el año anterior al devengo del impuesto. 

Para lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por yate aquella embarcación mayor o menor, destinada a fines deportivos o recreativos, propulsada ya sea a motor o vela y que posee una cubierta estructural fija, que permite la existencia de departamentos interiores destinados al uso de los pasajeros o tripulantes.

Para efectos de este artículo, la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante deberá establecer los mecanismos que le permitan mantener la información actualizada de todos los yates independiente de su valor o características.”.

5. Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser octavo, la oración que va desde el punto y seguido hasta el punto y aparte, por la siguiente: “En los casos en que no exista tal determinación, el Servicio de Impuestos Internos estimará el valor normal de mercado según el precio de adquisición de un determinado bien en el mercado nacional o internacional, considerando sus características generales, tales como marca, modelo y año de fabricación.”.

6. Agrégase en su inciso sexto que ha pasado a ser undécimo, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Cuando un bien gravado con el presente impuesto sea de propiedad de más de una persona, los copropietarios serán solidariamente responsables del pago del impuesto. El Servicio de Impuestos Internos estará facultado para emitir un solo giro por el total del impuesto a cualquiera de los copropietarios. Aquel copropietario a cuyo nombre fue emitido el giro y realizó el pago del impuesto tendrá derecho a repetir en contra de los demás copropietarios en la proporción que corresponda.”.

7. Agrégase a continuación del inciso sexto que ha pasado a ser undécimo, los siguientes incisos duodécimo y decimotercero, nuevos, pasando el actual inciso séptimo a ser decimocuarto y así sucesivamente: 

“Dentro de los plazos de prescripción el Servicio podrá establecer que existen bienes afectos o diferencias de impuestos respecto de un bien; podrá modificar, eliminar o emitir un nuevo giro siempre que cuente con información fundada, obtenida de oficio o proporcionada por el contribuyente u otra entidad competente y dará cuenta de bienes afectos o diferencias respecto del valor normal de mercado del bien. Cuando se determine la existencia de bienes afectos o diferencias de impuestos con ocasión de la modificación o emisión de un nuevo giro, éstos deberán ser pagados dentro del mes siguiente al de su modificación o emisión.

Los giros, así como sus modificaciones, serán objeto de reclamo, y se sujetarán al procedimiento del Título II del Libro III del Código Tributario.”. 

8. Sustitúyese el inciso séptimo que ha pasado a ser decimocuarto, por el siguiente: 

“En el mes de diciembre de cada año el Servicio, mediante resolución, publicará en su sitio web y en el Diario Oficial, una nómina con los bienes afectos al presente impuesto, la que deberá actualizar trimestralmente. Para estos efectos deberá considerar la información proveída por la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, la Dirección General de Aeronáutica Civil u otros organismos competentes. Los bienes consignados en esta nómina corresponderán a bienes en buen estado de conservación y uso, considerando su año de fabricación. El hecho de no encontrarse en la nómina un bien determinado, que cumple con las características establecidas en los números 1, 2, 3 o 4 del inciso primero del presente artículo, no liberará a su propietario del pago del impuesto, y deberá requerir al Servicio, en la forma que éste establezca por resolución, la inclusión del bien en la nómina y la emisión del giro correspondiente, independiente de la actualización que el Servicio realice en conformidad al presente inciso. Para dar cumplimiento a lo anterior, el Servicio podrá asignar a bienes que no están en la nómina, pero que cumplen los requisitos para estar gravados con el presente impuesto, el valor normal de mercado de otro bien de similares características tales como marca, modelo, año de fabricación, peso o tamaño, capacidad de pasajeros o tripulantes u otras.”.

9. Agrégase a continuación del inciso séptimo que ha pasado a ser decimocuarto, los siguientes incisos decimoquinto y final, nuevos:

“Para la elaboración de la nómina señalada en el inciso anterior el Servicio podrá solicitar información a cualquier otra persona o entidad pública o privada, tales como notarios, agentes de aduanas y empresas importadores, distribuidores y comercializadores en la forma, oportunidad y periodicidad que el Servicio establezca por resolución.

Los contribuyentes podrán acceder a la información de que disponga el Servicio sobre los bienes registrados a su nombre, tales como tipo de bien, marca, modelo, año de fabricación, patente o matrícula, valor normal de mercado y monto del impuesto. Asimismo, podrán solicitar al Servicio corregir la información sobre los bienes registrados a su nombre y la aplicación de las exenciones legales, y acompañarán los antecedentes fundantes. Sin perjuicio de ello, respecto de la información que se haya obtenido de registros provenientes de otras entidades el Servicio no podrá actualizar dicha información mientras no sea corregida en los registros correspondientes.”.

Artículo 6.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N°3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto N°2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:

1. En el artículo 46 A:  

a) Agrégase a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente:  

“Cuando el objeto de la donación sea el derecho real de conservación sobre un inmueble, para acceder a los beneficios establecidos en el presente Título la donación deberá ser indefinida o por un plazo que en ningún caso podrá ser inferior a veinte años.”.  

b) Agrégase, en el número 2 de su literal C), el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Para los efectos del presente Título se entenderá como actividad efectiva principal de una entidad aquella que desarrolle de forma mayoritaria y notoria, considerando factores tales como cantidad de recursos destinados, frecuencia de eventos vinculados a su desarrollo, entre otros. No se podrán considerar actividades que sean accesorias, ocasionales o accidentales.”.

2. Agrégase en el número 6 del literal C) del artículo 46 B el siguiente párrafo segundo, nuevo: 

“Adicionalmente en aquellos casos en que se otorguen los beneficios tributarios establecidos en el presente Título a la donación de un bien, pero sujeta a un plazo definido, el costo tributario del bien donado deberá disminuirse en un monto equivalente al del beneficio tributario al que accede el donante.”.

3. En el artículo 46 C:  

a) Reemplázase las cuatro veces que aparece, la frase “valor corriente en plaza” por “valor normal de mercado”.  

b) Elimínase en su inciso segundo la frase “, en conformidad a lo señalado en el artículo 46 bis de la referida ley”. 

c) Agrégase a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser el inciso séptimo y así sucesivamente:  

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, cuando el objeto de la donación sea el derecho real de conservación, la valorización procederá sólo respecto de la porción del inmueble respecto del cual se constituye el referido derecho y en ningún caso la valoración podrá ser superior al valor normal de mercado del inmueble considerando la plenitud de sus atributos o al valor de adquisición cuando el donante sea una persona sujeta a contabilidad. En estos casos siempre será necesario que la valorización conste en un informe de perito independiente. 

Cuando la donación del derecho real de conservación sea a perpetuidad o por un plazo igual o superior a cien años, el monto del beneficio tributario corresponderá al valor determinado según el inciso anterior. Si la donación fuere por un plazo inferior la valorización y el consecuente beneficio tributario será la proporción sobre el valor determinado según el inciso anterior en relación con el plazo de la donación. En todo caso las donaciones del derecho real de conservación por un plazo inferior a veinte años carecerán de todo beneficio tributario. 

El monto correspondiente al beneficio tributario referido a la donación del derecho real de conservación rebajará, para todos los efectos legales, el costo tributario del inmueble sobre el cual se constituye el derecho real de conservación. De igual forma, cuando el derecho real de conservación se extinga por alguna de las causales establecidas en el artículo 12 de la Ley N° 20.930 en un plazo inferior al cual la donación fue realizada aquella proporción del valor del beneficio tributario que corresponda al período de tiempo entre el término anticipado y el plazo original de la donación se deberá considerar como un ingreso en el año comercial en que ocurra la extinción. 

Al mismo tratamiento señalado en la parte final del inciso anterior se someterán las donaciones revocables que accederán a los beneficios tributarios del presente Título en caso de revocación.”.

4. Intercálase en el inciso segundo del artículo 46 F, entre la expresión “, si los hubiere” y el punto y seguido la siguiente frase: “, entendiendo por éstos a las personas naturales o jurídicas que tengan una incidencia relevante en la dirección, financiamiento u operación de la donataria”.

Artículo 7.- Modifícase el artículo vigésimo tercero de la ley N° 21.210, que Moderniza la legislación tributaria, en el siguiente sentido: 

1. En el artículo 3:

a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “interna” y el punto y seguido, la frase “, cobro administrativo o judicial de obligaciones tributarias en dinero y tributación aduanera”. 

b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “artículo 8 bis” por “párrafo cuarto del título preliminar”.

2. En el artículo 4:

a) Sustitúyese su literal b) por el siguiente: 

“b) Orientar y acompañar a los contribuyentes en las materias de su competencia, especialmente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, los recursos disponibles en materia de tributación fiscal interna, y los posibles cursos de acción y medidas para cumplir con los requerimientos realizados por el Servicio de Impuestos Internos y  por el Servicio de Tesorerías respecto del cobro de los impuestos fiscales y del impuesto territorial, así como las actuaciones del Servicio Nacional de Aduanas en materia de tributación aduanera.”.

b) Introdúcense las siguientes modificaciones en su literal f): 

i. Reemplázase la expresión “recursos administrativos” por la frase “todo tipo de peticiones y recursos administrativos”.”.

ii. Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Asimismo, podrá representar a los contribuyentes ante el Servicio de Tesorerías y ante el Servicio Nacional de Aduanas en la tramitación del recurso el resguardo de sus derechos ante acciones u omisiones realizadas por dichos organismos.”. 

c) Intercálase en el literal k), entre las expresiones “Internos” y “la existencia”, la frase “, Servicio de Tesorerías y Servicio Nacional de Aduanas”.

d) Intercálase en el literal n), entre la palabra “Internos” y la expresión “para efectos” la frase “, el Servicio de Tesorerías y el Servicio Nacional de Aduanas”.

e) Intercálase en el literal p), entre las expresiones “contribuyentes,” y “las facultades” la frase “el cumplimiento de las obligaciones tributarias,”. 

f) Agrégase a continuación del literal s), los siguientes literales t), u) y v) nuevos:  

“t) Solicitar al Servicio de Impuestos Internos y a la Tesorería General de la República la entrega de la información disponible y que la Defensoría del Contribuyente requiera para el cumplimiento de sus funciones. 

El Servicio de Impuestos Internos y el Servicio de Tesorerías deberán proporcionar esta información oportunamente. 

La Defensoría del Contribuyente podrá requerir al Servicio de Impuestos Internos y al Servicio de Tesorerías datos personales e información que sea indispensable para cumplir con los servicios que se encuentren en el ámbito de sus competencias. En su requerimiento la Defensoría deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El Servicio de Impuestos Internos o el Servicio de Tesorerías, según sea el caso, informará, en el ámbito de su competencia, de acuerdo con los antecedentes que consten en sus registros. Dicha información podrá ser solicitada y entregada, mediante una plataforma informática que resguarde su integridad y fidelidad.

Para los efectos antes señalados, no regirá lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.

El personal de la Defensoría del Contribuyente que tome conocimiento de la información tributaria reservada estará obligado en los mismos términos establecidos por el artículo 25. El incumplimiento de este deber hará aplicables las sanciones administrativas que correspondan, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el Párrafo 8 del Título V del Libro Segundo del Código Penal.

u) Representar judicialmente ante los Tribunales Tributarios y Aduaneros y tribunales superiores de justicia, a los contribuyentes indicados en el artículo 44, respecto del reclamo contenido en el Párrafo 2º del título III del Libro III del Código Tributario y en el artículo 129 K del decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que Aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda N° 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.

v) Realizar estudios cuantitativos y cualitativos, explorando distintas interseccionalidades que permitan detectar problemas y proponer soluciones en temas relacionados con el ejercicio de los derechos y la promoción de la educación y el cumplimiento tributario de las y los contribuyentes.”.

3. Agrégase, en el artículo 7, el siguiente literal o), nuevo, pasando el actual literal o) a ser literal p):

“o) Dar cuenta de su gestión ante la Comisión de Hacienda del Senado, de forma anual.”.
4. Agrégase en el encabezado del Párrafo I del Título V, a continuación de la palabra “Orientación”, la expresión “y Acompañamiento”. 

5. En el artículo 33: 

a) Agrégase a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero: 

“Asimismo, los contribuyentes podrán solicitar orientación respecto a la cobranza administrativa y judicial de las obligaciones tributarias efectuada por el Servicio de Tesorerías, las excepciones que se puedan interponer, los convenios de pagos a los que se puedan acoger y en general, respecto de todas las acciones que se pueden adoptar en este procedimiento, respecto del cobro de los impuestos fiscales y del impuesto y territorial.”. 

b) Agrégase a continuación del inciso segundo que ha pasado a ser tercero el siguiente inciso cuarto, nuevo: 

“El acompañamiento consistirá en realizar acciones y planes de educación y formación a aquellos contribuyentes que inician sus operaciones para permitirles comprender y cumplir correctamente sus obligaciones tributarias con el objetivo de disminuir los errores involuntarios e introducirlos al sistema tributario.”.

6. En el artículo 43:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “de los recursos administrativos” por “de todo tipo de peticiones y recursos administrativos”. 

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“La Defensoría podrá también representar a los contribuyentes ante el Servicio de Tesorerías y el Servicio Nacional de Aduanas en aquellos recursos administrativos que permitan el resguardo de sus derechos ante actuaciones u omisiones realizadas por dichos organismos.”.

7. Intercálase en el artículo 46, entre la palabra “recursos” y la conjunción “a”, la expresión “y peticiones”. 

8. Reemplázase en el inciso primero del artículo 47 la expresión “En los recursos” por “En las peticiones y recursos”.

9. Intercálase en el artículo 49, entre la palabra “fiscalización” y la coma que le sigue, la frase “o con ocasión de cualquier otro tipo de actuación en el ejercicio de sus facultades”. 

10. Intercálase en el inciso segundo del artículo 52, entre el guarismo “123 bis” y la expresión “del Código Tributario” la siguiente frase: “o la resolución de una petición bajo el procedimiento establecido en el número 5º de la letra B. del artículo 6”.

11. Sustitúyese el artículo 54 por el siguiente: 

“Artículo 54.- El Director Regional del Servicio de Impuestos Internos que corresponda deberá designar un abogado para que represente al referido Servicio en el procedimiento de mediación. 

El abogado que represente al Servicio deberá pronunciarse en la audiencia señalada en el artículo anterior sobre la propuesta de acuerdo presentada por la Defensoría y deberá aceptarla o rechazarla. Cuando se acepte la propuesta deberá señalar expresamente los fundamentos de hecho y de derecho en que se basa y las condiciones para dicha aceptación.  

Los criterios para la proposición, negociación y aceptación de las bases de acuerdo se deberán regir por la resolución que para estos efectos dictará el Director de Impuestos Internos.”.

12. Agrégase a continuación del artículo 57, los siguientes artículos 57 bis, 57 ter y 57 quáter, nuevos:

“Artículo 57 bis.- La Defensoría podrá representar a los contribuyentes señalados en el artículo 44 en la interposición y tramitación ante los tribunales de justicia del reclamo por vulneración de derechos establecido en el párrafo 2º del Título III del Libro III del Código Tributario y en el artículo 129 K del decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que Aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda N° 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.

Artículo 57 ter.- Cuando las pretensiones carezcan de mérito jurídico o no existan los antecedentes suficientes para su interposición o tramitación, la Defensoría podrá abstenerse de representar judicialmente a contribuyentes, mediante resolución fundada.

Artículo 57 quáter.- En los juicios que represente a un contribuyente, la Defensoría deberá  efectuar todas las gestiones necesarias para la interposición, tramitación y ejecución del reclamo por vulneración de derechos establecido en el párrafo 2º del Título III del Libro III del Código Tributario y en el artículo 129 k del decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda N° 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas, hasta su total conclusión. En este sentido, podrá interponer todos los recursos ordinarios y extraordinarios que contempla dicho procedimiento, conciliar en los términos del artículo 132 bis del Código Tributario y proponer bases de un avenimiento extrajudicial ante el Director del Servicio de Impuestos Internos, según lo dispone el artículo 132 ter del Código Tributario.”.

13. En el artículo 58: 

a) Intercálase entre las expresiones “contribuyente” y “, entregar”, la frase “de aquellos señalados en la parte final del artículo tercero”.

b) Reemplázase la frase “controvertido por el Servicio de Impuestos Internos, contenido en una liquidación, giro o resolución, o en cualquier otro acto administrativo” por la siguiente: “contenido en una liquidación, giro o en cualquier actuación administrativa del Servicio de Impuestos Internos, en que el contribuyente tenga un interés directo comprometido”.

14. Agrégase en su artículo 65, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso final, nuevo: 

“La Defensoría podrá, asimismo, informar a la Comisión de Hacienda del Senado de la República el resultado de los oficios o comunicaciones que hubiere efectuado al Servicio de Impuestos Internos, Servicio Nacional de Aduanas y Servicio de Tesorerías en virtud del presente párrafo.”.
15. Reemplázase el epígrafe del Párrafo VI por “Reuniones con el Servicio de Impuestos Internos, el Servicio de Tesorerías y el Servicio Nacional de Aduanas”.

16. Modifícase el artículo 70 de la siguiente manera: 

a) Intercálase, entre la palabra “Internos” y la frase “para promover”, la frase “, el Servicio de Tesorerías y el Servicio Nacional de Aduanas”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“En especial se deberán realizar reuniones donde se acuerden las medidas de coordinación y cooperación entre la Defensoría y la Subdirección de Asistencia del Contribuyente del Servicio de Impuestos Internos para fomentar la educación de los contribuyentes. Las medidas de coordinación y cooperación deberán ser publicadas en la página de internet de ambos organismos.”.

17. Reemplázase en el artículo 71 la frase “la Defensoría o el Servicio de Impuestos Internos” por “cualquiera de las instituciones referidas en el artículo anterior”.

18. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 72 la expresión “y el Servicio de Impuesto Internos” por la siguiente: “y los organismos señalados en el artículo 70”.

19. Reemplázase en el artículo 73 la frase “el Servicio de Impuestos Internos” por “los organismos señalados en el artículo 70”.

20. Reemplázase en el inciso primero del artículo 74 la frase “Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos podrá” por la frase “Director del Servicio de Impuestos Internos, el Tesorero General de la República o el Director del Servicio Nacional de Aduanas podrán”.

Artículo 8.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, que fija texto de la Ley orgánica del Servicio De Impuestos Internos y adecúa disposiciones legales:

1. Sustitúyese, el artículo 3°, por el siguiente: 

“Artículo 3°.- La Dirección Nacional estará constituida por las Subdirecciones Fiscalización, Jurídica y Normativa y por las Subdirecciones y Departamentos que establezca el Director con sujeción a la planta de personal del Servicio. 

Una de las Subdirecciones tendrá como objeto principal desarrollar políticas y programas especiales destinados a otorgar apoyo, información y asistencia a las empresas de menor tamaño a que se refiere la ley N° 20.416, y a otros contribuyentes de escaso movimiento económico, tales como los señalados en el artículo 22 de la ley sobre impuesto a la renta, con el objeto de facilitar su cumplimiento tributario. Además, una de las Subdirecciones tendrá como objeto principal la contraloría interna.”.

2. Agrégase, a continuación del artículo 3° bis, el siguiente artículo 3° ter, nuevo: 

“Artículo 3° ter.- Créase el Consejo Tributario, en adelante “el Consejo”, cuya función es emitir opinión sobre las circulares del Servicio de Impuestos Internos que deban ser sometidas al procedimiento de consulta pública obligatoria, según el párrafo segundo del numeral 1° de la letra A del artículo 6 del Código Tributario, y sobre las estrategias de fiscalización del Servicio, así como evaluar la implementación de estas últimas. Mediante acuerdo, el Consejo podrá requerir al Servicio de Impuestos Internos la información pertinente y necesaria para el ejercicio de sus funciones.

A. Integración y duración en el cargo. El Consejo estará integrado por:

a) El Director del Servicio de Impuestos Internos, quien lo presidirá, y

b) Cuatro Consejeros, designados de conformidad a lo establecido en este literal, los cuales durarán cinco años en sus cargos, no pudiendo renovarse. 

Las funciones de los consejeros y del Director no serán delegables. 

El Consejo Tributario contará con un secretario que será responsable de las actas de sesiones, las que serán reservadas. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos contará con un cargo de exclusiva confianza, el que será provisto por el Director a proposición del Consejo.  

El Ministro de Hacienda designará como Consejeros a personas con destacada experiencia y conocimiento en materia tributaria a nivel profesional o académico, en administración de servicios públicos o en el ejercicio de funciones públicas o privadas atingentes al cargo.

Los Consejeros serán elegidos por el Ministro de Hacienda, entre una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública. El perfil del cargo de Consejero deberá ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública, previa propuesta del Ministro de Hacienda. El Consejo se renovará por parcialidades. 

B) Inhabilidades e incompatibilidades. No podrán ser designados ni desempeñarse como miembros del Consejo de conformidad al literal b) de la letra A de este artículo:

1. Quienes individualmente o a través de otras personas naturales o jurídicas, realicen funciones de asesoría tributaria o jurídica y/o tengan la representación administrativa o judicial de contribuyentes en procedimientos ante el Servicio de Impuestos Internos o ante tribunales por juicios tributarios, mientras ejerzan su labor de Consejero. No se considerará como inhabilidad o incompatibilidad la realización de asesorías a organismos internacionales.

2. Las personas que hubieren sido condenadas por delito que merezca pena aflictiva o inhabilitación perpetua para desempeñar cargos y oficios públicos, quienes hubieren sido condenados por violencia intrafamiliar constitutiva de delito conforme a la ley N° 20.066 y, en general, quienes se encuentren inhabilitados para el ejercicio de la función pública de conformidad con el literal f) del artículo 12 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

3. Las personas que hubieren cesado en un cargo público como consecuencia de haber obtenido una calificación deficiente o por medida disciplinaria, salvo que hayan transcurrido más de cinco años desde la fecha de expiración de funciones, y

4. Las personas que tuvieren dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas cuya venta no se encuentre autorizada por la ley, a menos que se justifique su consumo por un tratamiento médico.

Si alguno de los miembros de la Comisión hubiere sido acusado de alguno de los delitos señalados en el numeral 2, quedará suspendido de su cargo hasta que concluya el proceso por sentencia firme.

A su vez, los cargos de Consejeros indicados en el literal b) de la letra A de este artículo serán incompatibles con: 

1. El cargo de diputado o diputada; senador o senadora; ministro o ministra del Tribunal Constitucional; ministro o ministra de la Corte Suprema; consejero o consejera del Banco Central; Fiscal Nacional del Ministerio Público; Contralor o Contralora General de la República, Subcontralor o Subcontralora General de la República y los cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

2. El cargo de ministro o ministra de Estado; subsecretario o subsecretaria; jefe o jefa superior de un servicio público; secretario o secretaria regional ministerial; delegado o delegada presidencial regional o provincial;  gobernador o gobernadora regional; alcalde o alcaldesa y concejal o concejala; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario o secretaria y relator o relatora del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator o secretaria-relatora; miembro de los demás tribunales creados por ley; defensor o defensora de la Defensoría Penal Pública; consejero o consejera directivo del Servicio Electoral;  consejero o consejera del Consejo de Defensa del Estado; miembro de los órganos ejecutivos de algún partido político a nivel nacional o regional; candidato o candidata a elección popular y dirigente de asociación gremial o sindical.

3. Los cargos de exclusiva confianza comprendidos dentro del número 10 del artículo 32 de la Constitución Política de la República.

4. Los cargos que se desempeñaren sobre la base de honorarios y que asesoren directamente a las autoridades comprendidas en el artículo 38 bis de la Constitución Política de la República.   

La incompatibilidad de los cargos o candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas hasta la fecha de la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales, la incompatibilidad regirá hasta el cese en el ejercicio del cargo gremial.

Si una vez designado en el cargo sobreviniere a un consejero alguna de las incompatibilidades o inhabilidades señaladas precedentemente, el afectado deberá informarlo inmediatamente al Presidente del Consejo y cesará de pleno derecho en el ejercicio de sus funciones.

Sin perjuicio de lo dispuesto en esta letra, el cargo de Consejero es compatible con el desempeño de cargos docentes. 

Aquellas personas designadas como integrantes del Consejo deberán presentar, al momento de asumir en sus funciones, una declaración jurada para acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente ley y la circunstancia de no encontrarse afectas a las inhabilidades e incompatibilidades a las que se refieren esta letra.

C. Dieta. Los consejeros indicados en el literal b) de la letra A del presente artículo tendrán derecho a percibir una dieta correspondiente a 50 unidades de fomento por sesión con un tope mensual de 150 unidades de fomento mensuales.

D) Probidad y Transparencia. Los Consejeros indicados en el literal b) de la letra A) del presente artículo deberán presentar la declaración de intereses y patrimonio a que se refiere la ley N° 20.880.

En caso de que los consejeros incluyan datos inexactos u omitan inexcusablemente información relevante en las declaraciones a que se refiere el inciso anterior, se configurará la causal de cesación prevista en la letra E siguiente.

Asimismo, les serán aplicables, en el ejercicio de sus funciones, las normas de probidad contenidas en las disposiciones del título III, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y estarán afectos al principio de abstención contenido en el artículo 12 de la ley N° 19.880.

Respecto de sanciones penales, los consejeros serán considerados empleados públicos de conformidad a lo establecido en el artículo 260 del Código Penal, siéndoles aplicables las normas respecto de delitos cometidos por funcionarios públicos en el desempeño de sus cargos.

E. Causales de cesación. Serán causales de cesación de los Consejeros de la letra b) de la letra A del presente artículo, las siguientes:

i. Expiración del período para el que fue nombrado.

ii. Renuncia voluntaria.

iii. Condena por pena aflictiva.

iv. Incapacidad psíquica o física sobreviniente.

v. Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad señaladas en la ley.

vi. Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa, de conformidad con lo señalado en el DFL N° 1/19 .653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

vii. Incumplimiento grave y manifiesto del deber de abstención, de conformidad con lo señalado en la letra D anterior.

viii. Incumplimiento grave y manifiesto a las obligaciones como consejero. Serán faltas graves, la inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a tres sesiones durante un año calendario, así como no guardar la debida reserva de las materias sobre las que conozca el consejo, entre otras, así calificadas por el Consejo.

En caso de cesar uno de los Consejeros en su cargo, por cualquier causa, se procederá a la designación de un nuevo Consejero de acuerdo al procedimiento dispuesto en el inciso final de la letra A del presente artículo.

F. Funcionamiento. El Consejo tomará sus decisiones por la mayoría absoluta de sus miembros de aquellos señalados en la letra b) de la letra A. Deberá dejarse constancia en acta de lo discutido y de las opiniones disidentes, si las hubiere.

El quorum mínimo para sesionar será de tres Consejeros de los señalados en el inciso anterior, más el Director del Servicio de Impuestos Internos. 

El Consejo deberá sesionar a lo menos dos veces al mes. Al menos una de las sesiones de cada semestre se deberá destinar a conocer y evaluar el Plan de Gestión de Cumplimiento Tributario. Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo sesionará cada vez que su Presidente lo requiera a fin de recoger su opinión respecto de una circular, de conformidad a lo establecido en el artículo 6 bis del Código tributario.

Mediante un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, se fijarán las normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de las funciones que les son encomendadas. 

Los consejeros no podrán solicitar la intervención, en las sesiones del Consejo, de asesores externos.”.

3. Agrégase, a continuación del artículo 3° ter, el siguiente artículo 3° quáter, nuevo: 

“Artículo 3° quáter.- Créase el Comité Ejecutivo del Servicio de Impuestos Internos, que tendrá como función adoptar las decisiones sobre las materias indicadas en el artículo siguiente que tengan efecto en un contribuyente determinado. Estas decisiones se adoptarán sobre la base de los antecedentes técnicos preparados por la Dirección Regional o el departamento de la Dirección Nacional que corresponda.  

El Comité estará integrado por el Director, quien lo presidirá, y los Subdirectores de Normativa, de Fiscalización y Jurídica.

Sus decisiones se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros. 

Mediante resolución del Director, se establecerá la forma y periodicidad con que sesionará el Comité.”.

4. Agrégase, a continuación del artículo 3 quáter, el siguiente artículo 3 quinquies, nuevo: 

“Artículo 3° quinquies.- El Director del Servicio de Impuestos Internos y los Subdirectores, no podrán, una vez cesados en el cargo y por un plazo de tres meses contado desde que la cesación se ha hecho efectiva, prestar ningún tipo de servicio, sea o no remunerado, distinto de labores académicas.

Durante los tres meses que dure la prohibición a que se refiere este artículo, el personal señalado en el inciso anterior tendrá derecho a percibir mensualmente de parte del Servicio de Impuestos Internos una compensación económica equivalente al 75% de la remuneración que les correspondía percibir por el ejercicio de sus funciones. La remuneración que servirá de base para el cálculo de esta compensación será el promedio de la remuneración bruta mensual de los últimos doce meses anteriores al cese de funciones, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya. Esta compensación se considerará remuneración para todos los efectos legales y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

De la compensación a que se refiere el inciso anterior se deducirán los montos que correspondan a los ingresos que mensualmente perciba el personal señalado en el inciso primero, por la prestación de servicios que se encuentre habilitado a realizar, esto es, respecto de labores académicas o la prestación de servicios a organismos internacionales, en cuanto excedan el 25% del precitado promedio de la remuneración bruta mensual, salvo en la parte correspondiente a servicios iniciados con anterioridad al cese en el cargo, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 40 de la presente ley. La Tesorería General de la República estará autorizada para retener los montos que por este concepto corresponda de la devolución anual de impuestos a la renta respectiva, e imputar dichos montos a la deducción mencionada, en la forma que señale el reglamento.

No procederá la compensación a que se refiere el inciso segundo en los casos en que los sujetos afectos por la prohibición de que trata este artículo cesen en sus cargos por destitución o por cualquier otra causal imputable a su conducta.”.

5. Agréganse en el artículo 9°, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos: 

“El Director podrá solicitar la renuncia del Subdirector de Departamento de Subdirección, previa comunicación dirigida por escrito al Consejo de Alta Dirección Pública, la que deberá ser fundada.

Durante los ocho meses anteriores al término del período del nombramiento del Director del Servicio de Impuestos Internos, se requerirá la autorización del Consejo de Alta Dirección Pública para convocar a los procesos de selección de cargos de Subdirectores de dicho servicio. Esta autorización será requerida por el Director y para aprobarse requerirá, al menos, cuatro votos favorables. Tanto el requerimiento como la autorización referidos deberán fundarse exclusivamente en razones de buen servicio, cuyos fundamentos se deberán señalar expresamente.”.

6. Modifícase el artículo 41 del siguiente modo:

a) Intercálase, en su inciso primero, entre la expresión “bienes” y el punto que le sigue, la frase “, conviviente civil y de sus hijos sujetos a patria potestad, y de las personas que se encuentren bajo su tutela o curatela”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para corroborar la integridad y veracidad de la información declarada, el Servicio podrá utilizar la información tributaria de la que dispone, sujeta a reserva, así como también, podrá solicitar información a otros organismos públicos.”.

7. Agrégase a continuación del artículo 41, los siguientes artículos 41 bis y 41 ter, nuevos:

“Artículo 41 bis.- El Servicio podrá corroborar el cumplimiento de las obligaciones que este Título impone a los funcionarios del Servicio, y solicitar al funcionario toda la información de respaldo en los términos del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. El Servicio podrá además efectuar dicha corroboración, oficiosamente, con toda la información contenida en sus bases de datos.

Artículo 41 ter.- La institución tendrá acceso, en todo caso, a la comunicaciones llevadas a cabo a través de cuentas de correo electrónico institucionales u otros mecanismos de intercambio de información que sean provistos por el Servicio a sus funcionarios, las que podrán ser revisadas por la institución en todo caso.”.

8. Agrégase a continuación del artículo 51, el siguiente artículo 51 bis, nuevo: 

“Artículo 51 bis.- Cuando un funcionario del Servicio, en el ejercicio de sus labores, deba sostener una entrevista con el contribuyente o sus representantes, deberá estar acompañado por otro funcionario.”. 

Artículo 9.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 329, del Ministerio de Hacienda: 

1. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 2 la expresión “de Recursos Humanos” por “de Gestión y Desarrollo de Personas”.

2. En el inciso segundo del artículo 4:

a) Agrégase en el numeral 2, a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: ”En el ejercicio de esta facultad establecerá la estructura organizativa interna del Servicio, de conformidad a su dotación máxima de personal y a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas. En dicha estructura considerará, a lo menos, una unidad de Control Fronterizo y Operaciones y una unidad de Contraloría Interna.”.

b) En su numeral 10:

i. Elimínase la palabra “fiscal”.

ii. Intercálase entre las expresiones “de mercancías” y “que por su naturaleza” la expresión “que cumplan con las condiciones técnicas para ello, y”. 

iii. Reemplázase la frase “fiscales destinados al efecto” por “habilitados, o bien,”.

iv. Agrégase después del punto y aparte, que pasa a ser coma, la frase “siéndoles aplicable lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 56 y en los artículos 58 a 62 de la Ordenanza de Aduanas.”.

3. Reemplázase en el artículo 12 la expresión “Subdirección de Recursos Humanos” por “Subdirección de Gestión y Desarrollo de Personas”.

4. En el artículo 14: 

a) Reemplázase su numeral 5 por los siguientes numerales 5, 6 y 7 nuevos, pasando el actual numeral 6 a ser 8.

“5. Valparaíso, con jurisdicción en la Región de Valparaíso, sobre las provincias de Isla de Pascua, Petorca, Quillota, Marga Marga y Valparaíso.

6. San Antonio, con jurisdicción en la Región de Valparaíso, sobre la provincia de San Antonio.

7. Los Andes, con jurisdicción en la Región de Valparaíso, sobre las provincias de Los Andes y San Felipe de Aconcagua.”.

b) Reemplázase su numeral 7 por los siguientes numerales 9 y 10, pasando los actuales numerales 8, 9 y 10 a ser numerales 11, 12 y 13 respectivamente:

“9.- Talcahuano, con jurisdicción sobre la Región del Maule, Región de Ñuble y Región de Bíobío.

10.- Araucanía, con jurisdicción sobre la Región de la Araucanía.”.

Artículo 10.- Modifícase la ley N° 20.322 que Fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria y aduanera, en el siguiente sentido:

1. Agrégase en el artículo 5, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente:

“No podrán conformar la terna quienes hayan sido condenados por crimen o simple delito. Asimismo, no podrán conformarla quienes hayan sido sancionados conforme a lo dispuesto en el artículo 100 bis del Código Tributario, a través de una sentencia firme o ejecutoriada, o fueran solidariamente responsables de la multa ahí señalada.”. 

2. En el artículo 16: 

a) En su inciso primero:

i. Reemplázase la frase “directivos, ejecutivos y administrativos” por la siguiente: “de dirección, ejecución y administración”.

ii. Intercálase entre la palabra “persigan” y la expresión “fines de lucro” la frase “o no”.

b) Agrégase, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“Para el control de lo dispuesto en el inciso primero, los funcionarios de los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberán presentar la declaración anual de intereses y patrimonio establecida en el Título II de la ley N° 20.880 sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, en los términos y oportunidades que ahí se señala. Adicionalmente, los jueces y funcionarios deberán presentar las declaraciones correspondientes de su cónyuge, aun cuando se encuentren separados de bienes, de su conviviente civil y de sus hijos dependientes.

Las responsabilidades y sanciones por el incumplimiento al deber señalado en el inciso anterior se determinarán y aplicarán de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo 2° del Título II de la ley N° 20.880.”.

3. Agrégase en el artículo 19, a continuación del numeral 6° los siguientes numerales 7° y 8° nuevos, pasando el actual numeral 7° a ser 9°:

“7° Estudiar, implementar y evaluar planes y programas de probidad y clima laboral para los Tribunales Tributarios y Aduaneros, sin perjuicio de las facultades conservadoras y disciplinarias de la Corte Suprema.

8° Cuando, en el ejercicio de su función o con ocasión de alguna denuncia efectuada a través de cualquier canal creado para estos efectos, tome conocimiento de la ocurrencia de delitos de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación en que incurra uno o más de los funcionarios de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, deberá denunciar dichos hechos ante los órganos persecutores correspondientes.”.

Artículo 11.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 4 de la ley Nº 20.853, que fortalece el Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria, la expresión “diarios de circulación nacional” por “diarios de circulación nacional o diarios electrónicos”.

Artículo 12. - En el primer inciso del artículo 4 de la ley N° 20.431, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos, reemplázase la frase “escalafón profesional del Servicio” por “escalafón fiscalizador o profesional del Servicio”.

Artículo 13. - Incorpórase en el inciso primero del artículo trigésimo sexto del Título VI de la Ley N° 19.882, a continuación de la frase: “; y, en el Servicio de Impuestos Internos, al cargo de Director Nacional” la siguiente: “y a los cargos de Subdirectores de Departamento de Subdirecciones. Estos últimos quedarán afectos al segundo nivel jerárquico”.

Artículo 14.- Los funcionarios o funcionarias que a la fecha de publicación de la presente ley se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública correspondientes al segundo nivel jerárquico del Servicio de Impuestos Internos, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha. Deberá llamarse a concurso conforme al título VI de la ley Nº 19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa.

Artículo 15.- Modifícase el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “legalmente” y el punto y seguido la expresión “, o a quien haya sido autorizado por ley a requerir dicha información”.

b) Intercálase en el inciso segundo, entre la expresión “cliente” y el punto y aparte, la frase “, así como a quien haya sido autorizado por ley a requerir dicha información”.

Artículo 16.- Incorpórase en el inciso primero del artículo trigésimo sexto del Título VI de la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica, a continuación de la frase: “; y, en el Servicio de Impuestos Internos, al cargo de Director Nacional” la expresión “y a los cargos de Subdirectores de Departamento de Subdirecciones, estos últimos quedarán afectos al segundo nivel jerárquico”.
Artículo 17.- Reemplázase en la partida 00.23, de la Sección 0, sobre Tratamientos Arancelarios Especiales, del Arancel Aduanero, contenido en el decreto N°473 de 2022, del Ministerio de Hacienda, el guarismo “41” por “500”.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Las modificaciones efectuadas en el Código Tributario, contenidas en el artículo 1 entrarán en vigencia según las siguientes reglas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo final transitorio: 

1. El nuevo artículo 6° bis, que incorpora el numeral 7 del artículo 1 de la presente ley comenzará a regir una vez constituido el Consejo Tributario, según lo establecido en el artículo vigesimotercero transitorio.
2. Las modificaciones incorporadas en los artículos 3, 53 y 55 entrarán en vigencia a partir del 1 de enero de 2025.  

Cuando por aplicación de las nuevas disposiciones corresponda determinar intereses por periodos anteriores al segundo semestre de 2002 será aplicable, respecto a dichos periodos la tasa de interés que corresponda al segundo semestre de 2002. 

3. Las modificaciones incorporadas en los artículos 9 y 11 entrarán en vigencia a partir del 1 de mayo de 2025. A partir del mes siguiente a la publicación de la ley los contribuyentes podrán modificar la cuenta de correos registrada en su sitio personal o presentar la solicitud contenida en el inciso primero del artículo 11 incorporado por el numeral 10 del artículo 1.

4. Los procedimientos iniciados de conformidad con el párrafo primero del Título III del Libro III, antes de la entrada en vigencia de la presente ley continuarán su tramitación judicial según las normas vigentes a la fecha de inicio del procedimiento. 

5. El primer reporte semestral a que hace referencia el artículo 85 ter deberá realizarse respecto del segundo semestre de 2024.  

6. Las modificaciones al artículo 89 comenzarán a regir a contar del 1 de julio de 2025.

7. El nuevo artículo 92 ter comenzará a regir a partir del 1° de enero de 2025. Sin perjuicio de lo anterior, durante los años 2025 y 2026, el umbral establecido en esa norma será de ciento treinta y cinco unidades de fomento o su equivalente en moneda extranjera. En los años siguientes, se mantendrá este monto mientras no se dicte la resolución de conformidad al procedimiento establecido en su inciso segundo.
8. Las modificaciones incorporadas en los incisos duodécimo y final del artículo 68 y los nuevos artículos 100 ter, 100 quáter y 100 quinquies, entrarán en vigencia seis meses después de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.  

9. Las modificaciones incorporadas en los artículos 130, 131 bis y 161 comenzará a regir a partir del 1° de enero de 2025. 

10. Las modificaciones incorporadas en los artículos 171, 174, 178, 179 y 185 regirán desde el tercer mes contado desde la publicación de la presente ley.

11. Las modificaciones incorporadas en los artículos 169, 170 inciso primero, 175, 176, 180 y el nuevo artículo 197 bis, comenzarán a regir a partir del 1° de enero de 2025.

12. Para la implementación de las disposiciones de las modificaciones a la letra b) del artículo 6 y 65 ter, el Director, mediante resolución, establecerá el proceso gradual de implementación, comenzando por la Región Metropolitana, la Región de Valparaíso y la Región del Biobío, a contar del primero de enero de 2025. A partir del año 2026 regirá en todo el territorio nacional.
Artículo segundo.- Las modificaciones a la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo primero del Decreto Ley N° 824, de 1974, contenidas en el artículo 2 de esta ley, entrarán en vigencia según las siguientes reglas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo final transitorio: 

1. Las modificaciones introducidas al artículo 41 G y 41 H comenzarán a regir a partir del 01 de enero de 2025.  

2. Las modificaciones introducidas en los artículos 10, 32 y 41 E comenzarán a regir el primer día del mes siguiente al de la publicación en el Diario Oficial.

Artículo tercero.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 3 de esta ley a la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios contenida en el Decreto Ley N° 825, de 1974, entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final, sin perjuicio de lo que a continuación se señala:. 

1. Las modificaciones incorporadas en el nuevo artículo 3 bis, el artículo 4 y en letra B del artículo 12, comenzarán a regir doce meses después de la publicación de la presente ley.  

2. Las modificaciones incorporadas en el artículo 36 comenzarán a regir seis meses con posterioridad a la dictación del decreto supremo que reemplace al Decreto Supremo Nº 348 de 1975, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción cuyo texto refundido se encuentra en el Decreto Supremo Nº79 de 1991 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que deberá dictarse dentro de los tres meses siguientes al de publicación en el Diario Oficial.  

Artículo cuarto.- Las modificaciones introducidas en decreto con fuerza de ley N° 30, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas, contenidas en el artículo 5 de esta ley, entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final, con excepción de las modificaciones en los artículos 25 bis, 125 y 127 que entrarán en vigencia el 1 de enero de 2025. 

Artículo quinto.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 6 de esta ley en el artículo 9 de la ley 21.420, que reduce o elimina exenciones tributarias que indica, entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final.

Artículo sexto.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 7 de esta ley en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior,  entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final.

Artículo séptimo.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 8 de esta ley en el artículo vigésimo tercero, contenido en la ley N°  21.210, que moderniza la legislación tributaria, entrarán en vigencia según las siguientes reglas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo final transitorio:

Las modificaciones incorporadas en el artículo 4, con excepción de las modificaciones a los literales b) y p) y el nuevo literal t); en los artículos 43, 70, 71, 72, 73, 74 y en los nuevos artículos 57 bis, 57 ter y 57 quáter, entrarán en vigencia a partir del 1 de enero de 2025.

Artículo octavo.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 9 de esta ley en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, que fija texto de la Ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos y adecúa disposiciones legales que señala, entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final.

Artículo noveno.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 10 de esta ley en el decreto con fuerza de ley Nº 329, de 1979, que aprueba la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final. 

Artículo décimo.- Las modificaciones incorporadas por el artículo 11 de esta ley en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, que fija texto de la ley N° 20.322 que Fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria y aduanera, entrarán en vigencia según lo dispuesto en el artículo transitorio final.

Artículo undécimo.- Establécese a partir del 1 día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley hasta el 30 de noviembre del mismo año, el siguiente sistema voluntario y extraordinario de declaración de bienes o rentas que se encuentren en el extranjero: 

1. Contribuyentes que pueden acogerse. 

Los contribuyentes domiciliados, residentes, establecidos o constituidos en Chile con anterioridad al 1 de enero de 2023, podrán optar voluntariamente por declarar ante el Servicio de Impuestos Internos, en la forma que determine mediante resolución, sus bienes y rentas que se encuentren en el extranjero, cuando habiendo estado afectos a impuestos en el país, no hayan sido oportunamente declarados o gravados con los tributos correspondientes en Chile, aun cuando hayan sido declarados o informados para fines cambiarios, o cuando los bienes o rentas se mantengan u obtengan en el exterior a través de mandatarios, trusts u otros encargos fiduciarios o mandatarios. También podrán declarar sus bienes y rentas que se encuentren en Chile, cuando sean beneficiarios de aquellos a través de sociedades, entidades, trusts, encargos fiduciarios o mandatarios en el extranjero. Cuando los bienes o rentas se tengan indirectamente o a través de encargos fiduciarios o mandatarios, en la declaración se deberá identificar a los beneficiarios finales de tales bienes o rentas.

Con la presentación de esta declaración, se entenderá que los contribuyentes autorizan al Servicio de Impuestos Internos, a la Unidad de Análisis Financiero y cualquier otra institución u órgano del Estado que pueda tener injerencia en lo que respecta a la declaración e ingreso de los bienes y rentas materia de este artículo, para requerir a los bancos información específica sobre las rentas o bienes que se haya incluido en ella, quienes deberán entregarla sin más trámite que la solicitud de la respectiva institución, acompañada de copia de la citada declaración, como asimismo para que entre todas las instituciones mencionadas puedan intercambiar entre sí, de la misma forma, dicha información para los fines de lo dispuesto en este artículo. Lo anterior, es sin perjuicio de las facultades del Banco Central de Chile para requerir los antecedentes de operaciones de cambios internacionales de acuerdo a la ley orgánica constitucional que lo rige, como asimismo para hacer entrega de información sujeta a reserva conforme al procedimiento que señala el artículo 66 de ese mismo cuerpo legal.

2. Ingreso de los bienes o rentas declaradas al país.

Los contribuyentes que declaren los bienes o rentas de que trata este artículo no estarán obligados, para efectos de este artículo, a ingresarlos al país. Quienes opten por ingresarlos deberán hacerlo, cuando ello sea pertinente, a través de los bancos, según las instrucciones impartidas por el Banco Central de Chile para el efecto; cumplirán con lo establecido en el numeral 17 y autorizarán a las instituciones públicas a que se refiere el numeral 1 para requerir a los bancos respectivos información específica sobre las rentas o bienes que se hayan incluido en la declaración, como asimismo, para que entre tales instituciones intercambien dicha información para los fines de lo dispuesto en este artículo. Lo anterior es sin perjuicio de las facultades del Banco Central de Chile para limitar o restringir la realización de las operaciones de cambios internacionales, conforme a lo dispuesto en los artículos 40, 42 y 49 de la ley orgánica constitucional que lo rige, o de las atribuciones que otras leyes le otorgan en materia cambiaria.

3. Reglas aplicables a los bienes y rentas que podrán acogerse.

3.1. Bienes y rentas.

Podrán ser objeto de la declaración que establece este artículo los siguientes bienes o rentas:

a) toda clase de bienes, incluyendo bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, tales como acciones o derechos en sociedades constituidas en el exterior, o el derecho a los beneficios de un trust o fideicomiso. Se incluye también dentro de esta categoría toda clase de instrumentos financieros o valores, tales como bonos, cuotas de fondos, depósitos, y otros similares, que sean pagaderos en moneda extranjera. 

b) divisas.

c) rentas que provengan de los bienes indicados en las letras anteriores, tales como dividendos, utilidades, intereses, y todo otro incremento patrimonial que dichos bienes hayan generado.

En el caso de bienes que conforme a la legislación extranjera sean de titularidad o propiedad común mientras viva uno de los titulares o propietarios, se considerará el porcentaje según la prorrata que fijen las partes mediante escritura pública suscrita hasta antes de la presentación de la declaración o según la prorrata simple que corresponda según el número de titulares o beneficiarios.

Con todo, los contribuyentes no podrán someter al presente sistema los bienes o rentas que al momento de la declaración se encuentren en países o jurisdicciones catalogadas como de alto riesgo o no cooperativas en materia de prevención y combate al lavado de activos y al financiamiento del terrorismo por el Financial Action Task Force (FATF/GAFI).

3.2. Fecha de adquisición de los bienes. 

Sólo podrán acogerse a este artículo los bienes o derechos que el contribuyente acredite fehacientemente haber adquirido con anterioridad al 1 de enero de 2023 y las rentas que provengan de tales bienes hasta el 31 de diciembre de 2023, ello sin perjuicio de la obligación de cumplir en el futuro con los impuestos y demás obligaciones que puedan afectar a tales bienes o rentas conforme a las normas legales que les sean aplicables, para efectos de índole aduanera, cambiaria, societaria, de mercado de valores, entre otras.

3.3. Prueba del dominio de los bienes y rentas.

Sin perjuicio de las reglas especiales de este numeral, los contribuyentes que se acojan a las disposiciones de este artículo deberán acompañar los antecedentes necesarios que el Servicio de Impuestos Internos solicite y determine mediante resolución para acreditar su dominio, derecho a los beneficios o cualquier derecho o título fiduciario sobre los bienes o rentas declarados o gastos o consumos financiados con dichas rentas, su origen, su fecha de adquisición o sobre las transacciones, pagos, y egresos que corresponda.  

Para estos efectos, el Servicio deberá incluir, en lo que sea pertinente, las instrucciones que la Unidad de Análisis Financiero y demás instituciones u órganos del Estado emitan respecto a la aplicación de este artículo en lo relativo a los resguardos necesarios para dar cumplimiento al intercambio de información entre tales instituciones, respecto de los bienes o rentas que los contribuyentes voluntariamente declaren o ingresen al país conforme a este régimen transitorio y extraordinario. 

Cuando estos bienes hayan debido ser inscritos o registrados en el exterior, conforme a la legislación del país en que se encuentren, su adquisición por parte del contribuyente se acreditará con un certificado de la entidad encargada del registro o inscripción, debidamente legalizado y autenticado o apostillado y traducido al idioma español, según corresponda, en el que conste la singularización de los bienes y el hecho de estar registrados o inscritos a nombre del contribuyente, de una entidad de su propiedad, de su mandatario o encargado fiduciario. 

Cuando se trate de acciones u otros títulos, el contribuyente deberá acompañar copia de ellos, incluyendo una certificación del emisor en que se acredite su autenticidad, vigencia y el hecho de haberse emitido con anterioridad a la fecha señalada en el punto 3.2., todo ello debidamente legalizado, autenticado o apostillado y traducido al idioma español, según sea el caso. Además, el contribuyente deberá acompañar, cumpliendo los mismos requisitos, copia del acto o contrato en virtud del cual adquirió los precitados títulos. 

Cuando el derecho a los bienes o rentas se tengan o ejerza indirectamente, o a través de trusts, encargos fiduciarios o mandatarios, se deberá identificar al constituyente o settlor, al administrador, encargado fiduciario o trustee y a los beneficiarios finales de tales bienes o rentas, acompañando copia del mandato, encargo fiduciario o trust, debidamente legalizado y autenticado o apostillado y traducido al idioma español, según corresponda. 

Cuando, para los fines de este artículo, las instituciones públicas de que trata esta misma disposición lo soliciten, en el ejercicio de sus facultades conferidas por ley, el contribuyente deberá exhibir los títulos originales de tenerlos aún en su poder, o, en su defecto, acompañar copia del título que dé cuenta de su enajenación posterior a la declaración, todo ello legalizado y autenticado o apostillado y traducido al idioma español, según corresponda, el que de todas formas deberá haberse emitido o suscrito cumpliendo con las formalidades que de acuerdo a la legislación chilena permitan establecer su fecha cierta. 

Podrán incluirse en la declaración a que se refiere este artículo bienes respecto de los cuales, a la fecha de la declaración, no se cuente con los documentos legalizados, autenticados o traducidos, sin perjuicio que, cuando el Servicio de Impuestos Internos lo requiera en el ejercicio de sus facultades de fiscalización, el contribuyente deberá acompañarlos con posterioridad a ella y hasta antes de emitirse el giro del impuesto respectivo. 

4. Forma y plazo de la declaración. 

La declaración a que se refiere este artículo deberá ser presentada por el contribuyente ante el Servicio de Impuestos Internos, dentro del plazo que fija este artículo, junto con todos los antecedentes de hecho y de derecho en que se funde, de los cuales debe desprenderse el cumplimiento de los requisitos de este sistema voluntario, transitorio y extraordinario de declaración, momento a partir del cual se entenderá que autoriza a las instituciones públicas a que se refiere este artículo para intercambiar información respecto de los bienes o rentas que consten en su declaración. Dentro del plazo señalado, los contribuyentes podrán presentar cuantas declaraciones estimen pertinentes. 

5. Inventario y descripción de los bienes, rentas, consumos y gastos de vida.
Los contribuyentes deberán acompañar a la declaración establecida en este artículo, la que formará parte integrante de ella para todos los efectos, un inventario y descripción detallada de todos los bienes, rentas que sean objeto de ella, con indicación de su origen, naturaleza, especie, número, cuantía, lugar en que se encuentran y personas o entidades que los tengan a cualquier título, cuando no se hallen directamente en poder o a nombre del contribuyente, incluyendo aquellos que con anterioridad se hayan omitido o declarado en forma incompleta o inexacta. 

6. Sanción por la incorporación dolosa de bienes o rentas de terceros en la declaración. 

Aquellos contribuyentes que maliciosamente y con infracción a las disposiciones de este artículo incluyan en su propia declaración bienes o rentas de terceros, serán sancionados con multa del trescientos por ciento del valor de los bienes o rentas de que se trate, determinado según el numeral 7 de este artículo, y con presidio menor en sus grados máximo. La multa que establece este numeral se aplicará de acuerdo al procedimiento que establece el número 2 del artículo 165 del Código Tributario. 

7. Reglas para la valoración de los bienes y rentas declarados. 

El contribuyente deberá informar los bienes a su valor comercial a la fecha de la declaración. Dicho valor será determinado de acuerdo a las siguientes reglas: 

a) En el caso de acciones, derechos o cualquier título sobre sociedades o entidades constituidas en el extranjero; bonos y demás títulos de crédito, valores, instrumentos y cualquier activo que se transe en el extranjero en un mercado regulado por entidades públicas del país respectivo, el valor de tales activos será el precio promedio que se registre en tales mercados dentro de los seis meses anteriores a la fecha de la presentación de la declaración. Lo anterior deberá acreditarse con un certificado emitido por la respectiva autoridad reguladora o por un agente autorizado para operar en tales mercados, debidamente legalizado y autenticado o apostillado y traducido al idioma español, según corresponda. 

b) En el caso de inversiones financieras compuestas de diferentes instrumentos y contratos, se considerará el saldo global de todos ellos de acuerdo a la respectiva cuenta o portafolio, según los certificados o cartolas emitidos por las respectivas instituciones financieras o bancarias al 31 de diciembre de 2023.  

c) Cuando no pueda aplicarse lo dispuesto en las letras a) y b) anteriores, deberán declararlos a su valor comercial o de mercado, y tendrán como base para tales efectos un informe de valoración elaborado por auditores independientes inscritos en la Superintendencia de Valores y Seguros. 

d) Los valores a que se refieren las letras precedentes, cuando sea pertinente, deberán convertirse a moneda nacional de acuerdo al tipo de cambio informado para la respectiva moneda extranjera por el Banco Central de Chile según el número 6., del Capítulo I, del Compendio de Normas de Cambios Internacionales o el que dicho Banco establezca en su reemplazo, correspondiente al día hábil anterior a la declaración. 

e) El valor determinado conforme a este numeral, una vez pagado el impuesto único que establece el presente artículo, constituirá el costo de dichos bienes para todos los efectos tributarios. 

f) En el caso de contribuyentes que declaren su renta efectiva afecta al impuesto de primera categoría en base a contabilidad completa, los bienes y las rentas declarados, deberán registrarse en la contabilidad a la fecha de su declaración, al valor determinado conforme a este numeral y se considerarán como capital para los efectos de lo dispuesto en el número 29, del artículo 17, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974. Los demás contribuyentes deberán considerar dicho valor como costo de tales activos para todos los efectos tributarios. 

g) Si el contribuyente no acredita el valor de los bienes o la cuantía de las rentas conforme a lo dispuesto en este numeral, el Servicio de Impuestos Internos podrá tasarlos conforme a lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario, y se aplicará la totalidad de las normas de ese Código relativas a la tasación, incluido el derecho del contribuyente a reclamar de aquella conforme al procedimiento general de reclamación. Las diferencias de impuesto único que se determinen como consecuencia de la tasación que efectúe dicho Servicio, dentro de los plazos de prescripción que fija el artículo 200 del Código Tributario, se considerarán para todos los efectos tributarios, como un impuesto sujeto a retención. Aceptada la tasación por el contribuyente o ratificada por sentencia ejecutoriada, los valores tasados deberán considerarse formando parte del costo para fines tributarios de los respectivos bienes. 

8. Procedimiento. 

Presentada la declaración que regla este artículo y con el sólo mérito de aquella, el Servicio de Impuestos Internos deberá girar dentro de los cinco días hábiles siguientes un impuesto único y sustitutivo de los demás impuestos que pudieren haber afectado a los bienes y rentas declarados, el que se aplicará con una tasa de 12%, sobre el valor de dichos bienes o rentas determinado por el contribuyente.  

El pago de este impuesto deberá efectuarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación del respectivo giro, y deberá dejarse constancia del pago en el expediente respectivo. El Servicio de Impuestos Internos dispondrá del plazo de doce meses contados desde la fecha del pago del impuesto para la fiscalización del cumplimento de los requisitos que establece este artículo, vencido el cual, se presumirá de derecho que la declaración del contribuyente y los antecedentes en que se funda han sido presentados en conformidad a sus disposiciones. Dentro de ese plazo, el Servicio podrá ejercer la totalidad de las atribuciones que le confiere la presente disposición legal, y girar las eventuales diferencias de impuesto único que puedan resultar. Vencido el plazo de doce meses, caducan de pleno derecho las facultades de dicho Servicio para la revisión y fiscalización de la respectiva declaración. 

En caso de incumplirse alguno de los requisitos que establece esta ley el Servicio de Impuestos Internos notificará al contribuyente, dentro de los plazos señalados, una resolución en que se declare incumplimiento, con indicación del requisito de que se trate y solicitará, en cuanto ello sea posible, subsanarlo dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la respectiva notificación. Desde la referida notificación y hasta la resolución que deberá emitir el Servicio de Impuestos Internos respecto de haberse o no subsanado el incumplimiento, se suspenderá el plazo de doce meses que fija este número. En caso de no haberse subsanado el incumplimiento, el Servicio señalado podrá ejercer las facultades que le confiere el Código Tributario, su ley orgánica y las demás disposiciones legales, e informará de ello al Banco Central de Chile, a la Unidad de Análisis Financieros y demás órganos del Estado que corresponda. 

Contra la resolución que dicte el Servicio que declara fundadamente el incumplimiento de los requisitos de este artículo, el contribuyente tendrá derecho a reclamar conforme al procedimiento general que establece el Libro Tercero del Código Tributario. En caso de haberse declarado por sentencia firme el incumplimiento de los requisitos que establece este artículo, no procederá la devolución del impuesto único y sustitutivo pagado, ello sin perjuicio de que no se producirán en ese caso los efectos que el presente artículo atribuye al citado pago. 

9. Tratamiento del impuesto único. 

El impuesto de este artículo no podrá utilizarse como crédito contra impuesto alguno, ni podrá deducirse como gasto en la determinación del mismo impuesto único ni de ningún otro tributo. No obstante lo anterior, no se aplicará en este caso lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. 

10. Regularización de información cambiaria. 

Los contribuyentes que se acojan a las disposiciones de este artículo, además de presentar la declaración y efectuar el pago del impuesto respectivo, deberán regularizar, en su caso, el cumplimiento de las obligaciones impuestas en materia cambiaria por el Banco Central de Chile conforme a su ley orgánica constitucional, en la forma y en los plazos que esta institución determine. 

11. Prohibiciones. 

No podrán acogerse a las disposiciones de este artículo las personas que a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, hayan sido: 

a) condenadas, formalizadas o sometidas a proceso por alguno de los delitos señalados en las letras a) o b) del artículo 27 de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos, según éstos se regulen en dicha ley, en las modificaciones vigentes a la fecha de publicación de esta ley o sean regulados en cualquier normativa que se dicte a futuro y que amplíe dicho concepto, siempre y cuando dicha ampliación se haya producido con anterioridad a la fecha en que el contribuyente se acoja a las disposiciones de este artículo; o quienes hayan sido juzgados y condenados en el extranjero por el delito de lavado de dinero o delitos base o precedente. 

b) condenadas, formalizadas o sometidas a proceso por delito tributario. 

c) condenadas, formalizadas o sometidas a proceso por los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho en los términos previstos en la ley N° 20.393, sobre responsabilidad penal de las personas jurídicas. 

d) condenadas, formalizadas o sometidas a proceso por alguno de los delitos establecidos en los artículos 59 y 64 de la ley orgánica constitucional que rige al Banco Central de Chile. 

e) objeto de una citación, liquidación, reliquidación o giro por parte del Servicio de Impuestos Internos, que diga relación con los bienes o rentas que se pretenda incluir en la declaración a que se refiere este artículo. 

12. Efectos de la declaración y pago del impuesto. 

Con la declaración y pago del impuesto único que establece el presente artículo, y siempre que se cumplan los requisitos que establece, se presumirá de derecho la buena fe del contribuyente respecto de la omisión de declaración o falta de cumplimiento de las obligaciones respectivas. Conforme a ello, y sobre la base del mérito de la resolución del Servicio de Impuestos Internos que acredite el cumplimiento de las condiciones establecidas para acogerse al sistema establecido por este artículo o transcurrido el plazo de doce meses que señala el numeral 8 anterior, se extinguirán de pleno derecho las responsabilidades civiles, penales o administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones establecidas por la legislación cambiaria, tributaria, de sociedades anónimas y de mercado de valores, tanto respecto de los bienes o las inversiones de cualquier naturaleza, como de las rentas que éstas hayan generado y que se incluyeron en la declaración respectiva para los fines del presente artículo. Lo dispuesto en este numeral no tendrá aplicación respecto de los deberes de información y lo establecido en el artículo 27 de la ley N° 19.913; ni tampoco beneficiará a las personas que se encuentren en cualquiera de las situaciones señaladas en el numeral precedente. 

13. Obligaciones que afectan a los funcionarios públicos. 

El Servicio de Impuestos Internos, el Banco Central de Chile y la Unidad de Análisis Financiero, las demás instituciones u órganos del Estado y bancos, así como el personal que actúe bajo su dependencia, no podrán divulgar en forma alguna la cuantía o fuente de los bienes o rentas, consumos, ni otros datos o antecedentes que hayan sido proporcionados por el contribuyente con motivo de la declaración que efectúe conforme a este artículo.  

Para estos efectos se aplicará lo dispuesto en los artículos 35 del Código Tributario, 66 de la ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile y 13 de la ley N° 19.913, según corresponda. Lo dispuesto en el párrafo precedente, no obsta a la entrega e intercambio de información de las instituciones a que se refiere este artículo respecto de la aplicación de la ley N° 19.913 y al intercambio de información establecido en los numerales 1 y 17 de este artículo. 

14.  Radicación y registro en el país de activos subyacentes. 

En el caso en que los contribuyentes que tengan los bienes y rentas declarados respecto de los cuales paguen el impuesto único que establece este artículo a través de sociedades u otras entidades o encargos fiduciarios, y siempre que den cumplimiento a las demás obligaciones de acceso de información para su adecuado intercambio entre las instituciones señaladas en el numeral 1 de este artículo, podrán solicitar ante las autoridades respectivas que una vez pagado el tributo señalado los activos que se encuentran radicados en tales sociedades, entidades o propietarios fiduciarios, se entiendan, para todos los efectos legales, radicados directamente en el patrimonio del contribuyente en Chile, ello siempre que disuelvan tales sociedades o entidades o dejen sin efecto los encargos fiduciarios. Será título suficiente para efectos del registro o inscripción, según corresponda, de tales bienes a su nombre, la presente ley. 

Para estos efectos el contribuyente deberá acreditar ante quien corresponda que los bienes o rentas a registrar o inscribir han sido materia de la declaración y se ha pagado a su respecto el impuesto que contempla esta ley. 

En estos casos la radicación de estos bienes en el patrimonio del contribuyente no se considerará una enajenación, sino que una reorganización de él, siempre que los activos se registren de acuerdo al valor que haya quedado afecto a la declaración y pago del impuesto que contempla este artículo, caso en el cual el Servicio de Impuestos Internos no podrá ejercer las facultades que establece el artículo 64 del Código Tributario, salvo para el caso de determinar el valor de tales bienes para efectos de la aplicación del impuesto único a que se refiere el presente artículo. 

15. Vencido el plazo para presentar la declaración y pagar el impuesto que establece este artículo no se podrá efectuar una nueva declaración en los términos del artículo 36 bis del Código Tributario, ni corregir, rectificar, complementar o enmendar la presentada originalmente. 

16. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 97 N°4 del Código Tributario se considerará como una circunstancia agravante para la aplicación de la pena, el hecho de que el contribuyente no se haya acogido al régimen establecido en este artículo. 

17. De las medidas antilavado de activos y prevención del financiamiento del terrorismo. 

Lo dispuesto en el presente artículo en ningún caso eximirá del cumplimiento de las obligaciones impuestas por la ley N° 19.913 y demás normas dictadas en materia de prevención de lavado de activos y financiamiento del terrorismo. Los sujetos obligados por dicha ley deberán coordinar e implementar sistemas y medidas de detección y análisis antilavado de las operaciones que se lleven a cabo en virtud del presente sistema, tendientes a identificar de manera eficiente la declaración o internación de bienes y rentas que puedan provenir de alguno de los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913. 

El Servicio de Impuestos Internos deberá reportar a la Unidad de Análisis Financiero las operaciones que estimen como sospechosas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la ley N° 19.913. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero, previa solicitud, tendrá acceso permanente y directo para el debido cumplimiento de sus funciones legales a toda la información recabada por las instituciones públicas referidas, respecto de los bienes y rentas declaradas por los contribuyentes conforme a este artículo, sin restricciones de ningún tipo, inclusive si ésta está sujeta a secreto o reserva. El Servicio de Impuestos Internos deberá implementar controles sobre la identificación de los contribuyentes que se acojan al sistema de acuerdo a los estándares que establece el Grupo de Acción Financiera en sus Recomendaciones Antilavado y Contra el Financiamiento del Terrorismo del GAFI, de acuerdo a lo que solicite expresamente la Unidad de Análisis Financiero. Por su parte, el Banco Central de Chile proporcionará los antecedentes que le soliciten la Unidad de Análisis Financiero o el Ministerio Público, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 66 de la ley orgánica constitucional que lo rige. 

Se conformará una comisión de coordinación y supervisión para asegurar el cumplimiento efectivo de las medidas antilavado de activos establecidas en el presente artículo y en la normativa relacionada que se emita por las referidas instituciones, la que se constituirá y funcionará por el tiempo necesario para cumplir con las disposiciones de este artículo, conforme lo determinen en conjunto el Servicio de Impuestos Internos y la Unidad de análisis financiero. En ella participarán el Servicio y Unidad referidos y cualquiera otra institución pública que se considere relevante para este propósito. Los bancos que intervengan en las operaciones que se acojan al sistema que establece este artículo deberán establecer mecanismos de prevención de lavado de activos y financiamiento al terrorismo, con los controles para identificar debidamente a los contribuyentes que deseen ingresar activos de acuerdo a los estándares de debido conocimiento de clientes del GAFI, solicitar una declaración de origen de los fondos y requerir la identificación plena de los beneficiarios finales conforme a las reglas de este artículo. 

Los bancos deberán reportar a la Unidad de Análisis Financiero cualquier operación sospechosa que detecten en el análisis de la información proporcionada por los contribuyentes, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3 de la ley N° 19.913 y en las circulares emitidas por dicha Unidad al efecto. 

Los documentos o declaraciones emitidas por las autoridades competentes en el marco del presente sistema de declaración no pueden ser considerados como declaraciones oficiales de que los activos, rentas o fondos declarados o ingresados son de origen lícito. 

Los contribuyentes que ingresen activos conforme al presente sistema sólo podrán hacerlo en caso de que ellos provengan de países que cuenten con normativa antilavado que aplique las Recomendaciones del GAFI y cuyas Unidades de Inteligencia Financiera pertenezcan al Grupo Egmont. 

Artículo duodécimo.- Los contribuyentes que a la entrada en vigencia de la presente ley mantengan gestiones judiciales pendientes por reclamos de giros o liquidaciones de tributos ante Tribunales Tributarios y Aduaneros, Cortes de Apelaciones o Corte Suprema, por una única vez entre el primer día del mes siguiente al de publicación de la presente ley y el 30 de noviembre de 2024, podrán poner término a dichas gestiones judiciales siempre que se hayan iniciado antes del 1 de enero de 2024, sobre la base que, reconociendo la deuda tributaria debidamente reajustada, se les conceda una condonación total de intereses y multas por parte del Servicio de Impuestos Internos. 

Para tal efecto, los contribuyentes se sujetarán a las siguientes reglas: 

1. Los contribuyentes deberán presentar una solicitud al Servicio de Impuestos Internos a través de su sitio web u otros medios electrónicos, acompañar los antecedentes y ofrecer caución suficiente del pago de la deuda tributaria, de conformidad a la resolución a que se refiere el número 5 siguiente. 

2. Con el solo mérito del comprobante de ingreso de la solicitud el contribuyente podrá concurrir ante el tribunal que esté conociendo de la gestión judicial pendiente para que suspenda el procedimiento mientras el Servicio de Impuestos Internos no resuelva conforme al número 3 siguiente. 

3. Dentro del plazo de tres meses contados desde la fecha de presentación de la solicitud el Servicio de Impuestos Internos revisará el cumplimiento formal de los requisitos establecidos en el presente artículo y la suficiencia de la caución ofrecida. Una vez verificados dichos requisitos, dictará una resolución, la que será ingresada al tribunal que esté conociendo de la gestión judicial pendiente. Una vez ingresada la resolución por parte del Servicio de Impuestos Internos, rendida la caución por el contribuyente y ratificada ante el tribunal, se levantará un acta dentro de quinto día, la que pondrá término a las gestiones judiciales que corresponda, y se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.  

4. Si el fallo de primera instancia o de apelación, ha sido parcialmente favorable al reclamo, el contribuyente podrá acogerse a lo dispuesto en este artículo sobre la parte del fallo de primera instancia o apelación, según corresponda, que no le fue favorable, reconociendo y pagando la deuda tributaria correspondiente a esa parte, y concediéndosele la condonación del total de los intereses y multas que a ella corresponda. Respecto de la parte del fallo que fue favorable al interés del contribuyente, una vez presentada la solicitud y dentro del proceso de revisión formal de los requisitos de procedencia, el Servicio de Impuestos Internos evaluará si corresponde poner término al juicio por esta vía teniendo presente los argumentos vertidos y las expectativas de ganancia o pérdida en el juicio.  

5. El Servicio de Impuestos Internos, por resolución fundada, regulará el procedimiento administrativo a que se refiere el presente artículo, así como la forma y plazo en que se deba ofrecer caución suficiente.  

6. El cobro de la deuda que se gire por el Servicio de Impuestos Internos de conformidad con este artículo podrá acogerse a las facilidades que establece el artículo 192 del Código Tributario en los términos que dicha norma señala.  

7. El Servicio de Impuestos Internos publicará en su sitio web, la nómina de los juicios que se haya puesto término conforme a este artículo, identificados por su número de rol y parte reclamante.  

Lo dispuesto en los números anteriores no será aplicable respecto de hechos en relación con los cuales el Servicio de Impuestos Internos haya ejercido acción penal, salvo cuando se haya decretado sobreseimiento o absolución respecto del contribuyente; cuente con un acuerdo reparatorio o suspensión condicional del procedimiento, ambos cumplidos; o, finalmente, cuando exista en la respectiva carpeta una decisión de no perseverar en la investigación por parte del Ministerio Público. Asimismo, no se aplicará respecto de los reclamos de liquidaciones o giros de impuesto por parte del Servicio de Impuestos Internos que se relacionen con los hechos conocidos en juicios a que se refiere el artículo 160 bis del Código Tributario. En caso de haberse denegado una solicitud por alguna de las causales que contempla este numeral, el contribuyente podrá reiterarla, cumpliendo los demás requisitos, si resulta sobreseído, absuelto, o cuenta con acuerdo reparatorio, suspensión condicional o la decisión de no perseverar la investigación verificadas una vez vencido el plazo a que se refiere el inciso primero de este artículo.

Artículo decimotercero.- Desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial y hasta el 31 de octubre de 2024, excepcionalmente el Servicio de Tesorerías deberá otorgar facilidades de hasta cuarenta y ocho meses, para el pago en cuotas periódicas, mensuales y sucesivas, de los impuestos adeudados o multas por incumplimientos administrativos, vencidos hasta el 31 de diciembre de 2023, conforme a lo establecido en el artículo 192 del Código Tributario. A la fecha de suscripción del respectivo convenio el Servicio de Tesorerías condonará la totalidad de los intereses y sanciones por la mora en el pago de los impuestos respectivos, beneficio al que también podrán acceder aquellos contribuyentes que paguen al contado. Asimismo, dichos convenios no generarán intereses y multas mientras el deudor se encuentre cumpliendo y mantenga vigente su convenio de pago. En el caso de aquellos contribuyentes que suscriban un convenio que contemple al menos un impuesto vencido entre el 31 de octubre de 2019 y el 30 de junio de 2022, no se exigirá pago mínimo inicial.

El Servicio de Tesorerías regulará, mediante instrucciones internas, las reglas generales y uniformes para la aplicación de los beneficios establecidos en este artículo, y las situaciones excepcionales en que éstas no procederán por razones fundadas.

Artículo decimocuarto.- El Tesorero General de la República declarará de oficio, dentro de los 180 días siguientes a la fecha de la publicación de la presente ley, la prescripción de las acciones de cobro del Fisco respecto al saldo vigente a dicha fecha, de los tributos, multas, créditos fiscales y sus recargos legales, excluido el impuesto territorial, girados o emitidos hasta el 31 de diciembre de 2013. Para estos efectos, se considerará que cualquier interrupción o suspensión de la prescripción de la acción de cobro no produjo el efecto de interrumpir ni suspender el cómputo del plazo. La facultad se ejercerá mediante normas o criterios de general aplicación que el Tesorero General determinará mediante resolución.

Artículo decimoquinto.- El Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución, establecerá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica de los concursos de asignación de funciones de jefaturas.

Artículo decimosexto.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de 180 días contado de la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, modifique las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. También podrá establecer la gradualidad en que se realizarán dichas modificaciones y oportunidad en que podrán comenzar a proveerse. Además, podrá establecer la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones a las plantas antes indicadas. Los cargos antes señalados se proveerán de acuerdo con los incisos siguientes. También, en el ejercicio de esta facultad, determinará los cargos vacantes de la planta vigente que se podrán proveer de acuerdo a los incisos siguientes y fijar la gradualidad para su provisión.

La provisión de los cargos a que se refiere el inciso anterior en las plantas de profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares se realizará mediante concurso interno de antecedentes. El decreto con fuerza de ley señalado en el inciso anterior podrá establecer las normas complementarias para los referidos concursos. Con todo, por aplicación de este artículo, los funcionarios podrán subir el máximo de grados que determine dicho decreto con fuerza de ley para cada estamento.

En los respectivos concursos internos de antecedentes podrán participar los funcionarios que cumplan con las siguientes condiciones: 

a) Los funcionarios titulares de un cargo de la misma planta de la vacante a proveer, siempre que se encuentren nombrados en el grado inmediatamente inferior al de la vacante convocada y reúnan los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. 

b) Los funcionarios a contrata asimilado a la misma planta del cargo de la vacante a proveer, que tengan dicha calidad al 31 de diciembre de 2023 y siempre que: se encuentren calificados en lista Nº1, de Distinción, o lista Nº2, Buena, durante, a lo menos, los dos años previos al concurso y reúnan los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. Los funcionarios a contrata asimilados a las plantas de fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares, solo podrán postular a los cargos vacantes del último grado de la planta a la cual se encuentren asimilados. Los funcionarios a contrata asimilados a la planta de profesionales solo podrán postular, como máximo, al mismo grado de la planta al que se encuentren asimilados al 31 de diciembre de 2023. 

En la convocatoria de los concursos, deberán considerarse, a lo menos, los factores de experiencia calificada y evaluación de desempeño. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, el que deberá publicarse, a lo menos, en la página web de la institución.

La provisión de los cargos vacantes en las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se efectuará, en cada grado, en orden decreciente conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional. 

La provisión de los cargos vacantes de la planta de fiscalizadores se efectuará de conformidad a lo dispuesto en la letra e) del artículo 15 de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

En lo no previsto en el presente artículo estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.  

Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos a que se refiere el inciso primero, se sujetarán igualmente a las normas de este artículo, y las demás normas que establezca el decreto con fuerza de ley a que se refiere el inciso primero.

El nombramiento en los cargos provistos por los concursos internos a que se refiere este artículo regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone.

Artículo decimoséptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. En el ejercicio de esta facultad, podrá modificar el monto del bono por experiencia calificada de apoyo a la gestión tributaria para el personal del Servicio de Impuestos Internos titular de cargos de las plantas de administrativos y de auxiliares, establecido en el artículo 7º de la ley Nº 20.853. También podrá establecer la gradualidad en que las modificaciones antes indicadas se lleven a efecto. Asimismo, podrá establecer la fecha de entrada en vigencia de dichas modificaciones.

2. También podrá modificar el monto de los recursos que deberán destinarse al financiamiento de la asignación del artículo 7 de la Ley Nº19.646, establecido en el artículo 8 de dicha ley. Asimismo, podrá establecer la gradualidad en que las modificaciones antes indicadas se lleven a efecto como la fecha de entrada en vigencia de dichas modificaciones.

3. Además, podrá modificar los porcentajes de la asignación especial de estímulo en su componente fijo y los porcentajes de su componente asociado a la gestión tributaria, definidos en el artículo 4° de la ley Nº 19.646, para los estamentos técnicos, administrativos y auxiliares. También podrá establecer la gradualidad en que las modificaciones antes indicadas se lleven a efecto. Asimismo, podrá establecer la fecha de entrada en vigencia de dichas modificaciones.

Artículo decimoctavo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de los artículos decimoctavo transitorio y decimonoveno transitorio durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Servicio de Impuestos Internos. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pueda financiar con esos recursos. Para los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.

Artículo decimonoveno.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal del Servicio Nacional de Aduanas y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de ellas. En especial, podrá determinar el número de cargos para cada grado de la Escala de Fiscalizadores que se asignen a dichas plantas y podrá establecer la gradualidad en que los cargos serán creados; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; los cargos de exclusiva confianza y de carrera; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos del artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, determinará los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, establecerá las normas de encasillamiento de las plantas de personal y el número de cargos que se proveerán de conformidad a ellas. 

2. El número de cargos totales para la planta de personal que se fije en virtud de este artículo será de 1.616.  

3. Determinar la o las fechas de entrada en vigencia de las plantas de personal y del encasillamiento que se practique.

4. En cualquier caso, el encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. 

b) Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. 

c) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos provisionales. 

d) Respecto del personal que en el momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado. 

e) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan no serán exigibles respecto de las y los funcionarios titulares para efectos del encasillamiento a que se refiere el numeral 1 del artículo segundo de la presente ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes. 

f) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y, asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto. 

Artículo vigésimo.- El encasillamiento de las plantas de directivos de carrera, profesionales, fiscalizadores, técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Nacional de Aduanas quedará sujeto a las condiciones que establezcan el o los decretos con fuerza de ley que fijen sus plantas conforme al artículo anterior, considerando a lo menos lo siguiente:

1. Los funcionarios de las plantas antes señaladas se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, y mantendrán el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existen los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 

2. Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno, en los cuales podrán participar los funcionarios de planta y a contrata siempre que cumplan los requisitos para el cargo respectivo, se hayan desempeñado en calidad de titular de planta o a contrata, a lo menos, dos años continuos inmediatamente anteriores al 20 de mayo de 2018, y cumplan las demás condiciones para participar en dichos concursos que fije el o los decretos con fuerza de ley antes indicado, el cual podrá exigir contar con la certificación de aprobación de horas de capacitación impartidas por el Servicio. En el caso del personal a contrata, además podrá exigir haberse desempeñado en dicha calidad sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior

3. Asimismo, dicho decreto con fuerza de ley señalará el número de grados superiores a los cuales podrá postular en el o los respectivos concursos. Con todo, solo podrá ser encasillado como máximo en tres grados superiores en todo el proceso concursal. A el o los concursos no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley N° 19.479.

4. El o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo anterior definirán los factores que, a lo menos, considerará el concurso, la integración del comité de selección y también podrán establecer las demás normas para su realización. Además, el o los referidos decretos con fuerza de ley fijarán el grado en que podrán ser encasillados aquellos funcionarios a contrata que hayan experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en la época que determinen dicho decreto o decretos con fuerza de ley.

5. La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes en el respectivo concurso interno. En caso de que resulte ser encasillado en dos o tres grados superiores, éste se implementará gradualmente, se asignará un grado en cada anualidad según lo defina el decreto con fuerza de ley, y podrá para ello crear cargos transitorios en la planta de personal respectiva, los cuales se suprimirán de pleno derecho cuando queden vacantes por cualquier causal. Dichos cargos transitorios quedarán afectos a la regulación que establezca el decreto con fuerza de ley.

6. En lo no previsto en el presente artículo estos concursos se regularán por las normas del Párrafo 1° del Título II del Estatuto Administrativo.

7. El decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior podrá disponer que las vacantes que se generen producto del encasillamiento, se provean de acuerdo a las normas de este artículo. Además, dicho decreto con fuerza de ley podrá establecer normas complementarias para su provisión. Con todo en estos concursos, solo podrán participar aquellos funcionarios que hayan sido encasillados en el mismo grado o en uno o dos grados superiores a los que poseían a la época del encasillamiento, y solo podrán acceder hasta tres, dos o un grado superior al del encasillamiento, respectivamente, y de acuerdo a la forma y gradualidad a que se refieren los numerales anteriores y determine el decreto con fuerza de ley antes indicado.

Artículo vigesimoprimero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de los artículos decimonoveno y vigésimo transitorios de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional de Aduanas. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pueda financiar con los referidos recursos. Para los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.

Artículo vigesimosegundo.- Los funcionarios o funcionarias que a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando cargos de Subdirectores de Departamento de Subdirecciones del Servicio de Impuestos Internos, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme al título VI de la ley Nº19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa.
Artículo vigesimotercero.- El Consejo Tributario incorporado en el artículo 6° bis del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, del Ministerio de Hacienda,  y en el artículo 3° ter del artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, que fija texto de la Ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos y adecúa disposiciones legales, se constituirá el primer día del séptimo mes siguiente al de la aprobación de la presente ley, fecha en que entrarán en vigencia ambas disposiciones. 

Para efectos de su renovación, dos de los Consejeros del primer nombramiento durarán 3 años en sus funciones y 2 durarán 5 años, y en ambos casos podrán ser reelegidos por un periodo adicional de 5 años.

Artículo final.- Las modificaciones establecidas en esta ley que no tengan una fecha especial de vigencia, entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Transcurridos tres años desde la entrada en vigencia de la presente ley, de acuerdo al inciso primero, el Ministerio de Hacienda deberá contratar una evaluación externa que se pronuncie sobre la implementación y aplicación de las medidas contenidas en la presente ley, refiriéndose, a lo menos, a su efecto sobre la recaudación fiscal, su impacto en la actividad económica, sus efectos distributivos, y el cumplimiento de los compromisos en materia de gastos adquiridos durante la tramitación de la misma. 

El resultado de esa evaluación será remitido a las Comisiones de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados y del Honorable Senado y deberá será publicado en el sitio web del Ministerio de Hacienda.”.

- - - 
ACORDADO

Acordado en sesiones celebradas el día 14 de agosto de 2024, con asistencia de los Honorables Senadores señora Isabel Allende Bussi y señores Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot (Presidente accidental), Felipe Kast Sommerhoff (Presidente) y Ricardo Lagos Weber; de 27 de agosto de 2024, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, José Miguel Insulza Salinas, Felipe Kast Sommerhoff (Presidente) y Ricardo Lagos Weber; de 28 de agosto de 2024, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot (Presidente accidental), José Miguel Insulza Salinas, Felipe Kast Sommerhoff (Presidente) y Ricardo Lagos Weber; de 3 de septiembre de 2024, con asistencia de los Honorable Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Luciano Cruz-Coke Carvallo, José García Ruminot, José Miguel Insulza Salinas y Ricardo Lagos Weber; de 4 de septiembre de 2024, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Luciano Cruz-Coke Carvallo, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Gastón Saavedra Chandía; de 5 de septiembre de 2024, con asistencia de los Honorables Senadores señores  Francisco Chahuán Chahuán, Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber; de 9 de septiembre de 2024, durante la jornada de la mañana, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Luciano Cruz Coke Carvallo, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Gastón Saavedra Chandía; de 9 de septiembre de 2024, durante la jornada de la tarde, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Luciano Cruz Coke Carvallo, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Gastón Saavedra Chandía; de 10 de septiembre de 2024, durante la jornada de la mañana, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Luciano Cruz Coke Carvallo, José García Ruminot (Presidente accidental), Ricardo Lagos Weber y Gastón Saavedra Chandía, y de 10 de septiembre de 2024, durante su jornada de tarde, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Luciano Cruz Coke Carvallo, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Gastón Saavedra Chandía

Sala de la Comisión, a 11 de septiembre de 2024.
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RESUMEN EJECUTIVO

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DICTA NORMAS PARA ASEGURAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS DENTRO DEL PACTO POR EL CRECIMIENTO ECONÓMICO, EL PROGRESO SOCIAL Y LA RESPONSABILIDAD FISCAL (BOLETÍN Nº 16.621-05).

_______________________________________________________________
I.
OBJETIVO (S) DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:
Los principales objetivos de la iniciativa son los siguientes:

- Modernizar la administración tributaria y de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

- Controlar la informalidad en el comercio.

- Actualizar la regulación de los delitos tributarios contenida en el Código Tributario.

- Mejorar el combate a la planificación tributaria agresiva.

- Entregar nuevas facultades a la Defensoría del Contribuyente.

- Establecer medidas permanentes y transitorias para permitir la puesta al día y regularización de las obligaciones tributarias de los contribuyentes.

- Fortalecer los distintos órganos de la administración tributaria y de la Defensoría del Contribuyente mediante el reforzamiento tecnológico y de personal institucional y elevar el estándar de probidad y las sanciones para quienes incumplan las normas.

- Actualizar la gobernanza del Servicio de Impuestos Internos.

II.
ACUERDOS: 
Indicación N° 1: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 2: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 3: Aprobada unanimidad 3x0


Indicación N° 4: Aprobada unanimidad 3x0


Indicación N° 5: Aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0

Indicación N° 6: Aprobada unanimidad 4x0

Votación separada: Parte del inciso propuesto en letra c) del numeral 29 del artículo 1 rechazado por mayoría (2x1 a favor) 


Indicación N° 7: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 8: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 9: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 10: Aprobada unanimidad 4x0

Indicación N° 11: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 12: Aprobada mayoría con enmiendas (4x1 en contra)
Indicación N° 13: Aprobada mayoría con enmiendas (3x1 en contra x1 abstención)
 
Indicación N° 14: Retirada


Indicación N° 15: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 16: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N°17: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 18: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 19: Aprobada mayoría (4x1 abstención)
Indicación N° 20: Aprobada mayoría (4x1 abstención)
Indicación N° 21: Aprobada mayoría (4x1 abstención)
Indicación N° 22: Aprobada mayoría (4x1 abstención)

Indicación N° 23: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 24: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 25: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 26: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 27: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 28: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 29: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 30: Aprobada por unanimidad 5x0

Indicación N° 31: Aprobada por unanimidad 5x0


Indicación N° 32: Aprobada por unanimidad 5x0


Indicación N° 33: Inadmisible


Indicación N° 34: Rechazada por unanimidad 4x0


Indicación N° 35: Inadmisible

Indicación N° 36: Inadmisible


Indicación N° 37: Inadmisible


Indicación N° 38: Rechazada por unanimidad 5x0


Indicación N° 39: Aprobada por unanimidad 5x0


Indicación N° 40: Aprobada por mayoría (3x2 en contra)

Indicación N° 41: Rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40.

Indicación N° 42: Rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40.

Indicación N° 43: Rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40.

Indicación N° 44: Rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40.

Indicación N° 45: Rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 40.

Indicación N° 46: Rechazada por unanimidad 5x0


Indicación N° 47: Aprobada por unanimidad 5x0


Indicación N° 48: Rechazada por unanimidad 5x0


Indicación N° 49: Rechazada por unanimidad 5x0


Indicación N° 50: Rechazada unanimidad 5x0

Indicación N° 51: Rechazada unanimidad 5x0


Indicación N° 52: Rechazada unanimidad 5x0


Indicación N° 53: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 54: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 55: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 56: Rechazada unanimidad 5x0


Indicación N° 57: inadmisible 


Indicación N° 58: Aprobada unanimidad 3x0


Indicación N° 59: Aprobada con enmiendas, unanimidad 3x0


Indicaciones N°s 60, 61 y 62: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 63: Rechazada unanimidad 5x0


Indicaciones N°s 64,65 y 66: Aprobada unanimidad 5x0


Indicaciones N°s 67 y 68: Rechazadas por unanimidad 5x0


Indicación N° 69: Aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0


Indicaciones N°s 70 y 71: Rechazada unanimidad 5x0

Indicación N° 72: Rechazada 5x0


Indicaciones N°s 73 y 74: Aprobadas unanimidad 5x0


Indicación N° 75: Rechazada por mayoría (4x1 abstención)


Indicación N° 76: Rechazada por mayoría (3x2 a favor)


Indicación N° 77: inadmisible

Indicación N° 78: Aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0


Indicación N° 79: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 80: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 81: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 82: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 83: Aprobada con modificaciones, unanimidad 3x0

Indicación N° 1H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 2H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 3H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 4H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 5H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 6H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 7H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 8H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 9H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 10H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 11H: Aprobada unanimidad 5x0

           Indicación N° 12H: Aprobada unanimidad 5x0 con excepción del numeral 4° de la letra C., nueva, que fue votado en contra por el Honorable Senador señor Coloma.
Indicación N° 13H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 14H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 15H: Rechazada por mayoría (3x2 a favor) 


Indicación N° 16H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 17H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 18H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 19H: Aprobada unanimidad 3x0


Indicación N° 20H: Aprobada unanimidad 3x0


Indicación N° 21H: Aprobada unanimidad 3x0


Indicación N° 22H: Aprobada unanimidad 3x0

Indicación N° 23H: Aprobada por mayoría con enmiendas (2x1 en contra)

Indicación N° 24H: Aprobada unanimidad 4x0

Indicación N° 25H: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 26H: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 27H: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 28H: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 29H: Aprobada unanimidad 4x0

Indicación N° 30H: Aprobada unanimidad 4x0

Indicación N° 31H: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 32H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 33H: Aprobada unanimidad 4x0


Indicación N° 34H: Aprobada unanimidad con enmiendas 5x0


Indicación N° 35H: Aprobada por mayoría (4x1 abstención)

Votación separada: letra g) del numeral 7 del artículo 1 del proyecto de ley rechazada por mayoría (4x1 abstención)

Indicación N° 36H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 36Ha: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 37H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 38H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 39H: Aprobada por mayoría (3x2 en contra)

Indicación N° 40H: Rechazada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 39H.


Indicación N° 41H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 42H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 43H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 44H: Aprobada unanimidad 5x0

Indicación N° 45H: Aprobado con modificaciones, unanimidad 5x0. El inciso tercero propuesto fue aprobado por unanimidad 3x0. 


Indicación N° 46H: Aprobada unanimidad con enmiendas 5x0


Indicación N° 47H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 48H: Aprobada unanimidad 5x0


Indicación N° 49H: Aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0

Indicación N° 50H: Aprobada unanimidad 3x0


Indicación N° 51H: Aprobada unanimidad 3x0

Indicación N° 52H: Retirada


Indicación N° 53H: Aprobada unanimidad 3x0

Indicación N° 54H: Aprobada unanimidad 3x0

Indicación N° 55H: Aprobada unanimidad 3x0


Indicación N° 56H: Retirada


Indicación N° 57H: Retirada


Indicación N° 58H: Retirada


Indicación N° 59H: Aprobada unanimidad 3x0

Indicación N° 60H: Aprobada unanimidad 3x0 
III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de 17 artículos permanentes y de veinticuatro artículos transitorios.
IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: 
En el artículo 1:

- El párrafo sexto del número 1° del artículo 6° bis contenido en el numeral 7.

- El párrafo segundo del número 4 del numeral 24.

- El inciso final del artículo 85 ter incorporado por el numeral 32.

- El artículo 100 quáter incorporado por el numeral 39.

- El numeral 76.

En el artículo 2:

- El párrafo décimo del nuevo número 7 incorporado por la letra j) del numeral 3.

En el artículo undécimo transitorio:

- El numeral 13.

Tienen el carácter de normas de quórum calificado por establecer la reserva de información en mérito de lo dispuesto en el artículo 8°, inciso segundo, en relación al artículo 66 inciso segundo, ambos de la Constitución Política de la República.

Por otra parte, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional por tratarse de normas que inciden en la organización o atribuciones de los tribunales de justicia, en mérito de lo dispuesto en el artículo 77, en relación al artículo 66 inciso segundo, ambos de la Constitución Política de la República:

En el artículo 1:

- La letra c) del numeral 9.
- El inciso penúltimo del artículo 59 ter, incorporado por el numeral 21.
- El numeral 25.

- El artículo 65 bis contenido el numeral 28. 

- El número 2 del artículo 65 ter incorporado por el numeral 29.
- Los numerales 42 y 44.

- Las letras e) y f) del numeral 57.

- El número 4° sustituido por la letra d) del numeral 58.

En el artículo 4:
- El inciso tercero del artículo 8 bis, incorporado por el numeral 1.
- El numeral 5.
- La letra a) del numeral 11.
- La letra B) del numeral 21.

En el artículo 10: 

- Los numerales 1 y 2 letra b).
Asimismo, tiene rango orgánico constitucional el artículo 92 ter propuesto en el numeral 36 del artículo 1, en virtud de lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.
El numeral 1 del artículo 8 tiene rango orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.
Finalmente, los párrafos primero y tercero de la letra D del artículo 3° ter propuesto en el numeral 2 del artículo 8 y el numeral 6 del artículo 8 tienen rango orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental. En cuanto impone el deber de realizar la declaración de intereses y patrimonio establecida en la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.

Las mencionadas normas requieren para su aprobación de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.

V.
URGENCIA: “suma”.
VI.
ORIGEN E INICIATIVA: Cámara de Diputados. Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, señor Gabriel Boric Font.
VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.
VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 16 de abril de 2024.
IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe.
X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 
1. Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974, del Ministerio de Hacienda.

2. Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, del Ministerio de Hacienda.

3. Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda.

4. Decreto con fuerza de ley Nº 30, de 2005, del Ministerio de Hacienda que Aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.

5. Ley N° 21.420, que reduce o elimina exenciones tributarias que indica.

6. Decreto ley N°3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto N°2.385, de 1996, del Ministerio del Interior.

7. Ley N° 21.210, que Moderniza la legislación tributaria.

8. Decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, que fija texto de la Ley orgánica del Servicio De Impuestos Internos y adecúa disposiciones legales.

9. Ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 329, del Ministerio de Hacienda.

10. Ley N° 20.322 que Fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria y aduanera.

11. Ley N° 20.853, que fortalece el Servicio de Impuestos Internos para implementar la reforma tributaria.

12. Ley N° 20.431, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos.

13. Ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

14. Decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.

15. Decreto N°473 de 2022, del Ministerio de Hacienda.

Valparaíso, a 11 de septiembre de 2024.
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� A continuación, figura el link de cada una de las sesiones, transmitidas por TV Senado, que la Comisión dedicó al estudio del proyecto:


14 de agosto de 2024:


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-08-13/161449.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-08-13/161449.html� 


27 de agosto de 2024:


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-08-26/151847.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-08-26/151847.html� 


28 de agosto de 2024:


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-08-27/171056.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-08-27/171056.html�


3 de septiembre de 2024:


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-02/152408.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-02/152408.html� 


4 de septiembre de 2024:


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-03/155014.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-03/155014.html�  


5 de septiembre de 2024:


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-05/073506.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-05/073506.html� 


9 de septiembre 2024 (sesión de mañana): 


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-09/074638.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-09/074638.html�


9 de septiembre 2024 (sesión de tarde): 


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-09/120914.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-09/120914.html�


10 de septiembre 2024 (sesión de mañana):


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-10/065753.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-10/065753.html�  


10 de septiembre (sesión de tarde):


� HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-10/121108.html" �https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/hacienda/comision-de-hacienda/2024-09-10/121108.html� 





